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CONSIDERACIONES 

Que el 10 de febrero de 2014 y el 29 de enero de 2016, se publicaron en el Diario Oficial de 
La Federación, respectivamente, el "Decreto por el que se reforman. adicionan y derogan diversas 
disposiciones de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos. en materia política­
electoral" y el "Decreto por el que se declaran reformadas y derogadas diversas disposiciones de 
la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, en materia de la reforma política de La 
Ciudad de México", por medio de Los cuales se reformaron. entre otros, el Apartado A del artículo 
102 Constitucional y se estableció que el Ministerio Público de la Federación se organizará en una 
Fiscalía General de La República como órgano público autónomo, dotado de personalidad jurídica 
y patrimonio propio: 

Que el 20 de diciembre de 2018. se publicó en el Diario Oficial de la Federación la 
Declaratoria de La entrada en vigor de la Autonomía Constitucional de la Fiscalía General de la 
República. de conformidad con el primer párrafo del transitorio Décimo Sexto del primer Decreto 
citado: 

Que el 20 de mayo de 2021. se publicó en el Diario Oficial de La Federación el "Decreto por 
el que se expide La Ley de La Fiscalía General de La República, se abroga La Ley Orgánica de La 
Fiscalía General de la República y se reforman, adicionan y derogan diversas disposiciones de 
distintos ordenamientos legales", la cual tiene por objeto establecer la integración, estructura, 
funcionamiento y atribuciones de la Institución, así como la organización, responsabilidades y 
función ética jurídica del Ministerio Público de la Federación y demás personas servidora 
públicas de la Fiscalía General de la República. conforme a las facultades que le confiere L 
Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos: 

Que el 19 de junio de 2023, se publicó en el Diario Oficial de la Federación el Estatuto 
Orgánico de la Fiscalía General de la República, que tiene por objeto establecer Las normas para 
la organización y el funcionamiento de La Fiscalía General de la República: 

Que la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, en su articulo 6° d ispone que 
toda La información en posesión de cualquier autoridad es pública y sólo podrá ser reservada 
temporalmente por razones de interés público y seguridad nacional. en Los términos que fijen Las 
leyes, previendo que en la interpretación de este derecho deberá prevalecer el principio de 
máxima publicidad y que Los sujetos obligados deberán documentar todo acto que derive del 
ejercicio de sus facultades, competencias o funciones, y que la información que se refiere a la 
vida privada y los datos personales será protegida en los términos y con Las excepciones que fije 
Las Leyes; 

Que la Constitución Política de Los Estados Unidos Mexicanos, en su artículo 16. señala que 
toda persona tiene derecho a la protección de sus datos personales, al acceso, rectificación y 
cancelación de los mismos, así como a manifestar su oposición, en Los términos que fije La Ley, La 
cual establecerá los supuestos de excepción a los principios que rijan el tratamiento de datos. 
por razones de seg1,Jridad nacional. disposiciones de orden público. seguridad y salud públicas o 
7 proteger los derechos de terceros: 

/ r. :~ ~: . Que .la Ley Genera e Transparencia y Acceso a La Información Pública. publicada en e _ 
D1ano Oficial de la Fed c1 el 4 de mayo de 2015, establece en su articulo 24, fracción 11. qu 

Décima Octava Sesión Ordinaria 2024 2 



FGR 
FISCAL ÍA G E NER A L 
DE LA R EP ÚBLI C A 

(: COMITE DE 
,- TRANSPARENCIA 

los sujetos obligados deberán designar en las Unidades de Transparencia a los titulares que 
dependan directamente del titular del sujeto obligado y que preferentemente cuenten con 
experiencia en la materia: asimismo en su artículo 43, señala que en cada sujeto obligado 
integrará un Comité de Transparencia: 

Que el artículo 64, párrafo primero de la Ley Federal de Transparencia y Acceso a la 
Información Pública y el artículo 83 de la Ley General de Protección de Datos Personales en 
Posesión de Sujetos Obligados, refieren que en cada sujeto obligado o responsable integrará un 
Comité de Transparencia: 

Que el artículo 7, fracción X del Estatuto Orgánico de la Fiscalía General de la República 
establece como facultad genérica de las personas titulares de las unidades administrativas la 
relativa a suscribir los documentos relativos al ejercicio de sus facultades y aquellos que les sean 
asignados por delegación o les correspondan por suplencia, y 

Que el artículo 20, fracción XI. del Estatuto Orgánico de La Fiscalía General de la República, 
prevé que La persona titular de la Unidad Especializada en Transparencia y Apertura 
Gubernamental tendrá entre otras, la facultad de presidir el Comité de Transparencia de la 
Institución, el cual se instalará mediante la disposición que dicha Unidad Administrativa emita en 
coordinación con la Unidad Especializada en Asuntos Jurídicos. 

Que el Comité de Transparencia quedó formalmente constituido e instalado el veinticuatro 
de enero de dos mil veinticuatro. 

- - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - f : : : : : : : : : : : : : : : : : : : : : : : : : : : : : : : : : : : : : : :.: : : :: : : : : : : : : : -: : : : : : : =;; / 
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1 NTEGRANTES 

Leda. Adi Loza Barrera. 
Titular de la Unidad Especializada en Transparencia y Apertura 
Gubernamental y La presidente del Comité de Transparencia. 
En términos de Lo dispuesto en el artículo 7, fracción X. y artículo 20. 
fracción XI. del Estatuto Orgánico de La Fiscalía General de La 
República, en relación con el numeral segundo, fracción I del Acta 
de instalación del Comité de Transparencia de La Fiscalía General 
de La República y en apego al artículo 64, párrafo cuarto. fracción 11 
de La Ley Federal de Transparencia y Acceso a La Información 
Pública. 

Lic. Carlos Guerrero Ruiz 
Miembro suplente del Titular de la Unidad Especializada de 
Recursos, Servicios e Infraestructura Inmobiliaria, representante 
del área coordinadora de archivos 
En términos de Lo dispuesto en Los artículos 4, párrafo tercero y 5. 
fracción XII. inciso c. y 184, fracción XXI , del Estatuto Orgánico de la 
Fiscalía General de La República; numeral segundo. fracción II del 
Acta de instalación del Comité de Transparencia de La FiscaU 
General de la República. en relación con el numeral segundo 
párrafo segundo del Acuerdo del Comité de Transparencia de L 
Fiscalía General de La República por medio del cual se establecen 
sus atribuciones y funciones y en apego al artículo 64, párrafo 
cuarto, fracción I de La Ley Federal de Transparencia y Acceso a la 
Información Pública. 

L. C. Sergio Agustín Taboada Cortina 
Miembro suplente del Titular del Órgano Interno de Control 
En términos de lo dispuesto en los artículos 11. fracción XIII. 93 
fracción XIII y Transitorio Tercero de la Ley de la Fiscalía general de 
la República: los artículos 5, fracción XIII. inciso d, 203, 206, fracción 
IV y Décimo Sexto Transitorio del Estatuto Orgánico de la Fiscalía 
General de la República: numeral SEGUNDO, fracción IV, inciso c) 
del A/OIC/001/2022: el numeral segundo, fracción 111 del Acta de 
instalación del Comité de Transparencia de la Fiscalía General de La 
República. en relación con el numeral segundo, párrafo segundo 
del Acuerdo del Comité de Transparencia de la Fiscalía General de 
La República por medio del cual se establecen sus atribuciones y 
funciones y en apego al artículo 64, párrafo cuarto, fracción 111 del 
Ley Federal de Transparencia y Acceso a La Información Pública. 

4 



FGR 
FISCALÍA GE NERAL 
DE LA REPÚBLICA 

COMITE DE 
TRANSPARENCIA 

SESIÓN DEL COMITÉ DE TRANSPARENCIA 

Siendo las 20:09 horas de fecha 28 de mayo de 2024, la Secretaria Técnica del Comité. remitió a 
los integrantes del Comité de Transparencia la versión final de los asuntos que serían sometidos 
a su consideración. con las respectivas propuestas de determinación, correspondientes a su 
Décima Octava Sesión Ordinaria 2024 a celebrarse ese mismo día. 

Derivado de lo anterior. tras un proceso de análisis a los asuntos. los integrantes del Comité de 
Transparencia emitieron su votación para cada uno de los casos. por lo que. contando con la 
votación de los tres integrantes de este Colegiado. la Secretaría Técnica del Comité, oficializó 
tomar nota de cada una de las resoluciones. haciendo del conocimiento de los enlaces de 
transparencia los acuerdos determinados por ese Órgano Colegiado. para así proceder a realizar 
la presente acta relativa a la sesión en cita. 

DESARROLLO DE LA SESIÓN Y ACUERDOS 

l. Lectura y en su caso aprobación del orden del día. 

11. Aprobación del Acta de la Sesión inmediata anterior. 

111. Análisis y resolución de las solicitudes de acceso a la información y solicitudes de ( 
datos personales: 

A. Solicitudes de acceso a la información en las que se analiza la inexistencia de la 
información requerida: 

A.1. Folio 330024624000785 - RRA 5046/24 
A.2. Folio 330024624000786 - RRA 5049/24 
A.3. Folio 330024624001359 
A,4. Folio 330024624001360 

B. Solicitudes de acceso a la información en las que se analiza la clasificación de reserva 
y/o confidencialidad de la información requerida: 

B.1. 
B.2. 
B.3. 
8,4. 
B,5. 
B.6. 
B.7, 
B.8. 
B.9. 
8.10 . 

. 
/ B.11. 

8.12. 
8.13. 
8.14. 
8.15. 
8.16. 

Folio 330024624001125 
Folio 330024624001175 
Folio 330024624001190 
Folio 330024624001191 
Folio 330024624001202 
Folio 330024624001241 
Folio330024624001243 
Folio 330024624001244 
Folio 330024624001245 
Folio 330024624001247 
Folio330024624001250 
Folio 330024624001255 
Folio330024624001256 
Folio 330024624001271 
Folio 330024624001288 
Folio330024624001289 
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c. Solicitudes de acceso a la información en las que se analiza la versión pública de la 
información requerida: 

C.1. Folio 330024624001370 

D. Solicitudes en las que se analiza la ampliación de plazo de la información requerida: 

D.1. Folio 330024624001249 
D.2. Folio 330024624001257 
D.3. Folio 330024624001261 
D,4. Folio 330024624001264 
0,5. Folio 330024624001266 
0 .6. Folio 330024624001267 
D.7. Folio 330024624001270 
0.8. Folio 330024624001273 
D.g. Folio 330024624001276 
D.10. Folio 330024624001278 
D.11. Folio 330024624001279 
D.12. Folio 330024624001281 
D.13. Folio 330024624001287 
D.14. Folio 330024624001292 
D.15. Folio 330024624001295 
D.16. Folio 330024624001298 

E. Cumplimiento a las resoluciones del INAI: 

E.1. Folio de la solicitud 330024624000787 - RRA 5052/24 
E.2. Folio de la solicitud 330024624000505 - RRA 3751/24 
E.3. Folio de la solicitud 0001700200321 - RRD 1654/21 

F. Solicitudes para el ejercicio de los derechos ARCO en las que se analizará la 
procedencia o improcedencia, la versión testada o entrega de los datos personales: 

F.1. Folio 330024624001318 

IV. Actualización del documento de seguridad del Sistema Centro de Denuncia y Atención 
Ciudadana (CEDAC). 

V. Actualización del Documento de Seguridad del Sistema Programa de Difusión de 
personas desaparecidas Has visto a .. ?. 

/ 1. Asuntos General s 

/ PUNT01. 
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ABREVIATURAS 

FGR - Fiscalía General de la República. 

OF - Oficina del C. Fiscal General de la República. 

FECOC - Fiscalía Especializada de Control CompetenciaL 

FEAIN - Fiscalía Especial para Asuntos Internacionales adscrita a la FECOC. 

FECOR - Fiscalía Especializada de Control Regional. 

FEMDO - Fiscalía Especializada en materia de Delincuencia Organizada. 

FISEL - Fiscalía Especializada en materia de Delitos Electorales. 

FEMCC - Fiscalía Especializada en materia de Combate a la Corrupción. 

FEMDH - Fiscalía Especializada en Materia de Derechos Humanos. 

FEVIMTRA: Fiscalía Especializada en Delitos de Violencia Contra las Mujeres. Grupos en Situación de Vulnerabilidad y Trata de 
Personas. 

FEAI - Fiscalía Especializada en Asuntos Internos. 

AIC - Agencia de Investigación Criminal 

OEMASC - Órgano Especializado de Mecanismos Alternativos de Solución de Controversias. 

OM - Oficialía Mayor 

OIC: Órgano Interno de Control. 

UEAJ - Unidad Especializada en Asuntos Jurídicos. 

UETAG - Unidad Especializada en Transparencia y Apertura Gubernamental 

INAI - Instituto Nacional de Transparencia. Acceso a la Información y Protección de Datos Personales. 

LFTAIP- Ley Federal de Transparencia y Acceso a la Información Pública 

CFPP - Código Federal de Procedimientos Penales 

CNPP - Código Nacional de Procedimientos Penales. 

CPEUM - Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos. 

Y Unidades Administrativas previstas en el presente Estatuto Orgánico o las que sean necesarias para el debido ejercicio de las 
atribuciones. 
- - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - ,/ 
- - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - -,;JI' 
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ACUERDOS 

Previa consulta de la Secretaria Técnica del Comité de Trasparencia a sus integrantes. los mismos 
por unanimidad aprueban el orden del d ía para la actual sesión. 

11. Aprobación del Acta de la Sesión inmediata anterior. 

Previa consulta de la Secretaria Técnica del Comité de Trasparencia a sus integrantes. los mismos 
por unanimidad aprueban el Acta de la Décima Séptima Sesión Ordinaria de 2024 que se registra 
en la gestión de la Fiscalía General de la República. celebrada el 21 de mayo de 2024. 

111. Análisis y resolución de las solicitudes de acceso a la información y solicitudes de datos 
personales: 

En seguimiento al desahogo del orden del día. la Secretaría Técnica de este Órgano Colegiado 
procede a tomar nota de las decisiones que manifestaron los integrantes del Comité de 
Transparencia para cada una de las solicitudes enlistadas en la presente sesión, tal y como se 
plasma a continuación. 
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A. Solicitudes de acceso a la información en las que se analiza la inexistencia de la información 
requerida: 

A.1. 
A.2. 

Folio de la solicitud 330024624000785 - RRA 5046/24 
Folio de la solicitud 330024624000786 - RRA 5049/24 

La resolución para cada uno de los asuntos enlistados en el presente rubro se encuentra al final 
de La presente acta, signadas por Los miembros del Comité. 
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A.3. Folio de la solicitud 330024624001359 

1 

Síntesis: 
: Averiguación previa 
• PGR/FEMOSPP/002/2002 

Sentido de la resolución CT: Confirma 

!Rubro: ; Inexistencia 

Solicitud: 
"Solicito un desglose en versión pública del numero de diligencias que se han llevado a cabo 
dentro de la averiguación PGR/FEMOSPP/002/2002. 

Sí fue judicializado solicito el número de causa penal y juzgado, en caso de que así haya sido y la 
fecha de la acción penal. 

También solicito que se me informe el número de personas investigadas y los delitos que se 
investigan." (Sic) 

Unidades administrativas involucradas: 
Conforme a las facultades establecidas en La Ley Orgánica de La Procuraduría General de la 
República. su Reglamento, el Acuerdo A/238/12 publicado en el Diario Oficial de la Federación 
el 20 de septiembre de 2012. el Acuerdo A/072/16 publicado en el Diario Oficial de La 
Federación el 11 de mayo de 2016, y demás disposiciones Legales aplicables, La presente 
solicitud de información se turnó para su atención a: FEMDH. 

/ 

ACUERDO 
CT / ACDO/ 0243/2024: 

En el marco de Lo dispuesto en los artículos 65, fracción 11. 
102 y 140 de La LFTAIP, el Comité de Transparencia por 
unanimidad determina confirmar la inexistencia del / 
expediente de investigación requerido, en términos de Lo / 
establecido en el artículo 141 de La LFTAIP. en 
concatenación con el criterio de interpretación del INAI 
04/19 que a la letra señala que: 

Propósito de la decl ación f mal de inexistencia. El propósito de que los Comités de 
Transparencia emitan una ecla ión que confirme la inexistencia de la información solicitada. es 
garantizar al solicitante q e ealizaron las gestiones necesarias para la ubicación de la 
información de su interés; p c . al. el acta en el que se haga constar esa declaración formal de 
inexistencia. debe conten los e entos suficientes para generar en los solicitantes la certeza d 
carácter exhaustivo de úsqueda de lo solicitado. 
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Toda vez que. La FEMDH por conducto del Equipo Especial de Investigación y Litigación para el 
Caso Luis Donaldo Colosio Murrieta. manifestó que La averiguación previa 
PGR/FEMOSPP/002/2002. fue consignada el 18 de julio de 2005, por La entonces FEMOSPP. ante 
el entonces Juzgado Decimoquinto de Distrito de Procesos Penales Federales del Distrito 
Federal. dentro de La Causa Penal 78/05; orientando al Poder Judicial de La Federación. quien 
cuenta con el expediente original. 

Por Lo anterior. al ya no encontrase en Los archivos físicos ni electrónicos de ese Equipo Especial. 
resulta procedente declarar La inexistencia de Lo solicitado. en términos de Lo establecido en el 
artículo 141 de La LFTAIP. en atención a Las siguientes circunstancias: 

Tiempo: La búsqueda de Lo solicitado se realizó considerando el periodo comprendido hasta el 
trece de mayo de dos mil veinticuatro. por ser esta última. La fecha en que el particular, ingresó 
La solicitud. 

Lugar: En todos Los archivos físicos y electrónicos. así como en todos Los sistemas con Los que 
cuenta La FEMDH, específicamente en La Unidad del Equipo Especial de Investigación y Litigación 
para el Caso Luis Donaldo Colosio Murrieta. 

Modo: Se realizó una búsqueda exhaustiva. minuciosa, y razonable con un criterio amplio. sin que 
se Logrará Localizar puntualmente. una expresión documental que dé cuenta del expediente de 
investigación solicitado. toda vez que. La averiguación previa PGR/FEMOSPP/002/2002. fue 
consignada el 18 de julio de 2005, por La entonces FEMOSPP. ante el entonces Juzgado 
Decimoquinto de Distrito de Procesos Penales Federales del Distrito Federal. dentro de La Causa 
Penal 78/05; siendo el Poder Judicial de La Federación, quien cuenta con el expediente original. 
motivo por el cual. resulta procedente declarar La inexistencia. 

----------- --- / - - - - - - - - - - - - - - -
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A.4. Folio de la solicitud 330024624001360 

1 Síntesis: 

Sentido de la resolución CT: 

1

Rubro: 

Solicitud: 

. Averiguación previa 
PGR/FEMOSPP / 002/ 2002 

Confirma 

Inexistencia 

"Solicito la version publica de la averigaucion PGR/FEMOSPP/002/2002 así mismo solicito que 
se publique en su pagina de internet como ocurrió con el caso Colosio. que incluso tiene una 
sección en su pagina por la revelacia y porque fue considerada por el /NA! de interes publico. Cabe 
destacar que esta averiguacion ya fue ordenada por el /NA! que se transparentara hace 8 años. " 
(Sic) 

Unidades administrativas involucradas: 
Conforme a las facultades establecidas en la Ley Orgánica de la Procuraduría General de l 
República, su Reglamento, el Acuerdo A/238/12 publicado en el Diario Oficial de la Federació 
el 20 de septiembre de 2012, el Acuerdo A/072/16 publicado en el Diario Oficial de l 
Federación el 11 de mayo de 2016. y demás disposiciones legales aplicables, la presente 
solicitud de información se turnó para su atención a: FEMDH. 

/ 

ACUERDO 
CT / ACD0/0244/2024: 

En el marco de lo dispuesto en los artículos 65, fracción 11. 
102 y 140 de La LFTAIP. el Comité de Transparencia por 
unanimidad determina confirmar La inexistencia del 
expediente de investigación requerido. en términos de lo 
establecido en el artículo 141 de La LFTAIP, en 
concatenación con el criterio de interpretación del INAI 
04/19 que a La Letra señala que: 

Propósito de la declaración formal de inexistencia. El propósito de que los Comités de 
Trans~arencia e['i~an una declaración _que confirme la inexistencia de la información solicitada, es 
garantizar al s~t :1tante que se realizaron las gestiones necesarias para la ubicación de la 
información de Slil. interés; por lo cual, el acta en el que se haga constar esa declaración formal de 
inexistencia, debe \:ontener los elementos suficientes para generar en los solicitantes la certeza del 
carácter exhaustivo e la bús eda de lo solicitado. 

Toda vez que, La FEMDH p on ucto del Equipo Especial de Investigación y Litigación para el 
Caso Luis Donaldo 
PGR/FEMOSPP / 002/20 

io Murrieta, manifestó que la averiguación preví 
, fue c · signada el 18 de julio de 2005, por La entonces FEMOSPP. an 
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el entonces Juzgado Decimoquinto de Distrito de Procesos Penales Federales del Distrito 
Federal. dentro de La Causa Penal 78/05; orientando al Poder Judicial de La Federación. quien 
cuenta con el expediente original. 

Por Lo anterior. al ya no encontrase en Los archivos físicos ni electrónicos de ese Equipo Especial, 
resulta procedente declarar La inexistencia de lo solicitado, en términos de lo establecido en el 
artículo 141 de la LFT AIP. en atención a Las siguientes circunstancias: 

Tiempo: La búsqueda de Lo solicitado se realizó considerando el periodo comprendido hasta el 
trece de mayo de dos mil veinticuatro. por ser esta última, La fecha en que el particular, ingresó 
La solicitud. 

Lugar: En todos Los archivos físicos y electrónicos, así como en todos Los sistemas con los que 
cuenta La FEMDH, específicamente en La Unidad del Equipo Especial de Investigación y Litigación 
para el Caso Luis Donaldo Colosio Murrieta. 

Modo: Se realizó una búsqueda exhaustiva, minuciosa, y razonable con un criterio amplio, sin que 
se Logrará localizar puntualmente. una expresión documental que dé cuenta del expediente de 
investigación solicitado. toda vez que, La averiguación previa PGR/FEMOSPP/002/2002, fue 
consignada el 18 de julio de 2005, por La entonces FEMOSPP, ante el entonces Juzgado 
Decimoquinto de Distrito de Procesos Penales Federales del Distrito Federal, dentro de la Causa 
Penal 78/05; siendo el Poder Judicial de La Federación. quien cuenta con el expediente original, 
motivo por el cual. resulta procedente declarar la inexistencia. 

- - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - / 

- - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - / --
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B. Solicitudes de acceso a la información en las que se analiza la clasificación de reserva y/o 
confidencial de la información requerida: 

8.1. Folio de la solicitud 330024624001125 

/ 

Síntesis Información relacionada con terceros 

1 

1 

Sentido de la resolución : Confirma 

Rubro Información clasificada como confidencial 

Contenido de la Solicitud: 
"Solicito la siguiente información entregando la resolución en formato editable -Word o PDF 
editable- y la información en excel. 
I Se informe tomando por temporalidad el Gobierno del presidente. Enrique Peña Nieto. 
Cuántas investigaciones se emprendieron contra integrantes del Poder Judicial federal 
estatales. precisando por cada una: 
a) Se precise si fue carpeta de investigación o averiguación previa. 
b) Delitos indagados. 
c) Fecha de apertura. 
d) Nombre del indagado. 
e) Se informe su cargo, área donde labora, y el Poder Judicial al que pertenece. 
f) Estatus jurídico actual de la indagatoria. 
g) Cantidad de detenidos y su estatus jurídico actual. 
h) De haber sentencia se informe en qué consistió. contra quiénes se procedió y sanciones 
impuestas. 
11 Se informe tomando por temporalidad el Gobierno del presidente. Andrés Manuel López Obrador. 
Cuántas investigaciones se emprendieron contra integrantes del Poder Judicial federal y estatales, 
precisando por cada una: 
a) Se precise si fue carpeta de investigación o averiguación previa. 
b) Delitos indagados. 
c) Fecha de apertura. 
d) Nombre del ind ado. 
e) Se informe su ca o, área donde labora, y el Poder Judicial al que pertenece. 
f) Estatus jurídico a ual de la indagatoria. 
g) Cantidad de detem os y estatus jurídico actual. 
h) De haber sentencia e fi me en qué consistió. contra quiénes se procedió y sancione 
impuestas .. " (Sic) 

radas: 
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Conforme a Las facultades establecidas en La fracción 11· . fracción XV de La Ley de La Fiscalía 
General de La República: s·. fracción l. inciso b, subinciso ii y 20· . fracciones V, VI y VII del Estatuto 
Orgánico de La Fiscalía General de La República. y demás disposiciones Legales aplicables, La 
presente solicitud de información se turnó para su atención a: OM y UETAG. 

ACUERDO 
CT / ACD0/0245/2024: 

En el marco de Lo dispuesto en Los artículos 65, fracción 11. 
102 y 140 de La LFTAIP, el Comité de Transparencia por 
unanimidad determina confirmar La clasificación de 
confidencial del nombre del indagado, así como el. área 
donde Labora y el Poder Judicial al que pertenece. en 
términos del artículo 113, fracción I de La LFTAIP. 

Además. es importante hacer del conocimiento de Los particulares que conforme a Los artículos 
21 y 102. apartado A. párrafo cuarto. de La Consti tución Política de Los Estados Unidos Mexicanos, 
el Ministerio Público de La Federación prevé como competencia del Ministerio Público de La 
Federación buscar y presentar las pruebas que acrediten la participación de las personas en 
aquellos hechos que las leyes señalan como delitos ante La autoridad judicial. Es decir. t iene a 
su cargo la persecución e investigación de los delitos. Lo que significa que es el único órgano 
estatal competente para formular e impulsar La acusación o imputación delictiva. Así. La 
persecución e investigación de Los delitos es una Labor de carácter administrativo que por 
definición excluye a LajudiciaL 

Es por Lo anterior que. Lo expuesto en el párrafo precedente constituye inclusive un principio de 
imparcialidad en el que se garantiza a La persona imputada que el órgano que acusa no debe 
ser el mismo que el que juzga. 

Así Lo establece La Convención Americana sobre Derechos Humanos en su artículo 8 .1. en el que 
señala que "Toda persona tiene derecho a ser oída. con las debidas garantías y dentro de un plazo 
razonable. por un juez o tribunal competente. independiente e imparcial, establecido con 
anterioridad por la ley, en la sustanciación de cualquier acusación penal formulada contra ella. 
o para la determinación de sus derechos y obligaciones de orden civil. laboral. fiscal o de cualquier 
otro carácter". 

De esta forma, debe entenderse que es el juez o tri bunal el que Lleva a cabo La sustanciación de 
cualqu ier acusación penal formulada en contra alguna persona. Esta sustanciación implica La 
comprobación (o no) de que se cometió un delito y que determinada persona o personas son Las ~ 
responsables de tal hecho. / 

Por otra parte. Los artículos 21, párrafo tercero y 104, fracción I, de L Constitución Política de 
Los Estados Unidos Mexicanos prevén que será el órgano j urisd iccio al federal el competente 
para conocer de Los delitos del orden federa l. dentro del proceso pena federal. para. e A su caso ., 
imponer Las penas mediante resoluciones en forma de senten ias c@n, enatorias y/ 
absolutorias. 
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Es en la etapa de juicio en la cual se determina la existencia o no del delito, tal y como se puede 
advertir de Lo señalado por el Código Nacional de Procedimientos Penales, que en lo que nos 
ocupa dispone: 

• AL dictar sentencia condenatoria se indicarán Los márgenes de La punibilidad del delito y 
quedarán plenamente acreditados los elementos de la clasificación jurídica; es decir, 
el tipo penal que se atribuye. el grado de la ejecución del hecho, la forma de intervención 
y La naturaleza dolosa o culposa de la conducta, así como el grado de lesión o puesta en 
riesgo del bien jurídico (séptimo párrafo del artículo 406). 

• La sentencia condenatoria hará referencia a los elementos objetivos, subjetivos y 
normativos del tipo penal correspondiente, precisando si el tipo penal se consumó o 
se realizó en grado de tentativa. así como la forma en que el sujeto activo haya intervenido 
para la realización del tipo, según se trate de alguna forma de autoría o de participación, 
y la naturaleza dolosa o culposa de la conducta típica jurídico (octavo párrafo del artículo 
406). 

Incluso, en la etapa del juicio, el Ministerio Público de la Federación puede plantear una 
reclasificación -artículo 398 del Código Nacional de Procedimientos Penales- respecto del 
delito invocado en su escrito de acusación. 

Con lo anterior, se confirma que en la etapa de investigación no existe certeza sobre si cuando 
existen hechos denunciados constituyen un delito, o no, ya que el único facultado para 
determinar su existencia es eljuez de enjuiciamiento. 

En ese tenor, La autoridad judicial es la única facultada para emitir resoluciones en forma de 
sentencias y autos. Es decir, d ictarán sentencia para decidir en definitiva y poner término a 
procedimiento penal y autos en todos los demás casos, ello de conformidad con los artículos 64 
y 206 del Código Nacional de Procedimientos Penales. 1· 

En consecuencia, nadie podrá ser condenado, sino hasta que el Tribunal de enjuiciamiento 
adquiera la convicción más allá de toda duda razonable de que el acusado sea responsable de 
la comisión de determinado delito. 

Asimismo, se reitera que esta Fiscalía General de la República, como todas las autoridades del 
Estado Mexicano, en cumplimiento a los artículos 1, párrafo tercero de la Constitución Política de 
los Estados Unidos Mexicanos, se encuentra obligada a respetar, proteger y garantizar los 
derechos humanos. 

Con base en lo anterior, determinar si respecto a los hechos que con apariencia de delito, -e 
un supuesto sin conceder- hayan sido denunciados y conforme a las indagatorias realizadas 
por el agente del Minis erio Público de la Federación, existiera la posibilidad de que esos 
hechos sean constitutiv de delito, seria competencia exclusiva de la autoridad judicial 

/:

eterminarlo y en su cas liberar la información que considere conveniente, de manera 
undada y motivada, de conf fcMd con el marco constitucional, convencional y legal citado. 

Apoya lo anterior. la siguient te ·s itida por el Noveno Tribunal Colegiado en Materia Pen 
del Primer Circuito, cuyos os d - o alización y rubro , son: 
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Registro digital: 2024811. Instancia: Tribunales Colegiados de Circuito. Undécima Época, fvtaterias(s): 
Constitucional. Penal. Tesis: l.90.P.54 P (110.J. Fuente: Gaceta del Semanario Judicial de la Federación. 
Libro 14, Junio de 2022, Tomo VII. página 6355, Tipo: Aislada: 

"PRESUNCIÓN DE INOCENCIA COMO REGLA DE TRATO EN SU VERTIENTE EXTRAPROCESAL. LA 
TRANSGRESIÓN A ESE DERECHO FUNDAMENTAL PUEDE SURGIR DE CUALQUIER AUTORIDAD 
PÚBLICA. 

Hechos: En un seminario académico un servidor público dio su opinión sobre un asunto penal de 
relevancia nacional. del cual conoció en razón de su competencia. Motivo por el cual. la parte imputada 
solicitó el amparo y protección de la Justicia Federal por considerar que dicha opinión transgredió su 
derecho fundamental a la presunción de inocencia como regla de trato en su vertiente extraprocesal. 

Criterio juridico: Este Tribunal Colegiado de Circuito determina que ese derecho puede ser violado 
tanto por los Jueces a cargo del proceso. como por otras autoridades públicas. por lo cual éstas deben 
ser discretas y prudentes al realizar declaraciones públicas sobre un proceso penal. antes de que la 
persona haya sido juzgada y condenada. sin que en nada cambie esta situación el hecho de que el 
asunto se esté tramitando en cualquiera de las etapas del proceso penal (investigación. intermedia o 
juicio). 

Justificación: El derecho humano a la presunción de inocencia como regla de trato en su vertiente 
extraprocesal, ha sido reconocido como el derecho fundamental a recibir la consideración y el trato de 
no autor o no participe en hechos de carácter delictivo o análogos a éstos y determina, por ende. el 
derecho a que no se apliquen las consecuencias o los efectos jurídicos anudados a hechos de tal 
naturaleza. Asimismo, y a diferencia de lo que sucede con la regla de juicio. la violación a esta vertiente 
de la presunción de inocencia puede emanar de cualquier agente del Estado, especialmente de las 
autoridades policiales. Por ello, y siguiendo los criterios tanto nacionales como internacionales 
podemos señalar que no afecta la libertad de expresión de la autoridad señalada como responsable. 
pues no debe olvidarse que las autoridades públicas deben tener en cuenta sus responsabilidades y 
obligaciones como servidores públicos y actuar con moderación cuando expresen sus opiniones y 
puntos de vista en cualquier circunstancia en que, a los ojos de un observador razonable, puedan 
comprometer objetivamente su cargo, su independencia o imparcialidad. Sin que obste a lo anterior 
que se trate de hechos de corrupción, o de un asunto mediático debido a su amplia difusión a través 
de los diversos medios masivos de comunicación. pues todos los órganos del Estado tienen la 
obligación de no condenar informalmente a una persona o emitir juicio ante la sociedad, mientras no 
se acredite su responsabilidad penal. pues el hacerlo, ya sea sin mencionar el nombre. pero dando 
datos precisos que permiten saber de qué persona se trata. trae como consecuencia la violación del 
derecho fundamental de presunción de inocencia en su vertiente extraprocesal. Lo anterior. con 
fundamento en los criterios, opiniones y sentencias emitidos tanto poi el Comité de Derechos Humanos. 
la Corte Interamericano de Derechos Humanos y la Corte Europea de Derechos Humanos, así como 
del Informe del Relator Especial sobre la Independencia de los Magistrados y abogados de la 
Organización de las Naciones Unidas (ONU)." 

' " Toda vez que. en tanto la autoridad competente no determine la culpabilidad de una persona/· 
fís ica a través de una sentencia condenatoria irrevocable o sanción fi rme. divulgar el nombre de 
una persona sujeta a un proceso penal o un proceso de extradición, se encontraría directamente 
relacionada con la afectación a su intimidad. honor. buen nombre, e i cluso contra la presunción 
de inocencia, generando un j uicio a priori por parte de la sociedad. 

En tales consideraciones, esta Fiscalía General de la República se ncuentra imposibilitada 
jurídicamente para pronunciarse al respecto; toda vez que esta pose información que se ubic 
en el ámbito de lo privado, encontrando para tal efecto la prote ión bajo la figura de 

t 

confidencialidad en términos del artículo 113, fracción I de la AIP, ya que afirmar o negar a / 
existencia o inexistencia de alguna indagatoria, denuncia, . erigua ·ón previa o carpeta de / 
investigación en donde pudiera estar una persona física identificada o tientificable en cualquier// 
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calidad de que esta tenga dentro de una investigación, se estaría atentando contra la intimidad, 
honor, buen nombre y presunción de inocencia de la persona en comento. 

De esta forma, La imposibilidad por parte de esta Fiscalía para señalar La existencia o no de La 
información requerida actualiza La causal de confidencialidad prevista en el artículo 113, fracción 
1 de La LFT AIP. que a La Letra establece: 

/ 

Ley Federal de Transparencia y Acceso a la Información 

Artículo 113. Se considera información confidencial: 
l. La que contiene datos personales concernientes a una persona física identificada o 
identificable; 
f...} 

11/. Aquella que presenten los particulares a los sujetos obligados. siempre que tengan el derecho 
a ello. de conformidad con lo dispuesto por las leyes o los tratados internacionales. 

Lineamientos generales de clasificación y desclasificación de La información, así como 
para La elaboración de versiones públicas 

Trigésimo octavo. Se considera susceptible de clasificarse como información confidencial: 
l. Los datos personales. entendidos como cualquier información concerniente a una persona 
física identificada o identificable. en términos de La norma aplicable que, de manera enunciativa 
más no Limitativa. se pueden identificar de acuerdo a las siguientes categorías: 

1. Datos identificativos: EL nombre. alias. pseudónimo. domicilio. código postal. teléfono 
particular. sexo. estado civil. teléfono celular. firma. clave de Registro Federal de Contribuyentes 
(RFC). Clave Única de Registro de Población (CURP). Clave de Elector, Matricula del Servicio 
Militar Nacional. número de pasaporte. lugar y fecha de nacimiento. nacionalidad. edad, 
fotografía. Localidad y sección electoral. y análogos. 
2. Datos de origen: Origen. etnia. raza. color de piel. color de ojos. color y tipo de cabello. 
estatura. complexión. y análogos. 
3. Datos ideológicos: Ideologías. creencias. opinión política. afiliación política. opinión 
pública. afiliación sindical. religión. convicción filosófica y análogos. 
4, Datos sobre La salud: EL expediente clínico de cualquier atención médica. historial 
médico. referencias o descripción de sintomatologías. detección de enfermedades. 
incapacidades médicas. discapacidades. intervenciones quirúrgicas. vacunas. consumo de 
estupefacientes. uso de aparatos oftalmológicos. ortopédicos. auditivos. prótesis. estado físico 
o mental de La persona. así como La información sobre La vida sexual. y análogos. 
5. Datos Laborales: Número de seguridad social. documentos de reclutamiento o 
selección. nombramientos. incidencia. capacitación, actividades extracurriculares. referencias 
laborales. referencias personales. solicitud de empleo. hoja de servicio, y análogos. 
6. Datos patrimoniales: Bienes muebles e inmuebles de su propiedad, información fiscal, 
historial crediticio, ingresos y egresos. número de cuenta bancaria y/o CLABE interbancaria de 
personas físicas y morales privadas. inversiones, seguros. fianzas. servicios contratados. 
referencias personales. beneficiarios. dependientes económicos. decisiones patrimoniales y 
análogos. 
7 Datos sobre situación jurídica o legal: La información relativa a una persona que se 
encuentre o haya sido sujeta a un procedimiento administrativo seguido en forma de juicio o 
jurisdiccional en ma ria Laboral. civil. penal. fiscal. administrativa o de cualquier otra rama del 
Derecho. y análogos. 
8. Datos académ os: Trayectoria educativa, avances de créditos, tipos de exámenes. 
promedio, calificacione título édula profesional. certificados. reconocimientos y análogos. 
g. Datos de tránsito o imientos migratorios: Información relativa al tránsito de la 
personas dentro y fuera l p is. así como información migratoria. cédula migratoria, 
pasaporte. 
10. Datos electrónicos: trma ctrónica. dirección de correo electrónico, código OR. 
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11. Datos biométricos: Huella dactilar. reconocimiento facial. reconocimiento de iris. 
reconocimiento de La geometría de La mano. reconocimiento vascular. reconocimiento de 
escritura. reconocimiento de voz. reconocimiento de escritura de teclado y análogos. 

De lo expuesto. se desprende que será considerada información clasificada como confidencial. 
aquella que contenga datos personales de una persona física identificada o identificable. 
independientemente del medio por el cual se haya obtenido. sin necesidad de estar sujeta a 
temporalidad alguna y a la que sólo podrán tener acceso los titulares de la información o sus 
representantes legales. 

Por tal motivo. se insiste que el dar a conocer información que asocie a una persona con la 
existencia de alguna denuncia. imputación. procedimiento relacionado con la comisión de delitos. 
afectaría directamente su intimidad, honor y buen nombre. incluso vulnera la presunción de 
inocencia. al generar un juicio a priori por parte de la sociedad. sin que la autoridad competente 
haya determinado su culpabilidad o inocencia a través del dictado de una sentencia. 

Al efecto. se debe considerar que dichos derechos están constitucional e internacionalmente 
reconocidos. conforme los artículos 1°, 6° y 16° de nuestra Carta Magna. de donde se desprende 
que toda persona tiene derecho a que se le respete su vida privada y a la protección de sus 
datos personales y todo lo que esto conlleva. así como el normal desarrollo de su personalidad. 
estableciendo lo siguiente: 

Artículo 60. La manifestación de las ideas no será objeto de ninguna inquisición judicial o 
administrativa. sino en el caso de que ataque a la moral, la vida privada o los derechos de terceros, 
provoque algún delito, o perturbe el orden público; el derecho de réplica será ejercido en los 
términos dispuestos por la ley. El derecho a la información será garantizado por el Estado. 
u 
11.La información que se refiere a la vida privada y los datos personales será protegida en los 
términos y con las excepciones que fijen las leyes. 
l.../ 

Artículo 16. Nadie puede ser molestado en su persona. familia. domicilio. papeles o posesiones. sino 
en virtud de mandamiento escrito de la autoridad competente. que funde y motive la causa legal del 
procedimiento. 

Toda persona tiene derecho a la protección de sus datos personales. al acceso. rectificación y 
cancelación de los mismos. así como a manifestar su oposición. en los términos que fije la ley, la cual 
establecerá los supuestos de excepción a los principios que rijan el tratamiento de datos. por razones 
de seguridad nacional. disposiciones de orden público, seguridad y salud públicas o para proteger los 
derechos de terceros. 

Aunado a esto. el Código Nacional de Procedimientos Penales (CNPP). específicamente en su/, ' 
artículo 15, dispone que cualquier persona tiene derecho a que se respete su intimidad, se 
proteja la información de su vida privada y sus datos personales, cuando participe como parte 
en el procedimiento penal. a saber: 

Articulo 15. Derecho a la intimidad y a la privacidad 
En todo procedimiento penal se respetará el derecho a la intimidad de cualqw r persona que intervenga 
en él. asimismo se protegerá la información que se refiere a la vida privada os datos personales. e 
los términos y con Las excepciones que fijan la Constitución. este Código y la e -1aóón aplicable. / 

ia de la Nación. n las 

/ 

Es oportuno traer a colación lo dictado por la Suprema Co ·e de Justi 
siguientes Tesis Jurisprudenciales. donde establece que el derecho de cceso a la información ·;;J 
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tiene límites, los cuales aplican en el momento en que se afecta el honor. el decoro. el respeto, la 
honra, la moral. la estimación y la privacidad de las personas; además de definir la afectación a la 
moral, como la alteración que sufre una persona a su decoro, honor, reputación y vida privada. y 
el respeto de la sociedad por la comisión de un hecho ilícito, a saber: 

DAÑO MORAL. ES LA ALTERACIÓN PROFUNDA QUE SUFRE UNA PERSONA EN SUS SENTIMIENTOS. 
AFECTOS. CREENCIAS. DECORO. HONOR. REPUTACIÓN. VIDA PRIVADA. CONFIGURACIÓN Y ASPECTOS 
FÍSICOS. O BIEN. EN LA CONSIDERACIÓN QUE DE SÍ MISMA TIENEN LOS DEMÁS, PRODUCIDA POR HECHO 
ILÍCITO. El derecho romano. durante sus últimas etapas. admitió la necesidad de resarcir los daños morales. 
inspirado en un principio de buena fe, y en la actitud que debe observar todo hombre de respeto a la 
integridad moral de los demás; consagró este derecho el principio de que junto a los bienes materiales de la 
vida. objeto de protección jurídica. existen otros inherentes al individuo mismo. que deben también ser 
tutelados y protegidos, aun cuando no sean bienes materiales. En México. la finalidad del legislador. al 
reformar los articulas 1916 y adicionar el 1916 Bis del Código Civil para el Distrito Federal. mediante decreto 
publicado en el Diario Oficial de la Federación el treinta y uno de diciembre de mil novecientos ochenta y dos. 
y posteriormente modificar los párrafos primero y segundo del articulo 1916. consistió en hacer responsable 
civilmente a todo aquel que. incluso. ejerce su derecho de expresión a través de un medio de información 
masivo. afecte a sus semejantes. atacando la moral. la paz pública, el derecho de terceros. o bien. provoque 
algún delito o perturbe el orden público. que son precisamente los límites que claramente previenen los 
artículos 60. y 70. de la Constitución General de la República. Así, de acuerdo al texto positivo, por daño 
moral debe entenderse la alteración profunda que una persona sufre en sus sentimientos, afectos, 
creencias, decoro, honor, reputación, vida privada, configuración y aspectos físicos, o bien, en la 
consideración que de sí misma tienen los demás, producida por un hecho ilícito. Por tanto, para que se 
produzca el daño moral se requiere: a) que exista afectación en la persona, de cualesquiera de los bienes 
que tutela el artículo 1916 del Código Civil; b) que esa afectación sea consecuencia de un hecho ilícito; 
y, c) que haya una relación de causa-efecto entre ambos acontecimientos.' 

DERECHO A LA INFORMACIÓN. NO DEBE REBASAR LOS LÍMITES PREVISTOS POR LOS ARTÍCULOS 60., 70. 
Y 24 CONSTITUCIONALES. El derecho a la información tiene como limites el decoro, el honor, el respeto, 
la circunspección, la honestidad, el recato, la honra y la estimación, pues el articulo 60. otorga a tod 
persona el derecho de manifestar libremente sus ideas y prohíbe a los gobernantes que sometan dich 
manifestación a inquisición judicial o administrativa. salvo que ataquen la moral. los derechos de tercero. 
provoquen algún delito o perturben el orden público. Así. la manifestación de las ideas se encuentr; . 
consagrada como uno de los derechos públicos individuales fundamentales que reconoce la Constitución. 
oponible por todo individuo. con independencia de su labor profesional. al Estado. y los articulas 70. y 24 de 
la propia Carta Fundamental se refieren a aspectos concretos del ejercicio del derecho a manifestar 
libremente las ideas. El primero. porque declara inviolable la libertad de escribir y publicar escritos sobre 
cualquier materia y. el segundo. porque garantiza la libertad de creencias religiosas. Asi. el Constituyente 
Originario al consagrar la libertad de expresión como una garantía individual. reconoció la necesidad de que 
el hombre pueda y deba. siempre. tener libertad para apreciar las cosas y crear intelectualmente, y 
expresarlo. aunque con ello contrarie otras formas de pensamiento; de ahí que sea un derecho oponible al 
Estado. a toda autoridad y. por ende. es un derecho que por su propia naturaleza debe subsistir en todo 
régimen de derecho. En efecto. la historia escrita recoge antecedentes de declaraciones sobre las libertades 
del hombre. y precisa que hasta el siglo XVIII. se pueden citar documentos sobre esa materia. No hay duda 
histórica sobre dos documentos básicos para las definiciones de derechos fundamentales del hombre y su 
garantía frente al Estado. El primero es la Declaración de los Derechos del Hombre y del Ciudadano, producto 
de la Revolución Francesa. la cual se mantiene viva y vigente como texto legal por la remisión que hace el 
preámbulo de la Constitución de Francia de fecha veinticuatro de diciembre de mil setecientos noventa y 
nueve. El segundo, es la Constitución de los Estados Unidos de América. de diecisiete de septiembre de mil 
setecientos ochenta y siete. En la historia constitucional mexicana. que recibe influencia de las ideas políticas 
y liberales de quienes i!ulsaron la Revolución Francesa. así como contribuciones de diversas tendencias 
ideológicas. enraizadas las luchas ent:e conservadores y lib~ral~s que caracterizaron el siglo XIX. tenemos 
que se hicieron y entra n en vi r diversos cuerpos constitucionales. pero en todos ellos siempre ha 
aparecido una parte dog · tica reconoce derechos inherentes al hombre, y que ha contenido tanto la 
libertad de expresión como li rta de imprenta. Por otra parte. los antecedentes legislativos relacionados 
con la reforma y adición a l Cons 

1
tución de mil novecientos diecisiete. en relación al articulo 60. antes 

precisado. tales como la · 1c1 'va e ley. el dictamen de la comisión que al efecto se designó. y la 

1 Tesis Jurisprudencia/, /.3a.C J/. 9a.J, Libra IV. Toma 5, Pág. 4036, enero de 2012. Décima Época. Tribunales Colegiados de Circuito. 
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discusiones y el proyecto de declaratoria correspondientes, publicados, respectivamente, en los Diarios de 
los Debates de los dios seis, veinte de octubre y primero de diciembre, todos de mil novecientos setenta y 
siete, ponen de relieve que el propósito de las reformas fue el de preservar el derecho de todos respecto a 
las actividades que regula. Esta reforma recogió distintas corrientes preocupadas por asegurar a la sociedad 
una obtención de información oportuna, objetiva y plural. por parte de los grandes medios masivos de 
comunicación. Conforme a la evolución del artículo 60. constitucional vigente y comparado con lo que al 
respecto se ha regulado en otros países, se concluye que a lo largo de la historia constitucional. quienes han 
tenido el depósito de la soberanía popular para legislar, se han preocupado porque exístíera una Norma 
Suprema que reconociera el derecho del hombre a externar sus ideas, con limitaciones especificas tendientes 
a equilibrar el derecho del individuo frente a terceros y la sociedad, puesto que en ejercicio de ese derecho 
no debe menoscabar la moral, los derechos de tercero, que implica el honor, la dignidad y el derecho a 
la intimidad de éste, en su familia y decoro: así como tampoco puede, en ejercicio de ese derecho, 
provocar algún delito o perturbar el orden público. Asimismo, ese derecho del individuo, con la adición al 
contenido original del artículo 60., quedó también equilibrado con el derecho que tiene la sociedad a estar 
veraz y objetivamente informada, para evitar que haya manipulación. Así. el Estado asume la obligación de 
cuidar que la información que llega a la sociedad a través de los grandes medios masivos de comunicación 
refleje la realidad y tenga un contenido que permita y coadyuve al acceso a la cultura en general. para que 
el pueblo pueda recibir en forma fácil y rápida conocimientos en el arte, la literatura, en las ciencias y en la 
politica. 
Ello permitirá una participación informada para la solución de los grandes problemas nacionales, y evitará 
que se deforme el contenido de los hechos que pueden incidir en la formación de opinión. Luego, en el 
contenido actual del artículo 60., se consagra la libertad de expresarse, la cual es consustancial al 
hombre, y que impide al Estado imponer sanciones por el solo hecho de expresar las ideas. Pero 
correlativamente, esa opinión tiene límites de cuya transgresión derivan consecuencias jurídicas. Tales 
límites son que la opinión no debe atacar la moral. esto es, las ideas que se exterioricen no deben tender 
a destruir el conjunto de valores que sustenta la cohesión de la sociedad en el respeto mutuo y en el 
cumplimiento de los deberes que tienen por base la dignidad humana y los derechos de la persona; 
tampoco debe dañar los derechos de tercero, ni incitar a la provocación de un delito o a la perturbación del 
orden público. De modo que la Constitución de mil novecientos diecisiete estableció una obligación por parte 
del Estado de abstenerse de actuar en contra de quien se expresa libremente, salvo que en el ejercicio 
de ese derecho se ataque a la moral, a los derechos de tercero, se provoque algún delito o se perturbe 
el orden público. 2 

DERECHO A LA INFORMACIÓN. SU EJERCICIO SE ENCUENTRA LIMITADO TANTO POR LOS INTERESES 
NACIONALES Y DE LA SOCIEDAD, COMO POR LOS DERECHOS DE TERCEROS. 
El derecho a la información consagrado en la última parte del artículo 60. de la Constitución Federal no 
es absoluto, sino que, como toda garantía, se halla sujeto a limitaciones o excepciones que se sustentan, 
fundamentalmente, en la protección de la seguridad nacional y en el respeto tanto a los intereses de la 
sociedad como a los derechos de los gobernados, limitaciones que, incluso, han dado origen a la figura 
jurídica del secreto de información que se conoce en la doctrina como "reserva de información" o 
·secreto burocrático·. En estas condiciones, al encontrarse obligado el Estado, como sujeto pasivo de la 
citada garantía, a velar por dichos intereses, con apego a las normas constitucionales y legales, el 
mencionado derecho no puede ser garantizado indiscriminadamente, sino que el respeto a su ejercicio 
encuentra excepciones que lo regulan y a su vez lo garantizan, en atención a la materia a que se refiera; 
así, en cuanto a la seguridad nacional, se tienen normas que, por un lado, restringen el acceso a la 
información en esta materia, en razón de que su conocimiento público puede generar daños a los intereses 
nacionales y. por el otro, sancionan la inobservancia de esa reserva; por lo que hace al interés social. se 
cuenta con normas que tienden a proteger la averiguación de los delitos, la salud y la moral públicas, 
mientras que por lo que respecta a la protección de la persona existen normas que protegen el derecho 
a la vida o a la privacidad de los gobernados.3 

Por su parte, la Declaración Universal de los Derechos Humanos, pr vé: 

Articulo 12. Nadie será objeto de injerencias arbitrarias en su vida priva a, su familia, su domici/i 
o su correspondencia. ni de ataques a su honra o a su reputación. Toda ersona tiene derecho a 
protección de la ley contra tales injerencias o ataques. 

'Tesis Aislada, l.30.C.244 C. Tomo: XIV. septiembre de 2001, Novena Época, Tercer Tribunal Colegí 
3 Tesis Aislada, P. LX/2000, Tomo XI, abril de 2000, Novena Época, Pleno. 
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Sobre el mismo tema. en la Convención Americana sobre los Derechos Humanos, señala: 

Artículo 11. Protección de la Honra y de La Dignidad. 
1.- Toda persona tiene derecho al respeto de su honra y al reconocimiento de su dignidad. 
2.- Nadie puede ser objeto de injerencias arbitrarias o abusivas en su vida privada, en la de su 
familia. en su domicilio o en su correspondencia, ni de ataques ilegales a su honra o reputación. 
3.- Toda persona tiene derecho a la protección de La Ley contra esas injerencias o esos ataques. 

Además. el Pacto Internacional de los Derechos Civiles y Políticos, establece: 

Artículo 11, 
1. Nadie será objeto de injerencias arbitrarias o ilegales en su vida privada. su familia. su 
domicilio o su correspondencia, ni de ataques ilegales a su honra y reputación. 
2 . Toda persona tiene derecho a la protección de la ley contra esas injerencias o esos ataques. 

No se debe omitir mencionar que la presunción de inocencia es una garantía de cualquier 
persona imputada, prevista en el artículo 20 de la CPEUM, que a la letra dispone: 

Artículo 20. El proceso penal será acusatorio y oral. Se regirá por los principios de publicidad. 
contradicción, concentración, continuidad e inmediación. 

B. De Los derechos de toda persona imputada: 
A que se presuma su inocencia mientras no se declare su responsabilidad mediante sentencia 
emitida por el juez de la causa. 

Concatenado a esto, uno de Los principios rectores que rigen el proceso penal, es el d 
presunción de inocencia, consagrado en el artículo 13 del CNPP, que a la letra establece: 

Artículo 13. Principio de presunción de inocencia 
Toda persona se presume inocente y será tratada como tal en todas las etapas del procedimiento, 
mientras no se declare su responsabilidad mediante sentencia emitida por el Órgano jurisdiccional. 
en los términos señalados en este Código. 

Siendo por todo expuesto y fundado, entre las principales razones por las que el artículo 218 del 
Código Nacional de Procedimientos Penales prevé La reserva de La investigación e inclusive ha 
sido avalada por el Alto Tribunal. al estar conforme lo previsto por los artículos 6" Apartado A. 
fracción 11 y 16 Constitucional. que dispone que la información que se refiere a la vida privada y 
los datos personales de las personas está protegida en los términos legalmente previstos. 

Sobre el particular, tenemos el contenido del artículo 218 primer párrafo del Código Nacional de 
Procedimientos Penales, que a la letra refiere: 

Articulo 218. Los registros de la investigación. así como todos los documentos. independientemente de su 
contenido o naturaleza, Los objetos. Los registros de voz e imágenes o cosas que le estén relacionados, son 
estrictamente reservados, por lo que únicamente las partes, podrán tener acceso a los mismos, con las 
limitaciones establecidas en este Código y demás disposiciones aplicables. ¡ 
f../ 

Por lo que, al efecto, en el so q e nos ocupa, se actualiza La Limitante del derecho a la 
información, constreñida en la o I encialidad y secrecía que le asiste a toda persona, como 
en el caso lo es, de la persona qui solicitan la información. 
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8.2. Folio de la solicitud 330024624001175 

Síntesis Información relacionada con terceros 

Sentido de la resolución r Confirma 

Rubro Información clasificada como confidencial 

Contenido de la Solicitud: 
"Basándome lo que resolvió el !NA! en el recurso de revisión 8485/21 solicito lo siguiente: 
1.-Quiero saber cuántas averiguaciones previas y carpetas de investigación ha abierto la FGR 
(antes PGRJ en contra del exgobernador y exlegislador (...) en el periodo que abarca entre el 1 de 
enero de 2018 a la fecha de la presente solicitud. 
2. -En la respuesta favor de detallar el número de la averiguación y carpeta de investigación (según 
sea el caso) 
3. -Favor de precisar en cada indagatoria iniciada el delito denunciado 
4.-Favor de indicar la fecha de inicio de cada indagatoria 
s.- Favor de indicar el estatus de cada una de las indagatorias iniciadas (si continúan en trámite o 
fueron determinadas. se sobreseyeron. archivaron. se acumularon, se consignaron ojudicializaron. 
si concluyeron con un criterio de oportunidad. si se logró sentencia o culminó en no ejercicio de la 
acción penal. (según sea el caso de la conclusión). 
6.-En caso de haber concluido en no ejercicio de la acción penal, favor de precisar la fecha de 
dicha resolución. 
7,-En caso de haberse consignado o judicializado, quiero saber el número de averiguación o 
carpeta. en qué causa penal recayó y el juzgado donde se radicó. 
8.-Quiero saber si en alguna de las consignadas y judicializadas se logró alguna sentencia 
condenatoria, ya sea en primera instancia o definitiva (detallar en cual causa penal. por qué delito 
y el tipo de sentencia). 
9. -Quiero saber si en alguna de las consignadas y judicializadas se obtuvo sentencia absolutoria o 
sobreseimiento (favor de detallar el número de causa penal y juzgado). 
10.-Solicito que la búsqueda se realice con un criterio amplio buscando la información referente a 
indagatorias en general iniciadas contra la mencionada persona respecto de las cuales ya se haya / 
notificado al imputado los hechos que se investigan por delitos r acionados al ejercicio del ~ / 
encargo (como servidor público o particular) o por cualquier tipo de d lito (no sólo de corrupción) / 
que se encuentren en alguno de estos supuestos: 1) en trámite tr haber sido iniciadas. 2) 
consignadas o judicializadas en proceso penal pendiente de resolver. concluidas por el NEAP o 
terminadas por la aplicación de un medio alternativo de controversia o concluidas con sentencia 

(Quiero aclarar que no estoy pidiendo acceso a las actuaciones der:, o ,de. las a.verfguaciones / 
previas. solo estoy pidiendo información general y estadístic ~1ona a dichas mdagato as). 
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Una información similar ya se entregó en el folio 0001700048917 (también referente a un ex servidor 
público) y en respuesta a la solicitud 0001700569619 (RRA 01420/20). 
Además La información debe ser pública porque en el RR 9663/19 Y RRA 01420/20 el /NA/ se ha 
pronunciado por la importancia de dar a conocer información relacionada a la solicitada en esta 
solicitud cuando se trate de personas que hayan sido servidores públicos. En el mismo recurso de 
revisión el /NA/ pidió a la FGR extender la búsqueda en indagatorias iniciadas por hechos 
relacionados al ejercicio de sus funciones. 
También en el recurso de revisión 1297/13 del entonces llamado /FA/, Los comisionados se 
pronunciaron por dar información referente a indagatorias en trámite cuando se justifique La 
prevalencia del ejercicio del derecho de acceso a la información sobre el principio constitucional 
que rige el derecho a La privacidad y La intimidad de esa persona." (Sic) 

Unidades administrativas involucradas: 
Conforme a las facultades establecidas en La fracción 11·. fracción XV de La Ley de La Fiscalía 
General de La República: s·. fracción I, inciso b, subinciso ii y 20·. fracciones V, VI y VII del Estatuto 
Orgánico de La Fiscalía General de la República. y demás disposiciones Legales aplicables. la 
presente solicitud de información se turnó para su atención a: FECOC, FEMDH, FEMDO, FECOR 
y FISEL. 

ACUERDO 
CT / ACDO/ 0246/2024: 

En el marco de Lo dispuesto en los artículos 65, fracción 11, 
102 y 140 de La LFT AIP. el Comité de Transparencia por 
unanimidad determina confirmar la confidencialidad del 
pronunciamiento institucional respeto de afirmar o nega 
algún proceso penal a cargo de esta Fiscalía General de La 
República. en contra de la persona señalada en la solicitud, 
en términos del artículo 113, fracción I de La LFTAIP. 

Además, es importante hacer del conocimiento de los particulares que conforme a los artículos 
21 y 102, apartado A. párrafo cuarto, de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos. 
el Ministerio Público de la Federación prevé como competencia del Ministerio Público de la 
Federación buscar y presentar las pruebas que acrediten la participación de las personas en 
aquellos hechos que las Leyes señalan como delitos ante la autoridad judicial. Es decir, tiene a 
su cargo la persecución e investigación de los delitos, Lo que significa que es el único órgano 
estatal competente para formular e impulsar La acusación o imputación delictiva. Así. la 
persecución e investigación de los delitos es una labor de carácter administrativo que por 
definición excluye a lajudicial. 

Es por Lo anterior que. Lo expuesto en el párrafo precedente constituye inclusive un principio de:¡ 
imparcialidad en el que se garantiza a la persona imputada que el órgano que acusa no debe 
ser el mismo que el que juzga. 

Así lo establece La Convenci Americana sobre Derechos Humanos en su artículo 8.1, en el que 
señala que "Toda persona tiene ere o a ser oída. con las debidas garantías y dentro de un plazo 
razonable. por un juez o trib competente, independiente e imparcial. establecido con 
anterioridad por la ley. en la su c·ación de cualquier acusación penal formulada contra ella 
o para la determinación de der hos y obligaciones de orden civil. laboral. fiscal o de cualqui 
otro carácter". 
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De esta forma. debe entenderse que es el juez o tribunal el que lleva a cabo la sustanciación de 
cualquier acusación penal formulada en contra alguna persona. Esta sustanciación implica la 
comprobación (o no) de que se cometió un delito y que determinada persona o personas son las 
responsables de tal hecho. 

Por otra parte. los artículos 21, párrafo tercero y 104, fracción I, de la Constitución Política de 
los Estados Unidos Mexicanos prevén que será el órgano jurisdiccional federal el competente 
para conocer de los delitos del orden federal. dentro del proceso penal federal. para. en su caso. 
imponer las penas mediante resoluciones en forma de sentencias condenatorias y/o 
absolutorias. 

Es en la etapa de juicio en la cual se determina la existencia o no del delito. tal y como se puede 
adverti r de lo señalado por el Código Nacional de Procedimientos Penales. que en Lo que nos 
ocupa dispone: 

• AL dictar sentencia condenatoria se indicarán Los márgenes de La punibilidad del delito y 
quedarán plenamente acreditados los elementos de la clasificación jurídica; es decir, 
el tipo penal que se atribuve. el grado de La ejecución del hecho. La forma de intervención 
y la naturaleza dolosa o culposa de la conducta. así como el grado de lesión o puesta en 
riesgo del bien jurídico (séptimo párrafo del artículo 406). 

• La sentencia condenatoria hará referencia a los elementos objetivos, subjetivos y 
normativos del tipo penal correspondiente, precisando si el tipo penal se consumó o 
se realizó en grado de tentativa. así como la forma en que el sujeto activo haya intervenido 
para la realización del t ipo. según se trate de alguna forma de autoría o de participación, 
y La naturaleza dolosa o culposa de ta conducta típica j urídico (octavo párrafo del artícut 
406). 

Incluso. en la etapa del juicio, el Ministerio Público de la Federación puede plantear una 
reclasificación -artículo 398 del Código Nacional de Procedimientos Penales- respecto del 
delito invocado en su escrito de acusación. 

Con lo anterior, se confirma que en la etapa de investigación no existe certeza sobre si cuando 
existen hechos denunciados constituyen un delito, o no, ya que el único facultado para 
determinar su existencia es el juez de enjuiciamiento. 

En ese tenor, la autoridad judicial es la única facultada para emitir resoluciones en forma de 
sentencias y autos. Es decir. dictarán sentencia para decidir en definitiva y poner término al 
procedim iento penal y autos en todos Los demás casos. ello de conform idad con tos artículos 67 
y 206 del Código Nacional de Procedimientos Penales. .4/ 

/ 
En consecuencia. nadie podrá ser condenado, sino hasta que el Tribunal de enjuiciamiento 
adquiera la convicción más allá de toda duda razonable de que l acusado sea responsable de 
la comisión de determinado delito. . ( 

/ 

Asimismo, se reitera que esta Fiscalía General de la Repúbr a @ mo todas las autoridad del 
Estado Mexicano, en cumplimiento a los artículos 1, párrafo rcer de la Constitución Polí ca d 
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los Estados Unidos Mexicanos. se encuentra obligada a respetar, proteger y garantizar los 
derechos humanos. 

Con base en lo anterior, determinar si respecto a Los hechos que con apariencia de delito, -en 
un supuesto sin conceder- hayan sido denunciados y conforme a las indagatorias realizadas 
por el agente del Ministerio Público de la Federación, existiera la posibilidad de que esos 
hechos sean constitutivos de delito, sería competencia exclusiva de la autoridad judicial 
determinarlo y en su caso liberar la información que considere conveniente, de manera 
fundada y motivada, de conformidad con el marco constitucional, convencional y legal citado. 

Apoya lo anterior, la siguiente tesis emitida por el Noveno Tribunal Colegiado en Materia Penal 
del Primer Circuito, cuyos datos de localización y rubro. son: 

/ 

Registro digital: 2024811. Instancia: Tribunales Colegiados de Circuito, Undécima Época, fv1aterias(sJ: 
Constitucional. Penal. Tesis: l.90.P.54 P (110.J. Fuente: Gaceta del Semanario Judicial de la Federación. 
Libro 14, Junio de 2022. Tomo VII. página 6355, Tipo: Aislada: 

"PRESUNCIÓN DE INOCENCIA COMO REGLA DE TRATO EN SU VERTIENTE EXTRAPROCESAL LA 
TRANSGRESIÓN A ESE DERECHO FUNDAMENTAL PUEDE SURGIR DE CUALQUIER AUTORIDAD 
PÚBLICA. 

Hechos: En un seminario académico un servidor público dio su opinión sobre un asunto penal de 
relevancia nacional. del cual conoció en razón de su competencia. Motivo por el cual, la parte imputada 
solicitó el amparo y protección de la Justicia Federal por considerar que dicha opinión transgredió su 
derecho fundamental a la presunción de inocencia como regla de trato en su vertiente extraprocesal 

Criterio jurídico: Este Tribunal Colegiado de Circuito determina que ese derecho puede ser violado 
tanto por los Jueces a cargo del proceso. como por otras autoridades públicas, por lo cual éstas deben 
ser discretas y prudentes al realizar declaraciones públicas sobre un proceso penal, antes de que la 
persona haya sido Juzgada y condenada. sin que en nada cambie esta situación el hecho de que el 
asunto se esté tramitando en cualquiera de las etapas del proceso penal (Investigación. intermedia o 
Juicio). 

Justificación: El derecho humano a la presunción de inocencia como regla de trato en su vertiente 
extraprocesal. ha sido reconocido como el derecho fundamental a recibir la consideración y el trato de 
no autor o no participe en hechos de carácter delictivo o análogos a éstos y determina. por ende. el 
derecho a que no se apliquen las consecuencias o los efectos Jurídicos anudados a hechos de tal 
naturaleza. Asimismo. y a diferencia de lo que sucede con la regla de Juicio. la violación a esta vertiente 
de la presunción de inocencia puede emanar de cualquier agente del Estado, especialmente de las 
autoridades policiales. Por ello. y siguiendo los criterios tanto nacionales como internacionales 
podemos señalar que no afecta la libertad de expresión de la autoridad señalada como responsable. 
pues no debe olvidarse que las autoridades públicas deben tener en cuenta sus responsab/Udades y 
obligaciones como servidores públicos y actuar con moderación cuando expresen sus opiniones y 
puntos de vista en cualquier circunstancia en que. a los ojos de un observador razonable, puedan 
comprometer objetivamente su cargo. su independencia o imparcialidad. Sin que obste a lo anterior !' 
que se trate de hechos de corrupción, o de un asunto mediático debido a su amplia difusión a través 
de los diversos medios masivos de comunicación. pues todos los órganos del Estado tienen la 
obligación de no condenar~' formalmente a una persona o emitir juicio ante la sociedad, mientras no 
se acredite su responsabili d penal. pues el hacerlo. ya sea sin mencionar el nombre. pero dando 
datos precisos que permite saber de qué persona se trata. trae como consecuencia la violación del 
derecho fundamental de p sunción de inocencia en su vertiente extraprocesal. Lo anterior. con 
fundamento en los criterios. oP, ni · y sentencias emitidos tanto por el Comité de Derechos Humanos. 
la Corte Interamericano de De ch s Humanos y la Corte Europea de Derechos Humanos. así com 
del Informe del Relator E e 'al obre la Independencia de los Magistrados y abogados de 
Organización de las Nac · es U , 'd s (ONU)." 
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Toda vez que, en tanto La autoridad competente no determine La culpabilidad de una persona 
fís ica a través de una sentencia condenatoria irrevocable o sanción firme. divulgar el nombre de 
una persona sujeta a un proceso penal o un proceso de extradición, se encontraría directamente 
relacionada con La afectación a su intimidad. honor. buen nombre, e incluso contra La presunción 
de inocencia. generando un j uicio a priori por parte de La sociedad. 

En tales consideraciones, esta Fiscalía General de la República se encuentra imposibilitada 
jurídicamente para pronunciarse al respecto: toda vez que esta posee información que se ubica 
en el ámbito de Lo privado, encontrando para tal efecto La protección bajo La figura de La 
confidencialidad en términos del artículo 113, fracción I de La LFTAIP; ya que afirmar o negar La 
existencia o inexistencia de alguna indagatoria, denuncia, averiguación previa o carpeta de 
investigación en donde pudiera estar una persona física identificada o identificable en cua lquier 
calidad de que esta tenga dentro de una investigación, se estaría atentando contra la intimidad, 
honor, buen nombre y presunción de inocencia de la persona en comento. 

De esta forma. La imposibilidad por parte de esta Fiscalía para señalar La existencia o no de La 
información requerida actualiza La causal de confidencialidad prevista en el artículo 113, fracción 
1 de La LFTAIP, que a La Letra establece: 

Ley Federal de Transparencia y Acceso a la Información 

Artículo 113. Se considera información confidencial: 
l. La que contiene datos personales concernientes a una persona física identificada o 
identificable; 
[.J 

111. Aquella que presenten los particulares a los sujetos obligados. siempre que tengan el derecho 
a ello. de conformidad con lo dispuesto por las leyes o los tratados internacionales. 

Lineamientos generales de clasificación y desclasificación de La información, así como 
para La elaboración de versiones públicas 

Trigésimo octavo. Se considera susceptible de clasificarse como información confidencial: 
l. Los datos personales. entendidos como cualquier información concerniente a una persona 
física identificada o identificable. en términos de la norma aplicable que. de manera enunciativa 
más no limitativa, se pueden identificar de acuerdo a las siguientes categorías: 

1. Datos identificativos: El nombre. alias. pseudónimo. domicilio, código postal. teléfono 
particular. sexo. estado civil, teléfono celular. firma. clave de Registro Federal de Contribuyentes 
(RFC), Clave Única de Registro de Población (CURP). Clave de Elector. Matrícula del Servicio 
Militar Nacional. número de pasaporte. lugar y fecha de nacimiento. nacionalidad. edad. 
fotografía. localidad y sección electoral. y análogos. 
2 . Datos de origen: Origen. etnia. raza. color de piel. color de ojos. color y tipo de cabello. 
estatura. complexión, y análogos. 
3. Datos ideológicos: Ideologías. creencias. opinión política. afiliación política. opinión 
pública. afiliación sindical. religión. convicción filosófica y análogos. 
4. Datos sobre la salud: El expediente clínico de cualqw atención médica. historial 
médico. referencias o descripción de sintomatologias. d ección de enfermedades. 
incapacidades médicos. discapacidades. intervenciones quirúr cas. vacunas. consumo de 
estupefacientes. uso de aparatos otalmológicos. ortopédicos. au 'tivos. prótesis. estado físico 
o mental de la persona. así como la información sobre la vida sexu l. y análogos. 
s. Datos Laborales: Número de seguridad social. docum t_o d reclutamiento o 
selección. nombramientos. incidencia. capacitación. activida acurriculares. referencia 
laborales. referencias personales. solicitud de empleo. hoj e servic . y análogos. 
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6. Datos patrimoniales: Bienes muebles e inmuebles de su propiedad. información fiscal. 
historial crediticio. ingresos y egresos. número de cuenta bancaria y/o CLABE interbancaria de 
personas físicas y morales privadas. inversiones. seguros. fianzas. servicios contratados. 
referencias personales. beneficiarios. dependientes económicos. decisiones patrimoniales y 
análogos. 
¡. Datos sobre situación jurídica o legal: La información relativa a una persona que se 
encuentre o haya sido sujeta a un procedimiento administrativo seguido en forma de juicio o 
jurisdiccional en materia laboral. civil. penal. fiscal. administrativa o de cualquier otra rama del 
Derecho. y análogos. 
8. Datos académicos: Trayectoria educativa. avances de créditos. tipos de exámenes. 
promedio. calificaciones. títulos. cédula profesional. certificados. reconocimientos y análogos. 
9. Datos de tránsito y movimientos migratorios: Información relativa al tránsito de las 
personas dentro y fuera del país. así como información migratoria. cédula migratoria. visa. 
pasaporte. 
10. Datos electrónicos: Firma electrónica, dirección de correo electrónico. código OR. 
11. Datos biométricos: Huella dactilar. reconocimiento facial. reconocimiento de iris. 
reconocimiento de la geometría de la mano. reconocimiento vascular. reconocimiento de 
escritura. reconocimiento de voz. reconocimiento de escritura de teclado y análogos. 

De lo expuesto, se desprende que será considerada información clasificada como confidencial, 
aquella que contenga datos personales de una persona física identificada o identificable. 
independientemente del medio por el cual se haya obtenido. sin necesidad de estar sujeta a 
temporalidad alguna y a la que sólo podrán tener acceso los titulares de la información o sus 
representantes legales. 

Por tal motivo, se insiste que el dar a conocer información que asocie a una persona con la 
existencia de alguna denuncia, imputación, procedimiento relacionado con la comisión de delitos, 
afectaría directamente su intimidad, honor y buen nombre. incluso vulnera la presunción d 
inocencia, al generar un juicio a priori por parte de la sociedad, sin que la autoridad competent 
haya determinado su culpabilidad o inocencia a través del dictado de una sentencia. 

Al efecto, se debe considerar que dichos derechos están constitucional e internacionalmente 
reconocidos. conforme los artículos 1°, 6º y 16° de nuestra Carta Magna, de donde se desprende 
que toda persona tiene derecho a que se le respete su vida privada y a la protección de sus 
datos personales y todo lo que esto conlleva, así como el normal desarrollo de su personalidad, 
estableciendo lo siguiente: 

Artículo 60. La manifestación de las ideas no será objeto de ninguna inquisición judicial o 
administrativa. sino en el caso de que ataque a la moral, la vida privada o los derechos de terceros, 
provoque algún delito, o perturbe el orden público; el derecho de réplica será ejercido en los 
términos dispuestos por la ley. El derecho a la información será garantizado por el Estado. 
f...J 
11.la información que se refiere a la vida privada y los datos personales será protegida en los 
términos y con las excepciones que fijen las leyes. 
f...J 

Artículo :1.6. Nadie pu de ser molestado en su persona. familia. domicilio. papeles o posesiones. sino 
en virtud de mandami to e rito de la autoridad competente. que funde y motive la causa legal del 
procedimiento. 

Toda persona tien protección de sus datos personales. al acceso. rectificación y 
cancelación de 1. mismos, as o o a manifestar su oposición. en los términos que fife la ley. la cual 
establecerá I supuestos de exc ión a los principios que rijan el tratamiento de datos. por razone 

Décima Oc 28 

I 



FGR 
FISCAL ÍA GE N ER AL 
DE LA REPÚB L IC A 

(: COMITE DE T TRANSPARENCIA 

de seguridad nacional, disposiciones de orden público, seguridad y salud públicas o para proteger los 
derechos de terceros. 

Aunado a esto, el Código Nacional de Procedimientos Penales (CNPP), específicamente en su 
artículo 15, dispone que cualquier persona tiene derecho a que se respete su intimidad, se 
proteja la información de su vida privada y sus datos personales, cuando participe como parte 
en el procedimiento penal. a saber: 

Artículo 15, Derecho a la intimidad y a la privacidad 
En todo procedimiento penal se respetará el derecho a la intimidad de cualquier persona que intervenga 
en él, asimismo se protegerá la información que se refiere a la vida privada y los datos personales, en 
los términos y con las excepciones que fijan la Constitución, este Código y la legislación aplicable. 

Es oportuno traer a colación lo dictado por la Suprema Corte de Justicia de la Nación, en las 
siguientes Tesis Jurisprudenciales, donde establece que el derecho de acceso a la información 
tiene límites, los cuales aplican en el momento en que se afecta el honor, el decoro, el respeto, la 
honra, la moral, la estimación y la privacidad de Las personas; además de definir la afectación a La 
moral, como la alteración que sufre una persona a su decoro, honor, reputación y vida privada, y 
el respeto de la sociedad por la comisión de un hecho ilícito, a saber: 

DAÑO MORAL. ES LA ALTERACIÓN PROFUNDA QUE SUFRE UNA PERSONA EN SUS SENTIMIENTOS, 
AFECTOS, CREENCIAS, DECORO, HONOR, REPUTACIÓN, VIDA PRIVADA, CONFIGURACIÓN Y ASPECTOS 
FÍSICOS, O BIEN, EN LA CONSIDERACIÓN QUE DE SÍ MISMA TIENEN LOS DEMÁS, PRODUCIDA POR HECHO 
ILÍCITO. El derecho romano, durante sus últimas etapas, admitió la necesidad de resarcir los daños morales, 
inspirado en un principio de buena fe, y en la actitud que debe observar todo hombre de respeto a la 
integridad moral de los demás; consagró este derecho el principio de que junto a los bienes materiales de la 
vida, objeto de protección jurídica, existen otros inherentes al individuo mismo, que deben también ser 
tutelados y protegidos, aun cuando no sean bienes materiales. En fv/éxico, la finalidad del legislador, al 
reformar los artículos 1916 y adicionar el 1916 Bis del Código Civil para el Distrito Federal, mediante decreto 
publicado en el Diario Oficial de la Federación el treinta y uno de diciembre de mil novecientos ochenta y dos, 
y posteriormente modificar los párrafos primero y segundo del artículo 1916, consistió en hacer responsable 
civilmente a todo aquel que, incluso, ejerce su derecho de expresión a través de un medio de información 
masivo, afecte a sus semejantes, atacando la moral, la paz pública, el derecho de terceros, o bien, provoque 
algún delito o perturbe el orden público, que son precisamente los límites que claramente previenen los 
artículos 60. y 70. de la Constitución General de la República. Así, de acuerdo al texto positivo, por daño 
moral debe entenderse la alteración profunda que una persona sufre en sus sentimientos, afectos, 
creencias, decoro, honor, reputación, vida privada, configuración y aspectos físicos, o bien, en la 
consideración que de sí misma tienen los demás, producida por un hecho ilícito, Por tanto, para que se 
produzca el daño moral se requiere: a) que exista afectación en la persona, de cualesquiera de los bienes 
que tutela el artículo 1916 del Código Civil; b) que esa afectación sea consecuencia de un hecho ilícito; 
y, c) que haya una relación de causa-efecto entre ambos acontecimientos.4 

DERECHO A LA INFORMACIÓN. NO DEBE REBASAR LOS LÍMITES PREVISTOS POR LOS ARTÍCULOS 60., 70. 
Y 24 CONSTITUCIONALES. El derecho a la información tiene como límites el decoro, el honor, el respeto, 
la circunspección, la honestidad, el recato, la honra y la estimación, pues el artículo 60. otorga a toda 
persona el derecho de manifestar libremente sus ideas y prohíbe a los gobernantes que sometan dicha 
manifestación a inquisición judicial o administrativa, salvo que ataquen la moral, los derechos de tercero, 
provoquen algún delito o perturben el orden público. Así, la manifestación de las ideas se encuentra 
consagrada como uno de los derechos públicos individuales fundamentales que reconoce la Constitución, 
oponible por todo individuo, con independencia de su labor profesional, 1 Estado, y los artículos 70. y 24 de 
la propia Carta Fundamental se refieren a aspectos concretos del jercicio del derecho a manifestar 
libremente las ideas. El primero, porque declara inviolable la libertad e escribir y publicar escritos sobre 
cualquier materia y, el segundo, porque garantiza la libertad de cree, cías religiosas. As,: el Consütuyen 
Originario al consagrar la libertad de expresión como una garantía indi dual, reconoció) a necesidad de q 
el hombre pueda y deba, siempre, tener libertad para apreciar la cos_as y crear intelectualment 

• Tesis Jurispn,JdenciaL t,30.C. J/71 !go.J, Libro IV, Tomo 5, Pág. 4036, enero de 2012. Décimo É 
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expresarlo. aunque con ello contrarie otras formas de pensamiento; de ahí que sea un derecho oponible al 
Estado, a toda autoridad y. por ende. es un derecho que por su propia naturaleza debe subsistir en todo 
régimen de derecho. En efecto. la historio escrita recoge antecedentes de declaraciones sobre las libertades 
del hombre. y precisa que hasta el siglo XVIII. se pueden citar documentos sobre eso materia. No hay duda 
histórico sobre dos documentos básicos paro las definiciones de derechos fundamentales del hombre y su 
garantía frente al Estado. El primero es la Declaración de los Derechos del Hombre y del Ciudadano. producto 
de ta Revolución Francesa, la cual se mantiene viva y vigente como texto legal por la remisión que hace el 
preámbulo de la Constitución de Francia de fecha veinticuatro de diciembre de mil setecientos noventa y 
nueve. El segundo, es la Constitución de los Estados Unidos de América. de diecisiete de septiembre de mil 
setecientos ochenta y siete. En la historio constitucional mexicana, que recibe influencia de las ideas políticas 
y liberales de quienes impulsaron lo Revolución Francesa, así como contribuciones de diversos tendencias 
ideológicas enraizadas en las luchas entre conservadores y liberales quecarocterizaron el siglo XIX. tenemos 
que se hicieron y entraron en vigor diversos cuerpos consütucionales. pero en todos ellos siempre ha 
aparecido uno parte dogmática que reconoce derechos inherentes al hombre. y que ha contenido tanto la 
libertad de expresión como la libertad de imprenta. Por otra parte. los antecedentes legislativos relacionados 
con la reforma y adición a la Constitución de mil novecientos diecisiete. en relación al articulo 60. antes 
precisado. tales como la iniciativa de ley. et dictamen de la comisión que al efecto se designó, y las 
discusiones y el proyecto de declaratoria correspondientes. publicados. respectivamente. en los Diarios de 
los Debates de los dios seis. veinte de octubre y primero de diciembre. todos de mil novecientos setenta y 
siete. ponen de relieve que el propósito de los reformas fue el de preservar el derecho de todos respecto a 
las actividades que regula. Esto reforma recogió distintas corrientes preocupadas por asegurara La sociedad 
una obtención de información oportuna. objetiva y plural, por parte de los grandes medios masivos de 
comunicación. Conforme a lo evolución del articulo 60. constitucional vigente y comparado con lo que al 
respecto se ha regulado en otros países. se concluye que a lo largo de la historia constitucional, quienes han 
tenido el depósito de la soberanía popular para legislar, se han preocupado porque existiera una Norma 
Supremo que reconociera el derecho del hombre a externa, sus ideas. con limitaciones especificas tendientes 
o equilibrar el derecho del Individuo frente a terceros y lo sociedad. puesto que en ejercicio de ese derecho 
no debe menoscabar la moral, los derechos de tercero, que Implica el honor, la dignidad y el derecho a 
la intimidad de éste, en su famiUa y decoro; así como tampoco puede, en ejercicio de ese derecho, 
provocar algún delito o perturbar el orden público. Asimismo, ese derecho del individuo. con lo adición a 
contenido original del articulo 60 .. quedó también equilibrado con el derecho que tiene la sociedad a esta 
veraz y objetivamente informada, paro evitar que hayo manipulación. Así, el Estado asume la obligación d 
cuidar que La información que llego o la sociedad a través de los grandes medios masivos de comunicación 
refleje la realidad y tenga un contenido que permita y coadyuve al acceso a la cultura en general, paro que 
el pueblo pueda recibir en forma fácil y rápida conocimientos en el arte. la literatura, en las ciencias y en la 
politica. 
Ello permitirá una participación informada para la solución de los grandes problemas nacionales. y evitará 
que se deforme el contenido de los hechos que pueden incidir en la formación de opinión. Luego. en el 
contenido actual del artículo 60., se consagra la libertad de expresarse, la cual es consustancial al 
hombre, y que impide al Estado imponer sanciones por el solo hecho de expresar las ideas. Pero 
correlativamente, esa opinión tiene límites de cuya transgresión derivan consecuencias jurídicas. Tales 
límites son que la opinión no debe atacar la moral. esto es. las ideas que se exterioricen no deben tender 
a destruir el conjunto de valores que sustenta la cohesión de la sociedad en el respeto mutuo y en el 
cumplimiento de los deberes que tienen por base la dignidad humana y los derechos de la persona; 
tampoco debe dañar los derechos de tercero. ni incitar a la provocación de un delito o a la perturbación del 
orden público. De modo que la Constitución de mil novecientos diecisiete estableció una obligación por parte 
del Estado de abstenerse de actuar en contra de quíen se expresa libremente, salvo que en el ejercicio 
de ese derecho se ataque a la moral, a los derechos de tercero, se provoque algún delito o se perturbe 
el orden público.s / 

. I 
DERECHO A LA INFORMACION. SU EJERCICIO SE ENCUENTRA LIMITADO TANTO POR LOS INTERESES 
NACIONALES Y DE LA SOCIEDAD, CO/V/0 POR LOS DERECHOS DE TERCEROS. 
El derecho a la información consagrado en la última parte del artículo 60. de la Constitución Federal no 
es absoluto, sino que, como to a garantía, se halla sujeto a limitaciones o excepciones que se sustentan, 
fundamentalmente, en la pro cción de la seguridad nacional y en el respeto tanto a los intereses de la 
sociedad como a los derechos e los gobernados, limitaciones que, incluso, han dado origen a la figura 
jurídica del secreto de /nform ión que se conoce en la doctrina como ·reserva de informaciónª o 
"secreto burocrático·. En estas co icion al encontrarse obligado el Estado. como sujeto pasivo de lo 
citada garantía. a velar por dichos · t eses. con apego a las normas constitucionales y legales. 

'poca. Tercer Tribunal Colegiado Circuito. 
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mencionado derecho no puede ser garantizado indiscriminadamente, sino que el respeto a su ejercicio 
encuentra excepciones que lo regulan y a su vez lo garantizan, en atención a la materia a que se refiera: 
así, en cuanto a la seguridad nacional. se tienen normas que. por un lado, restringen el acceso a la 
información en esta materia, en razón de que su conocimiento público puede generar daños a los intereses 
nacionales y, por el otro, sancionan la inobservancia de esa reserva: por lo que hace al interés social. se 
cuenta con normas que tienden a proteger la averiguación de los delitos, la salud y la moral públicas. 
mientras que por lo que respecta a la protección de la persona existen normas que protegen el derecho 
a la vida o a la privacidad de los gobernados. 6 

Por su parte. la Declaración Universal de los Derechos Humanos, prevé: 

Artículo 12. Nadie será objeto de injerencias arbitrarias en su vida privada. su familia, su domicilio, 
o su correspondencia, ni de ataques a su honra o a su reputación. Toda persona tiene derecho a la 
protección de la ley contra tales injerencias o ataques. 

Sobre el mismo tema. en la Convención Americana sobre los Derechos Humanos. señala: 

Artículo 11. Protección de la Honra y de la Dignidad. 
1.- Toda persona tiene derecho al respeto de su honra y al reconocimiento de su dignidad. 
2.- Nadie puede ser objeto de injerencias arbitrarias o abusivas en su vida privada, en la de su 
familia, en su domicilio o en su correspondencia, ni de ataques ilegales a su honra o reputación. 
3.- Toda persona tiene derecho a la protección de la ley contra esas injerencias o esos ataques. 

Además, el Pacto Internacional de los Derechos Civiles y Políticos, establece: 

Artículo 17 
3. Nadie será objeto de injerencias arbitrarias o ilegales en su vida privada, su familia, su 
domicilio o su correspondencia, ni de ataques ilegales a su honra y reputación. 
4. Toda persona tiene derecho a la protección de la ley contra esas injerencias o esos ataques. 

No se debe omitir mencionar que la presunción de inocencia es una garantía de cualquier 
persona imputada. prevista en el artículo 20 de la CPEUM, que a la Letra dispone: 

Artículo 20. El proceso penal será acusatorio y oral. Se regirá por los principios de publicidad, 
contradicción, concentración, continuidad e inmediación. 

B. De los derechos de toda persona imputada: 
A que se presuma su inocencia mientras no se declare su responsabilidad mediante sentencia 
emitida por el juez de la causa. 

Concatenado a esto. uno de los principios rectores que rigen el proceso penal. es el de 
presunción de inocencia. consagrado en el artículo 13 del CNPP, que a la letra establece: 

Artículo 13. Principio de presunción de inocencia 
Toda persona se presume inocente y será tratada como tal en todas las etapas del procedimiento, 
mientras no se declare su responsabilidad mediante sentencia emitida por el Órgano jurisdiccional. 
en los términos señalados en este Código. 

Siendo por todo expuesto y fundado, entre las principales raz nes por las que el artículo 
Código Nacional de Procedimientos Penales prevé la reserv de la investigación e incl 
sido avalada por el Alto Tribunal, al estar conforme lo previst por los artículos 6º Apa ado A 
fracción II y 16 Constitucional, que dispone que la información ue se refiere a la vida p ·vada y 
los datos personales de las personas está protegida en los tér inos legaj¡nente previst . / 

,, / 6 Tesis Aislada, P. LX/2000, Tomo XI, abril de 2000. Novena Época. Pleno. 
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Sobre el particular, tenemos el contenido del artículo 218 primer párrafo del Código Nacional de 
Procedimientos Penales, que a La Letra refiere: 

Artículo 218. Los registros de La investigación, así como todos los documentos, independientemente de su 
contenido o naturaleza, Los objetos. los registros de voz e imágenes o cosas que le estén relacionados, son 
estrictamente reservados, por lo que únicamente las partes, podrán tener acceso a los mismos, con las 
limitaciones establecidas en este Código y demás disposiciones aplicables. 
f..] 

Por Lo que, al efecto, en el caso que nos ocupa, se actualiza la limitante del derecho a la 
información, constreñida en la confidencialidad y secrecía que le asiste a toda persona. como 
en el caso Lo es, de la persona de quien solicitan La información. 

- - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - -
- - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - -
- - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - -
- - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - -

- - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - -
- - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - -
- - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - -
- - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - -

- - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - -
- - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - -
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Síntesis Información relacionada con terceros 

1 Sentido de la resolución Confirma 

Rubro Información clasificada como confidencial 

Contenido de la Solicitud: 
"Solicito la siguiente información brindando la resolución en formato Word o PDF editable, y la 
información en excel. 
1 Durante la presidencia de Enrique Peña Nieto. se me informe cuántas averiguaciones 
previas/carpetas de investigación se emprendieron contra sacerdotes y ministros de culto por 
delitos electorales. precisando por cada caso: 
a) Nombre del indagado. 
b) Iglesia o asociación religiosa de la cual es sacerdote o ministro de culto. 
c) Rango o jerarquía religiosa del indagado. 
d) Se precise sí es averiguación previa o carpeta de investigación. 
e) Fecha de apertura. 
f) Delitos electorales indagados. 
g) Estado y municipio donde se habría cometido el delito electoral. 
h) Estatus jurídico actual de la indagatoria. 
í) Estatus jurídico actual del indagado. 
j) De haber sentencia se informe su fecha y la condena impuesta. 

2 Durante la presidencia de Andrés Manuel López Obrador, se me informe cuántas averiguaciones 
previas/carpetas de investigación se emprendieron contra sacerdotes y ministros de culto po / 
delitos electorales. precisando por cada caso: 
a) Nombre del indagado. 
b) Iglesia o asociación religiosa de la cual es sacerdote o ministro de culto. 
c) Rango o jerarquía religiosa del indagado. / 
d) Se precise si es averiguación previa o carpeta de investigación. / 
e) Fecha de apertura. 
f) Delitos electorales indagados. 
g) Estado y municipio donde se habría cometido el delito elector 
h) Estatus jurídico actual de la indagatoria. 
í) Estatus jurídico actual del indagado. ¡ ·' 
j) De haber sentencia se informe su fecha y la condena im 
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Unidades administrativas involucradas: 
Conforme a Las facultades establecidas en La fracción 11·, fracción XV de La Ley de La Fiscalía 
General de La República: 5·, fracción 1, inciso b, subinciso ii y 20·. fracciones V, VI y VII del Estatuto 
Orgánico de La Fiscalía General de La República, y demás disposiciones Legales aplicables, La 
presente solicitud de información se turnó para su atención a: OM y UETAG. 

ACUERDO 
CT /ACD0/0247/2024: 

En el marco de Lo dispuesto en Los artículos 65, fracción 11. 
102 y 140 de La LFT AIP, el Comité de Transparencia por 
unanimidad determina confirmar La clasificación de 
confidencial del nombre del indagado, así como, La iglesia o 
asociación religiosa de La cual es sacerdote o ministro de 
culto, y rango o jerarquía religiosa del indagado, en términos 
del artículo 113, fracción I de La LFTAIP. 

Además, es importante hacer del conocimiento de Los particulares que conforme a Los artículos 
21 y 102, apartado A. párrafo cuarto. de La Constitución Política de Los Estados Unidos Mexicanos, 
el Ministerio Público de La Federación prevé como competencia del Ministerio Público de La / 
Federación buscar y presentar las pruebas que acrediten la participación de las personas en 1 

aquellos hechos que las leyes señalan como delitos ante La autoridad judicial. Es decir, tiene a 
su cargo La persecución e investigación de Los delitos, Lo que significa que es el único órgano 
estatal competente para formular e impulsar La acusación o imputación delictiva. Así, L 
persecución e investigación de Los delitos es una labor de carácter administrativo que po 
definición excluye a Lajudicial. 

Es por Lo anterior que, Lo expuesto en el párrafo precedente constituye inclusive un principio de 
imparcialidad en el que se garantiza a La persona imputada que el órgano que acusa no debe 
ser el mismo que el que juzga. 

Así Lo establece La Convención Americana sobre Derechos Humanos en su artículo 8.1, en el que 
señala que "Toda persona tiene derecho a ser oída, con las debidas garantías y dentro de un plazo 
razonable. por un juez o tribunal competente. independiente e imparcial. establecido con 
anterioridad por la ley, en la sustanciación de cualquier acusación penal formulada contra ella, 
o para la determinación de sus derechos y obligaciones de orden civil. laboral. fiscal o de cualquier 
otro carácter". 

De esta forma, debe entenderse que es el juez o tribunal el que Lleva a cabo La sustanciación de 
cualquier acusación penal formulada en contra alguna persona. Esta sustanciación implica La / / 
comprobació (o no) de que se cometió un delito y que determinada persona o personas son las 
responsables tal hecho. 

P r otra parte, Los rticulos 21, párrafo tercero y 104, fracción 1, de la Constitución Política de 
s Estados Unidos exicanos prevén que será el órgano jurisdiccional federal el competente 
ra conocer de Los Lit L orden federal, dentro del proceso penal federal, para, en su caso 

imponer las penas dia te resoluciones en forma de sentencias condenatorias y/ 
absolutorias. 
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Es en la etapa de juicio en la cual se determi na la existencia o no del delito, tal y como se puede 
advertir de lo señalado por el Código Nacional de Procedimientos Penales, que en lo que nos 
ocupa dispone: 

• Al d ictar sentencia condenatoria se indicarán los márgenes de la punibi lidad del delito y 
quedarán plenamente acreditados los elementos de la clasificación jurídica; es decir, 
el tipo penal aue se atribuye, el grado de la ejecución del hecho, la forma de intervención 
y la naturaleza dolosa o culposa de la conducta. así como el grado de lesión o puesta en 
riesgo del bien jurídico (séptimo párrafo del artículo 406). 

• La sentencia condenatoria hará referencia a los elementos objetivos, subjetivos y 
normativos del tipo penal correspondiente, precisando si el tipo penal se consumó o 
se realizó en grado de tentativa, así como la fo rma en que el sujeto activo haya intervenido 
para la realización del tipo, según se trate de alguna forma de autoría o de participación, 
y la naturaleza dolosa o culposa de la conducta típica j urídico (octavo párrafo del artículo 
406). 

Incluso, en la etapa del juicio, el Ministerio Público de la Federación puede plantear una 
reclasificación -artículo 398 del Código Nacional de Procedimientos Penales- respecto del 
delito invocado en su escrito de acusación. 

Con lo anterior, se confirma que en la etapa de investigación no existe certeza sobre si cuando 
existen hechos denunciados constituyen un delito, o no, ya que el único facultado para 
determinar su existencia es el juez de enjuiciamiento. 

En ese tenor, la autoridad j udicial es la única facultada para emitir resoluciones en forma de \ 
sentencias y autos. Es decir, dictarán sentencia para decidir en definitiva y poner término al 
procedimiento penal y autos en todos los demás casos, ello de conform idad con los artículos 67 
y 206 del Código Nacional de Procedimientos Penales. 

En consecuencia, nadie podrá ser condenado, sino hasta que el Tribunal de enjuiciamiento 
adquiera la convicción más allá de toda duda razonable de que el acusado sea responsable de 
la comisión de determinado delito. 

Asimismo, se reitera que esta Fiscalía General de la República, como todas las autoridades del 
Estado Mexicano, en cumplimiento a los artículos 1, párrafo tercero de la Constitución Política d 
los Estados Unidos Mexicanos, se encuentra obligada a respetar, proteger y garantizar lo 
derechos humanos. 

d, ' 
~~:~;~:~: ~~nª~~~~~~i~t~:;~~ª;¡:~:::~~i=d~! ~:~~~~~= ~~~t n:!;~~ri!: ~:~L~;~ a~ / 
por el agente del Ministerio Público de la Federación, existiera la ¡:>iosibilidad de que esos 
hechos sean constitutivos de delito sería com ete cia exclusiva la autoridad 'udicial 
determinarlo y en su caso liberar la información que considere c nveniente, de manera 
fundada y motivada, de conformidad con el marco constitucional, con e -ional y legal citado. 

Apoya lo anterior, la siguiente tesis emitida por el Noveno Trib al Col giado en Materia P~ 
del Primer Circuito , cuyos datos de loca lización y rubro, son: 
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Registro digital: 2024811. Instancia: Tribunales Colegiados de Circuito. Undécima Época. fvlaterias(s): 
Constitucional. Penal. Tesis: l.90.P.54 P (110.J. Fuente: Gaceta del Semanario Judicial de La Federación. 
Libro 14, Junio de 2022. Tomo VII. página 6355, Tipo: Aislada: 

"PRESUNCIÓN DE INOCENCIA COMO REGLA DE TRATO EN SU VERTIENTE EXTRAPROCESAL. LA 
TRANSGRESIÓN A ESE DERECHO FUNDAMENTAL PUEDE SURGIR DE CUALQUIER AUTORIDAD 
PÚBLICA. 

Hechos: En un seminario académico un servidor público dio su opinión sobre un asunto penal de 
relevancia nacional. del cual conoció en razón de su competencia. fvlotivo por el cual. La parte imputada 
solicitó el amparo y protección de La Justicia Federal por considerar que dicha opinión transgredió su 
derecho fundamental a La presunción de inocencia como regla de trato en su vertiente extraprocesal. 

Criterio jurídico: Este Tribunal Colegiado de Circuito determina que ese derecho puede ser violado 
tanto por Los Jueces a cargo del proceso. como por otras autoridades públicas. por Lo cual éstas deben 
ser discretas y prudentes al realizar declaraciones públicas sobre un proceso penal. antes de que La 
persona haya sido juzgada y condenada. sin que en nada cambie esta situación el hecho de que el 
asunto se esté tramitando en cualquiera de Las etapas del proceso penal (investigación. intermedia o 
juicio). 

Justificación: EL derecho humano a La presunción de inocencia como regla de trato en su vertiente 
extraprocesal. ha sido reconocido como el derecho fundamental a recibir La consideración y el trato de 
no autor o no partícipe en hechos de carácter delictivo o análogos a éstos y determina. por ende. el 
derecho a que no se apliquen las consecuencias o los efectos jurídicos anudados a hechos de tal 
naturaleza. Así mismo. y a diferencia de Lo que sucede con La regla de juicio. La violación a esta vertiente 
de la presunción de inocencia puede emanar de cualquier agente del Estado. especialmente de las 
autoridades policiales. Por ello. y siguiendo Los criterios tanto nacionales como internacionales ~ 
podemos señalar que no afecta La libertad de expresión de La autoridad señalada como responsable. 
pues no debe olvidarse que Las autoridades públicas deben tener en cuenta sus responsabilidades y 
obligaciones como servidores públicos y actuar con moderación cuando expresen sus opiniones y 
puntos de vista en cualquier circunstancia en que. a los ojos de un observador razonable. puedan 
comprometer objetivamente su cargo. su independencia o imparcialidad. Sin que obste a lo anterior 
que se trate de hechos de corrupción, o de un asunto mediático debido a su amplia difusión a través 
de los diversos medios masivos de comunicación. pues todos los órganos del Estado tienen la 
obligación de no condenar informalmente a una persona o emitir juicio ante la sociedad. mientras no 
se acredite su responsabilidad penal. pues el hacerlo. ya sea sin mencionar el nombre. pero dando 
datos precisos que permiten saber de qué persona se trata. trae como consecuencia la violación del 
derecho fundamental de presunción de inocencia en su vertiente extraprocesal. Lo anterior. con 
fundamento en los criterios. opiniones y sentencias emitidos tanto por el Comité de Derechos Humanos. 
la Corte Interamericano de Derechos Humanos y la Corte Europea de Derechos Humanos. así como 
del Informe del Relator Especial sobre La Independencia de Los fvlagistrados y abogados de la 
Organización de las Naciones Unidas (ONU)." 

Toda vez que. en tanto La autoridad competente no determine La culpabilidad de una persona 
física a través de una sentencia condenatoria irrevocable o sanción firme, divulgar el nombre de 
una persona sujeta · un proceso penal o un proceso de extradición. se encontraría directamente ./ 
relacionada con La a ctación a su intimidad, honor, buen nombre, e incluso contra La presuncióo/ 
de inocencia, genera do un juicio a priori por parte de La sociedad. 
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investigación en donde pudiera estar una persona fís ica identificada o identificable en cualquier 
calidad de que esta tenga dentro de una investigación, se estaría atentando contra la intimidad, 
honor, buen nombre y presunción de inocencia de la persona en comento. 

De esta forma, La imposibilidad por parte de esta Fiscalía para señalar La existencia o no de La 
información requerida actualiza La causal de confidencialidad prevista en el artículo 113, fracción 
1 de La LFTAIP, que a La Letra establece: 

Ley Federal de Transparencia y Acceso a La Información 

Artículo 113. Se considera información confidencial: 
L. La que contiene datos personales concernientes a una persona física identificada o 
identificable; 
u 
111. Aquella que presenten los particulares a los sujetos obligados. siempre que tengan el derecho 
a ello. de conformidad con lo dispuesto por las leyes o los tratados internacionales. 

Lineamientos generales de clasificación y desclasificación de La información, así como 
para La elaboración de versiones públicas 

Trigésimo octavo. Se considera susceptible de clasificarse como información confidencial: 
l. Los datos personales. entendidos como cualquier información concerniente a una persona 
física identificada o identificable. en términos de la norma aplicable que. de manera enunciativa 
más no limitativa. se pueden identificar de acuerdo a las siguientes categorías: 

1. Datos identificativos: El nombre. alias. pseudónimo. domicilio. código postal. teléfono 
particular. sexo. estado civil. teléfono celular. firma. clave de Registro Federal de Contribuyentes 
(RFCJ, Clave Única de Registro de Población (CURPJ. Clave de Elector. Matrícula del Servicio 
fvfilitar Nacional. número de pasaporte. lugar y fecha de nacimiento. nacionalidad. edad. 
fotografía, localidad y sección electoral, y análogos. 
2. Datos de origen: Origen, etnia, raza. color de piel, color de ojos. color y tipo de cabello. 
estatura. complexión. y análogos. 
3. Datos ideológicos: Ideologías. creencias. opinión política. afiliación política. opinión 
pública. afiliación sindical. religión. convicción filosófica y análogos. 
4. Datos sobre la salud: El expediente clínico de cualquier atención médica. historial 
médico. referencias o descripción de sintomatologías. detección de enfermedades. 
incapacidades médicas. discapacidades. intervenciones quirúrgicas, vacunas. consumo de 
estupefacientes. uso de aparatos oftalmológicos. ortopédicos. auditivos. prótesis. estado físico 
o mental de la persona. así como la información sobre la vida sexual. y análogos. 
5. Datos Laborales: Número de seguridad social. documentos de reclutamiento o 
selección, nombramientos. incidencia. capacitación. actividades extracurriculares. referencias 
laborales. referencias personales. solicitud de empleo. hoja de servicio. y análogos. 
6. Datos patrimoniales: Bienes muebles e inmuebles de su propiedad. información fisco 
historial crediticio. ingresos y egresos. número de cuenta bancaria y/o CLABE interbancaria d 
personas físicas y morales privadas. inversiones. seguros. fianzas. servicios contratado . 
referencias personales, beneficiarios, dependientes económicos. decisiones patrimoniales 
análogos. 
7 Datos sobre situación jurídica o legal: La información relativa a na persona que se 
encuentre o haya sido sujeta a un procedimiento administrativo seguido n forma de juicio o 
jurisdiccional en materia laboral. civil. penal. fiscal. administrativa o de cu quier otra rama del 
Derecho. y análogos. 
B. Datos académicos: Trayectoria educativa. avances de créditos. 
promedio. caU{ícociones, títulos, cédula profesional, certificados, reconoci osy análogos. 
g. Datos de tránsito y movimientos migratorios: Información r at'iíi al tránsito de las 
personas dentro y fuera del país, así como información migra a. céd lo migratoria. visa. 
pasaporte. 
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10. Datos electrónicos: Firma electrónica. dirección de correo electrónico, código OR. 
11. Datos biométricos: Huella dactilar. reconocimiento facial. reconocimiento de iris. 
reconocimiento de la geometria de la mano. reconocimiento vascular. reconocimiento de 
escritura. reconocimiento de voz. reconocimiento de escritura de teclado y análogos. 

De lo expuesto, se desprende que será considerada información clasificada como confidencial. 
aquella que contenga datos personales de una persona física identificada o identificable, 
independientemente del medio por el cual se haya obtenido, sin necesidad de estar sujeta a 
temporalidad alguna y a la que sólo podrán tener acceso Los titulares de La información o sus 
representantes Legales. 

Por tal motivo. se insiste que el dar a conocer información que asocie a una persona con la 
existencia de alguna denuncia, imputación. procedimiento relacionado con La comisión de delitos, 
afectaría directamente su intimidad, honor y buen nombre. incluso vulnera La presunción de 
inocencia. al generar un juicio a priori por parte de la sociedad. sin que la autoridad competente 
haya determinado su culpabilidad o inocencia a través del dictado de una sentencia. 

AL efecto, se debe considerar que dichos derechos están constitucional e internacionalmente 
reconocidos. conforme los artículos 1°, 6° y 16° de nuestra Carta Magna, de donde se desprende 
que toda persona tiene derecho a que se Le respete su vida privada y a La protección de sus 
datos personales y todo lo que esto conlleva, asi como el normal desarrollo de su personalidad, 
estableciendo Lo siguiente: 

Artículo 60. La manifestación de las ideas no será objeto de ninguna inquisición judicial o 
administrativa. síno en el caso de que ataque a la moral, la vida privada o los derechos de terceros, 
provoque algún delito, o perturbe el orden público; el derecho de réplica será ejercido en los 
términos dispuestos por la ley. El derecho a la información será garantizado por el Estado. 
l..] 

//.La información que se refiere a la vida privada y los datos personales será protegida en los 
términos y con las excepciones que fijen las leyes. 
! ... / 

Artículo 16. Nadie puede ser molestado en su persona. familia. domicilio. papeles o posesiones. sino 
en virtud de mandamiento escrito de la autoridad competente. que funde y motive la causa legal del 
procedimiento. 

Toda persona tiene derecho a la protección de sus datos personales. al acceso. rectificación y 
cancelación de los mismos. así como a manifestar su oposición. en los términos que fije la ley. la cual 
establecerá los supuestos de excepción a los principios que rijan el tratamiento de datos. por razones 
de seguridad nacional. disposiciones de orden público. seguridad y salud públicas o para proteger los 
derechos de terceros. 

Aunado a esto, el Código Nacional de Procedimientos Penales (CNPP), específicamente en su ./ 
artículo 15, dispone que cualquier persona tiene derecho a que se respete su intimidad, se 
proteja La información de su vida privada y sus datos personales, cuando participe como parte 
en el procedimiento penal. a saber: 

Artículo 15. Derec o a la inti 'dad y a la privacidad 

/ En todo procedimie o pen e respetará el derecho a la intimidad de cualquier persona que intervenga 
en él. asimismo se p e r · la información que se refiere a la vida privada y los datos personales. e 
los términos y con las e ep iones que fijan la Constitución. este Código y la legislación aplicable. 
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Es oportuno traer a colación lo dictado por la Suprema Corte de Justicia de la Nación. en las 
siguientes Tesis Jurisprudenciales, donde establece que el derecho de acceso a la información 
tiene límites. los cuales aplican en el momento en que se afecta el honor. el decoro, el respeto, la 
honra, la moral, la estimación y la privacidad de las personas; además de definir la afectación a la 
moral, como la alteración que sufre una persona a su decoro. honor, reputación y vida privada. y 
el respeto de la sociedad por la comisión de un hecho ilícito. a saber: 

DAÑO MORAL. ES LA ALTERACIÓN PROFUNDA QUE SUFRE UNA PERSONA EN SUS SENTIMIENTOS, 
AFECTOS, CREENCIAS, DECORO, HONOR. REPUTACIÓN, VIDA PRIVADA, CONFIGURACIÓN Y ASPECTOS 
FÍSICOS, O BIEN, EN LA CONSIDERACIÓN QUE DE SÍ MISMA TIENEN LOS DEMÁS, PRODUCIDA POR HECHO 
ILÍCITO. El derecho romano, durante sus últimas etapas, admitió la necesidad de resarcir los daños morales. 
inspirado en un principio de buena fe. y en la actitud que debe observar todo hombre de respeto a la 
integridad moral de los demás; consagró este derecho el principio de que junto a los bienes materiales de la 
vida, objeto de protección jurídica. existen otros inherentes al individuo mismo, que deben también ser 
tutelados y protegidos, aun cuando no sean bienes materiales. En México, la finalidad del legislador, al 
reformar los artículos 1916 y adicionar el 1916 Bis del Código Civil para el Distrito Federal, mediante decreto 
publicado en el Diario Oficial de la Federación el treinta y uno de diciembre de mil novecientos ochenta y dos, 
y posteriormente modificar los párrafos primero y segundo del artículo 1916, consistió en hacer responsable 
civilmente a todo aquel que, incluso, ejerce su derecho de expresión a través de un medio de información 
masivo, afecte a sus semejantes, atacando la moral, la paz pública. el derecho de terceros, o bien, provoque 
algún delito o perturbe el orden público, que son precisamente los límites que claramente previenen los 
artículos 60. y 10. de la Constitución General de la República. Así, de acuerdo al texto positivo, por daño 
moral debe entenderse la alteración profunda que una persona sufre en sus sentimientos, afectos, 
creencias, decoro, honor, reputación, vida privada, configuración y aspectos físicos, o bien, en la 
consideración que de si misma tienen los demás, producida por un hecho ilícito. Por tanto, para que se 
produzca el daño moral se requiere: a) que exista afectación en la persona, de cualesquiera de los bienes 
que tutela el artículo 1916 del Código Civil; b) que esa afectación sea consecuencia de un hecho ilícito; 
y, c) que haya una relación de causa-efecto entre ambos acontecimientos.7 

DERECHO A LA INFORMACIÓN. NO DEBE REBASAR LOS LÍMITES PREVISTOS POR LOS ARTÍCULOS 60., 70. 
Y 24 CONSTITUCIONALES. El derecho a la información tiene como límites el decoro, el honor, el respeto, 
la circunspección, la honestidad, el recato, la honra y la estimación, pues el artículo 60. otorga a toda 
persona el derecho de manifestar libremente sus ideas y prohíbe a los gobernantes que sometan dicha 
manifestación a inquisición judicial o administrativa, salvo que ataquen la moral, los derechos de tercero, 
provoquen algún delito o perturben el orden público. Así, la manifestación de las ideas se encuentra 
consagrada como uno de los derechos públicos individuales fundamentales que reconoce la Constitución, 
oponible por todo individuo, con independencia de su labor profesional, al Estado, y los artículos 70. y 24 de 
la propia Carta Fundamental se refieren a aspectos concretos del ejercicio del derecho a manifestar 
libremente las ideas. El primero, porque declara inviolable la libertad de escribir y publicar escritos sobre 
cualquier materia y, el segundo, porque garantiza la libertad de creencias religiosas. Así, el Constituyente 
Originario al consagrar la libertad de expresión como una garantía individual, reconoció la necesidad de que 
el hombre pueda y deba, siempre, tener libertad para apreciar las cosas y crear intelectualmente, 
expresarlo, aunque con ello contraríe otras formas de pensamiento; de ahí que sea un derecho oponible 
Estado, a toda autoridad y, por ende, es un derecho que por su propia naturaleza debe subsistir en to o 
régimen de derecho. En efecto, la historia escrita recoge antecedentes de declaraciones sobre las liberta 
del hombre, y precisa que hasta el siglo XVIII, se pueden citar documentos sobre esa materia. No hay du a 
histórica sobre dos documentos básicos para las definiciones de derechos fundamentales del hombre y u 
garantía frente al Estado. El primero es la Declaración de los Derechos del Hombre y del Ciudadano, producto 
de la Revolución Francesa, la cual se manfrene viva y vigente como texto legal p r lo remisión que hace el 
preámbulo de la Constitución de Francia de fecha veinticuatro de diciembre de il setecientos noventa y 
nueve. El segundo. es la Constitución de los Estados Unidos de América. de diecís te de sepilembre de mil 
setecientos ochenta y siete. En la historia constitucional mexicana, que recibe influe ia de las ideas politicas 
y /íbera/es de quienes impulsaron la Revolución Francesa. así como Eontribuciones de diversos tendencias 
ideológicas enraizadas en las luchas entre conservadores y liberales quecaractenzajron el-siglo XIX, tenemos 
que se hicieron y entraron en vigor diversos cuerpos constitucionales. pero en •todos ellos siempre ha 
aparecido uno parle dogmática que reconoce derechos inherentes al hombre. ~á contenido tanto lo 
libertad de expresión como la libertad de imprenta. Por otra parte. los antec tes legislativos relacionados 

1 Tesis Jurisprudencia~ /.Jo.e. J/71 (ga.!. Líbro IV. Toma 5, Pág. 4036. enero de 2012. Décima Época. Trib"tiqales 
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con la reforma y adición a la Constitución de mil novecientos diecisiete, en relación al artículo 60. antes 
precisado, tales como la iniciativa de ley, el dictamen de la comisión que al efecto se designó, y las 
discusiones y el proyecto de declaratoria correspondientes, publicados, respectivamente. en los Diarios de 
los Debates de los días seis. veinte de octubre y primero de diciembre, todos de mil novecientos setenta y 
siete, ponen de relieve que el propósito de las reformas fue el de preservar el derecho de todos respecto a 
las actividades que regula. Esta reforma recogió distintas corrientes preocupados por asegurar a lo sociedad 
una obtención de información oportuna. objetiva y plural, por parte de los grandes medios masivos de 
comunicación. Conforme a la evolución del artículo 60. constitucional vigente y comparado con lo que al 
respecto se ha regulado en otros países, se concluye que a lo largo de la historia constitucional, quienes han 
tenido el depósito de la soberanía popular para legislar. se han preocupado porque existiera una Norma 
Suprema que reconociera el derecho del hombre a externar sus ideas, con limitaciones específicas tendientes 
a equilibrar el derecho del individuo frente a terceros y la sociedad, puesto que en ejercicio de ese derecho 
no debe menoscabar la moral, los derechos de tercero, que implica el honor, la dignidad y el derecho a 
la intimidad de éste, en su familia y decoro: así como tampoco puede, en ejercicio de ese derecho, 
provocar algún delito o perturbar el orden público. Asimismo, ese derecho del individuo, con la adición al 
contenido original del articulo 60 .. quedó también equilibrado con el derecho que tiene la sociedad o estor 
veraz y objetivamente informada, para evitar que haya manipulación. Así. el Estado asume la obligación de 
cuidar que la información que llega a la sociedad a través de los grandes medios masivos de comunicación 
refleje la realidad y tenga un contenido que permita y coadyuve al acceso a la cultura en general. para que 
el pueblo pueda recibir en formo fácil y rápida conocimientos en el arte. lo literatura, en las ciencias y en la 
política. , 
Ello permitirá una participación informada para la solución de los grandes problemas nacionales, y evitará /{' 
que se deforme el contenido de los hechos que pueden incidir en la formación de opinión. Luego, en el 
contenido actual del artículo 60., se consagra la libertad de expresarse, la cual es consustancial al 
hombre, y que impide al Estado imponer sanciones por el solo hecho de expresar las ideas. Pero 
correlativamente, esa opinión tiene límites de cuya transgresión derivan consecuencias jurídicas. Tales 
límites son que la opinión no debe atacar la moral, esto es, las ideas que se exterioricen no deben tender 
a destruir el conjunto de valores que sustenta la cohesión de la sociedad en el respeto mutuo y en el 
cumplimiento de los deberes que tienen por base la dignidad humana y los derechos de la persona; 
tampoco debe dañar los derechos de tercero. ni incitar a lo provocación de un delito o a la perturbación del 
orden público. De modo que la Constitución de mil novecientos diecisiete estableció una obligación por parte 
del Estado de abstenerse de actuar en contra de quien se expresa libremente, salvo que en el ejercicio 
de ese derecho se ataque a la moral, a los derechos de tercero, se provoque algún delito o se perturbe 
el orden público. 8 

DERECHO A LA INFORMACIÓN. SU EJERCICIO SE ENCUENTRA LIMITADO TANTO POR LOS INTERESES 
NACIONALES Y DE LA SOCIEDAD. COMO POR LOS DERECHOS DE TERCEROS. 
El derecho a la información consagrado en la última parte del artículo 60. de la Constitución Federal no 
es absoluto, sino que, como toda garantía, se halla sujeto a limitaciones o excepciones que se sustentan, 
fundamentalmente, en la protección de la seguridad nacional y en el respeto tanto a los intereses de la 
sociedad como a los derechos de los gobernados, limitaciones que, incluso, han dado origen a la figura 
jurídica del secreto de información que se conoce en la doctrina como ·reserva de información· o 
"secreto burocrático·. En estos condiciones, al encontrarse obligado el Estado. como sujeto pasivo de la 
citada garantía, a velar por dichos intereses, con apego a las normas constitucionales y legales, el 
mencionado derecho no puede ser garantizado indiscriminadamente, sino que el respeto a su ejercicio 
encuentra excepciones que lo regulan y a su vez lo garantizan, en atención a la materia a que se refiera; 
asi. en cuanto a lo seguridad nacional, se tienen normas que, por un lado, restringen el acceso a la 
información en esta materia, en razón de que su conocimiento público puede generar daños a los intereses 
nacionales y, por el otro, sancionan la inobservancia de esa reserva; por lo que hace al interés social. se ¡· 
cuenta con normas que tienden a proteger la averiguación de los delitos, lo salud y la moral públicos, 
mientras que por 1!1 

que respecta a la protección de la persona existen normas que protegen el derecho 
a la vida o a la pri cidad de los gobernados. 9 

Por su parte, la Declar íón Universal de los Derechos Humanos, prevé: 

/ 
: XIV, septiemore de 2001, Novena Época. Tercer Tribunal Colegiado Circuí/ 

o XI, abril de 2000. Noveno Época. Pleno. 
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Artículo 12. Nadie será objeto de injerencias arbitrarias en su vida privada, su familia, su domicilio, 
o su correspondencia. ni de ataques a su honra o a su reputación. Toda persona tiene derecho a la 
protección de la ley contra tales injerencias o ataques. 

Sobre el mismo tema, en la Convención Americana sobre los Derechos Humanos, señala: 

Artículo 11. Protección de la Honra y de la Dignidad. 
1.- Toda persona tiene derecho al respeto de su honra y al reconocimiento de su dignidad. 
2.- Nadie puede ser objeto de injerencias arbitrarias o abusivas en su vida privada, en la de su 
familia, en su domicilio o en su correspondencia, ni de ataques ilegales a su honra o reputación. 
3.- Toda persona tiene derecho a la protección de la ley contra esas injerencias o esos ataques. 

Además, el Pacto Internacional de los Derechos Civiles y Políticos, establece: 

Artículo 17, 

s. Nadie será objeto de injerencias arbitrarias o ilegales en su vida privada. su familia, su 
domicilio o su correspondencia. ni de ataques ilegales a su honra y reputación. 
6. Toda persona tiene derecho a la protección de la ley contra esas injerencias o esos ataques. 

No se debe omitir mencionar que la presunción de inocencia es una garantía de cualquier 
persona imputada, prevista en el artículo 20 de la CPEUM. que a la letra dispone: 

Artículo 20. El proceso penal será acusatorio y oral. Se regirá por los principios de publicidad. 
contradicción. concentración, continuidad e inmediación. 

B. De los derechos de toda persona imputada: 
A que se presuma su inocencia mientras no se declare su responsabilidad mediante sentencia 
emitida por el juez de la causa. 

Concatenado a esto. uno de los principios rectores que rigen el proceso penal, es el de 
presunción de inocencia, consagrado en el artículo 13 del CNPP, que a la letra establece: 

Artículo 13. Principio de presunción de inocencia 
Toda persona se presume inocente y será tratada como tal en todas las etapas del procedimiento, 
mientras no se declare su responsabilidad mediante sentencia emitida por el Órgano jurisdiccional, 
en los términos señalados en este Código. 

Siendo por todo expuesto y fundado, entre las principales razones por las que el artículo 218 del 
Código Nacional de Procedimientos Penales prevé la reserva de la investigación e inclusive h 
sido avalada por el Alto Tribunal, al estar conforme lo previsto por los artículos 6º Apartado 
fracción II y 16 Constitucional, que dispone que la información que se refiere a la vida privad 
los datos personales de las personas está protegida en los términos legalmente previstos. 

r 
J 

Sobre el particular, tenemos el conten ido del artículo 218 primer párrafo del Código Nacion 
Procedimientos Penales, que a la letra refiere: 

de / 

Artículo 218. Los registros de la investigación, así como todos los documentos, i[ependientemente de su 
contenido o naturaleza, los objetos, los registros de voz e imágenes o cosas que estén relacionados, son 
estrictamente reservados, por lo que únicamente las partes, podrán tener acc o a los mismos, con las 
limitaciones establecidas en este Código y demás disposiciones aplicables. 
!..] 

Por lo que, al efecto, en el caso que nos ocupa, se actualiza La li itante del derecho a 

/' 

información, constreñida en la confidencialidad y secrecí e le asi te a toda persona, como 
en el caso lo es, de la persona de quien solicitan la informac1or,:¡ - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - -

Décima Octava Sesión Ordinaria 2024 / 

f 



FGR 
FIS CA LÍA GE N ER AL 
DE LA RE PÚ B LIC A 

,:1coMITE DE 
,- ¡TRANSPARENCIA 

B.4. Folio de la solicitud 330024624001191 

Síntesis 

Sentido de la resolución 
1 

Rubro 

Contenido de la Solicitud: 

Información rel::1donada con posible personal 
sustantivo 

r Confirma 

!nfonnad6n dasiflcada como reservada 

"Señale si en alguno de los archivos que integran la Unidad Especializada de Recursos. Servicios e 
Infraestructura Inmobiliaria. se encuentran los documentos que amparen por que aún y cuando ha 
quedado demostrado que al lng. (...), requiere dinero a las empresas que participan en las 
Licitaciones. no lo han corrido. 

para muestra basta comentar. que el OIC le está realizando una investigación y le retiro su equipo 
con el que trabaja para investigar sus actos de corrupción. A caso tambien el OIC es complice?" 
(Sic) 

Unidades administrativas involucradas: 
Conforme a Las facultades establecidas en La Ley Orgánica de La Procuraduría General de La 
República. su Reglamento. el Acuerdo A/238/12 publicado en el Diario Oficial de La Federación 
el 20 de septiembre de 2012. el Acuerdo A/072/16 publicado en el Diario Oficial de La 
Federación el 11 de mayo de 2016, y demás disposiciones Legales aplicables, La presente 
solicitud de información se turnó para su atención a: OM. 

ACUERDO 
CT / ACDO/ 0248/2024: 

En el marco de Lo dispuesto en Los artículos 65, fracción 11. 
102 y 140 de La LFTAIP, el Comité de Transparencia por 
unanimidad determina confirmar La clasificación de reserva 
del pronunciamiento institucional respecto de afirmar o / 
negar que La persona citada en La solicitud Labore o no en La / 
institución, en términos de Lo establecido en el artículo 110, 
fracción V de La LFTAIP, por un periodo de cinco años. o 
bien. cuando Las causas que dieron origen a La clasificación 
subsistan. 
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V. Pueda poner en riesgo la vida, seguridad o salud de una persona física;" 

Robustece lo expuesto, lo contemplado en el numeral Vigésimo tercero de los Lineamientos 
generales en materia de clasificación y desclasificación de La información, así como para la 
elaboración de versiones públicas, que a La Letra señalan: 

"Vigésimo tercero. Para clasificar la información como reservada, de conformidad con el artículo 
113, fracción V de la Ley General, será necesario acreditar un vínculo, entre una o varias personas 
físicas y la información que pueda poner en riesgo su vida, seguridad o salud; especificando 
cuál de estos bienes jurídicos será afectado, así como el potencial daño o riesgo que causaría 
su difusión". 

Así Las cosas, de conformidad con el artículo 102 de La LFTAIP, Las cuales prevén que en Los casos 
en que se niegue el acceso a la información, por actualizarse alguno de los supuestos de 
clasificación, el Comité de Transparencia deberá confirmar, modificar o revocar la decisión y a su 
vez motivar La confirmación de la clasificación de la información, señalando las razones, motivos 
o circunstancias especiales que Llevaron al sujeto ob ligado a conclui r que el caso particular se 
ajusta al supuesto previsto por la norma legal invocada como fundamento, se expone la siguiente 
prueba de daño: 

Artículo 110, fracción V: 

l. Riesgo real, demostrable e identificable: Hacer público cualquier dato o información que 
haga identificable al personal operativo/sustantivo, así como al administrativo adscrito a 
esta Fiscalía, representa un riesgo real, demostrable e identificable de perjuicio 
significativo al interés público y a la seguridad pública y nacional. en virtud de que, en 
primer lugar así lo determinó la Suprema Corte de Justicia de la Nación en la resolución a 
la controversia constitucional 325/2019 interpuesta por esta Fiscalía, e inclusive fue 
confirmado por el Instituto Nacional de Transparencia, Acceso a la Información y 
Protección de Datos Personales en la resolución del recurso de revisión RRA 9481/19 BIS, 
toda vez que, se atentaría de manera d irecta en contra de la vida, seguridad y salud de 
dichas personas, pues los miembros de las asociaciones delictivas podrían aprovechar 
esa información para amenazarlos con el objeto de obtener datos que les permitan 
sustraerse de la acción de la j usticia y, por lo tanto. quedar impunes, aunado a que podrían 
tomar represalias por Las investigaciones instauradas en su contra, lo que impactaría en la 
capacidad de reacción y en la revelación del estado de fuerza de esta Institución. 
transgrediendo así lo dispuesto en el artículo 102, apartado A de la Constitución General 10 . 

En este sentido, con la finalidad de cumplir no solo con objetivos conferid 
constitucionalmente a esta Fiscalía General. sino también para mantener la segurid 
pública y nacional del Estado mexicano -en la colaboración con todas las institucion s 
democráticas del país- es que d ichas funciones son realizadas por las personas agent s / 
del Ministerio Público de la Federación, policías y peritos. e invariablemente por el 
personal administrativo adscrito a las diversas unidades adminil rativas que forman parte 
de la estructura orgánica. este últ imo si b ien es cierto que no ! stá en la primer línea de 
intervención, también lo es que -por la naturaleza de las funcio s de esta Institución-, en 

'º Corresponde al Ministerio PúbLico de la Federación la persecución. ante los trib~nales, de t _ o_s. .Los deUtos del orden federa/ 
y, por lo mismo. soUcttará las medidas cautelares contra los imputados: busca~á y r,esent: rá las pruebas que acrediten la 
participación de éstos en hechos que las leyes señalen como delito: procurará os juici s federales en materia penal se 
sigan con toda regularidad para que la impartíción de justicia sea pronta y e dita: ped1 á la apücación de las penas, e 
intervendrá en todos los asuntos que la ley determine. 
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auxilio de aquellas. es quien tienen acceso a toda la información e insumos generados en 
la investigación de delitos, por lo que dar a conocer datos sobre estas pone en riesgo su 
vida, seguridad, salud e integridad, incluso la de sus familiares. 

Así. resulta claro que la participación del personal administrativo es de vital relevancia, 
pues. desde la elaboración. envío y recepción de oficios entre las unidades administrativas 
o instituciones gubernamentales, hasta la integración de expedientes que en su caso se 
requieran, les es posible el acceso a información sensible contenida en esos documentos. 
que evidentemente debe ser resguardada con el mayor sigilo. 

Al respecto. se debe tomar en cuenta que en la aludida resolución de la controversia 
constitucional 325/2019, el Alto Tribunal constitucional sostuvo que el personal 
administrativo tiene injerencia en la producción de información clave para procurar la 
impartición de justicia en el mercado criminal más peligroso de los Estados Unidos 
Mexicanos. por lo que permitir a los agentes criminales conocer cualquier tipo de 
información del personal adscrito a la Fiscalía General de la República revelaría su 
capacidad de reacción: por ello. es perjudicial realizar la identificación de dicho personal. 
pues se pondría en riesgo su vida, seguridad, salud e integridad, incluso la de sus 
familiares. Además, concluyó que esta Fiscalía acreditó fehacientemente que. de 
entregarse la información requerida. se comprometería el ejercicio de las facultades 
constitucionales y con ello la seguridad pública del país. 

En ese mismo contexto. durante la sustanciación de la controversia. respecto del informe 
rendido por el Centro Nacional de Planeación. Análisis e Información para el Combate a ~ 
Delincuencia adscrito a la entonces Coordinación de Métodos de Investigación, la Cort 
confirmó que revelar la información de las personas servidoras públicas que integran a la 
Fiscalía General de la República las expone a distintos tipos de riesgos, dependiendo del 
mercado criminal de que se trate. pues esta Fiscalía debe Llevar a cabo sus funciones bajo 
la perspectiva de mercados criminales, es decir, el personal opera en una dimensión 
especifica de acuerdo con el tipo de delito de que se trate, por lo que la proporción del 
riesgo de los distintos mercados criminales que combate esta Fiscalía General se da en 
función de las actividades que desempeña su personal y la tasa de delitos por cada cien 
mil habitantes en cada una de las entidades federativas de los Estados Unidos Mexicanos. 

Con dicho informe, se demostró que únicamente con entregar el nombre y cargo de las 
personas seNidoras públicas de la Fiscalía General de la República. se permitiría acceder 
a datos identificativos, académicos, electrónicos. patrimoniales, biométricos y los 
referentes a familiares de las personas seNidoras públicas. Por lo cual. la Suprema Corte 
de Justicia de la Nación concluyó que revelar la identidad. cargo y otros datos 
concentrados de quienes están encargados de la investigación y persecución de los , 
delitos federales expondría la capacidad de fuerza y reacción que tiene la Institución y por / 
consecuencia. vulneraría o afectaría el ejercicio de las competencias constitucionales que 
en materia e seguridad pública le están conferidas a esta Fiscalía General de la 
República. 

dado demostrado de forma indubitable que. si dicha información y 
an en manos de la delincuencia, esta podría atentar, intimidar 

t r en general poner en riesgo su vida. seguridad y salud de maner 
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potencial en contra de estas personas. pudiendo realizar contra ellas actos inhumanos 
para allegarse de información. 

En adición a lo anterior, la identificación de estas y de sus actividades en cumplimento del 
servicio público que tienen encomendado permite que eventualmente puedan ser 
localizados mediante la búsqueda a través de instrumentos como internet y redes 
sociales. 

Luego, pueden ser identificables en circunstancias de tiempo. modo y lugar, pues. 
además de tener disponible la información institucional. les sería posible conocer su 
ubicación y actividades rutinarias. lo cual sería de utilidad para interceptarlas; aspecto que. 
de ocurrir. impactaría negativamente en su seguridad. así como en el debido ejercicio de 
las facultades y atribuciones que en materia de investigación y persecución de los delitos 
tiene el personal de esta Fiscalía. 

11. Perjuicio que supera el interés público: con la divulgación de los datos de identificación 
de las personas servidoras públicas de la Fiscalía General de la República supera el interés 
público general de que se difunda en razón de que, como ya se dijo, divulgar datos que 
lleven a la identificación y ubicación de las personas servidoras públicas de esta 
Institución. en cualquier categoría o puesto. los hace blancos identificables y no solo pone 
en riesgo su vida. seguridad y salud. así como la de sus familiares. sino también las 
actividades realizadas por esta Fiscalía General de la República, toda vez que podrían ser 
sujetos de amenazas y extorsiones por parte de miembros de la delincuencia. con la 
finalidad de obtener la información relacionada con el combate y persecución de los \\ 
delitos federales. 1 

El que los distintos mercados criminales identifiquen y conozcan plenamente al personal 
que compone a la Institución y cuenten con información respecto a su capacidad de 
fuerza y reacción, esto es, el número total de personal. sus cargos y dónde se encuentran 
ubicados. expone a esta Fiscalía General de la República a amenazas y ataques que 
necesariamente tienen implicaciones negativas en el ejercicio de sus competencias 
constitucionales y, por tanto. se compromete la seguridad pública de los Estados Unidos 
Mexicanos. Dicho lo anterior. el Pleno de la Suprema Corte de Justicia de la Nación 
determinó en la resolución emitida en la controversia constitucional en comento que esta 
Fiscalía acreditó con suficiente claridad la relación causal general entre la entrega de l 
información relativa a los servidores públicos de la Institución y la afectación a l 
seguridad pública. 

Ahora bien. respecto a la acreditación de la conexión causal. la Suprema Corte. toman o 
en consideración la información proporcionada por el Centro Nacional de Planeaci n, 
Análisis e Información para el Combate a la Delincuencia. concluyó que conociendo el 
nombre de las personas físicas que laboran en la Fiscalía (\eneral de la República y 
recopilando información de internet. es posible identificar plel1amente a la persona; de 
modo que un simple dato que pudiera parecer inqfensivo. uede arrojar información 
relativa a su edad. sexo. CURP. experiencia profesional, grooo académico. domicilio 
laboral. inclusive cambios de adscripción. domicilio pers nal. bienes muebles e 
inmuebles. así como. características físicas, amigos. familiares grado ee parentesco. L91' 
que incluye cónyuges. exparejas e hijos. así como la escuela en a que estudian estos; _9(5r 
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Lo que entregar el nombre de cualquier persona servidora pública de La Institución 
revelaría el 100% del estado de fuerza de La Institución. 

EL anterior fenómeno puede ser explicado por La teoría del mosaico, la cual constituye una 
herramienta que da cuenta de cómo es que funciona el flujo de información y, con ello. La 
construcción de inteligencia. Se trata de un proceso que describe cómo se recopila, 
combina y procesa información, de tal manera que convierte información inofensiva en 
conocimiento útil. La metodología que se utiliza esencialmente consiste en recopilar 
piezas de información dispersas y después unirlas con La finalidad de tener una visión de 
conjunto o 'mosaico'. 

Como se ha establecido previamente. a partir de un dato que pudiese parecer inofensivo, 
como pudiera ser el nombre de una persona, potencializa que un agente criminal Lo utilice 
para deducir. a partir de un dato independiente. una vulnerabilidad estratégica 
susceptible de explotación para fines mal intencionados. en este caso, para evadir La 
procuración de justicia o. peor aún, Llevar a cabo actos de contrainteligencia para combatir 
frontalmente a Los agentes encargados de La investigación y persecución de Los delitos 
en Los Estados Unidos Mexicanos. 

Cabe señalar que el Alto Tribunal estableció que, si bien es un derecho de Las personas 
imputadas. conocer el nombre y datos del servidor público que Lo acusa -salvo 
tratándose de delincuencia organizada donde La autoridad judicial puede autorizar se 
mantengan en reserva-. Lo cierto es que conocer esa información no deriva del ámbito 
de protección del derecho de acceso a La información, sino del derecho a gozar de u 
debido proceso y una defensa adecuada. EL que una persona en ejercicio de su derech 
de acceso a La información solicite el nombre y cargo de todo el personal de La Fiscalí 
General de La República no quiere decir que deba obtener el mismo resultado, pues se 
trata del ejercicio de derechos distintos y de acceso a información diferente. 

Adicionalmente. proporcionar La información no solo revelaría cuántas personas 
funcionarias públicas están al frente de La investigación y persecución de Los delitos del 
orden federal a nivel nacional. sino también La Delegación Estatal a La que se encuentran 
adscritas y, en consecuencia, cómo se encuentran distribuidas y organizadas por entidad 
federativa: todo Lo cual. invariablemente, revelaría su ubicación y organización, Lo que 
implica dejar ver no solo su identidad, sino también La capacidad de reacción que tiene el 
Estado mexicano -a nivel de La República y por entidad federativa- para investigar y 
perseguir La comisión de Los delitos federales. Dicho en otras palabras: permitir Lo anterior, 
significa revelar información que impacta negativamente en el desempeño de Las Labores 
institucionales en relación con sus facultades y atribuciones constitucionales en materia 
de seguridad pública. .1 

En cuanto 9. Lo expuesto, debe tomarse en cuenta que La Fiscalía General de La República / 
funciona c mo una corporación formada por eslabones. es decir, si alguno de Los 
eslabones s ve afectado, el desempeño de sus funciones afecta Las demás partes y 
funciones de lnstitu ión: de modo que revelar información de inteligencia que afecta 
una parte susf nci e La Institución equivaldría a provocar una vulneración a s 
funcionamiento e otr s aspectos. 
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Robustecen lo anterior, las aclaraciones de la resolución de la aludida controversia 
constitucional 325/2019, hechas por la Ministra Yasmín Esquivel Mossa, en donde 
manifiesta que: 

" ... está de por medio La integridad de Los servidores públicos de La FGR que son quienes materializan 
Las funciones constitucionales del ente autónomo. pues constituye hecho notorio que el clima de 
violencia criminal en el que ejercen sus funciones tanto Las instituciones de procuración de justicia. 
como las instituciones policiacas e. inclusive. algunos miembros de La judicatura genera enormes 
riesgos que es necesario disminuir en beneficio de tales personas. pues ello redunda en La 
protección de Los derechos humanos más elementales de Los integrantes de nuestra sociedad en 
general. 

Difundir Los nombres de algunos de Los Agentes del Ministerio Público de La Federación y de otras 
personas de La FGR. a personas diversas de las que participan en Los procesos penales federales. 
así como revelar La estructura administrativa de sus áreas administrativas. debilita La seguridad 
pública. cuyos fines son. como ya expuse. La salvaguarda de Los derechos humanos relativos a La 
vida. Las libertades. La integridad y el patrimonio de Las personas. así como contribuir a La 
generación y preservación del orden público y La paz social. 

Además. La Constitución Federal no realiza distinción alguna entre un tipo de personal y otro de La 
FGR. sino que su artículo 21 se refiere a todos Los integrantes de Las instituciones de seguridad 
pública. por Lo que considero que esta protección de reserva de datos incluye a todos los 
integrantes que conformen a todo ese ente constitucional autónomo. sin discriminar a ninguno de 
sus integrantes. y mucho menos privarlo de La protección que Le brinda la reserva tanto de sus 
datos. como de la estructura administrativa a la que pertenece. 

Las personas servidoras públicos admínistrotivas de lo FGR también forman parte de La estructura 
para la investigación y el combate al delito. y son también vulnerables de poner en riesgo su vida, 
seguridad y salud. no considerarlo así. constituye una postura discriminatoria. como si solament 
Los Agentes del Ministerio Público Federal correrán riesgos y Los demás empleados estuvieran 
exentos. no obstante que unos y otros comparten espacios de trabajo e intervienen en Los 
procedimientos para el cumplimiento de Las atribuciones de La FGR." 

Bajo esa tesitura, la divulgación de la información relacionada el personal adscrito a esta 
Institución federal actualiza el riesgo de perjuicio a la vida, seguridad o salud, asi como 
para sus familias y personas cercanas, por lo que el ejercicio de ponderación de derechos 
de la colectividad que debe prevalecer, es aquel relacionado con la procuración de 
j usticia baj o los principios const itucionales contenidos en el artículo 20 de la Constitució 
Política de Los Estados Unidos Mexicanos. en relación con esclarecer los hechos. procur 
que el culpable no quede impune y que Los daños causados por el delito se reparen. 

111. Principio de proporcionalidad: Representa el medio menos restrictivo disponible p ra 
evitar el perjuicio. toda vez que, si bien es cierto que el articulo 6 constitucional recon ce 
el derecho de acceso a la información, la Suprema Corte al resolver el amparo directo / ' 
2931/201511. concluyó de manera esencial que el derecho a se informado no es absoluto. / 
pues. a pesar de que el Estado tiene la obligación de informar la población sobre temas 
de interés y relevancia pública, también se debe proteger y gar ntizar el derecho a la vida, 
seguridad y salud de las personas. asi como a la salvaguarda de la seguridad pública y 
nacional. 

/ 
11 httos:/ / sif.scin.aob.mx/SJ FSem/Paa inas/DetalleGeneralScroll.asox?id=280"0& s ~Detalle Tes is E" ecutorias 
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De ahí, se tiene que la calidad de persona servidora pública no suprime los derechos 
humanos a la vida, seguridad y privacidad, que deben gozar todas las personas. Por el 
contrario, existe un interés general o superior en esos derechos frente al derecho de 
acceso a la información de un particular. en una ponderación frente a los derechos 
humanos de los servidores públicos de la Fiscalia General de la República, de sus familias 
y círculo cercano, información la cual debe ser considerada como clasificada. 

En ese sentido, tomando en consideración la proporción de riesgo de los distintos 
mercados criminales que combate esta Fiscalía General de la Repúb lica. las funciones 
que desempeña el personal y la tasa de delitos del orden federal en cada una de las 
entidades federativas de los Estados Unidos Mexicanos, además de lo señalado por el 
Pleno de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, el revelar la identidad y cargo de 
quienes tienen la responsabilidad de investigar y perseguir delitos federales expondría la 
capacidad de fuerza y reacción que tiene esta Institución y, por consecuencia, vulneraría 
las competencias constitucionales que en materia de seguridad pública le están 
conferidas. 

Por lo expuesto, se concluye que clasificar como reservada la información o datos que 
permitan la identificación, inclusive de aquella que asevere su adscripción en el presente 
o pasado, como personas servidoras públicas Fiscalía General de la República, resulta el 
medio menos restrictivo frente al derecho de acceso a la información en cualquiera de , 
sus diferentes manifestaciones. 

- - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - j 

! 
- -- - - - - - - - ------ - - - - - - - -- - - - - --- - - - - - - j - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - -- - - - -
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B.5. Folio de la solicitud 330024624001202 

Síntesis 

1 
Sentido de la resolución 

Rubro 

Contenido de la Solicitud: 
''Adjunto solicitud" (Sic) 

Archivo adjunto de la solicitud: 
''Adjunto solicitud 

Información relacionada con un expediente de 
investigación 

\ Confirma 

Información clasificada como reservada y 
confidencial 

A. Delito de aborto en la modalidad establecida en el artículo 332 del Código Penal Federa 
B. Delito de aborto en la modalidad establecida en el artículo 330 del Código Penal Federal 
C. Delito de homicidio en razón del parentesco o relación establecido en el artículo 323 del Código ¡ 
Penal Federal. 

1
1 

D. Delito de homicidio establecido en el artículo 313 del Código Penal Federal. 
E. Delito de homicidio calificado establecido en el artículo 315 del Código Penal Federal 
F. Delito de homicidio establecido en los artículos 302 del Código Penal Federal 

De Los numerales descritos solicita entre otras cosas, Lo siguiente: 
·De cada averiguación previa y carpeta de investigación proporcionar los siguientes datos 
Número de expediente o causa penal. 
Agencia del fvfinisterio Público o Fiscalía que la tramitó. Fecha de inicio del trámite. 
Estado procesal. 
·Desagregar por: 
Año. 
Fecha de comisión del presunto hecho delictivo. 
Edad de la persona que actúo como sujeto activo. 
Sexo de la persona que actúo como sujeto activo. " (Sicl 

Unidades administrativas involucradas: 
I 

Conforme a las facultades establecidas en La fracción u ·. fracción de la Ley de La Fiscalía 
General de la República; 5·, fracción 1, inciso b, subinciso ii y 20·. fraco ones V, VI y VI I del Estatuto 
Orgánico de la Fiscalia General de la República, y demás disposic nes lega.les aplicables, l/ 
presente solicitud de información se turnó para su atención a: OM y FECOR. / 

ACUERDO -
CT / ACD0/0249/2024: 
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En el marco de lo dispuesto en los artículos 65, fracción 11. 
102 y 140 de la LFTAIP, el Comité de Transparencia por 
unanimidad determina confirmar la clasificación de reserva 
y confidencial de las nomenclaturas del expediente de 
investigación al que hace alusión el particular. en términos 
del artículo 110, fracción XII de la LFT AIP. hasta por un 
periodo de cinco años, o bien. hasta que las causas que 
dieron origen a La clasificación subsistan, así como. artículo 
113, fracción I del mismo ordenamiento Legal. 

Lo anterior. toda vez que, esta Institución se encuentra ante una imposibilidad jurídica para 
divulgar la nomenclatura de una de carpeta o averiguación previa, de conformidad con Lo 
establecido en el artículo 110 fracción XII de La LFTAIP. así como en el numeral Trigésimo 
primero de Los Lineamientos generales en materia de clasificación y desclasificación de La 
información. así como para La elaboración de versiones públicas, que a La letra señalan: 

Ley Federal de Transparencia y Acceso a La Información Pública 

Artículo 110. Conforme a lo dispuesto por el artículo 113 de la Ley General. como información 
reservada podrá clasificarse aquella cuya publicación: 
[...] 
XII. Se encuentre contenida dentro de Las investigaciones de hechos que La Ley señale como 
delitos y se tramiten ante el Ministerio Público. y [...] 

Lineamientos generales en materia de clasificación y desclasificación de La información, así 
como para La elaboración de versiones públicas 

Trigésimo primero. De conformidad con el artículo 113, fracción XII de la Ley General. podrá 
considerarse como información reservada. aquella que forme parte de Las averiguaciones previas o 
carpetas de investigación que resulte de la etapa de investigación. durante la cual, de conformidad 
con la normativa en materia penal. el Ministerio Público o su equivalente reúne indicios para el 
esclarecimiento de los hechos y, en su caso. Los datos de prueba para sustentar el ejercicio o no de 
La acción penal. la acusación contra el imputado y la reparación del daño. 

En ese sentido. si bien el Lineamiento antes transcrito hace referencia a la fracción del artículo 
113, de la Ley General de Transparencia y Acceso a la Información Pública (LGTAIP), dichas 
disposiciones son equiparables a Lo establecido en la fracción XII. del artículo 110. de La LFTAIP, 
por Lo tanto. se motiva La clasificación de conformidad con lo establecido en los artículos 103 y 
104 de la LGTAIP que prevén: 

/ 

"Artículo 103. En los casos en que se niegue el acceso a La información, por actualizarse alguno de los 
supuestos de clasificación. el Comité de Transparencia deberá confirmar. modificar o revocar La decisión. 

Para motivar la el sificación de la información y La ampliación del plazo de reserva. se deberán 
señalar las razones, otivos o circunstancias especiales que llevaron al sujeto obligado a concluir 
que el caso partícula se ajusta al supuesto previsto por la norma legal invocada como fundamento. 
Además, el sujeto obli do deberá, en todo momento, aplicar una prueba de daño. 

Artículo 104. En la aplicacio'b d a rueba de daño, el sujeto obligado deberá justificar que: 

l. La divulgación de la info a · · n epresenta un riesgo real, demostrable e identificable de perjuici 
significativo al interés bl/co o La seguridad nacional: 
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//. El riesgo de petjuicio que supondría la divulgación supera el interés público general de que se 
difunda. y 
11/. La limitación se adecua al principio de proporcionalidad y representa el medio menos restrictivo 
disponible para evitar el perjuicio". 

Así Las cosas, de conformidad con el artículo 102 de La LFTAIP, Las cuales prevén que en Los casos 
en que se niegue el acceso a La información, por actualizarse alguno de Los supuestos de 
clasificación, el Comité de Transparencia deberá confirmar, modificar o revocar La decisión y a su 
vez motivar La confirmación de La clasificación de La información, señalando Las razones, motivos 
o circunstancias especiales que Llevaron al sujeto obligado a concluir que el caso particular se 
ajusta al supuesto previsto por La norma Legal invocada como fundamento. se expone La siguiente 
prueba de daño: 

l. Riesgo real, demostrable e identificable: Es un riesgo real. el dar a conocer Las 
nomenclaturas de averiguaciones previas y/o carpetas de investigación, toda vez que se 
encuentran contenidas dentro de Las indagatorias. además que son un instrumento para 
identificarlas. por Lo que, con La obtención de Las mismas, y de una simple búsqueda en 
Los diversos medios electrónicos disponibles, fácilmente se podrían obtener datos 
adicionales de Las partes que intervienen en La investigación e inclusive actos de ésta 
misma, Los cuales no son de carácter público y que posiblemente en algunos casos puede 
haber solicitud expresa de confidencialidad de Los datos personales, solicitados por Los 
involucrados, exponiendo un riesgo muy alto de trastocar La esfera de su Li bre desarrollo 
de La personalidad y vulnerar con ello, su derecho a La intimidad. así como al de su 
privacidad, máxime que el Código Nacional de Procedimientos Penales. específicamente 
en su artículo 15. dlspone que cualquier persona tiene derecho a que se respeten éstos: 
así como que se proteja La información de su vida privada y datos personales. ya que, d 
revelar alguna información, aún de forma indirecta. atentaría contra su intimidad, honor, 
inclusive su buen nombre: aunado a Lo establecido en el artículo 218 del mismo Código 
Adjetivo, que ordena la estricta reserva de cualquier dato que se encuentre contenido en 
Las investigaciones. Lo que incluye desde Luego a Las nomenclaturas. 

Es un riesgo real, demostrable e identificable porque podría, inclusive, implicar el 
quebrantamiento a diversos principios que ri gen el sistema penal como los son: el de 
presunción de inocencia. debido proceso. tutela judicial efectiva. del mismo modo, se 
pondría en riesgo el pleno ejercicio de algún acto o acción de Las partes en la 
investigación, además con dichos datos se podría obtener información que vulneraría L ,; 
seguridad e identidad de Las víctimas u ofendidos. y consecuentemente. trastocar 
derecho a la reparación del daño. 

Por otra parte, dar a conocer las nomenclaturas. hace identificable La radicación exa / 
donde se lleva a cabo la investigación. lo que resulta un rie go no solo para vícti s. / 
ofendidos o los probables responsables involucrados en la indagatorias. sino para el/ 
propio personal de la institución. 

Ello es así porque las nomenclaturas se integran por: a) Las i 1iciales de la averiguación 
previa o carpeta de investigación, con lo que se podría identificti r el t ipo de procedimientov 
que se está siguiendo (sistema trad icional o acusatorio). b) Lé3 abreviación de la 
Subprocuraduría y/o Fiscalía Especializada y Unida+Adminís rativa (Delegación Estatal) 
en que se inicia. c) El número consecutivo y d) El año~ ' el qu se registra. AL contar co 
esos datos se expondría información relacionada con el lug r en el que se radicó la 
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indagatoria, la unidad que lo investiga, datos del personal sustantivo, delito motivo de la 
investigación. nombres de personas físicas identificadas o identificables entre otros datos 
personales de carácter confidencial de los involucrados. que hacen que su identidad 
pueda ser determinada. 

En ese sentido, entregar la nomenclatura de las averiguaciones previas y/ o carpetas de 
investigación implica inexorablemente exponer los datos de las actividades realizadas en 
cumplimento de las funciones de esta Fiscalía General de la República, provocando que 
cualquier persona pudiese aprovecharse de ellas. entorpeciendo o interrumpiendo los 
actos de investigación y persecución de los delitos. quebrantando inclusive el sigilo que 
deben guardar estas. como se mencionó con antelación respecto del artículo 218 del 
Código Nacional de Procedimientos Penales, así como el artículo 16 del Código Federal 
de Procedimientos Penales. 

11. Perjuicio que supera el interés público: Reservar las nomenclaturas de las 
averiguaciones previas y/o carpetas de investigación no contraviene el derecho a La 
información. ni al principio de máxima publicidad porque se trata de un interés particular, 
que conforme los argumentos que se han señalado en la presente. no rebasa la obligación 
constitucional de esta Fiscalia General de la República, consistente en proteger y 
garantizar los derechos humanos de las personas y dado que ningún derecho es ilimitado 
se considera que la reserva de la información solicitada relativa a las nomenclaturas no 
vulnera el interés público y en cambio, la divulgación de ésta. causaría un perjuicio a la 
sociedad y las partes en las indagatorias. pues dicha reserva en todo caso sería u 
peduicio que no supera el interés público. ya que no se vulnerarían las disposicione 
contempladas en la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, ni s 
transgredirían derechos humanos, derechos procesales de las partes, Los posible 
procesos que deriven de ella, los datos de prueba recabados en la investigación inicial y 
que, en su momento. sustenten el proceso ante el órgano jurisdiccional. 

111. 

Maxime que esta institución tiene como encargo constitucional la investigación y ejercicio 
de la acción penal en delitos del orden federal. a fin de dar cumplimiento al objeto del 
proceso penal que es el esclarecimiento de los hechos, proteger al inocente, procurar 
que el culpable no quede impune y que los daños causados por el delito se reparen, por 
ende. es deber de la institución preservar el cumplimiento irrestricto de la Constitución 
Política de los Estados Unidos Mexicanos. 

Principio de proporcionalidad: EL reservar las nomenclaturas de las averiguaciones 
previas y/o carpetas de investigación no significa un medio restrictívo de acceso a la 
informaci~n pública. si bien, toda la_ información en posesión de las au~oridades ~s pública.V 
y susceptible de acceso a Los particulares; las nomenclaturas de las indagatorias no son 
simple infor; ación de carácter público sino como ha quedado evidenciado por la 
razones ant s aludidas. forman parte de la actividad constitucional de investigación y 
persecución el delito, por lo que, es razonable su reserva, considerando que. el derecho 
de acceso a información se encuentra sujeto a limitaciones por razones de interés 
público previs en la normativa correspondiente, como lo es el caso. 

Mas aún. que al e e u requerimiento no obedece a un derecho superior o de interés 
público parajustifi J'. la entrega de las nomenclaturas de las averiguaciones previas y/o 
carpetas de inv iga 'ón. en virtud de que como ya se dijo, al hacerlas identificables s 
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expondría información sensible y que no es de carácter público, toda vez que existe un 
riesgo de daño sustancial a Los intereses protegidos, ya que inclusive al vulnerar Los 
principios que rigen el proceso penal. se podría contravenir el objeto de éste respecto del 
esclarecimiento de Los hechos, proteger al inocente, procurar que el culpable no quede 
impune y que Los daños causados por el delito se reparen. desde La investigación inicial. 

Por Lo que La reserva invocada se considera una medida proporcional y menos restrictiva 
a su derecho de acceso a La información. considerando que se Le entrega La información 
estadística requerida y en conjunto con información que se encuentra públicamente 
disponible podría allegarse de mayores elementos para complementar La integridad de 
su solicitud. 

Aunado a Los impedimentos normativos expuestos. este sujeto obligado se encuentra 
imposibilitado para proporcionar La información requerida. de conformidad con Lo previsto en el 
artículo 225, fracción XXVIII del Código Penal Federal, que prevé Lo siguiente: 

Articulo 225.- Son delitos contra la administración de justicia, cometidos por servidores 
públicos los siguientes: 
[. .. ] 
XXVIII.- Dar a conocer a quien no tenga derecho, documentos, constancias o información que 
obren en una carpeta de investigación o en un proceso penal y que por disposición de la ley 
o resolución de la autoridad judicial. sean reservados o confidenciales:[...] 

Lo anterior, sin dejar de lado lo previsto en el articulo 49 de la Ley General de 
Responsabilidades Administrativas. el cual refiere: 

Articulo 49. Incurrirá en Falta administrativa no grave el servidor público cuyos actos u 
omisiones incumplan o transgredan lo contenido en las obligaciones siguientes: 
L..] 
V. Registrar, integrar, custodiar y cuidar la documentación e información que por razón de 
su empleo. cargo o comisión, tenga bajo su responsabilidad. e impedir o evitar su uso. 
divulgación. sustracción. destrucción. ocultamiento o inuti lización indebidos: 

Por Lo antes señalado. resulta aplicable La Tesis aislada emitida por el Pleno de La Suprema Cort 
de Justicia de La Nación, el cual señala: 

DERECHO A LA INFORMACIÓN. SU EJERCICIO SE ENCUENTRA LIMITADO TANTO POR LOS 
INTERESES NACIONALES Y DE LA SOCIEDAD, COMO POR LOS DERECHOS DE TERCEROS. 
El derecho a la información consagrado en la última parte del artículo 60. de la Constitución 
Federal no es absoluto, sino que, como toda garantía. se halla sujeto a limitaciones o 
excepciones que se sustentan, fundamentalmente, en la protección de la seguridad nacional y 
en el respeto tanto a los intereses de la sociedad como a los derechos de los gobernados. 
limitaciones que, incluso. han dado origen a la figura jurídica del secreto de información que se 
conoce en la doctrina como 'reserva de información ' o 'secreto tvrocrático·. En estas 
condiciones, al encontrarse obligado el Estado. como sujeto pasivo de la c1 da garantía. a velar 
por dichos intereses, con apego a las normas constitucionales y legales. el encionado derecho 
no puede ser garantizado indiscriminadamente. sino que el respeto a s ejercicio encuentra 
excepciones que lo regulan y a su vez lo garantizan, en atención a la materi a que se refiera; así. 
en cuanto a la seguridad nacional. se tienen normas que, por un lado. restringen el acceso a la 
información en esta materia. en razón de que su conocimiento público puede'p enerar daños a los 
intereses nacionales y, por el otro. sancionan la inobservancia de esa resep;Q;,por lo que hace al 
interés social, se cuenta con normas que tienden a proteger la a .eriguaci n de los deUtos. la 
salud y la moral públicas. mientras que por lo que respecta a la rotección d la persona existen 
normas que protegen el derecho a la vida o a la privacidad de los obernad . 
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Ahora bien, respecto a dicha clasificación del número de expediente es pertinente señalar que, 
si bien su reserva atiende a La causal establecida en el artículo 110 fracción XII de La Ley Federal 
de Transparencia y Acceso a la Información. también Lo es que. resulta aplicable La fracción 1 
del artículo 113 de la precitada Ley, en el que se establece como información confidencial La 
que contiene datos personales concernientes a una persona física identificada o identificable y 
de aquella que presentan Los particulares a Los sujetos obligados, en relación con el trigésimo 
octavo de Los Lineamientos generales de clasificación y desclasificación de La información, así 
como para la elaboración de versiones públicas según lo siguiente: 

• Artículo 113. Se considera información confidencial: 

La que contiene datos personales concernientes a una persona física identificada o 
identificable:· 

Trigésimo octavo. Se considera información confidencial: 
l. Los datos personales en los términos de la norma aplicable: 

11. La que se entregue con tal carácter por los particulares a los sujetos obligados. siempre y 
cuando tengan el derecho de entregar con dicho carácter la información. de conformidad 
con lo dispuesto en las leyes o en los Tratados Internacionales de los que el Estado mexicano 
sea parte, y 

111. Los secretos bancario. fiduciario. industrial. comercial. fiscal. bursátil y postal cuya 
titularidad corresponda a particulares. sujetos de derecho internacional o a sujetos obligados 
cuando no involucren el ejercicio de recursos públicos. 
La información confidencial no estará sujeta a temporalidad alguna y sólo podrán tener 
acceso a ella Los titulares de La misma, sus representantes y Los servidores públicos 
facultados para ello. 

De lo anterior, se colige que será considerada información clasificada como confidencial. aquella 
que contenga datos personales de una persona identificada o identificable, independientemente 
del medio por el cual se hayan obtenido, sin necesidad de estar sujeta a temporalidad alguna. 

En ese contexto, al ser la nomenclatura de un expediente de investigación un dato identificador 
de cada asunto, permite la individualización de casos exponiendo diversos datos personales de 
Los intervinientes en dichas indagatorias, ello en virtud de que la propia nomenclatura de las 
carpetas de investigación proporciona información referente al lugar y fecha de registro del 
delito, asimismo, permite conocer La fiscalía u órgano específico que lleva el caso. por Lo que, a 
partir de la búsqueda de este dato en medios abiertos, se puede rápidamente individualizar un 
caso. 

Lo anterior cobra relevancia pues, si cualquier persona realizara una búsqueda básica en internet. / 
se pueden evidenciar datos personales de la víctima y su entorno, de sus familiares, abogados, i 
médicos y de personas servidoras públicas y particulares a las que se le imputan los hechos y / 
de las encargaci'&s de la investigación. información que conforme a la legislación aplicable en la 
materia, reviste 'el carácter de confidencial. y que, en el marco de los instrumentos 
internacionales, la autoridades en el ejercicio de sus funciones tienen la obligación legal 

/

proteger. 
:6'-h<:>r~ bie~, e~. las inda · atorias pueden exis.tir un_a_ gra.~ cantida~ de dato~ de víctimas, donde la 
1nd1v1dual1zac1on de cas se r ere a la 1dent1f1cac1on especifica de estas, así como de lo 
responsables o presuntos s ables, y de otros individuos que participan en los preces:: j 
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procuración e impartición de justicia. tales como policías. agentes del ministerio público, 
familiares de Las víctimas. denunciantes, peritos.jueces y abogados; de igual forma comprende a 
miembros de sociedad civil. personas que acompañan a Las víctimas. así como personal médico 
y de salud mental. entre otros. 

Las consecuencias de La individualización de casos y Los potenciales riesgos que esto implica son 
sumamente relevantes. ya que de materializarse pueden propiciar La revictimización. La comisión 
de nuevos delitos. afectar los flujos de información y entorpecer la investigación (y otros 
proyectos similares. que son un insumo importante para La investigación criminal), afectar los 
procesos de procuración de justicia, incrementar la desconfianza de la población en las 
autoridades de procuración de justicia y generar incentivos negativos para la denuncia de 
futuros delitos. 

Por lo anterior. hacer pública la información del número identificador e individualizador de 
casos, es decir la nomenclatura del expediente de investigación, pone en riesgo La vida. 
seguridad y salud de las personas, puesto que Las hace perfectamente identificables, Lo cual. 
les puede inhibir por el grado de exposición y conforme a Las secuelas que cada una tengan. por 
Lo que se les puede afectar de una manera incalculable. por ejemplo en el sentido de que 
desistan de sus investigaciones. sea por presión social o por amenazas. Lo que no solo con llevaría 
a la impunidad, sino a que se incrementen los delitos en el corto. mediano y largo plazo. 

De manera específica. su publicación afectaría en el corto plazo, en al menos tres esferas: 

• Individual: vulnera la integ ri dad física y mental de Las personas involucradas 
(víctimas. presunto responsable). 

• Investigación: puede afectar los procesos de investigación criminal. 
• Institucional: pone en riesgo la procuración de j usticia. 

Por tal motivo, al tratarse de indagatorias Llevadas a cabo por esta Fiscalia General de la 
República. se relacionan con delitos del fuero federal. motivo por el cual. esta Institución debe 
implementar Los medios necesarios para realizar con prontitud aquellas actuaciones esenciales 
y oportunas dentro de un plazo razonable para Lograr su objeto; así como la ayuda. atención, 
asistencia. derecho a la verdad, justicia y reparación integral a fin de que la víctima, los familiares 
y de toda persona involucrada en el proceso de búsqueda o en el proceso penal. cuando su vid 
o integridad corporal pueda estar en peligro sea tratada y considerada como t itular de derecho . · 

En ese sentido. se debe precisar que Las autoridades deben uti lizar. atendiendo el principio e 
debida diligencia, todos Los medios necesarios para la ayuda, atención, asistencia. derecho lv 
verdad y justicia de la víctima. y con un enfoque humanitario centrado en el alivio y sufrimie to 
de la incertidumbre basada en la necesidad de respuesta a sus familiares. brindando la máxim 
protección. adoptando y aplicando las medidas que garanticen el trato digno. ello contribuyendo 
a la no revictimización; es decir. esta Institución se encuentra oblii ada a implementar las 
medidas necesarias y justificadas con los principios en materia , e derechos humanos 
establecidos en nuestra carta magna y los tratados internacionales, on la finalidad de evitar 
revictimización o criminalización en cualquier forma, agravando su co dición. obstaculizando~ 
impid iendo el ejercicio de sus derechos. personalidad e intereses juríd1 :os o exponiéndoseles 
sufrir un nuevo daño. 
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En ese contexto, esta Fiscalía General de la República se encuentra obligada a establecer 
programas para la protección de las víctimas12 , a los familiares y a toda persona involucrada en la 
investigación, situación por la cual. el proporcionar cualquier información que lleve a la 
identificación de las personas en una investigación ocasiona un peliaro inminente a su vida o 
integridad corporal. asimismo, se encuentran expuestas a ser sometidas a actos de maltrato o 
intimidación por su intervención en dichos procesos. 

Por su parte la Ley General de Victimas, en los articulo 21 y 24, establece por un lado que, toda 
víctima tiene derecho a que las autoridades desplieguen las acciones pertinentes para su 
protección con el objetivo de preservar, al máximo posible, su vida y su integridad física y 
psicológica: y por otra que, el Estado tiene el deber de impedir la sustracción y destrucción de 
los archivos relativos a violaciones de derechos humanos y que, su consulta tendrá la única 
finalidad de salvaguardar la integridad y seguridad de las víctimas y de las personas relacionadas. 

Del contexto anterior se desprende que el Estado debe garantizar la protección de toda persona 
que participe en el proceso, esto incluye a aquellas que tengan la calidad de personas protegidas 
y testigos colaboradores, ello de conformidad con lo dispuesto en el artículo 18 de la Convención 
Internacional para la Protección de Todas las Personas contra las Desapariciones Forzadas, 
concatenado con lo anterior el artículo 19 de dicha Convención, dispone que la información 
personal que se recabe no puede ser utilizada o revelada con fines distintos. 

En ese contexto. la Ley Federal para la Protección a Personas que Intervienen en el 
Procedimiento Penal. la cual es de observancia general y tiene por objeto establecer las medid 
y procedimientos que garanticen la protección y atención de personas intervinientes en e 
procedimiento penal. cuando se encuentren en situación de riesgo o peligro por su participació 
o como resultado del mismo, define en su articulo 2° como medidas de protección las accione 
tendientes a eliminar o reducir los riesgos que pueda sufrir una persona derivado de la acción de 
represalia eventual con motivo de su colaboración. o participación en un procedimiento penal. 
así como de personas o familiares cercanas a éste, a una persona protegida a todo aquel 
individuo que pueda verse en situación de riesgo o peligro por su intervención en un 
procedimiento penal. incluyendo a las personas ligadas con vínculos de parentesco o afectivos 
con el testigo, víctima, ofendido o servidores públicos. que se vean en situación de riesgo o 
peligro por Las actividades de aquellos en el proceso; y, al testigo colaborador como la persona 
que accede voluntariamente a prestar ayuda eficaz a la autoridad investigadora, rindiendo al 
efecto su testimonio o aportando otros medios de prueba conducentes para investigar. procesar 
o sentenciar a otros sujetos. Podrá ser testigo colaborador, aquella persona que haya sido o sea 

I 
12 Ley General de Victimas 
Artículo 4. Se denominarán víctimas directas aquellas personas físicas que hayan sufrido algún daño o 
menoscabo económico, físico, mental, emocional, o en general cualquiera puesta en peligro o lesión a sus 
bienes jurídicos o derechos como consecuencia de la comisión de un delito o violaciones a sus derechos 
humanos reconocidos en la Constitución y en los Tratados Internacionales de los que el Estado Mexicano sea 
Parte. Son víctimas indirectas los familiares o aquellas personas físicas a cargo de la víctima directa que 
tengan una relación inmediata con ella. Son víctimas potenciales las personas físicas cuya integridad física o 
derechos peligren por prestar asistencia a la víctima ya sea por impedir o detener la violación de derechos o 
la comisión de un delit . La calidad de víctimas se adquiere con la acreditación del daño o menoscabo de los 

/

derechos en los términos tableci s en la presente Ley, con independencia de que se identifique. aprehenda. 
o condene al responsable de a- de que la víctima participe en algún procedimiento judicial o administrativo 
Son victimas Los grupos. comu · ad s u organizaciones sociales que hubieran sido afectadas en sus derecho . 
intereses o bienes jurídicos ca et como resultado de la comisión de un delito o la violación de derechos. 
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integrante de la delincuencia organizada. de una asociación delictiva, o que pueda ser 
beneficiario de un criterio de oportunidad. 

Así, el artículo 16 de la Ley Federal para la Protección a Personas dispone que las medidas de 
protección a las que tienen derecho las personas que se encuentran en algún de los supuestos 
j urídicos citados en el párrafo anterior, se dividen las de asistencia y las de seguridad. Las primeras 
tienen como finalidad acompañar a las personas de profesionales organizados 
interdisciplinariamente, de acuerdo con la problemática a abordar. procurando asegurar a la 
persona que su intervención en el procedimiento penal no significará un daño adicional o el 
agravamiento de su situación personal o patrimonial; y las segundas. tendrán como finalidad 
brindar las condiciones necesarias de seguridad para preservar la vida, la libertad y/o la 
integridad física de los dichos sujetos. 

Los anteriores derechos también resultan aplicables a los j ueces, peritos, testigos, víctimas y 
demás personas. cuando se requiera por su intervención en un procedimiento penal de su 
competencia sobre delitos en materia de delincuencia organizada a que refiere el Código Penal 
Federal. 

Por el contrario. las obligaciones a las que se encuentran sujetas dichas personas consisten en 
abstenerse de informar que se encuentra incorporada en el Programa o divulgar información del 
funcionamiento de este. { 

EL otorgamiento y mantenimiento de Las medidas de protección está condicionado al 
cumplimiento de Las obligaciones descritas en el párrafo anterior y su incumplimiento podrá dar~ 
lugar a la revocación. 

Por otro lado, se debe tomar en cuenta que la Ley de La Fiscalia General de La República. en su 
artículo 10, establece que para efectos del acceso a La información pública, esta Institución se 
reg irá bajo el principio de máxima publicidad en Los términos de la Constitución, no obstante, se 
clasificará la información cuya divulgación pueda poner en riesgo La seguridad de Las personas 
que intervienen en un procedimiento penal o Las investigaciones que realice La persona agente 
del Ministerio Público de La Federación y mantendrá la confidencialidad de los datos 
personales, en los términos que disponga el Código Nacional, otras disposiciones aplicable 
y la presente Ley. 

Además. el artículo 38 de esta misma Ley, dispone que la información conten ida en 
expedientes de investigación de delitos a cargo del Ministerio Público, será reservad y 
confidencial cuando afecte los derechos humanos de Las partes en el proceso penal o se uv 
obstáculo para Las investigaciones. por lo que, en ese caso, únicamente será consultada. revisada 
o transmitida para los fines y propósitos del ejercicio de las facultades constitucionales de L 
Fiscalía General y la investigación y persecución de los delitos. salvo aquella de carácter 
estadístico que será pública. 

El derecho a La protección de los datos personales en los casos enunciados se reg irá y limitará 
conforme a lo dispuesto en la Ley General de Protección de Datos Personales en Posesión de 
Sujetos Obligados. por razones de seguridad nacional. seguridad ública. para la prevenci7· n. 
investigación o persecución de los delitos. para proteger Los derecho de tercero_s .y de las partes 
en el proceso penal. 
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Así mismo, el artículo 47 prevé como obligaciones de Las personas servidoras públicas de La 
Fiscalía General el abstenerse de dar a conocer, entregar, revelar, publicar, transmitir, exponer, 
remitir, distribuir, videograbar, audio grabar. fotografiar, reproducir. comercializar, intercambiar o 
compartir a quien no tenga derecho, documentos, constancias, información, imágenes, audios, 
videos, indicios, evidencias. objetos o cualquier instrumento que obre en una carpeta de 
investigación o en un proceso penal y que por disposición de La Ley o resolución de la autoridad 
judicial, sean reservados o confidenciales; y que de acuerdo al a artículo 71 de esta misma Ley, 
estarán sujetas al régimen de responsabilidades de La Ley General de Responsabilidades 
Administrativas y a Las disposiciones especiales que establece esta Ley. 

La persona servidora pública que forme parte del servicio profesional de carrera cuando 
incumpla o transgreda el contenido de Las obligaciones previstas en Los artículos 47 y 48, de este 
ordenamiento, incurrirá en faltas administrativas por Lo que serán causas de responsabilidad 
administrativa, sin perjuicio de cualquier otra responsabilidad y sanción a que haya Lugar. prevista 
en Las disposiciones normativas y administrativas aplicables. 

En concatenación con Lo expuesto, el artículo 49 de La Ley General de Responsabilidades 
Administrativas establece que incurrirá en falta administrativa el servidor público cuyos actos u 
omisiones incumplan o transgredan, por ejemplo, el registrar, integrar, custodiar y cuidar La 
documentación e información que, por razón de su empleo, cargo o comisión, tenga bajo su 
responsabilidad. e impedir o evitar su uso, divulgación, sustracción, destrucción, ocultamiento o 
inutilización indebidos. 

Adicionalmente, el Código Penal Federal en su artículo 225, fracción XXVIII, es claro en señala 
que se considera delito contra La administración de justicia, cometidos por servidores públicos el 
dar a conocer a quien no tenga derecho, documentos, constancias o información que obren en 
una carpeta de investigación o en un proceso penal y que, por disposición de La Ley o resolución 
de La autoridad judicial. sean reservados o confidenciales. 

Por otro Lado, debe de señalarse que uno de Los factores principales para que La investigación de 
delitos pueda Llevarse a cabo y documentarse es La denuncia de la "víctimas o victimas 
indirectas"; al respecto. es necesario traer a colación La normativa aplicable a La materia en el 
ámbito nacional e internacional. La cual establece la importancia de la protección de La víctima 
para salvaguardar su integridad física y emocional y, por ende, trasladarse a un plano colateral 
en el que se encuentra su círculo de proximidad (familiares v amiaos). 

Para efectos de lo señalado con antelación, se enlistan los elementos legales que son aplicables/ 
al caso que nos ocupa y que más adelante serán concatenados con elementos y argumento4 
práctícos que dan cuenta de la relevancia de mantener la clasificación de Los datos que puedan 
ser utilizados para revelar Información confidencial que permita no sólo la identificación de las 
partes en el proceso penal y su circulo cercano, poniendo en riesgo su vida integridad física y 
psicológica, sino q e de manera colateral afectarían el curso de la investigación y su subsistenci 
misma: 

/ "Articulo 20 U 
C. De los derechos de la 
( . .) 
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V Al resguardo de su identidad y otros datos personales en los siguientes casos: cuando sean menores 
de edad: cuando se trate de delitos de violación, trata de personas. secuestro o delincuencia organizada: 
y cuando a juicio del juzgador sea necesario para su protección. salvaguardando en todo caso los 
derechos de la defensa". 

Lev General de Víctimas 

"Artículo 4.- Se denominarán víctimas directas aquellas personas físicas que hayan sufrido algún daño 
o menoscabo económico. físico, mental. emocional. o en general cualquiera puesta en peligro o lesión a 
sus bienes jurídicos o derechos como consecuencia de la comisión de un delito o violaciones a sus 
derechos humanos reconocidos en la Constitución y en los Tratados Internacionales de los que fvféxico 
sea Parte. 

Son víctimas indirectas los familiares o aquellas personas a cargo de la víctima directa que tengan una 
relación inmediata con ella. 

Artículo 22. 
(...) 

Se deberá garantizar la confidencialidad de las víctimas y los testigos cuando ésta sea una medida 
necesaria para proteger su dignidad e integridad y adoptará las medidas necesarias para garantizar su 
seguridad. 
(.) 

Artículo 40. Cuando la victima se encuentre amenazada en su integridad personal o en su vida o existan 
razones fundadas para pensar que estos derechos están en riesgo. en razón del delito o de la violación 
de derechos humanos sufrida. las autoridades del orden federal, estatal. del Distrito Federal o 
municipales de acuerdo con sus competencias y capacidades. adoptaran con carácter inmediato las 
medidas que sean necesarias para evitar que la víctima sufra alguna lesión o daño". 

Códiao Nacional de Procedimientos Penales 

"Artículo 15. Derecho a la intimidad y a la privacidad 
En todo procedimiento penal se respetará el derecho a la intimidad de cualquier persona que intervenga 
en él. así mismo se protegerá la información que se refiere a la vida privada y los datos personales, en 
los términos y con las excepciones que fijan la Constitución, este Código y la legislación aplicable. 

Artículo 106. Reserva sobre la Identidad 
En ningún caso se podrá hacer referencia o comunicar a terceros no legitimados la información 
confidencial relativa a los datos personales de los sujetos del procedimiento penal o de cualquie 
persona relacionada o mencionada en éste. 

Artículo 109. Derechos de la víctima u ofendido 
En los procedimientos previstos por este Código, la víctima u ofendido tendrán los siguientes derech :/ 
f...] 

XXVI. Al resguardo de su identidad y demás datos personales cuando sean menores de edad. se trat 
de delitos de violación contra la libertad y el normal psicosexual. violencia familiar. secuestro. trata de 
personas o cuando ajuicio del Órgano jurisdiccional sea necesario para su protección salvaguardando 
en todos los casos los derechos de la defensa". 

¡ 
/ 

1 

Así. se desprende que dar a conocer datos que se encuentra inmersos en La carpeta dt 
investigación inherente a datos personales da cuenta de dev stadoras sec físicas 
psicológicas en victimas directas e indirectas. que pueden pe ·dura · nte muchos año . 
pues estas secuelas psicológicas reviven La experiencia es conoce como estrés 
postraumático. esto también tienen impacto en Los testigo's 1nclu ive de forma indirecta puede 
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alcanzar a las personas que realizan la investigación. puesto que pueden ser blancos de 
amenazas, intimidación y cualquier tipo de violencia, a fin de disminuir la efectividad de la 
investigación. 

Con base en lo anterior, del análisis de la normativa invocada. se advierte que prevalece en todo 
momento la obligación para las autoridades de velar por la protección de Los datos personales 
de La víctima y de Las partes en el proceso, La confidencialidad de dicha información en el 
procedimiento, así como las circunstancias en las cuales, derivado de la naturaleza del delito, 
se afecta psicológica y emocionalmente a Las víctimas, así como de la relevancia de evitar que 
ciertos factores conlleven a la revictimización, a través de la exposición a situaciones específicas 
que la trasladen nuevamente al momento en el que le causaron el daño. 

Por tal motivo, debe de prevalecer la obligación por parte de todas las autoridades de velar por 
la no revictimización de los intervinientes en el proceso, por ende, revelar información datos de 
identificación de expedientes de investigación potencializa la individualización de las 
indagatorias y por ende la identificación y localización de las victimas u ofendidos, así como el 
personal que lleva y/o realiza las investigaciones. 

Con lo expuesto, resulta evidente la facilidad con que se logra la individualización de casos, en 
este sentido principalmente de las víctimas. a partir de un dato aparentemente aislado y como 
como se ha venido señalando, esto no sólo es un riesgo para las personas directa e 
indirectamente relacionadas al caso en cuestión, sino también un riesgo para el fin último de las 
labores de procuración de justicia, en virtud de que generan el mensaje de que la informació 
que proporcione puede ser usada para fines distintos a la investigación y análisis del delito. 

Este riesgo puede ser un incentivo importante para no denunciar o para desistir en un proceso de 
denuncia ya iniciado. Recordemos que en México durante 2021 la cifra negra (delitos no 
denunciados o denunciados que no derivaron en carpeta de investigación) es de 93.2%, y entre 
las razones para no denunciar se encuentra la desconfianza en la autoridad en el 14.8% de las 
ocasiones13. 

Luego entonces. de un análisis y concatenación de los argumentos jurídicos vertidos y de los 
elementos prácticos se demuestra que a través de un dato aislado que pudiese parecer inocuo 
y sin oportunidad de vinculación con otros elementos se puede obtener información de 
carácter confidencial como Lo es Los datos personales de terceros relacionados directa e 
indirectamente con el proceso. 

En razón de lo anterior, la divulgación de cualquier dato que lleve a la identificación de la 
personas, representan un riesgo real demostrable, identificable y de perjuicio no sólo para los 
fines de procuración de justicia y de colaboración interinstitucional en virtud de que los actores 
del proceso al saber que sus datos podrían encontrarse en riesgo luego de que se publicara 
información relativa al caso en el que se encuentran inmersos por mínima que fuera. conllevaría 
que por temor a represalias se abstuvieran de coadyuvar con los agentes de Ministerio Público 
Federal. 
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revivir el daño causado es una forma de revictimización para ella y sus familiares. eso sin 
considerar aquellos casos en Los que desafortunadamente pierde La vida y el evento traumático 
para sus familias es mayor. 

En conclusión, si bien es cierto que el dato de una nomenclatura podría ser aparentemente de 
carácter estadístico e inofensivo, al quedar acreditada La gran cantidad de datos personales 
obtenidos a partir del mismo, esta Institución debe actuar conforme a lo establecido en los 
instrumentos internacionales en Los que México es parte, nuestra Carta Magna, Leyes especiales 
y normas adjetivas como el propio Código Nacional de Procedimientos Penales, prevaleciendo 
la prerrogativa de protección a los datos personales de las víctimas y los involucrados en el 
proceso, la salvaguarda y protección de su integridad física, psicológica y emocional y la 
preminencia que les da la naturaleza del delito, por Lo que, además de Los impedimentos 
jurídicos para revelar La información hechos valer, respecto de cualquier dato o información 
que permita hacer identificables a las personas físicas y morales. se actualiza la hipótesis de 
información clasificada como confidencial en términos de lo establecido en el artículo 113. 
fracción I de la Ley Federal de Transparencia y Acceso a la Información Pública. 

Por lo que, La suma de elementos normativos que disponen la protección de La información 
materia del presente, la demostración de su vulneración, la relevancia de salvaguardar la 
procuración de justicia, garantizar Los mecanismos de colaboración interinstitucional, superan el 
interés particular de acceso a la información, siendo la clasificación de Los datos el medio menos 
restrictivo en un marco comparativo con los intereses y bienes tutelados que pueden afectarse 
con su divulgación. 

Precisado lo anterior, es que no es posible entregar la información como se requiere, ya que 
como se desprende de todo lo expuesto, se transgrede entre otros el derecho a la vida privada 
y acceso a la justicia. La entrega de Lo solicitado, vulneraría y obstruiría Las funciones de esta 
Fiscalía que constitucionalmente le han sido conferidas a través del Ministerio Público como 
institución encargada de la investigación y persecución de todos los delitos del orden federal. es 
decir, obligaciones constitucionales para garantizar La seguridad pública en Los Estados Unidos 
Mexicanos. 

No se omite señalar que el propio Pleno del Instituto Nacional de Transparencia, Acceso a la 
Información y Protección de Datos Personales ONAI), ha confirmado la reserva y confidencialidad 
de los datos de identificación de Las indagatorias llevadas a cabo por esta representación federa 
en los términos planteados en la presente respuesta, situación que queda acreditada a través 
la resolución al recurso de revisión identificado con el RRA 11900/22. 

- - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - .- - - - - - - -
- - - - - - - ~ - - - - - - - - _/_/ 
- - - - - - - - - - - - - - - - -

- - - - - - - - - - - - - - -
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B.6. Folio de la solicitud 330024624001241 

Síntesis Información relacionada con terceros 

Sentido de la resolución Confirma 

Rubro Información d"'c;ifi~;e! rt _ como confidencial 

Contenido de la Solicitud: 
"Saber sí los ciudadanos U, U. ( .. ), U. (...), U y U cuentan con registros de tener alguna averiguación 
prevía, carpeta de investigación o proceso penal en contra por hechos que puedan configurar Los 
delitos en materia de Secuestro. Desaparición Forzada, Trata de Personas, Delincuencia 
Organizada, Tráfico de Personas, Extorsión. Privación Ilegal de La Libertad, Tráfico de Órganos. 
Delitos contra la Salud en su Modalidad de Narcomenudeo, Cohecho, Robo de Vehículo J 
Automotor, Tráfico de Menores, Lesiones u Homicidio." (Sic) 

Unidades administrativas involucradas: 
Conforme a Las facultades establecidas en La fracción 11·. fracción XV de La Ley de La Fiscalía 
General de La República: 5·, fracción l. inciso b. subinciso ii y 20·. fracciones V, VI y VII del Estatuto 
Orgánico de La Fiscalía General de La República, y demás disposiciones Legales aplicables. La 
presente solicitud de información se turnó para su atención a: FECOC, FEMDH, FEMDO y FECOR. 

ACUERDO 
CT / ACDO/ 0250/2024: 

En el marco de Lo dispuesto en Los artículos 65, fracción 11, 
102 y 140 de La LFT AIP, el Comité de Transparencia por 
unanimidad determina confirmar La confidencialidad del 
pronunciamiento institucional respeto de afirmar o negar ' 
algún proceso penal a cargo de esta Fiscalía General de la 
República. en contra de la persona señalada en la solicitu 
en términos del artículo 113, fracción I de la LFTAIP. 

Además, es important hacer del conocimiento de los particulares que conforme a los artículos 
21 y 102. apartado A. pá rafo cuarto, de la Constitución Política de Los Estados Unidos Mexicanos, 
el Ministerio Público d . La Federación prevé como competencia del Ministerio Público de La 
Federación buscar y pre ntar las pruebas que acrediten la participación de las personas en 
aquellos hechos que las l es ñalan como delitos ante La autoridad judicial. Es decir. tiene 
su cargo la persecución e i w tlgación de los delitos, Lo que significa que es el único órgan 
estatal competente para f ar e impulsar la acusación o imputación delictiva. Así. 
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persecución e investigación de Los delitos es una Labor de carácter administrativo que por 
definición excluye a Lajudicia l. 

Es por Lo anterior que, Lo expuesto en el párrafo precedente constituye inclusive un principio de 
imparcialidad en el que se garantiza a la persona imputada que el órgano que acusa no debe 
ser el mismo que el que juzga. 

Así Lo establece La Convención Americana sobre Derechos Humanos en su artículo 8.1, en el que 
señala que "Toda persona tiene derecho a ser oída. con las debidas garantías y dentro de un plazo 
razonable, por un juez o tribunal competente. independiente e imparcial. establecido con 
anterioridad por la ley, en la sustanciación de cualquier acusación penal formulada contra ella, 
o para la determinación de sus derechos y obligaciones de orden civil. laboral. fiscal o de cualquier 
otro carácter". 

De esta forma. debe entenderse que es el juez o tribunal el que Lleva a cabo La sustanciación de 
cualquier acusación penal formulada en contra alguna persona. Esta sustanciación implica La 
comprobación (o no) de que se cometió un delito y que determinada persona o personas son Las 
responsables de tal hecho. 

Por otra parte. Los artículos 21, párrafo tercero y 104, fracción I, de la Constitución Política de 
los Estados Unidos Mexicanos prevén que será el órgano j urisdiccional federal el competente 
para conocer de Los delitos del orden federal. dentro del proceso penal federa l. para, en su caso. 
imponer Las penas mediante resoluciones en forma de sentencias condenatorias y/o ( 
absolutorias. 

Es en La etapa de juicio en La cual se determina La existencia o no del delito. tal y como se puede 
advertir de Lo señalado por el Código Nacional de Procedimientos Penales, que en Lo que nos 
ocupa dispone: 

• AL dictar sentencia condenatoria se indicarán Los márgenes de La punibilidad del delito y 
quedarán plenamente acreditados los elementos de la clasificación jurídica: es deci r, 
el tipo penal que se atribuye, el grado de La ejecución del hecho, La forma de intervención 
y La naturaleza dolosa o culposa de La conducta. así como el grado de Lesión o puesta en 
riesgo del bien j urídico (séptimo párrafo del artículo 406). 

• La sentencia condenatoria hará referencia a los elementos objetivos, subjetivos 
normativos del tipo penal correspondiente, precisando si el tipo penal se consum · o 
se realizó en grado de tentativa, así como La forma en que el sujeto activo haya interven· V 
para La realización del tipo, según se trate de alguna forma de autoría o de participac ón, 
y La naturaleza dolosa o culposa de La conducta t ípica j urídico (octavo párrafo del artí 'u 
406). 

Incluso. en La etapa del j uicio . el Ministerio Público de La Fed ración puede plantear una / 
reclasificación -articulo 398 del Código Nacional de Procedimie tos Penales- respecto del// 
delito invocado en su escrito de acusación. / 

Con lo anterior, se confirma que en la etapa de investigación - te certeza sobre si cuando 
existen hechos denunciados constituyen un delito, o n , ya qu el único facultado para 
determinar su existencia es eljuez de enjuiciamiento. 
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En ese tenor, la autoridad judicial es la única facultada para emitir resoluciones en forma de 
sentencias y autos. Es decir, dictarán sentencia para decidir en definitiva y poner término al 
procedimiento penal y autos en todos los demás casos, ello de conformidad con los artículos 67 
y 206 del Código Nacional de Procedimientos Penales. 

En consecuencia, nadie podrá ser condenado, sino hasta que el Tribunal de enjuiciamiento 
adquiera la convicción más allá de toda duda razonable de que el acusado sea responsable de 
la comisión de determinado delito. 

Asimismo, se reitera que esta Fiscalía General de la República, como todas las autoridades del 
Estado Mexicano, en cumplimiento a los artículos 1, párrafo tercero de la Constitución Política de 
los Estados Unidos Mexicanos. se encuentra obligada a respetar, proteger y garantizar los 
derechos humanos. 

Con base en lo anterior, determinar si respecto a los hechos que con apariencia de delito, -en 
un supuesto sin conceder- hayan sido denunciados y conforme a las indagatorias realizadas 
por el agente del Ministerio Público de la Federación, existiera la posibilidad de que esos 
hechos sean constitutivos de delito, sería competencia exclusiva de la autoridad judicial 
determinarlo y en su caso liberar la información que considere conveniente, de manera 
fundada y motivada, de conformidad con el marco constitucional, convencional y legal citado 

Apoya lo anterior. la siguiente tesis emitida por el Noveno Tribunal Colegiado en Materia Pena . 
del Primer Circuito, cuyos datos de localización y rubro, son: · 

Registro digital: 2024811. Instancia: Tribunales Colegiados de Circuito. Undécima Época. fv1aterias(s): 
Constitucional. Penal. Tesis: l.90.P.54 P (110.J. Fuente: Gaceta del Semanario Judicial de la Federación. 
Libro 14, Junio de 2022. Tomo VII, página 6355, Tipo: Aislada: 

/ 

"PRESUNCIÓN DE INOCENCIA COMO REGLA DE TRATO EN SU VERTIENTE EXTRAPROCESAL. LA 
TRANSGRESIÓN A ESE DERECHO FUNDAMENTAL PUEDE SURGIR DE CUALQUIER AUTORIDAD 
PÚBLICA. 

Hechos: En un seminario académico un servidor público dio su opinión sobre un asunto penal de 
relevancia nacional del cual conoció en razón de su competencia. Motivo por el cual. la parte imputada 
solicitó el amparo y protección de la Justicia Federal por considerar que dicha opinión transgredió su 
derecho fundamental a la presunción de inocencia como regla de trato en su vertiente extraprocesal. 

Criterio jurídico: Este Tribunal Colegiado de Circuito determina que ese derecho puede ser violado 
tanto por los Jueces a cargo del proceso, como por otras autoridades públicas, por lo cual éstas deben 
ser discretas y prudentes al realizar declaraciones públicas sobre un proceso penal, antes de que la 
persona haya sido Juzgada y condenada. sin que en nada cambie esta situación el hecho de que el 
asunto se esté tramitando en cualquiera de las etapas del proceso penal (investigación, intermedia o 
Juicio). 

Justificación: El dere<sho humano a la presunción de inocencia como regla de trato en su vertiente 
extraprocesal, ha sido econocido como el derecho fundamental a recibir la consideración y el trato de 
no autor o no particip en hechos de carácter delictivo o análogos a éstos y determina, por ende. el 
derecho a que no se a liquen las consecuencias o los efectos jurídicos anudados a hechos de tal 
naturaleza. Asimismo. y dífer, cia de lo que sucede con la regla de Juicio. la violación a esta vertiente 
de la presunción de inoc c · ede emanar de cualquier agente del Estado, especialmente de las 
autoridades policiales. P ello y siguiendo los criterios tanto nacionales como internacionale 
podemos señalar que n fe a a libertad de expresión de la autoridad señalada como responsab . 
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pues no debe olvidarse que las autoridades públicas deben tener en cuenta sus responsabilidades y 
obligaciones como servidores públicos y actuar con moderación cuando expresen sus opiniones y 
puntos de vista en cualquier circunstancia en que. a los ojos de un observador razonable. puedan 
comprometer objetivamente su cargo. su independencia o imparcialidad. Sin que obste a lo anterior 
que se trate de hechos de corrupción, o de un asunto mediático debido a su amplia difusión a través 
de los diversos medios masivos de comunicación. pues todos los órganos del Estado tienen la 
obligación de no condenar informalmente a una persona o emitir juicio ante la sociedad. mientras no 
se acredite su responsabilidad penal. pues el hacerlo. ya sea sin mencionar el nombre. pero dando 
datos precisos que permiten saber de qué persona se trata. trae como consecuencia la violación del 
derecho fundamental de presunción de inocencia en su vertiente extraprocesal Lo anterior. con 
fundamento en los criterios. opiniones y sentencias emitidos tanto por el Comité de Derechos Humanos. 
la Corte Interamericano de Derechos Humanos y la Corte Europea de Derechos Humanos. así como 
del Informe del Relator Especial sobre la Independencia de los fvlagistrados y abogados de la 
Organización de las Naciones Unidas (ONU)." 

Toda vez que, en tanto la autoridad competente no determine la culpabilidad de una persona 
física a través de una sentencia condenatoria irrevocable o sanción firme, divulgar el nombre de 
una persona sujeta a un proceso penal o un proceso de extradición, se encontraría directamente 
relacionada con la afectación a su intimidad, honor. buen nombre. e incluso contra la presunción 
de inocencia, generando un juicio a priori por parte de la sociedad. 

En tales consideraciones, esta Fiscalía General de la República se encuentra imposibilitada 
jurídicamente para pronunciarse al respecto; toda vez que esta posee información que se ubica 
en el ámbito de lo privado. encontrando para tal efecto la protección bajo la figura de La 
confidencialidad en términos del artículo 113, fracción I de la LFTAIP; ya que afirmar o negar la 
existencia o inexistencia de alguna indagatoria, denuncia, averiguación previa o carpeta de 
investigación en donde pudiera estar una persona física identificada o identificable en cualquier 
calidad de que esta tenga dentro de una investigación, se estaría atentando contra la intimidad, 
honor, buen nombre y presunción de inocencia de la persona en comento. 

De esta forma, la imposibilidad por parte de esta Fiscalía para señalar la existencia o no de la 
información requerida actualiza la causal de confidencialidad prevista en el artículo 113, fracción 
1 de la LFT AIP, que a la letra establece: 

Ley Federal de Transparencia y Acceso a la Información 

Articulo 1.13. Se considera información confidencial: 
l. La que contiene datos personales concernientes a una persona física identificada o 
identificable: 
!.../ 
/11. Aquella que presenten los particulares a los sujetos obligados. siempre que tengan el derecho 
a ello. de conformidad con lo dispuesto por las leyes o los tratados internacionales. 

Lineamientos generales de clasificación y desclasificación de la información, así como 
para la elaboración de versiones públicas 

Trigésimo octavo. Se considera susceptible de clasificarse como in rmación confidencial: 
l. Los datos personales. entendidos como cualquier información c . ncemiente a una persona 
física identificada o identificable. en términos de la norma aplicable e. de manera enunciativa 
más no limitativa. se pueden identificar de acuerdo a las siguientes tegorías: 

1. Datos identificativos: El nombre. alias. pseudónimo. d9Jil'1 ci . código postal. teléfono 
particular. sexo. estado civil. teléfono celular. firma. clave de R{gistro deral de Contribuyentes 
(RFCJ. Clave Única de Registro de Población (CURPJ. Clave Elect . fvlatrícula del Servicio 

Décima Octava Sesión Ordinaria 2024 



/ 

/ 

FGR 
FISCALÍA GENERAL 
DE LA REPÚBLICA 

r. 1cOMITE DE 
,- jTRANSPARENCIA 

Militar Nacional, número de pasaporte. lugar y fecha de nacimiento. nacionalidad, edad, 
fotografía. localidad y sección electoral, y análogos. 
2. Datos de origen: Origen, etnia. raza. color de piel. color de ojos. color y tipo de cabello, 
estatura. complexión, y análogos. 
J. Datos ideológicos: Ideologías. creencias, opinión política. afiliación política. opinión 
pública. afiliación sindical. religión. convicción filosófica y análogos. 
4. Datos sobre La salud: El expediente clínico de cualquier atención médica. historial 
médico. referencias o descripción de sintomatologías. detección de enfermedades, 
incapacidades médicas, discapacidades. intervenciones quirúrgicas. vacunas. consumo de 
estupefacientes. uso de aparatos o~almológicos. ortopédicos. auditivos. prótesis, estado físico 
o mental de La persona. así como la información sobre La vida sexual. y análogos. 
s. Datos Laborales: Número de seguridad social. documentos de reclutamiento o 
selección. nombramientos. incidencia. capacitación. actividades extracurriculares. referencias 
Laborales. referencias personales. solicitud de empleo. hoja de servicio. y análogos. 
6. Datos patrimoniales: Bienes muebles e inmuebles de su propiedad. información fiscal. 
historial crediticio, ingresos y egresos. número de cuenta bancaria y/o CL.ABE interbancaria de 
personas físicas y morales privadas. inversiones. seguros. fianzas. servicios contratados. 
referencias personales. beneficiarios. dependientes económicos. decisiones patrimoniales y 
análogos. 
7. Datos sobre situación jurídica o legal: La información relativa a una persona que se 
encuentre o haya sido sujeta a un procedimiento administrativo seguido en forma de juicio o 
jurisdiccional en materia laboral. civil. penal. fiscal. administrativa o de cualquier otra rama del 
Derecho. y análogos. 
8. Datos académicos: Trayectoria educativa. avances de créditos, tipos de exámenes. 
promedio. calificaciones. títulos. cédula profesional. certificados. reconocimientos y análogos. 
g. Datos de tránsito y movimientos migratorios: Información relativa al tránsito de Las 
personas dentro y fuera del país. así como información migratoria. cédula migratoria. visa. 
pasaporte. 
10. Datos electrónicos: Firma electrónica. dirección de correo electrónico. código QR. 
11. Datos biométricos: Huella dactilar. reconocimiento facial. reconocimiento de iris. 
reconocimiento de la geometría de La mano. reconocimiento vascular. reconocimiento de 
escritura. reconocimiento de voz. reconocimiento de escritura de teclado y análogos. 

De Lo expuesto. se desprende que será considerada información clasificada como confidencial. 
aquella que contenga datos personales de una persona física identificada o identificable, 
independientemente del medio por el cual se haya obtenido, sin necesidad de estar sujeta a 
temporalidad alguna y a La que sólo podrán tener acceso los titulares de la información o sus 
representantes Legales. 

Por tal mot ivo, se insiste que el dar a conocer información que asocie a una persona con la 
existencia de alguna denuncia, imputación, procedimiento relacionado con la comisión de delítos. 
afectaría directamente su Intimidad, honor y buen nombre. incluso vulnera la presunción d 
inocencia, al generar un juicio a priori por parte de la sociedad, sin que La autoridad competente 
haya determinado su culpabilidad o inocencia a través del dictado de una sentencia. 

Al efecto, se debe co1nsiderar que dichos derechos están constitucional e internacionalmente 
reconocidos. conforme los artículos 1· , 6º y 16' de nuest ra Carta Magna. de donde se desprende 
que toda persona tie e derecho a que se le respete su vida privada y a la protección de sus 
datos personales y to o lo que esto conlleva. así como el normal desarrollo de su personaLida 
estableciendo lo siguie te: 
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provoque algún delito, o perturbe el orden público; el derecho de réplica será ejercido en los 
términos dispuestos por la ley. El derecho a la información será garantizado por el Estado. 
[...] 

11. La información que se refiere a la vida privada y los datos personales será protegida en los 
términos y con las excepciones que fijen las leyes. 
u 

Artículo 16. Nadie puede ser molestado en su persona. familia. domicilio. papeles o posesiones. sino 
en virtud de mandamiento escrito de la autoridad competente. que funde y motive la causa legal del 
procedimiento. 

Toda persona tiene derecho a la protección de sus datos personales. al acceso. rectificación y 
cancelación de los mismos. así como a manifestar su oposición. en los términos que fije la ley. la cual 
establecerá los supuestos de excepción a los principios que rijan el tratamiento de datos. por razones 
de seguridad nacional. disposiciones de orden público. seguridad y salud públicas o para proteger los 
derechos de terceros. 

Aunado a esto. el Código Nacional de Procedimientos Penales (CNPP), específicamente en su 
artículo 15, dispone que cualquier persona tiene derecho a que se respete su intimidad, se 
proteja la información de su vida privada y sus datos personales, cuando participe como parte 
en el procedimiento penal, a saber: 

Artículo 15. Derecho a la intimidad y a la privacidad 
En todo procedimiento penal se respetará el derecho a la intimidad de cualquier persona que intervenga 
en él. asimismo se protegerá la información que se refiere a la vida privada y los datos personales. en 
los términos y con las excepciones que fijan la Constitución. este Código y la legislación aplicable. 

Es oportuno traer a colación Lo dictado por La Suprema Corte de Justicia de La Nación. en Las 
siguientes Tesis Jurisprudenciales. donde establece que el derecho de acceso a La información 
tiene límites. Los cuales aplican en el momento en que se afecta el honor. el decoro. el respeto. la 
honra. la moral. la estimación y la privacidad de las personas; además de definir La afectación a la 
moral. como La alteración que sufre una persona a su decoro. honor. reputación y vida privada. y 
el respeto de La sociedad por La comisión de un hecho ilícito. a saber: 

DAÑO MORAL. ES LA ALTERACIÓN PROFUNDA QUE SUFRE UNA PERSONA EN SUS SENTIMIENTOS. 
AFECTOS, CREENCIAS, DECORO, HONOR. REPUTACIÓN, VIDA PRIVADA. CONFIGURACIÓN Y ASPECTOS 
FÍSICOS. O BIEN. EN LA CONSIDERACIÓN QUE DE SÍ MISMA TIENEN LOS DEMÁS, PRODUCIDA POR HECHO 
ILÍCITO. El derecho romano. durante sus últimas etapas. admitió la necesidad de resarcir los daños morales. 
inspirado en un principio de buena fe. y en la actitud que debe observar todo hombre de respeto a la 
integridad moral de los demás; consagró este derecho el principio de que junto a los bienes materiales de la 
vida. objeto de protección Jurídica, existen otros inherentes al individuo mismo. que deben también ser 
tutelados y protegidos. aun cuando no sean bienes materiales. En México. la finalidad del legislador, al 
reformar los artículos 1916 y adicionar el 1916 Bis del Código Civil para el Distrito Federal. mediante decreto 
publicado en el Diario Oficial de la Federación el treinta y uno de diciembre de mil novecientos ochenta y dos 
y posteriormente modificar los pórrafos primero y segundo del articulo 1916, c sistió en hacer responsabl 
civilmente a todo aquel que. incluso, ejerce su derecho de expresión a través e un medio de lnformació 
masivo, afecte a sus semejantes, atacando la moral, la paz públícCi. el derecho e terceros, o bien, provoque 
algún delito o perturbe el orden público. que son precisamente los límites q claramente previenen los 
artículos 60. y 70. de la Constitución General de la República. Así, de acuerdo l texto positivo, por daño 
moral debe entenderse l.a alteración profunda que una persona sufre en us sentimientos, afectos, 
creencias, decoro, honor, reputación, vida privada, configuración y aspe tos físicos, o bien, en la 
consideración que de sí misma tienen los demás, producida por un hecho il, ito. Por tanto, para que se 
produzca el daño moral se requiere: a) que exista afectación en la per: , a cualesquiera de los bienes 
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' 

que tutela el artículo 1916 del Código Civil; b) que esa afectación sea consecuencia de un hecho ilícito; 
y, e) que haya una relación de causa-efecto entre ambos acontecimientos."' 

DERECHO A LA INFORMACIÓN. NO DEBE REBASAR LOS LÍMITES PREVISTOS POR LOS ARTÍCULOS 60., 70. 
Y 24 CONSTITUCIONALES. El derecho a la información tiene como límites el decoro, el honor, el respeto, 
la circunspección, la honestidad, el recato, la honra y la estimación. pues el artículo 60. otorga a toda 
persona el derecho de manifestar libremente sus ideas y prohíbe a los gobernantes que sometan dicha 
manifestación a inquisición judicial o administrativa, salvo que ataquen la moral, los derechos de tercero, 
provoquen algún delito o perturben el orden público. Así. la manifestación de las ideas se encuentra 
consagrada como uno de los derechos públicos individuales fundamentales que reconoce la Constitución. 
oponible por todo individuo. con independencia de su labor profesional. al Estado. y los artículos 10. y 24 de 
la propia Carta Fundamental se refieren a aspectos concretos del ejercicio del derecho a manifestar 
libremente las ideas. El primero. porque declara inviolable la libertad de escribir y publicar escritos sobre 
cualquier materia y, el segundo, porque garantiza la libertad de creencias religiosas. Así. el Constituyente 
Originario al consagrar la libertad de expresión como una garantía individual, reconoció la necesidad de que 
el hombre pueda y deba, siempre. tener libertad para apreciar las cosas y crear intelectualmente, y 
expresarlo, aunque con ello contraríe otras formas de pensamiento: de ahí que sea un derecho oponible al 
Estado, a toda autoridad y, por ende, es un derecho que por su propia naturaleza debe subsistir en todo 
régimen de derecho. En efecto, la historia escrita recoge antecedentes de declaraciones sobre las libertades 
del hombre. y precisa que hasta el siglo XVIII, se pueden citar documentos sobre esa materia. No hay duda 
histórica sobre dos documentos básicos para las definiciones de derechos fundamentales del hombre y su 
garantía frente al Estado. El primero es la Declaración de los Derechos del Hombre y del Ciudadano, producto 
de la Revolución Francesa, la cual se mantiene viva y vigente como texto legal por La remisión que hace el 
preámbulo de la Constitución de Francia de fecha veinticuatro de diciembre de mil setecientos noventa y 
nueve. El segundo, es la Constitución de Los Estados Unidos de América, de diecisiete de septiembre de mil 
setecientos ochenta y siete. En la historia constitucional mexicana, que recibe influencia de las ideas políticas 
y liberales de quienes impulsaron la Revolución Francesa. así como contribuciones de diversas tendencia 
ideológicas enraizadas en las luchas entre conservadores y liberales que caracterizaron el siglo XIX, tenemo 
que se hicieron y entraron en vigor diversos cuerpos constitucionales. pero en todos ellos siempre h 
aparecido una parte dogmática que reconoce derechos inherentes al hombre. y que ha contenido tanto 1 
libertad de expresión como la libertad de imprenta. Por otra parte, los antecedentes legislativos relacionados 
con la reforma y adición a la Constitución de mil novecientos diecisiete, en relación al artículo 60. antes 
precisado, tales como la iniciativa de ley, el dictamen de la comisión que al efecto se designó, y las 
discusiones y el proyecto de declaratoria correspondientes, publicados, respectivamente. en los Diarios de 
los Debates de los días seis, veinte de octubre y primero de diciembre, todos de mil novecientos setenta y 
siete. ponen de relieve que el propósito de las reformas fue el de preservar el derecho de todos respecto a 
las actividades que regula. Esta reforma recogió distintas corrientes preocupadas por asegurar a la sociedad 
una obtención de información oportuna. objetiva y plural, por parte de los grandes medios masivos de 
comunicación. Conforme a la evolución del articulo 60. constitucional vigente y comparado con lo que al 
respecto se ha regulado en otros países, se concluye que a lo largo de la historia constitucional, quienes han 
tenido el depósito de La soberanía popular para legislar, se han preocupado porque existiera una Norma 
Suprema que reconociera el derecho del hombre a externar sus ideas, con limitaciones específicas tendientes 
a equilibrar el derecho del individuo frente a terceros y la sociedad, puesto que en ejercicio de ese derecho 
no debe menoscabar la moral, los derechos de tercero, que implica el honor, la dignidad y el derecho a 
la intimidad de éste, en su familia y decoro; así como tampoco puede, en ejercicio de ese derecho, 
provocar algún delito o perturbar el orden público. Asimismo, ese derecho del individuo, con La adición al 
contenido original del artículo 60 .. quedó también equilibrado con el derecho que tiene la sociedad a estar f! 
veraz y objetivamente informada, para evitar que haya manipulación. Así. el Estado asume la obligación de 
cuidar que la información que llega a la sociedad a través de los grandes medíos masivos de comunicación 
refleje La realidad y tenga un contenido que permita y coadyuve al acceso a la cultura en general, para que 
el pueblo pueda recibir en forma fácil y rápida conocimientos en el arte, la literatura. en las ciencias y en la 
política. 
Ello permitirá una articipación informada para la solución de los grandes problemas nacionales, y evitará 
que se deforme el ontenido de los hechos que pueden incidir en la formación de opinión. Luego, en el 
contenido actual l artículo 60., se consagra la libertad de expresarse, la cual es consustancial al 
hombre, y que lmp e al Estado imponer sanciones por el solo hecho de expresar las ideas. Pero 

l
. correlativamente, es opinión tiene límites de cuya transgresión derivan consecuencias jurídicas. Tales 

límites son que la opin · no de e atacar la moral, esto es. las ideas que se exterioricen no deben tender 
a destruir el conjunto que sustenta la cohesión de la sociedad en el respeto mutuo y en e 

- ~ 
mo 5, Pág. 4036, enero de 2012. Décima Época, Tribunales Colegiados de Circuito. 
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cumplimiento de los deberes que tienen por base la dignidad humana y los derechos de la persona; 
tampoco debe dañar los derechos de tercero. ni incitar a la provocación de un delito o a la perturbación del 
orden público. De modo que la Constitución de mil novecientos diecisiete estableció una obligación por parte 
del Estado de abstenerse de actuar en contra de quien se expresa libremente, salvo que en el ejercicio 
de ese derecho se ataque a la moral, a los derechos de tercero, se provoque algún delito o se perturbe 
el orden público.1s 

DERECHO A LA INFORMACIÓN. SU EJERCICIO SE ENCUENTRA LIMITADO TANTO POR LOS INTERESES 
NACIONALES Y DE LA SOCIEDAD, CO/V/0 POR LOS DERECHOS DE TERCEROS. 
El derecho a la información consagrado en la última parte del artículo 60. de la Constitución Federal no 
es absoluto, sino que, como toda garantía, se halla sujeto a limitaciones o excepciones que se sustentan, 
fundamentalmente, en la protección de la seguridad nacional y en el respeto tanto a los intereses de la 
sociedad como a los derechos de los gobernados, limitaciones que, incluso, han dado origen a la figura 
jurídica del secreto de información que se conoce en la doctrina como "reserva de información" o 
"secreto burocrático". En estas condiciones, al encontrarse obligado el Estado, como sujeto pasivo de la 
citada garantía, a velar por dichos intereses, con apego a las normas constitucionales y legales, el 
mencionado derecho no puede ser garantizado ;,,d;.,._,;,,,;,, ... d..,,,,,.,,t._, sino que el respeto a su ejercicio 
encuentra excepciones que lo regulan y a su vez lo garantizan, en atención a la materia a que se refiera; 
así, en cuanto a la seguridad nacional, se tienen normas que, por un lado, restringen el acceso a la 
información en esta materia, en razón de que su conocimiento público puede generar daños a los intereses 
nacionales y, por el otro, sancionan la inobservancia de esa reserva; por lo que hace al interés social, se 
cuenta con normas que tienden a proteger la averiguación de los delitos, la salud y la moral públicas, 
mientras que por lo que respecta a la protección de la persona existen normas que protegen el derecho 
a la vida o a la privacidad de los gobernados.16 

Por su parte, la Declaración Universal de los Derechos Humanos, prevé: 

Artículo 12. Nadie será objeto de injerencias arbitrarias en su vida privada, su familia, su domicilio, 
o su correspondencia, ni de ataques a su honra o a su reputación. Toda persona tiene derecho a la 
protección de la ley contra tales injerencias o ataques. 

Sobre el mismo tema, en la Convención Americana sobre los Derechos Humanos, señala: 

Artículo 11. Protección de la Honra y de la Dignidad. 
1.- Toda persona tiene derecho al respeto de su honra y al reconocimiento de su dignidad. 
2.- Nadie puede ser objeto de injerencias arbitrarias o abusivas en su vida privada, en la de su 
familia, en su domicilio o en su correspondencia, ni de ataques ilegales a su honra o reputación. 
3.- Toda persona tiene derecho a la protección de la ley contra esas injerencias o esos ataques. 

Además, el Pacto Internacional de los Derechos Civiles y Políticos, establece: 

Artículo 17 
7 Nadie será objeto de injerencias arbitrarias o ilegales en su vida privada, su familia, su 
domicilio o su correspondencia, ni de ataques ilegales a su honra y reputación. 
8. Toda persona tiene derecho a la protección de la ley contra esas injerencias o esos ataques. 

No se debe omitir mencionar que la presunción de inocencia es una garantía de cu 
persona imputada. prevista en el artículo 20 de la CPEUM, que a La letra dispone: 

Artículo 20. El proceso penal será acusatorio y oral. Se regirá por los p ·ncipios de publicidad, 
contradicción, concentración, continuidad e inmediación. 

B. De los derechos de toda persona imputada: 
A que se presuma su inocencia mientras no se declare su responsabilid mediante sentencia 
emitida por el juez de la causa. 

15 Tesis Aislada. l.30.C.244 C, Tomo: XIV, septiembre de 2001, Novena Época, Tercer Tribunal Colegiado Circu 
16 Tesis Aislada, P. LX/2000, Tomo XI, abril de 2000, Novena Época, Pleno. 
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Concatenado a esto. uno de los principios rectores que rigen el proceso penal. es el de 
presunción de inocencia. consagrado en el artículo 13 del CNPP, que a la letra establece: 

Artículo 13. Principio de presunción de inocencia 
Toda persona se presume inocente y será tratada como tal en todas las etapas del procedimiento, 
mientras no se declare su responsabilidad mediante sentencia emitida por el Órgano jurisdiccional. 
en los términos señalados en este Código. 

Siendo por todo expuesto y fundado, entre las principales razones por las que el artículo 218 del 
Código Nacional de Procedimientos Penales prevé la reserva de la investigación e inclusive ha 
sido avalada por el Alto Tribunal. al estar conforme lo previsto por los artículos 6° Apartado A. 
fracción 11 y 16 Constitucional. que dispone que la información que se refiere a la vida privada y 
los datos personales de las personas está protegida en los términos legalmente previstos. 

Sobre el particular, tenemos el contenido del artículo 218 primer párrafo del Código Nacional de 
Procedimientos Penales. que a la letra refiere: 

Artículo 218. Los registros de La investigación. así como todos Los documentos. independientemente de su 
contenido o naturaleza. Los objetos, Los registros de voz e imágenes o cosas que Le estén relacionados, son 
estrictamente reservados, por lo que únicamente las partes, podrán tener acceso a los mismos, con las 
limitaciones establecidas en este Código y demás disposiciones aplicables. 
{ . ../ 

Por lo que, al efecto. en el caso que nos ocupa, se actualiza la limitante del derecho a 
información, constreñida en la confidencialidad y secrecía que le asiste a toda persona. com 
en el caso lo es, de la persona de quien solicitan la información. 

- - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - J 
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B.7. Folio de La solicitud 330024624001243 

Síntesis 

1 Sentido de La resolución 
1 

Rubro 

Contenido de La Solicitud: 

Información relacionada con expedientes de 
investigación 

1 Confirma 

Información clasificada como reservada 

"Solicito la carpeta de investigación numero FEO/FE/v!CC/FE/v!CC-CDfvfX/0000015/2022 radicada 
en la Fiscalía Especialízada en materia de Combate a la Corrupción. " (Sic) 

Unidades administrativas involucradas: 
Conforme a las facultades establecidas en la fracción 11°, fracción XV de la Ley de la Fiscalía 
General de la República; 5·, fracción l. inciso b, subinciso ii y 20·, fracciones V, VI y VII del Estatuto 
Orgánico de la Fiscalía General de la República, y demás disposiciones Legales aplicables, la 
presente solicitud de información se turnó para su atención a: FEMCC. 

ACUERDO 
CT / ACD0/0251/2024: 

En el marco de Lo dispuesto en Los artículos 65, fracción 11. 
102 y 140 de La LFTAIP, el Comité de Transparencia por 
unanimidad determina confirmar La clasificación de reserva 
y confidencialidad de La información requerida. de 
conformidad con lo establecido en el artículo 11 
fracciones V, XII y XIII de la LFT AIP, hasta por un periodo 
cinco años, o bien. hasta que las causas que dieron orige 
La clasificación subsistan. así como, artículo 113, fraccio 
1 y III del mismo ordenamiento legal. 

Lo anterior, toda vez que la Unidad Administrativa competente. manifestó lo siguiente: 

"1 La eventual existencia de car etas de investiaación en La MCC de nin ún modo im Lica 
oor ese sim Le hecho aue efectivamente ha an ocurrido de tos or hechos de corru ción. 

Es un principio general que La presentación de una denuncia te esta Unidad Administrativy 
y, en su caso, La apertura de una carpeta de investigación no im Lic pGr. ese simple hecho que 
Las personas señaladas hayan participado en Los hec . . a nunciados ni que lo que 
denuncia investiga efectivamente constituye delitos hecho de corrupción. 
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Acorde a Lo dispuesto en Los artículos 20. apartado B. fracción I; 21 y 102. Apartado A de La 
Constitución Política de Los Estados Unidos Mexicanos. el agente del Ministerio Público de La 
Federación investiga hechos con apariencia de delito, por lo cual solo reúne datos y 
elementos de prueba y no tiene la potestad constitucional de establecer la existencia de 
delitos ni de determinar la participación de personas en ellos. 

EL artículo 211 del Código Nacional de Procedimientos Penales (CNPP) dispone que el 
procedimiento penal comprende Las siguientes etapas: 

l. La de investigación. que comprende Las fases de: a) Investigación inicial. comenzando con La 
presentación de La denuncia, querella o requisito equivalente y concluye cuando el imputado 
queda a disposición del Juez de control para que se le formule la imputación: b) 
Investigación complementaria. que comprende desde La formulación de La imputación y se 
agota una vez que se haya cerrado La investigación: 

II. La intermedia o de preparación del juicio, que comprende desde La formulación de La 
acusación hasta el auto de apertura deljuicio: y, 

111. La de juicio. inicia con la audiencia de debate donde se desahogan Las pruebas y concluye con 
La sentencia que comprende desde que se recibe el auto de apertura ajuicio hasta La sentencia 
emitida por el Tribunal de enjuiciamiento. 

• 

• 

De ello se desprende que determinar si existen hechos constitutivos de delito o no es 
competencia de la autoridad judicial. de conformidad con lo dispuesto por el artículo 21 
párrafo tercero de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos. Sólo es a la 
autoridad judicial a quien le corresponde única y exclusivamente pronunciarse sobre 
procesos penales. 

EL último párrafo del art. 4 02 del mismo CNPP establece que: 

"[ ... / 
Nadie podrá ser condenado, sino cuando el Tribunal que lo juzgue adquiera la convicción más 
allá de toda duda razonable. de que el acusado es responsable de la comisión del hecho por el 
que se siguió e/juicio. La duda siempre favorece al acusado". 

Mientras esa sentencia no se emita. el art. 20. apartado B. frac I de la Constitución y el art. 13 
del CNPP señalan que se presumirá la inocencia del imputado y será tratado como tal en todas 
las etapas del proceso penal. 

De lo anterior se desprende que únicamente cuando una carpeta de investigación haya 
llegado a la etapa de juicio y éste haya concluido con una sentencia condenatoria firme se 
tiene certeza jurídica de que se cometió un delito. En ningún momento previo existe esta 
certeza, ya que está abierta la posibilidad de que la carpeta tenga otras determinaciones: 

Abstención de la investigación. que implica que no hay elementos suficientes para siquier 
suponer que se hubiera cometido un delito. 
No ejercicio d la acción penal, que implica que no se cometieron Los hechos denunciados o 
que éstos no c stituyen un delito. 
Turno a otra ár de la Fiscalía General de la República, ya que durante la investigación se 
podría concluir q e La e ducta investigada no es competencia de la FEMCC (es decir, no sería 
un probable delito o chos de corrupción). 
Se emita una sente ia absolutoria. lo que implica que los imputados no son responsabl 
de la comisión de eli o. 

1 
I 
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En todas esas circunstancias -que sólo se actualizarían una vez que La FEMCC concluyera su 
investigación, ya que mientras se continúen realizando diligencias. cualquiera de esos 
resultados es posible- se tendría La certeza j urídica de que no se cometió delito alguno, como 
por ejemplo Los actos de corrupción, impidiendo La aplicación de Lo dispuesto en el artículo 
112. fracción 11 de La Ley Federal de Transparencia y Acceso a La Información Pública. 

En cambio. como ya se señaló antes. el órgano jurisdiccional es el umco 
constitucionalmente facultado para juzgar Los hechos con apariencia de delito y 
determinar si actualiza alguno de Los delitos previstos en La Ley mediante La emisión de 
sentencias, de acuerdo con Lo previsto en Los artículos 21 párrafo tercero y 104, fracción I de 
La Constitución Política de Los Estados Unidos Mexicanos. 

EL peticionario señala que hay un interés público en La entrega de La información que requiere 
porque se "relaciona con actos de corrupción". Más allá de que, como ya se expuso. al tratarse 
de una carpeta de investigación en trámite no se puede asegurar jurídicamente que Lo 
solicitado efectivamente se relacione con actos de corrupción, ese Instituto no puede dejar de 
reconocer que hay un interés público, que se desprende del artículo 20 constitucional, en 
que ésta y todas Las investigaciones penales se concluyan. Esta es La única manera en que 
se puede cumplir el objeto del proceso penal (esclarecer Los hechos, proteger al inocente, 
procurar que el culpable no quede impune y que Los daños causados por el delito se 
reparen) y garantizar el derecho humano de acceso a La justicia. La publicación de 
información sobre carpetas de investigación en trámite puede obstaculizar La Labor ministerial. 
Lo que sería contrario al interés público de conseguir Lo dispuesto en el artículo 20 de La 
Constitución. Es por ello que Las normas penales y de transparencia reconocen el sigilo en Las ~ 
investigaciones penales. independientemente del delito de que se trate, y establecen La · 
publicidad de La información únicamente cuando hay certeza jurídica -Lo que se alcanza al 
concluir el proceso penal con una sentencia condenatoria firme- sobre La comisión de hechos 
delictivos. 

Dado que La carpeta objeto de La presente solicitud de acceso a La información no cuenta con 
una sentencia condenatoria firme. no se tiene certeza j urídica de que se haya cometido un 
delito por hechos de corrupción y, por Lo tanto, no es aplicable La excepción a La reserva 
señalada en el art. 112, frac 11 de La Ley Federal de Transparencia y Acceso a La Información. 

En cambio, son aplicables diversas disposiciones de La propia Legislación de transparencia '>1 
de La Legislación penal que impiden dar a conocer cualquier información relacionada con un 
carpeta de investigación en trámite. 

1. La información requerida está reservada. 
/ 

EL art. 218 del Código Nacional de Procedimientos Penales (CNPP dispone La estricta rese aj/ 
de los registros de la investigación, incluyendo todos los docun entos que se le relacionen. 
La única forma para acceder a ellos es que La solicitante sea parte n el proceso penal. con Las 
Limitaciones Legalmente establecidas. EL acceso a Los registros e carpetas está restringido 
para cualquier otra persona. La Ley Federal de Transparencia Acceso a la Información/ 
Pública (LFTAIP) retoma esta disposición al señalar en su art. 1 o. frac. XII y XIII que podrá 
reservarse La información que: 

Art.110. 
XII. Se encuentre dentro de las investigaciones de hecho 
tramiten ante el Ministerio Público. 
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XIII. Las que por disposición expresa de una ley tengan tal carácter. siempre que sean acordes 
con las bases. principios y disposiciones establecidas en la Ley General y esta Ley y no los 
contravengan; así como las previstas en tratados internacionales. 

Estos dos supuestos se actualizan en relación con La solicitud de La versión pública de una 
carpeta de investigación. En primer lugar, se trata de información que obra en una carpeta 
de investigación tramitada ante el Ministerio Público por La posible comisión de un delito. 
En segundo lugar, conforme a lo señalado arriba, el CNPP, que es la legislación en la 
materia, estipula que esa información está reservada. 

Las disposiciones antes citadas son obligatorias para todos Los servidores públicos de este 
órgano autónomo. ya que, en caso de incumplimiento, se configuraría el tipo penal previsto 
en La fracción XXVIII del artículo 225 del Código Penal Federal. delito cometido contra la 
administración de justicia en su modalidad de dar a conocer a quien no tenga derecho 
documentos. constancias o información que obren en una carpeta de investigación o en un 
proceso penal y que. por disposición de la ley o resolución de la autoridad judicial. sean 
reservados o confidenciales. Igualmente, se podría violar La Ley de La Fiscalía General de la 
República, art. 47, frac. IV, que señala como una de Las obligaciones de las personas 
servidoras públicas de la Fiscalía General el preservar el secreto, la reserva y la 
confidencialidad. en términos de las disposiciones aplicables. de Los asuntos que por razón del 
desempeño de su función conozcan. 

La información requerida se ubica puntualmente en ambos supuestos. 

Cabe señalar que la reserva de la información requerida señalada en la ley es de interé 
público. El art. 20 de La Constitución dispone que el objeto del proceso penal es 
esclarecimiento de Los hechos. proteger al inocente, procurar que el culpable no qued 
impune y que Los daños causados por los delitos se reparen. El art. 21 de La Constitución señala 
que el Ministerio Público tiene la función de la investigación de los delitos y el ejercicio de la 
acción penal ante los tribunales. Esta obligación es correlativa a y condición sin la cual no se 
puede acceder a la administración de justicia ni se puede alcanzar el objeto del proceso penal. 
lo cual es de interés público. Publicar la información requerida en La solicitud impediría que el 
Ministerio Público cumpliera con su función constitucional y. por lo tanto. afectaría el interés 
público. Por eso. se reitera. la LFTAIP reconoce como dos causales de reserva de información 
La que se encuentre en carpetas de investigación y la que. por ley tenga tal carácter (en este 
caso. el CNPP). 

La Suprema Corte de Justicia de la Nación. en su acción de inconstitucionalidad 49/2009, 
señaló que la reserva de información de investigaciones ministeriales en curso resulta 
razonable y se justifica en dos supuestos. Primero, cuando se pongan en riesgo investigacionet 
en curso. Como se señaló arriba, este supuesto se actualiza. Segundo. cuando se ponga e 
riesgo la seguridad de Las personas. Lo anterior, en atención a que la propia Constitució 
establece el derecho a La protección de datos personales. el deber de sigilo a cargo del 
Ministerio Público y de reserva de información relativa a las investigaciones, así como La 
obligación de garantizar la protección de los s4ietos involucrados en La indagatoria de los 
delitos. 

IV 12021 (1oa.). la Suprema Corte de Justicia de La Nación señaló que los 
ra determinar si una información es de interés público, de acuerdo 

3. frac. XII de la Ley General de Transparencia y Acceso a La 
: q e sea relevante o beneficiosa para La sociedad y no. simplemente, 

y. ) u divulgación debe ser útil para que el público comprenda l 
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actividades llevadas a cabo por Los sujetos obligados. La divulgación de información de una 
carpeta a cargo de La Fiscalía Especializada en materia de Combate a la Corrupción es contraria 
al interés público. Considerando el daño que se causaría con su divulgación (que ponga en 
riesgo la investigación, no se pueda ejercer acción penal y, así, no se castigue a los culpables, 
no se reparen los daños y continúe el impedimento en el ejercicio de ciertos derechos). la 
sociedad obtiene un beneficio mayor en que esa información no se difunda y en que continúe 
la investigación con el sigilo que se marca en la Constitución y en las leyes de acceso a la 
información y del proceso penal. Adicionalmente, hay otros medios menos onerosos para que 
el Ministerio Público cumpla con su función constitucional, como estrategias de comunicación 
social y divulgación de información estadística, para que la sociedad comprenda las 
actividades llevadas a cabo por los sujetos obligados. 

Los documentos objeto de esta solicitud de información corresponden a carpetas a cargo de 
la Fiscalía Especializada en materia de Combate a la Corrupción. Con fundamento en el art. 13, 

frac. V de La Ley de la Fiscalía General de la República. esta Fiscalía Especializada es 
competente para la investigación de los delitos por hechos de corrupción, tipificados en el 
Libro Segundo, Titulo Décimo del Código Penal Federal. Estos delitos se distinguen de otros 
por. al menos, dos características: que. en su mayoría. participan servidores públicos en su 
comisión y que, en muchas ocasiones, la víctima es el Estado o la sociedad en su conjunto. 
Aunque no siempre haya una víctima clara. directa e identificable de los delitos por hechos de 
corrupción, uno de sus efectos más evidentes es que impiden el ejercicio de otros derechos. 
En su prefacio a la Convención de las Naciones Unidas Contra la Corrupción, el entonces 
Secretario General de la ONU, Kofi Annan, desarrolló esa idea: 

"La corrupción es una plaga insidiosa que tiene un amplio espectro de consecuencias corrosivas \ 
para la sociedad. Socava la democracia y el estado de derecho, da pie a violaciones de los 
derechos humanos, distorsiona los mercados, menoscaba la calidad de vida y permite el 
florecimiento de la delincuencia organizada, el terrorismo y otras amenazas a la seguridad 
humana. 

Este fenómeno maligno se da en todos los países -grandes y pequeños, ricos y pobres- pero 
sus efectos son especialmente devastadores en el mundo en desarrollo. La corrupción afecta 
infinitamente más a los pobres porque desvía los fondos destinados al desarrollo, socava la 
capacidad de los gobiernos de ofrecer servicios básicos, alimenta la desigualdad y la injusticia y 
desalienta la inversión y las ayudas extranjeras. La corrupción es un factor clave del bajo 
rendimiento y un obstáculo muy importante para el alivio de la pobreza y el desarrollo. [ ... J" 

Llevar a su término en el debido sig ilo las investigaciones por delitos de corrupción y ejerc r 
La acción penal permitirá que, eventualmente, que se reparen los daños que causa ese tipo e 
conductas y, por ello, que se pueda recuperar el ejercicio de los derechos fundamentales ue 
se hubieran obstaculizado con esos delitos. Hay un interés público para que esto ocurra, orj/ 
lo que debe prevalecer la reserva de la información que marca la ley. 

Incluso, a pesar de que alguna investigación se hubiera ce do con un dictamen de no 
ejercicio de la acción penal, queda abierta la posibilidad de que a determinación se impugne 
o que los hechos o personas investigados se relacionen con as tos en otras carpetas de en 
trámite. Por lo tanto, entregar información de asunto~ que se • ncuentren en NEAP podría / 
afectar el debido sigilo imprescindible en las investigaciones q sigan en curso que estén/' 
relacionadas con las ya determinadas. ¡ 

Pruebas de daño 
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En ese sentido, a continuación, se presentan las pruebas de daño para las causales de reserva 
que actualiza la información solicitada. 

i. LFTAI, art.110, frac. XII 

a. Riesgo real, demostrable e identificable. Publicar información sobre carpetas de investigación, 
en este caso la versión pública de una carpeta completa impide que el Ministerio Público 
alcance su fin constitucionalmente válido y de interés general de investigar delitos y, con ello, 
que se alcancen los objetivos del proceso penal: permitir el esclarecimiento de los hechos, 
proteger al inocente, procurar que el culpable no quede impune y que los daños causados por 
los delitos se reparen. 

La relevancia de la reserva de las carpetas de investigación se debe primordialmente a que el 
cumplimiento de esta obligación constitucional del Ministerio Público es el medio por el cual 
se permite cumplir con el derecho humano de acceso a la justicia -igualmente reconocido en 
la Constitución- y todo lo que conlleva: esclarecer los hechos, proteger al inocente, procurar 
que el culpable no quede impune y reparar los daños causados por el delito. 

Si se publicara La información requerida se correrían diversos riesgos que pondrían en 
riesgo La continuidad de La investigación. Publicar la versión pública de la carpeta mostraría 
todas las diligencias que ha llevado a cabo el Ministerio Público, los hallazgos que ha realizado 
y los medios de prueba con los que cuenta. Esto revelaría las hipótesis delictivas que se siguen 
y los hechos particulares que se investigan. Todo esto podría llevar a que las personas 
involucradas en los presuntos hechos delictivos modificaran. destruyeran u ocultaran medios 
de prueba que aún no conoce el Ministerio Público, obstaculizando la construcción de la 
carpeta de investigación y la comprobación de la hipótesis delictiva. Finalmente, al revela 
nombres de testigos, eventuales imputados y otros nombres de algún modo relacionados ca 
o mencionados en la indagatoria, las personas quedarían sujetas a sufrir represalias de quienes 
hubieran cometido los actos investigados -si es que éstos ocurrieron-. Esto representaría 
riesgos a su integridad física o a su vida, y los haría potenciales víctimas de extorsión o 
sobornos a cambio de continuar dando información falsa o incompleta a las autoridades 
ministeriales, orientándolas a seguir líneas de investigación deliberadamente fútiles e 
inconsecuentes. 

Esas limitaciones podrían ser insalvables hasta el punto en que el Ministerio Público tuviera 
que elaborar una nueva teoría del caso, recurrir a hipótesis delictivas adicionales. desarrollar 
nuevas líneas de investigación, y buscar medios de prueba, testigos o colaboradores 
alternativos. Dado el avance en la integración de la carpeta, todo esto representaría un notable 
retroceso de tiempo y un uso ineficiente de los recursos humanos, financieros y materiales 
que se han usado hasta el momento en la investigación. Incluso, dada la complejidad de los 
delitos que se investigan, existe la posibilidad de que no haya opciones adicionales de líneas 
de investigación o medios de prueba a los que se revelaran en la solicitud de información, lo 
que impediría de plano que el Ministerio Público continuara con su fin constitucionalmente 
válido de investigar delitos para contar con elementos para el ejercicio de la acción penal y/ 
permitir e cceso a la justicia a las víctimas del delito. 'f 
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"Resulta evidente que la corrupción trasciende de militancias partidistas, proyectos ideológicos y 
órdenes de gobierno. La corrupción, como sostienen los estudios en la materia, ha logrado 
instaurarse en un sistema con capacidad de autorregularse y, por ende, de actualizar 
mecanismos de defensa frente a los esfuerzos gubernamentales por combatirla.· 

Dada esa urgencia, se determinó crear una fiscalía especializada para combatir penalmente la 
corrupción (p. 67): 

"La Fiscalía en la materia estará a cargo de su investigación al dotar de las capacidades técnicas 
necesarias para desempeñar sus funciones. Cabe mencionar que en términos de la reciente 
reforma constitucional en materia político electoral que otorga autonomía constitucional a al 
Fiscalia General de la República, la fiscalía especializada en combate a la corrupción. contará 
con el marco jurídico suficiente para investigar y perseguir de forma efectiva los delitos en esta 
materia." 

Por lo tanto, La sociedad en su conjunto es quien recibe Los beneficios de que el Ministerio 
Público Lleve a su término con el debido sigilo Las investigaciones por delitos de corrupción 
y ejerza La acción penal. Estos beneficios, que Llegan a La sociedad en general, incluyen La 
reparación de Los daños que causa ese tipo de conductas y La recuperación del ejercicio de 
Los derechos fundamentales que se hubieran frenado con esos delitos, sólo pueden 
alcanzarse al guardar La reserva de La información de Las carpetas de investigación en 
trámite que marca La Ley. 

c. Principio de proporcionalidad. El que la información esté reservada permite que el Ministerio 1 
Público cumpla con su fin constitucionalmente válido y, apegándose al principio de 
proporcionalidad, resulta el medio más idóneo para proteger los actos que conllevan alcanzar 
los fines del proceso penal. 

La reserva de la información protege el fin constitucionalmente válido del Ministerio Público, 
que es correlativo al derecho humano de acceso a la justicia y, de ese modo. esclarecer los 
hechos, proteger al inocente. procurar que el culpable no quede impune y reparar los daños 
causados por el delito. 

La reserva de la información de la carpeta de investigación requerida en la solicitud no implic 
una restricción del derecho de acceso a la información. Dada La naturaleza de e 
información, su reserva es proporcional porque atiende La importancia de la protección 
interés jurídico que se tutela con los delitos por hechos de corrupción (el funcionamie to 
normal y ordenado de La Administración Pública), de la correcta administración de just -ia 
y del interés general que hay en que se cumpla el proceso penal en las investigacione de 
este tipo de delitos, que permite, entre otras cosas, la reparación del daño y el 
establecimiento de garantías de no repetición. Además, es necesario reiterar que est 
reserva se desprende de lo que establece el CNPP en su art. 218, n relación con la LFTAIP, 
art. 110, frac. XII. En suma, es claro que La investigación y pers ución de los delitos por 
hechos de corrupción es de interés general. La divulgación e información de esas 
investigaciones ignoraría ese interés. 

Por lo anterior. se advierte un nexo causal entre la entrega . información requerida y/ 
afectaciones a la debida diligencia que rige el actuar del M' . erio f úblico y al interés genr 
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que se alcanza con él. Así. no hay justificación para vulnerar esos principios frente al derecho 
a la información del solicitante. 

ii. LFTAI, art. 110, frac. XIII 

a. Riesgo real. demostrable e identificable. Publicar información sobre una carpeta de 
investigación en trámite impide que el Ministerio Público alcance su fin constitucionalmente 
válido y de interés general de investigar delitos y, con ello, que se alcancen Los objetivos del 
proceso penal: permitir el esclarecimiento de los hechos, proteger al inocente. procurar que el 
culpable no quede impune y que los daños causados por los delitos se reparen. 

La relevancia de la reserva de las carpetas de investigación se debe primordialmente a que 
el cumplimiento de esta obligación constitucional del Ministerio Público es el medio por el 
cual se permite cumplir con el derecho humano de acceso a La justicia -igualmente 
reconocido en la Constitución- y todo Lo que conlleva: esclarecer Los hechos, proteger al 
inocente, procurar que el culpable no quede impune y reparar los daños causados por el 
delito. 

Al publicar la información requerida, en Los hechos se daría acceso a carpetas de 
investigación a personas que no son parte del proceso penal, contrario a lo establecido en 
el art. 21.8 del CNPP. La principal consecuencia de esto es que el propio agente del 
Ministerio Público dejaría de tener certeza sobre sus acciones respecto esa carpeta de 
investigación, lo que impactaría negativamente en la posibilidad de continuar su 
integración. Por ejemplo. se abriría la posibilidad de que el investigado. Los declarantes o su 
representantes Legales Lo demandaran por eventuales violaciones a sus derecho 
constitucionales como parte del proceso penal, incluyendo La presunción de inocencia, el qu 
se le informe por La autoridad competente de Los hechos que se Le imputan, La oportunidad de 
presentar testigos y pruebas a su favor, o La facilitación de todos los datos que solicite para su 
defensa. En ese caso. el agente del Ministerio Público tendría que distraer su atención y tiempo 
de la investigación penal a su cargo para defenderse contra esos cargos. Asimismo, quienes 
hubieran presentado la denuncia, tos testigos y otras personas que aportarían pruebas o 
indicios que se usaran en la investigación podrían dejar de querer colaborar porque sabrían 
que la información que proveyeran a la carpeta sería pública. potencialmente exhibiéndolos a 
ellos mismos y poniéndolos en una situación de riesgo. De este modo, el agente del Ministerio 
Público se encontraría con obstáculos para obtener medios de prueba que contribuyan a 
probar la hipótesis delictiva con La que trabaja. 

Adicionalmente, La revelación de datos de las carpetas podría llevar a que agentes del 
Ministerio Público se expusieran a cometer el delito previsto en el art. 225, frac. XXVIII del 
Código Penal Federal: delitos contra la administración de justicia en su modalidad de dar a 
conocer a quien no tenga derecho documentos. constancias o información que obren en una 
carpeta de investigación o en un proceso penal y que, por disposición de La Ley o resolución 
de La autoridad judicial. sean reservados o confidenciales, tal como Lo son Las carpetas de. ! 
investigación de acuerdo con el art. 218 del CNPP. Esto, además de eventuales faltas 
administrativa . Ante ello, igualmente tendrían que dejar de atender Las carpetas para 
concentrarse e su defensa. Cualquiera de esas situaciones representa obstáculos para que 
el Ministerio Pút)lico continuara con su obligación constitucional de investigar delitos y, con 
ello, afectaría el eJercicio del derecho de acceder a La administración de justicia. 

ación requerida colocaría aún más obstáculos a la investigación 
o de plano que el Ministerio Público cumpla con su funció _ 
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b. Perjuicio que supera el interés público. En el Dictamen en sentido positivo a Las iniciativas con 
proyecto de decreto por el que se reforman, adicionan y derogan diversas disposiciones de la 
Constitución Política de Los Estados Unidos Mexicanos en materia del Sistema Nacional 
Anticorrupción a cargo de la Cámara de Origen, se señala que (p. 32): 

"Resulta evidente que la corrupción trasciende de militancias partidistas. proyectos ideológicos y 
órdenes de gobierno. La corrupción, como sostienen los estudios en la materia, ha logrado 
instaurarse en un sistema con capacidad de autorregularse y, por ende, de actualizar 
mecanismos de defensa frente a los esfuerzos gubernamentales por combatirla." 

Dada esa urgencia, se determinó crear una fiscalía especializada para combatir penalmente La 
corrupción (p. 67): 

"La Fiscalía en la materia estará a cargo de su investigación al dotar de las capacidades técnicas 
necesarias para desempeñar sus funciones. Cabe mencionar que en términos de la reciente 
reforma constitucional en materia político electoral que otorga autonomía constitucional a al 
Fiscalía General de la República, la fiscalía especializada en combate a la corrupción, contará 
con el marco jurídico suficiente para investigar y perseguir de forma efectiva los delitos en esta 
materia." 

1 
Por lo tanto, la sociedad en su conjunto es quien recibe los beneficios de que el Ministerio~ 
Público lleve a su término con el debido sigilo las investigaciones por delitos de corrupción 
y ejerza la acción penal. Estos beneficios, que llegan a la sociedad en general, incluyen la 
reparación de los daños que causa ese tipo de conductas y la recuperación del ejercicio de ' 
los derechos fundamentales que se hubieran frenado con esos delitos, sólo pueden 
alcanzarse al guardar la reserva de la información de las carpetas de investigación en 
trámite que marca la ley. 

c. Principio de proporcionalidad. EL que La información esté reservada permite que el Ministerio 
Público cumpla con su fin constitucionalmente válido y, apegándose al pri ncipio de 
proporcionalidad, resulta el medio más idóneo para proteger Los actos que conllevan alcanzar 
Los fines del proceso penal. 

La reserva de la información protege el fin constitucionalmente válido del Ministerio Público. 
que es correlativo al derecho humano de acceso a La j usticia y, de ese modo, esclarecer Los 
hechos, proteger al inocente, procurar que el culpable no quede impune y reparar los daño 
causadospor eldellio. 

La reserva de La información de La carpeta de investigación requerida en La solicitud no impl' 
una restricción del derecho de acceso a la información. Dada la naturaleza de sa 
información, su reserva es proporcional porque atiende la importancia de la protección el 
interés jurídico que se tutela con los delitos por hechos de c rrupción (el funcionamiento 
normal y ordenado de la Administración Pública}, de la corre ta administración de justicia 
y del interés general que hay en que se cumpla el proceso p al en las investigaciones d 
este tipo de delitos, que permite, entre otras cosas, reparación del daño y el 
establecimiento de garantías de no repetición. Además, es necesario reiterar que esta 
reserva se desprende de lo que establece el CNPP en su art. 2 8, en relación con la LFTAIP, 
art. 110, frac. XIII. En suma, es claro que la investigación y p secución de los delitos pr r 
hechos de corrupción es de interés general. La divulgad de información de esa 
investigaciones ignoraría ese interés. / ~ 
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Por Lo anterior. se advierte un nexo causal entre La entrega de La información requerida y 
afectaciones a La debida diligencia que rige el actuar del Ministerio Público y al interés general 
que se alcanza con él. Así. no hay justificación para vulnerar esos principios frente al derecho 
a La información del solicitante. 

2. Clasificación como confidencial de datos oersonales de oersonas físicas. 

En Las carpetas de investigación a cargo de la FEMCC se encuentra información que se ubica 
en el ámbito de lo privado, encontrando para tal efecto La protección bajo La figura de 
La confidencialidad en términos del artículo 113, fracción I de La LFTAIP. AL publicar 
información relacionada con alguna indagatoria, denuncia o carpeta de investigación en 
contra de una persona física identificada o identificable, como es el caso que nos ocupa, se 
estaría atentando contra la intimidad, honor, buen nombre y presunción de inocencia de la 
persona en comento. 

De esta forma, La imposibilidad por parte de esta Fiscalía Especializada para señalar La 
existencia o no de La información requerida actualiza La causal de confidencialidad prevista en 
el artículo 113, fracción I de La LFT Al P, que a La Letra establece: 

Artículo 113. Se considera informacíón confidencíal: 
l. La que contiene datos personales concernientes a una persona física identificada o 
identificable; 
! ... } 

Asimismo. este precepto legal establece que La información confidencial no estará suj eta a 
temporalidad alguna y sólo podrán tener acceso a ella los titulares de ésta, sus representantes 
Legales y Los servidores públicos facultados para ello. 

Por tal motivo. se insiste que dar a conocer información que asocie a una persona con La 
existencia de alguna denuncia, imputación, procedimiento relacionado con La comisión de 
delitos afectaría directamente su intimidad, honor y buen nombre. Incluso, vulnera la 
presunción de inocencia al generar un juicio a priori por parte de la sociedad sin que La 
autoridad competente haya determinado su culpabilidad o inocencia a través del dictado de 
una sentencia. 

AL efecto. se debe considerar que dichos derechos están constitucional e 
internacionalmente reconocidos. conforme Los articulas 1· y 6' de nuestra Constitución, de 
donde se desprende que toda persona tiene derecho a que se le respete su vida privada y 
todo Lo que esto conlleva, así como al normal desarrollo de su personalidad, por Lo que, 
inclusive, el artículo 6º apartado A fracción 11 Constitucional prevé expresamente: 

Articulo 60. La manifestación de las ideas no será objeto de ninguna inquisición judicial / 
administrativa. sino en el caso de que ataque a la moral, la vida privada o los derechos de 
terceros, provoq e algún delito, o perturbe el orden público; el derecho de réplica será 
ejercido en los tér, ·nos dispuestos por la ley. El derecho a la información será garantizado por 
el Estado. 
f...} 

a l vida privada y los datos personales será protegida en los 
s q~e fijen las leyes. 
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Aunado a esto, el Código Nacional de Procedimientos Penales (CNPP), específicamente en su 
artículo 15, dispone que cualquier persona tiene derecho a que se respete su intimidad, se 
proteja la información de su vida privada y sus datos personales, cuando participe como 
parte en el procedimiento penal. a saber: 

Artículo 15, Derecho a la intimidad y a la privacidad 
En todo procedimiento penal se respetará el derecho a la intimidad de cualquier persona que 
intervenga en él, asimismo se protegerá la información que se refiere a la vida privada y los 
datos personales, en los términos y con las excepciones que fijan la Constitución, este Código y 
la legislación aplicable. 

Es oportuno traer a colación Lo dictado por La Suprema Corte de Justicia de La Nación en Las 
siguientes Tesis Jurisprudenciales, donde establece que el derecho de acceso a La 
información tiene límites. Los cuales aplican en el momento en que se afectan el honor. el 
decoro, el respeto, la honra, la moral, la estimación y la privacidad de las personas. Además. 
define La afectación a la moral como La alteración que sufre una persona a su decoro, honor. 
reputación y vida privada. y el respeto de La sociedad por La comisión de un hecho ilícito, a 
saber: 

DAÑO MORAL. ES LA ALTERACIÓN PROFUNDA QUE SUFRE UNA PERSONA EN SUS 
SENTIMIENTOS, AFECTOS, CREENCIAS, DECORO, HONOR, REPUTACIÓN, VIDA PRIVADA, 
CONFIGURACIÓN Y ASPECTOS FÍSICOS, O BIEN, EN LA CONSIDERACIÓN QUE DE SÍ MISMA 
TIENEN LOS DEMÁS, PRODUCIDA POR HECHO ILÍCITO. l...] Así, de acuerdo al texto positivo, por 
daño moral debe entenderse la alteración profunda que una persona sufre en sus sentimientos, 
afectos, creencias, decoro, honor, reputación, vida privada, configuración y aspectos físicos, o 
bien, en la consideración que de sí misma tienen los demás, producida por un hecho ilícito. Por 
tanto, para que se produzca el daño moral se requiere: a) que exista afectación en la persona, de 
cualesquiera de los bienes que tutela el artículo 1916 del Código Civil: b) que esa afectación sea 
consecuencia de un hecho ilícito; y, c) que haya una relación de causa-efecto entre ambos 
acontecimientos.f11_ 

DERECHO A LA INFORMACIÓN. NO DEBE REBASAR LOS LÍMITES PREVISTOS POR LOS 
ARTÍCULOS 60., 70. Y 24 CONSTITUCIONALES. El derecho a la información tiene como límites el 
decoro, el honor, el respeto, la circunspección, la honestidad, el recato, la honra y la estimación, 
l...J en ejercicio de ese derecho no debe menoscabar la moral, los derechos de tercero, que implica 
el honor, la dignidad y el derecho a la intimidad de éste, en su familia y decoro; así como tampoco 
puede, en ejercicio de ese derecho, provocar algún delito o perturbar el orden público. 1 ... /.[gl 

DERECHO A LA INFORMACIÓN. SU EJERCICIO SE ENCUENTRA LIMITADO TANTO POR L 
INTERESES NACIONALES Y DE LA SOCIEDAD, COMO POR LOS DERECHOS DE TERCEROS. 
El derecho a la información consagrado en la última parte del artículo 60. de la Constituc · n 
Federal no es absoluto, sino que, como toda garantía, se halla sujeto a limitacion o ,. 
excepciones que se sustentan, fundamentalmente, en la protección de la seguridad nacían l ~ 1/ 
en el respeto tanto a los intereses de la sociedad como a los d rechos de los gobernadoif 
limitaciones que, incluso, han dado origen a la figura jurídica del ecreto de información que 
se conoce en la doctrina como ureserva de informaciónu o nse reto burocráticou. En estas 
condiciones. al encontrarse obligado el Estado, como sujeto pasivo e la citada garantía, a velar 
por dichos intereses. con apego a las normas constitucionalés y leg les, el mencionado derecho 
no puede ser garantizado indiscriminadamente, sino que el res to a su ejercicio encuentrv 
excepciones que lo regulan y a su vez lo garantizan, en atención la materia a que se refiera: 
así, en cuanto a la seguridad nacional, se tienen normas que. por u La~~ringen el acceso 
la información en esta materia, en razón de que su conocim · lico puede gen;:,años a 
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los intereses nacionales y, por el otro, sancionan la inobservancia de esa reserva; por lo que hace 
al interés social, se cuenta con normas que tienden a proteger la averiguación de los delitos. la 
salud y la moral públicas. mientras que por lo que respecta a la protección de la persona 
existen normas que protegen el derecho a la vida o a la privacidad de los gobernados.l:31 

Por su parte, La Declaración Universal de los Derechos Humanos, prevé: 

Articulo 12. Nadie será objeto de injerencias arbitrarias en su vida privada, su familia, su 
domicilio, o su correspondencia. ni de ataques a su honra o a su reputación. Toda persona tiene 
derecho a la protección de la ley contra tales injerencias o ataques. 

Sobre el mismo tema. en La Convención Americana sobre los Derechos Humanos. señala: 

Artículo 11. Protección de la Honra y de la Dignidad. 
1.- Toda persona tiene derecho al respeto de su honra y al reconocimiento de su dignidad. 
2. - Nadie puede ser objeto de injerencias arbitrarias o abusivas en su vida privada. en la de su 
familia, en su domicilio o en su correspondencia, ni de ataques ilegales a su honra o reputación. 
3. - Toda persona tiene derecho a la protección de la ley contra esas injerencias o esos 
ataques. 

Además, el Pacto Internacional de los Derechos Civiles y Políticos. establece: 

Artículo 17 
1. Nadie será objeto de injerencias arbitrarias o ilegales en su vida privada, su familia, 
su domicilio o su correspondencia. ni de ataques ilegales a su honra y reputación. 
2. Toda persona tiene derecho a La protección de la ley contra esas injerencias o esos 
ataques. 

No se debe omitir mencionar que La presunción de inocencia es una garantía de cualquier 
persona imputada. prevista en el artículo 20 de La CPEUM, que a la letra dispone: 

Artículo 20. El proceso penal será acusatorio y oral. Se regirá por Los principios de publicidad, 
contradicción, concentración. continuidad e inmediación. 

B. De los derechos de toda persona imputada: 
A que se presuma su inocencia mientras no se declare su responsabilidad mediante sentencia 
emitida por el juez de la causa. 

Concatenado a esto. uno de los princ1p1os rectores que rigen el proceso penal. es el 1 
de presunción de inocencia, consagrado en el artículo 13 del CNPP. que a La letra establece/ 

Artículo 13. Principio de presunción de inocencia 
Toda persona se presume inocente y será tratada como tal en todas las etapas del 
p_rocedimiento, mientras no se declare su responsabilidad mediante sentencia emitida por el 
Organo jurisd"ccional, en los términos señalados en este Código. 

Todo Lo expue to y fundado está entre las principales razones por las que el artículo 218 del 
Código Nacion l de Procedimientos Penales prevé la reserva de la investigación, que 
inclusive ha sido da por el Alto Tribunal al estar conforme lo previsto por el artículo 6° 
Apartado A frac n I Constitucional. que dispone que la información que se refiere a La vid 
privada y Los to rsonales de las personas está protegida en Los términos Legalmen 
previstos. 
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Sobre el particular. tenemos el contenido del artículo 218 primer párrafo del Código Nacional 
de Procedimientos Penales. que a La Letra refiere: 

Artículo 218. Los registros de la investigación. así como todos los documentos. 
independientemente de su contenido o naturaleza. los objetos, los registros de voz e imágenes 
o cosas que le estén relacionados, son estrictamente reservados, por lo que únicamente las 
partes, podrán tener acceso a los mismos. con las limitaciones establecidas en este Código y 
demás disposiciones aplicables. 
! .. .J 

Por Lo que, al efecto, en el caso que nos ocupa. se actualiza La limitante del derecho a La 
información, constreñida en La confidencialidad y secrecía que Le asiste a toda persona, 
como en el caso Lo es de La persona de quien se solicita La información. 

Asimismo. es necesario considerar que Los funcionarios públicos no por tener ese carácter 
dejan de estar sujetos a La protección de sus derechos humanos consagrados y garantizados 
en Los artículos 1·. 6, 14, 16, 20 y 21 de La Constitución Política de Los Estados Unidos Mexicanos. 

Lo anterior es así ya que La Suprema Corte de Justicia de la Nación ha determinado que, 
aunque el derecho a La privacidad de Los servidores públicos se encuentra más atenuado que 
el resto de La sociedad al estar sujetos a un mayor escrutinio social, el hecho de ser un servidor 
público no implica que todas sus actividades o sus circunstancias sean de interés para La 
sociedad o que, por ello, se deba dejar de proteger su derecho al honor, la dignidad 
humana, La vida privada, entre otros. 

Abona a lo anterior lo resuelto por la Corte lnteramericana de Derechos Humanos respecto de 
La privacidad de los funcionarios públicos en el caso Fontevecchia y D'Amico vs Argentina. 
donde concluyó que los servidores públicos, al igual que cualquier otra persona, están 
amparados por la protección que Les brinda el artículo 11 de la Convención Americana 
sobre Derechos Humanos(Pacto de San José), el cual consagra el derecho a la vida privada y 
prohíbe toda injerencia arbitraria o abusiva en ella. 

Por su parte, el Pacto internacional de Derechos Civi les y Políticos, en su artículo 17, prevé el 
derecho a la privacidad y su protección por La ley, lo cual se concatena con lo dispuesto en 
la Declaración Universal de los Derechos Humanos en su artículo 12 establece que nadie será 
objeto de injerencias arbitrarias en su vida privada, su familia, su domicilio o su 
correspondencia, ya que toda persona tiene derecho a la protección de la ley contra tale 
injerencias o ataques. 

En tal consideración, relativa a La protección de Los derechos fundamentales de Los servido s 
públicos, cobra aplicación La tesis emitida por La Primera Sala de La Suprema Corte de Justi _i 

de La Nación de datos de Localización Décima Época, Tesis: 1a. Vll/2012 (1oa.) Fuent . 
Semanario Judicial de La Federación y su Gaceta. Libro V, Febrero de 2012, Tomo 1, pág ina 655 
y rubro siguiente: 

INFORMACIÓN CONFIDENCIAL. LÍMITE AL DERECHO DE ACCESO LA INFORMACIÓN (LEY 
FEDERAL DE TRANSPARENCIA Y ACCESO A LA INFORMACIÓN PÚ /CA GUBERNAMENTAL). 
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derecho. sin embargo, ambas remiten a la legislación secundaria para el desarrollo de los 
supuestos específicos en que procedan las excepcíones que busquen proteger los bienes 
constitucionales enunciados como límites al derecho de acceso a la información. Así. en 
cumplimiento al mandato constitucional. la Ley Federal de Transparencia y Acceso a la 
Información Pública Gubernamental establece dos criterios bajo los cuales la información podrá 
clasificarse y, con ello. límitar el acceso de los particulares a la misma: el de información 
confidencial y el de información reservada. En lo que respecta al límite previsto en la Constitucíón, 
referente a la vida privada y los datos personales. el artículo 18 de la ley estableció como criterio 
de clasificación el de información confidencial. el cual restringe el acceso a la información que 
contenga datos personales que requieran el consentimiento de los individuos para su difusión, 
distribución o comercialización. Lo anterior también tiene un sustento constitucional en lo 
dispuesto en el segundo párrafo del articulo 16 constitucional. el cual reconoce que el derecho a 
la protección de datos personales -así como al acceso. rectificación y cancelación de los mismos­
debe ser tutelado por regla general. salvo los casos excepcionales que se prevean en la 
legislación secundaria; así como en la fracción V. del apartado C, del artículo 20 constitucional, 
que protege la identidad y datos personales de las víctimas y ofendidos que sean parte en 
procedimientos penales. Así pues. existe un derecho de acceso a la información pública que rige 
como regla general, aunque limitado, en forma también genérica, por el derecho a la protección 
de datos personales. Por lo anterior. el acceso público -para todas las personas 
independientemente del interés que pudieren tener- a los datos personales distintos a los del 
propio solicitante de información sólo procede en ciertos supuestos. reconocidos expresamente 
por las leyes respectivas. Adicionalmente. la información confidencial puede dar lugar a la 
clasificación de un documento en su totalidad o de ciertas partes o pasajes del mismo. pues 
puede darse el caso de un documento público que sólo en una sección contenga dato 
confidenciales. Por último, y con{ arme a lo dispuesto en el artículo 21 de la ley. la restricción d 
acceso a la información confidencial no es absoluta, pues puede permitirse su difusió 
distribución o comercialización si se obtiene el consentimiento expreso de la persona a que hag 
referencia la información. 

Luego entonces, podemos concluir que. a pesar de que una persona identificada o 
identificable sea servidor público. aunque de forma reducida. Le siguen asistiendo La 
protección a sus derechos fundamentales, constitucionalmente garantizados, razón por La 
cual se Les deben de proteger y garantizar su derecho al honor, La dignidad humana y a La 
vida privada. 

Por lo que, al efecto. en el caso que nos ocupa, se actualiza la limitante del derecho a la 
información, constreñida en la confidencialidad y secrecía que le asiste a toda persona, como 
en el caso lo es, de las personas de quienes solicitan la información. 

No se omite señalar que el INAI va ha confirmado La confidencialidad invocada en términos 
del art. 113, frac. 1 de La LFTAIP resoecto a La emisión de un pronunciamiento afirmativo o 
negativo sobre La existencia o inexistencia de denuncias o investigaciones donde se 
identifique a personas físicas (hayan sido o no funcionarios públicos) en sus resoluciones a 
los recursos de revisión. por ejemplo. RRA 5521/22, RRA 6504/22, RRA 8924/22 ó RRA 2482./23 
debido a q e, si se revelara esa información. se afectarían el derecho a la privacidad de dati 
personales, l derecho a la propia imagen y el derecho a la intimidad de Las person 
denunciadas investa·ga s. En el mismo sentido, en su resolución RRA 12782/22, el IN 1 

señaló que "se onsid que dar a conocer La existencia o no de algún procedimiento de 
investigación po ibl s actos ilícitos, constituye información confidencial que afecta la 
esfera privada os sérvidores públicos señalados en Los documentos. al generar una 
percepción n ati de ésta, sin que se hubiere probado las presuntas irregularidade 
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cometidas por los servidores públicos en desempeño de su encargo. Por lo que, vincular el 
nombre de una persona o personas con quejas o denuncias relacionadas con procedimientos 
que no cuentan con una sanción firme, afectaría La protección de su intimidad, honor y 
presunción de inocencia. al poder genera un j uicio a priori por parte de La sociedad." 

Presunción de inocencia como rea/a de trato orocesal 

La Primera Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, en la tesis de rubro 
"PRESUNCIÓN DE INOCENCIA COMO REGLA DE TRATO PROCESAL", estableció que la 
presunción de inocencia es un derecho que puede ser calificado de "poliédrico", en el sentido 
de que tiene múltiples manifestaciones o vertientes. cuyo contenido se encuentra asociado 
con distintas garantías procesales. 

Al efecto y para el caso que nos ocupa, se debe considerar que de proporcionar La información 
solicitada se transgrediría la presunción de inocencia como regla de trato procesal que le 
asiste al referido servidor público en todo momento, ya que en dicho precedente, la Primera 
Sala determinó que la presunción de inocencia como regla de trato procesal se entiende 
como una regla de tratamiento del imputado y el contenido de este derecho fundamental 
consiste en establecer la forma en la que debe tratarse a una persona que está sometida a 
proceso penal. 

En concordancia con lo anterior. en el amparo directo en revisión 1481/2013, La Primera Sala 
manifestó que la finalidad de la presunción de inocencia en esta vertiente es impedir la 
aplicación de medidas judiciales que impliquen una equiparación de hecho entre imputado y 
culpable y, por Lo tanto. cualquier tipo de resolución j udicial que suponga la anticipación de la 
pena. 

EL 18 de mayo de 2016, ese mismo órgano de la Suprema Corte, al analizar el amparo directo 
en revisión 2537 /2013, falló en el sentido de que La exposición mediática de las personas 
imputadas puede ser suficientemente robusta para que pueda considerarse que ha generado 
una percepción estigmatizante y que eleva de modo significativo la probabilidad de que los 
testimonios y las pruebas recabadas contengan información parcial y, por ende, cuestionable. 

En esta lógica, la presunción de inocencia supone el derecho de una persona a ser tratada 
como inocente en tanto no haya sido declarada su culpabilidad por virtud de una sentencia 
judicial precedida por un proceso con todas Las garantías. 

Es a esta faceta de la presunción de inocencia a la que normalmente aluden los tratado V 
internacionales de derechos humanos y los textos constitucionales cuando hacen referenc a 
a este principio. , / 

. l / 
La fracción l. del apartado B. del artículo 20 de La Constitución Política de Los Estados Unidoif 
Mexicanos cubre esta vertiente del derecho al establecer que Los inculpados tienen derecho 
a "que se presuma su inocencia mientras no se declare su responsabilidad mediante sentencia 
emitida por eljuez de La causa". 

Por Lo que hace al orden internacional, la Corte lnteramericana Derechos Humanos ha 
señalado lo siguiente sobre el principio de presunción de inocencia / 

1. Constituye un fundamento de las garantias j udiciales, "al afirmar la ea de'(Jue una persona -
es inocente hasta que su culpabilidad sea demostrada ", de m~ dicho principio 'es 
elemento esencial para la realización efectiva del derecho a la~ efen a". 
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2. En el caso Ricardo Canese vs. Paraguay, la Corte lnteramericana determinó que la presunción 
de inocencia implica "que el imputado goza de un estado jurídico de inocencia o no 
culpabilidad mientras se resuelve acerca de su responsabilidad penal. de modo tal que debe 
recibir del Estado un trato acorde con su condición de persona no condenada". 

3. En la medida que "la demostración fehaciente de la culpabilidad constituye un requisito 
indispensable para la sanción penal". es el acusador el que debe demostrar que el ilícito 
penal es atribuible a la persona imputada, es decir. que ha participado culpablemente en su 
comisión. 

3, 

Así, el principio de presunción de inocencia "acompaña al acusado durante toda la tramitación 
del proceso hasta que una sentencia condenatoria que determine su culpabilidad quede firme" . 

En esa tesitura. es dable concluir que como en el caso que nos ocupa, dar a conocer 
información que implique revelar datos que se contengan en carpetas de investigación, las 
cuales son asociadas a personas con la existencia de alguna denuncia, imputación, 
procedimiento relacionado con la comisión de delitos, afecta su derecho a la presunción 
de inocencia en su vertiente de regla de trato procesal. 

Lo anterior es así. ya que la divulgación de la información por cualquier medio, por ejemplo, 
en medios de comunicación. puede causar sesgo en la opinión pública y una sobreexposición 
que pudiera vulnerar su derecho de defensa. así como en la percepción y actuación del órga n 
jurisdiccional encargado de resolver el asunto. con la consecuente apUcación de medida 
judiciales que impliquen una equiparación de hecho entre imputado y culpable. Lo qu 
ocasionaría una vulneración a su derecho de presunción de inocencia como regla de trat 
procesal y por ende una resolución jurisdiccional no favorable a Las víctimas u ofendidos, ni a 
La sociedad por violaciones intraprocesales al habérsele expuesto como culpable sin que 
exista una sentencia judicial firme. 

Ello por generar La posibilidad de emitir un juicio a priori por parte de La sociedad e influir al 
órgano jurisdiccional para determinar La culpabilidad del imputado a través del dictado de una 
sentencia condenatoria. 

En este sentido. sería el propio Estado quien indebidamente intervendría para crear una/ 
imagen negativa que afecte al imputado en el proceso penal que en el supuesto sin conceder 
se Le seguiría en su contra. así como su reputación, su seguridad individual o familiar. de ta 
forma que se alcance a generar un efecto jurídicamente perjudicial y estigmatizante. 

Siendo por ello que este sujeto obligado se encuentra imposibilitado para otorgar la 
información solicitada, ya que en su caso, correspondería, al poder judicial determinar si en 
el supuesto sin conceder, respecto a los hechos con apariencia de delito denunciados y 
conforme a las indagatorias realizadas por el agente del Ministerio Público de la 
Federación, existen o no, hechos delictivos, pues de conformidad con el marco 
constitucional. convencional y Legal citado, actuar de forma contraria se correría el riesgo de 
vulnerar [ presunción de inocencia como regla de trato procesal que le asiste a todas las 
personas en el caso de quien solicitan La información. Máxime que en el Estado Mexicano 
aún no ha ido declarada alguna culpabilidad al respecto, por algún delito, donde pes 
sobre él un entenci 'udicial firme. 

c'al de datos oersonal s de oersonas morales. 
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En la carpeta de investigación requerida se encuentra información de personas morales que 
se ubica en el ámbito de lo privado. y divulgarla vulneraría sus derechos a la privacidad. 
al buen nombre y honor. así como a la intimidad y a la presunción de inocencia. 

De esta forma. actualiza la causal de confidencialidad prevista en el artículo 113, fracción 111 de 
la LFTAIP, que a la letra establece: 

Artículo 113. Se considera información confidencial: 
f...] 

111. Aquella que presenten los particulares a los sujetos obligados, siempre que tengan el 
derecho a ello, de conformidad con lo dispuesto por las leyes o los tratados internacionales. 

La información confidencial no estará sujeta a temporalidad alguna y sólo podrán tener acceso 
a ella los titulares de la misma, sus representantes y los Servidores Públicos facultados para ello. 

De igual forma, es preciso señalar que los numerales Trigésimo Octavo y Cuadragésimo de 
los Lineamientos Generales en materia de clasificación y desclasificación de la información así 
como la elaboración de versiones públicas, disponen lo siguiente: 

Trigésimo octavo. Se considera información confidencial: 
l. Los datos personales en los términos de la norma aplicable: 

11. La que se entregue con tal carácter por los particulares a los sujetos obligados, siempre y 
cuando tengan el derecho de entregar con dicho carácter la información, de conformidad con lo 
dispuesto en las leyes o en los Tratados Internacionales de los que el Estado mexicano sea parte, 
y 
111. Los secretos bancario, fiduciario, industrial, comercial, fiscal, bursátil y postal cuya titularidad 
corresponda a particulares, sujetos de derecho internacional o a sujetos obligados cuando no 
involucren el ejercicio de recursos públicos. 

Cuadragésimo. En relación con el último párrafo del artículo 116 de la Ley General, para clasificar 
la información por confidencialidad, no será suficiente que los particulares la hayan entregado 
con ese carácter ya que los sujetos obligados deberán determinar si aquéllos son titulares de la 
información y si tienen el derecho de que se considere clasificada, debiendo fundar y motivar la 
confidencialidad. La información que podrá actualizar este supuesto, entre otra, es la siguiente: 
l. La que se refiera al patrimonio de una persona moral, y 
11. La que comprenda hechos y actos de carácter económico, contable, iuridico o 
administrativo relativos a una persona, que pudiera ser útil para un competidor por ejemplo, la 
relativa a detalles sobre el manejo del negocio del titular, sobre su proceso de toma de decisiones 
o información que pudiera afectar sus negociaciones, acuerdos de los órganos de administració 
políticas de dividendos y sus modificaciones o actas de asamblea. 

En ese tenor, al encontrarse dentro de los supuestos que inciden en el ámbito privado de s 
personas, se advierte que conocer si se ha investigado por la pos· le comisión de un ilícito V 
la que se vea involucrada una persona moral identificada y a ceder a la documentación 
generada al respecto, es información que únicamente interesa a su titular y cuya difusió 
podría ser susceptible de afectaciones en su imagen, prestigio y uen nombre. 

Además, como ya se mencionó, el dar a conocer información qu asocie persona con La/ 
existencia de algún procedimiento de investigación, afectaría dire .mente su intimidad. honor 
y buen nombre. incluso vulnera la presunción de inocenci at enerar un juicio a priori por 
parte de la sociedad, sin que La autoridad competente a d :erminado su culpa · ad o 
inocencia a través del dictado de una sentencia condena 
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AL efecto, se debe considerar que dichos derechos están constitucional e 
internacionalmente reconocidos, conforme Los artículos 1· y 6° de nuestra Carta Magna, de 
donde se desprende que toda persona tiene derecho a que se Le respete su vida privada y 
todo lo esto conlleva. así como el normal desarrollo de su personalidad, por lo que inclusive 
el artículo 6º apartado A, fracción 11 Constitucional prevé expresamente: 

Artículo 60. La manífestación de las ideas no será objeto de nínguna ínquisición judícíal o 
administrativa, sino en el caso de que ataque a la moral, la vida privada o los derechos de 
terceros, provoque algún delito, o perturbe el orden público; el derecho de réplica será 
ejercido en los términos dispuestos por la ley. El derecho a la información será garantizado por 
el Estado. 

l...] 
I.La información que se refiere a la vida privada y los datos personales será protegida en los 
términos y con las excepciones que fijen las leyes. 

Aunado a Lo anterior. el Código Nacional de Procedimientos Penales (CNPP), específicamente 
en su artículo 15, dispone que cualquier persona tiene derecho a que se respete su intimidad, 
se proteja La información de su vida privada y sus datos personales. cuando participe como 
parte en el procedimiento penal. a saber: 

Artículo 15. Derecho a la intimidad y a la privacidad 
En todo procedimiento penal se respetará el derecho a la intimidad de cualquier persona qu 
intervenga en él. asimismo se protegerá la información que se refiere a la vida privada y los dato 
personales, en los términos y con las excepciones que fijan la Constitución, este Código y l 
legislación aplicable. 

Refuerza Lo anterior, Lo dictado por la Suprema Corte de Justicia de la Nación, a través de las 
siguientes Tesis Jurisprudenciales. donde establece que el derecho de acceso a La 
información tiene Límites. Los cuales aplícan en el momento en que se afecta el honor. el 
decoro, el respeto. La honra, La moral, la estimación y La privacidad de Las personas: además de 
definir La afectación a La moral. como La alteración que sufre una persona a su decoro, honor. 
reputación, vida privada y el respeto de La sociedad por la comisión de un hecho ilícito, a saber. 

Tesis: /,Jo.e. J/71 (ga.) 
Décima Época 
Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta 
Tribunales Colegiados de Circuito 
1604251 de 3 
Libro IV, Enero de 2012. Tomo 5 Pag. 4036. 

DAÑO MORAL. ES LA ALTERACIÓN PROFUNDA QUE SUFRE UNA PERSONA EN SUS 
SENTIM/ENT05_, AFECTOS, CR_EENCIAS. DECORO, HONOR, REPUTAC{ÓN, VIDA PRIVADA. ¡ 
CONFIGURA(flON .Y ASPECTOS FIS/COS, O BIEN: EN LA CONSIDERACION QUE DE SÍ MISMA 
TIENEN LOS EMAS, PRODUCIDA POR HECHO /LICITO. 
1...1 Así, de ac erdo al texto positivo, por daño moral debe entenderse la alteración profunda 
que una pers a sufre en sus sentimientos, afectos, creencias, decoro, honor, reputación, vida 
privada, confí. ración y aspectos físicos, o bien, en la consideración que de sí misma tienen 
los demás, pro cid or un hecho ilícito. Por tanto, para que se produzca el daño moral se 
requiere: a) que t afectación en la persona, de cualesquiera de los bienes que tutela 
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artículo 1916 del Código Civil; b) que esa afectación sea consecuencia de un hecho ilícito; y, 
c) que haya una relación de causa-efecto entre ambos uc;untt:c;ÍmÍt:11to::.. 

Tesis Aislada 
Novena Época 
Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta 
Tercer Tribunal Colegiado en Materia Civil del Primer Circuito. 
Tomo: XIV, Septiembre de 2001. Tesis: l.30.C.244 C, Página: 1309 

DERECHO A LA INFORMACIÓN. NO DEBE REBASAR LOS LÍMITES PREVISTOS POR LOS 
ARTÍCULOS 60., 70. Y 24 CONSTITUCIONALES. 
El derecho a la información tiene como límites el decoro, el honor, el respeto, la circunspección, 
la honestidad, el recato, la honra y la estimación, pues el artículo 60. otorga a toda persona el 
derecho de manifestar libremente sus ideas y prohíbe a los gobernantes que sometan dicha 
manifestación a inquisición judicial o administrativa, salvo que ataquen la moral, los derechos 
de tercero, provoquen algún delito o perturben el orden público. 
Esta reforma recogió distintas corrientes preocupadas por asegurar a la sociedad una obtención 
de información oportuna, objetiva y plural. por parte de los grandes medios masivos de 
comunicación. Conforme a la evolución del artículo 60. constitucional vigente y comparado con 
lo que al respecto se ha regulado en otros países, se concluye que a lo largo de la historia 
constitucional. quienes han tenido el depósito de la soberanía popular para legislar, se han 
preocupado porque existiera una Norma Suprema que reconociera el derecho del hombre a 
externar sus ideas, con limitaciones específicas tendientes a equilibrar el derecho del 
individuo frente a terceros y la sociedad, puesto que en ejercicio de ese derecho no debe 
menoscabar la moral, los derechos de tercero, que implica el honor, la dignidad y el derech 
a la intímidad de éste, en su familia y decoro; así como tampoco puede, en ejercicio de es 
derecho, provocar algún delito o perturbar el orden público. 
Tales límites son que la opinión no debe atacar la moral, esto es, las ideas que se exterioricen 
no deben tender a destruir el conjunto de valores que sustenta la cohesión de la sociedad en 
el respeto mutuo y en el cumplimiento de los deberes que tienen por base la dignidad humana 
y los derechos de la persona; tampoco debe dañar los derechos de tercero, ni incitar a la 
provocación de un delito o a la perturbación del orden público. 
De modo que la Constitución de mil novecientos diecisiete estableció una obligación por parte del 
Estado de abstenerse de actuar en contra de quien se expresa libremente, salvo que en el 
ejercicio de ese derecho se ataque a la moral, a los derechos de tercero, se provoque algún 
delito o se perturbe el orden público. 

Tesis Aislada 
Novena Época 
Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta 
Tomo: XI, Abril de 2000 
Tesis: P. LX/2000. Página: 74 

DERECHO A LA INFORMACIÓN. SU EJERCICIO SE ENCUENTRA LIMITADO TANTO POR LOS / / 
INTERESES NACIONALES Y DE LA SOCIEDAD, COMO POR LOS DE ECHOS DE TERCEROS. 
El derecho a la información consagrado en la última parte del ·culo 60. de la Constitución 
Federal no es absoluto, sino que, como toda garantía, se h Ua sujeto a limitaciones((· 
excepciones que se sustentan, fundamentalmente, en la protecc1 n de la seguridad nacional y 
en el respeto tanto a los intereses de la sociedad como· a los recho de- los gobernado , 
limitaciones que, incluso, han dado origen a la figura jurídica de eto de información q 
se conoce en la doctrina como "reserva de informaciónº se eto burocrático'. En estas 
condiciones. al encontrarse obligado el Estado, como sujeto e la citada ga~ a velar 
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por dichos intereses. con apego a las normas constitucionales y legales. el mencionado derecho 
no puede ser garantizado indiscriminadamente, sino que el respeto a su ejercicio encuentra 
excepciones que lo regulan y a su vez lo garantizan, en atención a la materia a que se refiera: 
así, en cuanto a la seguridad nacional, se tienen normas que, por un lado. restringen el acceso a 
la información en esta materia, en razón de que su conocimiento público puede generar daños a 
los intereses nacionales y, por el otro. sancionan la inobservancia de esa reserva: por lo que hace 
al interés social. se cuenta con normas que tienden a proteger la averiguación de los delitos. la 
salud y la moral públicas. mientras que por lo que respecta a la protección de la persona 
existen normas que protegen el derecho a la vida o a la privacidad de los gobernados. 

Del mismo modo, encuentra sustento con Lo mencionado por la Suprema Corte de Justicia de 
La Nación al resolver el amparo en revisión 628/2008. en el sentido de que hay información 
que concierne al quehacer de una persona moral y que, guardadas todas las proporciones, es 
para esa persona, lo que el dato personal es para La persona física. 

En tal tesitura. se trae a colación Los siguientes criterios emitidos por el Supremo Órgano 
Jurisdiccional del Poder Judicial de La Federación: 

Época: Décima Época 
Registro: 2005522 
Instancia: Pleno 
Tipo de Tesis: Aislada 
Fuente: Gaceta del Semanario Judicial de la Federación 
Libro 3, Febrero de 2014, Tomo I 
Materia(s): Constitucional 
Tesis: P. 1//2014 (100.) 
Página:274 

PERSONAS MORALES. TIENEN DERECHO A LA PROTECCIÓN DE LOS DA TOS QUE PUEDAN 
EQUIPARARSE A LOS PERSONALES, AUN CUANDO DICHA INFORMACIÓN HAYA SIDO 
ENTREGADA A UNA AUTORIDAD. 
El artículo 16. párrafo segundo. de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos 
reconoce el derecho a la protección de datos personales. consistente en el control de cada 
individuo sobre el acceso y uso de la información personal en aras de preservar la vida 
privada de las personas. En ese sentido. el derecho a la protección de datos personales podría 
entenderse. en primera instancia. como una prerrogativa de las personas físicas. ante la 
imposibilidad de afirmar que las morales son titulares del derecho a la intimidad y/o a la vida 
privada; sin embargo. el contenido de este derecho puede extenderse a cierta información de las 
personas jurídicas colectivas. en tanto que también cuentan con determinados espacios de 
protección ante cualquier intromisión arbitraria por parte de terceros respecto de cierta 
información económica. comercial o relativa a su identidad que. de revelarse. pudiera anular o . 
menoscabar su libre y buen desarrollo. Por tanto. los bienes protegidos por el derecho a la ¡/ 
privacidad y de protección de datos de las personas morales. comprenden 
aquellos documentos e información que les son inherentes. que deben permanecer ajenos al 
conocimiento de terceros. independientemente de que. en materia de transparencia e 
informació pública, opere el principio de máxima publicidad y disponibilidad. conforme al cual. 
toda infor ción en posesión de las autoridades es pública. sin importar la fuente o la forma en 
que se hay btenido. pues, acorde con el artículo 60 .. en relación con el 16. párrafo segundo. 
constituciona s. la inlormación entregada a las autoridades por parte de las personas 
morales. será on · cial cuando tenga el carácter de privada por contener datos que -
pudieran equi ar. a los personales. o bien. reservada temporalmente. si se actualiza algun 
de los sup os r. . vistos legalmente. 

Décima Octava Sesión Ordinaria 2024 



FGR 
FI SCA LÍA GE N E RA L 
DE L A RE PÚB LI C A 

(: COMITE DE T TRANSPARENCIA 

Contradicción de tesis 56/2011. Entre las sustentadas por la Primera y la Segunda Salas de la 
Suprema Corte de Justicia de la Nación. 30 de mayo de 2013. Mayoría de siete votos de los 
Ministros Margarita Beatriz Luna Ramos, José Fernando Franco González Salas, Arturo Zaldivar 
Lelo de Larrea, Jorge Mario Pardo Rebolledo, Sergio A. Valls Hernández, Oiga Sánchez Cordero 
de García Villegas y Alberto Pérez Dayán: votaron en contra: Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena, José 
Ramón Cossío Díaz, Luis María Aguilar Morales y Juan N. Silva Meza. Ponente: Sergio A. Valls 
Hernández. Secretarios: Laura García Velasco y José Álvaro Vargas Orne/as. 
El Tribunal Pleno, el veintitrés de enero en curso, aprobó, con el número 1// 2014 (100.), la tesis 
aislada que antecede. México, Distrito Federal, a veintitrés de enero de dos mil catorce. 
Décima Época 
2000082. 10. XXl/2011 (100.>. Primera Sala. 
Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta. Libro IV, Enero de 2012, Pág. 2905. 

DERECHO FUNDAMENTAL AL HONOR DE LAS PERSONAS JURÍDICAS. Toda persona física es 
titular del derecho al honor, pues el reconocimiento de éste es una consecuencia de la afirmación 
de la dignidad humana. Sin embargo, el caso de las personas jurídicas o morales presenta 
mayores dificultades, toda vez que de ellas no es posible predicar dicha dignidad como 
fundamento de un eventual derecho al honor. Ajuicio de esta Primera Sala de la Suprema Corte 
de Justicia de la Nación, es necesario utilizar la distinción entre el honor en sentido subjetivo y 
objetivo a fin de resolver este problema. Resulta difícil poder predicar el derecho al honor en 
sentido subjetivo de las personas morales, pues carecen de sentimientos y resultaría complicado 
hablar de una concepción que ellas tengan de si mismas. Por el contrarío, en lo relativo a su 
sentido objetivo, considerando el honor como la buena reputación o la buena fama, parece no 
sólo lógico sino necesario sostener que el derecho al honor no es exclusivo de las personas físicas, [ / 
puesto que las personas jurídicas evidentemente gozan de una consideración social y reputación 1/ 
frente a la sociedad. En primer término, es necesario tomar en cuenta que las personas 
denominadas jurídicas o morales son creadas por personas físicas para la consecución de fines 
determinados, que de otra forma no se podrían alcanzar, de modo que constituyen un 
instrumento al servicio de los intereses de las personas que las crearon. En segundo lugar, 
debemos considerar que los entes colectivos creados son la consecuencia del ejercicio previo de 
otros derechos, como la libertad de asociación, y que el pleno ejercicio de este derecho requiere 
que la organización creada tenga suficientemente garantizados aquellos derechos 
fundamentales que sean necesarios para la consecución de los fines propuestos. En 
consecuencia, es posible afirmar que las personas jurídicas deben ser titulares de aquello 
derechos fundamentales que sean acordes con la finalidad que persiguen, por est r ,1 

encaminados a la protección de su objeto social, así como de aquellos que aparezcan co ~ 
medio o instrumento necesario para la consecución de la referida finalidad. Es en este ámbito ue 
se encuentra el derecho al honor, pues el desmerecimiento en la consideración ajena sufrida or 
determinada persona jurídica, conllevará, sin duda, la imposibilidad de que ésta pu da 
desarrollar libremente sus actividades encaminadas a la realización de su objeto social o, 05/l 
menos, una afectación ilegítima a su posibilidad de hacerlo. En consecuencia. las personas 
Jurídicas también pueden ver lesionado su derecho al honor o través de la divulgación de hecho 
concernientes a su entidad, cuando otra persona la difame o la haga desmerecer en la 
consideración ajena. 

Amparo directo 28/2010. Demos, Desarrollo de Medios, S.A. de C. V 2 de noviembre de 
2011. Mayoría de cuatro votos. Disidente: Guillermo l. Ortiz Mayagoitia Ponente: Arturo 
Zaldívar Lelo de Larrea. Secretario: Javier Mijangos y González. 
2000082. 10. XX//2011 (100.>. Primera Sala. Décima Época. Semanario 
su Gaceta. Libro IV, Enero de 2012, Pág. 2905. 
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Siendo por todo expuesto y fundado, entre Las principales razones por Las que el artículo 218 
del Código Nacional de Procedimientos Penales prevé La reserva de La investigación e 
inclusive ha sido avalada por el Alto Tribunal. al estar conforme Lo previsto por el artículo 5· 
Apartado A. fracción 11 Constitucional. que dispone que La información que se refiere a La vida 
privada y Los datos personales de Las personas está protegida en Los términos Legalmente 
previstos. 

Sobre el particular. tenemos el contenido del artículo 218 primer párrafo del Código Nacional 
de Procedimientos Penales. que a La Letra refiere: 

Artículo 218. Los registros de la investigación, así como todos los documentos, 
independientemente de su contenido o naturaleza. los objetos. los registros de voz e imágenes o 
cosas que le estén relacionados, son estrictamente reservados, por lo que únicamente las 
partes, podrán tener acceso a los mismos, con las limitaciones establecidas en este Código y 
demás disposiciones aplicables. 
1...1 

Por Lo que. al efecto, en el caso que nos ocupa. se actualiza La Limitante del derecho a La 
información, constreñida en La confidencialidad y secrecía que Le asiste a toda persona. 
como en el caso Lo es. de La persona moral de quien solicitan La información 

s. La información solicitada podría contener nombres y cargos del personal adscrito a La 
Fiscalia General de La República 

Abonando a Lo ya planteado, se señala que Los documentos requeridos por el solicitante 
contienen Los nombres y cargos del personal adscrito a La Fiscalía General de la República, Los 
cuales son información reservada y, por lo tanto. no es posible otorgarla. 

Pone en riesao la vida. seauridad o salud de los servidores oúblicos v sus familias 

De conformidad con el artículo 110. frac. V. de La LFTAIP se establece que, como información 
reservada podrá clasificarse aquella cuya publicación: 
Art.110. 
V. Pueda poner en riesgo la vida. seguridad o salud de una persona física; 

Asimismo. Los artículos 21. párrafos primero, segundo. noveno y décimo y 102. apartado A 
párrafos primero y cuarto de la Constitución Política de Los Estados Unidos Mexicanos. señalan 
que esta Fiscalía General de La República e-s un organismo autónomo encargado de La 
persecución e investigación de los delitos del orden federal y una institución de procuración 
de justicia, por lo que resulta de suma importancia asegurar y consolidar su operatividad, L 
que incluye La protección de Los servidores públicos adscritos a La Institución. En el mismo 
tenor. encontramos en el ámbito internacional La Declaración sobre Las Normas Mínimas 
Relativas a La Seguridad y Protección de los Fiscales y sus Familias. de la Asociación 

/ 

Internacional de Fiscales. La cual determina en este rubro que los Estados y Las autoridades 
deben adoptar La's medidas para evitar que La información personal de los fiscales y de sus 
familias sea con0<1:ida por terceros cuando ello sea inapropiado: las mismas medidas aplican 
para personas qu trabajan para estos, si son necesarias para su seguridad y protección. 
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revelar información de Las personas servidoras públicas encargadas de Llevar a cabo Labores 
de seguridad pública está reservado por razones de interés y orden público. 

Por lo tanto, identificar a las personas servidoras públicas encargadas de la investigación y 
persecución de Los delitos los expone a amenazas reales e inminentes. tanto a su vida e 
integridad física como La de sus familiares. 

Se genera un imoacto neaativo en el desemoeño de las funciones de seauridad de la Fiscalía 
General de la Reoública 

Además de existir un riesgo para La vida, seguridad o salud del personal de La Fiscalía y de sus 
familiares, es necesario mencionar que La entrega de la información del personal de la FGR 
conllevaría la revelación de la capacidad institucional para la investigación y persecución de 
los delitos. 

El Pleno de la Suprema Corte de Justicia de la Nación ya se pronunció sobre este tema en la 
controversia constitucional 325/2019, la cual fue promovida por el Fiscal General de la 
República para combatir la resolución emitida por el Instituto Nacional de Transparencia, 
Acceso a la Información y Protección de Datos Personales en el recurso de revisión RRA 
9481/19. En dicha resolución se había ordenado a esta Fiscalía a entregar nombres y cargos 
del personal operativo y administrativo de diversas unidades administrativas de esta 

Institución. íl 
En la sentencia del Alto Tribunal. se resolvió invalidar la resolución del Instituto Nacional de 
Transparencia y se le ordenó dictar una nueva en la que subsanará Los vicios de 
inconstitucionalidad. Ello, esencialmente, bajo el argumento de que entregar Los nombres y 
cargos de las personas servidoras públicas, de la hoy Fiscalía General de la República, revelaría 
no solo su identidad sino también La capacidad que tiene el Estado mexicano para investigar y 
perseguir la comisión de los delitos federales, ya que permitiría a los grupos criminales 
identificar plenamente a quienes llevan tareas fundamentales de investigación y persecución 
de delitos en el sistema de procuración de j usticia. 

En este contexto, divulgar información que atente en contra de las facultades y atribuciones 
de esta Institución, significaría revelar su capacidad de reacción, afectando así la seguridad 
pública y nacional. pues dichos datos podrían ser utilizados para materializar actos tendiente 
a obstaculizar las actividades de inteligencia o contrainteligencia en el combate a 
delincuencia y La investigación de delitos federales. 

Si bien, no pasa desapercibido que por regla general la información relativa a una pers na / 
servidora pública, como pudiera ser su nombre y cargo, sin importar el sujeto obligado del ue P' 
se trate, se considera información de acceso público, ésta regla debe respetar el parám tr6 
de regularidad constitucional. 

Dado que Las Labores de una persona servidora pública se relacio\ an íntimamente con el 
manejo de Las funciones del Estado e implica el uso de dinero púb ·co, Las actividades que 
realizan en el ejercicio de sus funciones son de relevancia para La ociedad mexicana. Sin 
embargo, de conformidad al artículo 6' apartado A fracción l. de la Co stitución Politica de Los/ 
Estados Unidos Mexicanos, dicha información puede ser clasifica a como reservada -
temporalmente- cuando transparentarla traiga consigo repercusione negativas que afecten 
el interés público o seguridad nacional. 

Décima Octava Sesión Ordinaria 2024 



FGR 
FISCALÍA GENERAL 
DE LA REPÚBLICA 

r. 1coMITE DE 
~ ¡TRANSPARENCIA 

En este caso. con fundamento en Los artículos 103 y 104 de La Ley General de Transparencia y 
Acceso a La Información Pública, es necesario que el Comité de Transparencia de cada sujeto 
obligado confirme. modifique o revoque La decisión de negar el acceso a La información por 
actualizarse alguno de los supuestos de clasificación de la información. Para ello, es necesario 
se presenten las pruebas de daño que justifiquen: (i)la divulgación de La información 
representa un riesgo real. demostrable e identificable de perjuicio significativo al interés 
público o a la seguridad nacional: (ii) el riesgo de perjuicio que supondría la divulgación supera 
el interés público general de que se difunda: y (iii) la limitación se adecua al principio de 
proporcionalidad y representa el medio menos restrictivo disponible para evitar el perjuicio. 

Por lo tanto. a continuación, se presentan Las prueba correspondientes a este punto. 

l. LFTAI, art.110, frac. V 

a. 

/ 

En este caso concreto. resultan aplicables el numeral décimo octavo y vigésimo tercero de los 
Lineamientos Generales en materia de clasificación y desclasificación de la información, así 
como para La elaboración de versiones públicas. que señalan: 
"Décimo octavo. De conformidad con el artículo 113, fracción I de la Ley General. podrá 
considerarse como información reservada, aquella que comprometa la seguridad pública, al 
poner en peligro las funciones a cargo de la Federación, la Ciudad de México. los Estados y los 
Municipios, tendientes a preservar y resguardar la vida, la salud, la integridad y el ejercicio de los 
derechos de las personas, así como para el mantenimiento del orden público. 
Se pone en peligro el orden público cuando la difusión de la información pueda entorpecer los 
sistemas de coordinación interinstítucional en materia de seguridad pública, menoscabar o 
dificultar las estrategias contra la evasión de reos: o menoscabar o limitar la capacidad de las 
autoridades encaminadas a disuadir o prevenir disturbios sociales. 
Asimismo, podrá considerarse como reservada aquella que revele datos que pudieran se 
aprovechados para conocer la capacidad de reacción de las instituciones encargadas de l 
seguridad pública, sus planes. estrategias, tecnología, información, sistemas d 
comunicaciones. 
Vigésimo tercero. Para clasificar la información como reservada, de conformidad con el artículo 
113, fracción V de la Ley General. será necesario acreditar un vínculo. entre la persona física y la 
información que pueda poner en riesgo su vida, seguridad o salud." 

En este sentido, y retomando Lo dispuesto en los artículos 103 y 104 de la Ley General de 
Transparencia y Acceso a la Información Pública se presenta la prueba de daño que se 
actualiza en La fracción V del artículo 110 de La LFT AIP: 

Riesao real. demostrable e identificable. Hacer público cualquier dato o información que¡ 
haga identificable al personal operativo/sustantivo, así como al administrativo adscrito a esta 
Fiscalia General de la República, representa un riesgo de perjuicio significativo al interés 
público y a la seguridad pública y nacional. en virtud de que, como ya Lo demostró esta Fiscalía 
General de la República en la controversia constitucional 325/2019, y así Lo determinó la 
Suprema Corte de Justicia de la Nación en la resolución de esta, e inclusive fue confirmado 
por el Instituto Nacional de Transparencia, Acceso a la Información y Protección de Datos 
Personale en La resolución del recurso de revisión RRA 9481/19 BIS, se atentaría de manera 
directa en contra de la vida, seguridad y salud de dichas personas. pues los miembros de las 
asociado s delictivas podrían aprovechar esa información para amenazarlos con el objeto de 
obtener d os que les permitan sustraerse de La acción de La justicia y, por lo tanto, quedar 
impunes, a nado ue podrían tomar represalias por Las investigaciones instauradas en su 
contra. lo qu i taría en la capacidad de reacción y en La revelación del estado de fuerz 
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de esta Institución, transgrediendo así lo dispuesto en el artículo 102, apartado A. de la 
Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos. 
En este sentido. con La finalidad de cumplir no solo con objetivos conferidos 
constitucionalmente a La Fiscalía General de la República. sino también para mantener La 
seguridad pública y nacional del Estado mexicano -en la colaboración con todas las 
instituciones democráticas del país- es que dichas funciones son realizadas por las personas 
agentes del Ministerio Público de la Federación. policías y peritos, e invariablemente por el 
personal administrativo adscrito a las diversas unidades administrativas que forman parte de 
La estructura orgánica. este último si bien es cierto que no está en la primer línea de 
intervención, también Lo es que -por la naturaleza de las funciones de esta Institución-. en 
auxilio de aquellas. es quien t ienen acceso a toda la información e insumos generados en la 
investigación de delitos. por lo que dar a conocer datos sobre estas pone en riesgo su vida, 
seguridad, salud e integridad, incluso la de sus fami liares. 
Al respecto, se debe tomar en cuenta que en la sustanciación de La controversia constitucional 
325/2019, la Corte confirmó que revela r la información de las personas servidoras públicas 
que integran a la Fiscalía General de la República Las expone a distintos tipos de riesgos. 
dependiendo del mercado criminal de que se trate, pues esta Fiscalía debe llevar a cabo sus 
funciones bajo la perspectiva de mercados criminales, es decir, el personal opera en una 
dimensión específica de acuerdo con el tipo de delito de que se trate, por Lo que La proporción 
del riesgo de los distintos mercados criminales que combate esta Fiscalía General se da en 
función de las actividades que desempeña su personal y La tasa de delitos por cada cien mil 
habitantes en cada una de Las entidades federativas de los Estados Unidos Mexicanos. 
En ese mismo contexto, el Alto Tribunal se pronunció respecto del informe rendido por e 
Centro Nacional de Planeación, Análisis e Información para el Combate a la Delincuenci 
adscrito a La entonces Coordinación de Métodos de Investigación, dado que consideró co 
dicho informe se demostró que únicamente con entregar el nombre y cargo de Las persona J 
servidoras públicas de la Fiscalía General de la República, se permitiría acceder a datos 
identificativos, académicos. electrónicos, patrimoniales, biométricos y los referentes a 
familiares de las personas servidoras públicas. Por Lo cual. La Suprema Corte de Justicia de la 
Nación concluyó que revelar la identidad, cargo y otros datos concentrados de quienes están 
encargados de La investigación y persecución de los delitos federales expondría la capacidad 
de fuerza y reacción que tiene La Institución y por consecuencia, vulneraría o afectaría el 
ejercicio de las competencias constitucionales que en materia de seguridad pública le están 
conferidas a esta Fiscalía General de La República. 
En esa tesitura. ha quedado demostrado de forma indubitable que. si dicha información y 
conocimientos cayeran en manos de La delincuencia, esta podría atentar. intimidar. coacciona~ 
violentar y en general poner en riesgo su vida, seguridad y salud de manera potencial en cont 
de estas personas. pudiendo realizar contra ellas actos inhumanos para allegarse 
información. 
En adición a lo anterior, la identificación de estas y de sus actividades en cumplimento e/l 
servicio público que tienen encomendado permite que eventualmente puedan ser localiz s 
mediante la búsqueda a través de instrumentos como internet y redes sociales. 
De igual forma, pueden ser identificables en circunstancias de tiempo, modo y lugar. pue . 
además de tener disponible la información institucional. les sería posible conocer su ubicación 
y actividades rutinarias, lo cual sería de utilidad para interceptarla aspecto que. de ocurrir, 
impactaría negativamente en su seguridad, así como en el debido ej rcicio de las facultades y 
atribuciones que en materia de investigación y persecución de los d itos tiene el personal d~ / 
esta Fiscalía. / 

Perjuicio que supera el interés oúblico. El divulgar datos que ~ ·. a la identificació y 
ubicación de las personas servidoras públicas de esta lnstitu~ . e cualquier categ a o 
puesto. los hace blancos identificables y no solo pone en riesgo su vida seguridad y s d, asi 
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como la de sus familiares. sino también las actividades realizadas por esta Fiscalía General de 
la República, toda vez que podrían ser sujetos de amenazas y extorsiones por parte de 
miembros de la delincuencia, con la finalidad de obtener la información relacionada con el 
combate y persecución de los delitos federales. 
El que los distintos mercados criminales identifiquen y conozcan plenamente al personal que 
compone a la Institución y cuenten con información respecto a su capacidad de fuerza y 
reacción, esto es, el número total de personal. sus cargos y dónde se encuentran ubicados, 
expone a esta Fiscalía General de la República a amenazas y ataques que necesariamente 
tienen implicaciones negativas en el ejercicio de sus competencias constitucionales y, por 
tanto. se compromete la seguridad pública de los Estados Unidos Mexicanos. Dicho lo anterior. 
el Pleno de la Suprema Corte de Justicia de la Nación determinó en la resolución emitida en 
la controversia constitucional 325/2019, que esta Fiscalía acreditó con suficiente claridad la 
relación causal general entre la entrega de la información relativa a los servidores públicos de 
la Institución y la afectacíón a la seguridad pública. 
Ahora bien, respecto a la acreditación de la conexión causal. la Suprema Corte, tomando en 
consideración la información proporcionada por el Centro Nacional de Planeación, Análisis e 
Información para el Combate a la Delincuencia, concluyó que conociendo el nombre de las 
personas físicas que laboran en la Fiscalía General de la República y recopilando información 
de internet. es posible identificar plenamente a la persona: de modo que un simple dato que 
pudiera parecer inofensivo, puede arrojar información relativa a su edad, sexo. 
CURP, experiencia profesional. grado académico. domicilio laboral. inclusive cambios de 
adscripción, domicilio personal. bienes muebles e inmuebles, asi como. características físicas. 
amigos, familiares y grado de parentesco. lo que incluye cónyuges, exparejas e hijos, así como 
la escuela en la que estudian estos: por lo que entregar el nombre de cualquier persona 
servidora pública de la Institución revelaría el 100% del estado de fuerza de la Institución. 
El anterior fenómeno puede ser explicado por la teoría del mosaico, la cual constituye un 
herramienta que da cuenta de cómo es que funciona el flujo de información y, con ello, l 
construcción de inteligencia. Se trata de un proceso que describe cómo se recopila, combina 
y procesa información, de tal manera que convierte información inofensiva en conocimiento 
útil. La metodología que se utiliza esencialmente consiste en recopilar piezas de información 
dispersas y después unirlas con la finalidad de tener una visión de conjunto o 'mosaico'. 
Como se ha establecido previamente. a partir de un dato que pudiese parecer inofensivo. 
como pudiera ser el nombre de una persona, potencializa que un agente criminal lo utilice para 
deducir. a partir de un dato independiente. una vulnerabilidad estratégica susceptible de 
explotación para fines mal intencionados. en este caso, para evadir la procuración de justicia 
o, peor aún, llevar a cabo actos de contrainteligencia para combatir frontalmente a los agentes 
encargados de la investigación y persecución de los delitos en los Estados Unidos Mexicanos. 
Cabe señalar que el Alto Tribunal estableció que, si bien es un derecho de las personas 
imputadas, conocer el nombre y datos del servidor público que lo acusa -salvo tratándose de 
delincuencia organizada donde la autoridad judicial puede autorizar se mantengan en 
reserva-, lo cierto es que conocer esa información no deriva del ámbito de protección del 
derecho de acceso a la información, sino del derecho a gozar de un debido proceso y una 
defensa adecuada. El que una persona en ejercicio de su derecho de acceso a la información ,/ 
solicite dictámenes periciales donde consten el nombre y cargo del personal de la Fiscalía r./ 
General'de la República no quiere decir que deba obtener el mismo resultado, pues se trata 
del ejer \,cio de derechos distintos y de acceso a información diferente. 
En cuant a lo expuesto, debe tomarse en cuenta que la Fiscalía General de la República 
funciona mo u orporación formada por eslabones. es decir, si alguno de los eslabones 
se ve afee do, l · esempeño de sus funciones afecta las demás partes y funciones de la 
Institución: mo o que revelar información de inteligencia que afecta a una parte de l 
Institución ·y dría a provocar una vulneración a su funcionamiento en otros aspectos. 
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Robustecen Lo anterior, Las aclaraciones de La resolución de La aludida controversia 
constitucional 325/2019, hechas por La Ministra Yasmín Esquivel Mossa. en donde manifiesta 
que: 
" ... está de por medio la integridad de los servidores públicos de la FGR que son quienes 
materializan las funciones constitucionales del ente autónomo. pues constituye hecho notorio que 
el clima de violencia criminal en el que ejercen sus funciones tanto las instituciones de procuración 
de justicia, como las instituciones policiacas e, inclusive, algunos miembros de la judicatura 
genera enormes riesgos que es necesario disminuir en beneficio de tales personas, pues ello 
redunda en la protección de los derechos humanos más elementales de los integrantes de 
nuestra sociedad en general. 

Difundir los nombres de algunos de los Agentes del Ministerio Público de la Federación y de otras 
personas de la FGR, a personas diversas de las que participan en los procesos penales federales, 
así como revelar la estructura administrativa de sus áreas administrativas, debilita la seguridad 
pública, cuyos fines son, como ya expuse, la salvaguarda de los derechos humanos relativos a la 
vida, las libertades, la integridad y el patrimonio de las personas, así como contribuir a la 
generación y preservación del orden público y la paz social. 

Además, la Constitución Federal no realiza distinción alguna entre un tipo de personal y otro de 
la FGR, sino que su artículo 21 se refiere a todos los integrantes de las instituciones de seguridad 
pública. por lo que considero que esta protección de reserva de datos incluye a todos los 
integrantes que conformen a todo ese ente constitucional autónomo. sin discriminar a ninguno de 
sus integrantes. y mucho menos privarlo de la protección que le brinda la reserva tanto de sus 
datos. como de la estructura administrativa a la que pertenece. 
Las personas servidoras públicas administrativas de la FGR también forman parte dé l 
estructura para la invesügación y el combate al deUto, y son también vulnerables de poner e 
riesgo su vida, seguridad y salud, no considerarlo así. constituye una postura discriminatoria. 
como si solamente los Agentes del Ministerio Público Federal correrán riesgos y los demás 
empleados estuvieran exentos. no obstante que unos y otros comparten espacios de trabajo e 
intervienen en los procedimientos para el cumplimiento de las atribuciones de la FGR." 
Bajo esa tesitura. La divulgación de La información relacionada el personal adscrito a esta 
Institución federal no supera el riesgo de perjuicio a La vida, seguridad o salud que se actualiza 
para Las personas servidoras públicas y para sus familias. Por Lo tanto. en el presente ejercicio 
de ponderación de derechos, La procuración de justicia debe prevalecer para proteger Los 
principios constitucionales contenidos en el artículo 20 de La Constitución Política de L 
Estados Unidos Mexicanos. en relación con esclarecer Los hechos. procurar que el culpable 
quede impune y que Los daños causados por el delito se reparen. 

e) La limitación se adecúa al principio de proporcionalidad y representa el medio m os 
restrictivo disponible para evitar el perjuicio, toda vez que, si bien es cierto que el artíc o 6 
constitucional reconoce el derecho de acceso a La información, La Suprema Corte al res Lver 
el amparo directo 2931/20153, concluyó de manera esencial que el derecho a ser informado 
no es absoluto. pues. a pesar de que el Estado tiene La obligación de informar a La población 
sobre temas de interés y relevancia pública. también se debe proteger y garantizar el 
derecho a la vida, seguridad y salud de las personas, así como a la salvaguarda de la 
seguridad pública y nacional. 

I 
·' 

De ahí se tiene que La calidad de persona servidora pública no suprime Lo derechos humanos / 
a La vida. seguridad y privacidad, que deben gozar todas Las personas. P r el contrario, exist~ 
un interés general o superior en esos derechos frente al derecho de ac so a La información 
de un particular. en una ponderación frente a Los derechos humanos d ervidores público 
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de la Fiscalía General de la República. de sus familias y círculo cercano. información la cual 
debe ser considerada como clasificada. 

Además. de conformidad con el artículo 218 del Código Nacional de Procedimientos Penales, 
la clasificación de la información no implica una limitación a los derechos de las partes del 
proceso. quienes tienen el derecho de acceder a todos los registros y documentos que obren 
dentro de la carpeta de investigación. una vez que tengan reconocida la calidad de parte 
dentro del proceso penal. 

Por lo expuesto, se concluye que clasificar como reservada la información o datos que 
permitan la identificación, inclusive de aquella que asevere su adscripción en el presente o 
pasado, como personas servidoras públicas Fiscalía General de la República. resulta el medio 
menos restrictivo frente al derecho de acceso a la información en cualquiera de sus diferentes 
manifestaciones" (Sic) 

- - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - -
! 
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- - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - -
- - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - -
- - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - -
- - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - -

- - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - -
- - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - -
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B.8. Folio de la solicitud 330024624001244 

Síntesis 

Sentido de la resolución 

Rubro 

Contenido de la Solicitud: 

Información relacionada con expedientes de 
investigación 

1 Confirma 

Información clasificada como reservada 

"Solicito la denuncia inmersa en la carpeta de investigación numero FED/FEfv1CC/FEfv1CC­
CDfv1X/0000015/2022 radicada en la Fiscalía Especializada en materia de Combate a la 
Corrupción." (Sic) 

Unidades administrativas involucradas: ( 
Conforme a las facultades establecidas en la fracción 11·. fracción XV de la Ley de la Fiscalía 
General de la República: 5·, fracción 1, inciso b. subinciso ii y 20°, fracciones V, VI y VII del Estatuto 
Orgánico de la Fiscalía General de la República. y demás disposiciones legales aplicables, la 
presente solicitud de información se turnó para su atención a: FEMCC. 

ACUERDO 
CT / ACDO/ 0252/2024: 

En el marco de lo dispuesto en los artículos 65, fracción 11. 
102 y 140 de la LFTAIP. el Comité de Transparencia por 
unanimidad determina confirmar la clasificación de reserva 
y confidencialidad de la información requerida. d 
conformidad con lo establecido en el artículo 11 , 
fracciones V, XII y XIII de la LFTAIP, hasta por un periodo 
cinco años. o bien. hasta que las causas que dieron origen E 
la clasificación subsistan. así como. artículo 113, fraccion s / 
1 y III del mismo ordenamiento legal. ¡· 

Lo anterior, toda vez que la Unidad Administrativa competente, manifestó lo siguiente: 

"1 La eventual existencia de car etas de investiaación en la FEMCC de ni ún modo im lica 
or ese sim le hecho ue efectivamente ha an ocurrido delitos cor hec os de corru ción. 

Es un principio general que la presentación de una denuncia ante esta Uni ad Administrativ/ 
y, en su caso, la apertura de una carpeta de investigación no implica por es imple hecho que 
las personas señaladas hayan participado en Los hechos denunciados i i;:¡ué" l o que s 
denuncia investiga efectivamente constituye delitos por hechos de co ~e . n. / 

Décima Octava Sesión Ordinaria 2024 99 



/ 

FGR 
FISCALÍA GENERAL 
OE LA REPÚBLIC A 

(: COMITE DE y TRANSPARENCIA 

Acorde a Lo dispuesto en Los artículos 20. apartado B. fracción I; 21 y 102. Apartado A de La 
Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, el agente del Ministerio Público de La 
Federación investiga hechos con apariencia de delito, por Lo cual solo reúne datos y 
elementos de prueba y no tiene La potestad constitucional de establecer La existencia de 
delitos ni de determinar La participación de personas en ellos. 

El artículo 211 del Código Nacional de Procedimientos Penales (CNPP) dispone que el 
procedimiento penal comprende las siguientes etapas: 

l. La de investigación. que comprende Las fases de: a) Investigación inicial. comenzando con La 
presentación de La denuncia. querella o requisito equivalente y concluye cuando el imputado 
queda a disposición del Juez de control para que se Le formule La imputación; b) 
Investigación complementaria. que comprende desde La formulación de La imputación y se 
agota una vez que se haya cerrado La investigación; 

11. La intermedia o de preparación del juicio. que comprende desde La formulación de La 
acusación hasta el auto de apertura deljuicio; y, 

111. La de juicio. inicia con la audiencia de debate donde se desahogan Las pruebas y concluye con 
La sentencia que comprende desde que se recibe el auto de apertura ajuicio hasta La sentencia 
emitida por el Tribunal de enjuiciamiento. 

• 

• 

• 

De ello se desprende que determinar si existen hechos constitutivos de delito o no es 
competencia de ta autoridad Judicial. de conformidad con Lo dispuesto por el artículo 21 

parrafo tercero de La Constitución Política de Los Estados Unidos Mexicanos. Sólo es a la 
autoridad judicial a quien Le corresponde única y exclusivamente pronunciarse sobr 
procesos penales. 

EL último parrafo del art. 402 del mismo CNPP establece que: 

"/ .. ./ 
Nadie podrá ser condenado. sino cuando el Tribunal que lo juzgue adquiera la convicción más 
allá de toda duda razonable. de que el acusado es responsable de la comisión del hecho por el 
que se siguió eljuicio. La duda siempre favorece al acusado". 

Mientras esa sentencia no se emita. el art. 20. apartado B, frac I de La Constitución y el art. 13 
del CNPP señalan que se presumirá La inocencia del imputado y será tratado como tal en todas 
Las etapas del proceso penal. 

De Lo anterior se desprende que únicamente cuando una carpeta de investigación haya 
Llegado a la etapa de juicio y éste haya concluido con una sentencia condenatoria firme se 
tiene certeza jurídica de que se cometió un delito. En ningún momento previo existe esta 
certeza, ya que está abierta la posibilidad de que la carpeta tenga otras determinaciones: 

Ab~tención de La investigación. que implíca que no hay elementos suficientes para siquiera .f 
suponer que se hubiera cometido un delito. 
No ejercici de La acción penal. que implica que no se cometieron Los hechos denunciados o 
que éstos n constituyen un delito. 
Turno a otra 'rea e la Fiscalía General de la República. ya que durante La investigación se 
podría conclu1 La conducta investigada no es competencia de la FEMCC (es decir. no serí 
un probable d it por hechos de corrupción). 
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• Se emita una sentencia absolutoria, lo que implica que los imputados no son responsables 
de La comisión de un delito. 

En todas esas circunstancias -que sólo se actualizarían una vez que la FEMCC concluyera su 
investigación, ya que mientras se continúen realizando diligencias, cualquiera de esos 
resultados es posible- se tendría la certeza jurídica de que no se cometió delito alguno, como 
por ejemplo los actos de corrupción, impidiendo la aplicación de lo dispuesto en el artículo 
112, fracción 11 de la Ley Federal de Transparencia y Acceso a la Información Pública. 

En cambio, como ya se señaló antes, el órgano jurisdiccional es el único 
constitucionalmente facultado para juzgar los hechos con apariencia de delito y 
determinar si actualiza alguno de los delitos previstos en la ley mediante la emisión de 
sentencias, de acuerdo con lo previsto en los artículos 21 párrafo tercero y 104, fracción I de 
la Constitución Política de Los Estados Unidos Mexicanos. 

El peticionario señala que hay un interés público en la entrega de la información que requiere 
porque se "relaciona con actos de corrupción". Más allá de que, como ya se expuso, al tratarse 
de una carpeta de investigación en trámite no se puede asegurar jurídicamente que lo 
solicitado efectivamente se relacione con actos de corrupción, ese Instituto no puede dejar de 
reconocer que hay un interés público, que se desprende del artículo 20 constitucional, en 
que ésta y todas las investigaciones penales se concluyan. Esta es la única manera en que 
se puede cumplir el objeto del proceso penal (esclarecer los hechos, proteger al inocente, 
procurar que el culpable no quede impune y que los daños causados por el delito s 
reparen) y garantizar el derecho humano de acceso a la justicia. La publicación de¡ 
información sobre carpetas de investigación en tramite puede obstaculizar La labor ministeriatq 
lo que sería contrario al interés público de conseguir lo dispuesto en el artículo 20 de la 
Constitución. Es por ello que las normas penales y de transparencia reconocen el sigilo en las 
investigaciones penales, independientemente del delito de que se trate, y establecen la 
publicidad de la información únicamente cuando hay certeza j urídica -lo que se alcanza al 
concluir el proceso penal con una sentencia condenatoria firme- sobre la comisión de hechos 
delictivos. 

Dado que la carpeta objeto de la presente solicitud de acceso a la información no cuenta co 
una sentencia condenatoria firme, no se tiene certeza j urídica de que se haya cometido u 
delito por hechos de corrupción y, por Lo tanto, no es aplicable la excepción a la reser 
señalada en el art. 112, frac II de la Ley Federal de Transparencia y Acceso a la Información. 

En cambio, son aplicables diversas disposiciones de la propia legislación de transparenci 
de la legislación penal que impiden dar a conocer cualquier información relacionada con u 
carpeta de investigación en trámite. 

3. La información reauerida está reservada. 

El art. 218 del Código Nacional de Procedimientos Penales (CNPP) dispone La estricta reserva 
de los registros de la investigación, incluyendo todos los documentos que se le relacionen. 
La única forma para acceder a ellos es que La solicitante sea parte en el pr eso penal, con las 
limitaciones legalmente establecidas. EL acceso a los registros de carpe s está restringidv 
para cualquier otra persona. La Ley Federal de Transparencia y Acces a la Información 
Pública (LFTAIP) retoma esta disposición al señalar en su art. 110, frac. 1 y XIII que podr · 
reservarse la información que: · 

Art.110. 
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XII. Se encuentre dentro de las investigaciones de hechos que la ley señale como delitos y se 
tramiten ante el /vf ínisterio Público. 
XIII. Las que por disposición expresa de una ley tengan tal carácter. siempre que sean acordes 
con las bases, principios y disposiciones establecidas en la Ley General y esta Ley y no los 
contravengan: así como las previstas en tratados internacionales. 

Estos dos supuestos se actualizan en relación con la solicitud de la versión pública de una 
carpeta de investigación. En primer lugar, se trata de información que obra en una carpeta 
de investigación tramitada ante el Ministerio Público por la posible comisión de un delito. 
En segundo lugar, conforme a lo señalado arriba, el CNPP, que es la legislación en la 
materia, estipula que esa información está reservada. 

Las disposiciones antes citadas son obligatorias para todos Los servidores públicos de este 
órgano autónomo, ya que, en caso de incumplimiento, se configuraría el tipo penal previsto 
en la fracción XXVIII del artículo 225 del Código Penal Federal. delito cometido contra la 
administración de justicia en su modalidad de dar a conocer a quien no tenga derecho 
documentos. constancias o información que obren en una carpeta de investigación o en un 
proceso penal y que, por disposición de la Ley o resolución de la autoridad judicial. sean 
reservados o confidenciales. Igualmente, se podría violar la Ley de la Fiscalía General de la 
República, art. 47, frac. IV. que señala como una de las obligaciones de Las personas 
servidoras públicas de la Fiscalía General el preservar el secreto, la reserva y la 
conñdencialidad. en términos de las disposiciones aplicables, de los asuntos que por razón del 
desempeño de su función conozcan. 

La información requerida se ubica puntualmente en ambos supuestos. 

Cabe señalar que la reserva de la información requerida señalada en la Ley es de interé 
público. El art. 20 de la Constitución dispone que el objeto del proceso penal es el 
esclarecimiento de los hechos, proteger al inocente, procurar que el culpable no quede 
impune y que los daños causados por los delitos se reparen. El art. 21 de la Constitución señala 
que el Ministerio Público tiene la función de la investigación de los delitos y el ejercicio de la 
acción penal ante Los tribunales. Esta obligación es correlativa a y condición sin la cual no se 
puede acceder a la administración de justicia ni se puede alcanzar el objeto del proceso penal. 
lo cual es de interés público. Publicar la información requerida en la solicitud impediría que el 
Ministerio Público cumpliera con su función constitucional y, por lo tanto. afectaría el interés 
público. Por eso. se reitera, la LFT AIP reconoce como dos causales de reserva de información 
La que se encuentre en carpetas de investigación y la que. por ley tenga tal carácter (en este 
caso, el CNPP). 

La Suprema Corte de Justicia de la Nación, en su acción de inconstitucionalidad 49/2009, f 
señaló que la reserva de información de investigaciones ministeriales en curso resulta 
razonable y se justifica en dos supuestos. Primero, cuando se pongan en riesgo investigaciones 
en curso. Como se señaló arriba. este supuesto se actualiza. Segundo. cuando se ponga en 
riesgo la seguridad de las personas. Lo anterior, en atención a que la propia Constitución 
estable el derecho a la protección de datos personales. el deber de sigilo a cargo del 
Ministerio Público y de reserva de información relativa a Las investigaciones, así como la 
obligación e garantizar la protección de los sujetos involucrados en la indagatoria de los 
delitos. 

En su tesis 1 IV 2021 (10a.). la Suprema Corte de Justicia de la Nación señaló que Los 
parámetros gisla · os para determinar si una información es de interés público, de acuerdo 
con lo pr isto en el art. 3, frac. XII de la Ley General de Transparencia y Acceso a l 
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Información Pública, son: que sea relevante o beneficiosa para La sociedad y no, simplemente, 
de interés individual: y, b) Su divulgación debe ser útil para que el público comprenda Las 
actividades Llevadas a cabo por Los suj etos obligados. La divulgación de información de una 
carpeta a cargo de la Fiscalía Especializada en materia de Combate a la Corrupción es contraría 
al interés público. Considerando el daño que se causaría con su divulgación (que ponga en 
riesgo La investigación, no se pueda ejercer acción penal y, así, no se castigue a Los culpables. 
no se reparen Los daños y continúe el impedimento en el ejercicio de ciertos derechos), La 
sociedad obtiene un beneficio mayor en que esa información no se difunda y en que continúe 
La investigación con el sigilo que se marca en La Constitución y en las leyes de acceso a la 
información y del proceso penal. Adicionalmente. hay otros medíos menos onerosos para que 
el Ministerio Público cumpla con su función constitucional. como estrategias de comunicación 
social y divulgación de información estadística, para que la sociedad comprenda Las 
actividades Llevadas a cabo por Los sujetos obligados. 

Los documentos objeto de esta solicitud de información corresponden a carpetas a cargo de 
La Fiscalía Especializada en materia de Combate a la Corrupción. Con fundamento en el art. 13, 
frac. V de La Ley de la Fiscalía General de La República, esta Fiscalía Especializada es 
competente para la investigación de los delitos por hechos de corrupción, tipificados en el 
Libro Segundo, Título Décimo del Código Penal Federal. Estos delitos se distinguen de otros 
por. al menos. dos características: que, en su mayoría. participan servidores públicos en su 
comisión y que. en muchas ocasiones. la víctima es el Estado o La sociedad en su conjunto. 
Aunque no siempre haya una víctima clara, directa e identificable de los delitos por hechos de 
corrupción. uno de sus efectos más evidentes es que impiden el ejercicio de otros derechos. 
En su prefacio a la Convención de Las Naciones Unidas Contra La Corrupción, el entonces 
Secretario General de la ONU. Kofí Annan. desarrolló esa idea: 

"La corrupción es una plaga insidiosa que tiene un amplio espectro de consecuencias corrosivas 
para la sociedad. Socava la democracia y el estado de derecho, da pie a violaciones de los 
derechos humanos, distorsiona los mercados. menoscaba la calidad de vida y permite el 
florecimiento de la delincuencia organizada, el terrorismo y otras amenazas a la seguridad 
humana. 

Este fenómeno maligno se da en todos los países -grandes y pequeños, ricos y pobres- pero 
sus efectos son especialmente devastadores en el mundo en desarrollo. La corrupción afecta 
infinitamente más a los pobres porque desvía los fondos destinados al desarrollo. socava l 
capacidad de los gobiernos de ofrecer servicios básicos, alimenta la desigualdad y la injusticia 
desalienta la inversión y las ayudas extranjeras. La corrupción es un factor clave del b 
rendimiento y un obstáculo muy importante para el alivio de la pobreza y el desarrollo. !...J" 

Llevar a su término en el debido sigilo Las investigaciones por delitos de corrupción y ejer r j/ 
La acción penal permiti rá que. eventualmente. que se reparen los daños que causa ese tipo J 
conductas y, por ello, que se pueda recuperar el ejercicio de Los derechos fundamentales que 
se hubieran obstaculizado con esos delitos. Hay un interés público para que esto ocurra. por 
Lo que debe prevalecer la reserva de La información que marca La ley. 

Incluso, a pesar de que alguna investigación se hubiera cerrado coEn dictamen de no/ 
ejercicio de la acción penal. queda abierta la posibilidad de que esa dete inación se impugne 
o que Los hechos o personas investigados se relacionen con asuntos e otras carpetas de en 
trámite. Por Lo tanto, entregar información de asuntos que se encue ren en NEAP podría 
afectar el debido sigilo imprescindible en Las investigaciones que siga en curso que estén 
relacionadas con Las ya determinadas. 
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En ese sentido. a continuación. se presentan Las pruebas de daño para Las causales de reserva 
que actualiza La información solicitada. 

i. LFTAI, art. 110, frac. XII 

a. Riesgo real. demostrable e identificable. Publicar información sobre carpetas de investigación. 
en este caso La versión pública de una carpeta completa impide que el Ministerio Público 
alcance su fin constitucionalmente válido y de interés general de investigar delitos y, con ello, 
que se alcancen Los objetivos del proceso penal: permitir el esclarecimiento de Los hechos. 
proteger al inocente. procurar que el culpable no quede impune y que Los daños causados por 
Los delitos se reparen. 

b. 

La relevancia de La reserva de Las carpetas de investigación se debe primordialmente a que el 
cumplimiento de esta obligación constitucional del Ministerio Público es el medio por el cual 
se permite cumplir con el derecho humano de acceso a La justicia -igualmente reconocido en 
La Constitución- y todo Lo que conlleva: esclarecer Los hechos. proteger al inocente. procurar 
que el culpable no quede impune y reparar Los daños causados por el delito. 

Si se publicara la información requerida se correrían diversos riesgos que pondrían e 
riesgo la continuidad de la investigación. Publicar La versión pública de La carpeta mostrarí 
todas las diligencias que ha Llevado a cabo el Ministerio Público. los hallazgos que ha realizad 
y Los medios de prueba con los que cuenta. Esto revelaría las hipótesis delictivas que se sigue 
y los hechos particulares que se investigan. Todo esto podría llevar a que las persona 
involucradas en Los presuntos hechos delictivos modificaran, destruyeran u ocultaran medio 
de prueba que aún no conoce el Ministerio Público. obstaculizando la construcción de la 
carpeta de investigación y La comprobación de La hipótesis delictiva. Finalmente. al revelar 
nombres de testigos. eventuales imputados y otros nombres de algún modo relacionados con 
o mencionados en La indagatoria. Las personas quedarían sujetas a sufrir represalias de quienes 
hubieran cometido Los actos investigados -si es que éstos ocurrieron-. Esto representaría 
riesgos a su integridad física o a su vida. y Los haría potenciales víctimas de extorsión o 
sobornos a cambio de continuar dando información falsa o incompleta a Las autoridades 
ministeriales. orientándolas a seguir Líneas de investigación deliberadamente fútiles e 
inconsecuentes. 

Esas Limitaciones podrían ser insalvables hasta el punto en que el Ministerio Público tuviera 
que elaborar una nueva teoría del caso. recurrir a hipótesis delictivas adicionales. desarrollar 
nuevas líneas de investigación. y buscar medios de prueba, testigos o colaboradores 
alternativos. Dado el avance en La integración de la carpeta, todo esto representaría un notable 
retroceso de tiempo y un uso ineficiente de los recursos humanos, financieros y materiales 
que se han usado hasta el momento en la investigación. Incluso, dada la complejidad de lov 
del(tos q~e s~_investiga_n. existe la posibilidad de que no haya opcion_e~ adicio~ales de l~neas 
de 1nvest1gac1on o medros de prueba a Los que se revelaran en la solicitud de 1nformacion, l 
que impediría de plano que el Ministerio Público continuara con su fin constitucionalment 
válido de investigar delitos para contar con elementos para el ejercicio de la acción penal y 
permitir e acceso a la justicia a Las víctimas del delito. 

s a el interés público. En el Dictamen en sentido positivo a Las iniciativas con 
ere~ por el que se reforman. adicionan y derogan diversas disposiciones de l 
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Constitución Política de Los Estados Unidos Mexicanos en materia del Sistema Nacional 
Anticorrupción a cargo de La Cámara de Origen, se señala que (p. 32): 

"Resulta evidente que la corrupción trasciende de militancias partidistas. proyectos ideológicos y 
órdenes de gobierno. La corrupción, como sostienen los estudios en la materia, ha logrado 
instaurarse en un sistema con capacidad de autorregularse y, por ende, de actualizar 
mecanismos de defensa frente a los esfuerzos gubernamentales por combatirla." 

Dada esa urgencia. se determinó crear una fiscalía especializada para combatir penalmente La 
corrupción (p. 67): 

"La Fiscalía en la materia estará a cargo de su investigación al dotar de las capacidades técnicas 
necesarias para desempeñar sus funciones. Cabe mencionar que en términos de la reciente 
reforma constitucional en materia político electoral que otorga autonomía constitucional a al 
Fiscalía General de la República, la fiscalía especializada en combate a la corrupción, contará 
con el marco jurídico suficiente para investigar y perseguir de forma efectiva los delitos en esta 
materia. " 

Por Lo tanto, la sociedad en su conjunto es quien recibe los beneficios de que el Ministerio 
Público lleve a su término con el debido sigilo las investigaciones por delitos de corrupción 
y ejerza la acción penal. Estos beneficios, que llegan a la sociedad en general, incluyen la 
reparación de los daños que causa ese tipo de conductas y la recuperación del ejercicio de 
los derechos fundamentales que se hubieran frenado con esos delitos, sólo pueden 
alcanzarse al guardar la reserva de la información de las carpetas de investigación en 
trámite que marca la ley. 

c. Principio de proporcionalidad. El que La información esté reservada permite que el Ministerio 
Público cumpla con su fin constitucionalmente válido y. apegándose al principio de 
proporcionalidad. resulta el medio más idóneo para proteger los actos que conllevan alcanzar 
Los fines del proceso penal. 

La reserva de la información protege el fin constitucionalmente válido del Ministerio Público, 
que es correlativo al derecho humano de acceso a La j usticia y, de ese modo. esclarecer Los 
hechos. proteger al inocente. procurar que el culpable no quede impune y reparar Los daño 
causados por el delito. 

La reserva de La información de la carpeta de investigación requerida en la solicitud no impli ,a 
una restricción del derecho de acceso a la información. Dada la naturaleza de e a 
información, su reserva es proporcional porque atiende la importancia de la protección V 
interés jurídico que se tutela con los delitos por hechos de corrupción (el funcionamiento 
normal y ordenado de la Administración Pública), de la correcta administración de justici 
y del interés general que hay en que se cumpla el proceso penal en las investigaciones de 
este tipo de delitos, que permite, entre otras cosas, la reparac· ·n del daño y el 
establecimiento de garantías de no repetición. Además, es necesari reiterar que esta 
reserva se desprende de lo que establece el CNPP en su art. 2181 en reta ión con la LFTArlP, 
art. 110, frac. XII. En suma, es claro que la investigación y persecución e los delitos por 
hechos de corrupción es de interés general. La divulgaci9n de inf rmación de es 
investigaciones ignoraría ese interés. 
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Por Lo anterior. se advierte un nexo causal entre La entrega de La información requerida y 
afectaciones a la debida diligencia que rige el actuar del Ministerio Público y al interés general 
que se alcanza con él. Así. no hay justificación para vulnerar esos principios frente al derecho 
a la información del solicitante. 

ii. LFT Al, art. 110, frac. XIII 

a. Riesgo real, demostrable e identificable. Publicar información sobre una carpeta de 
investigación en trámite impide que el Ministerio Público alcance su fin constitucionalmente 
válido y de interés general de investigar delitos y, con ello. que se alcancen los objetivos del 
proceso penal: permitir el esclarecimiento de los hechos. proteger al inocente. procurar que el 
culpable no quede impune y que los daños causados por los delitos se reparen. 

La relevancia de la reserva de las carpetas de investigación se debe primordialmente a que 
el cumplimiento de esta obligación constitucional del Ministerio Público es el medio por el 
cual se permite cumplir con el derecho humano de acceso a la justicia -igualmente 
reconocido en la Constitución- y todo lo que conlleva: esclarecer los hechos. proteger al 
inocente. procurar que el culpable no quede impune y reparar los daños causados por el 
delito. 

Al publicar la información requerida, en los hechos se daría acceso a carpetas de 
investigación a personas que no son parte del proceso penal, contrario a lo establecido en 
el art. 218 del CNPP. La principal consecuencia de esto es que el propio agente de 
Ministerio Público dejaría de tener certeza sobre sus acciones respecto esa carpeta d 
investigación, lo que impactaría negativamente en la posibilidad de continuar s 
integración. Por ejemplo. se abriría la posibilidad de que el investigado, los declarantes o su 
representantes legales lo demandaran por eventuales violaciones a sus derechos 
constitucionales como parte del proceso penal. incluyendo la presunción de inocencia. el que 
se le informe por la autoridad competente de los hechos que se le imputan, la oportunidad de 
presentar testigos y pruebas a su favor, o la facilitación de todos los datos que solicite para su 
defensa. En ese caso, el agente del Ministerio Público tendría que distraer su atención y tiempo 
de la investigación penal a su cargo para defenderse contra esos cargos. Asimismo. quienes 
hubieran presentado la denuncia. los testigos y otras personas que aportarían pruebas o 
indicios que se usaran en la investigación podrían dejar de querer colaborar porque sabrían 
que la información que proveyeran a la carpeta sería pública, potencialmente exhibiéndolos a 
ellos mismos y poniéndolos en una situación de riesgo. De este modo, el agente del Ministerio 
Público se encontraría con obstáculos para obtener medios de prueba que contribuyan a 
probar la hipótesis delictiva con la que trabaja. 

Adicionalmente. la revelación de datos de las carpetas podría llevar a que agentes de. / 
Ministerio Público se expusieran a cometer el delito previsto en el art. 225, frac. XXVIII der 
Código Penal Federal: delitos contra la administración de justicia en su modalidad de dar a 
conocer a quien no tenga derecho documentos. constancias o información que obren en una 
carpeta de investigación o en un proceso penal y que, por disposición de la ley o resolución 
de la ! toridad judicial. sean reservados o confidenciales. tal como lo son las carpetas de 
investí ción de acuerdo con el art. 218 del CNPP. Esto. además de eventuales faltas 
admini rativas. Ante ello. igualmente tendrían que dejar de atender las carpetas para 
caneen rarse en su defensa. Cualquiera de esas situaciones representa obstáculos para que 
el Mini erío P , blico continuara con su obligación constitucional de investigar delitos y, con 
ello. afecdarí ejercicio del derecho de acceder a la administración de justicia. 
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La publicación de la información requerida colocaría aún más obstáculos a la investigación 
de la carpeta, impidiendo de plano que el Ministerio Público cumpla con su función 
constitucional. 

b. Perjuicio que supera el interés público. En el Dictamen en sentido positivo a Las iniciativas con 
proyecto de decreto por el que se reforman, adicionan y derogan diversas disposiciones de La 
Constitución Política de Los Estados Unidos Mexicanos en materia del Sistema Nacional 
Anticorrupción a cargo de La Cámara de Origen, se señala que (p. 32): 

"Resulta evidente que la corrupción trasciende de militancias partidistas, proyectos ideológicos y 
órdenes de gobierno. La corrupción, como sostienen los estudios en la materia, ha logrado 
instaurarse en un sistema con capacidad de autorregularse y, por ende, de actualizar 
mecanismos de defensa frente a los esfuerzos gubernamentales por combatirla." 

Dada esa urgencia, se determinó crear una fiscalía especializada para combatir penalmente La 
corrupción (p. 67): 

"La Fiscalía en la materia estará a cargo de su investigación al dotar de las capacidades técnicas 
necesarias para desempeñar sus funciones. Cabe mencionar que en términos de la reciente 
reforma constitucional en materia político electoral que otorga autonomía constitucional a al 
Fiscalía General de la República, la fiscalía especializada en combate a la corrupción, contará 
con el marco jurídico suficiente para investigar y perseguir de forma efectiva los delitos en esta 
materia." 

Por Lo tanto, la sociedad en su conjunto es quien recibe los beneficios de que el Ministerio 
Público lleve a su término con el debido sigilo las investigaciones por delitos de corrupción 
y ejerza la acción penal. Estos beneficios, que llegan a la sociedad en general, incluyen la 
reparación de los daños que causa ese tipo de conductas y la recuperación del ejercicio de 
los derechos fundamentales que se hubieran frenado con esos delitos, sólo pueden 
alcanzarse al guardar la reserva de la información de las carpetas de investigación en 
trámite que marca la ley. 

c. Principio de proporcionalidad. EL que La información esté reservada permite que el Ministeri 
Público cumpla con su fin constitucionalmente válido y, apegándose al principio d 
proporcionalidad, resulta el medio más idóneo para proteger Los actos que conllevan alean 
Los fines del proceso penal. 

/ 
La reserva de La información protege el fin constitucionalmente válido del Ministerio Públ o, / ' 
que es correlativo al derecho humano de acceso a La j usticia y, de ese modo, esclarecer o,y 
hechos, proteger al inocente, procurar que el culpable no quede impune y reparar Los da os 
causados por el delito. 

La reserva de La información de La carpeta de investigación requerida en La solicitud no implica 
una restricción del derecho de acceso a La información. Dada la naturaleza de esa 
información, su reserva es proporcional porque atiende la importa, ia de la protección del 
interés jurídico que se tutela con los delitos por hechos de corru ión {el funcionamiento 
normal y ordenado de la Administración Pública), de la correcta a ministración de justiciav 
y del interés general que hay en que se cumpla el proceso penal las investigaciones d 
este tipo de delitos, que permite, entre otras cosas, la rep ración del daño y el 
establecimiento de garantías de no repetición. Además, es nec sario reiterar que esta 
reserva se desprende de lo que establece el CNPP en su art. 218, e reración con la LFTAIP, 
art. 110, frac. XIII. En suma, es claro que la investigación y ción de los delitos por 
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hechos de corrupción es de interés general. La divulgación de información de esas 
investigaciones ignoraría ese interés. 

Por lo anterior, se advierte un nexo causal entre La entrega de La información requerida y 
afectaciones a La debida diligencia que rige el actuar del Ministerio Público y al interés general 
que se alcanza con él. Así, no hay justificación para vulnerar esos principios frente al derecho 
a la información del solicitante. 

4. Clasificación como confidencial de datos personales de personas físicas. 

En las carpetas de investigación a cargo de la FEMCC se encuentra información que se ubica 
en el ámbito de Lo privado, encontrando para tal efecto la protección bajo La figura de 
La confidencialidad en términos del artículo 113, fracción I de la LFTAIP. AL publicar 
información relacionada con alguna indagatoria, denuncia o carpeta de investigación en 
contra de una persona física identificada o identificable, como es el caso que nos ocupa. se 
estaría atentando contra La intimidad, honor, buen nombre y presunción de inocencia de la 
persona en comento. 

De esta forma, La imposibilidad por parte de esta Fiscalía Especializada para señalar La 
existencia o no de la información requerida actualiza la causal de confidencialidad prevista en 
el artículo 113, fracción I de la LFTAIP. que a La letra establece: 

Artículo 113. Se considera información confidencial: 
l. La que contiene datos personales concernientes a una persona física identificada 
identificable; 
f...] 

Asimismo, este precepto Legal establece que la información confidencial no estará sujeta a 
temporalidad alguna y sólo podrán tener acceso a ella los titulares de ésta. sus representantes 
legales y los servidores públicos facultados para ello. 

Por tal motivo, se insiste que dar a conocer información que asocie a una persona con la 
existencia de alguna denuncia, imputación, procedimiento relacionado con la comisión de 
delitos afectaría directamente su intimidad, honor y buen nombre. Incluso, vulnera la 
presunción de inocencia al generar un juicio a priori por parte de la sociedad sin que la 
autoridad competente haya determinado su culpabilidad o inocencia a través del dictado de 
una sentencia. 

Al efecto, se debe considerar que dichos derechos están constitucional e 
internacionalmente reconocidos. conforme los artículos 1' y 6' de nuestra Constitución. de 
donde se desprende que toda persona tiene derecho a que se le respete su vida privada y 
todo lo que esto conlleva, así como al normal desarrollo de su personalidad, por lo que, 
inclusive. el artículo 6° apartado A. fracción 11 Constitucional prevé expresamente: 

Artículo 6 . La manifestación de las ideas no será objeto de ninguna inquisición judicial o 
administra iva. sino en el caso de que ataque a la moral, la vida privada o los derechos de 
terceros, ovoque algún delito, o perturbe el orden público; el derecho de réplica será 
ejercido en s tér · dispuestos por la ley. El derecho a la información será garantizado por. 
el Estado. 
u 
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11. La información que se refiere a la vida privada y los datos personales será protegida en los 
términos y con las excepciones que fijen las leyes. 

Aunado a esto. el Código Nacional de Procedimientos Penales (CNPP), específicamente en su 
artículo 15, dispone que cualquier persona tiene derecho a que se respete su intimidad, se 
proteja la información de su vida privada y sus datos personales, cuando participe como 
parte en el procedimiento penal, a saber: 

Artículo 15. Derecho a la intimidad y a la privacidad 
En todo procedimiento penal se respetará el derecho a la intimidad de cualquier persona que 
intervenga en él, asimismo se protegerá la información que se refiere a la vida privada y los 
datos personales, en los términos y con las excepciones que fijan la Constitución, este Código y 
la legislación aplicable. 

Es oportuno traer a colación lo dictado por la Suprema Corte de Justicia de la Nación en las 
siguientes Tesis Jurisprudenciales. donde establece que el derecho de acceso a la 
información tiene límites, los cuales aplican en el momento en que se afectan el honor. el 
decoro. el respeto, la honra. la moral. la estimación y la privacidad de las personas. Además, 
define la afectación a la moral como la alteración que sufre una persona a su decoro. honor. 
reputación y vida privada. y el respeto de la sociedad por la comisión de un hecho ilícito, a 
saber: 

DAÑO MORAL. ES LA ALTERACIÓN PROFUNDA QUE SUFRE UNA PERSONA EN SUS 
SENTIMIENTOS, AFECTOS, CREENCIAS, DECORO, HONOR, REPUTACIÓN, VIDA PRIVADA, 
CONFIGURACIÓN Y ASPECTOS FÍSICOS, O BIEN, EN LA CONSIDERACIÓN QUE DE SÍ MISMA 
TIENEN LOS DEMÁS, PRODUCIDA POR HECHO ILÍCITO. f..] Así, de acuerdo al texto positivo, por 
daño moral debe entenderse la alteración profunda que una persona sufre en sus sentimientos, 
afectos, creencias, decoro, honor, reputación, vida privada. configuración y aspectos físicos. o 
bien, en la consideración que de sí misma tienen los demás, producida por un hecho ilícito. Por 
tanto, para que se produzca el daño moral se requiere: a) que exista afectación en la persona. de 
cualesquiera de los bienes que tutela el artículo 1916 del Código Civil: b) que esa afectación sea 
consecuencia de un hecho ilícito: y, c) que haya una relación de causa-efecto entre ambos 
acontecimientos.l11. 

DERECHO A LA INFORMACIÓN. NO DEBE REBASAR LOS LÍMITES PREVISTOS POR L 
ARTÍCULOS 60., 70. Y 24 CONSTITUCIONALES. El derecho a la información tiene como límites 
decoro. el honor, el respeto, la circunspección, la honestidad. el recato, la honra y la estimaci · 
U en ejercicio de ese derecho no debe menoscabar la moral. los derechos de tercero. que impli a 
el honor. la dignidad y el derecho a la intimidad de éste. en su familia y decoro: así como tampo o 
puede. en ejercicio de ese derecho. provocar algún delito o perturbar el orden público. ! ... J.W , 

DERECHO A LA INFORMACIÓN. SU EJERCICIO SE ENCUENTRA LIMITADO TANTO POR LOS y / 
INTERESES NACIONALES Y DE LA SOCIEDAD, COMO POR LOS DERECH S DE TERCEROS. 
El derecho a la información consagrado en la última parte del artícul o. de la Constitución 
Federal no es absoluto, sino que, como toda garantía, se halla su to a limitaciones o 
excepciones que se sustentan, fundamentalmente, en la protección de l seguridqg. naeiona1 y 
en el respeto tanto a los intereses de la sociedad como a los derecho de los gobernados, 
limitaciones que, incluso, han dado origen a la figura jurídica del ~t e información qur 
se conoce en la doctrina como "reserva de información" o "se~reto bu erótico". En est 
condiciones, al encontrarse obligado el Estado. como sujeto pasivo de -.cit .a garantia. a ve ar 
por dichos intereses, con apego a las normas constitucionales y legales, el ncionado derecho 
no puede ser garantizado indiscriminadamente, sino que el respeto a su ejercicio encuentra 
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excepciones que Lo regulan y a su vez Lo garantizan, en atención a La materia a que se refiera; 
así. en cuanto a la seguridad nacional. se tienen normas que, por un lado. restringen el acceso a 
la información en esta materia. en razón de que su conocimiento público puede generar daños a 
los intereses nacionales y. por el otro. sancionan la inobservancia de esa reserva: por lo que hace 
al interés social. se cuenta con normas que tienden a proteger la averiguación de los delitos. la 
salud y la moral públicas, mientras que por lo que respecta a la protección de La persona 
existen normas que protegen el derecho a la vida o a la privacidad de los gobernados.f.31 

Por su parte. La Declaración Universal de los Derechos Humanos. prevé: 

Artículo 12. Nadie será objeto de injerencias arbitrarías en su vida privada. su familia. su 
domicilio. o su correspondencia. ni de ataques a su honra o a su reputación. Toda persona tiene 
derecho a la protección de la ley contra tales injerencias o ataques. 

Sobre el mismo tema. en La Convención Americana sobre los Derechos Humanos. señala: 

Articulo 11. Protección de la Honra y de la Dignidad. 
1.- Toda persona tiene derecho al respeto de su honra y al reconocimiento de su dignidad. 
2. - Nadie puede ser objeto de injerencias arbitrarias o abusivas en su vida privada. en la de su 
familia. en su domicilio o en su correspondencia. ni de ataques ilegales a su honra o reputación. 
3.- Toda persona tiene derecho a la protección de la Ley contra esas injerencias o esos 
ataques. 

Además. el Pacto Internacional de los Derechos Civiles y Políticos. establece: 

Artículo 17 
1. Nadie será objeto de injerencias arbitrarias o ilegales en su vida privada. su familia. 
su domicilio o su correspondencia. ni de ataques ilegales a su honra y reputación. 
2. Toda persona tiene derecho a la protección de la ley contra esas injerencias o esos 
ataques. 

No se debe omitir mencionar que La presunción de inocencia es una garantía de cualquier 
persona imputada. prevista en el articulo 20 de La CPEUM. que a La Letra dispone: 

Artículo 20. El proceso penal será acusatorio y oral. Se regirá por los principios de publicidad. 
contradicción. concentración, continuidad e inmediación. 

B. De Los derechos de toda persona imputada: 
A que se presuma su inocencia mientras no se declare su responsabilidad mediante sentencia . 
emitida por el juez de la causa. f 
Concatenado a esto. uno de Los princ1p1os rectores que rigen el proceso penal. es el 
de presunción de inocencia, consagrado en el artículo 13 del CNPP, que a La Letra establece: 

Artículo 13. Prin ipio de presunción de inocencia 
Toda persona e presume inocente y será tratada como tal en todas Las etapas del 
P_rocedimiento, ientras se declare su responsabilidad mediante sentencia emitida por el 
Organo jurisdicci al. e os términos señalados en este Código. 

Todo lo expuesto Y.. n ado está entre Las principales razones por Las que el artículo 218 del 
Código Nacion de rocedimientos Penales prevé La reserva de La investigación, qu 
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Apartado A fracción JI Constitucional. que dispone que La información que se refiere a La vida 
privada y Los datos personales de Las personas está protegida en Los términos legalmente 
previstos. 

Sobre el particular. tenemos el contenido del artículo 218 primer párrafo del Código Nacional 
de Procedimientos Penales, que a la letra refiere: 

Articulo 218. Los registros de la investigación, así como todos los documentos. 
independientemente de su contenido o naturaleza. los objetos. los registros de voz e imágenes 
o cosas que le estén relacionados. son estrictamente reservados, por lo que únicamente las 
partes, podrán tener acceso a los mismos. con las limitaciones establecidas en este Código y 
demás disposiciones aplicables. 
[...] 

Por Lo que, al efecto. en el caso que nos ocupa, se actualiza la limitante del derecho a la 
información, constreñida en la confidencialidad y secrecía que le asiste a toda persona. 
como en el caso lo es de La persona de quien se solicita la información. 

Asimismo, es necesario considerar que los funcionarios públicos no por tener ese carácter 
dejan de estar sujetos a la protección de sus derechos humanos consagrados y garantizados 
en Los artículos 1·. 6, 14, 16, 20 y 21 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos. 

Lo anterior es así ya que La Suprema Corte de Justicia de la Nación ha determinado que. 
aunque el derecho a la privacidad de Los servidores públicos se encuentra más atenuado que 
el resto de La sociedad al estar sujetos a un mayor escrutinio social. el hecho de ser un servidor 
público no implica que todas sus actividades o sus circunstancias sean de interés para la 
sociedad o que, por ello, se deba dejar de proteger su derecho al honor, la dignidad 
humana, la vida privada, entre otros. 

Abona a lo anterior lo resuelto por la Corte lnteramericana de Derechos Humanos respecto de 
La privacidad de Los funcionarios públicos en el caso Fontevecchia y D'Amico vs Argentina, 
donde concluyó que los servidores públicos, al igual que cualquier otra persona, están 
amparados por la protección que les brinda el artículo 11 de la Convención Americana 
sobre Derechos Humanos(Pacto de San José), el cual consagra el derecho a la vida privada 
prohíbe toda injerencia arbitraria o abusiva en ella. 

Por su parte, el Pacto internacional de Derechos Civiles y Políticos, en su artículo 17, prevé 
derecho a la privacidad y su protección por la ley, Lo cual se concatena con Lo dispuesto n 
La Declaración Universal de Los Derechos Humanos en su artículo 12 establece que nadies rá 
objeto de injerencias arbitrarias en su vida privada, su familia, su domicilio o su 
correspondencia. ya que toda persona tiene derecho a La protección de La Ley contra tales 
injerencias o ataques. · 

En tal consideración, relativa a La protección de Los derechos fundamentales de los servidores .¡/ 
públicos, cobra aplicación La tesis emitida por La Primera Sala de La Suprema Corte de Justicia 
de La Nación de datos de Localización Décima Época. Tesis: . Vll/2012 (lOa.) Fuente: 
Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta. Libro V, Febrero d 2012, Tomo 1, página 6

7
55 

y rubro siguiente: 

INFORMACIÓN CONFIDENCIAL. LÍMITE AL DERECHO DE ACCESO A INFORMACIÓN (LEY 
FEDERAL DE TRANSPARENCIA Y ACCESO A LA INFORMACIÓN PÚ . A GUBERNAMENTAL). 
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Las fracciones I y II del segundo párrafo del artículo 60. de la Constitución Política de los Estados 
Unidos Mexicanos, establecen que el derecho de acceso a la información puede limitarse en 
virtud del interés público y de la vida privada y Los datos personales. Dichas fracciones sólo 
enuncian Los fines consütucionalmente válidos o Legítimos para establecer limitaciones al citado 
derecho, sin embargo. ambas remiten a La legislación secundaria para el desarrollo de los 
supuestos específicos en que procedan las excepciones que busquen proteger los bienes 
constitucionales enunciados como límites al derecho de acceso a La información. Así. en 
cumplimiento al mandato constitucional, la Ley Federal de Transparencia y Acceso a la 
Información Pública Gubernamental establece dos criterios bajo los cuales la información podrá 
clasificarse y. con ello. limitar el acceso de los particulares a la misma: el de información 
confidencial y el de información reservada. En lo que respecta al límite previsto en la Constitución. 
referénte a la vida privada y Los datos personales. el artículo 18 de la ley estableció como criterio 
de clasificación el de información confidencial. el cual restringe el acceso a la información que 
contenga datos personales que requieran el consentimiento de los individuos para su difusión. 
distribución o comercialización. Lo anterior también tiene un sustento constitucional en Lo 
dispuesto en el segundo párrafo del artículo 16 constitucional, el cual reconoce que el derecho a 
la protección de datos personales -así como al acceso. rectificación y cancelación de Los mismos­
debe ser tutelado por regla general. salvo los casos excepcionales que se prevean en la 
legislación secundaria; así como en la fracción V. del apartado C. del articulo 20 constitucional. 
que protege La identidad y datos personales de las victimas y ofendidos que sean parte en 
procedimientos penales. Así pues, existe un derecho de acceso a la información pública que rige 
como regla general. aunque limitado, en forma también genérica, por el derecho a la protección 
de datos personales. Por lo anterior. el acceso público -para todas las persona 
independientemente del interés que pudieren tener- a Los datos personales distintos a Los d 
propio solicitante de in{ ormación sólo procede en ciertos supuestos, reconocidos expresament 
por las leyes respectivas. Adicionalmente. la información confidencial puede dar Lugar a La 
clasificación de un documento en su totalidad o de ciertas partes o pasajes del mismo. pues 
puede darse el caso de un documento público que sólo en una sección contenga datos 
confidenciales. Por último, y conforme a lo dispuesto en el articulo 21 de la ley. la restricción de 
acceso a La información confidencial no es absoluta. pues puede permitirse su difusión. 
distribución o comercialización si se obtiene el consentimiento expreso de la persona a que haga 
referencia la información. 

Luego entonces, podemos concluir que. a pesar de que una persona identificada o 
identificable sea servidor público. aunque de forma reducida. le siguen asistiendo la 
protección a sus derechos fundamentales, constitucionalmente garantizados, razón por la 
cual se les deben de proteger y garantizar su derecho al honor, la dignidad humana y a l 
vida privada. 

Por Lo que, al efecto, en el caso que nos ocupa, se actualiza La Limitante del derecho a La 
información. constreñida en La confidencialidad y secrecía que Le asiste a toda persona, como 
en el caso Lo es, de Las personas de quienes solicitan la información. 
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señaló que "se considera que dar a conocer la existencia o no de algún procedimiento de 
investigación por posibles actos ilícitos, constituye información confidencial que afecta la 
esfera privada de los servidores públicos señalados en los documentos, al generar una 
percepción negativa de ésta, sin que se hubiere probado las presuntas irregularidades 
cometidas por los servidores públicos en desempeño de su encargo. Por lo que, vincular el 
nombre de una persona o personas con quejas o denuncias relacionadas con procedimientos 
que no cuentan con una sanción firme, afectaría la protección de su intimidad, honor y 
presunción de inocencia. al poder genera un j uicio a priori por parte de la sociedad." 

Presunción de inocencia como regla de trato orocesal 

La Primera Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, en la tesis de rubro 
"PRESUNCIÓN DE INOCENCIA COMO REGLA DE TRATO PROCESAL", estableció que la 
presunción de inocencia es un derecho que puede ser calificado de "poliédrico", en el sentido 
de que tiene múltiples manifestaciones o vertientes, cuyo contenido se encuentra asociado 
con distintas garantías procesales. 

Al efecto y para el caso que nos ocupa, se debe considerar que de proporcionar la información 
solicitada se transgrediría la presunción de inocencia como regla de trato procesal que le 
asiste al referido servidor público en todo momento, ya que en dicho precedente, la Primera 
Sala determinó que la presunción de inocencia como regla de trato procesal se entiende 
como una regla de tratamiento del imputado y el contenido de este derecho fundamental 
consiste en establecer la forma en la que debe tratarse a una persona que está sometida a ,I 

proceso penal. ~ 

En concordancia con lo anterior, en el amparo directo en revisión 1481/2013, la Primera Sala 
manifestó que la finalidad de la presunción de inocencia en esta vertiente es impedir la 
aplicación de medidas j udiciales que impliquen una equiparación de hecho entre imputado y 
culpable y, por lo tanto. cualquier tipo de resolución judicial que suponga la anticipación de la 
pena. 

El 18 de mayo de 2016. ese mismo órgano de la Suprema Corte, al analizar el amparo directo 
en revisión 2537/2013, falló en el sentido de que La exposición mediática de las personas 
imputadas puede ser suficientemente robusta para que pueda considerarse que ha generad 
una percepción estigmatizante y que eleva de modo significativo la probabilidad de que lo 
testimonios y las pruebas recabadas contengan información parcial y, por ende, cuestionabl . 

En esta lógica, la presunción de inocencia supone el derecho de una persona a ser trata a 
como inocente en tanto no haya sido declarada su culpabilidad por virtud de una senten ·a 
judicial precedida por un proceso con todas las garantías. /' 

Es a esta faceta de la presunción de inocencia a la que normalmente aluden los tratados 
internacionales de derechos humanos y los textos constitucionales cuando hacen referencia 
a este principio. 

s Estados Unidos 

, 

La fracción l. del apartado B. del artículo 20 de la Constitución Política de 
Mexicanos cubre esta vertiente del derecho al establecer que los inculpa 
a "que se presuma su inocencia mientras no se declare su responsabilidad 
emitida por eljuez de la causa". 

os tienen derecho 
ediante sentencia ¡ 

Por lo que hace al orden internacional. ta Corte lnteramericana d 
señalado lo siguiente sobre el principio de presunción de inocencia: 
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2. Constituye un fundamento de las garantías judiciales. "al afirmar la idea de que una persona 
es inocente hasta que su culpabilidad sea demostrada", de modo que dicho principio ·es un 
elemento esencial para la realización efectiva del derecho a la defensa". 

4. En el caso Ricardo Canese vs. Paraguay. la Corte lnteramericana determinó que la presunción 
de inocencia implica "que el imputado goza de un estado jurídico de inocencia o no 
culpabilidad mientras se resuelve acerca de su responsabilidad penal. de modo tal que debe 
recibir del Estado un trato acorde con su condición de persona no condenada". 

4. En la medida que "La demostración fehaciente de la culpabilidad constituye un requisito 
indispensable para la sanción penal". es el acusador el que debe demostrar que el ilícito 
penal es atribuible a la persona imputada. es decir, que ha participado culpablemente en su 
comisión. 

/ 

Así, el principio de presunción de inocencia "acompaña al acusado durante toda la tramitación 
del proceso hasta que una sentencia condenatoria que determine su culpabilidad quede firme". 

En esa tesitura, es dable concluir que como en el caso que nos ocupa, dar a conocer 
información que implique revelar datos que se contengan en carpetas de investigación, las 
cuales son asociadas a personas con la existencia de alguna denuncia, imputación, 
procedimiento relacionado con la comisión de delitos, afecta su derecho a la presunción 
de inocencia en su vertiente de regla de trato procesal. 

Lo anterior es asi. ya que la divulgación de La información por cualquier medio. por ejempl , 
en medios de comunicación, puede causar sesgo en la opinión pública y una sobreexposició 
que pudiera vulnerar su derecho de defensa, así como en La percepción y actuación del órgan 
jurisdiccional encargado de resolver el asunto. con la consecuente aplicación de medidas 
judiciales que impliquen una equiparación de hecho entre imputado y culpable. Lo que 
ocasionaría una vulneración a su derecho de presunción de inocencia como regla de trato 
procesal y por ende una resolución jurisdiccional no favorable a Las víctimas u ofendidos. ni a 
la sociedad por violaciones intraprocesales al habérsele expuesto como culpable sin que 
exista una sentencia judicial firme. 

Ello por generar La posibilidad de emitir un juicio a priori por parte de La sociedad e influir al 
órgano jurisdiccional para determinar la culpabilidad del imputado a través del dictado de una 
sentencia condenatoria. 

En este sentido, sería el propio Estado quien indebidamente intervendría para crear una 
imagen negativa que afecte al imputado en el proceso penal que en el supuesto sin conceder 
se le seguiría en su contra, así como su reputación, su seguridad individual o familiar. de tal 
forma que se alcance a generar un efecto jurídicamente perjudicial y estigmatizante. 

Siendo por ello que este sujeto obligado se encuentra imposibilitado para otorgar LV' 
información s?licitada, ya que en su caso, correspondería, al poder judicial determinar si en 
el supuest sm conceder, respecto a los hechos con apariencia de delito denunciados 
conforme las indagatorias realizadas por el agente del Ministerio Público de la 
Federación, existen o no, hechos delictivos, pues de conformidad con el marco 
constitucion . co encional y Legal citado. actuar de forma contraria se correría el riesgo de 
vulnerar la p u ción de inocencia como regla de trato procesal que le asiste a todas la 
personas Y. L caso de quien solicitan La información. Máxime que en el Estado Mexican 
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aún no ha sido declarada alguna culpabilidad al respecto, por algún delito, donde pese 
sobre él una sentencia judicial firme. 

5. Clasificación como confidencial de datos personales de personas morales. 

En la carpeta de investigación requerida se encuentra información de personas morales que 
se ubica en el ámbito de lo privado, y divulgarla vulneraría sus derechos a la privacidad, 
al buen nombre y honor, así como a la intimidad y a la presunción de inocencia. 

De esta forma, actualiza la causal de confidencialidad prevista en el artículo 113, fracción 111 de 
la LFTAIP, que a la letra establece: 

Artículo 113. Se considera información confidencial: 
[ ... ] 
111. Aquella que presenten los particulares a los sujetos obligados, siempre que tengan el 
derecho a ello, de conformidad con lo dispuesto por las leyes o los tratados internacionales. 

La información confidencial no estará sujeta a temporalidad alguna y sólo podrán tener acceso 
a ella los titulares de la misma, sus representantes y los Servidores Públicos facultados para ello. 

De igual forma, es preciso señalar que los numerales Trigésimo Octavo y Cuadragésimo de 
los Lineamientos Generales en materia de clasificación y desclasificación de la información así , 
como la elaboración de versiones públicas. disponen lo siguiente: 1 

Trigésimo octavo. Se considera información confidencial: 
l. Los datos personales en los términos de la norma aplicable: 

/J. La que se entregue con tal carácter por los particulares a los sujetos obligados, siempre y 
cuando tengan el derecho de entregar con dicho carácter la información. de conformidad con lo 
dispuesto en las leyes o en los Tratados Internacionales de los que el Estado mexicano sea parte, 
y 
//J. Los secretos bancario, fiduciario. industrial. comercial. fiscal. bursátil y postal cuya titularidad 
corresponda a particulares, sujetos de derecho internacional o a sujetos obligados cuando no 
involucren el ejercicio de recursos públicos. 

Cuadragésimo. En relación con el último párrafo del artículo 116 de la Ley General, para clasific 
la información por confidencialidad, no será suficiente que los particulares la hayan entrega o 
con ese carácter ya que los sujetos obligados deberán determinar si aquéllos son titulares de a 
información y si tienen el derecho de que se considere clasificada, debiendo fundar y motivar la 
confidencialidad. La información que podrá actualizar este supuesto. entre otra, es la siguient · / 
l. La que se refiera al patrimonio de una persona moral, y 7 
11. La que comprenda hechos y actos de carácter económico, contable. iurídico o 
administrativo relativos a una persona, que pudiera ser útil para un competidor por ejemplo, la 
relativa a detalles sobre el manejo del negocio del titular, sobre su proceso de toma de decisiones 
o información que pudiera afectar sus negociaciones, acuerdos de los ór anos de administración. 
políticas de dividendos y sus modificaciones o actas de asamblea. 

En ese tenor. al encontrarse dentro de los supuestos que inciden en l ámbito privado de las 
personas, se advierte que conocer si se ha investigado por la posible :omisión de un ilícito ev 
la que se vea involucrada una persona moral identificada y acce =>r a la documentació 
generada al respecto, es información que únicamente interesa a s titular y cuya difusió 
podría ser susceptible de afectaciones en su imagen, prestigio y 
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Además. como ya se mencionó. el dar a conocer información que asocie a una persona con la 
existencia de algún procedimiento de investigación. afectaría directamente su intimidad, honor 
y buen nombre. incluso vulnera la presunción de inocencia, al generar un juicio a priori por 
parte de la sociedad. sin que la autoridad competente haya determinado su culpabilidad o 
inocencia a través del dictado de una sentencia condenatoria. 

Al efecto. se debe considerar que dichos derechos están constitucional e 
internacionalmente reconocidos. conforme los artículos 1· y 6º de nuestra Carta Magna. de 
donde se desprende que toda persona tiene derecho a que se le respete su vida privada y 
todo lo esto conlleva. así como el normal desarrollo de su personalidad, por lo que inclusive 
el artículo 6º apartado A. fracción 11 Constitucional prevé expresamente: 

Artículo 60. La manifestación de las ideas no será objeto de ninguna inquisición judicial o 
administrativa. sino en el caso de que ataque a la moral, la vida privada o los derechos de 
terceros, provoque algún delito, o perturbe el orden público; el derecho de réplica será 
ejercido en los términos dispuestos por la ley. El derecho a la información será garantizado por 
el Estado. 

[ .. ./ 
I.La información que se refiere a la vida privada y los datos personales será protegida en los 
términos y con las excepciones que fijen las leyes. 

Aunado a lo anterior, el Código Nacional de Procedimientos Penales (CNPP), específicamente 
en su artículo 15, dispone que cualquier persona t iene derecho a que se respete su intimidad 
se proteja la información de su vida privada y sus datos personales. cuando participe com 
parte en el procedimiento penal. a saber: 

Artículo 15. Derecho a la intimidad y a la privacidad 
En todo procedimiento penal se respetará el derecho a la intimidad de cualquier persona que 
intervenga en él, asimismo se protegerá la información que se refiere a la vida privada y los datos 
personales. en los términos y con las excepciones que fijan la Constitución, este Código y la 
legislación aplicable. 

Refuerza lo anterior, Lo dictado por La Suprema Corte de Justicia de La Nación. a través de Las 
siguientes Tesis Jurisprudenciales. donde establece que el derecho de acceso a la 
información tiene límites. los cuales aplican en el momento en que se afecta el honor. el 
decoro, el respeto. la honra. La moral. la estimación y la privacidad de las personas: además de 
definir la afectación a La moral. como la alteración que sufre una persona a su decoro. honor. 
reputación, vida privada y el respeto de La sociedad por la comisión de un hecho ilícito. a saber: 

Tesis: /.Jo.e. J/71 (ga) 
Décima Época 
Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta 
Tribuna es Colegiados de Circuito 
160425 de3 
Libro IV, nero de 2012. Tomo 5 Pag. 4036. 

I 

DAÑO M AL. LA ALTERACIÓN PROFUNDA QUE SUFRE UNA PERSONA EN SUS 
SENTIMIEN O , AFECTOS. CREENCIAS, DECORO, HONOR, REPUTACIÓN, VIDA PRIVADA. 
CONFIGUR ÓN Y ASPECTOS FÍSICOS, O BIEN, EN LA CONSIDERACIÓN QUE DE SÍ MISM 
TIENEN S D r.45, PRODUCIDA POR HECHO ILÍCITO. 
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í...J Así, de acuerdo al texto positivo, por daño moral debe entenderse la alteración profunda 
que una persona sufre en sus sentimientos, afectos, creencias, decoro, honor, reputación, vida 
privada, configuración y aspectos físicos, o bien, en la consideración que de sí misma tienen 
los demás, producida por un hecho ilícito. Por tanto, para que se produzca el daño moral se 
requiere: a) que exista afectación en la persona, de cualesquiera de los bienes que tutela el 
artículo 1916 del Código Civil; b) que esa afectación sea consecuencia de un hecho ilícito; y, 
c) que haya una relación de causa-efecto entre ambos acontecimientos. 

Tesis Aislada 
Novena Época 
Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta 
Tercer Tribunal Colegiado en Materia Civil del Primer Circuito. 
Tomo: XIV, Septiembre de 2001, Tesis: l.30.C.244 C. Página: 1309 

DERECHO A LA INFORMACIÓN. NO DEBE REBASAR LOS LÍMITES PREVISTOS POR LOS 
ARTÍCULOS 60., 70. Y 24 CONSTITUCIONALES. 
El derecho a la información tiene como límites el decoro, el honor, el respeto, la circunspección, 
la honestidad, el recato, la honra y la estimación, pues el artículo 60. otorga a toda persona el 
derecho de manifestar libremente sus ideas y prohíbe a los gobernantes que sometan dicha 
manifestación a inquisición judicial o administrativa. salvo que ataquen la moral, los derechos 
de tercero, provoquen algún delito o perturben el orden público. 
Esta reforma recogió distintas corrientes preocupadas por asegurar a la sociedad una obtención 
de información oportuna, objetiva y plural, por parte de los grandes medios masivos de 
comunicación. Conforme a la evolución del artículo 60. constitucional vigente y comparado con 
lo que al respecto se ha regulado en otros países, se concluye que a lo largo de la historia 
constitucional, quienes han tenido el depósito de la soberanía popular para legislar, se han 
preocupado porque existiera una Norma Suprema que reconociera el derecho del hombre a 
externar sus ideas, con limitaciones especificas tendientes a equilibrar el derecho del 
individuo frente a terceros y la sociedad, puesto que en ejercicio de ese derecho no debe 
menoscabar la moral, los derechos de tercero, que implica el honor, la dignidad y el derecho 
a la intimidad de éste, en su famílía y decoro; así como tampoco puede, en ejercicio de ese 
derecho, provocar algún delito o perturbar el orden público. 
Tales límites son que la opinión no debe atacar la moral, esto es, las ideas que se exterioricen 
no deben tender a destruir el conjunto de valores que sustenta la cohesión de la sociedad en 
el respeto mutuo y en el cumplimiento de los deberes que tienen por base la dignidad human 
y los derechos de la persona; tampoco debe dañar los derechos de tercero, ni incitar a l 
provocación de un delito o a la perturbación del orden público. 
De modo que la Constitución de mil novecientos diecisiete estableció una obligación por parte l / 
Estado de abstenerse de actuar en contra de quien se expresa libremente, salvo que en l / 
ejercicio de ese derecho se ataque a la moral, a los derechos de tercero, se provoque alg n 
delito o se perturbe el orden público. 

Tesis Aislada 
Novena Época 
Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta 
Tomo: XI, Abril de 2000 
Tesis: P. LX/2000, Página: 74 

DERECHO A LA INFORMACIÓN. su EJERCICIO SE ENCUENTRA LIMITA ' o TANTO POR Los/ 
INTERESES NACIONALES Y DE LA SOCIEDAD. COMO POR LOS DERECHOS E ERCEROS. 
El derecho a la información consagrado en la última parte del artíc . de la Constitución 
Federal no es absoluto, sino que, como toda garantía, se hal o a limitaciones o 
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excepciones que se sustentan, fundamentalmente, en la protección de la seguridad nacional y 
en el respeto tanto a los intereses de la sociedad como a los derechos de los gobernados, 
limitaciones que, incluso, han dado origen a la figura jurídica del secreto de información que 
se conoce en la doctrina como "reserva de informaciónª o 'secreto burocrático'. En estas 
condiciones. al encontrarse obligado el Estado, como sujeto pasivo de la citada garantía, a velar 
por dichos intereses. con apego a las normas constitucionales y legales. el mencionado derecho 
no puede ser garantizado indiscriminadamente, sino que el respeto a su ejercicio encuentra 
excepciones que lo regulan y a su vez lo garantizan, en atención a la materia a que se refiera: 
así. en cuanto a la seguridad nacional. se tienen normas que, por un lado, restringen el acceso a 
la información en esta materia, en razón de que su conocimiento público puede generar daños a 
los intereses nacionales y, por el otro, sancionan la inobservancia de esa reserva: por lo que hace 
al interés social, se cuenta con normas que tienden a proteger la averiguación de los delitos, la 
salud y la moral públicas. mientras que por Lo que respecta a la protección de la persona 
existen normas que protegen el derecho a La vida o a la privacidad de los gobernados. 

Del mismo modo, encuentra sustento con lo mencionado por la Suprema Corte de Justicia de 
la Nación al resolver el amparo en revisión 628/2008, en el sentido de que hay información 
que concierne al quehacer de una persona moral y que, guardadas todas las proporciones, es 
para esa persona. lo que el dato personal es para la persona física. 

En tal tesitura, se trae a colación los siguientes criterios emitidos por el Supremo Órgano 
Jurisdiccional del Poder Judicial de la Federación: 

Época: Décima Época 
Registro: 2005522 
Instancia: Pleno 
Tipo de Tesis: Aislada 
Fuente: Gaceta del Semanario Judicial de la Federación 
Libro 3, Febrero de 2014, Tomo I 
Materia(s): Constitucional 
Tesis: P. 1//2014 (1oa.J 
Página:274 

PERSONAS MORALES. TIENEN DERECHO A LA PROTECCIÓN DE LOS DATOS QUE PUEDAN 
EQUIPARARSE A LOS PERSONALES, AUN CUANDO DICHA INFORMACIÓN HAYA SIDO 
ENTREGADA A UNA AUTORIDAD. 
El artículo 16. párrafo segundo. de la Constitución Política de los Estados Unidos fvlexicanos 
reconoce el derecho a la protección de datos personales. consistente en el control de cada 
individuo sobre el acceso y uso de la información personal en aras de preservar la vida 
privada de las personas. En ese sentido, el derecho a La protección de datos personales podria 
entenderse, en primera instancia, como una prerrogativa de las personas físicas, ante la 
imposibilidad de afirmar que las morales son titulares del derecho a La intimidad y/o a la vida 
privada; si~ e:n.bargo, el c~ntenido de este derecho p_uede extenderse a ciert~ información ?e lavs 
personas Jund1cas colectivas, en tanto que tamb,en cuentan con determinados espacios de 
protección ante cualquier intromisión arbitraria por parte de terceros respecto de cierta 
información conómica, comercial o relativa a su identidad que. de revelarse, pudiera anular 
menoscabar u libre buen desarrollo. Por tanto, los bienes protegidos por el derecho a la 
privacidad d rotección de datos de las personas morales, comprenden 
aquellos docu e información que les son inherentes. que deben permanecer ajenos al 
conocimiento t rceros, independientemente de que, en materia de transparencia e 
informació úbli , opere el principio de máxima publicidad y disponibilidad. conforme al cual, 
toda in{, ación en posesión de las autoridades es pública. sin importar la fuente o la forma e 
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que se haya obtenido, pues, acorde con el artículo 60., en relación con el 16, párrafo segundo, 
constitucionales, la información entregada a las autoridades por parte de las personas 
morales, será confidencial cuando tenga el carácter de privada por contener datos que 
pudieran equipararse a los personales, o bien, reservada temporalmente, sí se actualiza alguno 
de los supuestos previstos legalmente. 

Contradicción de tesis 56/2011. Entre las sustentadas por la Primera y la Segunda Salas de la 
Suprema Corte de Justicia de La Nación. 30 de mayo de 2013. /Vfayoría de siete votos de los 
/Vfínístros /Vfargaríta Beatriz Luna Ramos. José Fernando Franco González Salas, Arturo Zaldívar 
Lelo de Larrea. Jorge Mario Pardo Rebolledo, Sergio A. Valls Hernández, Oiga Sánchez Cordero 
de García Villegas y Alberto Pérez Dayán; votaron en contra: Alfredo Gutiérrez Ortiz /Vfena. José 
Ramón Cossío Díaz, Luis /Vfaría Aguilar Morales y Juan N. Silva /Vfeza. Ponente: Sergio A. Valls 
Hernández. Secretarios: Laura García Velasco y José Álvaro Vargas Ornelas. 
El Tribunal Pleno, el veintitrés de enero en curso. aprobó. con el número /1/2014 (1oa.J, la tesis 
aislada que antecede. México, Distrito Federal. a veintitrés de enero de dos mil catorce. 
Décima Época 
2000082. 10. XXl/2011 (100) Primera Sala. 
Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta. Libro IV. Enero de 2012, Pág. 2905. 

DERECHO FUNDAMENTAL AL HONOR DE LAS PERSONAS JURÍDICAS. Toda persona física es 
titular del derecho al honor, pues el reconocimiento de éste es una consecuencia de la afirmación 
de la dignidad humana. Sin embargo, el caso de las personas jurídicas o morales presenta 
mayores dificultades, toda vez que de ellas no es posible predicar dicha dignidad como 
fundamento de un eventual derecho al honor. Ajuicio de esta Primera Sala de la Suprema Cort 
de Justicia de la Nación, es necesario utilizar la distinción entre el honor en sentido subjetivo 
objetivo a fin de resolver este problema. Resulta difícil poder predicar el derecho al honor e 
sentido subjetivo de las personas morales, pues carecen de sentimientos y resultaría complicado 
hablar de una concepción que ellas tengan de sí mismas. Por el contrarío, en lo relativo a su 
sentido objetivo, considerando el honor como la buena reputación o la buena fama. parece no 
sólo lógico sino necesario sostener que el derecho al honor no es exclusivo de las personas físicas, 
puesto que las personas jurídicas evidentemente gozan de una consideración social y reputación 
frente a la sociedad. En primer término. es necesario tomar en cuenta que las personas 
denominadas jurídicas o morales son creadas por personas físicas para la consecución de fines 
determinados, que de otra forma no se podrían alcanzar, de modo que constituyen un 
instrumento al servicio de los intereses de las personas que las crearon. En segundo fuga 
debemos considerar que los entes colectivos creados son la consecuencia del ejercicio previo 
otros derechos, como la libertad de asociación, y que el pleno ejercicio de este derecho requi e 
que La organización creada tenga suficientemente garantizados aquellos derec s 
fundamentales que sean necesarios para La consecución de los fines propuestos. 
consecuencia, es posible afirmar que las personas jurídicas deben ser titulares de aquel os/ 
derechos fundamentales que sean acordes con la finalidad que persiguen. por estar 
encaminados a la protección de su objeto social. así como de aquellos que aparezcan como 
medio o instrumento necesario para la consecución de la referida finalidad. Es en este ámbito que 
se encuentra el derecho al honor, pues el desmerecimiento en la cansí eración ajena sufrida por 
determinada persona jurídica, conllevará, sin duda, la ímposibilí d de que ésta pueda 
desarrollar libremente sus actividades encaminadas a la realización e su objeto social o, al 
menos. una afectación ilegítima a su posibilidad de hacerlo. En co secuencia, las personas 
jurídicas_ también puede~ ver lesionado su derecho al hono: a través d a divulgm¡ ión de hechov 
concernientes a su entidad, cuando otra persona la difame o la aga desmerecer en la 
consideración ajena. 

Amparo directo 28/2010. Demos, Desarrollo de Medíos. S.A. de C. V 23 
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2011. Mayoría de cuatro votos. Disidente: Guillermo l. Ortiz fvlayagoitia. Ponente: Arturo 
Zaldívar Lelo de Larrea. Secretario: Javier fvlijangos y González. 
2000082. 1a. XX//2011 (1oa.J. Primera Sala. Décima Época. Semanario Judicial de la Federación y 
su Gaceta. Libro IV. Enero de 2012. Pág. 2905. 

Siendo por todo expuesto y fundado, entre Las principales razones por Las que el artículo 218 
del Código Nacional de Procedimientos Penales prevé la reserva de la investigación e 
inclusive ha sido avalada por el Alto Tribunal, al estar conforme lo previsto por el artículo 5· 
Apartado A fracción 11 Constitucional. que dispone que la información que se refiere a la vida 
privada y los datos personales de Las personas está protegida en los términos Legalmente 
previstos. 

Sobre el particular. tenemos el contenido del artículo 218 primer párrafo del Código Nacional 
de Procedimientos Penales, que a la letra refiere: 

Artículo 218. Los registros de la investigación. así como todos los documentos. 
independientemente de su contenido o naturaleza. los objetos. los registros de voz e imágenes o 
cosas que le estén relacionados, son estrictamente reservados, por lo que únicamente las 
partes, podrán tener acceso a los mismos, con las limitaciones establecidas en este Código y 
demás disposiciones aplicables. 
[ .. ./ 

Por lo que, al efecto, en el caso que nos ocupa, se actualiza la limitante del derecho a la 
información, constreñida en la confidencialidad y secrecía que le asiste a toda persona 
como en el caso lo es, de La persona moral de quien solicitan la información 

6. La información solicitada podría contener nombres y cargos del personal adscrito a la 
Fjscalia General de la República 

Abonando a lo ya planteado, se señala que los documentos requeridos por el solicitante 
contienen los nombres y cargos del personal adscrito a La Fiscalía General de la República, los 
cuales son información reservada y, por lo tanto, no es posible otorgarla. 

Pone en riesgo la vida. se<;uridad o salud de los servidores públicos y sus familias 

De conformidad con el artículo 110, frac. V, de la LFTAIP se establece que, como información 
reservada podrá clasificarse aquella cuya publicación: 
Art.110. 
V Pueda poner en riesgo la vida, seguridad o salud de una persona física; 

/ 

Asimismo. los artículos 21. párrafos primero, segundo, noveno y décimo y 102. apartado A 
párrafos primero y cuarto de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos. señalan 
que esta Fiscalía General de la República es un organismo autónomo encargado de la 
persecución e investigación de los delitos del orden federal y una institución de procuración 
de justicia. por Lo qu sulta de suma importancia asegurar y consolidar su operatividad, lo 
que incluye la o cci n de los servidores públicos adscritos a La Institución. En el mismo 
tenor, encentra s e el ámbito internacional la Declaración sobre Las Normas Mínimas 
Relativas a L Se r' ad y Protección de los Fiscales y sus Familias, de la Asociación 
Internado de Fiscales. la cual determina en este rubro que Los Estados y Las autoridades 
deben a ptar las medidas para evitar que la información personal de los fiscales y de su 

Décima Octava Sesión Ordinaria 2024 12 

I ' 



\}l'\DOS~ 

\ FGR 
~ -1 FISCA LÍA G EN ER AL -,.•#~ DE L A RE PÚ B LI C A 

~~ 

COMITE DE 
TRANSPARENCIA 

familias sea conocida por terceros cuando ello sea inapropiado; las mismas medidas aplican 
para personas que trabajan para estos, si son necesarias para su seguridad y protección. 

Robustece lo anterior, lo previsto en el artículo 13 de la Convención Americana sobre Derechos 
Humanos, en concatenación con lo dispuesto en el artículo 6º apartado A, fracciones I y 11 de 
La Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, de donde se puede desprender que 
revelar información de las personas servidoras públicas encargadas de llevar a cabo labores 
de seguridad pública está reservado por razones de interés y orden público. 

Por lo tanto, identificar a las personas servidoras públicas encargadas de la investigación y 
persecución de los delitos los expone a amenazas reales e inminentes, tanto a su vida e 
integridad física como la de sus familiares. 

iii. Se aenera un imoacto neaativo en el desemoeño de las funciones de seauridad de la Fiscalía 
General de la Reoública 

Además de existir un riesgo para la vida, seguridad o salud del personal de la Fiscalía y de sus 
familiares, es necesario mencionar que la entrega de la información del personal de la FGR 
conllevaría La revelación de la capacidad institucional para la investigación y persecución de 
los delitos. 

El Pleno de la Suprema Corte de Justicia de la Nación ya se pronunció sobre este tema en la 
controversia constitucional 325/2019, la cual fue promovida por el Fiscal General de la 
República para combatir la resolución emitida por el Instituto Nacional de Transparencia, 
Acceso a La Información y Protección de Datos Personales en el recurso de revisión RRA 
9481/19. En dicha resolución se habia ordenado a esta Fiscalía a entregar nombres y cargos 
del personal operativo y administrativo de diversas unidades administrativas de esta 
Institución. 

En La sentencia del Alto Tribunal, se resolvió invalidar La resolución del Instituto Nacional de 
Transparencia y se Le ordenó dictar una nueva en La que subsanará Los vicios de 
inconstitucionalidad. Ello, esencialmente, bajo el argumento de que entregar Los nombres y 
cargos de Las personas servidoras públicas, de La hoy Fiscalía General de la República, revelaría 
no solo su identidad sino también la capacidad que tiene el Estado mexicano para investigar y 
persegui r La comisión de Los delitos federales, ya que permitiría a Los grupos criminales 
identificar plenamente a quienes Llevan tareas fundamentales de investigación y persecució 
de delitos en el sistema de procuración de justicia. 

En este contexto, divulgar información que atente en contra de Las facultades y atribucion s 
de esta Institución, significaría revelar su capacidad de reacción. afectando así La segurid V 
pública y nacional, pues dichos datos podrían ser utilizados para materializar actos tendient s 
a obstaculizar Las actividades de inteligencia o contrainteligencia en el combate a l 
delincuencia y la investigación de delitos federales. 

Si bien, no pasa desapercibido que por regla general La información r Lativa a una persona 
servidora pública, como pudiera ser su nombre y cargo, sin importar el s 'eta obligado del que 
se trate, se considera información de acceso público, ésta regla debe r spetar el parámetro/ 
de regularidad constitucional. 

Dado que las labores de una persona servidora pública se relacionao ·Atimamente con el 
manejo de Las funciones del Estado e implica el uso de dinero · 1co, l:as actividades que 
realizan en el ejercicio de sus funciones son de relevancia para edad mexicana. Sin 
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embargo, de conformidad al artículo 6º apartado A. fracción l. de la Constitución Política de los 
Estados Unidos Mexicanos. dicha información puede ser clasificada como reservada -
temporalmente- cuando transparentarla traiga consigo repercusiones negativas que afecten 
el interés público o seguridad nacional. 

En este caso. con fundamento en los artículos 103 y 104 de la Ley General de Transparencia y 
Acceso a la Información Pública, es necesario que el Comité de Transparencia de cada sujeto 
obligado confirme, modifique o revoque la decisión de negar el acceso a la información por 
actualizarse alguno de los supuestos de clasificación de la información. Para ello, es necesario 
se presenten las pruebas de daño que justifiquen: (i)la divulgación de la información 
representa un riesgo real. demostrable e identificable de perjuicio significativo al interés 
público o a la seguridad nacional: (ii) el riesgo de perjuicio que supondría la divulgación supera 
el interés público general de que se difunda: y (iii) la limitación se adecua al principio de 
proporcionalidad y representa el medio menos restrictivo disponible para evitar el perjuicio. 

Por lo tanto, a continuación, se presentan las prueba correspondientes a este punto. 

l. LFTAI, art. 110, frac. V 

b. 

/ 

En este caso concreto. resultan aplicables el numeral décimo octavo y vigésimo tercero de los 
Lineamientos Generales en materia de clasificación y desclasificación de la información, así 
como para la elaboración de versiones públicas, que señalan: 
"Décimo octavo. De conformidad con el artículo 113, fracción I de la Ley General. podrá 
considerarse como información reservada. aquella que comprometa la seguridad pública, al 
poner en peligro las funciones a cargo de la Federación, la Ciudad de México, los Estados y lo 
/vf unícipíos, tendientes a preservar y resguardar la vida, la salud, la integridad y el ejercicio de lo · 
derechos de las personas, así como para el mantenimiento del orden público. 
Se pone en peligro el orden público cuando la difusión de la información pueda entorpecer lo 
sistemas de coordinación interinstítucional en materia de seguridad pública, menoscabar o 
dificultar las estrategias contra la evasión de reos; o menoscabar o limitar la capacidad de las 
autoridades encaminadas a disuadir o prevenir disturbios sociales. 
Asimismo, podrá considerarse como reservada aquella que revele datos que pudieran ser 
aprovechados para conocer la capacidad de reacción de las instituciones encargadas de la 
seguridad pública, sus planes, estrategias, tecnología, información, sistemas de 
comunicaciones. 
Vigésimo tercero. Para clasificar la información como reservada, de conformidad con el artículo 
113, fracción V de la Ley General. será necesario acreditar un vínculo, entre la persona física y la 
información que pueda poner en riesgo su vida, seguridad o salud." ¡ 
En este sentido, y retomando lo dispuesto en los artículos 103 y 104 de la Ley General d 
Transparencia y Acceso a la Información Pública se presenta la prueba de daño que se 
actualiza en la fracción V del artículo 110 de la LFT Al P: 

Riesgo real. demostrable e identificable. Hacer público cualquier dato o información que 
haga identificable al personal operativo/sustantivo, así como al administrativo adscrito a esta 
Fiscalía General la República, representa un riesgo de perjuicio significativo al interés 
público y a la seg ri ad pública y nacional. en virtud de que. como ya lo demostró esta Fiscalía 
General d la ep lica en la controversia constitucional 325/2019, y así lo determinó la 
Suprema C de usticia de la Nación en la resolución de esta. e inclusive fue confirmado 
por el lnsti N ional de Transparencia, Acceso a la Información y Protección de Datos 
Personal en esolución del recurso de revisión RRA 9481/ 19 BIS, se atentaría de manera 
direct n contra de la vida. seguridad y salud de dichas personas. pues los miembros de la 
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asociaciones delictivas podrían aprovechar esa información para amenazarlos con el objeto de 
obtener datos que les permitan sustraerse de la acción de la justicia y, por lo tanto, quedar 
impunes, aunado a que podrían tomar represalias por las investigaciones instauradas en su 
contra, lo que impactaría en la capacidad de reacción y en la revelación del estado de fuerza 
de esta Institución, transgrediendo así lo dispuesto en el artículo 102, apartado A de la 
Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos. 
En este sentido, con la finalidad de cumplir no solo con objetivos conferidos 
constitucionalmente a la Fiscalía General de la República, sino también para mantener la 
seguridad pública y nacional del Estado mexicano -en la colaboración con todas las 
instituciones democráticas del país- es que dichas funciones son realizadas por las personas 
agentes del Ministerio Público de la Federación, policías y peritos, e invariablemente por el 
personal administrativo adscrito a las diversas unidades administrativas que forman parte de 
La estructura orgánica. este último si bien es cierto que no está en la primer línea de 
intervención, también Lo es que -por la naturaleza de Las funciones de esta Institución-. en 
auxilio de aquellas, es quien tienen acceso a toda la información e insumos generados en La 
investigación de delitos, por Lo que dar a conocer datos sobre estas pone en riesgo su vida, 
seguridad, salud e integridad, incluso la de sus familiares. 
AL respecto, se debe tomar en cuenta que en La sustanciación de La controversia constitucional 
325/2019, La Corte confirmó que revelar La información de Las personas servidoras públicas 
que integran a La Fiscalía General de La República Las expone a distintos tipos de riesgos, 
dependiendo del mercado criminal de que se trate, pues esta Fiscalía debe llevar a cabo sus 
funciones bajo La perspectiva de mercados criminales, es decir, el personal opera en una 
dimensión específica de acuerdo con el ti po de delito de que se trate, por Lo que La proporción ( 
del riesgo de Los distintos mercados criminales que combate esta Fiscalía General se da en 
función de las actividades que desempeña su personal y La tasa de delitos por cada cien mil 
habitantes en cada una de las entidades federativas de Los Estados Unidos Mexicanos. 
En ese mismo contexto, el Alto Tribunal se pronunció respecto del informe rendido por el 
Centro Nacional de Planeación, Análisis e Información para el Combate a La Delincuencia 
adscrito a la entonces Coordinación de Métodos de Investigación, dado que consideró con 
dicho informe se demostró que únicamente con entregar el nombre y cargo de las personas 
servidoras públicas de La Fiscalía General de La República, se permitiría acceder a datos 
identificativos. académicos, electrónicos, patrimoniales, biométricos y los referentes a 
familiares de Las personas servidoras públicas. Por lo cual. La Suprema Corte de Justicia de La 
Nación concluyó que revelar La identidad. cargo y otros datos concentrados de quienes están 
encargados de la investigación y persecución de los delitos federales expondría la capacidad 
de fuerza y reacción que tiene La Institución y por consecuencia, vulneraría o afectaría e 
ejercicio de Las competencias constitucionales que en materia de seguridad pública Le está 
conferidas a esta Fiscalía General de la República. 
En esa tesitura, ha quedado demostrado de forma indubitable que. si dicha información y 
conocimientos cayeran en manos de la delincuencia, esta podría atentar, intimidar, coaccion 
violentar y en general poner en riesgo su vida, seguridad y salud de manera potencial en con a 
de estas personas, pudiendo realizar contra ellas actos inhumanos para allegarse 
información. 
En adición a lo anterior. la identi ficación de estas y de sus actividades en cumplimento del 
servicio público que tienen encomendado permite que eventualmente puedan ser localizados 
mediante La búsqueda a través de instrumentos como internet y redes\5ociales. 
De igual forma. pueden ser identificables en circunstancias de tiem~f · modo y lugar, pues. , 
además de tener disponible La información institucional, les sería posib conocer su l:lbicación / 
y actividades rutinarias, lo cual sería de utilidad para interceptarlas; a pecto ue,, e ocurrir, 
impactaría negat ivamente en su seguridad, así como en el debido ejer do ae las facultades y 
atribuciones que en materia de investigación y persecución de lo 1t s tiene el personal de 
esta Fiscalía. 
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Periuicio aue supera el interés oúblico. EL divulgar datos que Lleven a la identificación y 
ubicación de las personas servidoras públicas de esta Institución, en cualquier categoría o 
puesto. los hace blancos identificables y no solo pone en riesgo su vida, seguridad y salud, así 
como la de sus familiares, sino también las actividades realizadas por esta Fiscalía General de 
la República, toda vez que podrían ser sujetos de amenazas y extorsiones por parte de 
miembros de la delincuencia, con La finalidad de obtener La información relacionada con el 
combate y persecución de Los delitos federales. 
EL que Los distintos mercados criminales identifiquen y conozcan plenamente al personal que 
compone a La Institución y cuenten con información respecto a su capacidad de fuerza y 
reacción, esto es, el número total de personal. sus cargos y dónde se encuentran ubicados. 
expone a esta Fiscalía General de La República a amenazas y ataques que necesariamente 
tienen implicaciones negativas en el ejercicio de sus competencias constitucionales y, por 
tanto. se compromete la seguridad pública de Los Estados Unidos Mexicanos. Dicho Lo anterior. 
el Pleno de La Suprema Corte de Justicia de La Nación determinó en La resolución emitida en 
La controversia constitucional 325/2019, que esta Fiscalía acreditó con suficiente claridad La 
relación causal general entre La entrega de la información relativa a los servidores públicos de 
La Institución y la afectación a La seguridad pública. 
Ahora bien. respecto a la acreditación de La conexión causal. La Suprema Corte, tomando en 
consideración La información proporcionada por el Centro Nacional de Planeación, Análisis e 
Información para el Combate a La Delincuencia. concluyó que conociendo el nombre de Las 
personas físicas que Laboran en la Fiscalía General de la República y recopilando información 
de internet. es posible identificar plenamente a la persona: de modo que un simple dato que 
pudiera parecer inofensivo, puede arrojar información relativa a su edad, sexo. 
CURP. experiencia profesional. grado académico. domicilio Laboral. inclusive cambios de 
adscripción, domicilio personal. bienes muebles e inmuebles, así como. características físicas 
amigos, familiares y grado de parentesco. lo que incluye cónyuges, exparejas e hijos, así com 
la escuela en la que estudian estos: por Lo que entregar el nombre de cualquier person 
servidora pública de la Institución revelaría el 100% del estado de fuerza de la Institución. 
EL anterior fenómeno puede ser explicado por La teoría del mosaico, la cual constituye una 
herramienta que da cuenta de cómo es que funciona el flujo de información y, con ello. la 
construcción de inteligencia. Se trata de un proceso que describe cómo se recopila, combina 
y procesa información, de tal manera que convierte información inofensiva en conocimiento 
útil. La metodología que se utiliza esencialmente consiste en recopilar piezas de información 
dispersas y después unirlas con la finalidad de tener una visión de conjunto o 'mosaico·. 
Como se ha establecido previamente. a partir de un dato que pudiese parecer inofensivo, 
como pudiera ser el nombre de una persona, potencializa que un agente criminal lo utilíce para 
deducir, a partir de un dato independiente, una vulnerabilidad estratégica susceptible de / 
explotación para fines mal intencionados. en este caso, para evadir la procuración de justicia,D 
o, peor aún, Llevar a cabo actos de contrainteligencia para combatir frontalmente a los agentes 
encargados de la investigación y persecución de Los delitos en Los Estados Unidos Mexicanos. 
Cabe s<tñalar que el Alto Tribunal estableció que. si bien es un derecho de las personas 
imputadas, conocer el nombre y datos del servidor público que lo acusa -salvo tratándose de 
delincu cia organizada donde la autoridad judicial puede autorizar se mantengan en 
reserva . lo cierto es que conocer esa información no deriva del ámbito de protección del 
derecho e acceso a la información, sino del derecho a gozar de un debido proceso y una 
defensa a ecua El que una persona en ejercicio de su derecho de acceso a la información 
solicite die , me periciales donde consten el nombre y cargo del personal de la Fiscalía 
General de e , blica no quiere decir que deba obtener el mismo resultado. pues se trata 
del ejercicio d rechos distintos y de acceso a información diferente. 
En cuanto Lo puesto. debe tomarse en cuenta que la Fiscalía General de la Repúblic 

mo una corporación formada por eslabones, es decir, si alguno de Lo labon 
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se ve afectado. el desempeño de sus funciones afecta las demás partes y funciones de la 
Institución: de modo que revelar información de inteligencia que afecta a una parte de la 
Institución equivaldría a provocar una vulneración a su funcionamiento en otros aspectos. 

Robustecen lo anterior. las aclaraciones de la resolución de la aludida controversia 
constitucional 325/2019, hechas por la Ministra Yasmín Esquivel Mossa. en donde manifiesta 
que: 
" ... está de por medio la integridad de los servidores públicos de la FGR que son quienes 
materializan las funciones constitucionales del ente autónomo. pues constituye hecho notorio que 
el clima de violencia criminal en el que ejercen sus funciones tanto las instituciones de procuración 
de justicia, como las instituciones policiacas e, inclusive. algunos miembros de la judicatura 
genera enormes riesgos que es necesario disminuir en beneficio de tales personas, pues ello 
redunda en la protección de los derechos humanos más elementales de los integrantes de 
nuestra sociedad en general. 

Difundir los nombres de algunos de los Agentes del Ministerio Público de la Federación y de otras 
personas de la FGR. a personas diversas de las que participan en los procesos penales federales, 
así como revelar La estructura administrativa de sus áreas administrativas, debilita La seguridad 
pública, cuyos fines son, como ya expuse. la salvaguarda de los derechos humanos relativos a la 
vida, Las libertades, La integridad y el patrimonio de las personas, así como contribuir a la 
generación y preservación del orden público y La paz social. 

Además, La Constitución Federal no realiza distinción alguna entre un tipo de personal y otro de 
la FGR. sino que su articulo 21 se refiere a todos los integrantes de las instituciones de seguridad 
pública, por Lo que considero que esta protección de reserva de datos incluye a todos los 
integrantes que conformen a todo ese ente constitucional autónomo, sin discriminar a ninguno de 
sus integrantes, y mucho menos privarlo de la protección que le brinda la reserva tanto de sus 
datos, como de la estructura administrativa a La que pertenece. 
Las personas servidoras públicas administrativas de La FGR también forman parte de La 
estructura para La investigación y el combate al delito, y son también vulnerables de poner en 
riesgo su vida, seguridad y salud, no considerarlo así, constituye una postura discriminatoria. 
como si solamente Los Agentes del Ministerio Público Federal correrán riesgos y los demás 
empleados estuvieran exentos, no obstante que unos y otros comparten espacios de trabajo e 
intervienen en los procedimientos para el cumplimiento de las atribuciones de La FGR. • 
Bajo esa tesitura. la divulgación de la información relacionada el personal adscrito a est 
Institución federal no supera el riesgo de perjuicio a La vida, seguridad o salud que se actuali 
para Las personas servidoras publicas y para sus familias. Por Lo tanto. en el presente ejerci o 
de ponderación de derechos, la procuración de j usticia debe prevalecer para proteger L s 
principios constitucionales contenidos en el articulo 20 de la Constitución Política de s 
Estados Unidos Mexicanos. en relación con esclarecer los hechos. procurar que el culpable o / 
quede impune y que Los daños causados por el delito se reparen. / 

c) La limitación se adecúa al principio de proporcionalidad y re esenta el medio menos 
restrictivo disponible para evitar el perjuicio. toda vez que. si bien s cierto que el articulo 6 
constitucional reconoce el derecho de acceso a La información, La uprema Corte al resolver 
el amparo directo 2931/20153, concluyó de manera esencial que derecho a ser informado 
no es absoluto, pues, a pesar de que el Estado tiene La obligación e informar a ~poblacióvn 
sobre temas de interés y relevancia publica. también se debe prot y garantizar el 
derecho a la vida, seguridad y salud de las personas, así co salvaguarda de la 
seguridad pública y nacional 
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De ahí se tiene que la calidad de persona servidora pública no suprime los derechos humanos 
a la vida, seguridad y privacidad, que deben gozar todas las personas. Por el contrario. existe 
un interés general o superior en esos derechos frente al derecho de acceso a la información 
de un particular. en una ponderación frente a los derechos humanos de los servidores públicos 
de la Fiscalía General de la República. de sus familias y circulo cercano, información la cual 
debe ser considerada como clasificada. 

Además, de conformidad con el artículo 218 del Código Nacional de Procedimientos Penales, 
la clasificación de la información no implica una limitación a los derechos de las partes del 
proceso. quienes tienen el derecho de acceder a todos los registros y documentos que obren 
dentro de la carpeta de investigación, una vez que tengan reconocida la calidad de parte 
dentro del proceso penal. 

Por lo expuesto. se concluye que clasificar como reservada la información o datos que 
permitan la identificación, inclusive de aquella que asevere su adscripción en el presente o 
pasado. como personas servidoras públicas Fiscalía General de la República. resulta el medio 
menos restrictivo frente al derecho de acceso a la información en cualquiera de sus diferentes 
manifestaciones" (Sic) 

- - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - -

- - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - -
- - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - -

- - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - -/
- - - - - - - - - - - -
- - - - - - - - - - - - -
- - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - -

- - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - -
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B.g. Folio de la solicitud 330024624001245 

Síntesis 

Sentido de la resolución 

Rubro 

Contenido de la Solicitud: 

Información relacionada con expedientes de 
investigación 

1 Confirma 

Información clasificada como reservada y 
confidencial 

"Solicito las actuaciones ministeriales de la carpeta de investigación numero 
FED/FEfvfCC/FEfvfCC-CDfvfX/0000015/2022 radicada en la Fiscalía Especializada en materia de 
Combate a la Corrupción." (Sic) 

Unidades administrativas involucradas: 
Conforme a Las facultades establecidas en La fracción 11°, fracción XV de La Ley de La Fiscalía 
General de La República: 5º, fracción l. inciso b, subinciso ii y 20°, fracciones V, VI y VII del Estatut 
Orgánico de La Fiscalía General de La República, y demás disposiciones Legales aplicables, la 
presente solicitud de información se turnó para su atención a: FEMCC. 

ACUERDO 
CT / ACDO/ 0253/2024: 

En el marco de Lo dispuesto en Los artículos 65, fracción 11, 
102 y 140 de La LFTAIP, el Comité de Transparencia por 
unanimidad determina confirmar La clasificación de reserv 
y confidencialidad de la información requerida, 
conformidad con lo establecido en el artículo 1 , 
fracciones V, XII y XIII de La LFT AIP. hasta por un periodo e 
cinco años. o bien. hasta que Las causas que dieron orige a ./ 
La clasificación subsistan. así como. artículo 113, fraccio ·es/ 
1 y III del m ismo ordenamiento Legal. 

Lo anterior. toda vez que La Unidad Administrativa competente. manifestó Lo siguiente: 

Es un principio general que la presentación de una denuncia ante esta 
y, en su caso, La apertura de una carpeta de investigación no implica por 
las personas señaladas hayan participado en Los hechos denun · 
denuncia investiga efectivamente constituye delitos por hechos 
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Acorde a lo dispuesto en los artículos 20, apartado 8, fracción 1: 21 y 102, Apartado A de la 
Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, el agente del Ministerio Público de la 
Federación investiga hechos con apariencia de delito, por Lo cual solo reúne datos y 
elementos de prueba y no tiene la potestad constitucional de establecer la existencia de 
delitos ni de determinar ta participación de personas en ellos. 

El artículo 211 del Código Nacional de Procedimientos Penales (CNPP) dispone que el 
procedimiento penal comprende las siguientes etapas: 

l. La de investigación. que comprende las fases de: a) Investigación inicial. comenzando con la 
presentación de la denuncia. querella o requisito equivalente y concluye cuando el imputado 
queda a disposición del Juez de control para que se le formule la imputación: b) 
Investigación complementaria. que comprende desde la formulación de la imputación y se 
agota una vez que se haya cerrado la investigación: 

11. La intermedia o de preparación del juicio. que comprende desde la formulación de la 
acusación hasta el auto de apertura deljuicio: y, 

111. La de juicio, inicia con la audiencia de debate donde se desahogan las pruebas y concluye con 
la sentencia que comprende desde que se recibe el auto de apertura ajuicio hasta la sentencia 
emitida por el Tribunal de enjuiciamiento. 

• 

• 

• 

De ello se desprende que determinar si existen hechos constitutivos de delito o no es 
competencia de la autoridad judicial. de conformidad con lo dispuesto por el artículo 21 

párrafo tercero de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos. Sólo es a 
autoridad judicial a quien le corresponde única y exclusivamente pronunciarse sobr 
procesos penales. 

El último párrafo del art. 402 del mismo CNPP establece que: 

"[ ... ] 
Nadie podrá ser condenado. sino cuando el Tribunal que lo juzgue adquiera la convicción más 
allá de toda duda razonable, de que el acusado es responsable de la comisión del hecho por el 
que se siguió e/juicio. La duda siempre favorece al acusado". 

Mientras esa sentencia no se emita, el art. 20, apartado 8, frac I de la Constitución y el art. 1 

del CNPP señalan que se presumirá la inocencia del imputado y será tratado como tal en tod 
las etapas del proceso penal. 

De lo anterior se desprende que únicamente cuando una carpeta de investigación haya 
llegado a la etapa de juicio y éste haya concluido con una sentencia condenatoria firme se 
tiene certeza jurídica de que se cometió un delito. En ningún momento previo existe esta 
certeza, ya que está abierta la posibilidad de que La carpeta tenga otras determinaciones: 

Abstención de la investigación, que implica que no hay elementos suficientes para siquiera 
suponer que se hubiera cometido un delito. 
No ejercicio · e la acción penal. que implica que no se cometieron los hechos denunciados o 
que éstos no on uyen un delito. 
Turno a otra ' a e La Fiscalía General de La República, ya que durante la investigación se 
podría concl · u la conducta investigada no es competencia de la FEMCC (es decir, no serí 
un probabl éie to or hechos de corrupción). 
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• Se emita una sentencia absolutoria, lo que implica que tos imputados no son responsables 
de la comisión de un delito. 

En todas esas circunstancias -que sólo se actualizarían una vez que ta FEMCC concluyera su 
investigación, ya que mientras se continúen realizando diligencias, cualquiera de esos 
resultados es posible- se tendría La certeza jurídica de que no se cometió delito alguno, como 
por ejemplo los actos de corrupción, impidiendo la aplicación de lo dispuesto en el artículo 
112, fracción 11 de la Ley Federal de Transparencia y Acceso a la Información Pública. 

En cambio, como ya se señaló antes. el órgano jurisdiccional es el único 
constitucionalmente facultado para juzgar los hechos con apariencia de delito y 
determinar si actualiza alguno de los delitos previstos en la ley mediante la emisión de 
sentencias, de acuerdo con lo previsto en los artículos 21 párrafo tercero y 104, fracción I de 
ta Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos. 

El peticionario señala que hay un interés público en la entrega de la información que requiere 
porque se "relaciona con actos de corrupción". Más allá de que. como ya se expuso. al tratarse 
de una carpeta de investigación en trámite no se puede asegurar jurídicamente que lo 
solicitado efectivamente se relacione con actos de corrupción, ese Instituto no puede dejar de 
reconocer que hay un interés público, que se desprende del artículo 20 constitucional, en 
que ésta y todas las investigaciones penales se concluyan. Esta es la única manera en que 
se puede cumplir el objeto del proceso penal (esclarecer los hechos, proteger al inocente, 
procurar que el culpable no quede impune y que los daños causados por el delito se 
reparen) y garantizar el derecho humano de acceso a la justicia. La publicación de 
información sobre carpetas de investigación en trámite puede obstaculizar la labor ministerial. 
lo que sería contrario al interés público de conseguir lo dispuesto en el artículo 20 de la 
Constitución. Es por ello que las normas penales y de transparencia reconocen el sigilo en las 
investigaciones penales, independientemente del delito de que se trate, y establecen la 
publicidad de la información únicamente cuando hay certeza jurídica -lo que se alcanza al 
concluir el proceso penal con una sentencia condenatoria firme- sobre la comisión de hechos 
delictivos. 

Dado que la carpeta objeto de la presente solicitud de acceso a la información no cuenta con 
una sentencia condenatoria firme. no se tiene certeza jurídica de que se haya cometido u 
delito por hechos de corrupción y, por lo tanto. no es aplicable la excepción a la reserv 
señalada en el art. 112, frac 11 de la Ley Federal de Transparencia y Acceso a la Información. 

En cambio, son aplicables diversas disposiciones de la propia legislación de transparenci 
de ta legislación penal que impiden dar a conocer cualquier información relacionada con 
carpeta de investigación en trámite. 

s. La información requerida está reservada. 

El art. 218 del Código Nacional de Procedimientos Penales (CNPP) dispone la estricta reserva 

1
. 

de los registros de la investigación, incluyendo todos los docu ntos que se le relacionen. 
La única forma para acceder a ellos es que la solicitante sea parte n el proceso penal. con las 
limitaciones legalmente establecidas. El acceso a los registros d carpetas está restringido 
para cualquier otra persona. La Ley Federal de Transparencia Acceso a la Información 
Pública (LFTAIP) retoma esta disposición al señalar en su art. frac. 11 y XI II que podrá 
reservarse la información que: 

Art.110. 
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XII. Se encuentre dentro de las investigaciones de hechos que la ley señale como delitos y se 
tramiten ante el Ministerio Público. 
XIII. Las que por disposición expresa de una ley tengan tal carácter, siempre que sean acordes 
con las bases, principios y disposiciones establecidas en la Ley General y esta Ley y no los 
contravengan: así como las previstas en tratados internacionales. 

Estos dos supuestos se actualizan en relación con la solicitud de la versión pública de una 
carpeta de investigación. En primer lugar, se trata de información que obra en una carpeta 
de investigación tramitada ante el Ministerio Público por la posible comisión de un delito. 
En segundo lugar, conforme a lo señalado arriba, el CNPP, que es La Legislación en la 
materia, estipula que esa información está reservada. 

Las disposiciones antes citadas son obligatorias para todos los servidores públicos de este 
órgano autónomo. ya que, en caso de incumplimiento, se configuraría el tipo penal previsto 
en La fracción XXVIII del artículo 225 del Código Penal Federal. delito cometido contra la 
administración de justicia en su modalidad de dar a conocer a quien no tenga derecho 
documentos, constancias o información que obren en una carpeta de investigación o en un 
proceso penal y que, por disposición de la ley o resolución de la autoridad judicial. sean 
reservados o confidenciales. Igualmente, se podría violar La Ley de La Fiscalía General de La 
República, art. 47, frac. IV, que señala como una de las obligaciones de las personas 
servidoras públicas de la Fiscalía General el preservar el secreto, la reserva y la 
confidencialidad. en términos de las disposiciones aplicables, de los asuntos que por razón del 
desempeño de su función conozcan. 

La información requerida se ubica puntualmente en ambos supuestos. 

Cabe señalar que la reserva de la información requerida señalada en la ley es de interéi 
público. El art. 20 de la Constitución dispone que el objeto del proceso penal es eQ 
esclarecimiento de los hechos, proteger al inocente. procurar que el culpable no quede 
impune y que los daños causados por los delitos se reparen. El art. 21 de la Constitución señala 
que el Ministerio Público tiene la función de la investigación de los delitos y el ejercicio de la 
acción penal ante los tribunales. Esta obligación es correlativa a y condición sin la cual no se 
puede acceder a la administración de j usticia ni se puede alcanzar el objeto del proceso penal. 
Lo cual es de interés público. Publicar la información requerida en La solicitud impediría que el 
Ministerio Público cumpliera con su función constitucional y, por lo tanto. afectaría el interés 
públíco. Por eso, se reitera. la LFTAIP reconoce como dos causales de reserva de información 
la que se encuentre en carpetas de investigación y la que. por ley tenga tal carácter (en este 
caso, el CNPP). 

La Suprema Corte de Justicia de la Nación, en su acción de inconstitucionalidad 49/2009: 
señaló que la reserva de información de investigaciones ministeriales en curso resulta 
razonable y se justifica en dos supuestos. Primero, cuando se pongan en riesgo investigaciones 
en curso. Como se señaló arriba. este supuesto se actualiza. Segundo. cuando se ponga en 
riesgo la seguridad de las personas. Lo anterior. en atención a que La propia Constitución 
establece el derecho a La protección de datos personales. el deber de sigilo a cargo del 
Ministerio Públ co y e reserva de información relativa a Las investigaciones. así como La 
obligación de ar La protección de Los sujetos involucrados en La indagatoria de los 
delitos. 

En su tesis /2021 (loa.), la Suprema Corte de Justicia de La Nación señaló que Los 
parámetro egisl ivos para determinar si una información es de interés públíco, de acuerd 
con lo evisto en el art. 
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Información Pública, son: que sea relevante o beneficiosa para La sociedad y no, simplemente, 
de interés individual: y, b) Su divulgación debe ser útil para que el público comprenda las 
actividades Llevadas a cabo por los sujetos obligados. La divulgación de información de una 
carpeta a cargo de la Fiscalía Especializada en materia de Combate a La Corrupción es contraria 
al interés público. Considerando el daño que se causaría con su divulgación (que ponga en 
riesgo la investigación. no se pueda ejercer acción penal y, así, no se castigue a Los culpables, 
no se reparen Los daños y continúe el impedimento en el ejercicio de ciertos derechos). la 
sociedad obtiene un beneficio mayor en que esa información no se difunda y en que continúe 
La investigación con el sigilo que se marca en la Constitución y en Las Leyes de acceso a La 
información y del proceso penal. Adicionalmente. hay otros medios menos onerosos para que 
el Ministerio Público cumpla con su función constitucional, como estrategias de comunicación 
social y divulgación de información estadística. para que la sociedad comprenda las 
actividades llevadas a cabo por los sujetos obligados. 

Los documentos objeto de esta solicitud de información corresponden a carpetas a cargo de 
la Fiscalía Especializada en materia de Combate a la Corrupción. Con fundamento en el art. 13, 
frac. V de la Ley de la Fiscalía General de la República. esta Fiscalía Especializada es 
competente para la investigación de los delitos por hechos de corrupción, tipificados en el 
Libro Segundo, Título Décimo del Código Penal Federal. Estos delitos se distinguen de otros 
por, al menos. dos características: que, en su mayoría. participan servidores públicos en su 
comisión y que, en muchas ocasiones, la víctima es el Estado o la sociedad en su conjunto. 
Aunque no siempre haya una víctima clara. directa e identificable de los delitos por hechos de 
corrupción, uno de sus efectos más evidentes es que impiden el ejercicio de otros derechos. 
En su prefacio a la Convención de las Naciones Unidas Contra la Corrupción, el entonces 
Secretario General de la ONU, Kofi Annan, desarrolló esa idea: 

"La corrupción es una plaga insidiosa que tiene un amplio espectro de consecuencias corrosivas 
para la sociedad. Socava la democracia y el estado de derecho, da pie a violaciones de los 
derechos humanos, distorsiona los mercados, menoscaba la calidad de vida y permite el 
florecimiento de la delincuencia organizada. el terrorismo y otras amenazas a la seguridad 
humana. 

Este fenómeno maligno se da en todos los países -grandes y pequeños. ricos y pobres- pero 
sus efectos son especialmente devastadores en el mundo en desarrollo. La corrupción afecta 
infinitamente más a los pobres porque desvía los fondos destinados al desarrollo. socava la 
capacidad de los gobiernos de ofrecer servicios básicos, alimenta la desigualdad y la injusticia 
desalienta la inversión y las ayudas extranjeras. La corrupción es un factor clave del ba). 
rendimiento y un obstáculo muy importante para el alivio de la pobreza y el desarrollo. !...J" 

Llevar a su término en el debido sigilo las investigaciones por delitos de corrupción y ejer ev ·· 
la acción penal permitirá que, eventualmente. que se reparen los daños que causa ese tipo de 
conductas y, por ello, que se pueda recuperar el ejercicio de los derechos fundamentales que 
se hubieran obstaculizado con esos delitos. Hay un interés p · blico para que esto ocurra, por 
Lo que debe prevalecer La reserva de La información que marc la ley. / 

Incluso, a pesar de que alguna investigación se hubiera ce ado con un dictamen de no 
ejercicio de La acción penal, queda abierta la posibilidad de que sa determinación se impugne 
o que Los hechos o personas investigados se relacionen con as ntos en Qtras"<:'arpetas de en 
trámite. Por Lo tanto, entregar información de asuntos que se netfentren en NEAP podría 
afectar el debido sigilo imprescindible en Las investigacio . q e sigan en curso que estén 
relacionadas con Las ya determinadas. 
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En ese sentido, a continuación. se presentan las pruebas de daño para las causales de reserva 
que actualiza la información solicitada. 

i. LFT Al, art. 110, frac. XII 

a. Riesgo real. demostrable e identificable. Publicar información sobre carpetas de investigación. 
en este caso la versión pública de una carpeta completa impide que el Ministerio Público 
alcance su fin constitucionalmente válido y de interés general de investigar delitos y, con ello. 
que se alcancen los objetivos del proceso penal: permitir el esclarecimiento de los hechos. 
proteger al inocente. procurar que el culpable no quede impune y que los daños causados por 
los delitos se reparen. 

b. 

La relevancia de la reserva de las carpetas de investigación se debe primordialmente a que el 
cumplimiento de esta obligación constitucional del Ministerio Público es el medio por el cual 
se permite cumplir con el derecho humano de acceso a la justicia -igualmente reconocido en 
la Constitución- y todo lo que conlleva: esclarecer los hechos. proteger al inocente. procurar 
que el culpable no quede impune y reparar los daños causados por el delito. 

Si se publicara la información requerida se correrían diversos riesgos que pondrían en 
riesgo la continuidad de La investigación. Publicar la versión pública de la carpeta mostraría 
todas las diligencias que ha Llevado a cabo el Ministerio Público. Los hallazgos que ha realizado 
y los medios de prueba con los que cuenta. Esto revelaría Las hipótesis delictivas que se siguen 
y Los hechos particulares que se investigan. Todo esto podría Llevar a que las persona 
involucradas en los presuntos hechos delictivos modificaran. destruyeran u ocultaran medio 
de prueba que aún no conoce el Ministerio Público. obstaculízando la construcción de L 
carpeta de investigación y la comprobación de la hipótesis delictiva. Finalmente. al revelar 
nombres de testigos. eventuales imputados y otros nombres de algún modo relacionados con 
o mencionados en la indagatoria. las personas quedarían sujetas a sufrir represalias de quienes 
hubieran cometido los actos investigados -si es que éstos ocurrieron-. Esto representaría 
riesgos a su integridad física o a su vida. y los haría potenciales víctimas de extorsión o 
sobornos a cambio de continuar dando información falsa o incompleta a las autoridades 
ministeriales. orientándolas a seguir lineas de investigación deliberadamente fútiles e 
inconsecuentes. 

Esas Limitaciones podrían ser insalvables hasta el punto en que el Ministerio Público tuviera 
que elaborar una nueva teoría del caso. recurrir a hipótesis delictivas adicionales. desarrollar 
nuevas Lineas de investigación, y buscar medios de prueba. testigos o colaboradores 
alternativos. Dado el avance en la integración de la carpeta. todo esto representaría un notable / 
retroceso de tiempo y un uso ineficiente de los recursos humanos. financieros y materiales¡ 
que se han usado hasta el momento en la ínvestigación. Incluso, dada la complejidad de los 
delitos que se investigan. existe la posibilidad de que no haya opciones adicionales de líneas 
de inves · ación o medios de prueba a los que se revelaran en la solicitud de información. lo 
que impe iría de plano que el Ministerio Público continuara con su fin constitucionalmente 
valido de , vesti r delitos para contar con elementos para el ejercicio de la acción penal y 
permitir el ce a La justicia a las victimas del delito. 

era el interés público. En el Dictamen en sentido positivo a las in' 1 tivas co 
eto por el que se reforman, adicionan y derogan diversas dispo 1c· nes de 
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Constitución Política de Los Estados Unidos Mexicanos en materia del Sistema Nacional 
Anticorrupción a cargo de La Cámara de Origen, se señala que (p. 32): 

"Resulta evidente que la corrupción trasciende de militancias partidistas, proyectos ideológicos y 
órdenes de gobierno. La corrupción, como sostienen los estudios en la materia, ha logrado 
instaurarse en un sistema con capacidad de autorregularse y, por ende, de actualizar 
mecanismos de defensa frente a los esfuerzos gubernamentales por combatirla." 

Dada esa urgencia, se determinó crear una fiscalía especializada para combatir penalmente La 
corrupción (p. 67): 

"La Fiscalía en la materia estará a cargo de su investigación al dotar de las capacidades técnicas 
necesarias para desempeñar sus funciones. Cabe mencionar que en términos de la reciente 
reforma constitucional en materia político electoral que otorga autonomía constitucional a al 
Fiscalía General de la República, la fiscalía especializada en combate a la corrupción. contará 
con el marco jurídico suficiente para investigar y perseguir de forma efectiva los delitos en esta 
materia." 

Por Lo tanto, la sociedad en su conjunto es quien recibe los beneficios de que el Ministerio 
Público lleve a su término con el debido sigilo las investigaciones por delitos de corrupción 
y ejerza la acción penal. Estos beneficios, que llegan a la sociedad en general, incluyen la 
reparación de los daños que causa ese tipo de conductas y la recuperación del ejercicio de 
los derechos fundamentales que se hubieran frenado con esos delitos, sólo pueden 
alcanzarse al guardar la reserva de la información de las carpetas de investigación en 
trámite que marca la ley. 

c. Principio de proporcionalidad. EL que La información esté reservada permite que el Ministerio 
Público cumpla con su fin constitucionalmente válido y, apegándose al principio de 
proporcionalidad, resulta el medio más idóneo para proteger Los actos que conllevan alcanzar 
Los fines del proceso penal. 

La reserva de La información protege el fin constitucionalmente válido del Ministerio Público, 
que es correlativo al derecho humano de acceso a La justicia y, de ese modo, esclarecer Lo 
hechos, proteger al inocente. procurar que el culpable no quede impune y reparar los daño 
causados por el delito. 

La reserva de la información de La carpeta de investigación requerida en la solicitud no impl a 
una restricción del derecho de acceso a la información. Dada la naturaleza de s 
información, su reserva es proporcional porque atiende la importancia de la protección d 
interés jurídico que se tutela con los delitos por hechos de corrupción (el funcionamiento 
normal y ordenado de la Administración Pública), de la correcta administración de justicia 
y del interés general que hay en que se cumpla el proceso penal en las investigaciones de 
este tipo de delitos, que permite, entre otras cosas, la re aración del daño y r l 
establecimiento de garantías de no repetición. Además, es ne esario reiterar que est 
reserva se desprende de lo que establece el CNPP en su art. 21.8, n relación con la LFT A , 
art. 110, frac. XII. En suma, es claro que la investigación y pers cución de los delitos por 
hechos de corrupción es de interés general La divulgaci · nformación de esas 
investigaciones ignoraría ese interés. 
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Por lo anterior, se advierte un nexo causal entre la entrega de la información requerida y 
afectaciones a la debida diligencia que rige el actuar del Ministerio Público y al interés general 
que se alcanza con él. Así. no hay justificación para vulnerar esos principios frente al derecho 
a la información del solicitante. 

ii. LFTAI, art.110, frac. XIII 

a. Riesgo real, demostrable e identificable. Publicar información sobre una carpeta de 
investigación en trámite impide que el Ministerio Público alcance su fin constitucionalmente 
válido y de interés general de investigar delitos y, con ello, que se alcancen los objetivos del 
proceso penal: permitir el esclarecimiento de los hechos, proteger al inocente, procurar que el 
culpable no quede impune y que Los daños causados por Los delitos se reparen. 

La relevancia de La reserva de Las carpetas de investigación se debe primordialmente a que 
el cumplimiento de esta obligación constitucional del Ministerio Público es el medio por el 
cual se permite cumplir con el derecho humano de acceso a La justicia -igualmente 
reconocido en la Constitución- y todo lo que conlleva: esclarecer los hechos, proteger al 
inocente. procurar que el culpable no quede impune y reparar Los daños causados por el 
delito. 

AL publicar la información requerida, en los hechos se daría acceso a carpetas de 
investigación a personas que no son parte del proceso penal, contrario a lo establecido en 
el art. 218 del CNPP. La principal consecuencia de esto es que el propio agente del 
Ministerio Público dejaría de tener certeza sobre sus acciones respecto esa carpeta de 
investigación, lo que impactaría negativamente en la posibilidad de continuar s 
integración. Por ejemplo, se abriría la posibilidad de que el investigado. los declarantes o su 
representantes legales lo demandaran por eventuales violaciones a sus derecho 
constitucionales como parte del proceso penal. incluyendo La presunción de inocencia. el que 
se le informe por ta autoridad competente de tos hechos que se Le imputan. la oportunidad de 
presentar testigos y pruebas a su favor. o la facilitación de todos los datos que solicite para su 
defensa. En ese caso, el agente del Ministerio Público tendría que distraer su atención y t iempo 
de la invest igación penal a su cargo para defenderse contra esos cargos. Asimismo. quienes 
hubieran presentado La denuncia, Los testigos y otras personas que aportarian pruebas o 
indicios que se usaran en La investigación podrían dejar de querer colaborar porque sabrian 
que la información que proveyeran a la carpeta seria pública. potencialmente exhibiéndolos a 
ellos mismos y poniéndolos en una situación de riesgo. De este modo. el agente del Ministerio 
Públíco se encontraría con obstáculos para obtener medios de prueba que contribuyan a 
probar la hipótesis delictiva con la que trabaj a. 

Adicionalmente. la revelación de datos de las carpetas podría llevar a que agentes del / 
Ministerio Público se expusieran a cometer el delito previsto en el art. 225, frac. XXVIII delf 
Código Penal Federal: delitos contra la administración de justicia en su modalidad de dar a 
conocer. a quien no tenga derecho documentos. constancias o información que obren en una 
carpeta e investigación o en un proceso penal y que, por disposición de la ley o resolución 
de la au ridad j icial. sean reservados o confidenciales. tal como lo son las carpetas de 
investiga ón cuerdo con el art. 218 del CNPP. Esto. además de eventuales faltas 
administra · nte ello. igualmente tendrían que dejar de atender las carpetas para 

e su defensa. Cualquiera de esas situaciones representa obstáculos para que 
Uco continuara con su obligación constitucional de investigar delitos y, co 

l ejercicio del derecho de acceder a la administración de justicia. 
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La publicación de la información requerida colocaría aún más obstáculos a la investigación 
de la carpeta, impidiendo de plano que el Ministerio Público cumpla con su función 
constitucional 

b. Perjuicio que supera el interés público. En el Dictamen en sentido positivo a las iniciativas con 
proyecto de decreto por el que se reforman. adicionan y derogan diversas disposiciones de la 
Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos en materia del Sistema Nacional 
Anticorrupción a cargo de la Cámara de Origen. se señala que (p. 32): 

"Resulta evidente que la corrupción trasciende de militancias partidistas, proyectos ideológicos y 
órdenes de gobierno. La corrupción. como sostienen los estudios en la materia, ha logrado 
instaurarse en un sistema con capacidad de autorregularse y, por ende, de actualizar 
mecanismos de defensa frente a los esfuerzos gubernamentales por combatirla." 

Dada esa urgencia. se determinó crear una fiscalía especializada para combatir penalmente la 
corrupción (p. 67): 

"La Fiscalía en la materia estará a cargo de su investigación al dotar de las capacidades técnicas 
necesarias para desempeñar sus funciones. Cabe mencionar que en términos de la reciente 
reforma constitucional en materia político electoral que otorga autonomía constitucional a al 
Flscalia General de la República, la fiscalía especializada en combate a la corrupción. contará 
con el marco Jurídico suficiente para investigar y perseguir de forma efectiva los delitos en esta 
materia.· 

Por lo tanto. la sociedad en su conjunto es quien recibe los beneficios de que el Ministeri 
Público lleve a su término con el debido sigilo las investigaciones por delitos de corrupción 
y ejerza la acción penal. Estos beneficios, que llegan a la sociedad en general, incluyen la 
reparación de los daños que causa ese tipo de conductas y la recuperación del ejercicio de 
los derechos fundamentales que se hubieran frenado con esos delitos, sólo pueden 
alcanzarse al guardar la reserva de la información de las carpetas de investigación en 
trámite que marca la ley. 

c. Principio de proporcionalidad. El que la información esté reservada permite que el Ministerio 
Público cumpla con su fin constitucionalmente válido y, apegándose al principio d 
proporcionalidad, resulta el medio más idóneo para proteger los actos que conllevan alcanz 
los fines del proceso penal. 

La reserva de la información protege el fin constitucionalmente válido del Ministerio Públi 
que es correlativo al derecho humano de acceso a la justicia y, de ese modo, esclarecer · s , 
hechos, proteger al inocente, procurar que el culpable no quede impune y reparar los da os/ 
causados por el delito. 

La reserva de la información de la carpeta de investigación requerida en la solicitud no implica 
una restricción del derecho de acceso a la información. Dada la naturaleza de esa 
información, su reserva es proporcional porque atiende la importancia de La protección drl 
interés jurídico que se tutela con Los delitos por hechos de rrupción (el funcionamiento 
normal y ordenado de la Administración Pública), de la corr eta administración de justic' 
y del interés general que hay en que se cumpla el proceso enal en las investigaciones e 
este tipo de delitos, que permite, entre otras cosas, reparación del daño y el 
establecimiento de garantías de no repetición. Además, s necesa io reiterar que esta 
reserva se desprende de lo que establece el CNPP en su a , en relación con la LFTAIP, 
arl uo, frac. XIII. En suma, es claro que la investiga y ersecudón de los detito:o;'.J 

Décima Octava Sesión Dcdina,ia 2024 ~ 



/ 

FGR 
FISCALÍA GENERAL 
DE LA REPÚBLICA 

(: COMITE DE 
,- TRANSPARENCIA 

hechos de corrupción es de interés general. La divulgación de información de esas 
investigaciones ignoraría ese interés. 

Por Lo anterior. se advierte un nexo causal entre La entrega de La información requerida y 
afectaciones a La debida diligencia que rige el actuar del Ministerio Público y al interés general 
que se alcanza con él. Así. no hay justificación para vulnerar esos principios frente al derecho 
a La información del solicitante. 

6. Clasificación como confidencial de datos oersonales de personas físicas. 

En Las carpetas de investigación a cargo de La FEMCC se encuentra información que se ubica 
en el ámbito de Lo privado. encontrando para tal efecto La protección bajo La figura de 
La confidencialidad en términos del artículo 113, fracción I de la LFTAIP. AL publicar 
información relacionada con alguna indagatoria, denuncia o carpeta de investigación en 
contra de una persona física identificada o identificable, como es el caso que nos ocupa, se 
estaría atentando contra La intimidad, honor, buen nombre y presunción de inocencia de La 
persona en comento. 

De esta forma, la imposibilidad por parte de esta Fiscalía Especializada para señalar La 
existencia o no de La información requerida actualiza La causal de confidencialidad prevista en 
el artículo 113, fracción I de la LFTAIP, que a La Letra establece: 

Artículo 113. Se considera información confidencial: 
L La que contiene datos personales concernientes a una persona física identificada o 
identificable; 
I ... J 

Asimismo. este precepto Legal establece que La información confidencial ho estará sujeta a 
temporalidad alguna y sólo podrán tener acceso a ella Los titulares de ésta. sus representantes 
Legales y Los servidores públicos facultados para ello. 

Por tal motivo, se insiste que dar a conocer información que asocie a una persona con La 
existencia de alguna denuncia, imputación, procedimiento relacionado con La comisión de 
delitos afectaría directamente su intimidad, honor y buen nombre. Incluso, vulnera La 
presunción de inocencia al generar un juicio a priori por parte de la sociedad sin que La 
autoridad competente haya determinado su culpabilidad o inocencia a través del dictado de 
una sentencia. 

AL efecto, se debe considerar que dichos derechos están constitucional e j/ 
internacionalmente reconocidos, conforme Los artículos 1· y 6º de nuestra Constitución, de 
donde se desprende que toda persona tiene derecho a que se Le respete su vida privada y 
todo lo que esto conlleva, así como al normal desarrollo de su personalidad, por Lo que, 
inclusive, el artículo 6' apartado A fracción 11 Constitucional prevé expresamente: 

Artículo 60. Lea manifestación de las ideas no será objeto de ninguna inquisición judicial o 
administrativa, si n el caso de que ataque a la moral, la vida privada o los derechos de 
terceros, pro que lgún delito, o perturbe el orden público; el derecho de réplica será 
ejercido en térm nos dispuestos por la ley. El derecho a la información será garantizado po 
el Estado. 
u 
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11. La información que se refiere a la vida privada y los datos personales será protegida en los 
términos y con las excepciones que fijen las leyes. 

Aunado a esto, el Código Nacional de Procedimientos Penales (CNPP), específicamente en su 
artículo 15, dispone que cualquier persona tiene derecho a que se respete su intimidad, se 
proteja la información de su vida privada y sus datos personales, cuando participe como 
parte en el procedimiento penal. a saber: 

Artículo 15. Derecho a la intimidad y a la privacidad 
En todo procedimiento penal se respetará el derecho a la intimidad de cualquier persona que 
intervenga en él, asimismo se protegerá la información que se refiere a la vida privada y los 
datos personales, en los términos y con las excepciones que fijan la Constitución, este Código y 
la legislación aplicable. 

Es oportuno traer a colación lo dictado por la Suprema Corte de Justicia de la Nación en las 
siguientes Tesis Jurisprudenciales. donde establece que el derecho de acceso a la 
información tiene limites, los cuales aplican en el momento en que se afectan el honor, el 
decoro, el respeto, la honra. la moral. la estimación y la privacidad de las personas. Además. 
define la afectación a la moral como la alteración que sufre una persona a su decoro. honor. 
reputación y vida privada. y el respeto de la sociedad por la comisión de un hecho ilícito. a 
saber: 

DAÑO MORAL. ES LA ALTERACIÓN PROFUNDA QUE SUFRE UNA PERSONA EN SUS 
SENTIMIENTOS, AFECTOS, CREENCIAS, DECORO, HONOR, REPUTACIÓN, VIDA PRIVADA, 
CONFIGURACIÓN Y ASPECTOS FÍSICOS, O BIEN, EN LA CONSIDERACIÓN QUE DE SÍ MISMA 
TIENEN LOS DEMÁS, PRODUCIDA POR HECHO ILÍCITO. [ .. .l Así, de acuerdo al texto positivo, por 
daño moral debe entenderse la alteración profunda que una persona sufre en sus sentimientos, 
afectos, creencias. decoro. honor, reputación. vida privada, configuración y aspectos físicos. o 
bien. en la consideración que de sí misma tienen los demás, producida por un hecho ilícito. Por 
tanto, para que se produzca el daño moral se requiere: a) que exista afectación en la persona, de 
cualesquiera de los bienes que tutela el artículo 1916 del Código Civil; b) que esa afectación sea 
consecuencia de un hecho ilícito: y, c) que haya una relación de causa-efecto entre ambos 
acontecimientos. l11. 

DERECHO A LA INFORMACIÓN. NO DEBE REBASAR LOS LÍMITES PREVISTOS POR LOS 
ARTÍCULOS 60., 70. Y 24 CONSTITUCIONALES. El derecho a la información tiene como límites e 
decoro, el honor. el respeto. la circunspección. la honestidad, el recato. la honra y la estimació . 
[...] en ejercicio de ese derecho no debe menoscabar la moral, los derechos de tercero. que impli a 
el honor, la dignidad y el derecho a la intimidad de éste. en su familia y decoro; así como tampo 
puede, en ejercicio de ese derecho. provocar algún delito o perturbar el orden público. f...J.f21. 

DERECHO A LA INFORMACIÓN. SU EJERCICIO SE ENCUENTRA LIMITADO TANTO POR LO 
INTERESES NACIONALES Y DE LA SOCIEDAD, COMO POR LOS D1{:ECHOS DE TERCEROS. 
El derecho a la información consagrado en la última parte del iculo 60. de la Constitución 
Federal no es absoluto, sino que, como toda garantía, se h lla sujeto a limitaciones o 
excepciones que se sustentan, fundamentalmente, en la protecc1 n de la seguridad nacional y 
en el respeto tanto a los intereses de la sociedad como a los rechos de los gobernadov, 
limitaciones que, incluso, han dado origen a la figura jurídica de ecreto de información que 
se conoce en la doctrina como "reserva de información" o "se eto burucratico ·. En esta 
condiciones. al encontrarse obligado el Estado, como sujeto ·vo e la citada garantía, a vel r 
por dichos intereses. con apego a las normas constitucion es, y leg es. el mencionado derecho 
no puede ser garantizado indiscriminadamente, sino que l resp o a su ejercicio encuentra 
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excepciones que Lo regulan y a su vez Lo garantizan, en atención a La materia a que se refiera: 
así, en cuanto a la seguridad nacional. se tienen normas que. por un lado. restringen el acceso a 
la información en esta materia, en razón de que su conocimiento público puede generar daños a 
los intereses nacionales y. por el otro. sancionan la inobservancia de esa reserva: por lo que hace 
al interés social. se cuenta con normas que tienden a proteger la averiguación de los delitos. la 
salud y la moral públicas. mientras que por lo que respecta a la protección de la persona 
existen normas que protegen el derecho a la vida o a la privacidad de los gobernados.l31 

Por su parte, La Declaración Universal de los Derechos Humanos, prevé: 

Artículo 12. Nadie será objeto de injerencias arbitrarias en su vida privada. su familia. su 
domicilio, o su correspondencia, ni de ataques a su honra o a su reputación. Toda persona tiene 
derecho a la protección de la ley contra tales injerencias o ataques. 

Sobre el mismo tema. en La Convención Americana sobre los Derechos Humanos, señala: 

Artículo 11. Protección de la Honra y de la Dignidad. 
1. - Toda persona tiene derecho al respeto de su honra y al reconocimiento de su dignidad. 
2. - Nadie puede ser objeto de injerencias arbitrarias o abusivas en su vida privada, en la de su 
familia, en su domicilio o en su correspondencia. ni de ataques ilegales a su honra o reputación. 
3.- Toda persona tiene derecho a la protección de la ley contra esas injerencias o esos 
ataques. 

Además. el Pacto Internacional de los Derechos Civiles y Políticos. establece: 

Artículo 17 
1. Nadie será objeto de injerencias arbitrarias o ilegales en su vida privada, su familia, . 
su domicilio o su correspondencia. ni de ataques ilegales a su honra y reputación. 
2. Toda persona tiene derecho a la protección de la ley contra esas injerencias o esos 
ataques. 

No se debe omitir mencionar que La presunción de inocencia es una garantía de cualquier 
persona imputada. prevista en el artículo 20 de La CPEUM, que a La letra dispone: 

Artículo 20. El proceso penal será acusatorio y oral. Se regirá por los principios de publicidad. 
contradicción. concentración. continuidad e inmediación. 

B. De los derechos de toda persona imputada: 
A que se presuma su inocencia mientras no se declare su responsabilidad mediante sentencia.( 
emitida por el juez de la causa. 

Concatenado a esto, uno de los principios rectores que rigen el proceso penal, es el 
de presunción de inocencia, consagrado en el artículo 13 del CNPP, que a la letra establece: 

Artículo 13. Pri cipio de presunción de inocencia 
Toda person se presu e inocente y será tratada como tal en todas las etapas del 
P_rocedimiento, ientra o se declare su responsabilidad mediante sentencia emitida por el 
Organo jurisdic los términos señalados en este Código. 

Décima Oc 

f~r{°dado está entre las principales razones por las que el artículo 218 del 
e Procedimientos Penales prevé la reserva de la investigación, qu 
Lada por el Alto Tribunal al estar conforme Lo previsto por el artículo . 
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Apartado A fracción JI Constitucional. que d ispone que La información que se refiere a La vida 
privada y los datos personales de las personas está protegida en los términos legalmente 
previstos. 

Sobre el particular. tenemos el contenido del artículo 218 primer párrafo del Código Nacional 
de Procedimientos Penales. que a la Letra refiere: 

Articulo 218. Los registros de la investigación, así como todos los documentos. 
independientemente de su contenido o naturaleza. los objetos. los registros de voz e imágenes 
o cosas que le estén relacionados. son estrictamente reservados, por lo que únicamente las 
partes. podrán tener acceso a los mismos, con las limitaciones establecidas en este Código y 
demás disposiciones aplicables. 
u 
Por lo que, al efecto, en el caso que nos ocupa, se actualiza la limitante del derecho a la 
información, constreñida en la confidencialidad y secrecía que le asiste a toda persona. 
como en el caso lo es de la persona de quien se solicita la información. 

Asimismo. es necesario considerar que los funcionarios públicos no por tener ese carácter 
dejan de estar sujetos a la protección de sus derechos humanos consagrados y garantizados 
en los artículos 1·. 6, 14, 16, 20 y 21 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos. 

Lo anterior es así ya que La Suprema Corte de Justicia de La Nación ha determinado que. 
aunque el derecho a la privacidad de los servidores públicos se encuentra más atenuado que 
el resto de la sociedad al estar sujetos a un mayor escrutinio social. el hecho de ser un servidor 
público no implica que todas sus actividades o sus circunstancias sean de interés para la 
sociedad o que, por ello, se deba dejar de proteger su derecho al honor, la dignidad 
humana, la vida privada, entre otros. 

Abona a Lo anterior Lo resuelto por La Corte lnteramericana de Derechos Humanos respecto de 
la privacidad de los funcionarios públicos en el caso Fontevecchia y D'Amico vs Argentina. 
donde concluyó que los servidores públicos, al igual que cualquier otra persona, están 
amparados por la protección que les brinda el artículo 11 de la Convención Americana 
sobre Derechos Humanos(Pacto de San José). el cual consagra el derecho a la vida privada Y.V 
prohíbe toda injerencia arbitraria o abusiva en ella. 

Por su parte. el Pacto internacional de Derechos Civiles y Políticos. en su artículo 17, prevé 
derecho a la privacidad y su protección por la ley, lo cual se concatena con lo dispuesto 
la Declaración Universal de Los Derechos Humanos en su artículo 12 establece que nadies 
objeto de injerencias arbitrarias en su vida privada, su familia, su domicilio o u 
correspondencia, ya que toda persona tiene derecho a la protección de la ley contra tales 
injerencias o ataques. 

En tal consideración. relativa a la protección de Los derechos f~ damentales de los servidores 
públicos. cobra aplicación la tesis emitida por la Primera Sala et la Suprema Corte de Justicia 
de la Nación de datos de localización Décima Época. Te s: 1a. Vll/2012 (1oa.) Fuentey. 
Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta. Libro V, Febr o de 2012, Tomo 1. página 655 
y rubro siguiente: 

INFORMACIÓN CONFIDENCIAL. LÍMITE AL DERECHO DE ACCES A L:A INFORMACIÓN (LEY 
FEDERAL DE TRANSPARENCIA Y ACCESO A LA INFORMAC :Ófil . BLICA GUBERNAMENTAL). 
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Las fracciones / y 1/ del segundo párrafo del artículo 60. de la Constitución Política de los Estados 
Unidos Mexicanos, establecen que el derecho de acceso a la información puede limitarse en 
virtud del interés público y de la vida privada y los datos personales. Dichas fracciones sólo 
enuncian los fines constitucionalmente válidos o legítimos para establecer limitaciones al citado 
derecho. sin embargo. ambas remiten a la legislación secundaria para el desarrollo de los 
supuestos específicos en que procedan las excepciones que busquen proteger los bienes 
constitucionales enunciados como límites al derecho de acceso a la información. Así. en 
cumplimiento al mandato constitucional. la Ley Federal de Transparencia y Acceso a la 
Información Pública Gubernamental establece dos criterios bajo los cuales la información podrá 
clasificarse y, con ello, limitar el acceso de los particulares a la misma: el de información 
confidencial y el de información reservada. En lo que respecta al límite previsto en la Constitución, 
referente a la vida privada y los datos personales. el artículo 18 de la ley estableció como criterio 
de clasificación el de información confidencial, el cual restringe el acceso a la información que 
contenga datos personales que requieran el consentimiento de los individuos para su difusión. 
distribución o comercialización. Lo anterior también tiene un sustento constitucional en lo 
dispuesto en el segundo párrafo del artículo 16 constitucional, el cual reconoce que el derecho a 
la protección de datos personales -así como al acceso, rectificación y cancelación de Los mismos­
debe ser tutelado por regla general, salvo los casos excepcionales que se prevean en la 
legislación secundaria; así como en la fracción V. del apartado C, del artículo 20 constitucional, 
que protege la identidad y datos personales de las víctimas y ofendidos que sean parte en 
procedimientos penales. Así pues, existe un derecho de acceso a la información pública que rige 
como regla general. aunque limitado, en forma también genérica, por el derecho a la protección 
de datos personales. Por lo anterior, el acceso público -para todas las persona 
independientemente del interés que pudieren tener- a los datos personales distintos a los d 
propio solicitante de información sólo procede en ciertos supuestos, reconocidos expresament 
por las Leyes respectivas. Adicionalmente. la información confidencial puede dar lugar a la 
clasificación de un documento en su totalidad o de ciertas partes o pasajes del mismo, pues 
puede darse el caso de un documento público que sólo en una sección contenga datos 
confidenciales. Por último, y conforme a lo dispuesto en el artículo 21 de La Ley, la restricción de 
acceso a la información confidencial no es absoluta, pues puede permitirse su difusión, 
distribución o comercialización si se obtiene el consentimiento expreso de la persona a que haga 
referencia la información. 

Luego entonces. podemos concluir que, a pesar de que una persona identificada o , 
identificable sea servidor público, aunque de forma reducida, Le siguen asistiendo L;;J' 
protección a sus derechos fundamentales, constitucionalmente garantizados, razón por La 
cual se Les deben de proteger y garantizar su derecho al honor, La dignidad humana y a la 
vida privada. 

Por Lo que, al efecto, en el caso que nos ocupa, se actualiza la limitante del derecho a la 
información, constreñida en La confidencialidad y secrecía que Le asiste a toda persona, como 
en el caso Lo es, de las personas de quienes solicitan La información. 
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señaló que "se considera que dar a conocer La existencia o no de algún procedimiento de 
investigación por posibles actos ilícitos. constituye información confidencial que afecta La 
esfera privada de Los servidores públicos señalados en Los documentos. al generar una 
percepción negativa de ésta. sin que se hubiere probado Las presuntas irregularidades 
cometidas por Los servidores públicos en desempeño de su encargo. Por Lo que. vincular el 
nombre de una persona o personas con quejas o denuncias relacionadas con procedimientos 
que no cuentan con \.ma sanción firme. afectaría la protección de su intimidad. honor y 
presunción de inocencia. al poder genera un juicio a priori por parte de La sociedad." 

Presunción de inocencia como reala de trato orocesal 

La Primera Sala de la Suprema Corte de Justicia de La Nación, en la tesis de rubro 
"PRESUNCIÓN DE INOCENCIA COMO REGLA DE TRATO PROCESAL". estableció que La 
presunción de inocencia es un derecho que puede ser calificado de "poliédrico". en el sentido 
de que tiene múltiples manifestaciones o vertientes. cuyo contenido se encuentra asociado 
con distintas garantías procesales. 

Al efecto y para el caso que nos ocupa. se debe considerar que de proporcionar la información 
solicitada se transgrediría la presunción de inocencia como regla de trato procesal que le 
asiste al referido servidor público en todo momento. ya que en dicho precedente. la Primera 
Sala determinó que la presunción de inocencia como regla de trato procesal se entiende 
como una regla de tratamiento del imputado y el contenido de este derecho fundamental 
consiste en establecer la forma en la que debe tratarse a una persona que está sometida a 
proceso penal. 

En concordancia con lo anterior. en el amparo directo en revisión 1481/2013, la Primera Sala 
manifestó que la finalidad de la presunción de inocencia en esta vertiente es impedir la 
aplicación de medidas judiciales que impliquen una equiparación de hecho entre imputado y 
culpable y, por lo tanto. cualquier tipo de resolución judicial que suponga la anticipación de la 
pena. 

El 18 de mayo de 2016. ese mismo órgano de la Suprema Corte. al analizar el amparo directo 
en revisión 2537 /2013, falló en el sentido de que la exposición mediática de las personas 
imputadas puede ser suficientemente robusta para que pueda considerarse que ha generado 
una percepción estigmatizante y que eleva de modo significativo la probabilidad de que lo 
testimonios y las pruebas recabadas contengan información parcial y, por ende, cuestionabl . 

En esta lógica, la presunción de inocencia supone el derecho de una persona a ser trata a 
como inocente en tanto no haya sido declarada su culpabilidad por virtud de una senten 
judicial precedida por un proceso con todas las garantías. 

Es a esta faceta de la presunción de inocencia a la que normalmente aluden los tratados 
internacionales de derechos humanos y los textos constitucionales cuando hacen referencia 
a este principio. 

La fracción l. del apartado 8, del artículo 20 de la Constituciqn Política de Los Estados Unidos 
Mexicanos cubre esta vertiente del derecho al establecer q~ Los inculpados tienen derecro 
a "que se presuma su inocencia mientras no se declare su res onsabilidad mediante sentenci 
emitida por eljuez de La causa". 

Por lo que hace al orden internacional. la Corte lnteramer· tia de Derechos Humanos ha 
señalado lo siguiente sobre el principio de presunción 
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3. Constituye un fundamento de las garantías judiciales. "al afirmar la idea de que una persona 
es inocente hasta que su culpabilidad sea demostrada". de modo que dicho principio "es un 
elemento esencial para la realización efectiva del derecho a la defensa". 

6. En el caso Ricardo Canese vs. Paraguay. la Corte lnteramericana determinó que La presunción 
de inocencia implica "que el imputado goza de un estado jurídico de inocencia o no 
culpabilidad mientras se resuelve acerca de su responsabilidad penal. de modo tal que debe 
recibir del Estado un trato acorde con su condición de persona no condenada". 

s. En la medida que "la demostración fehaciente de la culpabilidad constituye un requisito 
indispensable para la sanción penal". es el acusador el que debe demostrar que el ilícito 
penal es atribuible a la persona imputada. es decir, que ha participado culpablemente en su 
comisión. 

Así. el principio de presunción de inocencia "acompaña al acusado durante toda la tramitación 
del proceso hasta que una sentencia condenatoria que determine su culpabilidad quede firme". 

En esa tesitura. es dable concluir que como en el caso que nos ocupa, dar a conocer 
información que implique revelar datos que se contengan en carpetas de investigación, Las 
cuales son asociadas a personas con la existencia de alguna denuncia, imputación, 
procedimiento relacionado con La comisión de delitos, afecta su derecho a la presunción 
de inocencia en su vertiente de regla de trato procesal. 

Lo anterior es así. ya que la divulgación de la información por cualquier medio. por ejempl 
en medios de comunicación. puede causar sesgo en la opinión pública y una sobreexposición 
que pudiera vulnerar su derecho de defensa. así como en la percepción y actuación del órgano 
jurisdíccional encargado de resolver el asunto. con la consecuente aplicación de medidas 
judiciales que impliquen una equiparación de hecho entre imputado y culpable. Lo que 
ocasionaría una vulneración a su derecho de presunción de inocencia como regla de trato 
procesal y por ende una resolución jurisdiccional no favorable a las víctimas u ofendidos. ni a 
La sociedad por violaciones intraprocesales al habérsele expuesto como culpable sin que 
exista una sentencia judicial firme. 

f 

Ello por generar La posibilidad de emitir un juicio a priori por parte de la sociedad e influir al f 
órgano jurisdiccional para determinar La culpabilidad del imputado a través del dictado de una Á 
sentencia condenatoria. 

En este sentido. sería el propio Estado quien indebidamente íntervendría para crear una 
imagen negativa que afecte al imputado en el proceso penal que en el supuesto sin conceder 
se Le seguiría en su contra. así como su reputación. su seguridad individual o familiar. de tal 
forma que se alcance a generar un efecto jurídicamente perjudicial y estigmatizante. 

Sien o por ello que este sujeto obligado se encuentra imposibilitado para otorgar la 
infor ación solicitada, ya que en su caso, correspondería, al poder judicial determinar si en 
el su uesto sin conceder, respecto a los hechos con apariencia de delito denunciados y 
confo Q1e a las indagatorias realizadas por el agente del Ministerio Público de la 
Federao'ón, exi en o no, hechos delictivos, pues de conformidad con el marco 
constituc nal. ·O vencional y legal citado. actuar de forma contraria se correría el riesgo de 
vulnerar l es nción de inocencia como regla de trato procesal que le asiste a todas la 

el caso de quien solicitan la información. Máxime que en el Estado M xican 
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aún no ha sido declarada alguna culpabilidad al respecto, por algún delito, donde pese 
sobre él una sentencia judicial firme. 

7. Clasificación como confidencial de datos personales de personas morales. 

En la carpeta de investigación requerida se encuentra información de personas morales que 
se ubica en el ámbito de lo privado, y divulgarla vulneraría sus derechos a la privacidad, 
al buen nombre y honor. así como a la intimidad y a la presunción de inocencia. 

De esta forma. actualiza la causal de confidencialidad prevista en el artículo 113, fracción 111 de 
la LFTAIP, que a la letra establece: 

Artículo 113. Se considera información confidencial: 
f...] 

111. Aquella que presenten los particulares a los sujetos obligados, siempre que tengan el 
derecho a ello, de conformidad con lo dispuesto por las leyes o los tratados internacionales. 

La información confidencial no estará sujeta a temporalidad alguna y sólo podrán tener acceso 
a ella los titulares de la misma, sus representantes y los Servidores Públicos facultados para ello. 

De igual forma. es preciso señalar que los numerales Trigésimo Octavo y Cuadragésimo de 
los Lineamientos Generales en materia de clasificación y desclasificación de la información así 
como la elaboración de versiones públicas. disponen lo siguiente: 

Trigésimo octavo. Se considera información confidencial: 
l. Los datos personales en los términos de la norma aplicable: 

11. La que se entregue con tal carácter por los particulares a los sujetos obligados, siempre y 
cuando tengan el derecho de entregar con dicho carácter la información, de conformidad con lo 
dispuesto en las leyes o en los Tratados Internacionales de los que el Estado mexicano sea parte, 
y 
111. Los secretos bancario, fiduciario, industrial. comercial, fiscal, bursátil y postal cuya titularidad 
corresponda a particulares, sujetos de derecho internacional o a sujetos obligados cuando no 
involucren el ejercicio de recursos públicos. 

Cuadragésimo. En relación con el último párrafo del artículo 116 de la Ley General. para clasific 
la información por confidencialidad, no será suficiente que los particulares la hayan entrega 
con ese carácter ya que los sujetos obligados deberán determinar si aquéllos son titulares de a 
información y si tienen el derecho de que se considere clasificada, debiendo fundar y motivar a 
confidencialidad. La información que podrá actualizar este supuesto, entre otra, es la siguient ,· 
l. La que se refiera al patrimonio de una persona moral. y ,?"' 
11. La que comprenda hechos y actos de carácter económico, contable, iurídico cf 
administrativo relativos a una persona. que pudiera ser útil para un competidor por ejemplo, la 
relativa a detalles sobre el manej o del negocio del titular. sobre su J oceso de toma de decisiones 
o información que pudiera afectar sus negociaciones, acuerdos de. lbs órganos de administración, 
políticas de dividendos y sus modificaciones o actas de asamblea: 

En ese tenor. al encontrarse dentro de tos supuestos que incide11 en el ámbito privado de las 
personas. se advierte que conocer si se ha investigado por la posi~le .comisi'ón ae un ilícito e 
la que se vea involucrada una persona moral identificada ac eder a la documentac· n 
generada al respecto, es información que únicamente i eresa su titular y cuya 
podría ser susceptible de afectaciones en su imagen, pres igio y_ en nombre. 
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Además. como ya se mencionó. el dar a conocer información que asocie a una persona con la 
existencia de algún procedimiento de investigación. afectaria directamente su intimidad, honor 
y buen nombre, incluso vulnera la presunción de inocencia, al generar un juicio a priori por 
parte de la sociedad, sin que la autoridad competente haya determinado su culpabilidad o 
inocencia a través del dictado de una sentencia condenatoria. 

Al efecto. se debe considerar que dichos derechos están constitucional e 
internacionalmente reconocidos, conforme los artículos 1· y 6º de nuestra Carta Magna, de 
donde se desprende que toda persona tiene derecho a que se le respete su vida privada y 
todo lo esto conlleva, así como el normal desarrollo de su personalidad, por lo que inclusive 
el artículo 5· apartado A fracción II Constitucional prevé expresamente: 

Artículo 60. La manifestación de las ideas no será objeto de ninguna inquisición judicial o 
administrativa, sino en el caso de que ataque a la moral, la vida privada o los derechos de 
terceros, provoque algún delito, o perturbe el orden público; el derecho de réplica será 
ejercido en los términos dispuestos por la ley. El derecho a la información será garantizado por 
el Estado. 

l..] 

I.La información que se refiere a la vida privada y los datos personales será protegida en los 
términos y con las excepciones que fijen las leyes. 

Aunado a lo anterior, el Código Nacional de Procedimientos Penales (CNPP), específicamente 
en su artículo 15, dispone que cualquier persona tiene derecho a que se respete su intimidad, 
se proteja la información de su vida privada y sus datos personales. cuando participe com 
parte en el procedimiento penal. a saber: 

Artículo 15. Derecho a la intimidad y a la privacidad 
En todo procedimiento penal se respetará el derecho a la intimidad de cualquier persona que 
intervenga en él, asimismo se protegerá la información que se refiere a la vida privada y los datos 
personales. en los términos y con las excepciones que fijan la Constitución, este Código y la 
legislación aplicable. 

Refuerza lo anterior, lo dictado por la Suprema Corte de Justicia de la Nación, a través de las 
siguientes Tesis Jurisprudenciales. donde establece que el derecho de acceso a la 
información tiene límites, los cuales aplican en el momento en que se afecta el honor, el 
decoro, el respeto, la honra, la moral, la estimación y la privacidad de las personas: además de f' 
definir la afectación a la moral. como la alteración que sufre una persona a su decoro, honor, 
reputación, vida privada y el respeto de la sociedad por la comisión de un hecho ilícito, a saber: 

Tesis: /-30.C. J/71 (ga.) 
Décima Época 
Sem ario Judicial de la Federación y su Gaceta 
Tribu oles Colegiados de Circuito 
16042 1 de 3 
Libro I Enero de 2012, Tomo 5 Pag. 4036. 

LA ALTERACIÓN PROFUNDA QUE SUFRE UNA PERSONA EN SUS 
AFECTOS, CREENCIAS. DECORO, HONOR, REPUTACIÓN, VIDA PRIVADA. 
Y ASPECTOS FÍSICOS, O BIEN, EN LA CONSIDERACIÓN QUE DE SÍ MISMA 

ÁS, PRODUCIDA POR HECHO ILÍCITO. 
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[ ... ] Así, de acuerdo al texto positivo, por daño moral debe entenderse la alteración profunda 
que una persona sufre en sus sentimientos, afectos, creencias, decoro, honor, reputación, vida 
privada, configuración y aspectos físicos, o bien, en la consideración que de sí misma tienen 
los demás, producida por un hecho ilícito. Por tanto, para que se produzca el daño moral se 
requiere: a) que exista afectación en la persona, de cualesquiera de los bienes que tutela el 
artículo 1916 del Código Civil; b) que esa afectación sea consecuencia de un hecho ilícito; y, 
c) que haya una relación de causa-efecto entre ambos acontecimientos. 

Tesis Aislada 
Novena Época 
Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta 
Tercer Tribunal Colegiado en /vtateria Civil del Primer Circuito. 
Tomo: XIV, Septiembre de 2001. Tesis: l.30.C.244 C, Página: 1309 

DERECHO A LA INFORMACIÓN. NO DEBE REBASAR LOS LÍMITES PREVISTOS POR LOS 
ARTÍCULOS 60., 70. Y 24 CONSTITUCIONALES. 
El derecho a la información tiene como límites el decoro, el honor, el respeto, la circunspección, 
la honestidad, el recato. la honra y la estimación, pues el articulo 60. otorga a toda persona el 
derecho de manifestar libremente sus ideas y prohíbe a los gobernantes que sometan dicha 
manifestación a inquisición judicial o administrativa, salvo que ataquen la moral, los derechos 
de tercero, provoquen algún delito o perturben el orden público. 
Esta reforma recogió distintas corrientes preocupadas por asegurar a la sociedad una obtención 
de información oportuna, objetiva y plural, por parte de los grandes medios masivos de 
comunicación. Conforme a la evolución del articulo 60. constitucional vigente y comparado con 
lo que al respecto se ha regulado en otros países, se concluye que a lo largo de la historia 
constitucional, quienes han tenido el depósito de la soberanía popular para legislar, se han 
preocupado porque existiera una Norma Suprema que reconociera el derecho del hombre a 
externar sus ideas, con limitaciones específicas tendientes a equilibrar el derecho del 
individuo frente a terceros y la sociedad, puesto que en ejercicio de ese derecho no debe 
menoscabar la moral, los derechos de tercero, que implica el honor, la dignidad y el derecho 
a la intimidad de éste, en su familia y decoro; así como tampoco puede, en ejercicio de ese 
derecho, provocar algún delito o perturbar el orden público. 
Tales límites son que la opinión no debe atacar la moral, esto es, las ideas que se exterioricen 
no deben tender a destruir el conjunto de valores que sustenta la cohesión de la sociedad en 
el respeto mutuo y en el cumplimiento de los deberes que tienen por base la dignidad humana ,,. 
y los derechos de la persona; tampoco debe dañar los derechos de tercero, ni incitar a l 
provocación de un delito o a la perturbación del orden público. 
De modo que la Constitución de mil novecientos diecisiete estableció una obligación por parte d 1 
Estado de abstenerse de actuar en contra de quien se expresa libremente, salvo que en l / 
ejercicio de ese derecho se ataque a la moral, a los derechos de tercero, se provoque alg n _,,t/ 
delito o se perturbe el orden público. 7 

Tesis Aislada 
Novena Época 
Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta 
Tomo: XI, Abril de 2000 

Tesis: P. LX/ 2000, Página: 74 • I 
DERECHO A LA INFORMACIÓN. SU EJERCICIO SE ENCUENTRA L /'JADO"TANTO POR LQ 
INTERESES NACIONALES Y DE LA SOCIEDAD, C0/1/10 POR LOS DEREi H OS DE TERCEROS. 
El derecho a la información consagrado en la última pa el arti ulo 60. de la Cons · ución 
Federal no es absoluto, sino que, como toda garantí , e ·hall sujeto a limi 
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excepciones que se sustentan, fundamentalmente, en la protección de la seguridad nacional y 
en el respeto tanto a los intereses de la sociedad como a los derechos de los gobernados, 
limitaciones que, incluso, han dado origen a la figura jurídica del secreto de información que 
se conoce en la doctrina como "reserva de información" o 'secreto burocrático'. En estas 
condiciones. al encontrarse obligado el Estado, como sujeto pasivo de la citada garantía, a velar 
por dichos intereses. con apego a Las normas constitucionales y legales. el mencionado derecho 
no puede ser garantizado indiscriminadamente, sino que el respeto a su ejercicio encuentra 
excepciones que lo regulan y a su vez lo garantizan, en atención a la materia a que se refiera; 
así. en cuanto a la seguridad nacional, se tienen normas que. por un lado, restringen el acceso a 
la información en esta materia, en razón de que su conocimiento público puede generar daños a 
los intereses nacionales y, por el otro, sancionan la inobservancia de esa reserva; por lo que hace 
al interés social, se cuenta con normas que tienden a proteger la averiguación de los delitos. La 
salud y la moral públicas. mientras que por lo que respecta a la protección de la persona 
existen normas que protegen el derecho a la vida o a la privacidad de los gobernados. 

Del mismo modo, encuentra sustento con lo mencionado por la Suprema Corte de Justicia de 
la Nación al resolver el amparo en revisión 628/2008, en el sentido de que hay información 
que concierne al quehacer de una persona moral y que. guardadas todas las proporciones. es 
para esa persona. lo que el dato personal es para la persona física. 

En tal tesitura. se trae a colación Los siguientes criterios emitidos por el Supremo Órgano 
Jurisdiccional del Poder Judicial de La Federación: 

Época: Décima Época 
Registro: 2005522 
Instancia: Pleno 
Tipo de Tesis: Aislada 
Fuente: Gaceta del Semanario Judicial de la Federación 
Libro 3, Febrero de 2014, Tomo I 
Materia(s): Constitucional 
Tesis: P. 1//2014 (1oa.J 
Página:274 

PERSONAS MORALES. TIENEN DERECHO A LA PROTECCIÓN DE LOS DATOS QUE PUEDAV 
EQUIPARARSE A LOS PERSONALES, AUN CUANDO DICHA INFORMACIÓN HAYA SIDO 
ENTREGADA A UNA AUTORIDAD. 
El artículo 16 , párrafo segundo. de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos 
reconoce el derecho a la protección de datos personales. consistente en el control de cada 
individuo sobre el acceso y uso de la información personal en aras de preservar la vida 
privada de las personas. En ese sentido, el derecho a la protección de datos personales podría 
entenderse. en primera instancia, como una prerrogativa de las personas físicas. ante La 
imposibilidad de afirmar que las morales son titulares del derecho a la intimidad y/o a La vida 
privada; $in embargo, el contenido de este derecho puede extenderse a cierta información de Las 
personas jurídicas colectivas. en tanto que también cuentan con determinados espacios de 
protecció ante cualquier intromisión arbitraria por parte de terceros respecto de cierta 
informad n económica. comercial o relatíva a su identidad que. de revelarse, pudiera anular o 
menoscab r su libre y buen desarrollo. Por tanto. los bienes protegidos por el derecho a la 
privacidad y de protección de datos de las personas morales, comprenden 
aquellos docume se información que les son inherentes, que deben permanecer ajenos al 
conocimiento e terceros. independientemente de que, en materia de transparencia e 
informació ú li a, opere el principio de máxima publicidad y disponibilidad, conforme al cua 
toda in mació n posesión de Las autoridades es pública. sin importar la fuente o La 
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que se haya obtenido, pues, acorde con el artículo 60., en relación con el 16, párrafo segundo, 
constitucionales, la información entregada a las autoridades por parte de las personas 
morales, será confidencial cuando tenga el carácter de privada por contener datos que 
pudieran equipararse a los personales, o bien, reservada temporalmente, si se actualiza alguno 
de los supuestos previstos legalmente. 

Contradicción de tesis 56/2011. Entre las sustentadas por la Primera y la Segunda Salas de la 
Suprema Corte de Justicia de la Nación. 30 de mayo de 2013. Mayoría de siete votos de los 
Ministros Margarita Beatriz Luna Ramos, José Fernando Franco González Salas, Arturo Zaldívar 
Lelo de Larrea, Jorge Mario Pardo Rebolledo, Sergio A. Valls Hernández, Oiga Sánchez Cordero 
de García Villegas y Alberto Pérez Dayán; votaron en contra: Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena, José 
Ramón Cossío Díaz, Luis María Aguilar Morales y Juan N. Silva Meza. Ponente: Sergio A. Valls 
Hernández. Secretarios: Laura García Velasco y José Álvaro Vargas Ornelas. 
El Tribunal Pleno, el veintitrés de enero en curso, aprobó, con el número 1//2014 (10a.J, la tesis 
aislada que antecede. México, Distrito Federal, a veintitrés de enero de dos mil catorce. 
Décima Época 
2000082. 10. XX//2011 (100.J. Primera Sala. 
Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta. Libro IV, Enero de 2012, Pág. 2905 

DERECHO FUNDAMENTAL AL HONOR DE LAS PERSONAS JURÍDICAS. Toda persona física es 
titular del derecho al honor, pues el reconocimiento de éste es una consecuencia de la afirmación 
de la dignidad humana. Sin embargo, el caso de las personas jurídicas o morales presenta 
mayores dificultades, toda vez que de ellas no es posible predicar dicha dignidad com 

11 
fundamento de un eventual derecho al honor. Ajuicio de esta Primera Sala de la Suprema Corte~ 
de Justicia de la Nación, es necesario utilizar la distinción entre el honor en sentido subjetivo y 
objetivo a fin de resolver este problema. Resulta difícil poder predicar el derecho al honor en 
sentido subjetivo de las personas morales, pues carecen de sentimientos y resultaría complicado 
hablar de una concepción que ellas tengan de sí mismas. Por el contrario, en lo relativo a su 
sentido objetivo, considerando el honor como la buena reputación o la buena fama, parece no 
sólo lógico sino necesario sostener que el derecho al honor no es exclusivo de las personas físicas, 
puesto que las personas jurídicas evidentemente gozan de una consideración social y reputación 
frente a la sociedad. En primer término, es necesario tomar en cuenta que las personas 
denominadas jurídicas o morales son creadas por personas físicas para la consecución de fines 
determinados, que de otra forma no se podrían alcanzar, de modo que constituyen u 
instrumento al servicio de los intereses de las personas que las crearon. En segundo luga 
debemos considerar que los entes colectivos creados son la consecuencia del ejercicio previo e 
otros derechos, como la libertad de asociación, y que el pleno ejercicio de este derecho requi re 
que la organización creada tenga suficientemente garantizados aquellos derec s 
fundamentales que sean necesarios para la consecución de los fines prqpuestos. n~ 
consecuencia, es posible afirmar que las personas jurídicas deben ser titulares de aquellosA 
derechos fundamentales que sean acordes con la finalidad ue persiguen, por esta 
encaminados a la protección de su objeto social, así como de aqu los que aparezcan como 
medio o instrumento necesario para la consecución de la referida finali ad. Es en este ámbito que 
se encuentra el derecho al honor, pues el desmerecimiento en la consi eración ajena sufrida por 
determinada persona jurídica, conllevará, sin duda, la imposibili ·;ad de que ésta pueda 
desarrollar libremente sus actividades encaminadas a la realización e su objeto social o, al 
menos, una afectación ilegítima a su posibilidad de hacerlo. En co · ecuencia. las personav 
jurídicas también pueden ver lesionado su derecho al honor a través de divulgectón de hechos 
concernientes a su entidad, cuando otra persona la difame o la JfKfga desmerecer en l 
consideración ajena. 

Amparo directo 28/2010. Demos, Desarrollo de Medios. S.A. de C. 
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2011. Mayoría de cuatro votos. Disidente: Guillermo l. Ortiz fvfayagoitia. Ponente: Arturo 
Zaldívar Lelo de Larrea. Secretario: Javier fvfijangos y González. 
2000082. 10. XXl/2011 (10a.J. Primera Sala. Décima Época. Semanario Judicial de la Federación y 
su Gaceta. Libro IV. Enero de 2012. Pág. 2905. 

Siendo por todo expuesto y fundado. entre Las principales razones por Las que el artículo 218 
del Código Nacional de Procedimientos Penales prevé La reserva de La investigación e 
inclusive ha sido avalada por el Alto Tribunal, al estar conforme lo previsto por el artículo 6º 
Apartado A. fracción 11 Constitucional. que dispone que la información que se refiere a la vida 
privada y los datos personales de las personas está protegida en los términos legalmente 
previstos. 

Sobre el particular. tenemos el contenido del artículo 218 primer párrafo del Código Nacional 
de Procedimientos Penales. que a la letra refiere: 

Articulo 218. Los registros de la investigación. así como todos los documentos. 
independientemente de su contenido o naturaleza. los objetos. los registros de voz e imágenes o 
cosas que le estén relacionados, son estrictamente reservados, por lo que únicamente las 
partes, podrán tener acceso a los mismos, con las limitaciones establecidas en este Código y 
demás disposiciones aplicables. 
[ .. .J 

Por lo que. al efecto. en el caso que nos ocupa, se actualiza la Limitante del derecho a la 
información, constreñida en la confidencialidad y secrecia que Le asiste a toda persona, 
como en el caso Lo es. de la persona moral de quien solicitan la información 

7. La información solicitada podría contener nombres y cargos del personal adscrito a la 
Fiscalía General de la República 

Abonando a Lo ya planteado. se señala que los documentos requeridos por el solicitante 
contienen los nombres y cargos del personal adscrito a la Fiscalía General de la República, los 
cuales son información reservada y, por Lo tanto, no es posible otorgarla. 

Pone en riesgo la vida. seauridad o salud de los servidores oúblicos v sus familias . 
De conformidad con el artículo 110. frac. V, de la LFT AIP se establece que, como información 
reservada podrá clasificarse aquella cuya publicación: 
Art. 1.10. 

V Pueda poner en riesgo la vida. seguridad o salud de una persona física: I 
Asimismo. los artículos 21. párrafos primero, segundo, noveno y décimo y 102. apartado A 
párrafos 9rimero y cuarto de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos. señalan 
que esta Fiscalía General de La República es un organismo autónomo encargado de la 
persecuci · n e investigación de los delitos del orden federal y una institución de procuración 
de justicia por lo que resulta de suma importancia asegurar y consolidar su operatividad. lo 
que incluy la protección de los servidores públicos adscritos a la Institución. En el mismo 
tenor. ene - trama# en el ámbito internacional la Declaración sobre las Normas Mínimas 
Relativas a ~ Juridad y Protección de los Fiscales y sus Familias. de la Asociación 
lnternacio e iscales. la cual determina en este rubro que los Estados y las autoridades 
deben opta s medidas para evitar que la información personal de los fiscales y de su 
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fami lias sea conocida por terceros cuando ello sea inapropiado: Las mismas medidas aplican 
para personas que t rabajan para estos. si son necesarias para su seguridad y protección. 

Robustece Lo anterior, Lo previsto en el artículo 13 de la Convención Americana sobre Derechos 
Humanos. en concatenación con lo dispuesto en el artículo 6° apartado A fracciones I y II de 
la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, de donde se puede desprender que 
revelar información de las personas servidoras públicas encargadas de llevar a cabo labores 
de seguridad pública está reservado por razones de interés y orden público. 

Por Lo tanto. identificar a las personas servidoras públicas encargadas de La investigación y 
persecución de Los delitos Los expone a amenazas reales e inminentes, tanto a su vida e 
integridad física como la de sus familiares. 

iv. Se c;enera un imoacto neaatívo en el desemoeño de las funciones de seauridad de la Fiscalía 
General de la Reoública 

Además de existir un riesgo para la vida, seguridad o salud del personal de la Fiscalía y de sus 
familiares. es necesario mencionar que la entrega de la información del personal de La FGR 
conllevaría la revelación de la capacidad institucional para la investigación y persecución de 
los delitos. 

El Pleno de la Suprema Corte de Justicia de la Nación ya se pronunció sobre este tema en La 
controversia constitucional 325/2019, La cual fue promovida por el Fiscal General de la 
República para combatir la resolución emitida por el Instituto Nacional de Transparencia, 
Acceso a la Información y Protección de Datos Personales en el recurso de revisión RRA 
9481/19. En dicha resolución se había ordenado a esta Fiscalía a entregar nombres y cargos 
del personal operativo y administrativo de diversas unidades administrativas de esta 
Institución. 

En la sentencia del Alto Tribunal. se resolvió invalidar la resolución del Instituto Nacional de 
Transparencia y se le ordenó dictar una nueva en la que subsanará los vicios de 
inconstitucionalidad. Ello. esencialmente. bajo el argumento de que entregar los nombres y 
cargos de las personas servidoras públicas. de la hoy Fiscalía General de la República. revelaría 
no solo su identidad sino también la capacidad que tiene el Estado mexicano para investigar y 
perseguir la comisión de los delitos federales. ya que permitiría a los grupos criminales 
identificar plenamente a quienes llevan tareas fundamentales de investigación y persecució 
de delitos en el sistema de procuración de justicia. 

En este contexto. divulgar información que atente en contra de las facultades y atribucion 
de esta Institución. significaría revelar su capacidad de reacción, afectando así la segurid dv 
pública y nacional, pues dichos datos podrían ser utilizados para materializar actos tendientes.,/ 
a obstaculizar las actividades de inteligencia o contraintelig ncia en el combate a l 
delincuencia y la investigación de delitos federales. 

Si bien. no pasa desapercibido que por regla general la informa~ión relativa a una persona 
servidora pública. como pudiera ser su nombre y cargo, sin importar el sujeto obligado del q7u 
se trate. se considera información de acceso público. ésta regla . ebe respetar el parámetro 
de regularidad constitucional 

Dado que las labores de una persona servidora públic~ relaci nan íntimamente con el 
manejo de las funciones del Estado e implica el uso de 1:liA.ero p · lico. las actividades que 
realizan en el ejercicio de sus funciones son de relevancia para l sociedad mexicana ·n 
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embargo, de conformidad al artículo 6º apartado A fracción l. de la Constitución Política de los 
Estados Unidos Mexicanos, dicha información puede ser clasificada como reservada -
temporalmente- cuando transparentarla traiga consigo repercusiones negativas que afecten 
el interés público o seguridad nacional. 

En este caso, con fundamento en los artículos 103 y 104 de la Ley General de Transparencia y 
Acceso a la Información Pública, es necesario que el Comité de Transparencia de cada sujeto 
obligado confirme, modifique o revoque la decisión de negar el acceso a la información por 
actualizarse alguno de los supuestos de clasificación de la información. Para ello, es necesario 
se presenten las pruebas de daño que justifiquen: (i)la divulgación de la información 
representa un riesgo real, demostrable e identificable de perjuicio significativo al interés 
público o a la seguridad nacional: (ii) el riesgo de perjuicio que supondría la divulgación supera 
el interés público general de que se difunda: y (iii) la limitación se adecua al principio de 
proporcionalidad y representa el medio menos restrictivo disponible para evitar el perjuicio. 

Por lo tanto. a continuación, se presentan las prueba correspondientes a este punto. 

t. LFTAI, art.110, frac. V 
En este caso concreto. resultan aplicables el numeral décimo octavo y vigésimo tercero de los 
Lineamientos Generales en materia de clasificación y desclasificación de la información, asi 
como para la elaboración de versiones públicas, que señalan: 
"Décímo octavo. De conformidad con el artículo 113, fracción / de la Ley General, podrá 
considerarse como información reservada, aquella que comprometa la seguridad pública. al 
poner en peligro las funciones a cargo de la Federación. la Ciudad de fvtéxico. los Estados y los 
fV/unicipios, tendientes a preservar y resguardar la vida. la salud, la integridad y el ejercicio de los 
derechos de las personas, así como para el mantenimiento del orden público. 
Se pone en peligro el orden público cuando la difusión de la información pueda entorpecer lo 
sistemas de coordinación interinstitucional en materia de seguridad pública. menoscabar 
dificultar las estrategias contra la evasión de reos: o menoscabar o limitar la capacidad de las 
autoridades encaminadas a disuadir o prevenir disturbios sociales. 
Asimismo, podrá considerarse como reservada aquella que revele datos que pudieran ser 
aprovechados para conocer la capacidad de reacción de las instituciones encargadas de la 
seguridad pública. sus planes. estrategias. tecnología, información, sistemas de 
comunicaciones. 
Vigésimo tercero. Para clasificar la información como reservada. de conformidad con el articulo 
113, fracción V de la Ley General. será necesario acreditar un vínculo, entre la persona física y la 
información que pueda poner en riesgo su vida. seguridad o salud." 

En este sentido, y retomando lo dispuesto en los artículos 103 y 104 de la Ley General de 
Transparencia y Acceso a la Información Pública se presenta la prueba de daño que se 
actualiza en la fracción V del artículo 110 de la LFT AIP: , 

í" 
c. ies • real. demostrable ident' cable. Hacer público cualquier dato o información que( 

hag identificable al personal operativo/sustantivo. así como al administrativo adscrito a esta 
Fisca ía General de la República, representa un riesgo de perjuicio significativo al interés 
públi y a la seguridad pública y nacional. en virtud de que. como ya lo demostró esta Fiscalía 
Gener l de la República en la controversia constitucional 325/2019, y así lo determinó la 
Supre Cor de Justicia de la Nación en la resolución de esta. e inclusive fue confirmado 
por el I Nacional de Transparencia, Acceso a la Información y Protección de Datos 
Persona la resolución del recurso de revisión RRA 9481/19 BIS. se atentaría de maner 
direct tra de la vida, seguridad y salud de dichas personas, pues los miembros de L 
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asociaciones delictivas podrían aprovechar esa información para amenazarlos con el objeto de 
obtener datos que les permitan sustraerse de la acción de la justicia y. por lo tanto, quedar 
impunes. aunado a que podrían tomar represalias por las investigaciones instauradas en su 
contra. lo que impactaría en la capacidad de reacción y en la revelación del estado de fuerza 
de esta Institución, transgrediendo así lo dispuesto en el artículo 102, apartado A. de la 
Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos. 
En este sentido. con la finalidad de cumplir no solo con objetivos conferidos 
constitucionalmente a la Fiscalía General de la República. sino también para mantener la 
seguridad pública y nacional del Estado mexicano -en la colaboración con todas las 
instituciones democráticas del país- es que dichas funciones son realizadas por las personas 
agentes del Ministerio Público de la Federación. policías y peritos, e invariablemente por el 
personal administrativo adscrito a las diversas unidades administrativas que forman parte de 
la estructura orgánica, este último si bien es cierto que no está en la primer línea de 
intervención, también lo es que -por la naturaleza de las funciones de esta Institución-, en 
auxilio de aquellas, es quien tienen acceso a toda la información e insumos generados en la 
investigación de delitos, por lo que dar a conocer datos sobre estas pone en riesgo su vida, 
seguridad, salud e integridad, incluso la de sus familiares. 
Al respecto, se debe tomar en cuenta que en la sustanciación de la controversia constitucional 
325/2019, la Corte confirmó que revelar la información de las personas servidoras públicas 
que integran a la Fiscalía General de la República las expone a distintos tipos de riesgos, 
dependiendo del mercado criminal de que se trate, pues esta Fiscalía debe llevar a cabo sus 
funciones bajo la perspectiva de mercados criminales. es decir. el personal opera en una 
dimensión específica de acuerdo con el tipo de delito de que se trate, por lo que la proporción 
del riesgo de los distintos mercados criminales que combate esta Fiscalía General se da en 
función de las actividades que desempeña su personal y la tasa de delitos por cada cien mil 
habitantes en cada una de las entidades federativas de los Estados Unidos Mexicanos. 
En ese mismo contexto, el Alto Tribunal se pronunció respecto del informe rendido por el 
Centro Nacional de Planeación, Análisis e Información para el Combate a la Delincuencia 
adscrito a la entonces Coordinación de Métodos de Investigación, dado que consideró con 
dicho informe se demostró que únicamente con entregar el nombre y cargo de las personas 
servidoras públicas de la Fiscalía General de la República. se permitiría acceder a datos 
identificativos, académicos, electrónicos. patrimoniales, biométricos y los referentes a 
familiares de las personas servidoras públicas. Por lo cual. la Suprema Corte de Justicia de la 
Nación concluyó que revelar la identidad, cargo y otros datos concentrados de quienes están 
encargados de la investigación y persecución de los delitos federales expondría la capacidad 
de fuerza y reacción que tiene la Institución y por consecuencia, vulneraría o afectaría e 
ejercicio de las competencias constitucionales que en materia de seguridad pública le está 
conferidas a esta Fiscalía General de la República. 
En esa tesitura, ha quedado demostrado de forma indubitable que, si dicha información y 
conocimientos cayeran en manos de la delincuencia. esta podría atentar. intimidar, coaccion , 
violentar y en general poner en riesgo su vida, seguridad y salud de manera potencial en cont ~ ,, 
de estas personas, pudiendo realizar contra ellas actos inhumanos para allegarse d// 
información. 
En adición a lo anterior, La identificación de estas y de sus ac ·vidades en cumplimento del 
servicio público que tienen encomendado permite que eventua ente puedan ser localizados 
mediante La búsqueda a través de instrumentos como internet redes sociales. 
De igual forma. pueden ser identificables en circunstancias d~ tiempo, modo y lugar, pur.e·. 
además de tener disponible la información institucional. les seríJ posible cono_cer su ubicació 
y actividades rutinarias. lo cual seria de utilidad para intercept rla§.· aspee o que, de ocurr· . 
impactaría negativamente en su seguridad, así como en el debi ejercicio de las facultades y 
atribuciones que en materia de investigación y persec G-tó1í de l s delitos tiene el pe sonal de 
esta Fiscalía. 
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d. Periuicio aue suoera el interés gúblico. EL divulgar datos que Lleven a La identificación y 
ubicación de las personas servidoras públicas de esta Institución, en cualquier categoría o 
puesto, Los hace blancos identificables y no solo pone en riesgo su vida, seguridad y salud, así 
como La de sus familiares, sino también Las actividades realizadas por esta Fiscalía General de 
La República, toda vez que podrían ser sujetos de amenazas y extorsiones por parte de 
miembros de la delincuencia, con la finalidad de obtener la información relacionada con el 
combate y persecución de los delitos federales. 
EL que los distintos mercados criminales identifiquen y conozcan plenamente al personal que 
compone a La Institución y cuenten con información respecto a su capacidad de fuerza y 
reacción, esto es, el número total de personal. sus cargos y dónde se encuentran ubicados, 
expone a esta Fiscalía General de la República a amenazas y ataques que necesariamente 
tienen implicaciones negativas en el ejercicio de sus competencias constitucionales y, por 
tanto, se compromete la seguridad pública de Los Estados Unidos Mexicanos. Dicho lo anterior. 
el Pleno de la Suprema Corte de Justicia de La Nación determinó en la resolución emitida en 
la controversia constitucional 325/2019, que esta Fiscalía acreditó con suficiente claridad la 
relación causal general entre la entrega de la información relativa a Los servidores públicos de 
La Institución y la afectación a La seguridad pública. 
Ahora bien. respecto a la acreditación de la conexión causal. la Suprema Corte, tomando en 
consideración la información proporcionada por el Centro Nacional de Planeación, Análisis e 
Información para el Combate a la Delincuencia, concluyó que conociendo el nombre de las 
personas físicas que laboran en la Fiscalía General de la República y recopilando información 
de internet. es posible identificar plenamente a la persona: de modo que un simple dato que 
pudiera parecer inofensivo, puede arrojar información relativa a su edad, sexo, 
CURP. experiencia profesional, grado académico, domicilio laboral. inclusive cambios de 
adscripción. domicilio personal. bienes muebles e inmuebles, así como. características físicas, 
amigos. familiares y grado de parentesco, Lo que incluye cónyuges, exparejas e hijos, así com 
la escuela en la que estudian estos: por lo que entregar el hombre de cualquier person 
servidora pública de La Institución revelaría el 100% del estado de fuerza de La Institución. 
El anterior fenómeno puede ser explicado por La teoría del mosaico, La cual constituye una 
herramienta que da cuenta de cómo es que funciona el flujo de información y, con ello, la 
construcción de inteligencia. Se trata de un proceso que describe cómo se recopila, combina 
y procesa información. de tal manera que convierte información inofensiva en conocimiento 
útil. La metodología que se utiliza esencialmente consiste en recopilar piezas de información 
dispersas y después unirlas con la finalidad de tener una visión de conjunto o 'mosaico'. 
Como se ha establecido previamente. a partir de un dato que pudiese parecer inofensivo, 
como pudiera ser el nombre de una persona, potencializa que un agente criminal lo utilice para 
deducir, a partir de un dato independiente, una vulnerabilidad estratégica susceptible de 
explotación para fl. nes mal intencionados, en este caso, para evadir La procuración de justicir 
o, peor aún, llevar a cabo actos de contrainteligencia para combatir frontalmente a los agente 
encargados de la investígación y persecución de los delitos en los Estados Unidos Mexicanos 
Cabe señalar que el Alto Tribunal estableció que. si bien es un derecho de las personas 
Imputadas. conocer el nombre y datos del servidor público que lo acusa -salvo tratándose de 
delincuencia organizada donde la autoridad judicial puede autorizar se mantengan en 
reserva-, lo cierto es que conocer esa Información no deriva del ámbito de protección del 
derecho d acceso a la información. sino del derecho a gozar de un debido proceso y una 
defensa ad cuada. El que una persona en ejercicio de su derecho de acceso a la Información 
solicite dicta enes periciales donde consten el nombre y cargo del personal de la Fiscalía 
General de la epúb · a no quiere decir que deba obtener el mismo resultado, pues se trata 
del ejercicio de e chas distintos y de acceso a información diferente. 
En cuanto a lo pu · sto, debe tomarse en cuenta que La Fiscalía General de La R · bUc 
funciona co · un orporación formada por eslabones. es decir, si alguno de Los 
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se ve afectado, el desempeño de sus funciones afecta las demás partes y funciones de la 
Institución: de modo que revelar información de inteligencia que afecta a una parte de la 
Institución equivaldría a provocar una vulneración a su funcionamiento en otros aspectos. 

Robustecen lo anterior, las aclaraciones de la resolución de la aludida controversia 
constitucional 325/2019, hechas por la Ministra Yasmín Esquivel Mossa, en donde manifiesta 
que: 
" ... está de por medio la integridad de los servidores públicos de la FGR que son quienes 
materializan las funciones constitucionales del ente autónomo, pues constituye hecho notorio que 
el clima de violencia criminal en el que ejercen sus funciones tanto las instituciones de procuración 
de justicia, como las instituciones policiacas e, inclusive, algunos miembros de la judicatura 
genera enormes riesgos que es necesario disminuir en beneficio de tales personas, pues ello 
redunda en la protección de los derechos humanos más elementales de los integrantes de 
nuestra sociedad en general. 

Difundir los nombres de algunos de los Agentes del Ministerio Público de la Federación y de otras 
personas de la FGR, a personas diversas de las que participan en los procesos penales federales. 
así como revelar la estructura administrativa de sus áreas administrativas. debilita la seguridad 
pública, cuyos fines son, como ya expuse, la salvaguarda de los derechos humanos relativos a la 
vida, las libertades, la integridad y el patrimonio de las personas, así como contribuir a la 
generación y preservación del orden público y la paz social. 

Además, la Constitución Federal no realiza distinción alguna entre un tipo de personal y otro de 
la FGR. sino que su artículo 21 se refiere a todos los integrantes de las instituciones de seguridad 
pública, por lo que considero que esta protección de reserva de datos incluye a todos los ( 
integrantes que conformen a todo ese ente constitucional autónomo, sin discriminar a ninguno de 
sus integrantes, y mucho menos privarlo de la protección que le brinda la reserva tanto de sus 
datos, como de la estructura administrativa a la que pertenece. 
Las personas servidoras públicas administrativas de la FGR también forman parte de la 
estructura para la investigación y el combate al delito, y son también vulnerables de poner en 
riesgo su vida. seguridad y salud, no considerarlo así, constituye una postura discriminatoria, 
como si solamente los Agentes del Ministerio Público Federal correrán riesgos y los demás 
empleados estuvieran exentos, no obstante que unos y otros comparten espacios de trabajo e 
intervienen en los procedimientos para el cumplimiento de las atribuciones de la FGR." 
Bajo esa tesitura, la divulgación de la información relacionada el personal adscrito a esta , 
Institución federal no supera el riesgo de perjuicio a la vida, seguridad o salud que se actualiz 
para las personas servidoras públicas y para sus familias. Por lo tanto, en el presente ejercici 
de ponderación de derechos, la procuración de justicia debe prevalecer para proteger l s 
principios constitucionales contenidos en el artículo 20 de la Constitución Política de l s 
Estados Unidos Mexicanos, en relación con esclarecer los hechos, procurar que el culpable 
quede impune y que los daños causados por el delito se reparen. 

e) La limitación se adecúa al principio de proporcionalidad y representa el medio men 
restrictivo disponible para evitar el perjuicio, toda vez que, si ien es cierto que el artículo 6 
constitucional reconoce el derecho de acceso a la información la Suprema Corte al resolver 
el amparo directo 2931/20153, concluyó de manera esencial q e el derecho a ser informado / 
no es absoluto, pues, a pesar de que el Estado tiene la obligacrón de informar a la población 
sobre temas de interés y relevancia pública, también se del:?e proteger y garantizar el 
derecho a la vida, seguridad y salud de las personas, así como a la_ salvaguarda la_ 
seguridad pública y nacional. 
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De ahí se tiene que la calidad de persona servidora pública no suprime los derechos humanos 
a la vida, seguridad y privacidad, que deben gozar todas las personas. Por el contrario, existe 
un interés general o superior en esos derechos frente al derecho de acceso a la información 
de un particular, en una ponderación frente a los derechos humanos de los servidores públicos 
de la Fiscalía General de la República, de sus familias y círculo cercano, información la cual 
debe ser considerada como clasificada. 

Además, de conformidad con el artículo 218 del Código Nacional de Procedimientos Penales, 
la clasificación de la información no implica una limitación a los derechos de las partes del 
proceso, quienes tienen el derecho de acceder a todos los registros y documentos que obren 
dentro de la carpeta de investigación, una vez que tengan reconocida la calidad de parte 
dentro del proceso penal. 

Por lo expuesto. se concluye que clasificar como reservada La información o datos que 
permitan La identificación, inclusive de aquella que asevere su adscripción en el presente o 
pasado, como personas servidoras públicas Fiscalía General de La República, resulta el medio 
menos restrictivo frente al derecho de acceso a la información en cualquiera de sus diferentes 
manifestaciones" (Sic) 

- - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - ! ¡ 

- - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - ; 

------------------------------------------------------------------f 
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B.10. Folio de la solicitud 330024624001247 

Síntesis 

Sentido de la resolución 

Rubro 

Contenido de la Solicitud: 

Información relacionada con expedientes de 
investigación 

Confirma 

Información clasificada como reservada y 
confidencial 

"Solicito las peticiones realizadas al SA T. Uf F. SHCP. CNBV en la carpeta de investigación numero 
FED/FE/vTCC/FE/vTCC-CD/vTX/0000015/2022 radicada en la Fiscalía Especializada en materia de 
Combate a la Corrupción. " (Sic) 

Unidades administrativas involucradas: 
Conforme a las facultades establecidas en la fracción 11·. fracción XV de la Ley de la Fiscalía 
General de la República; s·. fracción l. inciso b. subinciso ii y 20·. fracciones V. VI y VII del Estatuto 
Orgánico de La Fiscalía General de la República. y demás disposiciones Legales aplicables. la 
presente solicitud de información se turnó para su atención a: FEMCC. 

ACUERDO 
CT / ACDO/ 0254/2024: 

En el marco de lo dispuesto en los artículos 65, fracción 11. 
102 y 140 de la LFT AIP. el Comité de Transparencia por 
unanimidad determina confirmar la clasificación de reserv 
y confidencialidad de la información requerida. d 
conformidad con lo establecido en el artículo 11 , 

fracciones V, XII y XIII de la LFT AIP. hasta por un periodo e 
cinco años. o bien. hasta que las causas que dieron orige é 
La clasificación subsistan. así como. artículo 113, fraccion s 
1 y III del mismo ordenamiento legal. 

Lo anterior. toda vez que la Unidad Administrativa competente. manifestó Lo siguiente: 

Es un principio general que la presentación de una denuncia a te esta Unidad Administrativv 
y, en su caso, la apertura de una carpeta de investigación no im ica por esa.simple hecho que 
las personas señaladas hayan participado en los hechos de 1,mdados ni que lo que s 
denuncia investiga efectivamente constituye delitos por h Gl1os , e corrupción. 
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Acorde a lo dispuesto en los artículos 20. apartado B, fracción I; 21 y 102. Apartado A de la 
Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, el agente del Ministerio Público de la 
Federación investiga hechos con apariencia de delito, por lo cual solo reúne datos y 
elementos de prueba y no tiene la potestad constitucional de establecer la existencia de 
delitos ni de determinar la participación de personas en ellos. 

El artículo 211 del Código Nacional de Procedimíentos Penales (CNPP) dispone que el 
procedimiento penal comprende las siguientes etapas: 

l. La de investigación, que comprende las fases de: a) Investigación inicial. comenzando con la 
presentación de la denuncia, querella o requisito equivalente y concluye cuando el imputado 
queda a disposición del Juez de control para que se le formule la imputación; b) 
Investigación complementaria, que comprende desde La formulación de La imputación y se 
agota una vez que se haya cerrado la investigación; 

11. La intermedia o de preparación del juicio, que comprende desde la formulación de la 
acusación hasta el auto de apertura del juicio: y, 

111. La de juicio. inicia con La audiencia de debate donde se desahogan Las pruebas y concluye con 
la sentencia que comprende desde que se recibe el auto de apertura ajuicio hasta La sentencia 
emitida por el Tribunal de enjuiciamiento. 

De ello se desprende que determinar si existen hechos constitutivos de delito o no es 
competencia de la autoridad judicial. de conformidad con lo dispuesto por el artículo 21 
párrafo tercero de La Constitución Política de Los Estados Unidos Mexicanos. Sólo es a la 
autoridad judicial a quien le corresponde única y exclusivamente pronunciarse sobre 
procesos penales. 

EL último párrafo del art. 402 del mismo CNPP establece que: 

"{...] 

Nadie podrá ser condenado. sino cuando el Tribunal que lo juzgue adquiera la convicción más 
allá de toda duda razonable. de que el acusado es responsable de la comisión del hecho por el 
que se siguió e[juicío. La duda siempre favorece al acusado". 

Mientras esa sentencia no se emita, el art. 20. apartado B. frac I de La Constitución y el art. 13 
del CNPP señalan que se presumirá La inocencia del imputado y será tratado como tal en todas 
Las etapas del proceso penal. 

De lo anterior se desprende que únicamente cuando una carpeta de investigación haya,/ 
llegado a la etapa de juicio y éste haya concluido con una sentencia condenatoria firme sef 
tiene certeza jurídica de que se cometió un delito. En ningún momento previo existe esta 
certeza, ya que está abierta la posibilidad de que la carpeta tenga otras determinaciones: 

• Abstención de la investigación, que implica que no hay elementos suficientes para siquiera 
suponer qué se hubiera cometido un delito. 

• No ejercicio e la acción penal. que implica que no se cometieron Los hechos denunciados o 
que éstos no nstitu n un delito. 

• Turno a otra á a a Fiscalía General de la República. ya que durante La investigación se 
podría concluir e la conducta investigada no es competencia de la FEMCC (es decir, no serí 
un probable it por hechos de corrupción). 
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• Se emita una sentencia absolutoria, Lo que implica que Los imputados no son responsables 
de La comisión de un delito. 

l. 

En todas esas circunstancias -que sólo se actualizarían una vez que La FEMCC concluyera su 
investigación, ya que mientras se continúen realizando diligencias, cualquiera de esos 
resultados es posible- se tendría La certeza jurídica de que no se cometió delito alguno. como 
por ejemplo Los actos de corrupción. impidiendo La aplicación de Lo dispuesto en el artículo 
112. fracción II de La Ley Federal de Transparencia y Acceso a La Información Pública. 

En cambio. como ya se señaló antes, el órgano jurisdiccional es el único 
constitucionalmente facultado para juzgar los hechos con apariencia de delito y 
determinar si actualiza alguno de los delitos previstos en la Ley mediante la emisión de 
sentencias, de acuerdo con lo previsto en Los artículos 21 párrafo tercero y 104, fracción I de 
La Constitución Política de Los Estados Unidos Mexicanos. 

EL peticionario señala que hay un interés público en La entrega de La información que requiere 
porque se "relaciona con actos de corrupción". Más allá de que. como ya se expuso. al tratarse 
de una carpeta de investigación en trámite no se puede asegurar jurídicamente que lo 
solicitado efectivamente se relacione con actos de corrupción. ese Instituto no puede dejar de 
reconocer que hay un interés público, que se desprende del artículo 20 constitucional, en 
que ésta y todas las investigaciones penales se concluyan. Esta es la única manera en que 
se puede cumplir el objeto del proceso penal {esclarecer los hechos, proteger al inocente, 
procurar que el culpable no quede impune y que los daños causados por el delito se 
reparen) y garantizar el derecho humano de acceso a la justicia. La publicación de 
información sobre carpetas de investigación en trámite puede obstaculizar La labor ministerial. 
Lo que sería contrario al interés público de conseguir lo dispuesto en el artículo 20 de la 
Constitución. Es por ello que las normas penales y de transparencia reconocen el sigilo en las 
investigaciones penales. independientemente del delito de que se trate. y establecen la 
publicidad de la información únicamente cuando hay certeza j urídica -lo que se alcanza al 
concluir el proceso penal con una sentencia condenatoria firme- sobre la comisión de hechos 
delictivos. 

Dado que la carpeta objeto de la presente solicitud de acceso a La información no cuenta con 
una sentencia condenatoria firme. no se tiene certeza jurídica de que se haya cometido un 
delito por hechos de corrupción y. por lo tanto. no es aplicable la excepción a la reserv 
señalada en el art. 112. frac 11 de La Ley Federal de Transparencia y Acceso a la Información. 

En cambio. son aplicables diversas disposiciones de La propia legislación de transparenci 
de la legislación penal que impiden dar a conocer cualquier información relacionada con u a 
carpeta de investigación en trámite. 

la información reauerida está reservada. / / 
El art. 218 del Código Nacional de Procedimientos Penales (CNPP) dispone la estricta reserva 
de los registros de la investigación, incluyendo todos los documentos que se le relacionen. 
La única forma para acceder a ellos es que la solicitante sea .arte en el proceso penal. con las 
Limitaciones legalmente establecidas. El acceso a Los regis os de carpetas está restringidv 
para cualquier otra persona. la ley Federal de Transpare cía y Acceso a la Información 
Pública {lFTAIP) retoma esta disposición al señalar en su filrl. 110 . frac. XII y XI II que podr · 
reservarse la información que: 

Art. 110. 
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XII. Se encuentre dentro de las investigaciones de hechos que la ley señale como delitos y se 
tramiten ante el Ministerio Público. 
XIII. Las que por disposición expresa de una ley tengan tal carácter, siempre que sean acordes 
con las bases. principios y disposiciones establecidas en la Ley General y esta Ley y no los 
contravengan: así como las previstas en tratados internacionales. 

Estos dos supuestos se actualizan en relación con la solicitud de la versión pública de una 
carpeta de investigación. En primer Lugar, se trata de información que obra en una carpeta 
de investigación tramitada ante el Ministerio Público por La posible comisión de un delito. 
En segundo lugar, conforme a lo señalado arriba, el CNPP, que es La legislación en La 
materia, estipula que esa información está reservada. 

Las disposiciones antes citadas son obligatorias para todos los servidores públicos de este 
órgano autónomo. ya que, en caso de incumplimiento, se configuraría el tipo penal previsto 
en La fracción XXVIII del artículo 225 del Código Penal Federal, delito cometido contra la 
administración de justicia en su modalidad de dar a conocer a quien no tenga derecho 
documentos. constancias o información que obren en una carpeta de investigación o en un 
proceso penal y que, por disposición de la ley o resolución de la autoridad judicial. sean 
reservados o confidenciales. Igualmente, se podría violar la Ley de La Fiscalía General de La 
República, art. 47, frac. IV. que señala como una de las obligaciones de las personas 
servidoras públicas de la Fiscalía General el preservar el secreto, la reserva y la 
confidencialidad. en términos de las disposiciones aplicables, de los asuntos que por razón del 
desempeño de su función conozcan. 

La información requerida se ubica puntualmente en ambos supuestos. 

Cabe señalar que la reserva de la información requerida señalada en la ley es de interé 
público. El art. 20 de la Constitución dispone que el objeto del proceso penal es e 
esclarecimiento de los hechos. proteger al inocente. procurar que el culpable no qued 
impune y que los daños causados por los delitos se reparen. El art. 21 de la Constitución señala 
que el Ministerio Público tiene la función de la investigación de los delitos y el ejercicio de la 
acción penal ante los tribunales. Esta obligación es correlativa a y condición sin la cual no se 
puede acceder a la administración de justicia ni se puede alcanzar el objeto del proceso penal. 
lo cual es de interés público. Publicar la información requerida en la solicitud impediría que el 
Ministerio Público cumpliera con su función constitucional y, por lo tanto. afectaría el interés 
público. Por eso, se reitera. la LFTAIP reconoce como dos causales de reserva de información 
la que se encuentre en carpetas de investigación y la que. por ley tenga tal carácter (en este 
caso. el CNPP). 

La Suprema Corte de Justicia de la Nación, en su acción de inconstitucionalidad 49/2009, ,/ 
señaló que la reserva de información de investigaciones ministeriales en curso result;J" 
razonable y se j ustifica en dos supuestos. Primero. cuando se pongan en riesgo investigaciones 
en curso. Como se señaló arriba. este supuesto se actualiza. Segundo. cuando se ponga en 
riesgo la seguridad de las personas. Lo anterior. en atención a que la propia Constitución 
establece el d~recho a la protección de datos personales, el deber de sigilo a cargo del 
Ministerio Públ"co y de reserva de información relativa a las investigaciones. así como la 
obligación de ar t izar la protección de los sujetos involucrados en la indagatoria de los 
delitos. 

2021 (1oa.l, la Suprema Corte de Justicia de la Nación señaló que los 

3. frac. XII de la Ley General de Transparencia y Acceso a l 
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Información Pública, son: que sea relevante o beneficiosa para la sociedad y no, simplemente, 
de interés individual: y, b) Su divulgación debe ser útil para que el público comprenda las 
actividades llevadas a cabo por los sujetos obligados. La divulgación de información de una 
carpeta a cargo de la Fiscalía Especializada en materia de Combate a la Corrupción es contraria 
al interés público. Considerando el daño que se causaría con su divulgación (que ponga en 
riesgo la investigación. no se pueda ejercer acción penal y, así, no se castigue a los culpables. 
no se reparen los daños y continúe el impedimento en el ejercicio de ciertos derechos), la 
sociedad obtiene un beneficio mayor en que esa información no se difunda y en que continúe 
La investigación con el sigilo que se marca en la Constitución y en las leyes de acceso a la 
información y del proceso penal. Adicionalmente. hay otros medios menos onerosos para que 
el Ministerio Público cumpla con su función constitucional, como estrategias de comunicación 
social y divulgación de información estadística, para que la sociedad comprenda las 
actividades llevadas a cabo por los sujetos obligados. 

Los documentos objeto de esta solicitud de información corresponden a carpetas a cargo de 
la Fiscalía Especializada en materia de Combate a la Corrupción. Con fundamento en el art. 13, 

frac. V de la Ley de la Fiscalía General de la República. esta Fiscalía Especializada es 
competente para la investigación de los delitos por hechos de corrupción. tipificados en el 
Libro Segundo, Título Décimo del Código Penal Federal. Estos delitos se distinguen de otros 
por. al menos. dos características: que, en su mayoría, participan servidores públicos en su 
comisión y que, en muchas ocasiones, La víctima es el Estado o la sociedad en su conjunto. 
Aunque no siempre haya una víctima clara, directa e identificable de los delitos por hechos de 
corrupción, uno de sus efectos más evidentes es que impiden el ejercicio de otros derechos. 
En su prefacio a la Convención de las Naciones Unidas Contra la Corrupción, el entonces 
Secretario General de la ONU, Kofi Annan, desarrolló esa idea: 

"La corrupción es una plaga insidiosa que tiene un amplio espectro de consecuencias corrosivas 
para la sociedad. Socava la democracia y el estado de derecho, da pie a violaciones de los 
derechos humanos. distorsiona los mercados, menoscaba la calidad de vida y permite el 
florecimiento de la delincuencia organizada. el terrorismo y otras amenazas a la seguridad 
humana. 

Este fenómeno maligno se da en todos los países -grandes y pequeños, ricos y pobres- pero 
sus efectos son especialmente devastadores en el mundo en desarrollo. La corrupción afecta 
infinitamente más a los pobres porque desvía los fondos destinados al desarrollo, socava la 
capacidad de los gobiernos de ofrecer servicios básicos, alimenta la desigualdad y la injusticia 
desalienta la inversión y las ayudas extranjeras. La corrupción es un factor clave del ba}, 
rendimiento y un obstáculo muy importante para el alivio de la pobreza y el desarrollo. l...J" 

Llevar a su término en el debido sigilo Las investigaciones por delitos de corrupción y ejer r 
la acción penal permitirá que, eventualmente, que se reparen los daños que causa ese tipo ~ 
conductas y, por ello. que se pueda recuperar el ej ercicio de Los derechos fundamentales q . 
se hubieran obstacuUzado con esos delitos. Hay un interés público para que esto ocurra. p r 
Lo que debe prevalecer la reserva de la información que marca l Ley. 

Incluso, a pesar de que alguna investigación se hubiera cerra o con un dictamen de no 
ejercicio de la acción penal. queda abierta La posibilidad d e que esa de. terminación se impugnve 
o que Los hechos o personas investigados se relacionen con asu tos en otras carpetas de en 
trámite. Por Lo tanto. entregar información de asuntos que se nc(J,entren en NEAP podrí 
afectar el debido sigilo imprescindible en Las investigado · sigan en curso que est · n 
relacionadas con las ya determinadas. 
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En ese sentido. a continuación. se presentan las pruebas de daño para las causales de reserva 
que actualiza la información solicitada. 

i. LFT Al, art. 110, frac. XII 

a. Riesgo real. demostrable e identificable. Publicar información sobre carpetas de investigación. 
en este caso la versión pública de una carpeta completa impide que el Ministerio Público 
alcance su fin constitucionalmente válido y de interés general de investigar delitos y, con ello. 
que se alcancen los objetivos del proceso penal: permitir el esclarecimiento de los hechos. 
proteger al inocente. procurar que el culpable no quede impune y que los daños causados por 
los delitos se reparen. 

b. 

La relevancia de la reserva de las carpetas de investigación se debe primordialmente a que el 
cumplimiento de esta obligación constitucional del Ministerio Público es el medio por el cual 
se permite cumplir con el derecho humano de acceso a la justicia -igualmente reconocido en 
la Constitución- y todo lo que conlleva: esclarecer los hechos. proteger al inocente. procurar 
que el culpable no quede impune y reparar los daños causados por el delito. 

Si se publicara la información requerida se correrían diversos riesgos que pondrían en 
riesgo la continuidad de la investigación. Publicar La versión pública de la carpeta mostraría 
todas Las diligencias que ha Llevado a cabo el Ministerio Público, los hallazgos que ha realizado 
y Los medios de prueba con los que cuenta. Esto revelaría las hipótesis delictivas que se siguen 
y los hechos particulares que se investigan. Todo esto podría llevar a que las personas 
involucradas en los presuntos hechos delictivos modificaran, destruyeran u ocultaran medios 
de prueba que aún no conoce el Ministerio Público, obstaculizando la construcción de l 
carpeta de investigación y la comprobación de la hipótesis delictiva. Finalmente. al revela 
nombres de testigos. eventuales imputados y otros nombres de algún modo relacionados co 
o mencionados en la indagatoria. las personas quedarían sujetas a sufrir represalias de quiene 
hubieran cometido los actos investigados -si es que éstos ocurrieron-. Esto representaría 
riesgos a su integridad física o a su vida, y los haría potenciales víctimas de extorsión o 
sobornos a cambio de continuar dando información falsa o incompleta a las autoridades 
ministeriales, orientándolas a seguir lineas de investigación deliberadamente fútiles e 
inconsecuentes. 

Esas limitaciones podrían ser insalvables hasta el punto en que el Ministerio Público tuviera 
que elaborar una nueva teoría del caso. recurrir a hipótesis delictivas adicionales, desarrollar 
nuevas Lineas de investigación. y buscar medios de prueba, testigos o colaboradores 
alternativos. Dado el avance en La integración de la carpeta. todo esto representaría un notablv 
retroceso de tiempo y un uso ineficiente de los recursos humanos. financieros y materiales 
que se han usado hasta el momento en la investigación. Incluso, dada La complejidad de lo 
delitos que se investigan. existe la posibilidad de que no haya opciones adicionales de Líneas 
de investigación o medios de prueba a los que se revelaran en la solicitud de información. lo 
que impedin de plano que el Ministerio Público continuara con su fin constitucionalmente 
válido de inv stigar delitos para contar con elementos para el ejercicio de la acción penal y 
permitir el acc · so a Laj icia a las victimas del delito. 

ra l interés público. En el Dictamen en sentido positivo a las iniciativa 
r o 

I 
or el que se reforman. adicionan y derogan diversas disposicione 
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Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos en materia del Sistema 
Anticorrupción a cargo de la Cámara de Origen, se señala que (p. 32): 

Nacional 

"Resulta evidente que la corrupción trasciende de militancias partidistas, proyectos ideológicos y 
órdenes de gobierno, La corrupción, como sostienen los estudios en la materia, ha logrado 
instaurarse en un sistema con capacidad de autorregularse y, por ende, de actualizar 
mecanismos de defensa frente a los esfuerzos gubernamentales por combatirla,· 

Dada esa urgencia, se determinó crear una fiscalía especializada para combatir penalmente la 
corrupción (p. 67): 

"La Fiscalía en la materia estará a cargo de su investigación al dotar de las capacidades técnicas 
necesarias para desempeñar sus funciones. Cabe mencionar que en términos de la reciente 
reforma constitucional en materia político electoral que otorga autonomía constitucional a al 
Fiscalía General de la República, la fiscalía especializada en combate a la corrupción, contará 
con el marco jurídico suficiente para investigar y perseguir de forma efectiva los delítos en esta 
materia." 

Por lo tanto, la sociedad en su conjunto es quien recibe los beneficios de que el Ministerio 
Público lleve a su término con el debido sigilo las investigaciones por delitos de corrupción 
y ejerza la acción penal. Estos beneficios, que llegan a la sociedad en general, incluyen la 
reparación de los daños que causa ese tipo de conductas y la recuperación del ejercicio de 
los derechos fundamentales que se hubieran frenado con esos delitos, sólo pueden 
alcanzarse al guardar la reserva de la información de las carpetas de investigación en 
trámite que marca la ley. 

c. Principio de proporcionalidad. El que la información esté reservada permite que el Ministerio 
Público cumpla con su fin constitucionalmente válido y, apegándose al principio de 
proporcionalidad, resulta el medio más idóneo para proteger los actos que conllevan alcanzar 
los fines del proceso penal. 

La reserva de la información protege el fin constitucionalmente válido del Ministerio Público, 
que es correlativo al derecho humano de acceso a la justicia y, de ese modo, esclarecer los 
hechos, proteger al inocente, procurar que el culpable no quede impune y reparar los daños 
causados por el delito. 

La reserva de la información de la carpeta de investigación requerida en la solicitud no impli a 
una restricción del derecho de acceso a la información. Dada la naturaleza de e 
información, su reserva es proporcional porque atiende la importancia de La protección 
interés jurídico que se tutela con los delitos por hechos de corrupción (el funcionamiento 
normal y ordenado de la Administración Pública), de la correcta administración de justicia¿. 
y del interés general que hay en que se cumpla el proceso penal en las investigaciones d 
este tipo de delitos, que permite, entre otras cosas, la reparación del daño y el 
establecimiento de garantías de no repetición. Además, es necesario reiterar que esta 
reserva se desprende de lo que establece el CNPP en su art. 218 en relación con la LFTAIP, 
art. 110, frac. XII. En suma, es claro que la investigación y pers cución de los delitos poyr 
hechos de corrupción es de interés general. La divulgación de información de esas 
investigaciones ignoraría ese interés. 

Décima Octava Sesión Ordinaria 2024 



/ 

FGR 
FISCALÍA GENERAL 
DE LA REPÚBLICA 

(.' ICOMITE DE 
i' jTRANSPARENCIA 

Por Lo anterior, se advierte un nexo causal entre La entrega de La información requerida y 
afectaciones a La debida diligencia que rige el actuar del Ministerio Público y al interés general 
que se alcanza con él. Así. no hay justificación para vulnerar esos principios frente al derecho 
a la información del solicitante. 

ii. LFTAI, art. 110, frac. XIII 

a. Riesgo real. demostrable e identificable. Publicar información sobre una carpeta de 
investigación en trámite impide que el Ministerio Público alcance su fin constitucionalmente 
válido y de interés general de investigar delitos y, con ello, que se alcancen los objetivos del 
proceso penal: permitir el esclarecimiento de los hechos, proteger al inocente. procurar que el 
culpable no quede impune y que los daños causados por los delitos se reparen. 

La relevancia de la reserva de las carpetas de investigación se debe primordialmente a que 
el cumplimiento de esta obligación constitucional del Ministerio Público es el medio por el 
cual se permite cumplir con el derecho humano de acceso a la justicia -igualmente 
reconocido en la Constitución- y todo lo que conlleva: esclarecer los hechos, proteger al 
inocente, procurar que el culpable no quede impune y reparar Los daños causados por el 
delito. 

Al publicar la información requerida, en los hechos se daría acceso a carpetas de 
investigación a personas que no son parte del proceso penal, contrario a lo establecido en 
el art. 218 del CNPP. La principal consecuencia de esto es que el propio agente del 
Ministerio Públ.ico dejarla de tener certeza sobre sus acciones respecto esa carpeta de 
investigación, lo que impactaría negativamente en la posibilidad de continuar su 
integración. Por ejemplo. se abriría La posibilidad de que el investigado. los declarantes o su 
representantes legales Lo demandaran por eventuales violaciones a sus derecho 
constitucionales como parte del proceso penal, incluyendo la presunción de inocencia, el que 
se Le informe por la autoridad competente de Los hechos que se Le imputan. la oportunidad de 
presentar testigos y pruebas a su favor. o la facilitación de todos los datos que solicite para su 
defensa. En ese caso, el agente del Ministerio Público tendría que distraer su atención y tiempo 
de La investigación penal a su cargo para defenderse contra esos cargos. Asimismo, quienes 
hubieran presentado la denuncia. los testigos y otras personas que aportarian pruebas o 
indicios que se usaran en la investigación podrían dejar de querer colaborar porque sabrían 
que la información que proveyeran a la carpeta sería pública, potencialmente exhibiéndolos a 
el~os. mismos y ponié~dolos en u~a situación de riesgo. De este modo, el agente del Ministerio / 
Publico se encontraria con obstaculos para obtener medios de prueba que contribuyan a 
probar la hipótesis delictiva con la que trabaja. 

Adicionalmente, la revelación de datos de las carpetas podría llevar a que agentes del 
Ministerio Público se expusieran a cometer el delito previsto en el art. 225, frac. XXVIII del 
Código Penal Federal: delitos contra la administración de justicia en su modalidad de dar a 
conocer a quien no tenga derecho documentos. constancias o información que obren en una 
carpeta de investigación o en un proceso penal y que, por disposición de la Ley o resolución 
de la autoridad judicial. sean reservados o confidenciales. tal como lo son las carpetas de 
in~estigación de acuerdo con el art. 218 del CNPP. Esto, además de eventuales faltas 
ad inistrativas. Ante ello, igualmente tendrían que dejar de atender las carpetas para 
co centrarse en su defensa. Cualquiera de esas situaciones representa obstáculos para que 
el ini o Público continuara con su obligación constitucional de investigar delitos y, con 
ello fec ría el ejercicio del derecho de acceder a la administración de justicia. 
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La publicación de la información requerida colocaría aún más obstáculos a la investigación 
de la carpeta, impidiendo de plano que el Ministerio Público cumpla con su función 
constitucional. 

b. Perjuicio que supera el interés público. En el Dictamen en sentido positivo a las iniciativas con 
proyecto de decreto por el que se reforman, adicionan y derogan diversas disposiciones de la 
Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos en materia del Sistema Nacional 
Anticorrupción a cargo de la Cámara de Origen. se señala que (p. 32): 

"Resulta evidente que la corrupción trasciende de militancias partidistas, proyectos ideológicos y 
órdenes de gobierno. La corrupción, como sostienen los estudios en la materia, ha logrado 
instaurarse en un sistema con capacidad de autorregularse y, por ende, de actualizar 
mecanismos de defensa frente a los esfuerzos gubernamentales por combatirla." 

Dada esa urgencia, se determinó crear una fiscalía especializada para combatir penalmente la 
corrupción (p. 67): 

"La Fiscalía en la materia estará a cargo de su investigación al dotar de las capacidades técnicas 
necesarias para desempeñar sus funciones. Cabe mencionar que en términos de la reciente 
reforma constitucional en materia político electoral que otorga autonomía constitucional a al 
Fiscalía General de la República, la fiscalía especializada en combate a la corrupción, contará 
con el marco jurídico suficiente para investigar y perseguir de forma efectiva los delitos en esta 
materia." 

Por lo tanto, la sociedad en su conjunto es quien recibe los beneficios de que el Ministerio 
Público lleve a su término con el debido sigilo las investigaciones por delitos de corrupción 
y ejerza la acción penal. Estos beneficios, que llegan a la sociedad en general, incluyen la 
reparación de los daños que causa ese tipo de conductas y la recuperación del ejercicio de 
los derechos fundamentales que se hubieran frenado con esos delitos, sólo pueden 
alcanzarse al guardar la reserva de la información de las carpetas de investigación en 
trámite que marca la ley. 

c. Principio de proporcionalidad. El que la información esté reservada permite que el Ministerio 
Público cumpla con su fin constitucionalmente válido y, apegándose al principio de 
proporcionalidad, resulta el medio más idóneo para proteger los actos que conllevan alcanzar 
los fines del proceso penal. 

La reserva de la información protege el fin constitucionalmente válido del Ministerio Públi 
que es correlativo al derecho humano de acceso a la j usticia y, de ese modo. esclarecer 
hechos. proteger al inocente, procurar que el culpable no quede impune y reparar los da 
causados por el delito. 

La reserva de la información de La carpeta de investigación requerida en La solicitud no impucif' 
una restricción del derecho de acceso a La información. Dada la naturaleza de esa 
información, su reserva es proporcional porque atiende la importancia de la protección del 
interés jurídico que se tutela con los delitos por hechos de corrupción (el funcionamiento 
normal y ordenado de la Administración Pública}, de la co ecta administración de justicia 
y del interés general que hay en que se cumpla el proceso enal en las investigaciones de/ 
este tipo de delitos, que permite, entre otras cosas, la reparación del daño y el 
establecimiento de garantías de no repetición. Además, s necesario reiterar que esta 
reserva se desprende de lo que establece el CNPP en su n2~. eñ relación con la LFTAIP, 
art. 110, frac. XIII. En suma, es claro que la investigac, y ersecución de los delit r 
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hechos de corrupción es de interés general. La divulgación de información de esas 
investigaciones ignoraría ese interés. 

Por Lo anterior. se advierte un nexo causal entre la entrega de la información requerida y 
afectaciones a la debida diligencia que rige el actuar del Ministerio Público y al interés general 
que se alcanza con él. Así. no hay justificación para vulnerar esos principios frente al derecho 
a la información del solicitante. 

2. Clasificación como confidencial de datos personales de personas físicas. 

En las carpetas de investigación a cargo de la FEMCC se encuentra información que se ubica 
en el ámbito de lo privado. encontrando para tal efecto la protección bajo la figura de 
la confidencialidad en términos del artículo 113, fracción I de la LFTAIP. Al publicar 
información relacionada con alguna indagatoria, denuncia o carpeta de investigación en 
contra de una persona física identificada o identificable. como es el caso que nos ocupa. se 
estaría atentando contra la intimidad, honor, buen nombre y presunción de inocencia de la 
persona en comento. 

De esta forma. la imposibilidad por parte de esta Fiscalía Especializada para señalar la 
existencia o no de la información requerida actualiza la causal de confidencialidad prevista en 
el artículo 113, fracción I de la LFTAIP. que a la letra establece: 

Artículo llJ. Se considera información confidencial: , 
l. La que contiene datos personales concernientes a una persona física identificada o/ 
identificable: 
l../ 

Asimismo. este precepto legal establece que la información confidencial no estará sujeta 
temporalidad alguna y sólo podrán tener acceso a ella los titulares de ésta. sus representantes 
legales y los servidores públicos facultados para ello. 

Por tal motivo. se insiste que dar a conocer información que asocie a una persona con la 
existencia de alguna denuncia. imputación. procedimiento relacionado con la comisión de 
delitos afectaría directamente su intimidad, honor y buen nombre. Incluso. vulnera la 
presunción de inocencia al generar un juicio a priori por parte de la sociedad sin que la 
autoridad competente haya determinado su culpabilidad o inocencia a través del dictado del 
una sentencia. 

Al efecto, se debe considerar que dichos derechos están constitucional e 
internacionalmente reconocidos. conforme los artículos 1° y 6° de nuestra Constitución. de 
donde se desprende que toda persona tiene derecho a que se le respete su vida privada y 
todo lo que esto conlleva. así como al normal desarrollo de su personalidad. por lo que. 
inclusive, el artículo 5· apartado A. fracción II Constitucional prevé expresamente: 

1 

Artículo 60. La manifestación de las ideas no será objeto de ninguna inquisición judicial o 
administrativa¡ sino en el c so de que ataque a la moral, la vida privada o los derechos de 
terceros, provoque algú elito, o perturbe el orden público: el derecho de réplica será 
ejercido en los té dis uestos por la ley. EL derecho a lo información será garantizado por 
el Estado. 
l...] 
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11. La información que se refiere a la vida privada y los datos personales será protegida en los 
términos y con las excepciones que fijen las leyes. 

Aunado a esto. el Código Nacional de Procedimientos Penales (CNPP), específicamente en su 
artículo 15, dispone que cualquier persona tiene derecho a que se respete su intimidad, se 
proteja la información de su vida privada y sus datos personales, cuando participe como 
parte en el procedimiento penal. a saber: 

Artículo 15. Derecho a la intimidad y a la privacidad 
En todo procedimiento penal se respetará el derecho a la intimidad de cualquier persona que 
intervenga en él, asimismo se protegerá la información que se refiere a la vida privada y los 
datos personales. en los términos y con las excepciones que fijan la Constitución. este Código y 
la legislación aplicable. 

Es oportuno traer a colación lo dictado por la Suprema Corte de Justicia de la Nación en las 
siguientes Tesis Jurisprudenciales, donde establece que el derecho de acceso a la 
información tiene límites, los cuales aplican en el momento en que se afectan el honor. el 
decoro. el respeto, la honra, la moral, la estimación y la privacidad de las personas. Además, 
define la afectación a la moral como la alteración que sufre una persona a su decoro, honor. 
reputación y vida privada. y el respeto de la sociedad por la comisión de un hecho ilícito. a 
saber: 

DAÑO MORAL. ES LA ALTERACIÓN PROFUNDA QUE SUFRE UNA PERSONA EN SUS 
SENTIMIENTOS, AFECTOS, CREENCIAS, DECORO, HONOR, REPUTACIÓN, VIDA PRIVADA, 
CONFIGURACIÓN Y ASPECTOS FÍSICOS, O BIEN, EN LA CONSIDERACIÓN QUE DE SÍ MISMA 
TIENEN LOS DEMÁS, PRODUCIDA POR HECHO ILÍCITO. l..! Así, de acuerdo al texto positivo, por 
daño moral debe entenderse la alteración profunda que una persona sufre en sus sentimientos, 
afectos, creencias. decoro. honor. reputación. vida privada. configuración y aspectos físicos. o 
bien, en la consideración que de sí misma tienen los demás. producida por un hecho ilícito. Por 
tanto. para que se produzca el daño moral se requiere: a) que exista afectación en la persona, de 
cualesquiera de los bienes que tutela el artículo 1916 del Código Civil; b) que esa afectación sea 
consecuencia de un hecho ilícito; y, c) que haya una relación de causa-efecto entre ambos 
acontecimientos.{11 

DERECHO A LA INFORMACIÓN. NO DEBE REBASAR LOS LÍMITES PREVISTOS POR LOS 
ARTÍCULOS 60., 70. Y 24 CONSTITUCIONALES. El derecho a la información tiene como límites e 
decoro. el honor. el respeto. la circunspección, la honestidad. el recato, la honra y la estimació , 
U en ejercicio de ese derecho no debe menoscabar la moral. los derechos de tercero, que impli a 
el honor, la dignidad y el derecho a la intimidad de éste, en su familia y decoro: así como tampo o 
puede, en ejercicio de ese derecho, provocar algún delito o perturbar el orden público. [ .. .J./21 

DERECHO A LA INFORMACIÓN. SU EJERCICIO SE ENCUENTRA LIMITADO TANTO POR L S / / 
INTERESES NACIONALES Y DE LA SOCIEDAD, COMO POR LOS DERECHOS DE TERCEROS. / 
El derecho a la información consagrado en la última p rte del artículo 60. de la Constitución 
Federal no es absoluto, sino que, como toda gara!J ·a, se halla sujeto a limitaciones o 
excepciones que se sustentan, fundamentalmente, en l protección de la seguridad nacional y 
en el respeto tanto a los intereses de la sociedad com a los derechos de los gobernados, . 
limitaciones que, incluso, han dado origen a la figura ju ic el secreto de información que ¡ / 
se conoce en la doctrina como "reserva de informació o "secreto burocrático". En estas 
condiciones, al encontrarse obligado el Estado, como s · t asiC,o de la citada garantía, a velar 
por dichos intereses. con apego a las normas constit ionale y legales. el mencionado de 
no puede ser garantizado indiscriminadamente, sino e espeto a su ejercicio en 
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excepciones que lo regulan y a su vez lo garantizan, en atención a la materia a que se refiera: 
así, en cuanto a la seguridad nacional. se tienen normas que, por un lado, restringen el acceso a 
la in{ ormación en esta materia, en razón de que su conocimiento público puede generar daños a 
los intereses nacionales y, por el otro, sancionan la inobservancia de esa reserva: por lo que hace 
al interés social, se cuenta con normas que tienden a proteger la averiguación de los delitos, la 
salud y la moral públicas. mientras que por lo que respecta a la protección de la persona 
existen normas que protegen el derecho a la vida o a la privacidad de los gobernados.131 

Por su parte, la Declaración Universal de los Derechos Humanos, prevé: 

Artículo 12. Nadie será objeto de injerencias arbitrarias en su vida privada, su familia, su 
domicilio. o su correspondencia. ni de ataques a su honra o a su reputación. Toda persona tiene 
derecho a la protección de la ley contra tales injerencias o ataques. 

Sobre el mismo tema, en la Convención Americana sobre los Derechos Humanos, señala: 

Artículo 11. Protección de la Honra y de la Dignidad. 
1.- Toda persona tiene derecho al respeto de su honra y al reconocimiento de su dignidad. 
2. - Nadie puede ser objeto de injerencias arbitrarias o abusivas en su vida privada, en la de su 
familia, en su domicilio o en su correspondencia, ni de ataques ilegales a su honra o reputación. 
J. - Toda persona tiene derecho a la protección de la ley contra esas injerencias o esos 
ataques. 

Además, el Pacto Internacional de los Derechos Civiles y Políticos, establece: 

Artículo 17 
1. Nadie será objeto de injerencias arbitrarias o ilegales en su vida privada, su familía, 
su domicilio o su correspondencia. ni de ataques ilegales a su honra y reputación. 
2. Toda persona tiene derecho a la protección de la ley contra esas injerencias o esos 
ataques. 

No se debe omitir mencionar que la presunción de inocencia es una garantía de cualquier 
persona imputada, prevista en el articulo 20 de la CPEUM, que a la letra dispone: 

Articulo 20. El proceso penal será acusatorio y oral. Se regirá por los principios de publicidad, 
contradicción, concentración, continuidad e inmediación. 

B. De los derechos de toda persona imputada: 
A que se presuma su inocencia mientras no se declare su responsabilidad mediante sentencia 
emitida por el juez de la causa. · 

Concatenado a esto, uno de Los principios rectores que rigen el proceso penal. es el / 
de presunción ' e inocencia, consagrado en el artículo 13 del CNPP, que a la letra establece: 

Artículo 13. Principio de presunción de inocencia 
Toda persona se presu e inocente y será tratada como tal en todas las etapas del 
procedimiento, mientra o se declare su responsabilidad mediante sentencia emitida por el 
Órgano jurisdiccio en os términos señalados en este Código. 

Todo lo expuest o está entre las principales razones por las que el artículo 218 del 
Código Nacional de cedimientos Penales prevé La reserva de La investigación, que 
inclusive ha sido avalada por el Alto Tribunal al estar conforme lo previsto por el articulo 

7 
¡J 
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Apartado A fracción JI Constitucional. que dispone que la información que se refiere a la vida 
privada y los datos personales de las personas está protegida en los términos legalmente 
previstos. 

Sobre el particular, tenemos el contenido del artículo 218 primer párrafo del Código Nacional 
de Procedimientos Penales, que a la letra refiere: 

Artículo 218. Los registros de la investigación, así como todos los documentos, 
independientemente de su contenido o naturaleza, los objetos, los registros de voz e imágenes 
o cosas que le estén relacionados, son estrictamente reservados, por lo que únicamente las 
partes, podrán tener acceso a los mismos, con las limitaciones establecidas en este Código y 
demás disposiciones aplicables. 
f...] 

Por lo que, al efecto, en el caso que nos ocupa, se actualiza La Limitante del derecho a la 
información, constreñida en La confidencialidad y secrecía que Le asiste a toda persona, 
como en el caso lo es de la persona de quien se solicita la información. 

Asimismo, es necesario considerar que los funcionarios públicos no por tener ese carácter 
dejan de estar sujetos a la protección de sus derechos humanos consagrados y garantizados 
en los artículos f . 6, 14, 16, 20 y 21 de la Constitución Política de Los Estados Unidos Mexicanos. 

Lo anterior es asi ya que la Suprema Corte de Justicia de la Nación ha determinado que, 
aunque el derecho a la privacidad de los servidores públicos se encuentra más atenuado qu 
el resto de la sociedad al estar sujetos a un mayor escrutinio social, el hecho de ser un servido 
público no implica que todas sus actividades o sus circunstancias sean de interés para La 
sociedad o que, por ello, se deba dejar de proteger su derecho al honor, La dignidad 
humana, la vida privada, entre otros. 

Abona a lo anterior lo resuelto por la Corte lnteramericana de Derechos Humanos respecto de 
la privacidad de los funcionarios públicos en el caso Fontevecchia y D'Amico vs Argentina, 
donde concluyó que Los servidores públicos, al igual que cualquier otra persona, están 
amparados por la protección que les brinda el artículo 11 de la Convención Americana 
sobre Derechos Humanos(Pacto de San José), el cual consagra el derecho a la vida privada y 
prohíbe toda injerencia arbitraria o abusiva en ella. 

Por su parte, el Pacto internacional de Derechos Civiles y Políticos, en su artículo 17, prevé 
derecho a la privacidad y su protección por la ley, lo cual se concatena con lo dispuesto n 
la Declaración Universal de los Derechos Humanos en su artículo 12 establece que nadies rá 
objeto de injerencias arbitrarias en su vida privada, familia, su domicilio o · u 
correspondencia, ya que toda persona tiene derecho a la otección de la ley contra ta es 
injerencias o ataques. 

En tal consideración, relativa a la protección de los derechos f ndamentales de los servidores 
públicos, cobra aplicación la tesis emitida por la Primera Sala e la Suprema Corte de Justicia 
de la Nación de datos de localización Décima Época, Te is: 1a. }lU/2012 (1oa.) Fuente: 
Semanario Judicial de l:a Federación y su Gaceta. Libro V, Febr G>-Oe 2012. Tomo 1. página 655 
y rubro siguiente: 
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Las fracciones / y II del segundo párrafo del artículo 60. de la Constitución Política de los Estados 
Unidos fvfexicanos. establecen que el derecho de acceso a la información puede limitarse en 
virtud del interés público y de la vida privada y los datos personales. Dichas fracciones sólo 
enuncian los fines constitucionalmente válidos o legítimos para establecer limitaciones al citado 
derecho. sin embargo. ambas remiten a la legislación secundaria para el desarrollo de Los 
supuestos especificas en que procedan las excepciones que busquen proteger los bienes 
constitucionales enunciados como límites al derecho de acceso a la información. Así. en 
cumplimiento al mandato constitucional. la Ley Federal de Transparencia y Acceso a La 
f nformación Pública Gubernamental establece dos criterios bajo los cuales la información podrá 
clasificarse y. con ello, limitar el acceso de los particulares a la misma: el de información 
confidencial y el de información reservada. En lo que respecta al limite previsto en la Constitución, 
referente a la vida privada y los datos personales, el artículo 18 de la ley estableció como criterio 
de clasificación el de información confidencial. el cual restringe el acceso a La información que 
contenga datos personales que requieran el consentimiento de los individuos para su difusión, 
distribución o comercialización. Lo anterior también tiene un sustento constitucional en lo 
dispuesto en el segundo párrafo del artículo 16 constitucional, el cual reconoce que el derecho a 
la protección de datos personales -así como al acceso. rectificación y cancelación de los mismos­
debe ser tutelado por regla general. salvo los casos excepcionales que se prevean en la 
legislación secundario; así como en la fracción V. del apartado C, del articulo 20 constítucional, f 
que protege la identidad y datos personales de Las victimas y ofendidos que sean parte en ; 
procedimientos penales. Así pues, existe un derecho de acceso a la información pública que rige ¡ 
como regla general, aunque limitado. en forma también genérica. por el derecho a la protección , 
de datos personales. Por lo anterior, el acceso público -paro todas las personas ¡ 
independientemente del interés que pudieren tener- a Los datos personales distintos a los del 
propio solicitante de información sólo procede en ciertos supuestos, reconocidos expresament 
por las leyes respectivas. Adicionalmente, la información confidencial puede dar lugar a l 
clasificación de un documento en su totalidad o de ciertas partes o pasajes del mismo, pues 
puede darse el caso de un documento público que sólo en una sección contenga datos 
confidenciales. Por último, y conforme a lo dispuesto en el articulo 21 de la ley, la restricción de 
acceso a la información confidencial no es absoluta, pues puede permitirse su difusión. 
distribución o comercialización si se obtiene el consentimiento expreso de la persona a que haga 
referencia la información. 

Luego entonces, podemos concluir que, a pesar de que una persona identificada o 
identificable sea servidor público. aunque de forma reducida, Le siguen asistiendo La 
protección a sus derechos fundamentales, constitucionalmente garantizados, razón por la 
cual se les deben de proteger y garantizar su derecho al honor, La dignidad humana y a la i/ 
vida privada. .y 

Por Lo que, al efecto. en el caso que nos ocupa, se actualiza la llmitante del derecho a La 
información, con1 reñida en La confidencialidad y secrecia que le asiste a toda persona. como 
en el caso Lo es. <ile Las personas de quienes solicitan la información. 
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señaló que "se considera que dar a conocer La existencia o no de algún procedimiento de 
investigación por posibles actos ilícitos, constituye información confidencial que afecta La 
esfera privada de Los servidores públicos señalados en Los documentos, al generar una 
percepción negativa de ésta, sin que se hubiere probado Las presuntas irregularidades 
cometidas por Los servidores públicos en desempeño de su encargo. Por Lo que, vincular el 
nombre de una persona o personas con quejas o denuncias relacionadas con procedimientos 
que no cuentan con una sanción firme, afectaría La protección de su intimidad, honor y 
presunción de inocencia, al poder genera un juicio a priori por parte de La sociedad." 

Presunción de inocencia como reata de trato orocesal 

La Primera Sala de La Suprema Corte de Justicia de La Nación, en La tesis de rubro 
"PRESUNCIÓN DE INOCENCIA COMO REGLA DE TRATO PROCESAL", estableció que La 
presunción de inocencia es un derecho que puede ser calificado de "poliédrico", en el sentido 
de que tiene múltiples manifestaciones o vertientes. cuyo contenido se encuentra asociado 
con distintas garantías procesales. 

AL efecto y para el caso que nos ocupa, se debe considerar que de proporcionar La información 
solicitada se transgrediría la presunción de inocencia como regla de trato procesal que Le 
asiste al referido servidor público en todo momento, ya que en dicho precedente. La Primera 
Sala determinó que La presunción de inocencia como regla de trato procesal se entiende 
como una regla de tratamiento del imputado y el contenido de este derecho fundamental 
consiste en establecer La forma en La que debe tratarse a una persona que está sometida a 
proceso penal. 

En concordancia con Lo anterior, en el amparo directo en revisión 1481/2013, La Primera Sala 
manifestó que La finalidad de La presunción de inocencia en esta vertiente es impedir La 
aplicación de medidas judiciales que impliquen una equiparación de hecho entre imputado y 
culpable y, por Lo tanto. cualquier tipo de resolución j udicial que suponga La anticipación de La 
pena. 

EL 18 de mayo de 2016, ese mismo órgano de La Suprema Corte, al analizar el amparo directo 
en revisión 2537 /2013, falló en el sentido de que La exposición mediática de Las personas 
imputadas puede ser suficientemente robusta para que pueda considerarse que ha generado 
una percepción estigmatizante y que eleva de modo significativo La probabilidad de que los 
testimonios y las pruebas recabadas contengan información parcial y, por ende, cuestionable. 

En esta lógica, la presunción de inocencia supone el derecho de una persona a ser tratad 
como inocente en tanto no haya sido declarada su culpabilidad por virtud de una sentenc a 
judicial precedida por un proceso con todas Las garantías. 

Es a esta faceta de la presunción de inocencia a La ue normalmente aluden Los trata s / 
internacionales de derechos humanos y Los textos co títucionales cuando hacen referen i¡y"' 
a este principio. 

La fracción l. del apartado B. del artículo 20 de la Con itución Política de.:tosEstados Unidos 
Mexicanos cubre esta vertiente del derecho al estable ·er que loSc ·nculpados tienen derechv 
a "que se presuma su inocencia mientras no se declare s . respensabilidad mediante sentencia 
emitida por el juez de La causa". 

Por lo que hace al orden internacional. la Co , lntera ericana de Derechos H 
señalado lo siguiente sobre el principio de pr nción de nacencia: 
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4. Constituye un fundamento de las garantías judiciales. "al afirmar la idea de que una persona 
es inocente hasta que su culpabilidad sea demostrada", de modo que dicho principio "es un 
elemento esencial para la realización efectiva del derecho a la defensa". 

8. En el caso Ricardo Canese vs. Paraguay. la Corte lnteramericana determinó que la presunción 
de inocencia implica "que el imputado goza de un estado jurídico de inocencia o no 
culpabilidad mientras se resuelve acerca de su responsabilidad penal. de modo tal que debe 
recibir del Estado un trato acorde con su condición de persona no condenada". 

6. En La medida que "la demostración fehaciente de la culpabilidad constituye un requisito 
indispensable para la sanción penal". es el acusador el que debe demostrar que el ilícito 
penal es atribuible a la persona imputada. es decir. que ha participado culpablemente en su 
comisión. 

Asi. el principio de presunción de inocencia "acompaña al acusado durante toda la tramitación 
del proceso hasta que una sentencia condenatoria que determine su culpabilidad quede firme". 

En esa tesitura. es dable concluir que como en el caso que nos ocupa, dar a conocer 
información que implique revelar datos que se contengan en carpetas de investigación, las 
cuales son asociadas a personas con la existencia de alguna denuncia, imputación, 
procedimiento relacionado con la comisión de delitos, afecta su derecho a la presunción 
de inocencia en su vertiente de regla de trato procesal. 

Lo anterior es así. ya que la divulgación de la información por cualquier medio. por ejemplo, 
en medios de comunicación. puede causar sesgo en la opinión pública y una sobreexposición 
que pudiera vulnerar su derecho de defensa. así como en la percepción y actuación del órgano 
jurisdiccional encargado de resolver el asunto, con la consecuente aplicación de medida 
judiciales que impliquen una equiparación de hecho entre imputado y culpable. Lo qu 
ocasionaría una vulneración a su derecho de presunción de inocencia como regla de trato 
procesal y por ende una resolución jurisdiccional no favorable a las víctimas u ofendidos. ni a 
la sociedad por violaciones intraprocesales al habérsele expuesto como culpable sin que 
exista una sentencia judicial firme. 

Ello por generar la posibilidad de emitir un juicio a priori por parte de la sociedad e influir al 
órgano jurisdiccional para determinar La culpabilidad del imputado a través del dictado de una t/ 
sentencia condenatoria. l/ 

En este sentido, seria el propio Estado quien indebidamente intervendría para crear una 
imagen negativa que afecte al imputado en el proceso penal que en el supuesto sin conceder 
se le seguiría en su contra. así como su reputación. su seguridad individual o familiar, de tal 
forma que se alcance a generar un efecto jurídicamente perjudicial y estigmatizante. 

Siendo por ello que este sujeto obligado se encuentra imposibilitado para otorgar la 
información solicitada, ya que en su caso, correspondería, al poder judicial determinar si en 
el supuesto sin con der, respecto a los hechos con apariencia de delito denunciados y 
conforme a las inda atorias realizadas por el agente del Ministerio Público de la 
Federación, existen echos delictivos, pues de conformidad con el marco 
constitucional. convencio y l gal citado. actuar de forma contraria se correría el riesgo de 
vulnerar la presunción o encia como regla de trato procesal que le asiste a todas La 
personas y en el caso e qui solicitan la información. Máxime que en el Estado Mexica 
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9. Clasificación como confidencial de datos personales de personas morales. 

En la carpeta de investigación requerida se encuentra información de personas morales que 
se ubica en el ámbito de lo privado, y divulgarla vulneraría sus derechos a la privacidad, 
al buen nombre y honor. asi como a la intimidad y a la presunción de inocencia. 

De esta forma, actualiza la causal de confidencialidad prevista en el artículo 113, fracción 111 de 
la LFT AIP, que a la letra establece: 

Artículo 113. Se considera ínformación confidencial: 
u 
111. Aquella que presenten los particulares a los sujetos obligados. siempre que tengan el 
derecho a ello, de conformidad con Lo dispuesto por las leyes o los tratados internacionales. 

La información confidencial no estará sujeta a temporalidad alguna y sólo podrán tener acceso 
a ella los titulares de la misma. sus representantes y los Servidores Públicos facultados para ello. 

De igual forma, es preciso señalar que los numerales Trigésimo Octavo y Cuadragésimo de 
los Lineamientos Generales en materia de clasificación y desclasificación de la información así 
como la elaboración de versiones públicas, disponen lo siguiente: 

Trigésimo octavo. Se considera información confidencial: 
l. Los datos personales en los términos de la norma aplicable: 

11. La que se entregue con tal carácter por los particulares a los sujetos obligados. siempre y J 

cuando tengan el derecho de entregar con dicho carácter la información, de conformidad con lo 
dispuesto en las leyes o en Los Tratados Internacionales de los que el Estado mexicano sea parte. 
y 
111. Los secretos bancario. fiduciario. industrial. comercial. fiscal. bursátil y postal cuya titularidad 
corresponda a particulares. sujetos de derecho internacional o a sujetos obligados cuando no 
involucren el ejercicio de recursos públicos. 

Cuadragésimo. En relación con el último párrafo del artículo 116 de la Ley General, para clasificar 
la información por confidencialidad, no será suficiente que los particulares la hayan entregad 
con ese carácter ya que Los sujetos obligados deberán determinar sí aquéllos son titulares de .~ 
información y si tienen el derecho de que se considere clasificada. debiendo fundar y motivar. Za 
confidencialidad. La información que podrá actualizar este supuesto. entre otra. es la siguien : 
l. La que se refiera al patrimonio de una persona moral. y 
ti. La que comprenda hechos y actos de carácter económico. contable. ·urídi b o 
administrativo relativos a una persona. que pudiera ser -tíl para un competidor por ejemp . la 
relativa a detalles sobre el manejo del negocio del titular. bre su proceso de toma de decisi n~ 
o información que pudiera afectar sus negociaciones. acu dos de los órganos de administració . 
políticas de dividendos y sus modificaciones o actas de asamblea . 

. 
En ese tenor. al encontrarse dentro de los supuestos que inciden en ~l ámbito privado de las 
personas, se advierte que conocer si se ha investigado po la posible comisión de un Ilícito ev 
la que se vea involucrada una persona moral identifica a y acceder a la documentación 
generada al respecto, es información que únicament in resa a su titular y cuya difusió 
podría ser susceptible de afectaciones en su itnage , presti i~ y buen nombre. 
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Además, como ya se mencionó, el dar a conocer información que asocie a una persona con la 
existencia de algún procedimiento de investigación, afectaría directamente su intimidad, honor 
y buen nombre, incluso vulnera la presunción de inocencia, al generar un juicio a priori por 
parte de la sociedad, sin que la autoridad competente haya determinado su culpabilidad o 
inocencia a través del dictado de una sentencia condenatoria. 

Al efecto, se debe considerar que dichos derechos están constitucional e 
internacionalmente reconocidos, conforme Los artículos 1· y 6° de nuestra Carta Magna, de 
donde se desprende que toda persona tiene derecho a que se le respete su vida privada y 
todo lo esto conlleva, así como el normal desarrollo de su personalidad, por lo que inclusive 
el artículo 6º apartado A fracción II Constitucional prevé expresamente: 

Artículo 60. La manifestacíón de las ideas no será objeto de nínguna ínquísícíón judícíal o 
administrativa, sino en el caso de que ataque a La moral, la vida privada o los derechos de 
terceros, provoque algún delito, o perturbe el orden público; el derecho de réplica será 
ejercido en los términos dispuestos por la ley. El derecho a la ínformacíón será garantízado por 
el Estado. 

f...] 

I.La información que se refiere a la vida privada y los datos personales será protegida en los 
términos y con las excepciones que fijen las leyes. 

Aunado a lo anterior, el Código Nacional de Procedimientos Penales (CNPP), específicamente 
en su artículo 15, dispone que cualquier persona tiene derecho a que se respete su intimidad, 
se proteja la información de su vida privada y sus datos personales, cuando participe como 
parte en el procedimiento penal. a saber: 

Articulo :15. Derecho a la intimidad y a la privacidad 
En todo procedimiento penal se respetará el derecho a la íntimidad de cualquier persona que 
intervenga en él, asimismo se protegerá la información que se refiere a la vida privada y los datos 
personales, en los términos y con las excepcíones que fijan la Constitucíón, este Código y la 
legislacíón aplicable. 

f 

Refuerza lo anterior. lo dictado por la Suprema Corte de Justicia de la Nación. a través de las /1 
siguientes Tesis Jurisprudenciales. donde establece que el derecho de acceso a la 
información tiene límites, los cuales aplican en el momento en que se afecta el honor, el 
decoro, el respeto, la honra. la moral, la estimación y la privacidad de las personas: además de 
definir la afectación a la moral. como la alteración que sufre una persona a su decoro, honor, 
reputación, vida privada y el respeto de la sociedad por la comisión de un hecho ilícito, a saber: 

Tesis: l.30.C. J/71 (ga.) 
Décíma Época 
Semanario Judicíal de l Federacíón y su Gaceta 
Tribunales Colegíados e Círcuíto 
1604251 de 3 
Libro IV, Enero de 2012. Tomo 5 Pag. 4036. 

/ DAÑO MORAL. ES LA A ~ , IÓN PROFUNDA QUE SUFRE UNA PERSONA EN SUS 
SENTIMIENTOS, AFECTO , CREENCIAS, DECORO, HONOR. REPUTACIÓN, VIDA PRIVADA. 
CONFIGURACIÓN Y ASR. GTO F:i.'S!COS, O BIEN, EN LA CONSIDERACIÓN QUE DE SÍ MISM 
TIENEN LOS DEMÁS, ODUCID. POR HECHO ILÍCITO. 

/ 
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[ .. .J Así, de acuerdo al texto positivo, por daño moral debe entenderse la alteración profunda 
que una persona sufre en sus sentimientos, afectos, creencias, decoro, honor, reputación, vida 
privada, configuración y aspectos físicos, o bien, en la consideración que de sí misma tienen 
los demás, producida por un hecho ilícito. Por tanto, para que se produzca el daño moral se 
requiere: a) que exista afectación en la persona, de cualesquiera de los bienes que tutela el 
artículo 1916 del Código Civil; b) que esa afectación sea consecuencia de un hecho ilícito; y, 
c) que haya una relación de causa-efecto entre ambos acontecimientos. 

Tesis Aislada 
Novena Época 
Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta 
Tercer Tribunal Colegiado en Materia Civil del Primer Circuito. 
Tomo: XIV. Septiembre de 2001, Tesis: l.30.C.244 C, Página: 1309 

DERECHO A LA INFORMACIÓN. NO DEBE REBASAR LOS LÍMITES PREVISTOS POR LOS 
ARTÍCULOS 60. , 70. Y 24 CONSTITUCIONALES. 
El derecho a la información tiene como límites el decoro, el honor, el respeto, la circunspección, 
la honestidad, el recato, la honra y la estimación, pues el articulo 60. otorga a toda persona el 
derecho de manifestar libremente sus ideas y prohibe a los gobernantes que sometan dicha 
manifestación a inquisición judicial o administrativa, salvo que ataquen la moral, los derechos 
de tercero, provoquen algún delito o perturben el orden público. 
Esta reforma recogió distintas corrientes preocupadas por asegurar a la sociedad una obtención 
de información oportuna, objetiva y plural, por parte de los grandes medios masivos d 
comunicación. Conforme a la evolución del articulo 60. constitucional vigente y comparado co , 
lo que al respecto se ha regulado en otros países, se concluye que a lo largo de la histori 
constitucional, quienes han tenido el depósito de la soberanía popular para legislar, se han 
preocupado porque existiera una Norma Suprema que reconociera el derecho del hombre a 
externar sus ideas, con limitaciones especificas tendientes a equilibrar el derecho del 
individuo frente a terceros y la sociedad, puesto que en ejercicio de ese derecho no debe 
menoscabar la moral, los derechos de tercero, que implica el honor, la dignidad y el derecho 
a la intimidad de éste, en su familia y decoro; así como tampoco puede, en ejercicio de ese 
derecho, provocar algún delito o perturbar el orden público. 
Tales límites son que la opinión no debe atacar la moral, esto es, las ideas que se exterioricen 
no deben tender a destruir el conjunto de valores que sustenta la cohesión de la sociedad en 
el respeto mutuo y en el cumplimiento de los deberes que tienen por base la dignidad human 
y los derechos de la persona; tampoco debe dañar los derechos de tercero, ni incitar a 
provocación de un delito o a la perturbación del orden público. 
De modo que la Constitución de mil novecientos diecisiete estableció una obligación por parte el 
Estado de abstenerse de actuar en contra de quien se expresa libremente, salvo que e el ¿/ 
ejercicio de ese derecho se ataque a la moral, a los derechos de tercero, se provoque a ú~ 
delito o se perturbe el orden público. 

Tesis Aislada 
Novena Época 
Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta 
Tomo: XI, Abril de 2000 
Tesis: P. LX/ 2000, Página: 74 

DERECHO A LA INFORMACIÓN. SU EJERCICIO SE 
INTERESES NACIONALES Y DE LA SOCIEDAD, COMO P 
El derecho a la información consagrado en la .. últim 
Federal no es absoluto, sino que, como tod 
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excepciones que se sustentan, fundamentalmente, en la protección de la seguridad nacional y 
en el respeto tanto a los intereses de la sociedad como a los derechos de los gobernados, 
Umitaciones que, incluso, han dado origen a la figura jurídica del secreto de información que 
se conoce en la doctrina como ºreserva de información" o 'secreto burocrático'. En estas 
condiciones. al encontrarse obligado el Estado, como sujeto pasivo de la citada garantía, a velar 
por dichos intereses. con apego a las normas constitucionales y legales. el mencionado derecho 
no puede ser garantizado indiscriminadamente, sino que el respeto a su ejercicio encuentra 
excepciones que lo regulan y a su vez lo garantizan, en atención a la materia a que se refiera; 
así. en cuanto a la seguridad nacional. se tienen normas que. por un lado, restringen el acceso a 
la información en esta materia. en razón de que su conocimiento público puede generar daños a 
los intereses nacionales y, por el otro. sancionan la inobservancia de esa reserva: por lo que hace 
al interés social. se cuenta con normas que tienden a proteger la averiguación de los delitos. la 
salud y la moral públicas, mientras que por lo que respecta a la protección de la persona 
existen normas que protegen el derecho a la vida o a la privacidad de los gobernados. 

Del mismo modo. encuentra sustento con Lo mencionado por La Suprema Corte de Justicia de 
La Nación al resolver el amparo en revisión 628/2008. en el sentido de que hay información 
que concierne al quehacer de una persona moral y que, guardadas todas Las proporciones, es 
para esa persona, Lo que el dato personal es para La persona física. 

En tal tesitura. se trae a colación Los siguientes criterios emitidos por el Supremo Órgano 
Jurisdiccional del Poder Judicial de La Federación: 

Época: Décima Época 
Registro: 2005522 
Instancia: Pleno 
Tipo de Tesis: Aislada 
Fuente: Gaceta del Semanario Judicial de la Federación 
Libro 3, Febrero de 201.4, Tomo I 
Materia(s): Constitucional 
Tesis: P. 1//201.4 (1.oa.) 
Página:274 

PERSONAS MORALES. TIENEN DERECHO A LA PROTECCIÓN DE LOS DATOS QUE PUEDAN 
EQUIPARARSE A LOS PERSONALES, AUN CUANDO DICHA INFORMACIÓN HAYA SIDO 
ENTREGADA A UNA AUTORIDAD. 
El artículo 16, párrafo segundo. de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos 
reconoce el derecho a la protección de datos personales. consistente en el control de cada 
individuo sobre el acceso y uso de la información personal en aras de preservar la vida 
privada de las personas. En ese sentido, el derecho a la protección de datos personales podría 
entenderse. en primera instancia, como una prerrogativa de las personas fisicas. ante la¡ 
imposibilidad de aprmar que las morales son titulares del derecho a La intimidad y/o a la vida 
privada; sin embargo, el contenido de este derecho puede extenderse a cierta información de las 
personas jurídicas colectivas. en tanto que también cuentan con determinados espacios de 
protección ante c alquier intromisión arbitraria por parte de terceros respecto de cierta 
información económica. comercial o relativa a su identidad que, de revelarse. pudiera anular o 
menoscabar su libre buen desarrollo. Por tanto. los bienes protegidos por el derecho a la 
privacidad y de p ección de datos de las personas morales, comprenden 
aquellos documentos e in m · · n que les son inherentes. que deben permanecer ajenos al 
conocimiento de terceros. · d endientemente de que. en materia de transparencia e 
información pública, opere e pr · io de máxima publicidad y disponibilidad, conforme al cua 
toda información en pos · n de Las autoridades es pública. sin importar la fuente o la forma 
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que se haya obtenido, pues, acorde con el articulo 60., en relación con el 16, párrafo segundo, 
constitucionales, la información entregada a las autoridades por parte de las personas 
morales, será confidencial cuando tenga el carácter de privada por contener datos que 
pudieran equipararse a los personales, o bien, reservada temporalmente, si se actualiza alguno 
de los supuestos previstos legalmente. 

Contradicción de tesis 56/2011. Entre las sustentadas por la Primera y la Segunda Salas de la 
Suprema Corte de Justicia de la Nación. 30 de mayo de 2013. Mayoría de siete votos de los 
Ministros Margarita Beatriz Luna Ramos, José Femando Franco González Salas, Arturo Zaldívar 
Lelo de Larrea, Jorge Mario Pardo Rebolledo, Sergio A. Valls Hemández, Olga Sánchez Cordero 
de García Vi/legas y Alberto Pérez Dayán: votaron en contra: Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena, José 
Ramón Cossío Díaz, Luis María Aguilar Morales y Juan N. Silva Meza. Ponente: Sergio A. Valls 
Hemández. Secretarios: Laura García Ve/asco y José Álvaro Vargas Orne/as. 
El Tribunal Pleno, el veintitrés de enero en curso. aprobó, con el número 1//2014 (loa), la tesis 
aislada que antecede. México, Distrito Federal, a veintitrés de enero de dos mil catorce. 
Décima Época 
2000082. 1a. XXl/2011 (10a.J. Primera Sala. 
Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta. Libro IV, Enero de 2012, Pág. 2905. 

DERECHO FUNDAMENTAL AL HONOR DE LAS PERSONAS JURÍDICAS. Toda persona física es 
titular del derecho al honor, pues el reconocimiento de éste es una consecuencia de la afirmación 
de la dignidad humana. Sin embargo, el caso de las personas jurídicas o morales presenta 
mayores dificultades, toda vez que de ellas no es posible predicar dicha dignidad como 
fundamento de un eventual derecho al honor. Ajuicio de esta Primera Sala de la Suprema Corte 
de Justicia de la Nación, es necesario utilizar la distinción entre el honor en sentido subjetivo yl 
objetivo a fin de resolver este problema. Resulta difícil poder predicar el derecho al honor en 
sentido subjetivo de las personas morales, pues carecen de sentimientos y resultaría complicado 
hablar de una concepción que ellas tengan de sí mismas. Por el contrario, en lo relativo a su 
sentido objetivo, considerando el honor como la buena reputación o la buena fama, parece no 
sólo lógico sino necesario sostener que el derecho al honor no es exclusivo de las personas físicas, 
puesto que las personasjuridicas evidentemente gozan de una consideración social y reputación 
frente a la sociedad. En primer término, es necesario tomar en cuenta que las personas 
denominadas jurídicas o morales son creadas por personas físicas para la consecución de fines 
determinados, que de otra forma no se podrían alcanzar, de modo que constituyen un 
instrumento al servicio de los intereses de las personas que las crearon. En segundo luga . 
debemos considerar que los entes colectivos creados son la consecuencia del ejercicio previo 
otros derechos, como la libertad de asociación. y que el pleno ejercicio de este derecho requi re 
que la organización creada tenga suficientemente garantizados aquellos dere os 
fundamentales que sean necesarios para la consecución de los fines propuestos En 
consecuencia. es posible afirmar que las personas jurídicas deben ser titulares de aq llos 
derechos fundamentales que sean acordes con la finalidad que persiguen. por star ¿/ 
encaminados a la protección de su objeto social. así como de aquellos que aparezcan comi' 
medio o instrumento necesario para la consecución de la reft rida finalidad. Es en este ámbito que 
se encuentra el derecho al honor, pues el desmerecimiento n la consideración ajena sufrida por 
determinada persona jurídica, conllevará. sin duda, la mposibilidad de que ésta pueda 
desarrollar libremente sus actividades encaminadas a la realización de su objeto social o, al 
menos, una afectación ilegítima a su posibilidad de hacerfo. En consecuencia, las personas 
jurídicas también pueden ver lesionado su derecho al honor través de la divulgación de hechy s 
concernientes a su entidad, cuando otra persona la difa e o la haga desmerecer en l 
consideración ajena. 

Amparo directo 28/2010. Demos, Desarrollo de Medios. 
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2011. Mayoría de cuatro votos. Disidente: Guillermo l. Ortiz fv1ayagoitía. Ponente: Arturo 
Zaldívar Lelo de Larrea. Secretario: Javier fv1ijangos y González. 
2000082. 10. XX//2011 (100.J. Primera Sala. Décima Época. Semanario Judicial de la Federación y 
su Gaceta. Libro IV. Enero de 2012. Pág. 2905. 

Siendo por todo expuesto y fundado. entre Las principales razones por Las que el artículo 218 
del Código Nacional de Procedimientos Penales prevé La reserva de La investigación e 
inclusive ha sido avalada por el Alto Tribunal. al estar conforme Lo previsto por el artículo 6" 
Apartado A fracción 11 Constitucional, que dispone que La información que se refiere a La vida 
privada y Los datos personales de Las personas está protegida en Los términos Legalmente 
previstos. 

Sobre el particular. tenemos el contenido del artículo 218 primer párrafo del Código Nacional 
de Procedimientos Penales. que a La Letra refiere: 

Artículo 218. Los registros de la investigación. así como todos los documentos. 
independientemente de su contenido o naturaleza. Los objetos, los registros de voz e imágenes o 
cosas que Le estén relacionados, son estrictamente reservados, por lo que únicamente las 
partes, podrán tener acceso a los mismos, con las limitaciones establecidas en este Código y 
demás disposiciones aplicables. 
l..] 

Por Lo que. al efecto. en el caso que nos ocupa. se actualiza La Limitante del derecho a La 
información, constreñida en La confidencialidad y secrecía que Le asiste a toda persona. 
como en el caso Lo es. de la persona moral de quien solicitan La información 

8. La información solicitada podría contener nombres y cargos del personal adscrito a La 
Fiscalía General de la República 

Abonando a Lo ya planteado. se señala que los documentos requeridos por el solicitante 
contienen los nombres y cargos del personal adscrito a la Fiscalía General de La República, los 
cuales son información reservada y, por lo tanto, no es posible otorgarla. 

iv. Pone en riesgo la vida. seauridad o salud de los servidores oúblicos y sus familias 

De conformidad con el artículo 110. frac. V. de La LFT AIP se establece que, como información 
reservada podrá clasificarse aquella cuya publicación: 
Art.110. 
V Pueda poner en riesgo la vida, seguridad o salud de una persona física; 

Asimismo. Los artículos 21. párrafos primero. segundo, noveno y décimo y 102, apartado A 
párrafos primero y cuarto de La Constitución Política de Los Estados Unidos Mexicanos. señalan 
que esta Fiscalía Getneral de la República es un organismo autónomo encargado de La 
persecución e investi' ación de Los delitos del orden federal y una institución de procuración 
de justicia, por Lo qu resulta de suma importancia asegurar y consolidar su operatividad, Lo 
que incluye la protección de Los servidores públicos adscritos a La Institución. En el mismo 
tenor, encontramos en €l ámb~1 internacional la Declaración sobre las Normas Mínimas 
Relativas a La Segurida Pr t cción de Los Fiscales y sus Familias, de La Asociació 
Internacional de Fiscales. la al etermina en este rubro que Los Estados y las autoridad 
deben adoptar las medida a evitar que La información personal de los fiscales y de s 
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familias sea conocida por terceros cuando ello sea inapropiado: Las mismas medidas aplican 
para personas que trabajan para estos. si son necesarias para su seguridad y protección. 

Robustece Lo anterior, Lo previsto en el artículo 13 de La Convención Americana sobre Derechos 
Humanos. en concatenación con lo dispuesto en el artículo 6' apartado A fracciones I y II de 
la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, de donde se puede desprender que 
revelar información de Las personas servidoras públicas encargadas de Llevar a cabo Labores 
de seguridad pública está reservado por razones de interés y orden público. 

Por Lo tanto, identificar a las personas servidoras públicas encargadas de La investigación y 
persecución de Los delitos los expone a amenazas reales e inminentes, tanto a su vida e 
integridad física como La de sus familiares. 

v. Se <;enero un imoacto neaativo en el desemoeño de las funciones de se<;uridad de la Fiscalía 
General de la Reoública 

Además de existir un riesgo para la vida. seguridad o salud del personal de La Fiscalía y de sus 
familiares. es necesario mencionar que la entrega de la información del personal de La FGR 
conllevaría la revelación de La capacidad institucional para La investigación y persecución de 
Los delitos. 

El Pleno de la Suprema Corte de Justicia de la Nación ya se pronunció sobre este tema en la 
cont roversia constitucional 325/2019, La cual fue promovida por el Fiscal General de la 
República para combatir la resolución emitida por el Instituto Nacional de Transparencia, 
Acceso a La Información y Protección de Datos Personales en el recurso de revisión RRA 
9481/19. En dicha resolución se había ordenado a esta Fiscalía a entregar nombres y cargos 
del personal operativo y administrativo de diversas unidades administrativas de esta 
Institución. 

En La sentencia del Alto Tribunal, se resolvió invalidar La resolución del Instituto Nacional de 
Transparencia y se le ordenó dictar una nueva en la que subsanará los vicios de 
inconstitucionalidad. Ello, esencialmente, bajo el argumento de que entregar Los nombres y 
cargos de Las personas servidoras públicas. de la hoy Fiscalía General de La República, revelaría 
no solo su identidad sino también La capacidad que tiene el Estado mexicano para investigar y 
perseguir la comisión de Los delitos federales, ya que permitiría a Los grupos criminale 
identificar plenamente a quienes Llevan tareas fundamentales de investigación y persecuci · 
de delitos en el sistema de procuración de j usticia. 

/ 
En este contexto, divulgar información que atente en contra de las facultades y atribuci es // 
de esta Institución, significaría revelar su capacidad de reacción. afectando así La segundad /' 
pública y nacional, pues dichos datos podrían ser utilizados para materializar actos tendientes 
a obstaculizar las actividades de inteligencia o contrainteligencia en el combate a La 
delincuencia y La investigación de delitos federales. 

Si bien, no pasa desapercibido que por regla general La información relativa a una persona 
servidora pública, como pudiera ser su nombre y cargo sin importar el sujeto obligado del que 
se trate. se considera información de acceso público, sta regla debe respetar el parámetro/ 
de regularidad constitucional. 

Dado que las labores de una persona servidora públioa se relacionan íntimamente con el 
manejo de las funciones del Estado e implica el uso de dinero público. las actividades que 
realizan en el ejercicio de sus funciones son de releva cia para ta sociedad mexicana. Sin 
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embargo. de conformidad al articulo 6º apartado A. fracción l. de la Constitución Política de los 
Estados Unidos Mexicanos, dicha información puede ser clasificada como reservada -
temporalmente- cuando transparentarla traiga consigo repercusiones negativas que afecten 
el interés público o seguridad nacional. 

En este caso. con fundamento en los artículos 103 y 104 de la Ley General de Transparencia y 
Acceso a la Información Pública. es necesario que el Comité de Transparencia de cada sujeto 
obligado confirme. modifique o revoque la decisión de negar el acceso a la información por 
actualizarse alguno de los supuestos de clasificación de la información, Para ello. es necesario 
se presenten las pruebas de daño que justifiquen: (i)la divulgación de la información 
representa un riesgo real. demostrable e identificable de perjuicio significativo al interés 
público o a la seguridad nacional: (ii) el riesgo de perjuicio que supondría la divulgación supera 
el interés público general de que se difunda: y (iii) La limitación se adecua al principio de 
proporcionalidad y representa el medio menos restrictivo disponible para evitar el perjuicio. 

Por Lo tanto. a continuación. se presentan Las prueba correspondientes a este punto. 

l. LFTAI, art.110, frac. V 
En este caso concreto, resultan aplicables el numeral décimo octavo y vigésimo tercero de Los 
Lineamientos Generales en materia de clasificación y desclasificación de La información. así 
como para La elaboración de versiones públicas. que señalan: 
"Décimo octavo. De conformidad con el artículo 113, fracción I de la Ley General. podrá 
considerarse como información reservada, aquella que comprometa la seguridad pública, al 
poner en peligro las funciones a cargo de la Federación. la Ciudad de México, los Estados y los 
Municipios, tendientes a preservar y resguardar La vida, La salud, La integridad y el ejercicio de los 
derechos de las personas, así como para el mantenimiento del orden público. 
Se pone en peligro el orden público cuando la difusión de la información pueda entorpecer los 
sistemas de coordinación interinstitucional en materia de seguridad pública. menoscabar o 
dificultar Las estrategias contra la evasión de reos; o menoscabar o limitar la capacidad de las 
autoridades encaminadas a disuadir o prevenir disturbios sociales. 
Asimismo, podrá considerarse como reservada aquella que revele datos que pudieran ser 
aprovechados para conocer la capacidad de reacción de las instituciones encargadas de la 
seguridad pública. sus planes, estrategias, tecnología. información. sistemas de 
comunicaciones. 
Vigésimo tercero. Para clasificar La información como reservada. de conformidad con el artículo 
113, fracción V de la Ley General. será necesario acreditar un vínculo, entre la persona física y la 
información que pueda poner en riesgo su vida, seguridad o salud." 

En este sentido, y retomando lo dispuesto en los artículos 103 y 104 de la Ley General de / 
Transparencia y Acceso a La Información Pública se presenta La prueba de daño que s~ 
actualiza en La fracción V del articulo 110 de la LFT AIP: 

d. Riesgo real. demostrable e identificable. Hacer público cualquier dato o información que 
haga identificable al personal operativo/sustantivo. así como al administrativo adscrito a esta 
Fiscalía General de la República, representa un riesgo de perjuicio significativo al interés 
publico y a la seguridad pública y acional. en virtud de que, como ya Lo demostró esta Fiscalía 
General de la Rep lica en l c troversia constitucional 325/2019, y así lo determinó la 
Suprema Corte de J ticia d a N ción en La resolución de esta. e inclusive fue confirmado 
por el Instituto Nacion de/Trans arencia. Acceso a la Información y Protección de Dato 
Personales en La resoluc · del re urso de revisión RRA 9481/19 BIS, se atentaría de maner 
directa en contra de La da, egu dad y salud de dichas personas, pues Los miembros de l 
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asociaciones delictivas podrían aprovechar esa información para amenazarlos con el objeto de 
obtener datos que Les permitan sustraerse de La acción de La justicia y, por Lo tanto, quedar 
impunes, aunado a que podrían tomar represalias por Las investigaciones instauradas en su 
contra, Lo que impactaría en La capacidad de reacción y en La revelación del estado de fuerza 
de esta Institución, transgrediendo así Lo dispuesto en el artículo 102, apartado A de La 
Constitución Política de Los Estados Unidos Mexicanos. 
En este sentido, con La finalidad de cumpli r no solo con objetivos conferidos 
constitucionalmente a La Fiscalía General de La República, sino también para mantener La 
seguridad pública y nacional del Estado mexicano -en La colaboración con todas Las 
instituciones democráticas del país- es que dichas funciones son realizadas por Las personas 
agentes del Ministerio Público de La Federación, policías y peritos, e invariablemente por el 
personal administrativo adscrito a Las diversas unidades administrativas que forman parte de 
La estructura orgánica, este último si bien es cierto que no está en La primer Línea de 
intervención, también Lo es que -por La naturaleza de las funciones de esta Institución-, en 
auxilio de aquellas. es quien tienen acceso a toda la información e insumos generados en la 
investigación de delitos, por Lo que dar a conocer datos sobre estas pone en riesgo su vida, 
seguridad, salud e integridad, incluso la de sus familiares. 
Al respecto, se debe tomar en cuenta que en la sustanciación de la controversia constitucional 
325/2019, la Corte confirmó que revelar la información de Las personas servidoras públicas 
que integran a la Fiscalía General de la República las expone a distintos tipos de riesgos, 
dependiendo del mercado criminal de que se trate. pues esta Fiscalía debe llevar a cabo sus 
funciones bajo la perspectiva de mercados criminales, es decir, el personal opera en una 
dimensión específica de acuerdo con el tipo de delito de que se trate, por lo que La proporción 
del riesgo de los distintos mercados criminales que combate esta Fiscalía General se da en 
función de las actividades que desempeña su personal y La tasa de delitos por cada cien mil 
habitantes en cada una de las entidades federat ivas de los Estados Unidos Mexicanos. 
En ese mismo contexto, el Alto Tribunal se pronunció respecto del informe rendido por el 
Centro Nacional de Planeación, Análisis e Información para el Combate a La Delincuencia 
adscrito a la entonces Coordinación de Métodos de Investigación, dado que consideró con 
d icho informe se demostró que únicamente con entregar el nombre y cargo de las personas 
servidoras públicas de la Fiscalía General de La República. se permitiría acceder a datos 
identificativos, académicos, electrónicos, patrimoniales, biométricos y los referentes a 
familiares de las personas servidoras públicas. Por lo cual, la Suprema Corte de Justicia de La 
Nación concluyó que revelar la identidad. cargo y otros datos concentrados de quienes está 
encargados de la investigación y persecución de los delitos federales expondría la capacida 
de fuerza y reacción que tiene la Institución y por consecuencia, vulneraría o afectaría 
ejercicio de Las competencias constitucionales que en materia de seguridad pública le es n 
conferidas a esta Fiscalía General de la República. 
En esa tesitura, ha quedado demostrado de forma indubitable que, si dicha informad n y 
conocimientos cayeran en manos de la delincuencia, esta podría atentar. intimidar, coacci ar, 
violentar y en general poner en riesgo su vida, seguridad y salud de manera potencial en c nt~~Y/ 
de estas personas. pudiendo realizar contra ellas actos inhumanos para allegars ~ 
información. 
En adición a lo anterior, La identificación de estas y de sus actividades en cumplimento del 
servicio público que tienen encomendado permite que ev tualmente puedan ser localizados 
mediante La búsqueda a través de instrumentos como inte et y redes sociales. 
De igual forma, pueden ser identificables en éircunstanci de tiempo, modo y Lugar, puve , 
además de tener disponible la información institucional, les ería posible conocer su ubicación 
y actividades rutinarias. lo cual sería de utilidad para ínter ptarlas: asp_ecto que, de ocurrir 
impactaria negativamente en su seguridad, así como en el d bldo eJercicio de Las facultade 
atribuciones que en materia de investigación y perse~· · e Los delitos tiene el persona e 
esta Fiscalía. · <. 
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e. Periuicio aue supera el interés oúblico. EL divulgar datos que Lleven a La identificación y 
ubicación de Las personas servidoras públicas de esta Institución. en cualquier categoría o 
puesto. Los hace blancos identificables y no solo pone en riesgo su vida, seguridad y salud, así 
como La de sus familiares. sino también Las actividades realizadas por esta Fiscalía General de 
La República. toda vez que podrían ser sujetos de amenazas y extorsiones por parte de 
miembros de La delincuencia, con La finalidad de obtener La información relacionada con el 
combate y persecución de Los delitos federales. 
El que los distintos mercados criminales identifiquen y conozcan plenamente al personal que 
compone a la Institución y cuenten con información respecto a su capacidad de fuerza y 
reacción, esto es. el número total de personal. sus cargos y dónde se encuentran ubicados, 
expone a esta Fiscalía General de La República a amenazas y ataques que necesariamente 
tienen implicaciones negativas en el ejercicio de sus competencias constitucionales y. por 
tanto. se compromete la seguridad pública de Los Estados Unidos Mexicanos. Dicho lo anterior, 
el Pleno de La Suprema Corte de Justicia de la Nación determinó en la resolución emitida en 
la controversia constitucional 325/2019, que esta Fiscalía acreditó con suficiente claridad la 
relación causal general entre La entrega de la información relativa a Los servidores públicos de 
la Institución y la afectación a la seguridad pública. 
Ahora bien. respecto a la acreditación de la conexión causal, la Suprema Corte. tomando en 
consideración la información proporcionada por el Centro Nacional de Planeación, Análisis e 
Información para el Combate a la Delincuencia, concluyó que conociendo el nombre de las 
personas físicas que laboran en la Fiscalía General de La República y recopilando información 
de internet. es posible identificar plenamente a la persona: de modo que un simple dato que 
pudiera parecer inofensivo, puede arrojar información relativa a su edad. sexo, 
CURP, experiencia profesional. grado académico, domicilio laboral. inclusive cambios d 
adscripción. domicilio personal. bienes muebles e inmuebles. así como. características físicas 
amigos, familiares y grado de parentesco. lo que incluye cónyuges. exparejas e hijos. así com 
la escuela en la que estudian estos: por lo que entregar el nombre de cualquier persona 
servidora pública de la Institución revelaría el 100% del estado de fuerza de la Institución. 
El anterior fenómeno puede ser explicado por La teoría del mosaico. la cual constituye una 
herramienta que da cuenta de cómo es que funciona el flujo de información y , con ello. la 
construcción de inteligencia. Se trata de un proceso que describe cómo se recopila. combina 
y procesa Información. de tal manera que convierte información inofensiva en conocimiento 
útil. La metodología que se utiliza esencialmente consiste en recopilar piezas de información 
dispersas y después unirlas con la finalidad de tener una visión de conjunto o 'mosaico'. 
Como se ha establecido previamente. a partir de un dato que pudiese parecer inofensivo, 
como pudiera ser el nombre de una persona, potencializa que un agente criminal lo utilice para 
deducir. a partir de un dato independiente, una vulnerabilidad estratégica susceptible de 
explotación para fines mal intencionados, en este caso. para evadir la procuración de justicia I 
o. peor aún, llevar a cabo actos de contrainteligencia para combatir frontalmente a Los agentes 
encargados de la investigación y persecución de los delitos en los Estados Unidos Mexicanos. 
Cabe señalar que el Alto Tribunal estableció que. si bien es un derecho de las personas 
imputadas, conocer el nombre y datos del servidor público que lo acusa -salvo tratándose de 
delincuencia organizada donde la autoridad judicial puede autorizar se mantengan en 
reserva-, lo cierto es que conocer esa información no deriva del ámbito de protección del 
derecho de acceso a la información, sino del derecho a gozar de un debido proceso y una 
defensa adecuada. ~t que una persona en ejercicio de su derecho de acceso a la información 
solicite dictámenes riciales de consten el nombre y cargo del personal de la Fiscalía 
General de la Repúblic no qµ1er: decir que deba obtener el mismo resultado, pues se trata 
del ejercicio de derecho · tint y de acceso a información diferente. 
En cuanto a Lo expuest be ornarse en cuenta que la Fiscalía General de la RepúbUc 
funciona como una co armada por eslabones. es decir. si alguno de los eslabone 
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se ve afectado, el desempeño de sus funciones afecta Las demás partes y funciones de La 
Institución; de modo que revelar información de inteligencia que afecta a una parte de La 
Institución equivaldría a provocar una vulneración a su funcionamiento en otros aspectos. 

Robustecen Lo anterior, Las aclaraciones de La resolución de La aludida controversia 
constitucional 325/2019, hechas por La Ministra Yasmín Esquivel Mossa, en donde manifiesta 
que: 
• ... está de por medio la integridad de los servidores públicos de la FGR que son quienes 
materializan las funciones constitucionales del ente autónomo, pues constituye hecho notorio que 
el clima de violencia criminal en el que ejercen sus funciones tanto las instituciones de procuración 
de justicia, como las instituciones policiacas e, inclusive, algunos miembros de la judicatura 
genera enormes riesgos que es necesario disminuir en beneficio de tales personas, pues ello 
redunda en la protección de los derechos humanos más elementales de los integrantes de 
nuestra sociedad en general. 

Difundir los nombres de algunos de los Agentes del Ministerio Público de la Federación y de otras 
personas de la FGR, a personas diversas de las que participan en los procesos penales federales, 
así como revelar la estructura administrativa de sus áreas administrativas, debilita la seguridad 
pública, cuyos fines son, como ya expuse, la salvaguarda de los derechos humanos relativos a la 
vida, las libertades, la integridad y el patrimonio de las personas, así como contribuir a la 
generación y preservación del orden público y la paz social. 

Además, la Constitución Federal no realiza distinción alguna entre un tipo de personal y otro de 
la FGR, sino que su artículo 21 se refiere a todos los integrantes de las instituciones de seguridad 
pública, por lo que considero que esta protección de reserva de datos incluye a todos los 
integrantes que conformen a todo ese ente constitucional autónomo, sin discriminar a ninguno de 
sus integrantes, y mucho menos privarlo de la protección que le brinda la reserva tanto de sus 
datos, como de la estructura administrativa a la que pertenece. 
Las personas servidoras públicas administrativas de la FGR también forman parte de la 
estructura para la investigación y el combate al delito, y son también vulnerables de poner en 
riesgo su vida, seguridad y salud, no considerarlo así, constituye una postura discriminatoria, 
como si solamente los Agentes del Ministerio Público Federal correrán riesgos y los demás 
empleados estuvieran exentos, no obstante que unos y otros comparten espacios de trabajo e 
intervienen en los procedimientos para el cumplimiento de las atribuciones de la FGR." 
Bajo esa tesitura, La divulgación de La información relacionada el personal adscrito a es 
Institución federal no supera el riesgo de perjuicio a La vida, seguridad o salud que se actua · a 
para Las personas servidoras públicas y para sus familias. Por Lo tanto, en el presente ejerc· io 
de ponderación de derechos, La procuración de justicia debe prevalecer para proteger t>s 
principios constitucionales contenidos en el artículo 20 de La Constitución Política de os / 
Estados Unidos Mexicanos, en relación con esclarecer los hechos, procurar que el culpabl no,¿/ 
quede impune y que Los daños causados por el delito se reparen. ?' 

c) La limitación se adecúa al principio de proporcionalidad y representa el medio menos 
restrictivo disponible para evitar el perjuicio, toda vez que. si bien es cierto que el artículo 6 
constitucional reconoce el derecho de acceso a La inform ión. La Suprema Corte al resolver 
el amparo directo 2931/20153, concluyó de manera esenc1 l que el derecho a ser informado 
no es absoluto, pues, a pesar de que el Estado tiene la obl ación de informar a la población 
sobre temas de interés y relevancia pública, también s debe proteger y garantizar 
derecho a la vida, seguridad y salud de Las personas, a í corno a la salvaguarda de a 
seguridad pública y nacional. 
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De ahí se tiene que la calidad de persona servidora pública no suprime los derechos humanos 
a la vida, seguridad y privacidad, que deben gozar todas las personas. Por el contrario, existe 
un interés general o superior en esos derechos frente al derecho de acceso a la información 
de un particular, en una ponderación frente a los derechos humanos de los servidores públicos 
de la Fiscalía General de la República. de sus familias y círculo cercano. información la cual 
debe ser considerada como clasificada. 

Además. de conformidad con el artículo 218 del Código Nacional de Procedimientos Penales. 
la clasificación de la información no implica una limitación a los derechos de las partes del 
proceso, quienes tienen el derecho de acceder a todos los registros y documentos que obren 
dentro de la carpeta de investigación, una vez que tengan reconocida la calidad de parte 
dentro del proceso penal. 

Por lo expuesto, se concluye que clasificar como reservada la información o datos que 
permitan la identificación, inclusive de aquella que asevere su adscripción en el presente o 
pasado, como personas servidoras públicas Fiscalía General de la República, resulta el medio 
menos restrictivo frente al derecho de acceso a la información en cualquiera de sus diferentes 
manifestaciones" (Sic) 

- - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - f 
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B.11. Folio de la solicitud 330024624001250 

Síntesis Información relacionada con terceros 

1 

1 Sentido de la resolución Confirma 

Rubro Información clasificada como confidencial 

Contenido de la Solicitud: 
"Solicitar si existe alguna carpeta de investigación y/o algún proceso abierto en contra de La 
sociedad denominada (.) en Los ejercicios 2022, 2023 y 2024." (Sic) 

Unidades administrativas involucradas: 
Conforme a las facultades establecidas en la fracción 11·. fracción XV de la Ley de la Fiscalí 
General de la República: 5·, fracción l. inciso b, subinciso ii y 20·. fracciones V, VI y VII del Estatut 
Orgánico de la Fiscalía General de la República. y demás disposiciones legales aplicables, la 
presente solicitud de información se turnó para su atención a: FECOC, FEMDH, FEMDO y FECOR. 

ACUERDO 
CT / ACDO/ 0255/2024: 

En el marco de lo dispuesto en los artículos 65, fracción 11. 
102 y 140 de la LFT AIP, el Comité de Transparencia por 
unanimidad determina confirmar la confidencialidad de 
pronunciamiento institucional respeto de afirmar o neg 
algún proceso penal a cargo de esta Fiscalía General de a 
República, en contra de la persona moral señalada en la 
solicitud, en términos del artículo 113, fracción III d a 
LFTAIP. / 

Además. es importante hacer del conocimiento de los particulares que conforme a los artícurt' 
21 y 102. apartado A. párrafo cuarto, de La Constitución Politica de Lo Estados Unidos Mexicanos. 
el Ministerio Público de ta Federación prevé como competencia el Ministerio Público de la 
Federación buscar y presentar las pruebas que acrediten la participación de las personas en 
aquellos hechos que las leyes señalan como delitos ante La autoridad judicial. Es decir. t ie~e a 
su cargo la persecución e investigación de los delitos. lo que significa que es el único órgan 
estatal competente para formular e impulsar La acusación o i putaoión delictiva. As· la 
persecución e investigación de los delitos es una Labor de carác er administrativo qu por 
definición excluye a lajudicial. 
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Es por Lo anterior que, Lo expuesto en el párrafo precedente constituye inclusive un principio de 
imparcialidad en el que se garantiza a la persona imputada que el órgano que acusa no debe 
ser el mismo que el que juzga. 

Así Lo establece La Convención Americana sobre Derechos Humanos en su artículo 8.1, en el que 
señala que "Toda persona tiene derecho a ser oída, con las debidas garantías y dentro de un plazo 
razonable, por un juez o tribunal competente, independiente e imparcial, establecido con 
anterioridad por la ley, en la sustanciación de cualquier acusación penal formulada contra ella. 
o para la determinación de sus derechos y obligaciones de orden civil. laboral. fiscal o de cualquier 
otro carácter". 

De esta forma, debe entenderse que es el juez o tribunal el que Lleva a cabo La sustanciación de 
cualquier acusación penal formulada en contra alguna persona. Esta sustanciación implica La 
comprobación (o no) de que se cometió un delito y que determinada persona o personas son Las 
responsables de tal hecho. 

Por otra parte, Los artículos 21, párrafo tercero y 104, fracción I, de la Constitución Política de 
los Estados Unidos Mexicanos prevén que será el órgano jurisdiccional federal el competente 
para conocer de Los delitos del orden federal. dentro del proceso penal federal. para. en su caso. 
imponer Las penas mediante resoluciones en forma de sentencias condenatorias y/o 
absolutorias. 

Es en La etapa de juicio en la cual se determina La existencia o no del delito, tal y como se puede 
advertir de Lo señalado por el Código Nacional de Procedimientos Penales, que en Lo que nos 
ocupa dispone: 

• AL dictar sentencia condenatoria se indicarán los márgenes de La punibilidad del delito 
quedarán plenamente acreditados los elementos de La clasificación jurídica; es decir, 
el tipo penal que se atribuye. el grado de la ejecución del hecho, la forma de intervención 
y la naturaleza dolosa o culposa de la conducta, así como el grado de lesión o puesta en 
riesgo del bien jurídico (séptimo párrafo del artículo 406). 

• La sentencia condenatoria hará referencia a los elementos objetivos, subjetivos y 
normativos del tipo penal correspondiente, precisando si el tipo penal se consumó o 
se realizó en grado de tentativa, así como la forma en que el sujeto activo haya intervenido 
para la realización del tipo, según se trate de alguna forma de autoría o de participación, 
y La naturaleza dolosa o culposa de la conducta típica jurídico (octavo párrafo del artículo ¡ 
406). 

Incluso, en La etapa del juicio, el Ministerio Público de la Federación puede plantear una 
reclasificación -artículo 398 del Código Nacional de Procedimientos Penales- respecto del 
delito invocado en su escrito de acusación. 

Con lo anterior, se 'confirma que en la etapa de investigación no existe certeza sobre si cuando 
existen hechos denunciados constituyen un delito, o no, ya que el único facultado para 
determinar su existe ia es elju de enjuiciamiento. 

1 al es la única facultada para emitir resoluciones en forma d 
ctarán sentencia para decidir en definitiva y poner término 
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procedimiento penal y autos en todos Los demás casos. ello de conformidad con Los artículos 67 
y 206 del Código Nacional de Procedimientos Penales. 

En consecuencia. nadie podrá ser condenado. sino hasta que el Tribunal de enjuiciamiento 
adquiera La convicción más allá de toda duda razonable de que el acusado sea responsable de 
La comisión de determinado delito. 

Asimismo. se reitera que esta Fiscalía General de la República. como todas Las autoridades del 
Estado Mexicano, en cumplimiento a Los artículos 1. párrafo tercero de La Constitución Política de 
Los Estados Unidos Mexicanos. se encuentra obligada a respetar, proteger y garantizar los 
derechos humanos. 

Con base en lo anterior, determinar si respecto a los hechos que con apariencia de delito, -en 
un supuesto sin conceder- hayan sido denunciados y conforme a las indagatorias realizadas 
por el agente del Ministerio Público de la Federación, existiera la posibilidad de que esos 
hechos sean constitutivos de delito, sería competencia exclusiva de la autoridad iudicial 
determinarlo y en su caso liberar la información que considere conveniente, de manera 
fundada y motivada, de conformidad con el marco constitucional, convencional y legal citado. 

Apoya Lo anterior, La siguiente tesis emitida por el Noveno Tribunal Colegiado en Materia Penal 
del Primer Circuito. cuyos datos de localización y rubro, son: 

Registro digital: 2024811. Instancia: Tribunales Colegiados de Circuito. Undécima Época. Materias(s): 
Constitucional. Penal. Tesis: /.90.P.54 P (110.J. Fuente: Gaceta del Semanario Judicial de la Federación. 
Libro 14. Junio de 2022. Tomo VII. página 6355, Tipo: Aislada: 

"PRESUNCIÓN DE INOCENCIA COMO REGLA DE TRATO EN SU VERTIENTE EXTRAPROCESAL LA 
TRANSGRESIÓN A ESE DERECHO FUNDAMENTAL PUEDE SURGIR DE CUALQUIER AUTORIDAD 
PÚBLICA. 

Hechos: En un seminario académico un servidor público dio su opinión sobre un asunto penal de 
relevancia nacional. del cual conoció en razón de su competencia. Motivo por el cual. la parte imputada 
solicitó el amparo y protección de la Justicia Federal por considerar que dicha opinión transgredió su 
derecho fundamental a la presunción de inocencia como regla de trato en su vertiente extraprocesal. 

Criterio jurídico: Este Tribunal Colegiado de Circuito determina que ese derecho puede ser violado 
tanto por los Jueces a cargo del proceso. como por otras autoridades públicas. por lo cual éstas deben 
ser discretas y prudentes al realizar declaraciones públicas sobre un proceso penal. antes de que 1 
persona haya sido juzgada y condenada. sin que en nada cambie esta situación el hecho de que , • 
asunto se esté tramitando en cualquiera de las etapas del proceso penal (investigación. intermedi o 
juicio). 

Justificación: El derecho humano a la presunción de inocencia como regla de trato en su verti hte / ,·" 
extraprocesal, ha sido reconocido como el derecho fundamental a recibir la consideración y el tra de 
no autor o no partícipe en hechos de carácter delictivo o análogos a éstos y termina. por ende. el 
derecho a que no se apliquen las consecuencias o los efectos jurídicos anu dos a hechos de tal 
naturaleza. Asimismo, y a diferencia de lo que sucede con la regla de juicio. la vi · ación a esta vertiente 
de la presunción de inocencia puede emanar de cualquier agente del Estado. specialmente de las / .. 
autoridades polic.iales. Por ello. y siguiendo los criterios tanto nacionales omo internacionales 
podemos señalar que no afecta la libertad de expresión de la aµtoridad señala a corr¡_wesponsable. 
pues no debe olvidarse que los autoridades públicos deben tener en cuenta s r.esponsobilidodes y 
obligaciones como servidores públicos y actuar con moderación cuand ,.exp , sen sus opiniones y 
puntos de vista en cualquier circunstancia en que. a los ojos de u~ servad razonable. puedan 
comprometer objetivamente su cargo. su independencia o imparciaridact Sin qu obste a lo anterior 
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que se trate de hechos de corrupción, o de un asunto mediático debido a su amplia difusión a través 
de los diversos medios masivos de comunicación, pues todos los órganos del Estado tienen la 
obligación de no condenar informalmente a una persona o emitir juicio ante la sociedad, mientras no 
se acredite su responsabilidad penal. pues el hacerlo, ya sea sin mencionar el nombre. pero dando 
datos precisos que permiten saber de qué persona se trata. trae como consecuencia la violación del 
derecho fundamental de presunción de inocencia en su vertiente extraprocesal. Lo anterior. con 
fundamento en los criterios, opiniones y sentencias emitidos tanto por el Comité de Derechos Humanos. 
la Corte Interamericano de Derechos Humanos y la Corte Europea de Derechos Humanos. así como 
del Informe del Relator Especial sobre la Independencia de los Magistrados y abogados de la 
Organización de las Naciones Unidas (ONU).· 

Toda vez que, en tanto La autoridad competente no determine La culpabilidad de una persona 
física o moral a través de una sentencia condenatoria irrevocable o sanción firme, divulgar el 
nombre de una persona sujeta a un proceso penal o un proceso de extradición, se encontraría 
directamente relacionada con La afectación a su intimidad, honor, buen nombre. e incluso contra 
La presunción de inocencia, generando un juicio a priori por parte de La sociedad. 

En tales consideraciones, esta Fiscalía General de la República se encuentra imposibilitada 
jurídicamente para pronunciarse al respecto; toda vez que esta posee información que se ubica 
en el ámbito de Lo privado. encontrando para tal efecto La protección bajo La figura de La 
confidencialidad en términos del artículo 113, fracción III de La LFTAIP; ya que afirmar o negar La 
existencia o inexistencia de alguna indagatoria, denuncia, averiguación previa o carpeta de 
investigación en donde pudiera estar una persona física identificada o identificable en cualquier 
calidad de que esta tenga dentro de una investigación, se estaría atentando contra la intimidad, . 
honor, buen nombre y presunción de inocencia de la persona en comento. 

De esta forma, La imposibilidad por parte de esta Fiscalía para señalar La existencia o no de L 
información requerida actualiza La causal de confidencialidad prevista en el artículo 113, fracción 
1 de La LFTAIP, que a La Letra establece: 

Ley Federal de Transparencia y Acceso a La Información 

Artículo 113. Se considera información confidencial: 
l. La que contiene datos personales concernientes a una persona física identificada o 
identificable; 
f...) 

11/. Aquella que presenten los particulares a los sujetos obligados. siempre que tengan el derecho 
a ello. de conformidad con lo dispuesto por las leyes o los tratados internacionales. 

Lineamientos generales de clasificación y desclasificación de La información, así como 
para La elaboración de versiones públicas 

Trigésimo octavo. Se considera susceptible de clasificarse como información confidencial: 
l. Los datos personales. entendidos como cualquier información concerniente a una persona 
física identificada o identificable. en términos de la norma aplicable que. de manera enunciativa 
más no limitativa, se pueden identificar de acuerdo a las siguientes categorías: 

1. Datos identi{icativos: El nombre. alias. pseudónimo. domicilio, código postal, teléfono 
particular. sex~. stado civil, teléfono celular, firma, clave de Registro Federal de Contribuyentes 
(RFC), Clave Uni a de Registro de Población (CURP), Clave de Elector. Matricula del Servicio 
Militar Nacional. úmero de pasaporte. lugar y fecha de nacimiento. nacionalidad, edad. 
fotografía. loca/ida sec n electoral. y análogos. 
2. Datos de orig i en, etnia. raza. color de piel, color de ojos. color y tipo de cabell 
estatura. complexión. n Zogos. 
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3. Datos ideológicos: Ideologías. creencias. opinión política, afiliación política. opinión 
pública. afiliación sindical. religión. convicción filosófica y análogos. 
4. Datos sobre la salud: El expediente clínico de cualquier atención médica. historial 
médico. referencias o descripción de sintomatologías. detección de enfermedades, 
incapacidades médicas. discapacidades. intervenciones quirúrgicas. vacunas, consumo de 
estupefacientes. uso de aparatos oftalmológicos. ortopédicos. auditivos. prótesis. estado físico 
o mental de la persona. así como la información sobre la vida sexual. y análogos. 
5. Datos Laborales: Número de seguridad social, documentos de reclutamiento o 
selección, nombramientos. incidencia, capacitación, actividades extracurriculares. referencias 
laborales. referencias personales. solicitud de empleo. hoja de servicio. y análogos. 
6. Datos patrimoniales: Bienes muebles e inmuebles de su propiedad, información fiscal, 
historial crediticio. ingresos y egresos, número de cuenta bancaria y/o CLABE interbancaria de 
personas físicas y morales privadas. inversiones. seguros. fianzas. servicios contratados. 
referencias personales. beneficiarios. dependientes económicos. decisiones patrimoniales y 
análogos. 
7 Datos sobre situación jurídica o legal: La información relativa a una persona que se 
encuentre o haya sido sujeta a un procedimiento administrativo seguido en forma de juicio o 
jurisdiccional en materia laboral. civil. penal. fiscal, administrativa o de cualquier otra rama del 
Derecho, y análogos. 
B. Datos académicos: Trayectoria educativa, avances de créditos. tipos de exámenes. 
promedio, calificaciones. títulos. cédula profesional. certificados. reconocimientos y análogos. 
9. Datos de tránsito y movimientos migratorios: Información relativa al tránsito de las 
personas dentro y fuera del país, así como información migratoria, cédula migratoria, visa, 
pasaporte. 
10. Datos electrónicos: Firma electrónica. dirección de correo electrónico. código OR. 
11. Datos biométricos: Huella dactilar. reconocimiento facial, reconocimiento de iris. 
reconocimiento de la geometría de la mano. reconocimiento vascular. reconocimiento de 
escritura. reconocimiento de voz. reconocimiento de escritura de teclado y análogos. 

De Lo expuesto, se desprende que será considerada información clasificada como confidencial. 
aquella que contenga datos personales de una persona física identificada o identificable, 
independientemente del medio por el cual se haya obtenido, sin necesidad de estar sujeta a 
temporalidad alguna y a La que sólo podrán tener acceso Los titulares de La información o sus 
representantes Legales. 

Por tal motivo, se insiste que el dar a conocer información que asocie a una persona con La 
existencia de alguna denuncia, imputación, procedimiento relacionado con La comisión de delitos. 
afectaría directamente su intimidad, honor y buen nombre. incluso vulnera La presunción d 
inocencia, al generar un juicio a priori por parte de La sociedad. sin que La autoridad competent 
haya determinado su culpabilidad o inocencia a través del dictado de una sentencia. 

AL efecto, se debe considerar que dichos derechos están constitucional e internacionalme ~e 
reconocidos, conforme Los artículos 1°, 6º y 16° de nuestra Carta Magna. de donde se despre d 
que toda persona tiene derecho a que se Le respete su vida privada y a La protección des 
datos personales y todo Lo que esto conlleva. así como el normal d . arrollo de su personalidad. 
estableciendo Lo siguiente: 

Artículo 60. La manifestación de las ideas no será objeto de ninguna inquisición judicial o 
administrativa. sino en el caso de que ataque a la moral, la vida privada o los derechos de terceros, /' 
provoque algún delito, o perturbe el orden público; el derecho de réplk;a será ejercido en los 
términos dispuestos por la ley. El derecho a la información será garantizado or el Estado. 
f...] 

11. La información que se refiere a la vida privada y los datos per: erá protegida en los 
términos y con las excepciones que fijen las leyes. 
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Artículo 1.6. Nadie puede ser molestado en su persona. familia. domicilio. papeles o posesiones. sino 
en virtud de mandamiento escrito de la autoridad competente. que funde y motive la causa legal del 
procedimiento. 

Toda persona tiene derecho a la protección de sus datos personales. al acceso. rectificación y 
cancelación de Los mismos. así como a manifestar su oposición. en los términos que fije la ley. La cual 
establecerá Los supuestos de excepción o Los principios que rijan el tratamiento de datos. por razones 
de seguridad nacional. disposiciones de orden público. seguridad y salud públicas o para proteger Los 
derechos de terceros. 

Aunado a esto. el Código Nacional de Procedimientos Penales (CNPP). específicamente en su 
artículo 15, dispone que cualquier persona tiene derecho a que se respete su intimidad, se 
proteja la información de su vida privada y sus datos personales, cuando participe como parte 
en el procedimiento penal, a saber: 

Artículo 15. Derecho a la intimidad y a la privacidad 
En todo procedimiento penal se respetará el derecho o La intimidad de cualquier persona que intervenga 
en él. asimismo se protegerá lo información que se refiere a la vida privada y los datos personales. en 
Los términos y con Los excepciones que fijan la Constitución. este Código y La Legislación aplicable. 

Es oportuno traer a colación lo dictado por la Suprema Corte de Justicia de la Nación, en la 
siguientes Tesis Jurisprudenciales, donde establece que el derecho de acceso a la informació 
tiene limites. los cuales aplican en el momento en que se afecta el honor. el decoro. el respeto. l 
honra. la moral, la estimación y Lo privacidad de las personas; además de definir la afectación a l 
moral, como la alteración que sufre una persona a su decoro. honor. reputación y vida privada. 
el respeto de la sociedad por la comisión de un hecho ilícito, a saber: 

DAÑO MORAL. ES LA ALTERACIÓN PROFUNDA QUE SUFRE UNA PERSONA EN SUS SENTIMIENTOS, 
AFECTOS, CREENCIAS. DECORO, HONOR, REPUTACIÓN, VIDA PRIVADA. CONFIGURACIÓN Y ASPECTOS 
FÍSICOS, O BIEN, EN LA CONSIDERACIÓN QUE DE SÍ MISMA TIENEN LOS DEMÁS, PRODUCIDA POR HECHO 
ILÍCITO. El derecho romano. durante sus últimas etapas, admitió la necesidad de resarcir los daños morales. 
inspirado en un principio de buena fe, y en la actitud que debe observar todo hombre de respeto a la 
integridad moral de Los demás: consagró este derecho el principio de que junto a los bienes materiales de la 
vida. objeto de protección Jurídica, existen otros inherentes al individuo mismo, que deben también ser 
tutelados y protegidos. aun cuando no sean bienes materiales. En fvléxico. la finalidad del legislador. al 
reformar los artículos 1916 y adicionar el 1916 Bis del Código Civil para el Distrito Federal, mediante decreto 
publicado en el Diario Oficial de la Federación el treinta y uno de diciembre de mil novecientos ochenta y dos. 
y posteriormente modificar los párrafos primero y segundo del artículo 1916, consistió en hacer responsable 
civilmente a todo aquel que. incluso, ejerce su derecho de expresión a través de un medio de información 
masivo, afecte a sus semejantes. atacando la moral. la paz pública. el derecho de terceros. o bien. provoque¡ 
algún delito o perturbe el orden público, que son precisamente los limites que claramente previenen Los 
artículos 60. y 70. de la Constitución General de La República. Asl, de acuerdo al texto positivo, por daño 
moral debe entenderse la alteración profunda que una persona sufre en sus sentimientos, afectos, 
creencias, decoro, honor, reputación, vida privada, configuración y aspectos ffsicos, o bien, en la 
consideración¡ que de si misma tienen los demás, producida por un hecho Ilícito. Por tanto, para que se 
produzca el ddiño moral se requiere: a) que exista afectación en la persona, de cualesquiera de los bienes 
que tutelo el iculo 1916 del Código Civil; b) que eso afectación seo consecuencia de un hecho ilícito: 
y, c} que haya o relación de causa-efecto entre ambos acontecimientos.11 

RMACIÓN. NO DEBE REBASAR LOS LÍMITES PREVISTOS POR LOS ARTÍCULOS 60., 70. 
LES. El d cho a la información tiene como limites el decoro, el honor, el respeto, 

a . el recato, la honra y la estimación. pues el artículo 60. otorga a toda 

omo 5, Pág. 4036, enero de 2012, Décima Época. Tribunales Colegiados de Circuito. 
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persona el derecho de manifestar libremente sus ideas y prohíbe a los gobernantes que sometan dicha 
manifestación a inquisición judicial o administrativa. salvo que ataquen la moral. los derechos de tercero, 
provoquen algún delito o perturben el orden público. Así. la manifestación de las ideas se encuentra 
consagrada como uno de los derechos públicos individuales fundamentales que reconoce la Constitución. 
oponible por todo individuo, con independencia de su labor profesional, al Estado, y los artículos 70. y 24 de 
la propia Carta Fundamental se refieren a aspectos concretos del ejercicio del derecho a manifestar 
libremente las ideas. El primero, porque declara inviolable la libertad de escribir y publicar escritos sobre 
cualquier materia y, el segundo. porque garantiza la libertad de creencias religiosas. Así. el Constituyente 
Originario al consagrar la libertad de expresión como una garantía individual. reconoció la necesidad de que 
el hombre pueda y deba, siempre. tener libertad para apreciar las cosas y crear intelectualmente, y 
expresarlo, aunque con ello contraríe otras formas de pensamiento; de ahí que sea un derecho oponible al 
Estado. a toda autoridad y, por ende, es un derecho que por su propia naturaleza debe subsistir en todo 
régimen de derecho. En efecto, la historia escrita recoge antecedentes de declaraciones sobre las libertades 
del hombre, y precisa que hasta el siglo XVIII, se pueden citar documentos sobre esa materia. No hay duda 
histórica sobre dos documentos básicos para las definiciones de derechos fundamentales del hombre y su 
garantía frente al Estado. El primero es la Declaración de los Derechos del Hombre y del Ciudadano, producto 
de la Revolución Francesa, la cual se mantiene viva y vigente como texto legal por la remisión que hace el 
preámbulo de la Constitución de Francia de fecha veinticuatro de diciembre de mil setecientos noventa y 
nueve. El segundo, es la Constitución de los Estados Unidos de América, de diecisiete de septiembre de mil 
setecientos ochenta y siete. En la historia constitucional mexicana. que recibe influencia de las ideas políticas 
y liberales de quienes impulsaron la Revolución Francesa, así como contribuciones de diversas tendencias 
ideológicas enraizadas en las luchas entre conservadores y liberales que caracterizaron el siglo XIX. tenemos 
que se hicieron y entraron en vigor diversos cuerpos constitucionales. pero en todos ellos siempre ha 
aparecido una parte dogmática que reconoce derechos inherentes al hombre. y que ha contenido tanto la 
libertad de expresión como la libertad de imprenta. Por otra parte, los antecedentes legislativos relacionados 
con la reforma y adición a la Constitución de mil novecientos diecisiete, en relación al articulo 60. antes 
precisado. tales como la iniciativa de ley, el dictamen de la comisión que al efecto se designó. y las 
discusiones y el proyecto de declaratoria correspondientes. publicados, respectivamente. en los Diarios de 
los Debates de los días seis. veinte de octubre y primero de diciembre. todos de mil novecientos setenta y 
siete. ponen de relieve que el propósito de las reformas fue el de preservar el derecho de todos respecto a 
las actividades que regula. Esta reforma recogió distintas corrientes preocupadas por asegurar a la sociedad 
una obtención de información oportuna, objetiva y plural. por parte de los grandes medios masivos de 
comunicación. Conforme a la evolución del artículo 60. constitucional vigente y comparado con lo que al 
respecto se ha regulado en otros países. se concluye que a lo largo de la historia constitucional. quienes han 
tenido el depósito de la soberanía popular para legislar, se han preocupado porque existiera una Norma 
Suprema que reconociera el derecho del hombre a externar sus ideas, con limitaciones específicas tendientes 
a equilibrar el derecho del individuo frente a terceros y la sociedad. puesto que en ejercicio de ese derecho 
no debe menoscabar la moral, los derechos de tercero, que implica el honor, la dignidad y el derecho a 
la intimidad de éste, en su familia y decoro; así como tampoco puede, en ejercicio de ese derecho, 
provocar algún delito o perturbar el orden público. Asimismo. ese derecho del individuo, con la adición al 
contenido original del articulo 60 .. quedó también equilibrado con el derecho que tiene la sociedad a estar 
veraz y objetivamente informada, para evitar que haya manipulación. Así, el Estado asume la obligación de 
cuidar que la información que llega a la sociedad a través de los grandes medios masivos de comunicació 
refleje la realidad y tenga un contenido que permita y coadyuve al acceso a la cultura en general, para q 
el pueblo pueda recibir en forma fácil y rápida conocimientos en el arte. la literatura. en las ciencias y en o 
política. 
Ello permitiró una participación informado poro lo solución de los grandes problemas nocionales. y evit rav· 
que se deforme el contenido de los hechos que pueden incidir en la formación de opinión. Luego. e el 
contenido actual del artículo 60., se consagra la libertad de expresarse, la cual es consustancial al 
hombre, y que impide al Estado imponer sanciones por el solo hecho e expresar las ideas. Pero 
correlativamente, esa opinión tiene limites de cuya transgresión derivan c nsecuenciasjuridícas. Tales 
limites son que la opinión no debe atacar la moral. esto es, las ideas que se xterioricen no deben tender 
a destruir el conjunto de valores que sustenta la cohesión de la socieda en el respeto mutuo y en el 
cumplimiento de los deberes que tienen por base la dignidad humana y , os derechos de la persona: 
tampoco debe dañar los derechos de tercero, ni incitar a la provocación .de un elito o a la perturbación del 
orden público. De modo que la Constitución de mil novecientos diecisiete establ ió una obligación por parte 
del Estado de abstenerse de actuar en contra de quien se expresa libreme11.te, salvo que en el ejercicio 
de ese derecho se ataque a la moral, a los derechos de tercero, se provoque algún delito o se perturbe 
el orden público.!B 

'ª Tesis Aislada, l.30.C.244 C. Tomo: XIV. septiembre de 2001. Novena Época. Tercer Trib 
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DERECHO A LA INFORMACIÓN. SU EJERCICIO SE ENCUENTRA LIMITADO TANTO POR LOS INTERESES 
NACIONALES Y DE LA SOCIEDAD, COfv/0 POR LOS DERECHOS DE TERCEROS. 
El derecho a la información consagrado en la última parte del articulo 60. de la Constitución Federal no 
es absoluto, sino que, como toda garantía, se halla sujeto a limitaciones o excepciones que se sustentan, 
fundamentalmente, en La proteccíón de la seguridad nacíonal y en el respeto tanto a los intereses de la 
sociedad como a los derechos de los gobernados, limitaciones que, incluso, han dado origen a la figura 
jurídica del secreto de información que se conoce en la doctrina como "reserva de información" o 
"secreto burocrótico·. En estas condiciones. al encontrarse obligado el Estado, como sujeto pasivo de la 
cítada garantía, a velar por dichos intereses, con apego a las normas constitucíonales y Legales. el 
mencionado derecho no puede ser garantizado Indiscriminadamente, sino que el respeto a su ejercicio 
encuentra excepciones que lo regulan y a su vez lo garantizan, en atención a la materia a que se refiera; 
así. en cuanto a La seguridad nacíonal, se tienen normas que, por un lado, restringen el acceso a la 
información en esta materia, en razón de que su conocímiento público puede generar daños a los intereses 
nacionales y. por el otro, sancíonan la inobservancia de esa reserva; por lo que hace al interés social, se 
cuenta con normas que tienden a proteger la averiguación de los delitos, la salud y la moral públicas. 
mientras que por lo que respecta a la protección de la persona existen normas que protegen el derecho 
a la vida o a la privacidad de los gobernados.19 

Por su parte, la Declaración Universal de Los Derechos Humanos, prevé: 

Artículo 12. Nadie seró objeto de injerencias arbitrarias en su vida privada, su familia, su domicilio, 
o su correspondencia, ni de ataques a su honra o a su reputación. Toda persona tiene derecho a la 
protección de la Ley contra tales injerencias o ataques. 

Sobre el mismo tema, en la Convención Americana sobre Los Derechos Humanos, señala: 

Artículo 11. Protección de la Honra y de La Dignidad. 
1.- Toda persona tiene derecho al respeto de su honra y al reconocimiento de su dignidad. 
2.- Nadie puede ser objeto de Injerencias arbitrarias o abusivas en su vida privada, en la de su 
familia, en su domicilio o en su correspondencia. ni de ataques ilegales a su honra o reputación. 
3.- Toda persona tiene derecho a la protección de la ley contra esas injerencias o esos ataques. 

Además. el Pacto Internacional de Los Derechos Civiles y Políticos, establece: 

Artículo 17 
g. Nadie seró objeto de injerencias arbitrarias o ilegales en su vida privada, su familia, su 
domicílio o su correspondencía, ni de ataques ilegales a su honra y reputación. 
10. Toda persona tiene derecho a la protección de la ley contra esas injerencías o esos ataques. 

No se debe omitir mencionar que la presunción de inocencia es una garantía de cualquier 
persona imputada, prevista en el artículo 20 de la CPEUM, que a la letra dispone: 

Artículo 20. El proceso penal será acusatorio y oral. Se regirá por los principios de publicídad, 
contradicción. concentracíón, continuidad e inmediacíón. 

B. De Los derechos de toda persona imputada: 
A que se presuma su inocencia mientras no se declare su responsabilidad mediante sentencia 
emitida por el juez de la causa. 

Concatenado esto, uno de los principios rectores que rigen el proceso penal. es el de 
presunción de· ocencia. consagrado en el artículo 13 del CNPP, que a la letra establece: 

de 2000. Novena Época, Pleno. 
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Toda persona se presume inocente y será tratada como tal en todas las etapas del procedimiento, 
mientras no se declare su responsabilidad mediante sentencia emitida por el Órgano jurisdiccional, 
en los términos señalados en este Código. 

Siendo por todo expuesto y fundado. entre Las principales razones por Las que el artículo 218 del 
Código Nacional de Procedimientos Penales prevé la reserva de la investigación e inclusive ha 
sido avalada por el Alto Tribunal. al estar conforme Lo previsto por los artículos 6º Apartado A 
fracción 11 y 16 Constitucional. que dispone que La información que se refiere a La vida privada y 
Los datos personales de Las personas está protegida en Los términos Legalmente previstos. 

Sobre el particular, tenemos el contenido del artículo 218 primer párrafo del Código Nacional de 
Procedimientos Penales, que a La Letra refiere: 

Artículo 218. Los registros de la investigación. así como todos los documentos. independientemente de su 
contenido o naturaleza. los objetos. los registros de voz e imágenes o cosas que le estén relacionados. son 
estrictamente reservados, por lo que únicamente las partes, podrán tener acceso a los mismos, con las 
limitaciones establecidas en este Código y demás disposiciones aplicables. 
f...] 

Por Lo que. al efecto, en el caso que nos ocupa, se actualiza la limitante del derecho a la 
información, constreñida en la confidencialidad y secrecía que le asiste a toda persona. como 
en el caso lo es, de La persona de quien solicitan La información. 

- - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - -- - - - - - - - - - - - - - - - - - / 

: : : : : : : : = : : : : : : : : = : : : : : : : : : : : : : : : : : : : : : : : : = : : : : : -: ~ = = = = = = = : = : = = = =./ 

Décima Octava Sesión Ordinaria 2024 



/ 

FGR 
FISCALÍA G ENERAL 
DE LA REPÚBLIC A 

r.1 coMITE DE 
,- ¡TRANSPARENCIA 

B.12. Folio de la solicitud 330024624001255 

Sínt~sis 

1 Sentido de la resolución 

Rubro 

Contenido de la Solicitud: 

Información relacionada con expedientes 
investigación 

i Confirma 

Información clasificada como 
confidencial 

reservada 

_,_ 
U'l: 

"Solicito la relación de averiguaciones previas o expedientes que abrio la extinta La Fiscalía 
Especial para Movimientos Sociales y Políticos del Pasado. Solicito el número de averiguación 
previa. el año en que se aperturó y el estado que guarda el expediente y o averiguación previa." 
(Sic) 

Unidades administrativas involucradas: 
Conforme a Las facultades establecidas en La fracción 11·. fracción XV de La Ley de La Fiscalía 
General de La República: 5·, fracción l. inciso b, subinciso ii y 20· , fracciones V, VI y VII del Estatuto 
Orgánico de La Fiscalía General de La República, y demás disposiciones Legales aplicables, L 
presente solicitud de información se turnó para su atención a: FEMDH. 

ACUERDO 
CT / ACDO/ 0256/2024: 

En el marco de Lo dispuesto en los artículos 65, fracción 11. 
102 y 140 de La LFTAIP, el Comité de Transparencia por 
unanimidad determina confirmar la clasificación de reserva 
y confidencialidad de la relación de las averiguaciones 
previas, así como sus nomenclaturas, de conformidad con 
Lo establecido en el artículo 110, fracción XII de La LFTAIP, 
hasta por un periodo de cinco años, o bien, hasta que las 
causas que dieron origen a la clasificación subsistan, así 1í 
como, artículo 113, fracción I del mismo ordenamiento -r 
legal. 

Lo anterior. toda vez que la Unidad Administrativa competente, manifestó lo siguiente: 

Lo anterior, toda vez que esta Institución se encuentra ante una imposibilidad jurídica para 
divulgar la nome Latu 9e una de carpeta o averiguación previa. de conformidad con lo 
establecido en el a · ulo 110 fracción XII de La LFTAIP, así como en el numeral Trigésimo 
primero de los Lí ien os generales en materia de clasificación y desclasificación de l 
información, asi e o p a a elaboración de versiones públicas, que a la letra señalan: 
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Ley Federal de Transparencia y Acceso a la Información Pública 
Artículo 110. Conforme a lo dispuesto por el artículo 113 de la Ley General. como información reservada 
podrá clasificarse aquella cuya publicación: 
[...] 

XII. Se encuentre contenida dentro de las investigaciones de hechos que la ley señale como delitos y 
se tramiten ante el Ministerio Público, y L.] 

Lineamientos generales en materia de clasificación y desclasificación de la información, así como 
para la elaboración de versiones públicas 

Trigésimo primero. De conformidad con el artículo 113, fracción XII de la Ley General. podrá considerarse 
como información reservada, aquella que forme parte de las averiguaciones previas o carpetas de 
investigación que resulte de la etapa de investigación, durante la cual, de conformidad con la normativa 
en materia penal. el Ministerio Público o su equivalente reúne indicios para el esclarecimiento de los 
hechos y, en su caso. los datos de prueba para sustentar el ejercicio o no de la acción penal, la 
acusación contra el imputado y la reparación del daño. 

En ese sentido, si bien el Lineamiento antes transcrito hace referencia a La fracción del artículo 
113, de La Ley General de Transparencia y Acceso a la Información Pública (LGTAIP), dichas 
disposiciones son equiparables a lo establecido en la fracción XII , del artículo 110. de La LFTAIP, 
por Lo tanto, se motiva la clasificación de conformidad con lo establecido en los artículos 103 y 
104 de la LGTAIP que prevén: 

"Artículo 103. En los casos en que se niegue el acceso a la información, por actualizarse alguno de los 
supuestos de clasificación, el Comité de Transparencia deberá confirmar, modificar o revocar la decisión. 

Para motivar la clasificación de la información y la ampliación del plazo de reserva, se deberán 
señalar las razones, motivos o circunstancias especiales que llevaron al sujeto obligado a concluir 
que el caso particular se ajusta al supuesto previsto por la norma legal invocada como fundamento. 
Además, el sujeto obligado deberá, en todo momento, aplicar una prueba de daño. 

Artículo 104. En la aplicación de la prueba de daño, el sujeto obligado deberá justificar que: 

l. La divulgación de la información representa un riesgo real, demostrable e identificable de petjuicio 
significativo al interés público o a la seguridad nacional; 
/l. El riesgo de petjuicio que supondría la divulgación supera el interés público general de que se 
difunda. y 
111. La limitación se adecua al principio de proporcionalidad y representa el medio menos restrictív 
disponible para evitar el perjuicio". 

De esta manera, si bien se advierte que no es suficiente que La información esté direc mentv 
relacionada con causales previstas en el artículo 110 de la LFTAIP, lo cierto es que lo sujetos 
obligados deben motivar la clasificación de la información mediante las razones o circunstancia 
especiales para poder acreditar la prueba de daño correspondien e. misma que en todo 
momento deberá aplicarse al caso concreto. y la cual deberá acreditar ue la divulgación objeto 
de la reserva represente un riesgo real. demostrable e identificabl •. así como el riesgo de 
perjuicio en caso de que dicha información clasificada sea considérada de interés públicv, 
además de precisar que la misma se adecúa al principio de proporcionalidad en razón a que su 
negativa de acceso no se traduce en un medio restrictivo al derecho d~ qccesó á La informaciq 
de los particulares; por lo anterior, se rinde la siguiente prueba de daño· 
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l. Riesgo real, demostrable e identificable: Es un riesgo real, el dar a conocer las 
nomenclaturas de averiguaciones previas y/o carpetas de investigación, toda vez que se 
encuentran contenidas dentro de las indagatorias, además que son un instrumento para 
identificarlas, por lo que, con la obtención de las mismas. y de una simple búsqueda en 
los diversos medios electrónicos disponibles. fácilmente se podrían obtener datos 
adicionales de las partes que intervienen en la investigación e inclusive actos de ésta 
misma. los cuales no son de carácter público y que posiblemente en algunos casos puede 
haber solicitud expresa de confidencialidad de los datos personales. solicitados por los 
involucrados, exponiendo un riesgo muy alto de trastocar la esfera de su libre desarrollo 
de la personalidad y vulnerar con ello. su derecho a la intimidad, así como al de su 
privacidad, máxime que el Código Nacional de Procedimientos Penales, específicamente 
en su artículo 15, dispone que cualquier persona tiene derecho a que se respeten éstos: 
así como que se proteja la información de su vida privada y datos personales. ya que, de 
revelar alguna información, aún de forma indirecta. atentaría contra su intimidad. honor. 
inclusive su buen nombre; aunado a lo establecido en el artículo 218 del mismo Código 
Adjetivo. que ordena la estricta reserva de cualquier dato que se encuentre contenido en 
las investigaciones. lo que incluye desde luego a las nomenclaturas. 

11. 

Es un riesgo real, demostrable e identificable porque podría. inclusive, implicar el 
quebrantamiento a diversos principios que rigen el sistema penal como los son: el de 
presunción de inocencia. debido proceso, tutela judicial efectiva, del mismo modo, se 
pondría en riesgo el pleno ejercicio de algún acto o acción de las partes en la 
investigación, además con dichos datos se podría obtener información que vulneraría La 
seguridad e identidad de las victimas u ofendidos, y consecuentemente. trastocar su 
derecho a la reparación del daño. 

Ello es así porque las nomenclaturas se integran por: a) Las iniciales de la averiguació 
previa o carpeta de investigación. con lo que se podría identificar et tipo de procedimiento 
que se está siguiendo (sistema tradicional o acusatorio), b) La abreviación de la 
Subprocuraduria y/o Fiscalía Especializada y Unidad Administrativa (Delegación Estataü 
en que se inicia. c) El número consecutivo y d) EL año en el que se registra . Al contar con 
esos datos se expondría información relacionada con el lugar en el que se radicó la 
indagatoria. la unidad que lo investiga, datos del personal sustantivo, delito motivo de La 
investigación, nombres de personas físicas identificadas o identificables entre otros datos 
personales de carácter confidencial de los involucrados. que hacen que su identidad 
pueda ser determinada. I 
En ese sentido, entregar la nomenclatura de las averiguaciones previas y/o carpetas d 
investigación implica inexorablemente exponer los datos de las actividades realizadas en 
cumplimento de las funciones de esta Fiscalía General de la República. provocando que 
cual , uier persona pudiese aprovecharse de ellas, entorpeciendo o interrumpiendo Los 
actos e investigación y persecución de los delitos. quebrantando inclusive el sigilo que 
deben uardar estas, como se mencionó con antelación respecto del artículo 218 del 
Código cional de P~ cedimientos Penales. asi como el artículo 16 del Código Federal 
de Proced1 ientos B ales. 

el interés público: Reservar las nomenclaturas de la 
y/o carpetas de investigación no contraviene el derecho a 
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información, ni al principio de máxima publicidad porque se trata de un interés particular, 
que conforme los argumentos que se han señalado en la presente, no rebasa la obligación 
constitucional de esta Fiscalía General de la República, consistente en proteger y 
garantizar los derechos humanos de las personas y dado que ningún derecho es ilimitado 
se considera que La reserva de la información solicitada relativa a las nomenclaturas no 
vulnera el interés público y en cambio, la divulgación de ésta, causaría un perjuicio a la 
sociedad y las partes en las indagatorias, pues dicha reserva en todo caso sería un 
perjuicio que no supera el interés público, ya que no se vu lnerarían las disposiciones 
contempladas en la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos. ni se 
transgredirían derechos humanos, derechos procesales de las partes, los posibles 
procesos que deriven de ella, los datos de prueba recabados en la investigación inicial y 
que, en su momento, sustenten el proceso ante el órgano jurisdiccional. 

Maxime que esta institución tiene como encargo constitucional La investigación y ejercicio 
de la acción penal en delitos del orden federal. a fin de dar cumplimiento al objeto del 
proceso penal que es el esclarecimiento de los hechos, proteger al inocente, procurar 
que el culpable no quede impune y que los daños causados por el delito se reparen, por 
ende, es deber de la institución preservar el cumplimiento irrestricto de la Consti tución 
Política de los Estados Unidos Mexicanos. 

111. Principio de proporcionalidad: El reservar las nomenclaturas de las averiguaciones 
previas y/o carpetas de investigación no significa un medio restrictivo de acceso a la 
información pública. si bien. toda la información en posesión de las autoridades es pública 
y susceptible de acceso a los particulares; Las nomenclaturas de Las indagatorias no son 
simple información de carácter público sino como ha quedado evidenciado por las 
razones antes aludidas. forman parte de la actividad constitucional de investigación y . 
persecución del delito, por lo que. es razonable su reserva. considerando que. el derecho 
de acceso a la información se encuentra sujeto a limitaciones por razones de interés 
público previstas en la normativa correspondiente, como lo es el caso. 

Mas aún. que al efecto su requerimiento no obedece a un derecho superior o de interé 
público para j ustificar la entrega de la nomenclatura de la carpeta de investigación. n 
virtud de que como ya se dijo, al hacerla identificable se expondría información sensi 
y que no es de carácter público. toda vez que existe un riesgo de daño sustancial a l.os 
intereses protegidos. ya que inclusive al vulnerar los principios que ri gen el proceso p nal. 
se podría contravenir el objeto de éste respecto del esclarecimiento de los he hos, , / 
proteger al inocente. procurar que el culpable no quede impune y que los daños caus doy 
por el delito se reparen, desde la investigación inicial. 

Por lo que la reserva invocada se considera una medida prop , rcional y menos restrictiva 
a su derecho de acceso a la información, considerando que se le entrega la información 
estadística requerida y en conjunto con información que s encuentra públicamente 
disponible podría allegarse de mayores elementos para corn lementar la integridad de // 
su solicitud. / 
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Aunado a los impedimentos normativos expuestos. este sujeto obligado se encuentra 
imposibilitado para proporcionar La información requerida, de conformidad con lo previsto en el 
artículo 225, fracción XXVIII del Código Penal Federal. que prevé lo siguiente: 

Artículo 225.- Son delitos contra la administración de justicia. cometidos por servidores públicos los 
siguientes: 
[...) 
XXVIII. - Dar a conocer a quien no tenga derecho. documentos. constancias o información que obren 
en una carpeta de investigación o en un proceso penal y que por disposición de la ley o resolución de 
la autoridad judicial, sean reservados o confidenciales; L.l 

Lo anterior. sin dejar de lado lo previsto en el artículo 49 de la Ley General de 
Responsabilidades Admjnistrativas. el cual refiere: 

Articulo 49. Incurrirá en Falta administrativa no grave el servidor público cuyos actos u omisiones 
incumplan o transgredan lo contenido en las obligaciones siguientes: 
1...1 
V. Registrar. integrar. custodiar y cuidar la documentación e información que por razón de su 
empleo. cargo o comisión. tenga bajo su responsabilidad. e impedir o evitar su uso. divulgación. 
sustracción. destrucción. ocultamiento o inutilización indebidos: 

Por lo antes señalado, resulta aplicable la Tesis aislada emitida por el Pleno de la Suprema Corte 
de Justicia de la Nación. el cual señala: 

DERECHO A LA INFORMACIÓN. SU EJERCICIO SE ENCUENTRA LIMITADO TANTO POR LOS 
INTERESES NACIONALES Y DE LA SOCIEDAD, COMO POR LOS DERECHOS DE TERCEROS. 
El derecho a la información consagrado en la última parte del artículo 60. de la Constitución Federal 
no es absoluto. sino que. como toda garantía, se halla sujeto a limitaciones o excepciones que se 
sustentan. fundamentalmente. en la protección de la seguridad nacional y en el respeto tanto a los 
intereses de la sociedad como a los derechos de los gobernados. limitaciones que. incluso. han dado 
origen a la figura jurídica del secreto de información que se conoce en la doctrina como ·reserva de 
información" o ·secreto burocrático·. En estas condiciones. al encontrarse obligado el Estado, como 
sujeto pasivo de la citada garantía. a velar por dichos intereses. con apego a las normas 
constitucionales y legales. el mencionado derecho no puede ser garantizado indiscriminadamente. 
sino que el respeto a su ejercicio encuentra excepciones que lo regulan y a su vez lo garantizan, en 
atención a La materia a que se refiera; así. en cuanto a La seguridad nacional. se tienen normas que. 
por un Lado. restringen el acceso a La información en esta materia. en razón de que su conocimiento 
público puede generar daños a Los intereses nacionales y, por el otro. sancionan La inobservancia de 
esa reserva; por lo que hace al interés social. se cuenta con normas que tienden a proteger la 
averiguación de los delitos. la salud y la moral públicas. mientras que por lo que respecta a la 
protección de la persona existen normas que protegen el derecho a la vida o a la privacidad de los 
gobernados. ,1 

Ahora bien, respecto a dicha clasificación del número de carpeta de investigación es pertinent/ 
señalar que, si ien su reserva atiende a la causal establecida en el artículo 110 fracción XII de La 
Ley Federal de ransparencia y Acceso a ta Información, también Lo es que. resulta aplicable la 
fracción I del rtículo 113 de la precitada Ley, en et que se establece como información 
confidencial la ue contiene datos personales concernientes a una persona física identificada o 
identificable y d aquella que presentan los particulares a los sujetos obligados, en relación con 
el Trigésimo Octa o de los Lineamientos generales de clasificación y desclasificación de la 
información, así co o para elaboración de versiones públicas según lo siguiente: 
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La que contiene datos personales concernientes a una persona física identificada o identificable;" 

Trigésimo octavo. Se considera susceptible de clasificarse como información confidencial: 

l. Los datos personales, entendidos como cualquier información concerniente a una persona física 
identificada o identificable, en términos de la norma aplicable que, de manera enunciativa más no 
limitativa, se pueden identificar de acuerdo a las siguientes categorías: 

1. Datos identificativos: El nombre, alias, pseudónimo, domicilio, código postal, teléfono particular, 
sexo, estado civil, teléfono celular, firma, clave de Registro Federal de Contribuyentes (RFC), Clave 
Única de Registro de Población (CURP), Clave de Elector, Matrícula del Servicio Militar Nacional, 
número de pasaporte, lugar y fecha de nacimiento, nacionalidad, edad, fotografía, localidad y sección 
electoral, y análogos. 
2. Datos de origen: Origen, etnia, raza, color de piel, color de ojos, color y tipo de cabello, estatura, 
complexión, y análogos. 
3. Datos ideológicos: Ideologías, creencias, opinión política, afiliación política, opinión pública, 
afiliación sindical, religión, convicción filosófica y análogos. 
4. Datos sobre la salud: El expediente clínico de cualquier atención médica, historial médico, 
referencias o descripción de sintomatologías, detección de enfermedades, incapacidades médicas, 
discapacidades, intervenciones quirúrgicas, vacunas, consumo de estupefacientes, uso de aparatos 
oftalmológicos. ortopédicos, auditivos, prótesis, estado físico o mental de la persona, así como la 
información sobre la vida sexual, y análogos. 
5- Datos Laborales: Número de seguridad social, documentos de reclutamiento o selección, 
nombramientos, incidencia, capacitación, actividades extracurriculares, referencias laborales. 
referencias personales, solicitud de empleo. hoja de servicio, y análogos. 
6.Datos patrimoniales: Bienes muebles e inmuebles de su propiedad, información fiscal, historial 
crediticio, ingresos y egresos, número de cuenta bancaria y/o CLABE interbancaria de personas físicas 
y morales privadas, inversiones, seguros. fianzas. servicios contratados, referencias personales, 
beneficiarios, dependientes económicos, decisiones patrimoniales y análogos. 
J. Datos sobre situación jurídica o legal: La información relativa a una persona que se encuentre o 
haya sido sujeta a un procedimiento administrativo seguido en forma de juicio o jurisdiccional en 
materia laboral, civil, penal, fiscal, administrativa o de cualquier otra rama del Derecho, y análogos. 
B. Datos académicos: Trayectoria educativa, avances de créditos, tipos de exámenes. promedio, 
calificaciones, títulos, cédula profesional, certificados, reconocimientos y análogos. 
9. Datos de tránsito y movimientos migratorios: Información relativa al tránsito de las personas dentro 
y fuera del país, así como información migratoria, cédula migratoria, visa, pasaporte. 
10. Datos electrónicos: Firma electrónica, dirección de correo electrónico, código OR. 
11. Datos biométricos: Huella dactilar, reconocimiento facial, reconocimiento de iris, reconocimiento de 
la geometría de la mano, reconocimiento vascular, reconocimiento de escritura, reconocimien to de voz, 
reconocimiento de escritura de teclado y análogos. 

11. La que se entregue con tal carácter por los particulares a los sujetos obligados, siempre y cuand 
tengan el derecho de entregar con dicho carácter la información, de conformidad con lo dispuesto 
las leyes o en los Tratados Internacionales de los que el Estado mexicano sea parte; y 

Ll 
( 

De lo anterior, se colige que será considerada información clasific da como confidencia , aquella 
que contenga datos personales de una persona identificada o ide tificable, independientemente 
del medio por el cual se hayan obtenido, sin necesidad de estar sujeta a temporalidad alguna. 

En ese contexto, al ser la nomenclatura de un expediente de investigación un dato identificado / 
de cada asunto permite la individualización de casos e poniendo iversos datos personales le 
los intervinientes en dichas indagatorias, ello en virtud é:le que l propia nomenclatura de las 
carpetas de investigación proporciona información referente al l gar y fecha de registro del 
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delito, a partir de la búsqueda de este dato en medios abiertos, se puede rápidamente 
individualizar un caso. 

Lo anterior cobra relevancia pues. si cualquier persona realizara una búsqueda básica en internet. 
se pueden evidenciar datos personales de la víctima y su entorno, de sus familiares. abogados, 
médicos, de personas servidoras públicas y particulares a las que se le imputan los hechos y de 
las encargadas de la investigación, información que conforme a la legislación aplicable en la 
materia, reviste el carácter de confidencial, y que, en el marco de los instrumentos 
internacionales, las autoridades en el ejercicio de sus funciones tienen la obligación legal de 
proteger. 

Ahora bien, en las indagatorias pueden existir una gran cantidad de datos de víctimas. donde la 
individualización de casos se refiere a la identificación específica de éstas, así como de los 
responsables o presuntos responsables. y de otros individuos que participan en los procesos de 
procuración e impartición de justicia, tales como policías. agentes del ministerio público, 
familiares de las víctimas. denunciantes. peritos.jueces y abogados; de igual forma comprende a 
miembros de sociedad civil. personas que acompañan a las víctimas. así como personal médico 
y de salud mental. entre otros. 

Las consecuencias de la individualización de casos y los potenciales riesgos que esto implica son 
sumamente relevantes, ya que de materializarse pueden propiciar La revictimización, la comisión 
de nuevos delitos, afectar los flujos de información y entorpecer la investigación (y otros 
proyectos similares, que son un insumo importante para la investigación criminal), afectar lo 
procesos de procuración de justicia, incrementar La desconfianza de la población en La 
autoridades de procuración de justicia y generar incentivos negativos para la denuncia de 
futuros delitos. 

Por lo anterior, hacer pública la información del número identificador e individualizador de 
casos, es decir La nomenclatura del expediente de investigación, pone en riesgo la vida, 
seguridad y salud de las personas. puesto que Las hace perfectamente identificables, por lo que 
se les puede afectar de una manera incalculable, por ejemplo en el sentido de que desistan de 
sus investigaciones, sea por presión social o por amenazas, lo que no solo conllevaría a la 
impunidad, sino a que se incrementen los delitos en el corto, mediano y largo plazo. 

De manera específica, su publicación afectaría en el corto plazo. en al menos tres esferas: 

• Individual: vulnera la integridad fisica y mental de las personas involucradas 1/ 
(victimas, presunto responsable). 

• Investigación: puede afectar los procesos de investigación criminal. 
• Institucional: pone en riesgo la procuración de justicia. 

Por tal motivo. al I tratarse de indagatorias llevadas a cabo por esta Fiscalía General de la 
República, se relacionan con delitos del fuero federal. por lo que esta Institución debe 
implementar los met;!ios necesario para realizar con prontitud aquellas actuaciones esenciales 
y oportunas dentro de un plazo onable para lograr su objeto; así como la ayuda, atención, 
asistencia, derecho a la erdad · s icia y reparación integral a fin de que la víctima, los familiare 
y toda persona involucra el proceso de búsqueda o en el proceso penal. cuando su vida 
integridad corporal pueda tare peligro sea tratada y considerada como titular de derechos 

/ 



FGR 
FISCA LÍA GE N ER AL 
DE L A REPÚ B LI CA 

COMITE DE 
TRANSPARENCIA 

En ese sentido, se debe precisar que Las autoridades deben utilizar, atendiendo el principio de 
debida diligencia, todos Los medios necesarios para La ayuda, atención, asistencia, derecho a La 
verdad y justicia de La víctima, con un enfoque humanitario centrado en el alivio y sufrimiento de 
La incertidumbre basada en La necesidad de respuesta a sus familiares, brindando La máxima 
protección, adoptando y aplicando Las medidas que garanticen el trato digno, ello contribuyendo 
a La no revictimización; es decir, esta Institución se encuentra obligada a implementar las 
medidas necesarias y justificadas con Los principios en materia de derechos humanos 
establecidos en nuestra carta magna y Los tratados internacionales, con la finalidad de evitar 
revictimización o criminalización en cualquier forma. agravando su condición, obstaculizando o 
impidiendo el ejercicio de sus derechos, personalidad e intereses jurídicos o exponiéndoseles a 
sufrir un nuevo daño. 

En ese contexto, esta Fiscalía General de la República se encuentra obligada a establecer 
programas para La protección de Las víctimas20

, a Los familiares y a toda persona involucrada en 
la investigación, situación por la cual, el proporcionar cualquier información que Lleve a La 
identificación de Las personas en una investigación ocasiona un peligro inminente a su vida o 
integridad corporal. asimismo, se encuentran expuestas a ser sometidas a actos de maltrato o 
intimidación por su intervención en dichos procesos. 

Por su parte la Ley General de Victimas, en los articulo 21 y 24, establece por un Lado que, toda 
víctima tiene derecho a que las autoridades desplieguen las acciones pertinentes para su 
protección con el objetivo de preservar, al máximo posible, su vida y su integridad física y 
psicológica; y por otra que, el Estado tiene el deber de impedir la sustracción y destrucción de 
los archivos relativos a violaciones de derechos humanos y que, su consulta tendrá La única 
finalidad de salvaguardar la integridad y seguridad de las víctimas y de las personas relacionadas. 

Del contexto anterior se desprende que el Estado debe garantizar la protección de toda persona 
que participe en el proceso. esto incluye a aquellas que tengan la calidad de personas protegidas 
y testigos colaboradores, ello de conformidad con lo dispuesto en el artículo 18 de la Convención 
Internacional para la Protección de Todas las Personas contra las Desapariciones Forzadas, 
concatenado con lo anterior el artículo 19 de dicha Convención, dispone que la información 
personal que se recabe no puede ser utilizada o revelada con fines distintos. 

En ese contexto. la Ley Federal para la Protección a Personas que Intervienen en 
Procedimiento Penal, la cual es de observancia general y tiene por objeto establecer las medi as 
y procedimientos que garanticen la protección y atención de personas intervinientes e el 
procedimiento penal. cuando se encuentren en situación de riesgo o peligro por su particip ~ión // 
o como resultado del mismo, define en su artículo 2° como medidas de protección las acc· ne~ 
tendientes a eliminar o reducir los riesgos que pueda sufrir una persona derivado de la acci n de 
represalia eventual con motivo de su colaboración. o participación en un procedimiento penal. 

20 Ley General de Victimas • ( 
Articulo 4. Se denominarán victimas directas aquellas personas físicas que hayan sufrido algú daño o menoscabo económico, físico, mental, 
emocional, o en general cualquiera puesta en peligro o lesión a sus bienesjuridicos o derechos omo consecuencia de la comisión de un delit 
o violaciones a sus derechos humanos reconocidos en la Constitución y en los Tratados lnternac nales de los que el Estado Mexicano sea Po 
Son victimas indirectas los familiares o aquellas personas físicas a cargo de la victima directa q tengan una reta 'ó11 inmediata con ella_ Son 
victimas potenciales las personas fisica_s cuya integridad fisica o derechos peligren por prest asistencig._-a la victima ya sea por Impedir o 
detener la violación de derechos o la comisión de un delito. La calidad de víctimas se adquiere c la editación del daño o menoscab e los 
derechos en los términos establecidos en la presente Ley. con independencia de que se identífique. enda, o condene al responsabl el ño o 
de que la victima participe en algún procedimiento j udicial o administrativo. Son victimas l o comunidades u organizacion soc· es que 
hubieran sido afectadas en sus derechos. intereses o bienesjuridicos colectivos como resu o de la c isión de un delito o la violac n derechos. 
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así como de personas o familiares cercanas a éste. a una persona protegida a todo aquel 
individuo que pueda verse en situación de riesgo o peligro por su intervención en un 
procedimiento penal. incluyendo a las personas ligadas con vínculos de parentesco o afectivos 
con el testigo, víctima. ofendido o servidores públicos. que se vean en situación de riesgo o 
peligro por las actividades de aquellos en el proceso; y. al testigo colaborador como la persona 
que accede voluntariamente a prestar ayuda eficaz a la autoridad investigadora. rindiendo al 
efecto su testimonio o aportando otros medios de prueba conducentes para investigar. procesar 
o sentenciar a otros sujetos. Podrá ser testigo colaborador. aquella persona que haya sido o sea 
integrante de la delincuencia organizada, de una asociación delictiva, o que pueda ser 
beneficiario de un criterio de oportunidad. 

Así, el artículo 16 de la Ley Federal para la Protección a Personas dispone que Las medidas de 
protección a las que tienen derecho las personas que se encuentran en alguno de los supuestos 
jurídicos citados en el párrafo anterior, se dividen en Las de asistencia y las de seguridad. Las 
primeras tienen como finalidad acompañar a las personas de profesionales organizados 
interdisciplinariamente, de acuerdo con la problemática a abordar. procurando asegurar a la 
persona que su intervención en el procedimiento penal no significará un daño adicional o el 
agravamiento de su situación personal o patrimonial; y las segundas. tendrán como finalidad 
brindar Las condiciones necesarias de seguridad para preservar La vida, La libertad y/o la 
integridad física de los sujetos. 

Los anteriores derechos también resultan aplicables a los jueces. peritos. testigos, víctimas ~ 
demás personas. cuando se requiera por su intervención en un procedimiento penal de s 
competencia sobre delitos en materia de delincuencia organizada a que refiere el Código Pen L 
Federal. 

Por el contrario, Las obligaciones a Las que se encuentran sujetas dichas personas consisten e 
abstenerse de informar que se encuentra incorporada en el Programa o divulgar Información de 
funcionamiento de este. 

El otorgamiento y mantenimiento de Las medidas de protección está condicionado al 
cumplimiento de las obligaciones descritas en el párrafo anterior y su incumplimiento podrá dar 
Lugar a la revocación. 

Por otro Lado. se debe tomar en cuenta que la Ley de la Fiscalía General de la República, en su 
artículo 10. establece que para efectos del acceso a La información pública, esta Institución sw 
regirá bajo el principio de máxima publicidad en los términos de la Constitución, no obstante, s 
clasificará la información cuya divulgación pueda poner en riesgo la seguridad de las person 
que intervienen en un procedimiento penal o Las investigaciones que realice la persona agente 
del Ministerio Público de La Federación y mantendrá La confidencialidad de Los datos 
personales, en ~os términos que disponga el Código Nacional de Procedimientos Penales, 
otras disposicio- es aplicables, así como Lo que establece dicha Ley. 

Además, el artícul 8 de la Ley de la Fiscalía General de la República. dispone que la información 
contenida en los e edientes d<¡f nvestigación de delitos a cargo del Ministerio Público. será 
reservada y c?nfiden 'al cu~n d ~fec~e los derechos humanos de La~ ~artes en el proceso penal 
o sea un obstaculo para s I e l igaciones. por lo que, en ese caso, un1camente será consultada. 
revisada o transmitida pa os nes y propósitos del ejercicio de las facultades constitucionale 
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de la Fisca lía General de la Repúblíca. así como la investigación y persecución de los delitos. salvo 
aquella información sea de carácter estadístico será pública. 

El derecho a la protección de los datos personales en los casos enunciados se regirá y limitará 
conforme a lo dispuesto en la Ley General de Protección de Datos Personales en Posesión de 
Sujetos Obligados. por razones de seguridad nacional. seguridad pública. para la prevención. 
investigación o persecución de los delitos. para proteger los derechos de terceros y de las partes 
en el proceso penal. 

Así mismo. el artículo 47 de la Ley de la Fiscalía General de la República prevé como obligaciones 
de las personas servidoras públicas de la Fiscalía General de la República el abstenerse de dar a 
conocer. entregar. revelar. publicar. transm itir. exponer. remitir, distribuir, videograbar. audio 
grabar. fotografiar. reproduci r. comercializar. intercambiar o compartir a quien no tenga derecho. 
documentos. constancias. información. imágenes. audios. videos. indicios. evidencias. objetos o 
cualquier instrumento que obre en una carpeta de investigación o en un proceso penal y que por 
disposición de la ley o resolución de la autoridad j udicial. sean reservados o confidenciales: y que 
de acuerdo al artículo 71 de esta misma Ley, estarán sujetas al régimen de responsabilidades de 
la Ley General de Responsabilidades Administrativas y a las disposiciones especiales que 
establece la Ley de la Fiscalía General de la República. 

La persona servidora pública que forme parte del servicio profesional de carrera cuando 
incumpla o transgreda el contenido de las obligaciones previstas en los artículos 47 y 48 de la 
Ley de la Fiscalía General de la República. incurrirá en faltas administrativas por lo que serán 
causas de responsabilidad administrativa, sin perjuicio de cualquier otra responsabilidad y 
sanción a que haya lugar. prevista en las disposiciones normativas y administrativas aplicables. 

En concatenación con lo expuesto. el artículo 49 de la Ley General de Responsabi lidades 
Administrativas establece que incurri rá en falta administrativa el servidor público cuyos actos u 
omisiones incumplan o transgredan. por ejemplo. el reg istrar. integrar. custodiar y cuidar la 
documentación e información que. por razón de su empleo. cargo o comisión, tenga bajo su 
responsabilidad, e impedir o evitar su uso. divulgación. sustracción. destrucción. ocultamiento o 
inutilización indebidos. 

Ad icionalmente, el Código Penal Federal en su artícu lo 225, fracción XXVI II. es claro en señal 
que se considera delito contra la administración de j usticia. cometido por servidores público el 
dar a conocer a quien no tenga derecho. documentos, constancias o información que obre 
una carpeta de investigación o en un proceso penal y que, por disposición de la ley o resol 
de la autoridad judicial. sean reservados o confidenciales. 

Por otro Lado. debe de señalarse que uno de los factores principales para que la investigad n de/',/ 
delitos pueda llevarse a cabo y documentarse es la denuncia de la "víctima o vi imas 
indirectas"; al respecto, es necesario traer a colación la normati aplicable a la materia en el 
ámbito nacional e internacional. la cual establece la importancia e la protección de la víctiJJ:)la 
para salvaguardar su integr(dad física y e~~cional y. p or ende, t sladarse a un plano colateral / 
en el que se encuentra su circulo de prox1m1dad (fam1 Llare os). / 

Para efectos de lo señalado con antelación. se enlistan los elemen os legales que son aplicables 
al caso que nos ocupa y que más adelante serán concatenado on elementos y argumentos 
prácticos que dan cuenta de la relevancia de mantener la • 1fica ión de los datos que p n 
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ser utilizados para revelar información confidencial que permita no sólo la identificación de las 
partes en el proceso penal y su círculo cercano, poniendo en riesgo su vida integridad fisica y 
psicológica, sino que de manera colateral afectarían el curso de la investigación y su subsistencia 
misma: 

/ 

Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos 

• Artículo 20 ( ... ) 
C. De los derechos de La víctima o del ofendido: 
(...) 

V. AL resguardo de su identidad y otros datos personales en Los siguientes casos: cuando sean menores 
de edad; cuando se trate de delitos de violación. trata de personas. secuestro o delincuencia 
organizada; y cuando ajuicio de/juzgador sea necesario para su protección. salvaguardando en todo 
caso Los derechos de la defensa·. 

Lev General de Víctimas 

"Artículo 4. - Se denominarán víctimas directas aquellas personas físicas que hayan sufrido algún daño 
o menoscabo económico. físico. mental. emocional. o en general cualquiera puesta en peligro o Lesión 
a sus bienes jurídicos o derechos como consecuencia de La comisión de un delito o violaciones a sus 
derechos humanos reconocidos en la Constitución y en Los Tratados Internacionales de Los que México 
sea Parte. 

Son víctimas indirectas los familiares o aquellas personas a cargo de la víctima directa que tengan una 
relación inmediata con ella. 

Artículo 22. 
(..) 

Se deberá garantizar la confidencialidad de las víctimas y los testigos cuando ésta sea una medida 
necesaria para proteger su dignidad e integridad y adoptará las medidas necesarias para garantizar 
su seguridad. 
u 

Artículo 40. Cuando La víctima se encuentre amenazada en su integridad personal o en su vida o existan 
razones fundadas para pensar que estos derechos están en riesgo. en razón del delito o de la violación 
de derechos humanos sufrida. las autoridades del orden federal. estatal. del Distrito Federal o 
municipales de acuerdo con sus competencias y capacidades. adoptaran con carácter inmediato las 
medidas que sean necesarias para evitar que La víctima sufra alguna lesión o daño". 

Código Nacional de Procedimientos Penales 

"Articulo 15. Derecho a la intimidad y a la privacidad 
En todo procedimiento penal se respetará el derecho a la intimidad de cualquier persona que 
intervenga en él. así mismo se protegerá la información que se refiere a la vida privada y los datos 
personales. en los términos y con las excepciones que fijan la Constitución. este Código y la legislación 
aplicable. 

1 

Artículo 106. Reserv sobre La Identidad 
En ningún caso se ~qdrá hacer referencia o comunicar a terceros no Legitimados La información 
confidencial relativa a os datos personales de los sujetos del procedimiento penal o de cualquier 
persona relacionada o encí da en éste. 

Artículo 109. Derechos d a victirrla u ofendido 
En Los procedimiento revisto o este Código. la víctima u ofendido tendrán Los siguientes derechos: 
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l...] 

XXVI. Al resguardo de su identidad y demás datos personales cuando sean menores de edad. se trate 
de delitos de violación contra la libertad y el normal psicosexual. violencia familiar. secuestro, trata de 
personas o cuando ajuicio del Órgano jurisdiccional sea necesario para su protección salvaguardando 
en todos los casos los derechos de la defensa ". 

Así. se desprende que dar a conocer datos que se encuentran inmersos en La carpeta de 
investigación inherentes a datos personales da cuenta de devastadoras secuelas físicas y 
psicológicas en víctimas directas e indirectas. que pueden perdurar durante muchos años, 
pues estas secuelas psicológicas reviven La experiencia y se Les conoce como estrés 
postraumático, esto también tiene impacto en los testigos e inclusive de forma indirecta puede 
alcanzar a Las personas que realizan La investigación, puesto que pueden ser blancos de 
amenazas. intimidación y cualquier t ipo de violencia. a fin de disminuir la efectividad de la 
investigación. 

Con base en lo anterior, del análisis de la normativa invocada. se advierte que prevalece en todo 
momento la obligación para las autoridades de velar por la protección de los datos personales 
de la víctima y de las partes en el proceso, la confidencialidad de dicha información en el 
procedimiento, así como las circunstancias en las cuales. derivado de la naturaleza del delito, 
se afecta psicológica y emocionalmente a las víctimas, adicionalmente la relevancia de evitar 
que ciertos factores conlleven a la revictimización, a través de la exposición a situaciones 
específicas que la trasladen nuevamente al momento en el que Le causaron el daño. 

Por tal motivo, debe de prevalecer La obligación por parte de todas las autoridades de velar por 
La no revictimización de Los intervinientes en el proceso. por ende, revelar información relativa a 
datos de identificación de expedientes de investigación potencializa la individualización de Las 
indagatorias y La identificación y Localización de las victimas u ofendidos. 

Con lo expuesto. resulta evidente la facilidad con que se logra la individualización de casos, en 
este sentido principalmente de las víctimas. a partir de un dato aparentemente aislado y como 
se ha venido señalando. esto no sólo es un riesgo para las personas directa e indirectamente 
relacionadas al caso en cuestión, sino también un riesgo para el fin último de las labores d 
procuración de justicia, en virtud de que generan el mensaje de que la información que 
proporcione puede ser usada para fines distintos a la investigación y análisis del delito. 

Luego entonces. de un análisis y concatenación de los argumentos jurídicos vertidos y d 
elementos prácticos se demuestra que a través de un dato aislado que pudiese parecer in cuo 
y sin oportunidad de vinculación con otros elementos se puede obtener informació · de · 
carácter confidencial como lo es Los datos personales de terceros relacionados dir ta 
indirectamente con el proceso. 

En razón de lo anterior, la divulgación de cualquier dato que lleve a !a identificación de lya 
personas. representa un riesgo real demostrable, identificable y de perjui o no sólo para los fine 
de procuración de justicia y de colaboración interinstitucional en virtud e que Los actores d L 
proceso al saber que sus datos podrían encontrarse en riesgo lue o e que se publicara 
información relativa al caso en el que se encuentran inmersos mima AUe fuera, conllev 
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que por temor a represalias se abstuvieran de coadyuvar con Los agentes de Ministerio Público 
Federal. 

A Lo antes señalado, se suma una garantía constitucional e internacional como Lo es La protección 
a La víctima y a su integridad física y emocional. pues la publicidad de cualquier dato que conlleve 
revivi r el daño causado es una forma de revictim ización para ella y sus familiares, eso sin 
considerar aquellos casos en los que desafortunadamente pierde la vida y el evento traumático 
para sus familias es mayor. 

En conclusión, si bien es cierto que el dato de una nomenclatura podría ser aparentemente de 
carácter estadístico e inofensivo, al quedar acreditada La gran cantidad de datos personales 
obtenidos a partir del mismo, esta Institución debe actuar conforme a Lo establecido en Los 
instrumentos internacionales en los que México es parte, nuestra Carta Magna, Leyes especiales 
y normas adjetivas como el propio Código Nacional de Procedimientos Penales, prevaleciendo 
la prerrogativa de protección a los datos personales de las víctimas y los involucrados en el 
proceso, la salvaguarda y protección de su integridad física, psicológica y emocional y la 
preminencia que les da la naturaleza del delito, por lo que, además de los impedimentos 
jurídicos para revelar la información hechos valer, respecto de cualquier dato o información 
que permita hacer identificables a las personas físicas y morales, se actualiza La hioótesis de 
información clasificada como confidencial en términos de Lo establecido en el artículo 113. 

fracción I de La Ley Federal de Transparencia y Acceso a La Información Pública. 

Por lo que, la suma de elementos normativos que disponen la protección de la información 
materia del presente, la demostración de su vulneración, la relevancia de salvaguardar la 
procuración de justicia, garantizar los mecanismos de colaboración interinst itucional. superan el 
interés particular de acceso a la información, siendo la clasificación de los datos el medio meno 
restrictivo en un marco comparativo con los intereses y bienes tutelados que pueden afectars 
con su divulgación. 

Precisado lo anterior, es que no es posible entregar la información como se requiere, ya que 
como se desprende de todo lo expuesto, se transgrede entre otros el derecho a la vida privada , 
y acceso a la justicia. La entrega de lo solicitado vulneraría y obstruiría las funciones de esta 
Fiscalía que const itucionalmente le han sido conferidas a través del Ministerio Público como 
institución encargada de la investigación y persecución de todos los delitos del orden federal. es 
decir, obligaciones constitucionales para garantizar la seguridad pública en los Estados Unidos 
Mexicanos. 

omite mencionar que el propio Pleno del Instituto Nacional de Transparencia, Acceso a la 
ación y Protección de Datos Personales (INAll, ha confirmado la reserva y confidencialidad 

de lo datos de identificación de las indagatorias llevadas a cabo por esta representación federal 
en los érminos planteados en la presente respuesta, situación que queda acreditada a través de 
la resol ción al recur o de revisión identificado con el RRA 11900/22. 
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B.13. Folio de la solicitud 330024624001256 

Síntesis 

Sentido de La resolución 

Rubro 

Contenido de la Solicitud: 

Información relacionada con expedientes de 
investigación 

Confirma 

Información clasificada como reservada y 
confidencial 

"Solicito que se me informé que oreas de la FGR llevan actualmente todas las averiguaciones 
previas que se aperturaron durante el periodo que existió la La Fiscalía Especial para fvtovimientos 
Sociales y Políticos del Pasado (FEfvtOSPP). 

Solicito que se me informe el número de averiguacion previa. que orea actualmente lleva cada 
expedientes así como el estado que guarda cada una de estas averiguaciones. " (Sic) 

Unidades administrativas involucradas: 
Conforme a las facultades establecidas en la fracción 11·. fracción XV de la Ley de la Fiscalí 
General de la República: 5·, fracción l. inciso b. subinciso ii y 20·. fracciones V, VI y VII del Estatut 
Orgánico de la Fiscalía General de la República. y demás disposiciones legales aplicables, la 
presente solicitud de información se turnó para su atención a: FEMDH. 

ACUERDO 
CT /ACD0/0257/2024: 

En el marco de lo dispuesto en los artículos 65, fracción , 
102 y 140 de la LFTAIP. el Comité de Transparencia or 
unanimidad determina confirmar la clasificación de rese a 
y confidencialidad de la información concerniente a las 
nomenclaturas. de conformidad con lo establecido e el 
artículo 110, fracción XII de la LFTAIP, hasta por un periodo 
de cinco años. o bien. hasta que las causas que dier~;;/ 
origen a la clasificación subsistan. así como, artículo 11{ 
fracción I del mismo ordenamiento legal. 

Lo anterior, toda vez que la Unidad Adm inistrativa competente. manifestó lo siguiente: 

Lo anterior. toda vez que. esta Institución se encuentra ante una imposibilidad jurídica para 
divulgar la nomenclatura de una de carpeta o averiguación previa. de conformidad con lo 
establecido en el artículo 110 fracción XII de la LFTAIP. así como en el n meral Trigési 
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primero de los Lineamientos generales en materia de clasificación y desclasificacíón de la 
información. así como para la elaboración de versiones públicas. que a la letra señalan: 

Ley Federal de Transparencia y Acceso a la Información Pública 
Artículo 110. Conforme a lo dispuesto por el articulo 113 de la Ley General. como información reservada 
podrá clasificarse aquella cuya publicación: 
[...) 

XII. Se encuentre contenida dentro de las investigaciones de hechos que la ley señale como delitos y 
se tramiten ante el Ministerio Público. y L .. I 

Lineamientos generales en materia de clasificación y desclasificación de la información, así como 
para la elaboración de versiones públicas 

Trigésimo primero. De conformidad con el artículo 113, fracción XII de la Ley General. podrá considerarse 
como información reservada, aquella que forme parte de las averiguaciones previas o carpetas de 
investigación que resulte de la etapa de investigación. durante la cual. de conformidad con La normativa 
en materia penal. el Ministerio Público o su equivalente reúne indicios para el esclarecimiento de los 
hechos y, en su caso. los datos de prueba para sustentar el ejercicio o no de la acción penal. la 
acusación contra el imputado y la reparación del daño. 

En ese sentido, si bien el Lineamiento antes transcrito hace referencia a la fracción del artículo 
113, de la Ley General de Transparencia y Acceso a la Información Pública (LGTAIP), dichas 
disposiciones son equiparables a lo establecido en la fracción XII, del artículo 110. de la LFTAIP, 
por Lo tanto. se motiva la clasificación de conformidad con lo establecido en los artículos 103 
104 de la LGTAIP que prevén: 

"Articulo 103. En Los casos en que se niegue el acceso a la información. por actualizarse alguno de los 
supuestos de clasificación. el Comité de Transparencia deberá confirmar. modificar o revocar la decisión. 

Para motivar la clasificación de la información y la ampliación del plazo de reserva. se deberán 
señalar las razones, motivos o circunstancias especiales que llevaron al sujeto obligado a concluir 
que el caso particular se ajusta al supuesto previsto por la norma legal invocada como fundamento. 
Además, el sujeto obligado deberá, en todo momento, aplicar una prueba de daño. 

Artículo 104. En La aplicación de La prueba de daño, el sujeto obligado deberá justificar que: 

l. La divulgación de la información representa un riesgo real, demostrable e identificable de perjuicio 
significativo al interés público o a la seguridad nacional; 
11. El riesgo de perjuicio que supondría la divulgación supera el interés público general de que se 
difunda. y 
/11. La limitación se adecua al principio de proporcionalidad y representa el medio menos restrictivo 
disponible para evitar el perjuicio". 

De esta manera. si bien se advierte que no es suficiente que la información esté directamente¡/ 
relacionada con causales previstas en el artículo 110 de la LFTAIP. lo cierto es que los sujetof 
obligados deben motivar la clasificación de la información mediante las razones o circunstancias 
especiales para poder acreditar la prueba de daño correspondiente. misma que en todo 

/

momento deberá aplicarse al caso concreto. y la cual deberá acreditar que la divulgación objeto 
de la reserva re resente un riesgo real. demostrable e identificable, así como el riesgo de 
perj uicio en cas de que dicha información clasificada sea considerada de interés público. 
ademas de preci ar que la misma se adecúa al principio de proporcionalidad en razón a que s 
negativa de acc o o se traduce en un medio restrictivo al derecho de acceso a la informació 
de los particulare : r lo anterior. se rinde la siguiente prueba de daño: 
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l. Riesgo real, demostrable e identificable: Es un riesgo real. el dar a conocer Las 
nomenclaturas de averiguaciones previas y/o carpetas de investigación, toda vez que se 
encuentran contenidas dentro de Las indagatorias. además que son un instrumento para 
identificarlas. por Lo que, con La obtención de Las mismas. y de una simple búsqueda en 
Los diversos medios electrónicos disponibles. fácilmente se podrían obtener datos 
adicionales de las partes que intervienen en la investigación e inclusive actos de ésta 
misma. los cuales no son de carácter público y que posiblemente en algunos casos puede 
haber solicitud expresa de confidencialidad de Los datos personales, solicitados por los 
involucrados, exponiendo un riesgo muy alto de trastocar La esfera de su Libre desarrollo 
de la personalidad y vulnerar con ello, su derecho a la intimidad, así como al de su 
privacidad, máxime que el Código Nacional de Procedimientos Penales, específicamente 
en su artículo 15, dispone que cualquier persona tiene derecho a que se respeten éstos: 
así como que se proteja La información de su vida privada y datos personales, ya que. de 
revelar alguna información, aún de forma indirecta, atentaría contra su intimidad. honor, 
inclusive su buen nombre: aunado a lo establecido en el artículo 218 del mismo Código 
Adjetivo, que ordena la estricta reserva de cualquier dato que se encuentre contenido en 
Las investigaciones. lo que incluye desde luego a las nomenclaturas. 

Es un riesgo real. demostrable e identificable porque podría, inclusive. implicar el 
quebrantamiento a diversos principios que rigen el sistema penal como los son: el de 
presunción de inocencia, debido proceso. tutela judicial efectiva, del mismo modo, se 
pondría en riesgo el pleno ejercicio de algún acto o acción de las partes en la 
investigación. además con dichos datos se podría obtener información que vulneraría l 
seguridad e identidad de las víctimas u ofendidos, y consecuentemente, trastocar s 
derecho a la reparación del daño. 

Ello es así porque las nomenclaturas se integran por: a) Las iniciales de la averiguación 
previa o carpeta de investigación. con lo que se podría identificar el tipo de procedimiento 
que se está siguiendo (sistema tradicional o acusatorio), b) La abreviación de la 
Subprocuraduría y/o Fiscalía Especializada y Unidad Administrativa (Delegación Estatal) 
en que se inicia. c) El número consecutivo y dl EL año en el que se registra. Al contar con 
esos datos se expondría información relacionada con el lugar en el que se radicó 
indagatoria. La unidad que lo investiga. datos del personal sustantivo. delito motivo de 
investigación. nombres de personas físicas identificadas o identificables entre otros da s 
personales de carácter confidencial de los involucrados. que hacen que su identi ~d¡ 
pueda ser determinada. 

En ese sentido, entregar La nomenclatura de las averiguaciones previas y/o carpetas de 
investigación implica inexorablemente exponer los datos de las actividades realizadas en 
cumplimento de las funciones de esta Fiscalía General de l República, provocando que 
cualquier persona pudiese aprovecharse de ellas. entorpe ndo o interrumpiendo los 
actos de investigación y persecución de los delitos, quebran , ndo inclusive el sigilo que 
deben guardar estas, como se mencionó con antelación re ecto del artículo 218 dr l 
Código Nacional de Procedimientos Penales. así como el artíc lo 16 del Código Federa 
de Procedimientos Penales. 
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11. Perjuicio que supera el interés público: Reservar Las nomenclaturas de Las 
averiguaciones previas y/o carpetas de investigación no contraviene el derecho a La 
información, ni al principio de máxima publicidad porque se trata de un interés particular, 
que conforme los argumentos que se han señalado en La presente. no rebasa La obligación 
constitucional de esta Fiscalía General de la República. consistente en proteger y 
garantizar los derechos humanos de las personas y dado que ningún derecho es ilimitado 
se considera que la reserva de la información solicitada relativa a las nomenclaturas no 
vulnera el interés público y en cambio, La divulgación de ésta, causaría un perjuicio a La 
sociedad y las partes en Las indagatorias. pues dicha reserva en todo caso sería un 
perjuicio que no supera el interés público, ya que no se vulnerarían las disposiciones 
contempladas en La Constitución Política de Los Estados Unidos Mexicanos, ni se 
transgredirían derechos humanos, derechos procesales de las partes. los posibles 
procesos que deriven de ella, los datos de prueba recabados en La investigación inicial y 
que. en su momento, sustenten el proceso ante el órgano jurisdiccional. 

Maxime que esta institución tiene como encargo constitucional la investigación y ejercicio 
de la acción penal en delitos del orden federal. a fin de dar cumplimiento al objeto del 
proceso penal que es el esclarecimiento de los hechos, proteger al inocente, procurar 
que el culpable no quede impune y que los daños causados por el delito se reparen, por 
ende, es deber de la institución preservar el cumplimiento irrestricto de la Constitución 
Política de los Estados Unidos Mexicanos. 

111. Principio de proporcionalidad: El reservar las nomenclaturas de las averiguaciones 
previas y/o carpetas de investigación no significa un medio restrictivo de acceso a la 
información pública, si bien, toda la información en posesión de las autoridades es pública 
y susceptible de acceso a Los particulares: las nomenclaturas de las indagatorias no so 
simple información de carácter público sino como ha quedado evidenciado por la 
razones antes aludidas. forman parte de la actividad constitucional de investigación 
persecución del delito, por Lo que. es razonable su reserva, considerando que, el derecho 
de acceso a La información se encuentra sujeto a limitaciones por razones de interés 
público previstas en la normativa correspondiente. como lo es el caso. 

_, 

/ 

Mas aún. que al efecto su requerimiento no obedece a un derecho superior o de interés 
público para justificar La entrega de la nomenclatura de la carpeta de investigación. en 
virtud de que como ya se dijo, al hacerla identificable se expondría información sensible 
y que no es de carácter público. toda vez que existe un riesgo de daño sustancial a Los 
intereses protegidos. ya que inclusive al vulnerar los principios que rigen el proceso penal, 
se podría contravenir el objeto de éste respecto del esclarecimiento de los hechos( 
proteger al inocente, procurar que el culpable no quede Impune y que los daños causados 
por el delito se reparen. desde la investigación inicial. 

la reserva invocada se considera una medida proporcional y menos restrictiva 
ho de acceso a la información, considerando que se le entrega la información 
requerida y en conjunto con información que se encuentra públicamente 
odrí Llegarse de mayores elementos para complementar la integridad d 
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Aunado a Los impedimentos normativos expuestos, este sujeto obligado se encuentra 
imposibilitado para proporcionar La información requerida. de conformidad con Lo previsto en el 
artículo 225, fracción XXVIII del Código Penal Federal. que prevé Lo siguiente: 

Artículo 225.- Son delitos contra la administración de justicia. cometidos por servidores públicos los 
siguientes: 
[...) 

XXVIII. - Dar a conocer a quien no tenga derecho. documentos, constancias o información que obren 
en una carpeta de investigación o en un proceso penal y que por disposición de la ley o resolución de 
la autoridad judicial. sean reservados o confidenciales; [. ..] 

Lo anterior, sin dejar de Lado Lo previsto en el artículo 49 de La Ley General de 
Responsabilidades Administrativas, el cual refiere: 

Artículo 49. Incurrirá en Falta administrativa no grave el servidor público cuyos actos u omisiones 
incumplan o transgredan lo contenido en las obligaciones siguientes: 
l...] . 

V Registrar, integrar, custodiar y cuidar la documentación e información que por razón de su 
empleo, cargo o comisión, tenga bajo su responsabilidad, e impedir o evitar su uso, divulgación, 
sustracción, destrucción. ocultamiento o inutilización indebidos; 

Por Lo antes señalado, resulta aplicable La Tesis aislada emitida por el Pleno de La Suprema Corte 
de Justicia de La Nación, el cual señala: 

DERECHO A LA INFORMACIÓN. SU EJERCICIO SE ENCUENTRA LIMITADO TANTO POR LOS 
INTERESES NACIONALES Y DE LA SOCIEDAD, COMO POR LOS DERECHOS DE TERCEROS. 
El derecho a la información consagrado en la última parte del artículo 60. de la Constitución Federal 
no es absoluto, sino que, como toda garantía. se halla sujeto a limitaciones o excepciones que se 
sustentan. fundamentalmente, en la protección de la seguridad nacional y en el respeto tanto a los 
intereses de la sociedad como a los derechos de los gobernados, limitaciones que, incluso. han dado 
origen a la figura jurídica del secreto de información que se conoce en la doctrina como ·reserva de 
información" o ·secreto burocrático·. En estas condiciones, al encontrarse obligado el Estado, como 
sujeto pasivo de la citada garantía, a velar por díchos intereses. con apego a las normas 
constitucionales y legales. el mencionado derecho no puede ser garantizado indiscriminadamente, 
sino que el respeto a su ejercicio encuentra excepciones que lo regulan y a su vez lo garantizan. en 
atención a la materia a que se refiera; así, en cuanto a la seguridad nacional. se tienen normas que. 
por un lado, restringen el acceso a la información en esta materia, en razón de que su conocimiento 
público puede generar daños a los intereses nacionales y, por el otro. sancionan la inobservancia de 
esa reserva: por lo que hace al interés social. se cuenta con normas que tienden a proteger la 
averiguación de los delitos. la salud y la moral públicas. mientras que por lo que respecta a la 
protección de la persona existen normas que protegen el derecho a la vida o a la privacidad de lo 
gobernados. 

Ahora bien, respecto a dicha clasificación del número de carpeta de investigación es 
señalar que. si bien su reserva atiende a la causal establecida en e artículo 110 fracci · 
Ley Federal de Transparencia y Acceso a La Información. también l es que, resulta aplicable la 
fracción I del artículo 113 de la precitada Ley. en el que se stablece como información 
confidencial La que contiene datos personales concern ientes a un persona física identificada o 
identificable y de aquella que presentan Los particulares a Los sujet obligados, en relación cron 
el Trigésimo Octavo de los Lineamientos generales de clasificac · n y desclasificación de la 
información, así como para la elaboración de versiones públicas se rí o siguiente: 
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La que contiene datos personales concernientes a una persona física identificada o identificable:· 

Trigésimo octavo. Se considera susceptible de clasificarse como información confidencial: 

l. Los datos personales, entendidos como cualquier información concerniente a una persona física 
identificada o identificable, en términos de la norma aplicable que, de manera enunciativa más no 
limitativa, se pueden identificar de acuerdo a las siguientes categorías: 

1. Datos identi(icativos: El nombre, alias. pseudónimo. domicilio, código postal. teléfono particular. 
sexo. estado civil, teléfono celular. firma. clave de Registro Federal de Contribuyentes (RFC), Clave 
Única de Registro de Población (CURP). Clave de Elector. Matrícula del Servicio Militar Nacional. 
número de pasaporte. lugar y fecha de nacimiento. nacionalidad. edad. fotografía. localidad y sección 
electoral, y análogos. 
2. Datos de origen: Origen, etnia. raza. color de piel. color de ojos. color y tipo de cabello, estatura. 
complexión. y análogos. 
3. Datos ideológicos: Ideologías, creencias. opinión política. afiliación política. opinión pública. 
afiliación sindical, religión. convicción filosófica y análogos. 
4. Datos sobre la salud: EL expediente clínico de cualquier atención médica. historial médico, 
referencias o descripción de sintomatologías. detección de enfermedades. incapacidades médicas. 
discapacidades, intervenciones quirúrgicas, vacunas, consumo de estupefacientes, uso de aparatos 
oftalmológicos, ortopédicos, auditivos, prótesis. estado físico o mental de la persona, así como la 
información sobre la vida sexual, y análogos. 
5. Datos Laborales: Número de seguridad social, documentos de reclutamiento o selección. 
nombramientos. incidencia. capacitación. actividades extracurriculares, referencias laborales. 
referencias personales, solicitud de empleo. hoja de servicio. y análogos. 
6. Datos patrimoniales: Bienes muebles e inmuebles de su propiedad, información fiscal, historial 
crediticio, ingresos y egresos. número de cuenta bancaria y/o CLABE interbancaria de personas físicas 
y morales privadas, inversiones, seguros. fianzas. servicios contratados. referencias personales, 
beneficiarios, dependientes económicos, decisiones patrimoniales y análogos. 
7 Datos sobre situación jurídica o legal: La información relativa a una persona que se encuentre o 
haya sido sujeta a un procedimiento administrativo seguido en forma de juicio o jurisdiccional en 
materia laboral. civil, penal. fiscal, administrativa o de cualquier otra rama del Derecho. y análogos. 
8. Datos académicos: Trayectoria educativa, avances de créditos. tipos de exámenes. promedio. 
calificaciones, títulos. cédula profesional. certificados. reconocimientos y análogos. 
g. Datos de tránsito y movimientos migratorios: Información relativa al tránsito de las personas dentro 
y fuera del país. así como información migratoria. cédula migratoria. visa, pasaporte. 
10. Datos electrónicos: Firma electrónica. dirección de correo electrónico. código OR. 
11. Datos biométricos: Huella dactilar. reconocimiento facial. reconocimiento de iris. reconocimiento de 
la geometría de la mano. reconocimiento vascular. reconocimiento de escritura. reconocimiento de voz. 
reconocimiento de escritura de teclado y análogos. 

11. La que se entregue con tal carácter por los particulares a los sujetos obligados. siempre y cuando 
tengan el derecho de entregar con dicho carácter la información, de conformidad con lo dispuesto en 
las leyes o en los Tratados Internacionales de los que el Estado mexicano sea parte; y 

L./ 

De Lo anterior. se colige que será considerada información clasificada como confidencial, aquella 
que contenga datos personales de una persona identificada o identificable, independientemente 
del medio por el cual se hayan obtenido, sin necesidad de estar sujeta a temporalidad alguna. 

/ 
En ese contexto, l ser La nomenclatura de un expediente de investigación un dato identificador 
de cada asunto ermit La individualización de casos exponiendo diversos datos personales de 
Los intervinientes e has indagatorias. ello en virtud de que la propia nomenclatura de las 
carpetas de inve 1g ión proporciona información referente al lugar y fecha de registro de 
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delito. a parti r de La búsqueda de este dato en medios abiertos. se puede rápidamente 
individualizar un caso. 

Lo anterior cobra relevancia pues, si cualquier persona realizara una búsqueda básica en internet. 
se pueden evidenciar datos personales de La víctima y su entorno, de sus familiares, abogados, 
médicos, de personas servidoras públicas y particulares a las que se le imputan Los hechos y de 
Las encargadas de La investigación. información que conforme a La Legislación aplicable en la 
materia, reviste el carácter de confidencial. y que, en el marco de Los instrumentos 
internacionales, Las autoridades en el ejercicio de sus funciones tienen La obligación Legal de 
proteger. 

Ahora bien. en Las indagatorias pueden existir una gran cantidad de datos de víctimas, donde La 
individualización de casos se refiere a La identificación específica de éstas, así como de Los 
responsables o presuntos responsables, y de otros individuos que participan en los procesos de 
procuración e impartición de j usticia , tales como policías, agentes del ministerio público, 
fam iliares de Las víctimas, denunciantes, peritos. j ueces y abogados: de igual forma comprende a 
miembros de sociedad civil, personas que acompañan a Las víctimas. así como personal médico 
y de salud mental, entre otros. 

Las consecuencias de La individualización de casos y Los potenciales riesgos que esto implica son 
sumamente relevantes, ya que de materializarse pueden propiciar La revictimización, La comisión 
de nuevos delitos, afectar los flujos de información y entorpecer la investigación (y otros 
proyectos similares, que son un insumo importante para La investigación criminal), afectar los 
procesos de procuración de justicia, incrementar la desconfianza de la población en las 
autoridades de procuración de j usticia y generar incentivos negativos para la denuncia de 
futuros delitos. 

Por Lo anterior, hacer pública La información del número identificador e individualizador de 
casos, es decir la nomenclatura del expediente de investigación, pone en riesgo La vida, 
seguridad y salud de Las personas, puesto que las hace perfectamente identificables, por Lo que 
se Les puede afectar de una manera incalculable, por ejemplo en el sentido de que desistan d 
sus investigaciones. sea por presión social o por amenazas. to que no soto conllevaría a 
impunidad, sino a que se incrementen los delitos en el corto, mediano y largo plazo. l'/ 

De manera específica, su publicación afectaría en el corto plazo, en al menos tres esferas: / 

• Individual: vulnera La integ ridad física y mental de Las personas involuc das 
(víctimas, presunto responsable). 

• Investigación: puede afectar Los procesos de investigación criminal. 
• Institucional: pone en riesgo la procuración de j usticia. 

Por tal motivo, al tratarse de indagatorias llevadas a cabo por es Fiscalía General de la 
República. se relacionan con delitos del fuero federal, por Lo q e esta Institución debe 
implementar los medios necesarios para realizar con prontitud aquella actuaciones esencialev 
y oportunas dentro de un plazo razonable para lograr su objeto: así mo la ?Yl1í~ a. atención, 
asistencia, derecho a la verdad, j usticia y reparación integral a fin de qu ta \l-ÍC 1ma, los familiare 
y toda persona involucrada en el proceso de búsqueda o en el proce enal, cuando su vida o 
integ ridad corporal pueda estar en peligro sea tratada y consider co o titular de derechos. 
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En ese sentido. se debe precisar que las autoridades deben utilizar, atendiendo el principio de 
debida diligencia. todos los medios necesarios para la ayuda, atención, asistencia, derecho a la 
verdad y justicia de la víctima, con un enfoque humanitario centrado en el alivio y sufrimiento de 
la incertidumbre basada en la necesidad de respuesta a sus familiares. brindando la máxima 
protección, adoptando y aplicando las medidas que garanticen el trato digno, ello contribuyendo 
a la no revictimización: es decir, esta Institución se encuentra obligada a implementar las 
medidas necesarias y justificadas con los principios en materia de derechos humanos 
establecidos en nuestra carta magna y los tratados internacionales, con la finalidad de evitar 
revictimización o criminalización en cualquier forma. agravando su condición. obstaculizando o 
impidiendo el ejercicio de sus derechos, personalidad e intereses jurídicos o exponiéndoseles a 
sufrir un nuevo daño. 

En ese contexto, esta Fiscalía General de la República se encuentra obligada a establecer 
programas para la protección de las víctimas21. a los familiares y a toda persona involucrada en la 
investigación, situación por la cual, el proporcionar cualquier información aue Lleve a la 
identificación de Las personas en una investigación ocasiona un peligro inminente a su vida o 
integridad corporal. asimismo, se encuentran expuestas a ser sometidas a actos de maltrato o 
intimidación por su intervención en dichos procesos. 

¡ 
¡ 

Por su parte la Ley General de Victimas, en los articulo 21 y 24, establece por un lado que, toda / 
víctima tiene derecho a que las autoridades desplieguen las acciones pertinentes para su / 

1 

protección con el objetivo de preservar. al máximo posible. su vida y su integridad física y 1 

psicológica; y por otra que. el Estado tiene el deber de impedir la sustracción y destrucción de 
los archivos relativos a violaciones de derechos humanos y que, su consulta tendrá la única 
finalidad de salvaguardar la integridad y seguridad de Las víctimas y de las personas relacionada 

Del contexto anterior se desprende que el Estado debe garantizar la protección de toda person 
que participe en el proceso, esto incluye a aquellas que tengan la calidad de personas protegidas 
y testigos colaboradores, ello de conformidad con lo dispuesto en el artículo 18 de la Convención 
Internacional para la Protección de Todas las Personas contra las Desapariciones Forzadas. 
concatenado con lo anterior el artículo 19 de dicha Convención, dispone que la información 
personal que se recabe no puede ser utilizada o revelada con fines distintos. 

En ese contexto. la Ley Federal para la Protección a Personas que Intervienen en el 
Procedimiento Penal. la cual es de observancia general y tiene por objeto establecer las medidas 
y procedimientos que garanticen la protección y atención de personas intervinientes en el 
procedimiento penal, cuando se encuentren en situación de riesgo o peligro por su participación 
o como resultado del mismo, define en su artículo 2° como medidas de protección Las acciones 
tendientes a eliminar o reducir Los riesgos que pueda sufrir una persona derivado de La acción de 
represalia ventual con motivo de su colaboración, o participación en un procedimiento penal, f 
21 Ley General 
Articulo 4. Se de minarán victimas directas aquellas personas físicas que hayan sufrido algún daño o menoscabo económico, físico, mental, 
emocional, o en neral cualquiera puesta en peUgro o lesión a sus bienesjuridicos o derechos como consecuencia de la comisión de un deUto 
o violaciones a su derechos humanos reconocidos en la Constitución y en los Trotodos Internacionales de los que el Estado Mexicano sea Parte. 
Son víctimas indire as los f, iUares o aquellas personas físicas a cargo de la víctima directa que tengan una relación inmediata con ella. son 
victimas potencial las p nas físicas cuya integridad física o derechos peligren por prestar asistencia a la víctima ya sea por Impedir o 
detener la violación ec os o la comisión de un delito. La caUdad de víctimas se adquiere con la acreditación del daño o menoscabo de los 
derechos en los térmi esta ecidos en la presente Ley, con independencia de que se identifique, aprehenda, o condene al responsable del daño o 
de que la victima e, en p lgún procedimiento judicial o administrativo. Son víctimas los grupos, comunidades u organizaciones sociales qu :::: :,:a S:ó: O:d~o::~:~"'"º bkaes~füscoloctNOS -o,esollodode file=- de ""delito o ID wmocfude dellch J 
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así como de personas o familiares cercanas a éste, a una persona protegida a todo aquel 
individuo que pueda verse en situación de riesgo o peligro por su intervención en un 
procedimiento penal, incluyendo a Las personas Ligadas con vínculos de parentesco o afectivos 
con el testigo, víctima, ofendido o servidores públicos, que se vean en situación de riesgo o 
peligro por Las actividades de aquellos en el proceso; y, al testigo colaborador como La persona 
que accede voluntariamente a prestar ayuda eficaz a La autoridad investigadora, ri ndiendo al 
efecto su testimonio o aportando otros medios de prueba conducentes para investigar. procesar 
o sentenciar a otros sujetos. Podrá ser testigo colaborador. aquella persona que haya sido o sea 
integrante de La delincuencia organizada, de una asociación delictiva, o que pueda ser 
beneficiario de un criterio de oportunidad. 

Así, el artículo 16 de La Ley Federal para La Protección a Personas dispone que Las medidas de 
protección a Las que tienen derecho Las personas que se encuentran en alguno de Los supuestos 
jurídicos citados en el párrafo anterior, se dividen en Las de asistencia y Las de seguridad. Las 
primeras tienen como finalidad acompañar a Las personas de profesionales organizados 
interdisciplinariamente, de acuerdo con La problemática a abordar, procurando asegurar a La 
persona que su intervención en el procedimiento penal no significará un daño adicional o el 
agravamiento de su situación personal o patrimonial; y Las segundas, tendrán como finalidad 
brindar las condiciones necesarias de seguridad para preservar la vida, la libertad y/o la 
integridad física de los sujetos. 

Los anteriores derechos también resultan aplicables a Los jueces, peritos, testigos, víctimas y 
demás personas, cuando se requiera por su intervención en un procedimiento penal de su 
competencia sobre delitos en materia de delincuencia organizada a que refiere el Código Penal 
Federal. 

Por el contrario, Las obligaciones a Las que se encuentran sujetas dichas personas consisten en 
abstenerse de informar que se encuentra incorporada en el Programa o divulgar información del 
funcionam iento de este. 

EL otorgamiento y mantenimiento de Las medidas de protección está condicionado al 
cumplimiento de Las obligaciones descritas en el párrafo anterior y su incumplimiento podrá dar 
Lugar a La revocación. 

Por otro Lado, se debe tomar en cuenta que La Ley de la Fiscalía General de la República, en u 
artículo 10, establece que para efectos del acceso a la información pública, esta lnstitució se 
reg irá bajo el pri ncipio de máxima publicidad en los términos de La Constitución, no obstant , se 
clasificará La información cuya divulgación pueda poner en riesgo La seguridad de Las pers nas 
que intervienen en un procedimiento penal o Las investigaciones que realice La persona agente 
del Ministerio Público de La Federación y mantendrá la confidencialidad de los dato: / / 
personales, en los términos que disponga el Código Nacional de Procedimientos Penaley 
otras disposiciones aplicables, así como lo que establece dicha Ley. 

Además, el artículo 38 de La Ley de La Fiscalía General de La República. d pone que La información 
conten ida en Los expedientes de investigación de delitos a cargo de Ministerio Público, seráv 
reservada y confidencial cuando afecte Los derechos humanos de Las p rtes en el pr:oceso penal 
o sea un obstáculo para Las investigaciones, por Lo que, en ese caso, únic me te-será consultada, 
revisada o transmitida para los fi nes y propósitos del ejercicio de Las fac t ades constitucionales 
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de la Fiscalía General de la República, asi como la investigación y persecución de los delitos, salvo 
aquella información sea de carácter estadístico será pública. 

El derecho a la protección de los datos personales en los casos enunciados se regirá y limitará 
conforme a lo dispuesto en la Ley General de Protección de Datos Personales en Posesión de 
Sujetos Obligados, por razones de seguridad nacional. seguridad pública. para la prevención, 
investigación o persecución de los delitos, para proteger los derechos de terceros y de las partes 
en el proceso penal. 

Así mismo, el artículo 47 de la Ley de la Fiscalía General de la República prevé como obligaciones 
de las personas servidoras públicas de la Fiscalía General de la República el abstenerse de dar a 
conocer, entregar, revelar, publicar, transmitir, exponer, remitir, distribuir, videograbar, audio 
grabar, fotografiar, reproducir, comercializar, intercambiar o compartir a quien no tenga derecho, 
documentos, constancias, información, imágenes, audios, videos, indicios, evidencias, objetos o 
cualquier instrumento que obre en una carpeta de investigación o en un proceso penal y que por 
disposición de la Ley o resolución de La autoridad judicial. sean reservados o confidenciales; y que 
de acuerdo al artículo 71 de esta misma Ley, estarán sujetas al régimen de responsabilidades de 
la Ley General de Responsabilidades Administrativas y a las disposiciones especiales que 
establece la Ley de la Fiscalía General de La República. 

' ¡ 

La persona servidora pública que forme parte del servicio profesional de carrera cuando ¡ 
incumpla o transgreda el contenido de las obligaciones previstas en Los artículos 47 y 48 de la 
Ley de La Fiscalía General de la República, incurrirá en faltas administrativas por lo que serán 
causas de responsabilidad administrativa, sin perjuicio de cualquier otra responsabilidad y 
sanción a que haya lugar, prevista en Las disposiciones normativas y administrativas aplicables. 

En concatenación con lo expuesto, el articulo 49 de La Ley General de Responsabilidade 
Administrativas establece que incurrirá en falta administrativa el servidor público cuyos actos 
omisiones incumplan o transgredan, por ejemplo, el registrar, integrar, custodiar y cuidar la 
documentación e información que. por razón de su empleo, cargo o comisión, tenga bajo su 
responsabilidad, e impedir o evitar su uso, divulgación, sustracción, destrucción, ocultamiento o 
inutilización indebidos. 

Adicionalmente, el Código Penal Federal en su artículo 225, fracción XXVIII, es claro en señalar 
que se considera delito contra La administración de justicia, cometido por servidores públicos el 
dar a conocer a quien no tenga derecho, documentos, constancias o información que obren en 
una carpeta de investigación o en un proceso penal y que, por disposición de la ley o resolución 
de la autoridad judicial. sean reservados o confidenciales. ¡ 
Por otro lado, debe de señalarse que uno de los factores principales para que la investigación d 
delitos pueda llevarse a cabo y documentarse es la denuncia de la "victima o victima 
indirectas": al respecto, es necesario traer a colación la normativa aplicable a la materia en el 
ámbito naci nal e internacional. la cual establece la importancia de la protección de la víctima 
para salvag ardar su integridad física y emocional y, por ende, trasladarse a un plano colateral 
en el que se ncuentra su círculo de proximidad (familiares v amiaos). 

lo señ ado con antelación, se enlistan los elementos legales que son aplicables 
oc y que más adelante serán concatenados con elementos y argumentos 

cu~nta de la relevancia de mantener la clasificación de los datos que pueda 
I 
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ser utilizados para revelar información confidencial que permita no sólo La identificación de Las 
partes en el proceso penal y su círculo cercano. poniendo en riesgo su vida integridad física y 
psicológica. sino que de manera colateral afectarían el curso de La investigación y su subsistencia 
misma: 

Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos 

"Artículo 20 <..) 
C. De los derechos de la víctima o del ofendido: 
( . ..) 
V. Al resguardo de su identidad y otros datos personales en los siguientes casos: cuando sean menores 
de edad: cuando se trate de delitos de violación. trata de personas. secuestro o delincuencia 
organizada; y cuando ajuicio de/juzgador sea necesario para su protección. salvaguardando en todo 
caso los derechos de la defensa". 

Lev General de Víctimas 

''Artículo 4.- Se denominarán víctimas directas aquellas personas físicas que hayan sufrido algún daño 
o menoscabo económico. físico. mental. emocional. o en general cualquiera puesta en peligro o lesión 
a sus bienes Jurídicos o derechos como consecuencia de la comisión de un delito o violaciones a sus 
derechos humanos reconocidos en la Constitución y en los Tratados Internacionales de los que México 
sea Parte. 

Son víctimas indirectas los familiares o aquellas personas a cargo de la víctima directa que tengan una 
relación inmediata con ella. 

Artículo 22. 
(.) 

Se deberá garantizar la confidencialidad de las víctimas y los testigos cuando ésta sea una medida 
necesaria para proteger su dignidad e integridad y adoptará las medidas necesarias para garantizar 
su seguridad. 
(.) 

Artículo 40. Cuando la víctima se encuentre amenazada en su integridad personal o en su vida o existan 
razones fundadas para pensar que estos derechos están en riesgo. en razón del delito o de la violación 
de derechos humanos sufrida. las autoridades del orden federal. estatal. del Distrito Federal o 
municipales de acuerdo con sus competencias y capacidades. adoptaran con carácter inmediato la 
medidas que sean necesarias para evitar que la victima sufra alguna lesión o daño". 

Códiao Nacional de Procedimientos Penales 

''Artículo 15- Derecho a la intimidad y a la privacidad 
En todo procedimiento penal se respetará el derecho a la intimidad de cualquier persona que ff 
intervenga en él. así mismo se protegerá la información que se refiere a la vida privada y los datos / 
personales. en los términos y con las excepciones que fijan la Constitución, este Código y la legislación 
aplicable. 

Artículo 106. Reserva sobre la Identidad 
En ningún caso se podrá hacer referencia o comunicar a terceros no leg · ·modos la información 
confidencial relativa a los datos personales de los sujetos del procedimient penal o de cualquier 
persona relacionada o mencionada en éste. 

Artículo 109. Derechos de la victima u ofendido 
En los procedimientos previstos por este Código. la víctima u ofendido tendc.án l s siguientes derechos: 
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XXVI. AL resguardo de su identidad y demás datos personales cuando sean menores de edad. se trate 
de delitos de violación contra la Libertad y el normal psicosexual. violencia familiar. secuestro. trata de 
personas o cuando ajuicio del Órgano jurisdiccional sea necesario para su protección salvaguardando 
en todos Los casos Los derechos de La defensa ". 

Así. se desprende que dar a conocer datos que se encuentran inmersos en la carpeta de 
investigación inherentes a datos personales da cuenta de devastadoras secuelas físicas y 
psicológicas en víctimas directas e indirectas. que pueden perdurar durante muchos años. 
pues estas secuelas psicológicas reviven la experiencia y se les conoce como estrés 
postraumático, esto también tiene impacto en los testigos e inclusive de forma indirecta puede 
alcanzar a las personas que realizan la investigación. puesto que pueden ser blancos de 
amenazas, intimidación y cualquier tipo de violencia, a fin de disminuir la efectividad de la 
investigación. 

Con base en lo anterior. del análisis de la normativa invocada, se advierte que prevalece en todo 
momento la obligación para las autoridades de velar por la protección de los datos personales 
de la víctima y de las partes en el proceso, la confidencialidad de dicha información en el 
procedimiento, así como las circunstancias en las cuales, derivado de la naturaleza del delito, 
se afecta psicológica y emocionalmente a las víctimas, adicionalmente la relevancia de evitar 
que ciertos factores conlleven a la revictimización, a través de la exposición a situaciones 
específicas que la trasladen nuevamente al momento en el que le causaron el daño. 

Por tal motivo, debe de prevalecer la obligación por parte de todas las autoridades de velar por 
la no revictlmización de los intervinientes en el proceso, por ende, revelar información relativa a 
datos de identificación de expedientes de investigación potencializa la individualización de la 
indagatorias y la identificación y localización de las victimas u ofendidos. 

Con lo expuesto, resulta evidente la facilidad con que se logra la individualización de casos. en 
este sentido principalmente de las víctimas, a partir de un dato aparentemente aislado y como 
se ha venido señalando. esto no sólo es un riesgo para las personas directa e indirectamente 
relacionadas al caso en cuestión, sino también un riesgo para el fin último de las labores de 
procuración de justicia. en virtud de que generan el mensaje de que la información que se 
proporcione puede ser usada para fines distintos a la investigación y análisis del delito. 

Luego entonces. de un análisis y concatenación de los argumentos jurídicos vertidos y de los 
elementos prácticos se demuestra que a través de un dato aislado que pudiese parecer inocu 
y sin oportunidad de vinculación con otros elementos se puede obtener información de 
carácter confidencial como lo es los datos personales de terceros relacionados directa e 
indirectamente con el proceso. 

En razón de lo anterior. la divulgación de cualquier dato que lleve a la identificación de las 

/:

ersonas. rep esenta un riesgo real demostrable, identificable y de perjuicio no sólo para los fines 
e procuració de justicia y de colaboración interinstitucional en virtud de que los actores del 
receso al sa r que s datos podrían encontrarse en riesgo luego de que se publicara 

información rela ·va al en el que se encuentran inmersos por mínima que fuera. conllevarí 
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que por temor a represalias se abstuvieran de coadyuvar con Los agentes de Ministerio Público 
Federal. 

A lo antes señalado. se suma una garantía constitucional e internacional como lo es la protección 
a la víctima y a su integridad fís ica y emocional. pues la publicidad de cualquier dato que conlleve 
revivir el daño causado es una forma de revictim ización para ella y sus familiares. eso sin 
considerar aquellos casos en los que desafortunadamente pierde La vida y el evento traumático 
para sus familias es mayor. 

En conclusión, si bien es cierto que el dato de una nomenclatura podría ser aparentemente de 
carácter estadístico e inofensivo, al quedar acreditada la gran cantidad de datos personales 
obtenidos a partir del mismo, esta Institución debe actuar conforme a lo establecido en Los 
instrumentos internacionales en Los que México es parte. nuestra Carta Magna. Leyes especiales 
y normas adjetivas como el propio Código Nacional de Procedimientos Penales. prevaleciendo 
la prerrogativa de protección a los datos personales de Las víctimas y Los involucrados en el 
proceso, la salvaguarda y protección de su integridad física, psicológica y emocional y la 
preminencia que les da la naturaleza del delito, por Lo que, además de los impedimentos 
jurídicos para revelar La información hechos valer. respecto de cualquier dato o información 
aue oermita hacer identificables a las personas físicas y morales. se actualiza la hipótesis de 
información clasificada como confidencial en términos de lo establecido en el artículo 113, 
fracción I de la Ley Federal de Transparencia y Acceso a la Información Pública. 

Por Lo que. la suma de elementos normativos que disponen la protección de la información 
materia del presente. la demostración de su vulneración, la relevancia de salvaguardar la 
procuración de j usticia. garantizar Los mecanismos de colaboración interinstitucional. superan el 
interés particular de acceso a la información. siendo la clasificación de Los datos el medio menos 
restrictivo en un marco comparat ivo con los intereses y bienes tutelados que pueden afectarse 
con su divulgación. 

Precisado Lo anterior. es que no es posible entregar La información como se requiere. ya que 
como se desprende de todo Lo expuesto. se transgrede entre otros el derecho a La vida privada 
y acceso a la justicia. La entrega de lo solicitado vulneraría y obstruiría las funciones de esta 
Fiscalía que constitucionalmente le han sido conferidas a través del Ministerio Público como 
institución encargada de la investigación y persecución de todos los delitos del orden federal. e 
decir. obligaciones constitucionales para garantizar La seguridad pública en los Estados Unido 
Mexicanos. 

/ 
No se omite mencionar que el propio Pleno del Instituto Nacional de Transparencia, Acceso La?",· 
Información y Protección de Datos Personales (INAD. ha confirmado la reserva y confidenciali ad 
de los datos de identificación de las indagatorias llevadas a cabo por esta representación federal 
en los términos planteados en la presente respuesta , situación que que a acreditada a través de 
La resolución al recurso de revisión identificado con el RRA 11900/22. 
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B.14. Folio de la solicitud 330024624001271 

Síntesis Información relacionada cor. terceros 

1 Sentido de la resolución Confirma 

Rubro infonnación clasificada como confidencial 

Contenido de la Solicitud: 
"se SOLICITAN los antecedentes e información que se tenga sobre posibles detenciones e 
investigaciones de carácter Penal en el que se encuentre implicado la persona de nombre: (...), 
tambien conocido como: (..}, Lo anterior dado que tambien se encuentra implicado en La comisión 
de hechos actuales probablemente constitutivos de delito." (Sic) 

Unidades administrativas involucradas: 
Conforme a las facultades establecidas en la fracción 11· , fracción XV de La Ley de La Fiscalía 
General de la RepúbLica; s·. fracción l. inciso b. subinciso ii y 20·. fracciones V. VI y VII del Estatuto 
Orgánico de la Fiscalía General de la República, y demás disposiciones legales aplicables. L 
presente solicitud de información se turnó para su atención a: FECOC, FEMDH, FEMDO, FECO 
y FISEL. 

ACUERDO 
CT / ACD0/0258/2024: 

En el marco de lo dispuesto en Los artículos 65, fracción 11. 
102 y 140 de la LFTAIP. el Comité de Transparencia por 
unanimidad determina confirmar la confidencialidad del 
pronunciamiento institucional respeto de afirmar o negar 
algún proceso penal a cargo de esta Fiscalía General de la 
República, en contra de la persona señalada en La solicitud, f / 
en términos del artículo 113, fracción I de la LFTAIP. 

Además, es importante hacer del conocimiento de los particulares que conforme a Los artículos 
21 y 102, apartado A. párrafo cuarto, de La Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, 
el Minist~rio Público de la Federación prevé como competencia del Ministerio Público de la 
Federad n buscar y presentar las pruebas que acrediten la participación de las personas en 
aquellos echos que las leyes señalan como delitos ante la autoridad judicial. Es decir, tiene a 
su cargo l persecución e investigación de los delitos, lo que significa que es el único órgano 
estatal co petent para formular e impulsar La acusación o imputación delictiva. Así. L 
persecuciót\. e i stigación de Los delitos es una labor de carácter administrativo que p 
definición exo e lajudicial. 
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Es por Lo anterior que. Lo expuesto en el párrafo precedente constituye inclusive un principio de 
imparcialidad en el que se garantiza a la persona imputada que el órgano que acusa no debe 
ser el mismo que el que juzga. 

Así Lo establece La Convención Americana sobre Derechos Humanos en su artículo 8.1. en el que 
señala que "Toda persona tiene derecho a ser oída. con las debidas garantías y dentro de un plazo 
razonable. por un juez o tribunal competente, independiente e imparcial. establecido con 
anterioridad por la ley, en la sustanciación de cualquier acusación penal formulada contra ella. 
o para la determinación de sus derechos y obligaciones de orden civil. laboral. fiscal o de cualquier 
otro carácter". 

De esta forma. debe entenderse que es el juez o tribunal el que Lleva a cabo La sustanciación de 
cualquier acusación penal formulada en contra alguna persona. Esta sustanciación implica La 
comprobación (o no) de que se cometió un delito y que determinada persona o personas son Las 
responsables de tal hecho. 

Por otra parte, Los artículos 21, párrafo tercero y 104, fracción I, de la Constitución Política de 
los Estados Unidos Mexicanos prevén que será el órgano jurisdiccional federal el competente 
para conocer de Los delitos del orden federa l. dentro del proceso penal federal, para, en su caso, 
imponer Las penas mediante resoluciones en forma de sentencias condenatorias y/o 
absolutorias. 

Es en La etapa de juicio en La cual se determina La existencia o no del delito, tal y como se puede 
advertir de Lo señalado por el Código Nacional de Procedimientos Penales, que en Lo que nos 
ocupa dispone: 

• AL dictar sentencia condenatoria se indicarán Los márgenes de la punibilidad del delito y 
quedarán plenamente acreditados los elementos de la clasificación jurídica: es decir. 
el tipo penal que se atribuye. el grado de la ejecución del hecho. La forma de intervención 
y la naturaleza dolosa o culposa de la conducta. así como el grado de lesión o puesta en 
riesgo del bien jurídico (séptimo párrafo del artículo 406). 

• La sentencia condenatoria hará referencia a los elementos objetivos, subjetivo 
normativos del tipo penal correspondiente, precisando si el tipo penal se consum o 
se realizó en grado de tentativa. así como La forma en que el sujeto activo haya interve ido 
para la realización del tipo, según se trate de alguna forma de autoría o de participación, 
y la naturaleza dolosa o culposa de la conducta típica jurídico (octavo párrafo del artículo ,;/ 
406). / 

Incluso, en La etapa del j uicio. el Ministerio Público de La Federación puede plantear una 
reclasificación -artículo 398 del Código Nacional de Procedimiento Penales- respecto del 
delito invocado en su escrito de acusación. 

Con lo anterior, se confirma que en la etapa de investigación no exist 
existen hechos denunciados constituyen un delito, o no, ya que~ 
determinar su existencia es el juez de enjuiciamiento. 
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En ese tenor, la autoridad judicial es la única facultada para emitir resoluciones en forma de 
sentencias y autos. Es decir, dictarán sentencia para decidir en definitiva y poner término al 
procedimiento penal y autos en todos los demás casos, ello de conformidad con los artículos 67 
y 206 del Código Nacional de Procedimientos Penales. 

En consecuencia. nadie podrá ser condenado, sino hasta que el Tribunal de enjuiciamiento 
adquiera la convicción más allá de toda duda razonable de que el acusado sea responsable de 
la comisión de determinado delito. 

Asimismo, se reitera que esta Fiscalía General de la República, como todas las autoridades del 
Estado Mexicano, en cumplimiento a los artículos 1, párrafo tercero de la Constitución Política de 
los Estados Unidos Mexicanos. se encuentra obligada a respetar, proteger y garantizar los 
derechos humanos. 

Con base en lo anterior, determinar si respecto a los hechos que con apariencia de delito, -en 
un supuesto sin conceder- hayan sido denunciados y conforme a las indagatorias realizadas 
por el agente del Ministerio Público de la Federación, existiera la posibilidad de que esos 
hechos sean constitutivos de delito, sería competencia exclusiva de la autoridad judicial 
determinarlo y en su caso liberar la información que considere conveniente, de manera 
fundada y motivada, de conformidad con el marco constitucional, convencional y legal cita 

Apoya lo anterior, la siguiente tesis emitida por el Noveno Tribunal Colegiado en Materia Pe al 
del Primer Circuito, cuyos datos de localización y rubro, son: 

/ 

Registro digital: 2024811. Instancia: Tribunales Colegiados de Circuito. Undécima Época. fvlaterias(s): 
Constitucional. Penal. Tesis: J.90.P.54 P (11a). Fuente: Gaceta del Semanario Judicial de la Federación. 
Libro 14, Junio de 2022. Tomo VII. página 6355, Tipo: Aislada: 

"PRESUNCIÓN DE INOCENCIA COMO REGLA DE TRATO EN SU VERTIENTE EXTRAPROCESAL. LA 
TRANSGRESIÓN A ESE DERECHO FUNDAMENTAL PUEDE SURGIR DE CUALQUIER AUTORIDAD 
PÚBLICA. 

Hechos: En un seminario académico un servidor público dio su opinión sobre un asunto penal de 
relevancia nacional. del cual conoció en razón de su competencia. Motivo por el cual. La parte imputada 
solicitó el amparo y protección de la Justicia Federal por considerar que dicha opinión transgredió su 
derecho fundamental a La presunción de inocencia como regla de trato en su vertiente extraprocesal. 

Criterio juridico: Este Tribunal Colegiado de Circuito determina que ese derecho puede ser violado 
tanto por los Jueces a cargo del proceso. como por otras autoridades públicas. por lo cual éstas deben 
ser discretas y prudentes al realizar declaraciones públicas sobre un proceso penal. antes de que la 
persona haya sido Juzgada y condenada. sin que en nada cambie esta situación el hecho de que el 
asunto se esté tramitando en cualquiera de Las etapas del proceso penal (investigación. intermedia o 
Juicio). 

Justificación: EL derecho humano a la presunción de inocencia como regla de trato en su vertiente 
extraprocesal ha sido reconocido como el derecho fundamental a recibir La consideración y el trato de 
no autor no participe en hechos de carácter delictivo o análogos a éstos y determina. por ende. el 
derecho que no se apliquen las consecuencias o los efectos jurídicos anudados a hechos de tal 
naturalez . Asimismo. y a diferencia de Lo que sucede con la regla de juicio. la violación a esta vertiente 
de la pres 'ílción de inocencia puede emanar de cualquier agente del Estado. especialmente de las 
autoridad po · ia/es. Por ello. y siguiendo Los criterios tanto nacionales como internacionales 
podemos - que no afecta la libertad de expresión de La autoridad señalada como responsable. 
pues no d e o idarse que las autoridades públicas deben tener en cuenta sus responsabilidades 
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obligaciones como servidores públicos y actuar con moderación cuando expresen sus opiniones y 
puntos de vista en cualquier circunstancia en que. a los ojos de un observador razonable. puedan 
comprometer objetivamente su cargo. su independencia o imparcialidad Sin que obste a lo anterior 
que se trate de hechos de corrupción, o de un asunto mediático debido a su amplia difusión a través 
de los diversos medios masivos de comunicación. pues todos los órganos del Estado tienen la 
obligación de no condenar informalmente a una persona o emitir juicio ante la sociedad. mientras no 
se acredite su responsabilidad penal. pues el hacerlo. ya sea sin mencionar el nombre. pero dando 
datos precisos que permiten saber de qué persona se trata. trae como consecuencia la violación del 
derecho fundamental de presunción de inocencia en su vertiente extraprocesal. Lo anterior. con 
fundamento en los criterios. opiniones y sentencias emitidos tanto por el Comité de Derechos Humanos. 
la Corte Interamericano de Derechos Humanos y la Corte Europea de Derechos Humanos. así como 
del Informe del Relator Especial sobre la Independencia de los Magistrados y abogados de la 
Organización de las Naciones Unidas (ONU)." 

Por consiguiente. esta Fiscalía General de la República se encuentra jurídicamente 
imposibilitada para pronunciarse sobre la existencia o inexistencia de la información 
solicitada, toda vez que se actualiza la hipótesis de información clasificada como confidencial 
en términos de Lo dispuesto en el artículo 113, fracción I de La Ley Federal de Transparencia y 
Acceso a La Información Pública. así como del numeral Trigésimo octavo de los Lineamientos 
Generales en materia de clasificación y desclasificación de La información así como La elaboración 
de versiones públicas. 

En virtud de ello, se concluye que este sujeto obligado se encuentra imposibilitado jurídicament 
para pronunciarse sobre existencia o inexistencia de la información requerida. toda vez que L 
misma se ubica en el ámbito de Lo privado, ya que afirmar o negar la existencia o inexistencia 
de alguna investigación asociada a una persona física identificada o identificable, como es el 
caso que nos ocupa, se estaría atentando contra la intimidad, honor, vida privada, buen 
nombre, seguridad y presunción de inocencia como regla de trato procesal de la persona 
física señalada. 

Por lo expuesto, resulta conveniente señalar el contenido del artículo 113, fracción l. de la Ley 
Federal de Transparencia y Acceso a la Información Pública, que a la letra establece: 

"Articulo 113. Se considera información confidencial: 
l. La que contiene datos personales concernientes a una persona física identificada o 
identi{icable;!..J' 

Además, este precepto legal establece que la información confidencial no estará suje 
temporalidad alguna y sólo podrán tener acceso a ella Los titulares de esta, sus representa 
Legales y Los servidores públicos facultados para ello. 

En complemento. el numeral Trigésimo octavo de Los Lineamientos Generales en materia de 
clasificación y desclasificación de la información, así como la elaboració de versiones públicas. 
disponen: 

"Trigésimo octavo. Se considera susceptible de clasificarse como información c nfidencial: 
l. Los datos personales. entendidos como cualquier información concerniente una persona física 
identificada o identificable. en términos de la norma aplicable que. de manera nunciativa más no 
limitativa. se pueden identificar de acuerdo a las siguientes categorías: • 
[_/ 
7. Datos sobre situación jurídica o legal: La información relativa a una perso 
haya sido sujeta a un procedimiento administrativo seguido en forma 
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materia laboral. civil. penal. fiscal. administrativa o de cualquier otra rama del Derecho. y análogos. 
l .. ./' 

De lo expuesto, se desprende que será considerada información clasificada como confidencial, 
aquella que contenga datos personales de una persona física identificada o identificable, 
independientemente del medio por el cual se haya obtenido, sin necesidad de estar sujeta a 
temporalidad alguna y a la que sólo podrán tener acceso los titulares de la información o sus 
representantes legales. 

Por tal motivo, se insiste que el dar a conocer información que asocie a una persona con La 
existencia de alguna investigación afectaría directamente su intimidad, privacidad y datos 
personales de la persona en comento, así como La presunción de inocencia en su vertiente de 
regla de trato. 

AL efecto, se debe considerar que dichos derechos están constitucional e internacionalmente 
reconocidos, conforme los artículos 1·, 6º y 16· de nuestra Carta Magna, de donde se desprende 
que toda persona tiene derecho a que se Le respete su vida privada y a La protección de sus datos 
personales y todo Lo que esto conlleva, así como el normal desarrollo de su personalidad, 
estableciendo lo siguiente: 

"Articulo 10. En tos Estados Unidos Mexicanos todas las personas gozarán de los derechos 
humanos reconocidos en esta Constitución y en los tratados internacionales de los que el Estado 
Mexicano sea parte. asi como de las garantías para su protección, cuyo ejercicio no podrá restringirse 
ni suspenderse. salvo en los casos y bajo las condiciones que esta Constnución establece. 

Las normas relativas a los derechos humanos se interpretarán de conformidad con esta Constitución 
y con los tratados internacionales de la materia favoreciendo en todo tiempo a las personas la 
protección más amplia. 

Todas las autoridades, en et ámbito de sus competencias, tienen ta obligación de promover, 
respetar, proteger y garantizar tos derechos humanos de conformidad con los principios de 
universalidad. interdependencia. indivisibiUdad y progresividad. En consecuencia, el Estado deberá 
prevenir, investigar, sancionar y reparar las violaciones a los derechos humanos, en tos términos 
que establezca ta ley. 
1 ... r 
"Artículo 60. La manifestación de los ideas no será objeto de ninguna inquisición judicial o 
administrativa. sino en et caso de que ataque a la moral, la vida privada o los derechos de terceros, 
provoque algún delito, o perturbe et orden público; el derecho de réplica será ejercido en tos 
términos dispuestos por la ley. El derecho a la información será garantizado por el Estado. 
I .. .J 
11.La información que se refiere a la vida privada y tos datos personales será protegida en los 
términos y con las excepciones que fijen las leyes. 
l../" 

" rtícuto 16. Nadie puede ser molestado en su persona. familia. domicilio. papeles o posesiones. sino 
e virtud de mandamiento escrito de la autoridad competente. que funde y motive la causa legal del 

ocedimiento. 

T, da persona tiene derecho a la protección de sus datos personales. al acceso. rectificación y 
c ce/ación de los mismos. así como a manifestar su oposición. en los términos que f!ie la ley. la cual 
est lecerá l supuestos de excepción a los principios que rijan el tratamiento de datos. por razones 
de s uri cional. disposiciones de orden público. seguridad y salud públicas o para proteger los 

de térceros. 

I 
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"Artículo 20. El proceso penal será acusatorio y oral. Se regirá por los principios de publicidad, 
contradicción. concentración, continuidad e inmediación. 
f...} 

B. De los derechos de toda persona imputada: 
/. A que se presuma su inocencia mientras no se declare su responsabilidad mediante sentencia 
[emitida por el juez de la causa; L.J" 

De Lo expuesto. se desprende que será considerada información clasificada como confidencial. 
aquella que contenga datos personales de una persona física identificada o identificable. 
independientemente del medio por el cual se haya obtenido, sin necesidad de estar sujeta a 
temporalidad alguna y a La que sólo podrán tener acceso los titulares de la información o sus 
representantes Legales. 

Por tal motivo. se insiste que el dar a conocer información que asocie a una persona con La 
existencia de alguna investigación afectaría directamente su intimidad, privacidad y datos 
personales de la persona en comento. 

Aunado a esto, el Código Nacional de Procedimientos Penales, específicamente en sus artículos 
13 y 15, disponen que cualquier persona tiene derecho a que sea tratada en todo momento como 
inocente, mientras no exista sentencia condenatoria firme en su contra. se respete su intimidad. 
se proteja La información de su vida privada y sus datos personales cuando participe como parte 
en el procedimiento penal. a saber: 

"Artículo 13. Príncípío de presunción de inocencia 
Toda persona se presume inocente y será tratada como tal en todas las etapas del procedimiento. 
mientras no se declare su responsabilidad mediante sentencia emitida por el Órgano jurisdiccional. en 
los términos señalados en este Código." 

"Articulo 15. Derecho a la intimidad y a la privacidad 
En todo procedimiento penal se respetará el derecho a la intimidad de cualquier persona que 
intervenga en él. asimismo se protegerá la información que se refiere a la vida privada y los datos 
personales. en los términos y con las excepciones que fijan la Constitución, este Código y la legislación 
aplicable." 

Es oportuno traer a colación lo dictado por la Suprema Corte de Justicia de la Nación en las 
siguientes Tesis Jurisprudenciales, donde establece que el derecho de acceso a la info mación 
tiene límites. los cuales aplican en el momento en que se afecta la privacidad, intimida y datos 
personales de Las personas. a saber: 

DERECHO A LA INFORMACIÓN. NO DEBE REBASAR LOS LÍMITES PREVISTOS POR LOS ARTÍCULOS 60., 70. 
Y 24 CONSTITUCIONALES. El derecho a la información tiene como límites el decoro, el honor, el respeto, / ., 
la circunspección, la honestidad, el recato, la honra y la estimación. pues el articulo 60. otorga a toda 
persona el derecho de manifestar libremente sus ideas y prohíbe a los gobernantes que sometan dicha 
manifestación a inquisición judicial o administrativa, salvo que ataquen la moral. los derechos de tercero, 
provoquen algún delito o perturben el orden público. Así, la manifestación i. las ideas se encuentra 
consagrada como uno de los derechos públicos individuales fundamentales qu reconoce la Constitución, 
oponible por todo individuo. con independencia de su labor profesional. al Estad y los artículos 10. y 24 de 
la propia Carta Fundamental se refieren a aspectos concretos del ejercicio fiel derecho a manifestar / 
libremente las ideas. El primero. porque declara inviolable la libertad de escribí y publicar escritos sobre 
cualquier materia y. el segundo. porque garantiza la libertad de creencias religi as. Así. el Constituyente 
Originario al consagrar la libertad de expresión como una garantía individual, reco ió la nlf)cesidad de que 
el hombre pueda y deba, siempre. tener libertad para apreciar las cosas y ear, mtelectualmente. y 
expresarlo. aunque con ello contraríe otras formas de pensamiento: de ahí que s n derecho oponible al 
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Estado, a toda autoridad y, por ende. es un derecho que por su propia naturaleza debe subsistir en todo 
régimen de derecho. En efecto. la historia escrita recoge antecedentes de declaraciones sobre las libertades 
del hombre. y precisa que hasta el siglo XVIII, se pueden citar documentos sobre esa materia. No hay duda 
histórica sobre dos documentos básicos para las definiciones de derechos fundamentales del hombre y su 
garantía frente al Estado. El primero es lo Declaración de los Derechos del Hombre y del Ciudadano. producto 
de la Revolución Francesa. la cual se mantiene viva y vigente como texto legal por lo remisión que hace el 
preámbulo de lo Constitución de Francia de fecha veinticuotro de diciembre de míl setecientos noventa y 
nueve. El segundo. es la Constitución de los Estados Unidos de Américo, de diecisiete de septíembre de mil 
setecientos ochenta y siete. En la historio constitucional mexicana. que recibe influencio de las ideas políticas 
y liberales de quienes impulsaron la Revolución Francesa. as{ como contribuciones de diversas tendencias 
ideológicas enraizadas en las luchas entre conservadores y liberales que caracterizaron el siglo XIX tenemos 
que se hicieron y entraron en vigor diversos cuerpos constitucionales. pero en todos ellos siempre ha 
aparecido una porte dogmática que reconoce derechos inherentes al hombre. y que ha contenido tanto la 
libertad de expresión como la libertad de imprenta. Por otra parte. los antecedentes legislativos relacionados 
con la reforma y adición a la Constitución de mil novecientos diecisiete, en relación al articulo 60. antes 
precisado. tales como la iniciativo de ley. el dictamen de la comisión que al efecto se designó, y las 
discusiones y el proyecto de declaratorio correspondientes. publicados, respectivamente, en los Diarios de 
los Debates de los días seis. veinte de octubre y primero de diciembre. todos de mil novecientos setenta y 
siete. ponen de relieve que el propósito de las reformas fue el de preservar el derecho de todos respecto a 
las actividades que regula. Esta reforma recogió distintas corrientes preocupadas por asegurar a la sociedad 
una obtención de información oportuna. objetíva y plural. por parte de los grandes medios masivos de 
comunicación. Conforme a la evolución del articulo 60. conslitucional vigente y comparado con lo que al 
respecto se ha regulado en otros paises. se concluye que a lo largo de la historia constitucional, quienes han 
tenido el depósito de la soberanía popular paro legislar. se han preocupado porque existiera una Nom,a 
Supremo que reconociera el derecho del hombre a externar sus ideas. con limitaciones especificas tendientes 
a equilibrar el derecho del individuo frente a terceros y la sociedad. puesto que en ejercicio de ese derecho 
no debe menoscabar la moral, los derechos de tercero, que implica el honor, la dignidad y el derecho a 
la Intimidad de éste, en su familia y decoro; así como tampoco puede, en ejercicio de ese derecho, 
provocar algún delito o perturbar el orden público. Asimismo. ese derecho del individuo, con la adición a 
contenido original del artículo 60 .. quedó también equilibrado con el derecho que tiene la sociedad a esta 
veraz y objetivamente informada, para evitar que haya manipulación. Así. el Estado asume la obligación d 
cuidar que la in{ ormacíón que llego o la sociedad a través de los grandes medios masivos de comunicación 
refleje lo realidad y tenga un contenido que permita y coadyuve al acceso a la cultura en general. para que 
el pueblo pueda recibir en forma fácil y rápido conocimientos en el arte, la literatura. en las ciencias y en la 
política. 
Ello permitirá una participación informada para la solución de los grandes problemas nacionales, y evitará 
que se deforme el contenido de los hechos que pueden incidir en lo formación de opinión. Luego, en el 
contenido actual del artículo 60., se consagra la libertad de expresarse, la cual es consustancial al 
hombre, y que impide al Estado imponer sanciones por el solo hecho de expresar las ideas. Pero 
correlativamente, esa opinión tiene limites de cuya transgresión derivan consecuencias jurídicas. Tales 
límites son que la opinión no debe atacar la moral, esto es. las ideas que se exterioricen no deben tender 
a destruir el conjunto de valores que sustenta la cohesión de la sociedad en el respeto mutuo y en el 
cumplimiento de los deberes que tienen por base la dignidad humana y los derechos de la persona; 
tampoco debe dañar los derechos de tercero. ni incitar a la provocación de un delito o o la perturbación del 
orden público. De modo que la Constitución de mil novecientos diecisiete estableció una obligación por parte 
del Estado de abstenerse de actuar en contra de quien se expresa libremente, salvo que en el ejercicio 
de ese derecho se ataque a la moral, a los derechos de tercero, se provoque algún delito o se perturbe 
el orden público. 22 

DERECHO A LA INFORMACIÓN. SU EJERCICIO SE ENCUENTRA LIMITADO TANTO POR LOS INTERESES , / 
NACIONALES Y DE LA SOCIEDAD, COMO POR LOS DERECHOS DE TERCEROS. fl 
El derecho p la Información consagrado en la última parte del artículo 60. de la Constitución Federal no 
es absolutt sino que, como toda gara'!1tia, se halla sujeto a limitaciones o excepciones que se sustentan, 
fundamen lmente, en la protección de la seguridad nacional y en el respeto tanto a los Intereses de la 
sociedad c mo a los derechos de los gobernados, limitaciones que, Incluso, han dado origen a la figura 
jurfdica de secreto de Información que se conoce en la doctrina como "reserva de Información" o 
"secreto b ocrót o". En estas condiciones. al encontrarse obligado el Estado. como sujeto pasivo de la 
citada gar tia, velar por dichos intereses. con apego a las normas constitucionales y legales. el 
mencionado rec o no puede ser garantizado Indiscriminadamente, sino que el respeto a su ejercici ,. 
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encuentra excepciones que lo regulan y a su vez lo garantizan, en atención a la materia a que se refiera; 
así. en cuanto a la seguridad nacional. se tienen normas que, por un lado, restringen el acceso a la 
información en esta materia. en razón de que su conocimiento público puede generar daños a los intereses 
nacionales y, por el otro, sancionan la inobservancia de esa reserva; por lo que hace al interés social, se 
cuenta con normas que tienden a proteger la averiguación de los delitos, la salud y la moral públicas, 
mientras que por lo que respecta a la protección de la persona existen normas que protegen el derecho 
a la vida o a la privacidad de los gobernados.23 

INFORMACIÓN CONFIDENCIAL. LÍMITE AL DERECHO DE ACCESO A LA INFORMACIÓN (LEY FEDERAL DE 
TRANSPARENCIA Y ACCESO A LA INFORMACIÓN PÚBLICA GUBERNAMENTAL). 
Las fracciones I y II del segundo párrafo del articulo 60. de la Constitución Política de los Estados Unidos 
fvlexicanos. establecen que el derecho de acceso a la información puede limitarse en virtud del interés 
público y de la vida privada y los datos personales. Dichas fracciones sólo enuncian los fines 
constitucionalmente válidos o legítimos para establecer limitaciones al citado derecho, sin embargo. 
ambas remiten a la legislación secundaria para el desarrollo de los supuestos especificas en que procedan 
las excepciones que busquen proteger los bienes constitucionales enunciados como límites al derecho de 
acceso a la información. Así. en cumplimiento al mandato constitucional. la Ley Federal de Transparencia y 
Acceso a la Información Pública Gubernamental establece dos criterios bajo los cuales la información podrá 
clasificarse y, con ello, limitar el acceso de los particulares a la misma: el de información confidencial y el 
de información reservada. En lo que respecta al límite previsto en la Constitución, referente a la vida privada 
y los datos personales, el artículo 18 de la ley estableció como criterio de clasificación el de información 
confidencial, el cual restringe el acceso a la información que contenga datos personales que requieran el 
consentimiento de los individuos para su difusión, distribución o comercialización. Lo anterior también tiene 
un sustento constitucional en lo dispuesto en el segundo párrafo del articulo 16 constitucional. el cual 
reconoce que el derecho a la protección de datos personales -así como al acceso, rectificación y cancelación 
de los mismos- debe ser tutelado por regla general. salvo los casos excepcionales que se prevean en la 
legislación secundaria; así como en la fracción V. del apartado C, del artículo 20 constitucional. que protege 
la identidad y datos personales de las víctimas y ofendidos que sean parte en procedimientos penales. Así 
pues, existe un derecho de acceso a la información pública que rige como regla general, aunque limitado, 
en forma también genérica, por el derecho a la protección de datos personales. Por lo anterior. el acceso 
público -para todas las personas independientemente del interés que pudieren tener- a los datos personales 
distintos a los del propio solicitante de información sólo procede en ciertos supuestos, reconocidos 
expresamente por las leyes respectivas. Adicionalmente. la información confidencial puede dar lugar a la 
clasificación de un documento en su totalidad o de ciertas partes o pasajes del mismo. pues puede darse 
el caso de un documento público que sólo en una sección contenga datos confidenciales. Por último. y 
conforme a lo dispuesto en el artículo 21 de la ley, la restricción de acceso a la información confidencial no 
es absoluta. pues puede permitirse su difusión. distribución o comercialización si se obtiene el consentimiento 
expreso de la persona a que haga referencia la información. 24 

Por su parte, la Declaración Universal de los Derechos Humanos. prevé: 

Artículo 12. Nadie será objeto de injerencias arbitrarias en su vida privada. su familia. su domicilio. 
o su correspondencia, ni de ataques a su honra o a su reputación. Toda persona tiene derecho a la 
protección de la ley contra tales injerencias o ataques. 

Sobre el mismo tema, en la Convención Americana sobre los Derechos Humanos. señala: 

Artículo 11. Protección de la Honra y de la Dignidad. 
1.- Toda persona tiene derecho al respeto de su honra y al reconocimiento de dignidad. 
2.- Nadie puede ser objeto de injerencias arbitrarias o abusivas en su vida p "vada, en la de su 
familia. en su domicilio o en su correspondencia. ni de ataques ilegales a su hon o reputación. 
3.- Toda persona tiene derecho a la protección de la ley contra esas injerencias o os ataques. 

Además, el Pacto Internacional de los Derechos Civiles y Políticos, establee 

z3 Tesis Aislada, P. LX/2000. Tomo XI, abril de 2000, Novena Época, Pleno. 
24 Tesis Aislada. 10. V/1/2012. Tomo 1, febrero de 2012. Décima Época. Primera Sola. 
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1. Nadie será objeto de injerencias arbitrarias o ilegales en su vida privada. su família. su 
domicilio o su correspondencia. ni de ataques ilegales a su honra y reputación. 

2. Toda persona tiene derecho a la protección de la ley contra esas injerencias o esos ataques. 

Siendo por todo expuesto y fundado, entre las principales razones por las que el artículo 218 del 
Código Nacional de Procedimientos Penales prevé La reserva de la investigación e inclusive ha 
sido avalada por el Alto Tribunal. al estar conforme lo previsto por los artículos 6º Apartado A. 
fracción 11 y 16 Constitucional. que dispone que La información que se refiere a la vida privada y 
los datos personales de Las personas está protegida en los términos legalmente previstos. 

Sobre el particular, tenemos el contenido del artículo 218 primer párrafo del Código Nacional de 
Procedimientos Penales, que a la letra refiere: 

Articulo 218. Los registros de la investigación. así como todos Los documentos. independientemente de su 
contenido o naturaleza, los objetos. los reg istros de voz e imágenes o cosas que le estén relacionados. son 
estrictamente reservados, por lo que únicamente las partes, podrán tener acceso a los mismos, con las 
limitaciones establecidas en este Código y demás disposiciones aplicables. 
l..] 

Por lo que, al efecto. en el caso que nos ocupa, se actualiza la limitante del derecho a la 
información, constreñida en la confidencialidad y secrecía que le asiste a toda persona, como 
en el caso lo es, de la persona de quien solicitan la información. 

/ - - - - - - - - - - - -
- - - - - - - - - - - -
- - - - - - - - - - - - ~ 
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8.15. Folio de la solicitud 330024624001288 

Síntesis 

Sentido de la resolución 

Rubro 

Contenido de la Solicitud: 
"NOMBRE DE SOLICITANTE: 
(.), 

Información relacionada con posible personal 
sustantivo 

Información clasificada como reservada 

AGENTE DEL MINISTERIO PÚBLICO DE LA FEDERACIÓN EN ACTIVO 

1.- ANTECEDENTES; 
DERIVADO DEL JUICIO DE GARANTÍAS TRAMITADO POR EL SUSCRITO(..) EN CONTRA DE LO 
ACTOS DEL DELEGADO DE LA FISCALÍA GENERAL DE LA REPÚBLICA EN EL ESTADO DE JALISCO, 
CON NÚMERO DE EXPEDIENTE 2431/ 2021 DEL INDICE DEL JUZGADO NOVENO DE DISTRITO EN 
MATERIAS ADMINISTRATIVA. CIVIL Y DE TRABAJO CON SEDE EN LA CIUDAD DE ZAPOPAN, 
JALISCO, SE CONCEDIÓ LA SUSPENSIÓN DEFINITIVA PARA EL EFECTO DE QUE LA FISCALÍA 
GENERAL DE LA REPÚBLICA. ME CUBRA EL PAGO DE LOS EMOLUMENTOS NO CUBIERTOS POR 
EL PERIODO DEL O/A 21 DE OCTUBRE DE 2021 AL DÍA 08 DE AGOSTO DE 2023. 

2.- INFORMACIÓN REQUERIDA A LAS SIGUIENTES AUTORIDADES: 
AJ AL FISCAL GENERAL DE LA REPÚBLICA; 
B) OFICIAL MAYOR ADMINISTRATIVO DE LA FISCALÍA GENERAL DE LA REPÚBLICA Y /O 
C) AUTORIDAD ADMINISTRATIVA DE LA FISCALÍA GENERAL DE LA REPÚBLICA. ENCARGADA DE/ 
GENERAR LOS PAGOS A LOS SERVIDORES PÚBLICOS, EN EL CASO ESPECÍFICO PO 
EMOLUMENTOS CA/DOS Y NO CUBIERTOS DERIVADO DEL JUICIO DE GARANTÍAS. 

3.- QUE INFORMEN POR ESCRITO Y CATEGÓRICAMENTE. SI DERIVADO DEL JUICIO DE AMP O 
DESCRITO EN PÁRRAFOS QUE ANTECEDEN, Y BAJO LOS ANTECEDENTES DESCRITOS, LA 
FISCALÍA GENERAL DE LA REPÚBLICA GENERÓ EL PAGO DE EMOLUMENTOS A FAVOR DEL k / 
SUSCRITO, POR EL PERIODO COMPRENDIDO DEL DÍA 21 DE OCTUBRE DE 2021 AL DÍA 08 DE /" 
AGOSTO DE 2023. 

EN CASO AFIRMA TJVO A LA PREGUNTA ANTERIOR: 
4.- PROPORCIONE COPIAS CERTIFICADAS, COMPLETAS Y LEGIBLE DEL DOCUMENTO OF/C~I L 
LLAMESE CHEQUE, TRANSFERENCIA. CAPTURA DE PAN LLA. U OTROS, COM 
COMPROBATORIOS DEL GASTO PUBLICO EJERCIDO, CON EL CUAL SE ACREO E 
FEHACIENTEMENTE QUE LA FISCALÍA GENERAL DE LA REPÚBLICA E HA CUBIERTO EL PAGO DE 
LAS CANTIDADES ECONÓMICAS, CORRESPONDIENTES POR CONCE Cv DE EMOLUMENTOS, POR 
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EL PERIODO COMPRENDIDO DEL DÍA 21 DE OCTUBRE DE 2021 AL DÍA 08 DE AGOSTO DE 2023, EN 
TÉRMINOS DE LA RESOLUCIÓN Efvf lTIDA EN EL JUICIO DE GARANTÍAS. 

AUTORIZO PARA RECIBIR CUALQUIER TIPO DE NOTIFICACIÓN AL LICENCIADO U, QUE ES EL 
USUARIO DE LA CUENTA DE DONDE SE GENERA LA PRESENTE SOLICITUD. 

EXHIBO COPIAS DE fvfl CREDENCIAL DE ELECTOR VIGENTE. Y DE LA CREDENCIAL QUE fv1E 
ACREDITA COfvfO AGENTE DEL MINISTERIO PÚBLICO FEDERAL EN ACTIVO, COMO SOLICITANTE 
INTERESADO DE LA INFORfvfACIÓN. 
AGRADEZCO DE ANTEfvfANO LAS ATENCIONES DE LAS AUTORIDADES." (Sic) 

Unidades administrativas involucradas: 
Conforme a Las facultades establecidas en La Ley Orgánica de La Procuraduría General de La 
República, su Reglamento. el Acuerdo A/238/12 publicado en el Diario Oficial de La Federación 
el 20 de septiembre de 2012, el Acuerdo A/072/16 publicado en el Diario Oficial de La 
Federación el 11 de mayo de 2016. y demás disposiciones Legales aplicables. La presente 
solicitud de información se turnó para su atención a: OM. 

ACUERDO 
CT / ACDO/ 0259/2024: 

En el marco de Lo dispuesto en Los artículos 65, fracción 11. 
102 y 140 de La LFTAIP, el Comité de Transparencia por 
unanimidad determina confirmar La clasificación de reserva 
del pronunciamiento institucional respecto de afirmar o , 
negar que La persona citada en La solicitud Labore o no en La . ! 
institución. en términos de Lo establecido en el artículo 110, , 1 

fracción V de La LFTAIP, por un periodo de cinco años. o · 
bien, cuando Las causas que dieron origen a la clasificación 
subsistan. 

Así Las cosas, se trae a colación el referido precepto Legal. que señala: 

uArtículo 110. Conforme a lo dispuesto por el artículo 113 de la Ley General, como información 
reservada podrá clasificarse aquella cuya publicación: 

V. Pueda poner en riesgo la vida, seguridad o salud de una persona física;" 

Robustece Lo expuesto, Lo contemplado en el numeral Vigésimo tercero de Los Lineamientos 
generales en materia de clasificación y desclasificación de La información, así como para La 
elaboración de versiones públicas, que a La Letra señalan: / / 

uvigésimo tercero. Para clasificar la información como reservada. de conformidad con el artículo 
113, fracción V de la Ley General. será necesario acreditar un vínculo, entre una o varias personas 
físicas y la información que pueda poner en riesgo su vida, seguridad o salud; especificando 
cuál de estos bienes jurídicos será afectado, así como el potencial daño o riesgo que causaría 

/

/ su difusión". 

Así Las cosas. ~ conf idad con el artículo 102 de la LFTAIP, las cuales prevén que en Los casos 
' en que se níe u el cceso a la información. por actualizarse alguno de los supuestos de 

clasificación, e mit1 de Transparencia deberá confirmar, modificar o revocar la decisión y a s / 
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vez motivar La confirmación de La clasificación de La información, señalando Las razones, motivos 
o circunstancias especiales que Llevaron al sujeto obligado a concluir que el caso particular se 
ajusta al supuesto previsto por La norma Legal invocada como fundamento, se expone La siguiente 
prueba de daño: 

Artículo 110, fracción V: 

l. Riesgo real, demostrable e identificable: Hacer público cualquier dato o información que 
haga identificable al personal operativo/sustantivo, así como al administrativo adscrito a 
esta Fiscalía, representa un riesgo real, demostrable e identificable de perjuicio 
significativo al interés público y a La seguridad pública y nacional, en virtud de que, en 
primer Lugar así Lo determinó La Suprema Corte de Justicia de La Nación en La resolución a 
La controversia constitucional 325/2019 interpuesta por esta Fiscalía, e inclusive fue 
confirmado por el Instituto Nacional de Transparencia, Acceso a La Información y 
Protección de Datos Personales en La resolución del recurso de revisión RRA 9481/19 BIS, 
toda vez que, se atentaría de manera directa en contra de La vida, seguridad y salud de 
dichas personas, pues Los miembros de Las asociaciones delictivas podrían aprovechar 
esa información para amenazarlos con el objeto de obtener datos que Les permitan 
sustraerse de La acción de La justicia y, por Lo tanto, quedar impunes, aunado a que podrían 
tomar represalias por Las investigaciones instauradas en su contra. Lo que impactaría en La 
capacidad de reacción y en La revelación del estado de fuerza de esta Institución, 
transgrediendo así Lo dispuesto en el artículo 102, apartado A, de La Constitución General 25. 

En este sentido, con La finalidad de cumplir no solo con objetivos conferidos 
constitucionalmente a esta Fiscalía General. sino también para mantener La seguridad 
pública y nacional del Estado mexicano -en La colaboración con todas Las instituciones 
democráticas del país- es que dichas funciones son realizadas por Las personas agentes 
del Ministerio Público de La Federación, policías y peritos. e ínvariablemente por el 
personal administrativo adscrito a Las diversas unidades administrativas que forman parte 
de La estructura orgánica, este último si bien es cierto que no está en La primer Línea de 
intervención, también Lo es que -por La naturaleza de Las funciones de esta Institución-, en 
auxilio de aquellas. es quien t ienen acceso a toda La información e insumos generados en 
La investigación de delitos, por Lo que dar a conocer datos sobre estas pone en riesgo su 
vida, seguridad, salud e integridad, incluso La de sus familiares. //.1/.1 

Así, resulta claro que La participación del personal administrativo es de vital relevancia, 
pues, desde La elaboración, envío y recepción de oficios entre Las unidades administrativas 
o instituciones gubernamentales, hasta La integración de expedientes que en su cas se 
requieran, Les es posible el acceso a información sensible contenida en esos docum 
que evidentemente debe ser resguardada con el mayor sigilo. 

AL respecto, se debe tomar en cuenta que en La aludida resolución de La contr versia 
constitucional 325/2019, el Alto Tribunal constitucional sostuvo que el p rsonal 
administrativo tiene injerencia en La producción de información clave para pro urar La 
impartición de justicia en el mercado criminal más peligroso de los Estados Uni/ 

ª5 Corresponde al Ministerio Público de La Federación La persecución. ante Los tribunales. de dos Los deLit0s del orden federal: 
y. por lo mismo. solicitará las medidas cautelares contra Los imputados: buscara y pres.en ra !as'1)ruebas que acrediten \a 
participación de éstos en hechos que Las Leyes señalen como delito: procurara que Los jui s federales en materia penal se 
sigan con toda regularidad para que la impartición de justicia sea _pronta y expedita: pe · ·ra la aplicación de las penas. e 
intervendrá en todos los asuntos que la ley determine. 
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Mexicanos. por lo que permitir a los agentes criminales conocer cualquier tipo de 
información del personal adscrito a la Fiscalía General de la República revelaría su 
capacidad de reacción: por ello, es perjudicial realizar la identificación de dicho personal. 
pues se pondría en riesgo su vida. seguridad. salud e integridad, incluso la de sus 
familiares. Además, concluyó que esta Fiscalía acreditó fehacientemente que. de 
entregarse la información requerida, se comprometería el ejercicio de las facultades 
constitucionales y con ello la seguridad pública del pais. 

En ese mismo contexto. durante la sustanciación de la controversia, respecto del informe 
rendido por el Centro Nacional de Planeación, Análisis e Información para el Combate a la 
Delincuencia adscrito a la entonces Coordinación de Métodos de Investigación. la Corte 
confirmó que revelar la información de las personas servidoras públicas que integran a la 
Fiscalía General de la República las expone a distintos tipos de riesgos. dependiendo del 
mercado criminal de que se trate. pues esta Fiscalía debe llevar a cabo sus funciones bajo 
la perspectiva de mercados criminales, es decir, el personal opera en una dimensión 
específica de acuerdo con el tipo de delito de que se trate, por lo que la proporción del 
riesgo de los distintos mercados criminales que combate esta Fiscalía General se da en 
función de las actividades que desempeña su personal y la tasa de delitos por cada cien 
mil habitantes en cada una de las entidades federativas de los Estados Unidos Mexicanos. 

Con dicho informe. se demostró que únicamente con entregar el nombre y cargo de las 
personas servidoras públicas de la Fiscalía General de la República, se permití ría acceder 
a datos identificativos. académicos, electrónicos, patrimoniales, biométricos y los 
referentes a famillares de las personas servidoras públicas. Por lo cual. la Suprema Corte 
de Justicia de la Nación concluyó que revelar la identidad, cargo y otros datos 
concentrados de quienes están encargados de la investigación y persecución de los 
delitos federales expondría la capacidad de fuerza y reacción que tiene la Institución y por 
consecuencia, vulneraría o afectaría el ejercicio de las competencias constitucionales que 
en materia de seguridad pública le están conferidas a esta Fiscalía General de la 
República. 

En esa tesitura, ha quedado demostrado de forma indubitable que. si dicha información y 
conocimientos cayeran en manos de la delincuencia, esta podría atentar. intimidar. 
coaccionar, violentar y en general poner en riesgo su vida, seguridad y salud de manera 
potencial en contra de estas personas. pudiendo realizar contra ellas actos inhumanos 
para allegarse de información. . 

En adición a lo anterior, la identificación de estas y de sus actividades en cumplimento de/ 
servicio público que tienen encomendado permite que eventualmente puedan ser 
localizados mediante la búsqueda a través de instrumentos como internet y redes 
sociales. 

Luego, pueden ser identificables en circunstancias de tiempo, modo y lugar, pues. 
ademá de tener disponible la información institucional. les sería posible conocer su 
ubicaci n y actividades rutinarias. lo cual sería de utilidad para interceptarlas; aspecto que, 
de ocur ir. impactaría negativamente en su seguridad, así como en el debido ejercicio de 
las facul des y ribuciones que en materia de investigación y persecución de los delito 
tiene el p rso de esta Fiscalía. V 

Décima Octava 



FGR 
F ISCA LÍA GENER A L 
DE L A REPÚB LI C A 

(: COMITE DE 
,. TRANSPARENCIA 

11. Perjuicio que supera el interés público: con la divulgación de los datos de identificación 
de Las personas servidoras públicas de la Fiscalía General de la República supera el interés 
público general de que se difunda en razón de que, como ya se dijo, divulgar datos que 
Lleven a la identificación y ubicación de las personas servidoras públicas de esta 
Institución, en cualquier categoría o puesto. los hace blancos identificables y no solo pone 
en riesgo su vida, seguridad y salud, así como la de sus familiares. sino también las 
actividades realizadas por esta Fiscalía General de la República, toda vez que podrían ser 
sujetos de amenazas y extorsiones por parte de miembros de la delincuencia, con la 
finalidad de obtener la información relacionada con el combate y persecución de Los 
delitos federales. 

El que los distintos mercados criminales identifiquen y conozcan plenamente al personal 
que compone a La Institución y cuenten con información respecto a su capacidad de 
fuerza y reacción. esto es. el número total de personal. sus cargos y dónde se encuentran 
ubicados. expone a esta Fiscalía General de La República a amenazas y ataques que 
necesariamente tienen implicaciones negativas en el ejercicio de sus competencias 
constitucionales y, por tanto, se compromete la seguridad pública de los Estados Unidos 
Mexicanos. Dicho lo anterior. el Pleno de la Suprema Corte de Justicia de la Nación 
determinó en la resolución emitida en la controversia constitucional en comento que esta 
Fiscalía acreditó con suficiente claridad La relación causal general entre La entrega de La 
información relativa a Los servidores públicos de la Institución y la afectación a la 
seguridad pública. 

Ahora bien. respecto a la acreditación de la conexión causal. La Suprema Corte. tomando 
en consideración la información proporcionada por el Centro Nacional de Planeación, 
Análisis e Información para el Combate a la Delincuencia. concluyó que conociendo el 
nombre de Las personas físicas que laboran en la Fiscalía General de la República y 
recopilando información de internet. es posible identificar plenamente a la persona; de 
modo que un simple dato que pudiera parecer inofensivo. puede arrojar información 
relativa a su edad, sexo. CURP. experiencia profesional. grado académico. domicilio 
laboral. inclusive cambios de adscripción. domicilio personal. bienes muebles e 
inmuebles, así como, características físicas, amigos. familiares y grado de parentesco, Lo 
que incluye cónyuges, exparejas e hijos. así como la escuela en la que estudian estos; P. r 
Lo que entregar el nombre de cualquier persona servidora pública de la lnstitu · · · 
revelaría el 100% del estado de fuerza de la Institución. 

/ 
El anterior fenómeno puede ser explicado por la teoría del mosaico, la cual constituy una //' 
herramienta que da cuenta de cómo es que funciona el flujo de información y, con Llo, la ~ 
construcción de inteligencia. Se trata de un proceso que describe cómo se re opila, 
combina y procesa información. de tal manera que convierte información inofensiva en 
conocimiento útil. La metodología que se utiliza esencialmente consiste en recopilar 
piezas de información dispersas y después unirlas con la finali ad de tener una visión de 
conjunto o 'mosaico'. / 

Como se ha establecido previamente. a partir de un dato que pu iese parecer inofensi-Ys. 
como pudiera ser el nombre de una persona. potencia liza que un gente criminal Lo utilice 
para deducir, a partir de un dato independiente. una vul erabilidad estratégica 
susceptible de explotación para fines mal intencionados, en es caso, para evadir la 

D~ima ~:~:::::~ó:d~:'.,:::~~a o, peor aún. llevar a cabo actos de co nt igencia para co~::; 
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frontalmente a los agentes encargados de la investigación y persecución de los delitos 
en los Estados Unidos Mexicanos. 

Cabe señalar que el Alto Tribunal estableció que, si bien es un derecho de las personas 
imputadas. conocer el nombre y datos del servidor público que lo acusa -salvo 
tratándose de delincuencia organizada donde la autoridad judicial puede autorizar se 
mantengan en reserva-, lo cierto es que conocer esa información no deriva del ámbito 
de protección del derecho de acceso a la información, sino del derecho a gozar de un 
debido proceso y una defensa adecuada. EL que una persona en ejercicio de su derecho 
de acceso a la información solicite el nombre y cargo de todo el personal de la Fiscalía 
General de la República no quiere decir que deba obtener el mismo resultado, pues se 
trata del ejercicio de derechos distintos y de acceso a información diferente. 

Adicionalmente, proporcionar la información no solo revelaría cuántas personas 
funcionarias públicas están al frente de la investigación y persecución de los delitos del 
orden federal a nivel nacional. sino también la Delegación Estatal a La que se encuentran 
adscritas y, en consecuencia. cómo se encuentran distribuidas y organizadas por entidad 
federativa: todo lo cual. invariablemente, revelaria su ubicación y organización, lo que 
implica dejar ver no solo su identidad, slno también la capacidad de reacción que tiene el 
Estado mexicano -a nivel de la República y por entidad federativa- para investigar y 
perseguir la comisión de los delitos federales. Dicho en otras palabras: permitir lo anterior, 
significa revelar información que impacta negativamente en el desempeño de las labores 
institucionales en relación con sus facultades y atribuciones constitucionales en materi 
de seguridad pública. \ 

En cuanto a Lo expuesto. debe tomarse en cuenta que la Fiscalía General de la República 
funciona como una corporación formada por eslabones, es decir, si alguno de los 
eslabones se ve afectado, el desempeño de sus funciones afecta las demás partes y 
funciones de La Institución: de modo que revelar información de inteligencia que afecta a 
una parte sustancial de la Institución equivaldría a provocar una vulneración a su 
funcionamiento en otros aspectos. 

Robustecen lo anterior, las aclaraciones de La resolución de la aludida controversia 
constitucional 325/2019, hechas por La Ministra Yasmín Esquivel Mossa, en donde / 
manifiesta que: 

• ... está de por medio la integridad de Los servidores públicos de La FGR que son quienes materializan 
Las funciones constitucionales del ente autónomo. pues constituye hecho notorio que el clima de 
violencia criminal en el que ejercen sus funciones tanto Las instituciones de procuración de justicia, 
como las instituciones policiacas e. inclusive. algunos miembros de La judicatura genera enormes 
riesgos que es necesario disminuir en beneficio de tales personas. pues ello redunda en La 
protección de los derechos humanos más elementales de Los integrantes de nuestra sociedad en 
general. 

Difundir Los nombres de algunos de Los Agentes del Ministerio Público de La Federación y de otras 
personas de La FGR. a personas diversas de las que participan en los procesos penales federales. 
asi como revelar La estructura administrativa de sus áreas administrativas, debilita La seguridad 
pública, cuyos fines son, como ya expuse. La salvaguarda de Los derechos humanos relativos a La 
vida. las ij¡ertades. La integridad y el patrimonio de Las personas. así como contribuir a 1 , 

enero~ y preservación del orden público y La paz social. 
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Además. la Constitución Federal no realiza distinción alguna entre un tipo de personal y otro de la 
FGR. sino que su articulo 21 se refiere a todos los integrantes de las instituciones de seguridad 
pública. por lo que considero que esta protección de reserva de datos incluye a todos los 
integrantes que conformen a todo ese ente constitucional autónomo. sin discriminar a ninguno de 
sus integrantes. y mucho menos privarlo de la protección que le brinda la reserva tanto de sus 
datos. como de la estructura administrativa a la que pertenece. 

Las personas servidoras públicas administrativas de la FGR también forman parte de la estructura 
para la investigación y el combate al delito. y son también vulnerables de poner en riesgo su vida. 
seguridad y salud. no considerarlo así. constituye una postura discriminatoria. como si solamente 
los Agentes del Ministerio Público Federal correrán riesgos y los demás empleados estuvieran 
exentos. no obstante que unos y otros comparten espacios de trabajo e intervienen en los 
procedimientos para el cumplimiento de las atribuciones de la FGR." 

Bajo esa tesitura. la divulgación de la información relacionada el personal adscrito a esta 
Institución federal actualiza el riesgo de perjuicio a la vida, seguridad o salud. así como 
para sus familias y personas cercanas, por lo que el ejercicio de ponderación de derechos 
de la colectividad que debe prevalecer. es aquel relacionado con la procuración d 
justicia bajo los principios constitucionales contenidos en el artículo 20 de la Constitución 
Política de los Estados Unidos Mexicanos, en relación con esclarecer los hechos, procurar 
que el culpable no quede impune y que los daños causados por el delito se reparen. 

111. Principio de proporcionalidad: Representa el medio menos restrictivo disponible par 
evitar el perjuicio, toda vez que, si bien es cierto que el artículo 6 constitucional reconoc 
el derecho de acceso a la información, la Suprema Corte al resolver el amparo direct 
2931/201526 , concluyó de manera esencial que el derecho a ser informado no es absoluto 
pues, a pesar de que el Estado tiene la obligación de informar a la población sobre tema 
de interés y relevancia pública, también se debe proteger y garantizar el derecho a la vida. 
seguridad y salud de las personas. así como a la salvaguarda de la seguridad pública y 
nacional. 

De ahí, se tiene que la calidad de persona servidora pública no suprime los derechos 
humanos a la vida, seguridad y privacidad. que deben gozar todas las personas. Por el 
contrario. existe un interés general o superior en esos derechos frente al derecho de 
acceso a la información de un particular. en una ponderación frente a los derechos 
humanos de los servidores públicos de la Fiscalía General de la República. de sus familias 
y círculo cercano, información la cual debe ser considerada como clasificada. 

En ese sentido. tomando en consideración la proporción de riesgo de los 
mercados criminales que combate esta Fiscalía General de la República. las f ciones 
que desempeña el personal y la tasa de delitos del orden federal en cada u a de las / ,,--' 
entidades federativas de los Estados Unidos Mexicanos. además de lo señal o por el 
Pleno de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, el revelar la identidad y cargo de 
quienes tienen la responsabilidad de investigar y perseguir delitos federales expondría la 
capacidad de fuerza y reacción que t iene esta Institución y, por consecuencia, vulneraría 
las competencias constitucionales que en materia de seguridad pública le están 
conferidas. 

2s httos:/ /s'fsc·n.aob.mx/SJFSem/Paainas/ DetalleGeneralScroLLasox?id=28 lase~Deta lle T esisEiecutorias 
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Por lo expuesto, se concluye que clasificar como reservada la información o datos que 
permitan La identificación, inclusive de aquella que asevere su adscripción en el presente 
o pasado, como personas servidoras públicas Fiscalía General de la República, resulta el 
medio menos restrictivo frente al derecho de acceso a La información en cualquiera de 
sus diferentes manifestaciones. 

-¡/ 
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8.16. Folio de la solicitud 330024624001289 

Síntesis 

1 Sentido de la resolución 

Rubro 

Contenido de la Solicitud: 

Información relacionada con personal de la 
institución 

Información clasificada como reservada 

"me podrian ayudar brindandome los nombres de los ministerios publicas de la fiscalia general de 
la republica adscritos a la ciudad de gomez palacio. durango, a partir del año 2021 a la fecha 
porfavor." (Sic) 

Unidades administrativas involucradas: , 
Conforme a Las facultades establecidas en La Ley Orgánica de La Procuraduría General de La 
República, su Reglamento, el Acuerdo A/238/12 publicado en el Diario Oficial de La Federación 
el 20 de septiembre de 2012, el Acuerdo A/072/16 publicado en el Diario Oficial de l 
Federación el 11 de mayo de 2016, y demás disposiciones Legales aplicables, La presente 
solicitud de información se turnó para su atención a: OM. 

ACUERDO 
CT / ACD0/0260/2024: 

En el marco de Lo dispuesto en Los artículos 65, fracción 11. 
102 y 140 de La LFTAIP, el Comité de Transparencia por 
unanimidad determina confirmar La clasificación de reserva 
respecto de afirmar o negar La información soli 'tada, en 
términos del artículo 110, fracción V de La LFT P or un / 
periodo de cinco años, o bien, cuando Las causa ue dieron0 / 

origen a la clasificación subsistan. /' 

Así Las cosas, se trae a colación el referido precepto legal. que señala: 

"Artículo 110. Conforme a lo dispuesto por el articulo 113 de la Ley Gen al. como información 
reservada podrá clasificarse aquella cuya publicación: 

V. Pueda poner en riesgo la vida, seguridad o salud de una persona fisic ·" 

Robustece Lo expuesto, Lo contemplado en el numeral Vigésirno ter · er:o de Los Lineamien7 os 
generales en materia de clasificación y desclasificación de La info , ción, así como para 
elaboración de versiones públicas, que a La Letra señalan: 
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"Vigésimo tercero. Para clasificar la información como reservada. de conformidad con el articulo 
113, fracción V de la Ley General. será necesario acreditar un vínculo, entre una o varias personas 
físicas y la información que pueda poner en riesgo su vida, seguridad o salud; especificando 
cuál de estos bienes jurídicos será afectado, así como el potencial daño o riesgo que causaría 
su difusión". 

Así Las cosas, de conformidad con el artículo 102 de La LFTAIP, Las cuales prevén que en Los casos 
en que se niegue el acceso a La información, por actualizarse alguno de Los supuestos de 
clasificación, el Comité de Transparencia deberá confirmar, modificar o revocar La decisión y a su 
vez motivar La confirmación de La clasificación de La información, señalando Las razones, motivos 
o circunstancias especiales que Llevaron al sujeto obligado a concluir que el caso particular se 
ajusta al supuesto previsto por La norma Legal invocada como fundamento, se expone La siguiente 
prueba de daño: 

Artículo 110, fracción V: 

l. Riesgo real, demostrable e identificable: Hacer público cualquier dato o información que 
haga identificable al personal operativo/sustantivo, así como al administrativo adscrito a 
esta Fiscalía, representa un riesgo real, demostrable e identificable de perjuicio 
significativo al interés público y a la seguridad pública y nacional, en virtud de que. en 
primer Lugar así Lo determinó La Suprema Corte de Justicia de la Nación en la resolución a 
La controversia constitucional 325/2019 interpuesta por esta Fiscalía, e inclusive fue 
confirmado por el Instituto Nacional de Transparencia, Acceso a La Información y 
Protección de Datos Personales en La resolución del recurso de revisión RRA 9481/19 BIS, 
toda vez que, se atentaría de manera directa en contra de La vida, seguridad y salud de 
dichas personas. pues los miembros de Las asociaciones delictivas podrian aprovecha 
esa información para amenazarlos con el objeto de obtener datos que les permita 
sustraerse de la acción de la justicia y, por Lo tanto, quedar impunes, aunado a que podrian 
tomar represalias por Las investigaciones instauradas en su contra. lo que impactaría en La 
capacidad de reacción y en la revelación del estado de fuerza de esta Institución, 
transgrediendo así lo dispuesto en el articulo 102, apartado A. de La Constitución General27. 

En este sentido, con La finalidad de cumplir no solo con objetivos conferidos 
constitucionalmente a esta Fiscalía General. sino también para mantener la seguridad 
pública y nacional del Estado mexicano -en la colaboración con todas Las instituciones 
democráticas del país- es que dichas funciones son realizadas por las personas agentes 
del Ministerio Público de la Federación, policias y peritos. e invariablemente por el 
personal administrativo adscrito a Las diversas unidades administrativas que forman parte 
de La estructura orgánica, este último si bien es cierto que no está en la primer Línea dv 
intervención, también lo es que -por la naturaleza de Las funciones de esta Institución-. en 
auxilio de aquellas, es quien tienen acceso a toda la información e insumos generados e 
La investigación de delitos, por lo que dar a conocer datos sobre estas pone en riesgo su 
vida. seguridad, salud e integridad. incluso La de sus familiares. 

Así. resulta 'Claro que la participación del personal administrativo es de vital relevancia. 
/ pues, desd la elaboración. envío y recepción de oficios entre las unidades administrativas / __ _ 

27 Corresponde al Mlnisteri Públi de la Federación la persecución. ante los tribunales. de todos los delitos del orden federat 
y. por lo mismo. solicitará s idas cautelares contra los imputados: buscará y presentará las pruebas que acrediten la 
participación de éstos en h s ue las leyes señalen como delito: procurará que los juicios federales en materia penal s 
sigan con toda regularidad (~ª t ue la impartición de justicia sea pronta y expedita: pedirá la aplicación de las penas. 
intervendrá en todos los n \/ .ue la ley determine. 

Décima Octava 



FGR 
FISC ALÍA GENERAL 
DE LA REPÚBLICA 

(7 COMITE DE 
T TRANSPARENCIA 

o instituciones gubernamentales. hasta la integración de expedientes que en su caso se 
requieran. les es posible el acceso a información sensible contenida en esos documentos, 
que evidentemente debe ser resguardada con el mayor sigilo. 

Al respecto, se debe tomar en cuenta que en la aludida resolución de la controversia 
constitucional 325/2019, el Alto Tribunal constitucional sostuvo que el personal 
administrativo tiene injerencia en la producción de información clave para procurar la 
impartición de justicia en el mercado criminal más peligroso de los Estados Unidos 
Mexicanos. por lo que permiti r a los agentes criminales conocer cualquier tipo de 
información del personal adscrito a la Fiscalía General de la República revelaría su 
capacidad de reacción; por ello. es perjudicial realizar la identificación de dicho personal. 
pues se pondría en riesgo su vida, seguridad. salud e integridad, incluso la de sus 
familiares. Además. concluyó que esta Fiscalía acreditó fehacientemente que. de 
entregarse la información requerida, se comprometería el ejercicio de las facultades 
constitucionales y con ello la seguridad pública del país. 

En ese mismo contexto. durante la sustanciación de la controversia. respecto del informe 
rendido por el Centro Nacional de Planeación, Análisis e Información para el Combate a la 
Delincuencia adscrito a la entonces Coordinación de Métodos de Investigación, la Corte 
confirmó que revelar la información de las personas servidoras públicas que integran a la 
Fiscalía General de la República las expone a distintos tipos de riesgos. dependiendo del 
mercado criminal de que se trate, pues esta Fiscalía debe llevar a cabo sus funciones bajo 
la perspectiva de mercados criminales. es decir. el personal opera en una dimensión 
específica de acuerdo con el tipo de delito de que se trate. por lo que la proporción del 
riesgo de los distintos mercados criminales que combate esta Fiscalía General se da e 
función de las actividades que desempeña su personal y la tasa de delitos por cada cien 
mil habitantes en cada una de las entidades federativas de los Estados Unidos Mexicanos. 

Con dicho informe. se demostró que únicamente con entregar el nombre y cargo de las 
personas servidoras públicas de la Fiscalía General de la República, se permitiría acceder 
a datos identificativos. académicos. electrónicos. patrimoniales. biométricos y los 
referentes a familiares de las personas servidoras públicas. Por lo cual. la Suprema Corte 
de Justicia de la Nación concluyó que revelar la identidad, cargo y otros datos 
concentrados de quienes están encargados de la investigación y persecución de los 
delitos federales expondría la capacidad de fuerza y reacción que tiene la Institución y por 
consecuencia. vulneraría o afectaría el ejercicio de las competencias constitucion es que 
en materia de seguridad pública le están conferidas a esta Fiscalía Gen g.Vcle la/ 
República. v 

En esa tesitura, ha quedado demostrado de forma indubitable que, si dicha in rmación y 
conocimientos cayeran en manos de la delincuencia. esta odría atent . intimidar. 
coaccionar. violentar y en general poner en riesgo su vida. seg idad y salu de manera 
potencial en contra de estas personas. pudiendo realizar cont ellas actos inhumanos 
para allegarse de información. / 

En adición a lo anterior. la identificación de estas y de sus actividad sen cumplimento de 
servicio público que tienen encomendado permite que event lmente puedan ser 
localizados mediante la búsqueda a través de instru entos co o internet y redes 
sociales. 
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Luego, pueden ser identificables en circunstancias de tiempo, modo y lugar, pues, 
además de tener disponible la información institucional. les sería posible conocer su 
ubicación y actividades rutinarias, lo cual sería de utilidad para interceptarlas: aspecto que. 
de ocurrir. impactaría negativamente en su seguridad, así como en el debido ejercicio de 
las facultades y atribuciones que en materia de investigación y persecución de los delitos 
tiene el personal de esta Fiscalía. 

11. Perjuicio que supera el interés público: con la divulgación de los datos de identificación 
de las personas servidoras públicas de la Fiscalía General de la República supera el interés 
público general de que se difunda en razón de que, como ya se dijo, divulgar datos que 
lleven a la identificación y ubicación de las personas servidoras públicas de esta 
Institución. en cualquier categoría o puesto, los hace blancos identificables y no solo pone 
en riesgo su vida, seguridad y salud, así como la de sus familiares, sino también las 
actividades realizadas por esta Fiscalía General de la República, toda vez que podrían ser 
sujetos de amenazas y extorsiones por parte de miembros de la delincuencia, con la 
finalidad de obtener la información relacionada con el combate y persecución de los 
delitos federales. 

El que los distintos mercados criminales identifiquen y conozcan plenamente al personal 
que compone a la Institución y cuenten con información respecto a su capacidad de 
fuerza y reacción, esto es, el número total de personal. sus cargos y dónde se encuentran 
ubicados, expone a esta Fiscalia General de la República a amenazas y ataques que 
necesariamente tienen implicaciones negativas en el ejercicio de sus competencias 
constitucionales y, por tanto, se compromete la seguridad pública de los Estados Unido 
Mexicanos. Dicho lo anterior, el Pleno de la Suprema Corte de Justicia de la Nació 
determinó en la resolución emitida en la controversia constitucional en comento que esta 
Fiscalía acreditó con suficiente claridad la relación causal general entre La entrega de la 
información relativa a los servidores públicos de La Institución y la afectación a La 
seguridad pública. 

Ahora bien. respecto a La acreditación de La conexión causal. la Suprema Corte, tomando 
en consideración La información proporcionada por el Centro Nacional de Planeación. 
Análisis e Información para el Combate a la Delincuencia, concluyó que conociendo el 
nombre de las personas físicas que laboran en la Fiscalía General de la República y 
recopilando información de internet, es posible identificar plenamente a La persona: de 
modo que un simple dato que pudiera parecer inofensivo. puede arrojar información 
relativa a su edad, sexo, CURP, experiencia profesional. grado académico, domicilio¡ 
Laboral. inclusive cambios de adscripción, domicilio personal. bienes muebles e · 
inmuebles, asi como, características físicas. amigos, familiares y grado de parentesco. lo 
que incluye cónyuges, exparejas e hijos, asi como la escuela en la que estudian estos: por 
lo que entregar el nombre de cualquier persona servidora pública de la Institución 
revelaría el 100% del estado de fuerza de la Institución. 

El anterio fenómeno puede ser explicado por la teoría del mosaico, La cual constituye una 
herramien a que da cuenta de cómo es que funciona el flujo de información y, con ello, la 
construcci · n de ·nteligencia. Se trata de un proceso que describe cómo se recopila, 
combina y pr a información, de tal manera que convierte información inofensiva e 
conocimie to · il. La metodología que se utiliza esencialmente consiste en recop· 
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piezas de información dispersas y después unirlas con la finalidad de tener una visión de 
conjunto o "mosaico". 

Como se ha establecido previamente, a partir de un dato que pudiese parecer inofensivo. 
como pudiera ser el nombre de una persona, potencializa que un agente criminal Lo utilice 
para deducir, a partir de un dato independiente, una vulnerabilidad estratégica 
susceptible de explotación para fines mal intencionados. en este caso, para evadir la 
procuración de justicia o. peor aún, llevar a cabo actos de contrainteligencia para combatir 
frontalmente a los agentes encargados de la investigación y persecución de los delitos 
en los Estados Unidos Mexicanos. 

Cabe señalar que el Alto Tribunal estableció que, si bien es un derecho de las personas 
imputadas, conocer el nombre y datos del servidor público que Lo acusa -salvo 
tratándose de delincuencia organizada donde La autoridad judicial puede autorizar se 
mantengan en reserva-, Lo cierto es que conocer esa información no deriva del ámbito 
de protección del derecho de acceso a La información, sino del derecho a gozar de un 
debido proceso y una defensa adecuada. El que una persona en ejercicio de su derecho 
de acceso a la información solicite el nombre y cargo de todo el personal de La Fiscalia 
General de la República no quiere decir que deba obtener el mismo resultado. pues se 
trata del ejercicio de derechos distintos y de acceso a información diferente. 

Adicionalmente, proporcionar La información no solo revelaría cuántas personas 
funcionarias públicas están al frente de La investigación y persecución de Los delitos del 
orden federal a nivel nacional. sino también La Delegación Estatal a La que se encuentran 
adscritas y , en consecuencia, cómo se encuentran distribuidas y organizadas por entidad 
federativa; todo lo cual, invariablemente. revelaría su ubicación y organización, lo qu 
implica dejar ver no solo su identidad, sino también La capacidad de reacción que tiene el 
Estado mexicano -a nivel de La República y por entidad federativa- para investigar y 
perseguir La comisión de Los delitos federales. Dicho en otras palabras: permitir Lo anterior. 
significa revelar información que impacta negativamente en el desempeño de Las Labores 
institucionales en relación con sus facultades y atribuciones constitucionales en materia 
de seguridad pública. 

En cuanto a Lo expuesto. debe tomarse en cuenta que La Fiscalia General de la República 
funciona como una corporación formada por eslabones, es decir, si alguno de los 
eslabones se ve afectado, el desempeño de sus funciones afecta las demás part s y 
funciones de La Institución; de modo que revela r información de inteligencia que af ta a /// 
una parte sustancial de La Institución equivaldría a provocar una vulneració cf' su 
funcionamiento en otros aspectos. 

Robustecen lo anterior. las aclaraciones de la resolución e la aludida co (roversia 
constitucional 325/2019, hechas por La Ministra Yasmín quivel Mossa. n donde 
manifiesta que: / 

• ... está de por medio la integridad de los servidores públicos de la F que son quienes materializa 
las funciones constitucionales del ente autónomo. pues constituye: echo notorio que el clima de 
violencia criminal en el que ejercen sus funciones tanto las institucior,es deprocuración de justicia. 
como las instituciones policiacas e. inclusive. algunos miembros de a judicatura genera enormes 
riesgos que es necesario disminuir en beneficio de tales persen s. pues ello redunda en la 

Décima Octava Sesión Ordinaria 2024 239 



111. 

/ 
28 

FGR 
FISCALÍA GENERAL 
DE LA REPÚBLICA 

protección de Los derechos humanos más elementales de los integrantes de nuestra sociedad en 
general. 
... 
Difundir los nombres de algunos de Los Agentes del Ministerio Público de la Federación y de otras 
personas de la FGR. a personas diversas de las que participan en Los procesos penales federales. 
así como revelar la estructura administrativa de sus áreas administrativas. debilita la seguridad 
pública. cuyos fines son. como ya expuse. la salvaguarda de los derechos humanos relativos a la 
vida. las libertades. la integridad y el patrimonio de las personas. así como contribuir a la 
generación y preservación del orden público y la paz social. 
... 
Además. la Constitución Federal no realiza distinción alguna entre un tipo de personal y otro de la 
FGR. sino que su artículo 21 se refiere a todos los integrantes de Las instituciones de seguridad 
pública. por lo que considero que esta protección de reserva de datos incluye a todos los 
integrantes que conformen a todo ese ente constitucional autónomo. sin discriminar a ninguno de 
sus integrantes. y mucho menos privarlo de la protección que le brinda la reserva tanto de sus 
datos. como de La estructura administrativa a la que pertenece. 

Las personas servidoras públicas administrativas de La FGR también forman parte de La estructura 
para La investigación y el combate al delito. y son también vulnerables de poner en riesgo su vida. 
seguridad y salud. no considerarlo así. constituye una postura discriminatoria. como sí solamente 
Los Agentes del Ministerio Público Federal correrán riesgos y los demás empleados estuvieran 
exentos. no obstante que unos y otros comparten espacios de trabajo e intervienen en los 
procedimientos para el cumplimiento de las atribuciones de la FGR. • 

Bajo esa tesitura. la divulgación de la información relacionada el personal adscrito a esta 
Institución federal actualiza el riesgo de perjuicio a la vida, seguridad o salud, así como 
para sus familias y personas cercanas, por lo que el ejercicio de ponderación de derechos 
de la colectividad que debe prevalecer, es aquel relacionado con la procuración de 
justicia bajo los principios constitucionales contenidos en el artículo 20 de la Constitución 
Política de los Estados Unidos Mexicanos, en relación con esclarecer los hechos, procurar 
que el culpable no quede impune y que los daños causados por el delito se reparen. 

Principio de proporcionalidad: Representa el medio menos restrictivo disponible para 
evitar el perjuicio, toda vez que. si bien es cierto que el artículo 6 constitucional reconoce 
el derecho de acceso a La información, La Suprema Corte al resolver el amparo directo 
2931/201528, concluyó de manera esencial que el derecho a ser informado no es absoluto. 
pues. a pesar de que el Estado tiene La obligación de informar a La población sobre temas 
de interés y relevancia pública, también se debe proteger y garantizar el derecho a la vida, 
seguridad y salud de Las personas, así como a La salvaguarda de la seguridad pública / 
nacional. 

De ahí. se tiene que la calidad de persona servidora pública no suprime Los derecho 
humanos a La vida. seguridad y privacidad, que deben gozar todas Las personas. Por el 
contrario. existe un interés general o superior en esos derechos frente al derecho de 
acceso a La información de un particular, en una ponderación frente a los derechos 
humanos de Los servidores públicos de la Fiscalía General de la República, de sus familias 
y círc lo cercano. información la cual debe ser considerada como clasificada. 

sentido, tomando en consideración La proporción de riesgo de Los distintos 
merca os cri inales que combate esta Fiscalía General de la República, las funciones 
que de e a el personal y La tasa de delitos del orden federal en cada una de las 
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entidades federativas de Los Estados Unidos Mexicanos, además de Lo señalado por el 
Pleno de La Suprema Corte de Justicia de La Nación, el revelar La identidad y cargo de 
quienes tienen La responsabilidad de investigar y perseguir delitos federales expondría La 
capacidad de fuerza y reacción que tiene esta Institución y, por consecuencia, vulneraría 
Las competencias constitucionales que en materia de seguridad pública Le están 
conferidas. 

Por Lo expuesto, se concluye que clasificar como reservada La información o datos que 
permitan La identificación, inclusive de aquella que asevere su adscripción en el presente 
o pasado, como personas servidoras públicas Fiscalía General de La República, resulta el 
medio menos restrictivo frente al derecho de acceso a La información en cualquiera de 
sus diferentes manifestaciones. 

: : : : : : : : : : : : : : : : : : : : : : : : : : : : : : : : : : : : : : : : : : : : : : : : : : : : : : : : : : : : : : : : : / 
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8.17. Folio de la solicitud 330024624001294 

Síntesis 
infonnaelón relacionada con posible personal 
sustantive 

. Sentido de la resolución 

Rubro Información clasificada como reservada 

Contenido de la Solicitud: 
"Solícito información publica del entonces funcionario U. como currículum vitae. con datos 
testados, ingreso anual, y motivos de baja, así como importe de la liquidación conforme a ley 
otorgada." (Sic) 

Unidades administrativas involucradas: 
Conforme a las facultades establecidas en la Ley Orgánica de la Procuraduría General de la 
República. su Reglamento. el Acuerdo A/238/12 publicado en el Diario Oficial de la Federación 
el 20 de septiembre de 2012. el Acuerdo A/072/16 publicado en el Diario Oficial de L 
Federación el 11 de mayo de 2016, y demás disposiciones legales aplicables. la present 
solicitud de información se turnó para su atención a: OM. 

ACUERDO 
CT / ACD0/0261/2024: 

En el marco de lo dispuesto en los artículos 65, fracción 11. 
102 y 140 de La LFTAIP, el Comité de Transparencia por 
unanimidad determina confirmar la clasificación de reserva 
del pronunciamiento institucional respecto de afirmar o 
negar que la persona citada en la solicitud Labore o no en la 1 

institución. en términos de lo establecido en el artículo 110, / 
fracción V de la LFTAIP. por un periodo de cinco años, o 
bien, cuando las causas que dieron origen a la clasificación 
subsistan. 

Así Las cosas. se trae a colación el referido precepto legal. que señala: 

/ 
"Artic lo 110. Conforme a lo dispuesto por el articulo 113 de la Ley General, como información 
reserv da podrá clasificarse aquella cuya publicación: 

Robustece lo ex u o, lo contemplado en el numeral Vigésimo tercero de los Lineamientos 
generales en ría de clasificación y desclasificación de la información. así como para 
elaboración vers·ones públicas. que a la letra señalan: 
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"Vigésimo tercero. Para clasificar la información como reservada. de conformidad con el artículo 
113, fracción V de la Ley General. será necesario acreditar un vínculo, entre una o varias personas 
físicas y la información que pueda poner en riesgo su vida, seguridad o salud; especificando 
cuál de estos bienes jurídicos será afectado, así como el potencial daño o riesgo que causaría 
su difusión". 

Así Las cosas. de conformidad con el artículo 102 de la LFTAIP. las cuales prevén que en los casos 
en que se niegue el acceso a la información. por actualizarse alguno de los supuestos de 
clasificación. el Comité de Transparencia deberá confirmar. modificar o revocar La decisión y a su 
vez motivar la confirmación de la clasificación de la información, señalando las razones. motivos 
o circunstancias especiales que llevaron al sujeto obligado a concluir que el caso particular se 
ajusta al supuesto previsto por la norma legal invocada como fundamento, se expone la siguiente 
prueba de daño: 

Artículo 110, fracción V: 

l. Riesgo real, demostrable e identificable: Hacer público cualquier dato o información que 
haga identificable al personal operativo/sustantivo. así como al administrativo adscrito a 
esta Fiscalía, representa un riesgo real, demostrable e identificable de perjuicio 
significativo al interés público y a la seguridad pública y nacional. en virtud de que. en 
primer lugar así lo determinó la Suprema Corte de Justicia de la Nación en La resolución a 
La controversia constitucional 325/2019 interpuesta por esta Fiscalía, e inclusive fue 
confirmado por el Instituto Nacional de Transparencia. Acceso a la Información y 
Protección de Datos Personales en la resolución del recurso de revisión RRA 9481/19 BIS, 
toda vez que. se atentaría de manera directa en contra de la vida. seguridad y salud d 
dichas personas. pues los miembros de las asociaciones delictivas podrían aprovecha 
esa información para amenazarlos con el objeto de obtener datos que les permita 
sustraerse de La acción de La justicia y, por lo tanto. quedar impunes. aunado a que podrían 
tomar represalias por las investigaciones instauradas en su contra, Lo que impactaría en la 
capacidad de reacción y en La revelación del estado de fuerza de esta Institución. 
transgrediendo así lo dispuesto en el artículo 102. apartado A, de la Constitución General 29 . 

En este sentido. con la finalidad de cumplir no solo con objetivos conferidos 
constitucionalmente a esta Fiscalía General. sino también para mantener la seguridad 
pública y nacional del Estado mexicano -en la colaboración con todas las instituciones 
democráticas del país- es que dichas funciones son realizadas por las personas agentes 
del Ministerio Público de la Federación. policías y peritos. e invariablemente por el 
personal administrativo adscrito a las diversas unidades administrativas que forman partev 
de la estructura orgánica, este último si bien es cierto que no está en la primer Línea de 
intervención. también Lo es que -por la naturaleza de las funciones de esta Institución-, e 
auxilio de aquellas. es quien tienen acceso a toda La información e insumos generados en 
La investigación de delitos. por Lo que dar a conocer datos sobre estas pone en riesgo su 
vida, seguridad, salud e integridad, incluso la de sus familiares. 

Así. resulta claro que la participación del personal administrativo es de vital relev cia. 
pues. desde la elaboración. envío y recepción de oficios entr Las unidades administr tivay 

29 Corresponde al Ministerio Público de la Federación la persecución. ante los tribunales. e todos los delitos del orden feL.l 
y. por lo mismo. solicitará las medidas cautelares contra los imputados: buscará y pr ntará las pruebas que acrediten la 
participación de éstos en hechos que las leyes señalen como delito: procurará que los icios federales en materia penal se 
sigan con toda regularidad para que la impartición de justicia sea pronta y expedita: dirá la aplicación de las penas. e 
intervendrá en todos los asuntos que la ley determine. 
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o instituciones gubernamentales, hasta la integración de expedientes que en su caso se 
requieran. les es posible el acceso a información sensible contenida en esos documentos, 
que evidentemente debe ser resguardada con el mayor sigilo. 

Al respecto. se debe tomar en cuenta que en la aludida resolución de la controversia 
constitucional 325/2019, el Alto Tribunal constitucional sostuvo que el personal 
administrativo tiene injerencia en la producción de información clave para procurar la 
impartición de justicia en el mercado criminal más peligroso de los Estados Unidos 
Mexicanos. por lo que permitir a los agentes criminales conocer cualquier tipo de 
información del personal adscrito a la Fiscalía General de la República revelaría su 
capacidad de reacción; por ello, es perjudicial realizar la identificación de dicho personal. 
pues se pondría en riesgo su vida, seguridad, salud e integridad, incluso la de sus 
familiares. Además, concluyó que esta Fiscalía acreditó fehacientemente que, de 
entregarse la información requerida. se comprometería el ejercicio de las facultades 
constitucionales y con ello la seguridad pública del país. 

En ese mismo contexto, durante la sustanciación de la controversia. respecto del informe 
rendido por el Centro Nacional de Planeación, Análisis e Información para el Combate a la 
Delincuencia adscríto a La entonces Coordinación de Métodos de Investigación. la Corte 
confirmó que revelar la información de las personas servidoras públicas que integran a la 
Fiscalía General de la República las expone a distintos tipos de riesgos, dependiendo del 
mercado criminal de que se trate, pues esta Fiscalía debe llevar a cabo sus funciones bajo 
la perspectiva de mercados criminales, es decir. el personal opera en una dimensió 
específica de acuerdo con el tipo de delito de que se trate, por lo que la proporción de 
riesgo de los distintos mercados criminales que combate esta Fiscalía General se da e 
función de las actividades que desempeña su personal y la tasa de delitos por cada cien 
mil habitantes en cada una de las entidades federativas de los Estados Unidos Mexicanos. 

Con dicho informe, se demostró que únicamente con entregar el nombre y cargo de las 
personas servidoras públicas de la Fiscalía General de la República, se permitiría acceder 
a datos identificativos, académicos, electrónicos. patrimoniales, biométricos y los 
referentes a familiares de las personas servidoras públicas. Por lo cual. la Suprema Corte 
de Justicia de la Nación concluyó que revelar la identidad, cargo y otros datov 
concentrados de quienes están encargados de la investigación y persecución de los 
delitos federales expondría la capacidad de fuerza y reacción que tiene la Institución y po 
consecuencia, vulneraría o afectaría el ejercicio de las competencias constitucionales qu 
en materia de seguridad pública le están conferidas a esta Fiscalía General de la 
República. 

En esa tesitura. ha quedado demostrado de forma indubitable que, si dicha información y 
conocimientos cayeran en manos de la delincuencia, esta podría atentar. intimidar, 
coaccionar, violentar y en general poner en riesgo su vida, seguridad y salud de manera 
pote cial en contra de estas personas, pudiendo realizar contra ellas actos inhumanos 
para llegarse de información. 

En adi 'ón a lo anterior, la identificación de estas y de sus actividades en cumplimento del 
servicio úblico e tienen encomendado permite que eventualmente puedan ser 
localizad · s te la búsqueda a través de instrumentos como internet y red 
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Luego. pueden ser identificables en circunstancias de tiempo, modo y lugar. pues, 
además de tener disponible la información institucional. les sería posible conocer su 
ubicación y actividades rutinarias, lo cual sería de uti lidad para interceptarlas: aspecto que, 
de ocurri r, impactaría negativamente en su seguridad, así como en el debido ejercicio de 
las facultades y atribuciones que en materia de investigación y persecución de los delitos 
tiene el personal de esta Fiscalía. 

11. Perjuicio que supera el interés público: con la divulgación de los datos de identificación 
de las personas servidoras públicas de la Fiscalía General de la República supera el interés 
público general de que se difunda en razón de que. como ya se dijo, divulgar datos que 
lleven a la identificación y ubicación de las personas servidoras públicas de esta 
Institución. en cualquier categoría o puesto, los hace blancos identificables y no solo pone 
en riesgo su vida. seguridad y salud. así como la de sus familiares. sino también las 
actividades realizadas por esta Fiscalía General de la República, toda vez que podrían ser 
sujetos de amenazas y extorsiones por parte de miembros de la delincuencia. con la 
finalidad de obtener la información relacionada con el combate y persecución de los 
delitos federales. 

El que los distintos mercados cri minales ident ifiquen y conozcan plenamente al personal 
que compone a la Institución y cuenten con información respecto a su capacidad de 
fuerza y reacción. esto es. el número total de personal, sus cargos y dónde se encuentran 
ubicados. expone a esta Fiscalía General de la República a amenazas y ataques que 
necesariamente tienen implicaciones negativas en el ejercicio de sus competencia 
constitucionales y, por tanto. se compromete la seguridad pública de los Estados Unido 
Mexicanos. Dicho lo anterior. el Pleno de la Suprema Corte de Justicia de la Nació 
determinó en la resolución emitida en la controversia constitucional en comento que est 
Fiscalía acreditó con suficiente claridad la relación causal general entre la entrega de La 
información relativa a los servidores públicos de la Institución y la afectación a la 
seguridad pública. 

Ahora bien, respecto a la acreditación de la conexión causal, la Suprema Corte, tomando 
en consideración la información proporcionada por el Centro Nacional de Planeación. 
Análisis e Información para el Combate a la Delincuencia. concluyó que conociendo el 
nombre de las personas físicas que laboran en la Fiscalía General de la República y 
recopilando información de internet. es posible identificar plenamente a la persona: de 
modo que un simple dato que pudiera parecer inofensivo. puede arrojar información 
relativa a su edad, sexo. CURP. experiencia profesional, grado académico, domici liv 
laboral. inclusive cambios de adscripción. domici lio personal. bienes muebles e 
inmuebles. así como. características físicas . amigos. fam iliares y grado de parentesco, l 
que incluye cónyuges. exparejas e hijos. así como la escuela en la que estudian estos: por 
lo que entregar el nombre de cualquier persona servidora pública de la Institución 
revelaría el 100% del estado de fuerza de la Institución. / 

El anterior fenómeno puede ser explicado por la teoría del mo- ico. la cual constituy/una 
herramienta que da cuenta de cómo es que funciona el flujo d información y, con ello, la 
construcción de inteligencia. Se trata de un proceso que d cribe cómo se recopila. 
combina y procesa información, de tal manera que convierte . formación inofensiva e 
conocimiento útil. La metodología que se uti liza es · me 
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piezas de información dispersas y después unirlas con La finalidad de tener una visión de 
conjunto o 'mosaico·. 

Como se ha establecido previamente. a partir de un dato que pudiese parecer inofensivo. 
como pudiera ser el nombre de una persona, potencializa que un agente criminal Lo utilice 
para deducir, a partir de un dato independiente, una vulnerabilidad estratégica 
susceptible de explotación para fines mal intencionados, en este caso, para evadir La 
procuración de justicia o. peor aún, Llevar a cabo actos de contra inteligencia para combatir 
frontalmente a Los agentes encargados de La investigación y persecución de Los delitos 
en Los Estados Unidos Mexicanos. 

Cabe señalar que el Alto Tribunal estableció que, si bien es un derecho de Las personas 
imputadas. conocer el nombre y datos del servidor público que Lo acusa -salvo 
tratándose de delincuencia organizada donde La autoridad judicial puede autorizar se 
mantengan en reserva-, Lo cierto es que conocer esa información no deriva del ámbito 
de protección del derecho de acceso a la información, sino del derecho a gozar de un 
debido proceso y una defensa adecuada. El que una persona en ejercicio de su derecho 
de acceso a la información solicite el nombre y cargo de todo el personal de La Fiscalía 
General de La República no quiere decir que deba obtener el mismo resultado, pues se 
trata del ejercicio de derechos distintos y de acceso a información diferente. 

Adicionalmente. proporcionar la información no solo revelaría cuántas personas 
funcionarias públicas están al frente de la investigación y persecución de los delitos del 
orden federal a nivel nacional, sino también la Delegación Estatal a la que se encuent ra 
adscritas y, en consecuencia, cómo se encuentran distribuidas y organizadas por entidad 
federativa; todo lo cual, invariablemente. revelaría su ubicación y organización, lo que 
implica dejar ver no solo su identidad, sino también la capacidad de reacción que tiene el 
Estado mexicano -a nivel de La República y por entidad federativa- para investigar y 
perseguir La comisión de los delitos federales. Dicho en otras palabras: permitir lo anterior, 
significa revelar información que impacta negativamente en el desempeño de Las labores 
institucionales en relación con sus facultades y atribuciones constitucionales en materia 
de seguridad pública. 

En cuanto a Lo expuesto, debe tomarse en cuenta que la Fiscalía General de La República 
funciona como una corporación formada por eslabones, es decir, si alguno de Los 
eslabones se ve afectado, el desempeño de sus funciones afecta las demás partes y 
funciones de la Institución: de modo que revelar información de inteligencia que afecta ª;¡/ 
una parte sustancial de la Institución equivaldría a provocar una vulneración a su 
funcionamiento en otros aspectos. 

Robustecen lo anterior, las aclaraciones de La resolución de la aludida controversia 
const'tucional 325/2019, hechas por la Ministra Yasmín Esquivel Mossa, en donde 
mani esta que: 

• .. está de por medio la integridad de los servidores públicos de la FGR que son quienes materializan 
las funciones constitucionales del ente autónomo. pues constituye hecho notorio que el clima de 
violencia criminal en el que ejercen sus funciones tanto las instituciones de procuración de jusücia. 
omo l instituciones policiacas e. inclusive. algunos miembros de la judicatura genera enormes 

ue es necesario disminuir en beneficio de tales personas. pues ello redunda en 
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protección de los derechos humanos más elementales de los integrantes de nuestra sociedad en 
general. 

Difundir los nombres de algunos de los Agentes del Ministerio Público de la Federación y de otras 
personas de la FGR, a personas diversas de las que participan en los procesos penales federales. 
así como revelar la estructura administrativa de sus áreas administrativas. debilita la seguridad 
pública, cuyos fines son, como ya expuse. la salvaguarda de los derechos humanos relativos a la 
vida, las libertades. la integridad y el patrimonio de las personas, así como contribuir a la 
generación y preservación del orden público y la paz social. 

Además. la Constitución Federal no realiza distinción alguna entre un tipo de personal y otro de la 
FGR. sino que su artículo 21 se refiere a todos los integrantes de las instituciones de seguridad 
pública. por lo que considero que esta protección de reserva de datos incluye a todos los 
integrantes que conformen a todo ese ente constitucional autónomo, sin discriminar a ninguno de 
sus integrantes. y mucho menos privarlo de la protección que le brinda la reserva tanto de sus 
datos. como de la estructura administrativa a la que pertenece. 

Las personas servidoras públicas administrativas de la FGR también forman parte de la estructura 
para la investigación y el combate al delito, y son también vulnerables de poner en riesgo su vida. 
seguridad y salud, no considerarlo así, constituye una postura discriminatoria, como si solamente 
los Agentes del Ministerio Público Federal correrán riesgos y los demás empleados estuviéran 
exentos. no obstante que unos y otros comparten espacios de trabajo e intervienen en los 
procedimientos para el cumplimiento de las atribuciones de la FGR." 

Bajo esa tesitura. La d ivulgación de La información relacionada el personal adscrito a esta 
Institución federal actualiza el riesgo de perjuicio a La vida, seguridad o salud, así como 
para sus familias y personas cercanas. por Lo que el ejercicio de ponderación de derechos 
de La colectividad que debe prevalecer. es aquel relacionado con La procuración de 
justicia bajo Los principios constitucionales contenidos en el artículo 20 de La Constitución 
Política de Los Estados Unidos Mexicanos, en relación con esclarecer Los hechos. procurar 
que el culpable no quede impune y que Los daños causados por el delito se reparen. 

111. Principio de proporcionalidad: Representa el medio menos restrictivo d isponible para 
evitar el perjuicio, toda vez que, si bien es cierto que el artículo 6 constitucional reconoce 
el derecho de acceso a La información, La Suprema Corte al resolver el amparo directo 
2931/20153°, concluyó de manera esencial que el derecho a ser informado no es absoluto. 
pues, a pesar de que el Estado tiene La obligación de informar a La población sobre temas 
de interés y relevancia pública. también se debe proteger y garantizar el derecho a La vida, 
seguridad y salud de Las personas, así como a La salvaguarda de La seguridad pública y 
nacional. 

De ahí. se tiene que La calidad de persona servidora pública no suprime Los derecho~ .,/ 
human?s a L~ vida, ~egur_idad y privacidad. ~ue deben gozar todas las personas. Por ep­
contrano, existe un 1nteres general o superior en esos derechos frente al derecho de 
acceso a La información de un particular. en una ponderación frente a Los derechos 
humanos de Los servidores públicos de La Fiscalía General de La República, de sus famili/as 
y círculo cercano, información La cual debe ser considerada co o clasificada. 

En ese sentido, tomando en consideración La proporción d riesgo de Los distint . 
mercados criminales que combate esta Fiscalía General de La epúbli~ tas funciones 
que desempeña el personal y la tasa de delitos del orden fed 9l en cada una de la 

3o httos:/ / síf sc·n aob.mx/SJFSem/Paaínas/ OetalleG 
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entidades federativas de los Estados Unidos Mexicanos, además de lo señalado por el 
Pleno de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, el revelar la identidad y cargo de 
quienes tienen la responsabilidad de investigar y perseguir delitos federales expondría la 
capacidad de fuerza y reacción que tiene esta Institución y, por consecuencia, vulneraría 
las competencias constitucionales que en materia de seguridad pública le están 
conferidas. 

Por lo expuesto, se concluye que clasificar como reservada la información o datos que 
permitan la identificación. inclusive de aquella que asevere su adscripción en el presente 
o pasado, como personas servidoras públicas Fiscalía General de la República, resulta el 
medio menos restrictivo frente al derecho de acceso a la información en cualquiera de 
sus diferentes manifestaciones. 

- - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - -
- - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - -

/
·".. - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - -: : : : : : : : - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - -

- - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - -
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C. Solicitudes de acceso a la información en las que se analiza la versión pública de la 
información requerida: 

C.1. Folio de la solicitud 330024624001370 

Síntesis 

1 Sentido de la resolución 

Rubro 

Contenido de la Solicitud: 

Información relacionada con un documento de la 
institución 

Confirma 

Información clasificada como reservada 

"Oficio de comisión, propuesta o similar por la que se ha designado personal del Laboratorio Central 
de Química Forense, del Centro Federal Pericial Forense (sector central) a realizar actividades de 
gestión de calidad o similares." (Sic) 

Datos complementarios: 
"Laboratorio de Química Forense del Centro Federal Pericial Forense (sector central)" (Sic) 

Unidades administrativas involucradas: 
Conforme a las facultades establecidas en la Ley Orgánica de la Procuraduría General de la 
República, su Reglamento, el Acuerdo A/238/12 publicado en el Diario Oficial de la Federación 
el 20 de septiembre de 2012, el Acuerdo A/072/16 publicado en el Diario Oficial de la 
Federación el 11 de mayo de 2016, y demás disposiciones legales aplicables, la presente 
solicitud de información se turnó para su atención a: AIC. 

ACUERDO 
CT / ACD0/0262/2024: 

En el marco de lo dispuesto en los artículos 65, fracción 
102 y 140 de la LFTAIP. el Comité de Transparencia p r / 
unanimidad determina confirmar ta clasificación de reser a //' 
de ta información contenida en el oficio que da atención ta // 
solicitud de mérito, que actualiza los supuestos previsto en 
el artículo 110, fracción V de la LFTAIP, por un periodo de 
cinco años, o bien , cuando las causas que dieron origen a la 
clasificación subsistan. 

Lo anterior. a fin de proporcionar 

Así tas cosas, se trae a colación et referido precepto legal. que señala: 

en versión pública. / ' 
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"Artículo 110. Conforme a lo dispuesto por el artículo 113 de La Ley General. como información 
reservada podrá clasificarse aquella cuya publicación: 
... 
V. Pueda poner en riesgo la vida, seguridad o salud de una persona física/ 

Robustece Lo expuesto, Lo contemplado en el numeral Vigésimo tercero de Los Lineamientos 
generales en materia de clasificación y desclasificación de la información, así como para la 
elaboración de versiones públicas, que a la Letra señalan: 

"Vigésimo tercero. Para clasificar La información como reservada. de conformidad con el artículo 
113. fracción V de La Ley General. será necesario acreditar un vínculo, entre una o varias personas 
físicas y la información que pueda poner en riesgo su vida, seguridad o salud; especificando 
cuál de estos bienes jurídicos será afectado, así como el potencial daño o riesgo que causaría 
su difusiónn. 

Así las cosas, de conformidad con el artículo 102 de La LFTAI P. las cuales prevén que en los casos 
en que se niegue el acceso a la información, por actualizarse alguno de Los supuestos de 
clasificación, el Comité de Transparencia deberá confirmar, modificar o revocar La decisión y a su 
vez motivar la confirmación de la clasificación de la información, señalando las razones, motivos 
o circunstancias especiales que Llevaron al sujeto obligado a concluir que el caso particular se 
ajusta al supuesto previsto por la norma legal invocada como fundamento, se expone la siguiente 
prueba de daño: 

Artículo 110, fracción V: 

l. Riesgo real, demostrable e identificable: Hacer público cualquier dato o información que 
haga identificable al personal operativo/sustantivo, así como al administrativo adscrito a 
esta Fiscalía. representa un riesgo real, demostrable e identificable de perjuicio 
significativo al interés público y a la seguridad pública y nacional. en virtud de que, en 
primer lugar así lo determinó la Suprema Corte de Justicia de la Nación en la resolución a 
la controversia constitucional 325/2019 interpuesta por esta Fiscalía, e inclusive fue 
confirmado por el Instituto Nacional de Transparencia, Acceso a la Información y 
Protección de Datos Personales en la resolución del recurso de revisión RRA 9481/19 BIS, 
toda vez que, se atentaría de manera directa en contra de la vida, seguridad y salud de 
dichas personas, pues los miembros de las asociaciones delictivas podrían aprovechar 
esa información para amenazarlos con el objeto de obtener datos que les permitan 
sustraerse de la acción de la justicia y, por lo tanto, quedar impunes. aunado a que podrían . 
tomar represalias por las investigaciones instauradas en su contra, lo que impactaría en.va 
capacidad de reacción y en la revelación del estado de fuerza de esta Institución, 
transgrediendo asilo dispuesto en el artículo 102. apartado A. de La Constitución General 

En este sentido, con la finalidad de cumplir no solo con objetivos conferidos 
constitucionalmente a esta Fiscalía General. sino también para mantener la seguridad 
pública y nacional del Estado mexicano -en la colaboración con todas las instituciones 
democráticas del país- es que dichas funciones son realizadas por las personas agentes 

1-.. Corresponde lico de la Federación la persecución. ante los tribunales. de todos los delitos del orden federal; 
/ ; , por lo mismo. licitara medidas cautelares contra los imputados; buscara y presentará las pruebas que acrediten la 

participación de és s e hos que las leyes señalen como delito; procurará que Los juicios federales en materia penal s 
sigan con toda regu ida para que La impartición de justicia sea pronta y expedita: pedirá la aplicación de Las penas e­
intervendra en todq_ ·[ as!Jntos que la Ley determine. 
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del Ministerio Público de La Federación. policías y peritos. e invariablemente por el 
personal administrativo adscrito a Las diversas unidades administrativas que forman parte 
de La estructura orgánica. este último si bien es cierto que no está en La primer Línea de 
intervención, también Lo es que -por La naturaleza de Las funciones de esta Institución-. en 
auxilio de aquellas, es quien tienen acceso a toda La información e insumos generados en 
La investigación de delitos. por Lo que dar a conocer datos sobre estas pone en riesgo su 
vida. seguridad, salud e integridad. incluso La de sus familiares. 

Así, resulta claro que La participación del personal administrativo es de vital relevancia. 
pues, desde La elaboración, envío y recepción de oficios entre Las unidades administrativas 
o instituciones gubernamentales, hasta La integración de expedientes que en su caso se 
requieran. Les es posible el acceso a información sensible contenida en esos documentos. 
que evidentemente debe ser resguardada con el mayor sigilo. 

Al respecto. se debe tomar en cuenta que en la aludida resolución de la controversia 
constitucional 325/2019, el Alto Tribunal constitucional sostuvo que el personal 
administrativo tiene injerencia en la producción de información clave para procurar la 
impartición de justicia en el mercado criminal más peligroso de los Estados Unidos 
Mexicanos. por lo que permitir a Los agentes criminales conocer cualquier tipo de 
información del personal adscrito a la Fiscalía General de la República revelaría su 
capacidad de reacción; por ello, es perjudicial realizar La identificación de dicho personal. 
pues se pondría en riesgo su vida. seguridad, salud e integridad, incluso La de sus 
familiares. Además, concluyó que esta Fiscalía acreditó fehacientemente que. de 
entregarse la información requerida, se comprometería el ejercicio de las facultades 
constitucionales y con ello la seguridad pública del país. 

En ese mismo contexto. durante la sustanciación de la controversia. respecto del informe 
rendido por el Centro Nacional de Planeación. Análisis e Información para el Combate a la 
Delincuencia adscrito a la entonces Coordinación de Métodos de Investigación, la Corte 
confirmó que revelar la información de Las personas servidoras públicas que integran a La 
Fiscalía General de la República Las expone a distintos tipos de riesgos. dependiendo del 
mercado criminal de que se trate. pues esta Fiscalía debe Llevar a cabo sus funciones bajo 
La perspectiva de mercados crim inales. es deci r. el personal opera en una dimensión 
específica de acuerdo con el tipo de delito de que se trate, por Lo que La proporción del 
riesgo de Los distintos mercados criminales que combate esta Fiscalía General se da en 
función de Las actividades que desempeña su personal y La tasa de delitos por cada ci n 
mil habitantes en cada una de Las entidades federativas de Los Estados Unidos Mexica s. 

Con dicho informe. se demostró que únicamente con entregar el nombre y cargo las / / 
personas servidoras públicas de la Fiscalía General de la República, se permitiría ac ederf" 
a datos identificativos. académicos. electrónicos. patrimo ales. biométricos los 
referentes a familiares de las personas servidoras públicas. Por o cual, la Suprem Corte 
de Justicia de la Nación concluyó que revelar la identid , cargo y otros datos 
concentrados de quienes están encargados de La investigad n y persecución de los 
delitos federales expondría la capacidad de fuerza y reacción qu tiene la Institución y por 
consecuencia. vulneraría o afectaría el ejercicio de las competen as constitucionales qye 
en materia de seguridad pública le están conferidas a esta · alía General de l 
República. 

/ 
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En esa tesitura, ha quedado demostrado de forma indubitable que, si dicha información y 
conocimientos cayeran en manos de la delincuencia, esta podría atentar, intimidar, 
coaccionar. violentar y en general poner en riesgo su vida. seguridad y salud de manera 
potencial en contra de estas personas, pudiendo realizar contra ellas actos inhumanos 
para allegarse de información. 

En adición a lo anterior, la identificación de estas y de sus actividades en cumplimento del 
servicio público que tienen encomendado permite que eventualmente puedan ser 
localizados mediante la búsqueda a través de instrumentos como internet y redes 
sociales. 

Luego, pueden ser identificables en circunstancias de tiempo, modo y lugar, pues, 
además de tener disponible la información institucional. les sería posible conocer su 
ubicación y actividades rutinarias, lo cual sería de utilidad para interceptarlas: aspecto que, 
de ocurrir, impactaría negativamente en su seguridad, así como en el debido ejercicio de 
las facultades y atribuciones que en materia de investigación y persecución de los delitos 
tiene el personal de esta Fiscalía. 

11. Perjuicio que supera el interés público: con la divulgación de los datos de identificación 
de las personas servidoras públicas de la Fiscalía General de la República supera el interés 
público general de que se difunda en razón de que, como ya se dijo, divulgar datos que 
lleven a la identificación y ubicación de las personas servidoras públicas de esta 
Institución, en cualquier categoría o puesto, los hace blancos identificables y no solo pone 
en riesgo su vida, seguridad y salud, así como la de sus familiares, sino también las 
actividades realizadas por esta Fiscalía General de la República, toda vez que podrían ser 
sujetos de amenazas y extorsiones por parte de miembros de la delincuencia, con la 
finalidad de obtener la información relacionada con el combate y persecución de lo 
delitos federales. 

El que los distintos mercados criminales identifiquen y conozcan plenamente al personal 
que compone a la Institución y cuenten con información respecto a su capacidad de 
fuerza y reacción, esto es, el número total de personal. sus cargos y dónde se encuentran 
ubicados, expone a esta Fiscalía General de la República a amenazas y ataques que 
necesariamente tienen implicaciones negativas en el ejercicio de sus competencias 
constitucionales y, por tanto. se compromete la seguridad pública de los Estados Unidos 
Mexicanos. Dicho lo anterior, el Pleno de la Suprema Corte de Justicia de la Nación 
determinó en la resolución emitida en la controversia constitucional en comento que esta 
Fiscalía acreditó con suficiente claridad la relación causal general entre la entrega de la , 
información relativa a los servidores públicos de la Institución y la afectación a laÍ,' 
seguridad ública. / 

Ahora bien, especto a la acreditación de la conexión causal. la Suprema Corte, tomando 
en consider ción la · formación proporcionada por el Centro Nacional de Planeación, 
Análisis e In rmac· para el Combate a la Delincuencia, concluyó que conociendo el 
nombre de la as físicas que laboran en la Fiscalia General de la República y 

ón de internet, es posible identificar plenamente a la persona: de 
modo que u s1 pl dato que pudiera parecer inofensivo, puede arrojar información 
relati~~ · :é?. ~da , ex~, CURP, expe.rie~~ia prof~s!~nal, grado académico, domicili 
labor7 11clus1ve mb1os de adscnpc1on, dom1c1l10 personal. bienes muebles 
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inmuebles, así como, características físicas, amigos, familiares y grado de parentesco, Lo 
que incluye cónyuges, exparejas e hijos, así como La escuela en La que estudian estos: por 
Lo que entregar el nombre de cualquier persona servidora pública de La Institución 
revelaría el 100% del estado de fuerza de La Institución. 

EL anterior fenómeno puede ser explicado por La teoría del mosaico. la cual constituye una 
herramienta que da cuenta de cómo es que funciona el flujo de información y, con ello, La 
construcción de inteligencia. Se trata de un proceso que describe cómo se recopila, 
combina y procesa información, de tal manera que convierte información inofensiva en 
conocimiento útil. La metodología que se utiliza esencialmente consiste en recopilar 
piezas de información dispersas y después unirlas con La finalidad de tener una visión de 
conjunto o 'mosaico'. 

Como se ha establecido previamente, a partir de un dato que pudiese parecer inofensivo, 
como pudiera ser el nombre de una persona, potencializa que un agente criminal Lo utilice 
para deducir. a partir de un dato independiente, una vulnerabilidad estratégica 
susceptible de explotación para fines mal intencionados, en este caso, para evadir La 
procuración de justicia o, peor aún, Llevar a cabo actos de contrainteligencia para combati r 
frontalmente a Los agentes encargados de La investigación y persecución de Los delitos 
en Los Estados Unidos Mexicanos. 

Cabe señalar que el Alto Tribunal estableció que, si bien es un derecho de las personas 
imputadas. conocer el nombre y datos del servidor público que lo acusa -salvo 
tratándose de delincuencia organizada donde La autoridad judicial puede autorizar se 
mantengan en reserva-. lo cierto es que conocer esa información no deriva del ámbito 
de protección del derecho de acceso a La información. sino del derecho a gozar de un 
debido proceso y una defensa adecuada. El que una persona en ejercicio de su derecho 
de acceso a La información solicite el nombre y cargo de todo el personal de La Fiscalía 
General de la República no quiere decir que deba obtener el mismo resultado, pues se 
trata del ejercicio de derechos distintos y de acceso a información diferente. 

Adicionalmente, proporcionar La información no solo revelaría cuántas personas 
funcionarias públicas están al frente de La investigación y persecución de Los delitos del 
orden federal a nivel nacional. sino también La Delegación Estatal a La que se encuentran 
adscritas y, en consecuencia, cómo se encuentran distribuidas y organizadas por entidad 
federativa: todo Lo cual. invariablemente. revelaría su ubicación y organización, Lo que 
implica dejar ver no solo su identidad, sino también la capacidad de reacción que t iene el 
Estado mexicano - a nivel de la República y por entidad federativa- para investigarv 
p.er~eguir la co~isión de ~<?s deUt?s federales. o.icho en otras palabras: pe_rmitir lo anterior 
s1gn1fica revelar 1nformac1on que impacta negativamente en el esempeno de Las labor s 
institucionales en relación con sus facultades y atribuciones c nstitucionales en materia 
de seguridad pública. 

En cuanto a Lo expuesto, debe tomarse en cuenta que La Fisca a General de La Re 
funciona como una corporación formada por eslabones. e deci r., si alguno de Los 
eslabones se ve afectado, el desempeño de sus funciones a eda Las demás artesy 
funciones de la Institución; de modo que revelar informació de ·nteligencia que fecta a 
una parte sustancial de la Institución equivaldría a A , voca una vulnerac ón a 
funcionamiento en otros aspectos. 
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Robustecen lo anterior. las aclaraciones de La resolución de La aludida controversia 
constitucional 325/2019, hechas por La Ministra Yasmín Esquivel Mossa. en donde 
manifiesta que: 

" .. está de por medio La integridad de Los servidores públicos de La FGR que son quienes materializan 
Las funciones constitucionales del ente autónomo. pues constituye hecho notorio que el clima de 
violencia criminal en el que ejercen sus funciones tanto Las instituciones de procuración de justicia. 
como las instituciones policiacas e. inclusive. algunos miembros de la judicatura genera enormes 
riesgos que es necesario disminuir en beneficio de tales personas. pues ello redunda en La 
protección de los derechos humanos más elementales de Los integrantes de nuestra sociedad en 
general. 
... 
Difundir los nombres de algunos de los Agentes del Ministerio Público de la Federación y de otras 
personas de la FGR. a personas diversas de las que participan en Los procesos penales federales. 
así como revelar La estructura administrativa de sus áreas administrativas. debilita la seguridad 
pública. cuyos fines son. como ya expuse. La salvaguarda de los derechos humanos relativos a la 
vida. las libertades. la integridad y el patrimonio de las personas, así como contribuir a la 
generación y preservación del orden público y la paz social. 

Además. la Constitución Federal no realiza distinción alguna entre un tipo de personal y otro de La 
FGR. sino que su artículo 21 se refiere a todos los integrantes de Las instituciones de seguridad 
pública. por lo que considero que esta protección de reserva de datos incluye a todos los 
integrantes que conformen a todo ese ente constitucional autónomo. sin discriminar a ninguno de 
sus integrantes. y mucho menos privarlo de La protección que le brinda la reserva tanto de sus 
datos. como de La estructura administrativa a La que pertenece. 

Las personas servidoras públicas administrativas de la FGR también forman parte de la estructura 
para La investigación y el combate al delito. y son también vulnerables de poner en riesgo su vida. 
seguridad y salud, no considerarlo así. constituye una postura discriminatoria. como si solament 
los Agentes del Ministerio Público Federal correrán riesgos y los demás empleados estuviera 
exentos. no obstante que unos y otros comparten espacios de trabajo e intervienen en Los 
procedimientos para el cumplimiento de las atribuciones de la FGR." 

Bajo esa tesitura. La divulgación de La información relacionada el personal adscrito a esta 
Institución federal actualiza el riesgo de perjuicio a la vida, seguridad o salud, así como 
para sus familias y personas cercanas, por Lo que el ejercicio de ponderación de derechos 
de la colectividad que debe prevalecer, es aquel relacionado con la procuración de 
justicia bajo los principios constitucionales contenidos en el artículo 20 de la Constitución 
Política de los Estados Unidos Mexicanos. en relación con esclarecer los hechos. procurar 
que el culpable no quede impune y que los daños causados por el delito se reparen. J 

111. Principio de proporcionalidad: Representa el medio menos restrictivo disponible para/ 
evitar el perjuicio. toda vez que. si bien es cierto que el artículo 6 constitucional reconoce 

3Z htt 

el derec o de acceso a la información. La Suprema Corte al resolver el amparo directo 
2931/201 32• concluyó de manera esencial que el derecho a ser informado no es absoluto. 
pues. a pe ar de que el Estado tiene la obligación de informar a la población sobre temas 
de interés relevancia pública. también se debe proteger y garantizar el derecho a la vida. 
seguridad y alud las personas. así como a la salvaguarda de la seguridad pública y 
nacional. 

Décima Octava Sesión Ordinaria 2024 



FGR 
FISCALÍA GENERAL 
DE LA REPÚBLICA 

(: COM.ITE DE T TRANSPARENCIA 

De ahí. se tiene que la calidad de persona servidora pública no suprime los derechos 
humanos a la vida, seguridad y privacidad, que deben gozar todas las personas. Por el 
contrario. existe un interés general o superior en esos derechos frente al derecho de 
acceso a la información de un particular. en una ponderación frente a los derechos 
humanos de los servidores públicos de la Fiscalía General de la República. de sus familias 
y círculo cercano. información la cual debe ser considerada como clasificada. 

En ese sentido, tomando en consideración la proporción de riesgo de los distintos 
mercados criminales que combate esta Fiscalía General de la República. las funciones 
que desempeña el personal y la tasa de delitos del orden federal en cada una de las 
entidades federativas de los Estados Unidos Mexicanos. además de lo señalado por el 
Pleno de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, el revelar la identidad y cargo de 
quienes tienen la responsabilidad de investigar y perseguir delitos federales expondría la 
capacidad de fuerza y reacción que tiene esta Institución y, por consecuencia, vulneraría 
las competencias constitucionales que en materia de seguridad pública Le están 
conferidas. 

Por lo expuesto, se concluye que clasificar como reservada La información o datos que 
permitan la identificación, inclusive de aquella que asevere su adscripción en el presente 
o pasado, como personas servidoras públicas Fiscalía General de la República. resulta el 
medio menos restrictivo frente al derecho de acceso a la información en cualquiera de 
sus diferentes manifestaciones. 

/ 

= = = = = = = = = = = = = = = = = = = = = = = = = = = = = = = = -_ = = = -_ -_ -_ -_ ~ -_ -_ -_ -_ -_ -_ -_ -_ -_ -_ -_ -_ -_ -_ -_ -_ -_ -_ -_ --= = = = / ' 
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D. Solicitudes en las que se analiza la ampliación de término para dar respuesta a la 
información requerida: 

CT / ACD0/0263/2024: 

Los miembros del Comité de Transparencia determinan autorizar La ampliación del plazo de 
respuesta de los folios citados a continuación. de conformidad con lo dispuesto en el artículo 135 
de la LFTAIP. 

D.1. Folio 330024624001249 
D.2. Folio 330024624001257 
D.3. Folio 330024624001261 
D.4. Folio 330024624001264 
D.5. Folio 330024624001266 
D.6. Folio 330024624001267 
D.7. Folio 330024624001270 
D.8. Folio 330024624001273 
D.g. Folio 330024624001276 
D.10. Folio 330024624001278 
D.11. Folio 330024624001279 
D.12. Folio 330024624001281 
D.13. Folio 330024624001287 
D.14. Folio 330024624001292 
D.15. Folio 330024624001295 
D.16. Folio 330024624001298 

Motivos que se expresan en el Cuadro l. Solicitudes sometidas a consideración del Comité de 
Transparencia, para su ampliación de término para dar respuesta que se despliega en la 
siguiente página. 

Sin embargo, se exhorta a los asistentes a aue, en aauellos requerimientos en los que, dentro 
del procedimiento de acceso. se encuentre oendiente oor concluir el proceso de verificación 
de la existencia de información en sus archivos. se entreaue en un término no mayor a 5 días 
hábiles los resultados de la búsqueda a la UTAG. con la finalidad de contestarlos en tiempo y 
forma. Lo anterior. de conformidad con Lo establecido en el artículo 135 de la LFTAIP. el cual 
establece que la respuesta a La solicitud deberá ser notificada al interesado en el menor tiempo 
posible. 

Cuadro l. Solicitudes sometidas a consideración del Comité de Transparencia, para su 
ampliación de término para dar respuesta 

/ 
Solicitada por 

an-álisis a la 
respuesta de la 

FEMDO 

¡/ 
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al interior de dicha dependencia y/o mesas de trámite de atención 
de car etas de investigación. 
Folio 330024624001257 _Fecha de notificación de 
prórroga_29/05/ 2024_Solicito la versión publica de la averigaucion 
previa PGR/ FEMOSPP/011/ 2002. Solicito que en caso de estar 
reservada se aperture con base en el articulo Artículo 101de la 
LGTAIP que dice que los Documentos clasificados como reservados 
serán públicos cuando existe una causa de interés público que 
prevalece sobre la reserva de la información. Además por su 
relevancia solicito que sea publicada de manera gratuita sin 

1 cobrarme sus millones de pesos ya que esta causa en contra del 
1 expresidente Luis Echeverria Alvarez y otros tiene que ser revelada 
L al ueblo de México. 

Fo lío 330024624001261-Fecha de notificación de 
prórroga_29/05/ 2024_1)Cantídad de dinero recibida por cualquier 
entidad del gobierno de los Estados Unidos de América. para 
implementar mejoras en los servicios periciales. policiales de 
investigación, ministeriales de la FGR. en el periodo de tiempo de 1 
de enero de 2017 a 30 de abril de 2024, así como los convenios 
respectivos. 
2)Convenios firmados entre la FGR y cualquier entidad del gobierno 
de los Estados Unidos de América, para coadyuvar en 
investigaciones de delitos competencia de la FGR: en el periodo de 
tiempo de 1 de enero de 2017 a 30 de abril de 2024. 
3)Convenios firmados entre la FGR y cualquier entidad del gobierno 
de los Estados Unidos de América. en que se haya pactado apoyo 
con recursos económicos de EUA a la FGR para coadyuvar en 
investigaciones de delitos competencia de la FGR: en el periodo de 
tiempo de 1 de enero de 2017 a 30 de abril de 2024. 
4)Presupuesto federal asignado a la FEMDO y/o SEIDO, en el 
P,eriodo de t iem o de 1 de enero de 2017 a 30 de abril de 2024. 

f Folio 330024624001264_Fecha de notificación de 
prórroga_29/05/ 2024_Solicito se me proporcionen datos del 
periodo que comprende del 01 de enero al 31 de diciembre de 2023. 
de las carpetas de investigación iniciadas. desglosando: 

Estado. 
Municipi . 

Dellt . 
Número de víctimas (número de mujeres y hombres 
Número de imputados (número de mujeres y hombres 

- Y su estatus a la fecha. 
Fólio 330024624001266_Fecha de not1ficación de 
prórroga_2g/ o5/2o24_S0licito se me proporcione de la,~ c~rpetas 9e' 
investigación judlcializadas ~n el periodo del 01 de enero~ l de 
diciembre de 2023, el siguiente . glose: 
- Fecha de ·s10. 

Lugar (Estado y municipio) 
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Delito. 
Estatus. 

Número de víctimas (número de mujeres y hombres). 
- Número de im utados (número de mujeres 'i..b.omb_re~s~). ____ ....,. 
Folio 330024624001267 _Fecha de notificación de 
prórroga_29/05/2024_Solicito se me proporcione el número de 
carpetas de investigación iniciadas por el Ministerio Público Federal. 
por hechos acontecidos en el Estado de Guanajuato, desglosando 
los delitos correspondientes, de los cuales se obtuvo sentencia en la 
anualidad 2023, desglosando si fue condenatoria o absolutoria y 
señale si el Ministerio Público Federal estuvo presente en la lectura 
de la sentencia. 
Folio 33002462400127o_Fecha de notificación de 
pr0rroga_30/05/2024_Solicito La siguiente información de Veracruz 
correspondiente al período 2018, 2019, 2020, 2021, 2022. 2023 De las 
carpetas de investigación que se formaron por los delitos de trata de 
personas ¿Cuántas carpetas de investigación se han integrado por el 
delito de trata de persohas durante los años 2018, 2019, 2020, 2021. 
2022. 2023? ¿Cuántas de ellas fueronjudicializadas durante los años 
2018, 2019, 2020. 2021, 2022, 2023? ¿Por qué modalidad de trata 
según la Ley General para Prevenir, Sancionar y Erradicar los delitos 
en materia de Trata y para la Protección y Asistenda a las Víctimas 
de estos Delitos? ¿ Cuántas sentencias condenatorias y absolutorias 
se ejecutaron por el delíto de trata de personas durante los años 
2018, 2019, 2020, 2021, 2022, 2023? ¿Por qué modalidad de trata 
según la Ley General para Prevenir. Sancionar y Erradicar los delitos 
en materia ae Trata y para la Protección y Asistencia a las Víctimas 
de estos Delitos? ¿Cuántos niños. niñas y adolescentes son 
reconocidos como víctimas de trata de personas y en qué 
modalidades? Desagregue por edades. sexo. origen (¡Dt1eblo 
indígena) nacionalidad y cualquier otro tipo de categoría que sirva 

parte del área 
responsable 

-S-o-licitada por falta ] 
de respuesta de la 
OM por búsqueda 
exhaustiva de la 
información por 
parte del área 
responsable 

Solicitada por 
·análisis en la UETAG 

oara reconocer el erfil de la niñez en situación d_e_ tr_a_ta_. ______________ ___, 
Folio 330024624001273_Fecha de notificación de 
prórroga_30/05/2024_Solicito me informe el número de especies 
de flora y fauna en peligro de extinción y/o protegidas que han sido 
aseguradas y/ o decomisadas por estar el posesión ilegal en 
domicilios y/o en tráfico para su posible venta, o bien en cualquier 
otra modalidad de posesión. de enero de 2017 a abril de 2024. Solicito 

Solicitada por 
análisis en la UETAG ' 

1 me informe por entidad federativa y municipio donde ocurrieron l estos as~gur~mientos, y saber si ha o hubo personas detenida_s_. ------~--­
Folio 330024624001 :;,76_Fecna de notífic::ación d~ 
prórmga_30/05/2024_"1.- QUIEN ERA EL SUPERIOR JERARQUICO 
DE LA AGENCIA FEDERAL DE INVESTIGACIONES (AFI) EN EL AÑO 
2008. 

/ 
2.- QUIEN ERA EL SUPERIOR JERARQUICO DE LA ~OL!CIA FEDERAL 
PREVENTIVA EN EL ANO 2008. 

~ .- ANTE QUE AUTORIDAD SE lNTERPONIAN QUEJAS O SE 
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RECLAMABA SOBRE LA ACTUACJON IRREGULAR DE LA A~E:NCIA 
FEDERAL DE INVESTIGACIONES CAFI) EN EL AÑO 2608. 
4.- ANTE QUE AUTORIDAD SE INTERPONIAN QUEJAS O SE 
RECLAMABA SOBRE LA ACTUACION IRREGULAR DE LA POLICIA 
FEDERAL PREVENTIVA EN EL AÑO 2008. 
5.- EN QUE AÑO SE EXTINGUIO LA POLICIA FEDERAL PREVENTIVA 
Y QUE AUTORIDAD LA SUSTITUYO. 
6.- CUAL ES EL FUNDAMENTO JURIDICO DE LA SUSTITUCIÓN DE 
LA POLICIA FEDERAL PREVENTIVA YQUE AUTORIDAD ERA LA 
ENCARGADA OE VIGILAR QUE LA SUSTITUCION SE LLEVARA DE 
CONFORMIDAD CON LA LEY. 
7;- CUALES SON LAS FACULTADES DE LA AUTORIDAD QUE 
SUSTITUYO A LA POLJCIA FEDERAL PREVENTIVA Y EN QUE 
INSTRUMENTO JURIDICO SE ENCUENTRAN PLASMADAS. 
8.- QUIEN ES EL SUPERIOR JERARQUICO DE LA AUTORIDAD QUE 
SUSTITUYO A LA POU CIA FEDERALPREVENTIVA 
9.- DE CUANTAS UNIDADES Y DIVISIONES ESTABA COMPUESTA LA 
POLICIA FEDERAL. 
10.- CUALES SON LAS FACULTADES DE CADA UNA DE LAS 
QIVISIONES Y UN IDADES DE LA POLICIA FEDERAL 
11.- QUE INSTRUMENTO JURlDICO REGULABA EL ACTUAR DE LA 
POLICIA FEDERAL. 
Folio 330024624001278_Fecha de notificación de 
prórroga_31/05/2024_Descripción de La solicitud: 
1. Solicito todos Los números y/o nomenclaturas de carpetas de 
investigación y/o causas penales iniciadas por La Fiscalía General de 
La República por homicidio en agravio de Fernando García 
Fernández. asesinado en Chilpancingo. Guerrero. el 12 de 
septiembre de 2023. 
2. Solicito saber cuántas carpetas fueronjudicializadas con detenido 
por este hecho. 
3. Solicito saber. en caso de ser judicializadas. cuántos detenidos 
existen en cada carpeta de investigación o causa penal. así como Los 
circuitos y juzgados donde radican 
4. Solicito saber cuántos de Los detenidos ya fueron vinculados a 
proceso 
5. Solicito saber si existe una sentencia condenatoria o absolutoria 
por este hecho. 6. Solicito saber si se declararon ejercicios de no 
acción penal 
?. Solicito saber todos Los números y/o nomenclaturas de amparos 
y/o medios de impugnación relacionados a estas carpetas de 
investigación. 
Datos complementarios: Se adjunta Link de comunicado de La fiscalía 
donde da a conocer La apertura de un proceso judicial por este 
hecho. 
https://fgr.org.mx/en/FGR/Prensa?suri=http%3A%2F%2Fwww.FGR. 

, swb%23f r _B0letl n%3A9967 ___ _ _ 
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Folio 330024624001279_Fecha de notificación de 
pró,ío_ga_31./05/2024_Solicito se me informe cuantos ·MANUAL DE 
NORMAS Y PROCEDIMIENTOS PARA EL EJERCICIO DEL GASTO DE 
SEGURIDAD PÚBLICA Y NACIONAL. se exp.idieron del 1 de enero de 
2012 al 1 de enero de 2015 cuándo fueron difundidos oficialmente. 
Folio 330024624001281-Fecha de notificación de 
prórroga_31/05/2024_Descripción de la solicitud: Solicito pacifica y 
respetuosamente el presupuesto utilizado por el sujeto obligado 
para cumplir el convenio firmado con Cemex/Sinergia Deportiva, así 
como los resultados de dicho convenios con sus respectivas 
pruebas documentales. 
Datos complementarios: 
https:/ /aplicaciones.fgr.org.mx/MotorDeBusqueda/DownloadDoc 

~ umento?NombreDocumentoPDF=Convenio%20CEMEX.pd_f __ 
Folio 330024624001287 _Fecha de notificación de 
prórroga_o3/06/2024_se le solicita a cada funcionario qwe recibió, 
la denuncia adjunta, que informe que acciones tomaron al respecto 
cada uno. a ue se trata de delitos . 

~ io 330024624001292_Fecha de notificación de 
j prórroga_o3/o6/2o24_S0licito un informe de las acciones que han 
¡ realizado para cumplir con el Dictamen 2760/2016 por el Comité de 

1 
Derechos Humanos de Naciones Unidas respecto de la desaparición 
de Jesús Israel Moreno Pérez. 
Folio 330Q24624001295_Fecha de notificación de 
prórroga_o3/o6/2024_S0licito saber cuantas denuncias por 
agresiones o atentados contra personas defensoras de derechos 
humanos y periodistas tienen registradas de enero del 2023 a marzo 
del 2024. Se~alar el _ti o cíe agresión y desglosar mes por mes 

1 Folio 330024624001298_Fecha de notificación de 

l 
prórroga_o3/06/2024_Solicito saber cuantas carpetas de 
investigación por agresiones o atentados contra personas 
defensoras de derechos humanos y periodistas se han judicializado 
en el últi o año. - - ----
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E. Cumplimiento a las resoluciones del INAI: 

E.1. 
E.2. 
E.3. 

Folio de La solicitud 330024624000787 - RRA 5052/24 
Folio de la solicitud 330024624000505 - RRA 3751/24 
Folio de La solicitud 0001700200321 - RRD 1654/21 

La resolución para cada uno de Los asuntos enlistados en el presente rubro se encuentra al final 
de La presente acta. signadas por Los miembros del Comité. 

---- --
____ / __ _ 
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F. Solicitudes para el ejercicio de los derechos ARCO en las que se analizará la procedencia o 
improcedencia, la versión testada o entrega de los datos personales: 

F.1. Folio de la solicitud 330024624001318 

De conformidad con lo establecido en los artículos 96 y 97 de los Lineamientos Generales de 
Protección de Datos Personales para el Sector Público, en relación con el Criterio 1/18 emitido 
por el Pleno del Instituto Nacional de Transparencia, Acceso a la Información y Protección de 
datos Personales. el acta de sesión correspondiente a La solicitud 330024624001318 
relacionada con el ejercicio de derechos ARCO, se encontrará disponible para el particular en 
las instalaciones de esta Unidad de Transparencia y Apertura Gubernamental. ubicada en Calle 
Dr. Velasco, N' 175, Colonia Doctores. Demarcación Territorial Cuauhtémoc. Código Postal 
06720. Ciudad de México. en un horario de 9:00 a 15:00 horas. de lunes a viernes. previa 
acreditación de su personalidad. a través de los siguientes medios: 

1.- Identificación oficial 

11.- Instrumentos electrónicos o mecanismos de autenticación permitidos por otras disposiciones legales 
o reglamentarios que permitan su identificación fehacientemente. o 

111.- Aquellos mecanismos establecidos por el responsable de manera previa. siempre y cuando permitan 
de forma inequívoca la acreditación de la identidad del titular. 

Del mismo modo, como lo prevé el artículo 77 de la LGPDPPSO, cuando el titular ejerza sus 
derechos ARCO a través de su representante. éste deberá acreditar la identidad del titular y su 
identidad y personalidad presentando ante el responsable lo siguiente: 

1-. Copia simple de la identificación oficial del titular. 

11.- Identificación oficial del representante. e 

111.- Instrumento público. carta poder simple firmada ante dos testigos anexando copia simple de las 
identificaciones oficiales de quienes intervengan en la suscripción del mismo. o declaración en 
comparecencia personal del titular. 

Finalmente. el Comité de Transparencia instruye a la UTAG a que informe al particular que. una 
vez notificada la respuesta, esta Institución tiene un plazo de quince días para hacer efectivo el 
derecho de acet~so a sus datos personales. de conformidad con el artículo 91 de Los 

Ll~~~~~e~'.~s _ ~e _e:•_L:s ___ ______ ___ __ ____ _____ __ __ ___ __ _ -_ --______ __ __ / 

- - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - -

/ :::::::-_::::: __ - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - -
- - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - -
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IV. Actualización del documento de seguridad del Sistema Centro de Denuncia y Atención 
Ciudadana (CEDAC) 

La Ley General de Protección de Datos Personales en Posesión de Sujetos Obligados 
(LGPDPPSO), establece como parte de los deberes a cumplir con la elaboración de un 
documento de seguridad. el cual deberá contener al menos los siguientes elementos: el 
inventario de datos personales y de los sistemas de tratamiento. las funciones y obligaciones de 
las personas que traten datos personales, el análisis de riesgos. el análisis de brecha. el plan de 
trabajo, los mecanismos de monitoreo y revisión de las medidas de seguridad. y el programa 
general de capacitación. Lo anterior de conformidad con lo establecido en el 35 de la LGPDPPSO. 

En este sentido. la Fiscalía Especializada en Materia de Derechos Humanos (FEMDH), actualizó el 
Documento de Seguridad del Sistema Centro de Denuncia y Atención Ciudadana (CEDAC). 

Determinación del Comité de Transparencia 

Derivado de las facultades conferidas en el artículo 84, fracciones l. IV y V de La Ley General de 
Protección de Datos Personales en Posesión de Sujetos Obligados. el Comité de Transparencia 
aprueba la actualización del Documento de Seguridad de La Fiscalía Especializada en Materia de 
Derechos Humanos (FEMDH). relativo al Sistema Centro de Denuncia y Atención Ciudadana 
(CEDAC). 

= = = = = = = = = = = = = = = = = = = = = = = = = = = = = = = = = = = = = = = = = = = = = = = = = = = = = = = = = = = = = = = = = ~ 

---- -- ---------------------------------------- ---------------- / 
- - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - -,,,,,- - -
- - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - _4?.. - - - -

- - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - -·~ ~ ... ·- - - - - - - - - - - - - - -

: : : : : : : : : : : : : : : : : : : : : : : : : : : : : : : : : : : : : : : : : : : : : : : : : : : : : : : : : : : : : : ~ 
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V. Actualización del Documento de Seguridad del Sistema Programa de Difusión de personas 
desaparecidas Has visto a .. ?. 

La Ley General de Protección de Datos Personales en Posesión de Sujetos Obligados 
(LGPDPPSO), establece como parte de los deberes a cumplir con la elaboración de un 
documento de seguridad, el cual deberá contener al menos los siguientes elementos: el 
inventario de datos personales y de los sistemas de tratamiento, las funciones y obligaciones de 
las personas que traten datos personales, el análisis de riesgos, el análisis de brecha, el plan de 
trabajo, los mecanismos de monitoreo y revisión de las medidas de seguridad, y el programa 
general de capacitación. Lo anterior de conformidad con lo establecido en el 35 de la LGPDPPSO. 

En este sentido. la Fiscalía Especializada en Materia de Derechos Humanos (FEMDH), actualizó el 
Documento de Seguridad del Sistema Programa de Difusión de personas desaparecidas Has 
visto a .. ?. 

Determinación del Comité de Transparencia 

Derivado de las facultades conferidas en el artículo 84, fracciones 1, IV y V de la Ley General de 
Protección de Datos Personales en Posesión de Sujetos Obligados, el Comité de Transparencia 
aprueba la actualización del Documento de Seguridad de la Fiscalía Especializada en Materia de 
Derechos Humanos (FEMDH), relativo Sistema Programa de Difusión de personas 
desaparecidas Has visto a .. ?. 
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VI . Asuntos Generales 

PUNTO 1 . 

COMITE DE 
TRANSPARENCIA 

>- Mensaje de la Unidad Especializada en Transparencia y Apertura Gubernamental y 
la presidente del Comité de Transparencia. 

La Titular de La UETAG reiteró a Los enlaces de transparencia de las diversas unidades 
administrativas que integran la estructura orgánica de esta Fiscalía General de La República 
que. La información que se proporciona como respuesta a las solicitudes de información. 
es responsabilidad exclusiva de Los t itulares de cada unidad administrativa: por Lo que. 
cuando sus pronunciamientos así Lo ameriten. deberán remitir además. la aclaración o 
precisión que justifique cualquier cuestionamiento mediático a la institución. 

= = = = = = = = = = = = = = = = = =-- = = = = = = = = = = = = = = = = = = = = = = = = = = = = = = = = = = = = = = = = = = = = / / 

- - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - ~~ - - - - - - -,,. 
-- / =- -- --- ----
~ - - - - - - - - - - - - - - -
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Tomando La votación de cada uno de Los integrantes del Colegiado de Transparencia para cada 
uno de Los asuntos de conformidad con Lo que se plasmó en la presente acta, se da por terminada 
la Décima Octava Sesión Ordinaria del año 2024 del Comité de Transparencia de la Fiscalía General 
de la República. AL efecto, se elabora acta por triplicado, firmando al calce Los integrantes del 
Comité de Transparencia para constancia. 

/ 

INTEGRANTES 

Leda. Adi Loza'Barrera. 
Titular é' La Unidad Especializada en Transparencia y Ae_ertura 

ernamental y la presiden J del Comité de Transparencia. 

• 
Lic. Miguel Ángel Cerón Cruz. 

Administrador Especializado de Acceso a la Información 
Unidad Especializada en Transparencia y A É!rlur 'Gubernamental 

Vo.Bo. 

Leda. Gabriela Santillán García. ~ 
Secretaria Técnica del Comité de Transparencia 

Unidad Especializada en Transparencia y Apertura Gubernamental 
Elaboró 
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A. Solicitudes en las que se analiza la clasificación de inexistencia de la información 
solicitada: 

A.1. Folio de la solicitud 330024624000785 - RRA 5046/24 

Síntesis 

¡ Sentido de la resolución CT: 

Rubro: 

Solicitud: 

Versión pública de la indagatoria 
PGR/SEIDO/UEIDMS/1017 /2014 

Confirma 

Ine xistencia 

"Solicito copia simple en versión pública de la averiguac,on previa 
PGR/SEIDO/UE/DfvtS/1017 /2014. No omito señalar que se trata de una carpeta relacionada con 
la desaparición de los 43 estudiantes de Ayotzinapa. calificado como 'grave vulneración a los 
derechos humanos· por parte de la CNOH y por lo tanto exenta de clasificación." (Sic) 

Gestión de la solicitud: 
En respuesta se informó lo siguiente: 

' .. .En atención al contenido de la solicitud esta Unidad Especial de Investigación y Litigación para 
el Caso Ayotzinapa, procede a informar que el Agente del Ministerio Público de La Federación, 
solicitó el ejercicio de la acción penal en la averiguación previa: PGR/SEIDO/UEIDfVIS/1017/2014, 
determinándola al órgano jurisdiccional competente en fecha 29 de junio de 2020, motivo por el 
cual la averiguación previa de mérito y toda la información que obraba en sus actuaciones, ya no 
se encuentra en los archivos físicos ni electrónicos de esta Unidad Especial y actualmente dicha 
información se encuentra en los archivos del Poder Judicial de la Federación. 

En virtud de lo manifestado en párrafos precedentes y con fundamento en el articulo 130 de la 
Ley Federal de Transparencia y Acceso a la Información Pública, se sugiere remitir la solicitud de 
mérito al Consejo de la Judicatura Federal (CJFJ ... • 

Mediante recurso de revisión, el particular se inconformó ante el Instituto Nacional de 
Transparencia, Acceso a la Información y Protección de Datos Personales (INAI), manifestó lo 

siguiente: / 

Razón de la interposición: 
No se me entregó la información solicitada. 

Por lo anterior, con la finalidad de sobreseer el presente recurso de revisió y tomando en 
consideración, los precedentes de las resoluciones a los recursos de revisión RRA 3926/24 y 
RRA 5052/24, es que la FEMDH, a través de la Unidad Especial de Investigación y Litigación para 
el Caso Ayotzinapa (UEILCA) realizó una nueva búsqueda exhaustiva y minuciosa del 

Décima Octava Sesión Ordinaria 2024 2 



FG 
FISCALÍA GENERAL 
DE LA REPÚ B LIC A 

ICOMITE DE 
¡TRANSPARENC IA 

expediente solicitado. Localizando únicamente que el 29 de junio de 2020. el Agente el Ministerio 
Público Federal solicitó el ejercicio de la acción penal en la carpeta interés del solicitante. 
determinándola al Órgano Jurisdiccional competente. motivo por el cual. el expediente y toda 
la información inmersa en el mismo, se encuentra en posesión del Poder Judicial de la 
Federación. por lo que es procedente declarar la inexistencia en los archivos de esa Unidad 
Especial. 

Determinación del Comité de Transparencia: 

Acuerdo FGR/CT / ACDO/ 016/2024: 

De conformidad con lo previsto en el artículo 65, fracción 
11 de la LFTAIP. este Comité de Transparencia confirma la 
declaratoria de inexistencia de la información solicitada. 
de conformidad con los establecido en el artículo 141 de 
la LFTAIP, en concatenación con el criterio de 
interpretación del INAI 04/19 que a la letra señala que: 

Propósito de La declaración formal de inexistencia. El propósito de que los Comités de 
Transparencia emitan una declaración que confirme la inexistencia de la información solicitada, es 
garantizar al solicitante que se realizaron las gestiones necesarias para la ubicación de la 
información de su interés: por lo cual. el acta en el que se haga constar esa declaración formal de 
inexistencia, debe contener los elementos suficientes para generar en los solicitantes la certeza 
del carácter exhaustivo de la búsqueda de lo solicitado. 

Lo anterior. toda vez que la FEMDH a través de la UEILCA. manifestó que posterior a efectua 
una nueva búsqueda exhaustiva amplia y razonable (modo) de la información en la totalidad d 
sus archivos físicos y electrónicos. bases de datos. libros de gobierno y cualquier otro registr 
en donde pudiera obrar la información requerida (lugar); hasta el veintidós de abril del dos m l 
veinticuatro, por ser la fecha de notificación de la resolución del recurso de revisión en cita 
(tiempo). señaló que únicamente localizó que el 29 de junio de 2020. el Agente el Ministerio 
Público Federal solicitó el ejercicio de la acción penal en la carpeta interés del solicitante. 
determinandola al Órgano Jurisdiccional competente, motivo por el cual. el expediente y toda 
la información inmersa en el mismo. se encuentra en posesión del Poder Judicial de la 
Federación, de ahí que resulte procedente declarar la inexistencia. 

Por lo expuesto. se instruye a la UETAG hacer entrega de la presente acta al solicitante a través 
del medio que elig ió para recibir notificaciones, así como. hacerla del conocimiento a las 
instancias competentes para los efectos a los que haya lugar. 

: : : : : : : : : : : : : : : : : : : : : : : : : : : : : : : : : : : : : : : : : : : : : : : : : : : : : : : : : : : : : : ~ 
------------------------------------------------------:;¡;----- ----
- - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - -

====================================================== = -========= - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - ~ - - - - - - - - - -
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La presente resolución forma parte de la Décima Octava Sesión Ordinaria 2024 del Comité de 
Transparencia de la Fiscalía General de la República. Al efecto, se elabora acta por triplicado, 
firmando al calce Los integrantes del Comité de Transparencia para constancia. 

INTEGRANTES 

~ ~ :ii=~"ra I da en Transparencia y Apertura 
G..u~~ mr~tal nte del Comité de Transparencia. 

Lic. Carlos Gue rero 
Miembro suplente del Titular 

Especializada de Recursos, erv1c1os e 
Infraestructura Inmobiliaria, re resentante 

del área coordinadora de archivos 

Décima Octava Sesión Ordinaria 2024 

ín Taboada Cortina. 
itular del Órgano 
de Control 

Leda. Gabriela Santillán García. 
Secretaria Técnica del Comité de Transparencia 

Unidad de Transparencia y Apertura Gubernamental 
Elaboró 
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A. Solicitudes en las que se analiza la clasificación de inexistencia de la información 
solicitada: 

A.2. Folio de la solicitud 330024624000786 - RRA 5049/24 

Síntesis 

¡ Sentido de la resolución CT: 

Rubro: 

Solicitud: 

Versión pública de la indagatoria 
FED/SDHPDSC/ OI-GR0/369/2020 

Confirma 

Inexistencia 

"Solicito copia simple en versión pública de la averiguación previa FED/SDHPDSC/O/­
GR0/369/2020. No omito señalar que se trata de una carpeta vinculada a la desaparición de los 
43 estudiantes de Ayotzinapa. calificada como 'grave violación a los derechos humanos· por la 
CNDH y, por lo tanto, exenta de reserva según el artículo 115 de la Ley de Transparencia." (Sic) 

Gestión de la solicitud: 
En respuesta se informó lo siguiente: 

' .. .En atención al contenido de la solicitud esta Unidad Especial de Investigación y Litigación para 
el Caso Ayotzinapa, procede a informar que el Agente del Ministerio Público de la Federación. 
solicitó el ejercicio de la acción penal en la averiguación previa: FED/ SDHPOSC/OI­
GR0/ 369/2020. determinándola al órgano jurisdiccional competente en fecha 28 de julio de 
2020. motivo por el cual la averiguación previa de mérito y toda la información que obraba en sus 
actuaciones. ya no se encuentra en los archivos físicos ni electrónicos de esta Unidad Especial y 
actualmente dicha información se encuentra en los archivos del Poder Judicial de la Federación. 

En virtud de lo manifestado en párrafos precedentes y con fundamento en el artículo 130 de la 
Ley Federal de Transparencia y Acceso a la Información Pública, se sugiere remitir la solicitud de 
mérito al Consejo de la Judicatura Federal (CJF) ... • 

Mediante recurso de revisión, el particular se inconformó ante el Instituto Nacional de 
Transparencia. Acceso a la Información y Protección de Datos Personales (INAD. manifestó lo 
siguiente: / 

Razón de la interposición: 
No se me entregó la información solicitada. 

Por lo anterior, con la finalidad de sobreseer el presente recurso é:le revisión y tomando en 
consideración, los precedentes de las resoluciones a los recursos de revisión RRA 3926/24 y 
RRA 5052/24, es que la FEMDH, a través de la Unidad Especial de Investigación y Litigación para 
el Caso Ayotzinapa (UEILCA) realizó una nueva búsqueda exhaustir ~ inuciosa d

2

el 
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expediente solicitado. Localizando únicamente que el 28 de julio de 2020. el Agente el Ministerio 
Público Federal solicitó el ejercicio de La acción penal en La carpeta interés del solicitante, 
determinándola al Órgano Jurisdiccional competente, motivo por el cual. el expediente y toda 
la información inmersa en el mismo. se encuentra en posesión del Poder Judicial de la 
Federación, por lo que es procedente declarar la inexistencia en los archivos de esa Unidad 
Especial. 

Determinación del Comité de Transparencia: 

Acuerdo FGR/CT / ACD0/017 /2024: 

De conformidad con lo previsto en el artículo 65, fracción 
11 de La LFTAIP, este Comité de Transparencia confirma la 
declaratoria de inexistencia de la información solicitada. 
de conformidad con Los establecido en el artículo 141 de 
la LFTAIP, en concatenación con el criterio de 
interpretación del INAI 04/19 que a la letra señala que: 

Propósito de la declaración formal de inexistencia. El propósito de que los Comités de 
Transparencia emitan una declaración que confirme la inexistencia de la información solicitada, es 
garantizar al solicitante que se realizaron las gestiones necesarias para la ubicación de la 
información de su interés; por lo cual. el acta en el que se haga constar esa declaración formal de 
inexistencia, debe contener los elementos suficientes para generar en los solicitantes la certeza 
del carácter exhaustivo de la búsqueda de lo solicitado. 

Lo anterior. toda vez que la FEMDH a través de la UEILCA. manifestó que posterior a efectua 
una nueva búsqueda exhaustiva amplia y razonable (modo) de La información en La totalidad d 
sus archivos físicos y electrónicos, bases de datos, Libros de gobierno y cualquier otro registro 
en donde pudiera obrar la información requerida (lugar); hasta el veintidós de abril del dos mil 
veinticuatro, por ser La fecha de notificación de La resolución del recurso de revisión en cita 
(tiempo), señaló que únicamente Localizó que el 28 de julio de 2020 el Agente el Ministerio 
Público Federal solicitó el ejercicio de la acción penal en La carpeta interés del solicitante. 
determinandola al Órgano Jurisdiccional competente, motivo por el cual. el expediente y toda 
La información inmersa en el mismo. se encuentra en posesión del Poder Judicial de La 
Federación, de ahí que resulte procedente declarar La inexistencia. 

Por Lo expuesto. se instruye a la UETAG hacer entrega de la presente acta al solicitante a través 
del medio que eligió para recibir notificaciones, así como. hacerla del conocimiento a Las 
instancias competentes para los efectos a Los que haya Lugar. 
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La presente resolución forma parte de La Décima Octava Sesión Ordinaria 2024 del Comité de 
Transparencia de La Fiscalía General de La República. Al efecto, se elabora acta por t riplicado, 
firmando al calce Los integrantes del Comité de Transparencia para constancia. 

INTEGRANTES 

Lic. Carlos Guerrer Ruíz 
Miembro suplente del Titula de la Unidad 

Especializada de Recursos. Servicios e 
Infraestructura Inmobiliaria. r presentante 

del área coordinadora de archivos 

Décima Octava Sesión Ordinaria 2024 

u tín Taboada Cortina. 
de Titular del Órgano 

1 ter o de Control 

Leda. Gabriela Santillán García. 
Secretaria Técnica del Comité de Transparencia 

Unidad de Transparencia y Apertura Gubernamental 
Elaboró 
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E. Cumplimiento a las resoluciones del INAI: 

E.1. Folio de la solicitud 330024624000787 - RRA 5052/24 

Síntesis 

i 
' Sentido de la resolución CT: 

Rubro: 

Solicitud: 

Versión pública de la indagatoria 
FGR/FEMDH/UEILCA/3/ 2020 

1 
Confirma 

Inexistencia 

"Solicito copia simple en versión pública de la averiguación previa FGR/FEfv!DH/UE/LCA/3/2020. 
No omito señalar que se trata de una carpeta vinculada a la desaparición de los 43 estudiantes 
de Ayotzinapa. calificada como ·grave violación a los derechos humanos· por la CNDH y. por lo 
tanto. exenta de reserva según el artículo 115 de la Ley de Transparencia." (Sic) 

Gestión de la solicitud: 
En respuesta se informó lo siguiente: 

" .. .En atención al contenido de la solicitud esta Unidad Especial de Investigación y Litigación para 
el Caso Ayotzinapa, procede a informar que el Agente del Ministerio Público de la Federación, 
solicitó el ejercicio de la acción penal en la averiguación previa: FGR/FEMOH/UEILCA/3/2020. 
determinándola al órgano jurisdiccional competente en fecha 18 de agosto de 2020. motivo por 
el cual la averiguación previa de mérito y toda la información que obraba en sus actuaciones. ya 
no se encuentra en los archivos físicos ni electrónicos de esta Unidad Especial y actualmente 
dicha información se encuentra en los archivos del Poder Judicial de la Federación. 

En virtud de lo manifestado en párrafos precedentes y con fundamento en el articulo 130 de la 
Ley Federal de Transparencia y Acceso a la Información Pública, se sugiere remitir la solicitud de 
mérito al Consejo de la Judicatura Federal (CJF) ... ' 

Mediante recurso de revisión, el particular se inconformó ante el Instituto Nacional de 
Transparencia. Acceso a la Información y Protección de Datos Personales (INAll. manifestó lo 
siguiente: 

Razón de la interposición: 
No se me facilitó la información requerida. 

/ 
En consecuencia. tras un análisis al caso. el INAI determinó a través de la resolución. determinó 
lo siguiente: / 

• .. .Por los motivos expuestos. en tanto que devino procedente la inexistencia co nicada en 4 
respuesta con el artículo 157, fracción III de la Ley Federal de Transparencia y Acceso a a 
Información Pública. este Instituto considera que lo procedente es MODIFICAR la re a de la 
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Fiscalía General de la República. e instruirle a efecto de que someta a consideración de su Comité 
de Transparencia la inexistencia de lo solicitado y dé cumplimiento a la presente resolución en 
términos del Resolutivo SEGUNDO de la presente determinación. •. • 

Por Lo anterior. con La finalidad de dar cumplimiento a La instrucción del Órgano garante de 
transparencia. se turnó el cumplimiento a La FEMDH. quien a través de La Unidad Especial de 
Investigación y Litigación para el Caso Ayotzinapa (UEILCA) realizó una nueva búsqueda 
exhaustiva y m inuciosa del expediente solicitado. Localizando únicamente que el 18 de agosto 
de 2022. el Agente el Ministerio Público Federal solicitó el ejercicio de La acción penal en La 
carpeta interés del solicitante. determinándola al Órgano Jurisdiccional competente. motivo por 
el cual. el expediente y toda La información inmersa en el mismo. se encuentra en posesión del 
Poder Judicial de La Federación. por Lo que es procedente declarar La inexistencia en Los archivos 
de esa Unidad Especial. 

Determinación del Comité de Transparencia: 

CT / ACDO/CUMPLIMIENT0/0025/2024: 

De conformidad con Lo previsto en el artículo 65, fracción 1 

11 y 169 de la LFTAIP, este Comité de Transparencia 
confirma la declaratoria de inexistencia de La información 
solicitada. de conformidad con los establecido en el 
artículo 141 de La LFT AIP. en concatenación con el criterio 
de interpretación del INAI 04/19 que a La Letra señala 
que: 

Propósito de la declaración formal de inexistencia. El propósito de que Los Comités de 
Transparencia emitan una declaración que confirme La inexistencia de la información solicitada, es 
garantizar al solicitante que se realizaron las gestiones necesarias para la ubicación de la 
información de su interés; por lo cual, el acta en el que se haga constar esa declaración formal de 
inexistencia, debe contener los elementos suficientes para generar en los solicitantes la certeza 
del carácter exhaustivo de la búsqueda de lo solicitado. 

Lo anterior. toda vez que La FEMDH a través de la UEILCA. manifestó que posterior a efectuar 
una nueva búsqueda exhaustiva amplia y razonable (modo) de La información en La totalidad de 
sus archivos físicos y electrónicos. bases de datos. Libros de gobierno y cualquier otro registro 
en donde pudiera obrar la información requerida (lugar): hasta el veintidós de abril del dos mil 
veinticuatro. por ser la fecha de notificación de La reso lución del recurso de revisión en cita 
(tiempo). señaló que únicamente Localizó que el 18 de agosto de 2022. el Agente el Ministerio 
Público Federal solicitó el ejercicio de la acción penal en La carpeta interés del solicitante, 
determinandola al Órgano Jurisdiccional competente. motivo por el cual. el expediente y toda , 
La información inmersa en el mismo. se encuentra en posesión del Poder Judicial de La/ 
Federación, de ahí que resulte procedente declarar La inexistencia. / 

Por Lo expuesto. se instruye a La UETAG hacer entrega de la presente acta al solicitante a t 
del medio que eligió para recibir notificaciones. así como. hacerla del conocimient 
instancias competentes para Los efectos a Los que haya Lugar. 

- - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - -
----- ---- -- ------------------------------------- - ----
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La presente resolución forma parte de la Décima Octava Sesión Ordinaria 2024 del Comité de 
Transparencia de la Fiscalía General de la República. Al efecto. se elabora acta por triplicado. 
firmando al calce los integrantes del Comité de Transparencia para constancia. 

INTEGRANTES 

Lic. Carlos Gu rrero 
Miembro suplente del Titular 

Especializada de Recursos. erv1c1os e 
Infraestructura Inmobiliaria. re resentante 

del área coordinadora de { chivos 

Décima Octava Sesión Ordinaria 20 24 

aboada Cortina. 
1tular del Órgano 

nu::wnn de Control 

Leda. Gabriela Santillán García. 
Secretaria Técnica del Comité de Transparencia 

Unidad de Transparencia y Apertura Gubernamental 
Elaboró 
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E. Cumplimiento a las resoluciones del INAI: 

E.2. Folio de la solicitud 330024624000505 - RRA 3751/24 

Síntesis 

1 Sentido de la resolución CT: 

Rubro: 

Solicitud: 

Versión pública de la indagatoria 
FED/ FEMCC/ FEMCC-CDMX/0000575/2023 

Confirma 

Clasificación de información reservada 

"Solicitud en versión pública de La CARPETA DE INVESTIGACIÓN: FED/ FEfvfCC/ FEfvfCC 
CDfvfX/0000575/2023 
Si ya fuejudicializada y en su caso cual fue el número de Causa penal que se le asigno.· (Sic) 

Gestión de la solicitud: 
En respuesta se clasificó como reservada y confidencial La información requerida. en términos 
de Los articulos 110. fracciones V, XII y XIII (hasta por un periodo de cinco años) y 113, fracciones 
1 y 111 de La Ley Federal de Transparencia y Acceso a La Información Pública. 

Mediante recurso de revisión. el particular se inconformó ante el Instituto Nacional d 
Transparencia. Acceso a La Información y Protección de Datos Personales (INAD. manifestó l 
siguiente: 

Razón de la interposición: 
"La información se me puede entregar con los datos personales testados. ya que es un asunto 
de importancia publica." 

En consecuencia, tras un análisis al caso, el INAI determinó a través de la resolución. lo 
siguiente: 

"!...]CUARTA. Decisión. Con base en lo anterior. de conformidad con el articulo 157, fracción III de la 
Ley Federal de Transparencia y Acceso a la Información Pública. este Instituto considera procedente 
MODIFICAR la respuesta del sujeto obligado. a efecto de que emita una nueva acta a través de su 
Comité de Transparencia por medio de la cual clasifique como reservado lo peticionado. esto es. la 
carpeta de investigación FED/FEfvfCC/FEfvfCC-CDfv/X/0000575/2023, en términos del artículo 110. 
fracción XII. de la Ley de la materia y proporcione la misma al particular. l...J" 1sicJ 

Por Lo anterior. con la finalidad de dar cumplimiento a la instrucción del Órgano garante d 
transparencia. se turnó el cumplimiento a la FEMCC, quien clasificó la información 
reservada. de conformidad con lo previsto en el artículo 110, fracción XII de la LFT A 
por un periodo de cinco años. 
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Determinación del Comité de Transparencia: 

CT / ACDO/CUMPLIMIENT0/0026/2024: 

De conformidad con lo previsto en el artículo 65, fracción 
11 y 169 de la LFTAIP, este Comité de Transparencia 
confirma la clasificación de reserva de la información 
solicitada. esto es. la carpeta de investigación 
FED/FEMCC/FEMCC-CDMX/0000575/2023, en términos 
del artículo 110, fracción XII de la Ley de la materia. hasta 
por un periodo de cinco años. 

Lo anterior. toda vez que la Unidad Administrativa competente, manifestó lo siguiente: 

"Reserva con fundamento en el art. 110, frac. XII de la LTAIP. 

En la solicitud se requieren información y documentos que podrian formar parte de 
carpetas de investigación. El art. 218 del Código Nacional de Procedimientos Penales 
(CNPP) dispone la estricta reserva de los registros de la investigación, incluyendo todos 
los documentos que se le relacionen. La única forma para acceder a ellos es que la 
solicitante sea parte en el proceso penal. con las limitaciones legalmente establecidas. El 
acceso a los registros de carpetas está restring ido para cualquier otra persona. La Ley 
Federal de Transparencia y Acceso a La Información Pública (LFTAIP) retoma esta 
disposición al señalar en su art. 110. frac. XII que podrá reservarse La información que: 

Art.110. 

XII. Se encuentre dentro de las investigaciones de hechos que la ley señale como delitos y s 
tramiten ante el fvlinisterio Público. 

Estos dos supuestos se actualizan en relación con la solicitud de la versión pública de un 
carpeta de investigación. En primer lugar, se trata de información que obra en una carpeta 
de investigación tramitada ante el Ministerio Público por la posible comisión de un 
delito. En segundo lugar, conforme a lo señalado arriba, el CNPP, que es la legislación 
en la materia, estipula que esa información está reservada. Por lo tanto. esta Fiscalía 
Especializada también se encuentra imposibilitada jurídicamente para entregar la versión 
electrónica del documento requerida. 

Las disposiciones antes citadas son obligatorias para todos Los servidores públicos de este 
órgano autónomo. ya que. en caso de incumplimiento. se configuraría el tipo penal previsto 
en la fracción XXVIII del artículo 225 del Código Penal Federal. delito cometido contra la / 
administración de justicia en su modalidad de dar a conocer a quien no tenga derecho 
documentos. constancias o información que obren en una carpeta de investigación o en un 
proceso penal y que. por disposición de La ley o resolución de La autoridad judicial. sean 
reservados o confidenciales. Igualmente. se podría violar La Ley de la Fiscalía General de la 
República, art. 47, frac. IV, que señala como una de las obligaciones de Las personas 
servidoras públicas de la Fiscalía General el preservar el secreto. la reserva y l 
confidencialidad. en términos de Las disposiciones aplicables. de los asuntos que porra 
del desempeño de su función conozcan. 
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Cabe señalar que la reserva de la información requerida señalada en la ley es de interés 
público. El art. 20 de La Constitución dispone que el objeto del proceso penal es el 
esclarecimiento de los hechos. proteger al inocente. procurar que el culpable no quede 
impune y que los daños causados por los delitos se reparen. EL art. 21 de la Constitución 
señala que el Ministerio Público tiene la función de La investigación de los delitos y el 
ejercicio de La acción penal ante los tribunales. Esta obligación es correlativa a y condición 
sin la cual no se puede acceder a la administración de justicia ni se puede alcanzar el objeto 
del proceso penal. Lo cual es de interés público. Publicar la información requerida en la 
solicitud impediría que el Ministerio Público cumpliera con su función constitucional y. por 
Lo tanto. afectaría el interés público. Por eso. se reitera. La LFTAIP reconoce como dos 
causales de reserva de información La que se encuentre en carpetas de investigación y La 
que. por Ley tenga tal carácter (en este caso, el CNPP). 

La Suprema Corte de Justicia de la Nación. en su acción de inconstitucionalidad 49/2009, 
señaló que la reserva de información de investigaciones ministeriales en curso resulta 
razonable y se justifica en dos supuestos. Primero. cuando se pongan en riesgo 
investigaciones en curso. Como se señaló arriba. este supuesto se actualiza. Segundo. 
cuando se ponga en riesgo la seguridad de Las personas. Lo anterior. en atención a que la 
propia Constitución establece el derecho a la protección de datos personales. el deber de 
sigilo a cargo del Ministerio Público y de reserva de información relativa a las 
investigaciones. así como La obligación de garantizar la protección de Los sujetos 
involucrados en La indagatoria de Los delitos. 

En su tesis 1a. XLIV /2021 (10a.l. La Suprema Corte de Justicia de la Nación señaló que lo 
parámetros Legislativos para determinar si una información es de interés público. d 
acuerdo con lo previsto en el art. 3, frac. XII de La Ley General de Transparencia y Acceso 
La Información Pública. son: que sea relevante o beneficiosa para la sociedad y no. 
simplemente. de interés individual: y, b) Su divulgación debe ser útil para que el público 
comprenda las actividades Llevadas a cabo por los sujetos obligados. La divulgación de 
información de una carpeta a cargo de la Fiscalia Especializada en materia de Combate a la 
Corrupción es contraria al interés público. Considerando el daño que se causaría con su 
divulgación (que ponga en riesgo la investigación. no se pueda ejercer acción penal y. así. 
no se castigue a los culpables, no se reparen los daños y continúe el impedimento en el 
ejercicio de ciertos derechos). la sociedad obtiene un beneficio mayor en que esa 
información no se difunda y en que continúe La investigación con el sigilo que se marca en 
La Constitución y en Las leyes de acceso a La información y del proceso penal. 
Adicionalmente, hay otros medios menos onerosos para que el Ministerio Público cumpla 
con su función constitucional. como estrategias de comunicación social y divulgación de 
información estadística. para que la sociedad comprenda las actividades llevadas a cabo/ 
por los sujetos obligados. / 

Los documentos objeto de esta solicitud de información corresponden a carpetas a cargo 
de la Fiscalía Especializada en materia de Combate a la Corrupción. Con fundamento en el 
art. 13. frac. V de la Ley de La Fiscalía General de la República, esta Fiscalía Especializada es 
competente para La investigación de los delitos por hechos de corrupción, tipificados en 
Libro Segundo, Título Décimo del Código Penal Federal. Estos delitos se distinguen de 
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por. al menos. dos características: que, en su mayoría. participan servidores públicos en su 
comisión y que. en muchas ocasiones, la víctima es el Estado o la sociedad en su conjunto. 
Aunque no siempre haya una víctima clara. directa e identificable de Los delitos por hechos 
de corrupción, uno de sus efectos más evidentes es que impiden el ejercicio de otros 
derechos. En su prefacio a la Convención de las Naciones Unidas Contra la Corrupción. el 
entonces Secretario General de la ONU, Kofi Annan. desarrolló esa idea: 

"La corrupción es una plaga insidiosa que tiene un amplío espectro de consecuencias corrosivas 
para la sociedad. Socava la democracia y el estado de derecho. da píe a violaciones de los 
derechos humanos, distorsiona los mercados. menoscaba la calidad de vida y permite el 
florecimiento de la delincuencia organizada, el terrorismo y otras amenazas a la seguridad 
humana. 

Este fenómeno maligno se da en todos los países -grandes y pequeños. ricos y pobres- pero 
sus efectos son especialmente devastadores en el mundo en desarrollo. La corrupción afecta 
infinitamente más a los pobres porque desvía los fondos destinados al desarrollo, socava la 
capacidad de los gobiernos de ofrecer servicios básicos. alimenta la desigualdad y la injusticia 
y desalienta la inversión y las ayudas extranjeras. La corrupción es un factor clave del bajo 
rendimiento y un obstáculo muy importante para el alivio de la pobreza y el desarrollo. /...J" 

Es decir, la corrupción es un fenómeno sistémico que afecta a los Estados y a las 
sociedades. Aunque esta investigación en particular haya concluido y se cuente con una 
sentencia. las conductas en particular. las personas involucradas. sus colaboradores o 
testigos podrían estar relacionados con otras investigaciones a cargo de esta misma FEMCC 
o de otras áreas de la Fiscalía General de la República. Por lo tanto. entregar informació 
se este asunto puede afectar el debido sigilo imprescindible en otras investigaciones e 
curso cercanas a Las que son objeto de La solicitud de información. Además. La entrega 
de información sobre La investigación podría representar una violación al debido 
proceso de Las personas investigadas o imputadas, o una revictimización de Los 
afectados. La gravedad de estos factores eventualmente podría Llevar a La anulación del 
proceso penal. De este modo. se obstaculizaría el ejercicio de los derechos señalados en 
los art. 20 y 21 de la Constitución. 

En ese sentido, a continuación. se presentan la prueba de daño para las causales de reserva 
que actualiza la información solicitada. 

i. LFTAI, art.110, frac. XII 

a. Riesgo real. demostrable e identificable. Publicar información sobre carpetas 
de investigación impide que el Ministerio Público alcance su fin constitucionalmente 
válido y de interés general de investigar delitos y. con ello. que se alcancen los 
objetivos del proceso penal: permitir el esclarecimiento de Los hechos, proteger al / 
inocente. procurar que el culpable no quede impune y que Los daños causados o/' 
los delitos se reparen. 

La relevancia de la reserva de las carpetas de investigación se debe primordialmente a ~ 
que el cumplimiento de esta obligación constitucional del Ministerio Público es el medio/ 
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por el cual se permite cumplir con el derecho humano de acceso a La justicia - igualmente 
reconocido en La Constitución- y todo Lo que conlleva: esclarecer Los hechos. proteger al 
inocente. procurar que el culpable no quede impune y reparar Los daños causados por 
el delito. 

Si se publicara la información requerida se correrían diversos riesgos que pondrían en 
riesgo la continuidad de la investigación. Publicar La denuncia y La versión pública de La 
carpeta de investigación mostraría todas Las diligencias que ha Llevado a cabo el 
Ministerio Público, Los hallazgos que ha realizado y Los medios de prueba con Los que 
cuenta. Esto revelaría Las hipótesis delictivas que se siguen y Los hechos particulares que 
se investigan. Todo esto podria Llevar a que Las personas involucradas en Los presuntos 
hechos delictivos modificaran. destruyeran u ocultaran medios de prueba que aún no 
conoce el Ministerio Público, obstaculizando La construcción de La carpeta de 
investigación y La comprobación de La hipótesis delictiva. 

Asimismo. dar a conocer La información requerida. podría revelar nombres de testigos. 
eventuales imputados y otros nombres de algún modo relacionados con o mencionados 
en La indagatoria. Las personas quedarían sujetas a sufrir represalias de quienes hubieran 
cometido Los actos investigados -si es que éstos ocurrieron-. Esto representaría riesgos 
a su integridad física o a su vida. y Los haría potenciales víctimas de extorsión o sobornos 
a cambio de continuar dando información falsa o incompleta a Las autoridades 
m inisteriales. orientándolas a seguir Líneas de investigación deliberadamente fútiles e 
inconsecuentes. 

Esas Limitaciones podrían ser insalvables hasta el punto en que el Ministerio Público 
tuviera que elaborar una nueva teoría del caso. recurrir a hipótesis delictivas adicionales 
desarrollar nuevas Líneas de investigación. y buscar medios de prueba. testigos 
colaboradores alternativos. Dado el avance en La integración de La carpeta. todo esto 
representaría un notable retroceso de tiempo y un uso ineficiente de Los recursos 
humanos. financieros y materiales que se han usado hasta el momento en La 
investigación. Incluso. dada La complejidad de Los delitos que se investigan. existe La 
posibilidad de que no haya opciones adicionales de Líneas de investigación o medios de 
prueba a Los que se revelaran en La solicitud de información, Lo que impediría de plano 
que el Ministerio Público continuara con su fin constitucionalmente válido de investigar 
delitos para contar con elementos para el ejercicio de La acción penal y permitir el acceso 
a La justicia a Las víctimas del delito. 

b. Perjuicio que supera el interés público. En el Dictamen en sentido positivo a 
Las iniciativas con proyecto de decreto por el que se reforman. adicionan y derogan 
diversas disposiciones de La Constitución Política de Los Estados Unidos Mexicanos 
en materia del Sistema Nacional Anticorrupción a cargo de la Cámara de Origen,7 e 
señala que (p. 32): 

"Resulta evidente que la corrupción trasciende de militancias partidistas, proyectos ideológicov 
y órdenes de gobierno. La corrupción. como sostienen los estudios en la materia. ha logrado 
instaurarse en un sistema con capacidad de autorregularse y, por ende. de actualíza1, 
mecanismos de defensa frente a los esfuerzos gubernamentales por combatirla." 
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Dada esa urgencia. se determinó crear una fiscalía especializada para combatir 
penalmente la corrupción (p. 67): 

"La Fiscalía en la materia estará a cargo de su investigación al dotar de las capacidades 
técnicas necesarias para desempeñar sus funciones. Cabe mencionar que en términos de la 
reciente reforma constitucional en materia político electoral que otorga autonomía 
constitucional a al Fiscalía General de la República. la fiscalía especializada en combate a la 
corrupción. contará con el marco jurídico suficiente para investigar y perseguir de forma efectiva 
los delitos en esta materia.· 

Por Lo tanto. la sociedad en su conjunto es quien recibe los beneficios de que el 
Ministerio Público lleve a su término con el debido sigilo las investigaciones por 
delitos de corrupción y ejerza la acción penal. Estos beneficios, que llegan a la 
sociedad en general, incluyen la reparación de los daños que causa ese tipo de 
conductas y la recuperación del ejercicio de los derechos fundamentales que se 
hubieran frenado con esos delitos, sólo pueden alcanzarse al guardar la reserva de 
la información de las carpetas de investigación en trámite que marca la ley. 

c. Principio de proporcionalidad. EL que La información esté reservada permite 
que el Ministerio Público cumpla con su fin constitucionalmente válido y, 
apegándose al principio de proporcionalidad. resulta el medio más idóneo para 
proteger Los actos que conllevan alcanzar Los fines del proceso penal. 

La reserva de La información protege e l fin constitucionalmente válido del Ministerio 
Público. que es correlativo al derecho humano de acceso a La justicia y, de ese modo. 
esclarecer Los hechos. proteger al inocente. procurar que el culpable no quede impune 
y reparar los daños causados por el delito. 

La reserva de la información de la carpeta de investigación requerida en la solicitud n 
implica una restricción del derecho de acceso a La información. Dada la naturaleza de 
esa información, su reserva es proporcional porque atiende la importancia de la 
protección del interés jurídico que se tutela con los delitos por hechos de corrupción 
(el funcionamiento normal y ordenado de la Administración Pública), de la correcta 
administración de justicia y del interés general que hay en que se cumpla el proceso 
penal en las investigaciones de este tipo de delitos, que permite, entre otras cosas, la 
reparación del daño y el establecimiento de garantias de no repetición. Además, es 
necesario reiterar que esta reserva se desprende de lo que establece el CNPP en su 
art. 218, en relación con la LFTAIP, art. 110, frac. XII. En suma, es claro que la 
investigación y persecución de Los delitos por hechos de corrupción es de interés . 
general. La divulgación de información de esas investigaciones ignoraría ese / 
interés. / 

Por Lo anterior. se advierte un nexo causal entre la entrega de La información requerida y 
afectaciones a La debida diligencia que rige el actuar del Ministerio Público y al interé~ 
general que se alcanza con él. Así. no hay justificación para vulnerar esos principios frente 
al derecho a La información del solicitante." 
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Por Lo expuesto. se instruye a La UETAG hacer entrega de La presente acta al solicitante a través 
del medio que elig ió para recibir notificaciones. así como. hacerla del conocimiento a las 
instancias competentes para los efectos a los que haya lugar. - - - - - - - - - - - - - - - - - -

- - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - -
- - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - -
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GR 
F ISCALÍA GENE RAL 
D E LA REPÚ B LI C A 

ICOMITE DE 
¡TRANSPAREN CIA 

La presente resolución forma parte de la Décima Octava Sesión Ordinaria 2024 del Comité de 
Transparencia de la Fiscalía General de la República. Al efecto. se elabora acta por triplicado. 
firmando al calce Los integrantes del Comité de Transparencia para constancia. 

INTEGRANTES 

. Adi Loza Barrera. 
ecializada en Transparencia y Apertura 

residente del Comité de Transparencia. 

. arlos Guerrero Ru 
Miembro suplente del Titular de a Unidad 

Especializada de Recursos. Ser icios e 
Infraestructura Inmobiliaria. repr entante 

del área coordinadora de are I ivos 

Décima Octava Sesión Ordinaria 2024 

n Taboada Cortina. 
itular del órgano 
de Control 

Leda. Gabriela Santillán García. 
Secretaria Técnica del Comité de Transparencia 

Unidad de Transparencia y Apertura Gubernamental 
Elaboró 
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